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ROLETIN JUDICIAL

Setencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 22 de diciembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Bienvenido King Mota, Pedro Julio Castillo y
Dominicana de Seguros. C. por A.

Abogado (s): Dr. José María Acosta Torres.

interviniente (s): Martha Cruz Vda. Pimentel.

Abogado (s): Dr. Gabriel A. Estrella Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, La Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque CastillofiLuis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustabo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad do Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1ro. de agosto del 1983, años 140'
de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

Sobre los recursos de casación interpuestos por Bien-
venido King Mota, dominicano, mayor de edad, mecánico,
cédula No. 19535, serie 18, domiciliado en la calle Baltazar de
los Reyes No. 58 de esta ciudad, Pedro Julio Castillo,
dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, residente
en Boca Chica, cédula No. 42505, serie 1ra., y la Compañia
Dominicana de Seguros, C. por A., con domicilio social en
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
el 22 de diciembre de 1980, cuyo dispositivo se copia más
adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 16 de enero de 1981, a re-
querimiento del abogado Dr. José María Acosta Torres, cé-
dula No. 32511, serie 31, en representación de los recurrentes
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada,
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 14 de marzo de
1983, suscrito por su abogado, en el cual se proponen contra
la sentencia impugnada, los medios de casación que luego se
indican;

Visto el escrito del 14 de marzo de 1983, de la interviniente
Martha Cruz Vda. Pimentel, dominicana, mayor de edad,
domiciliada y residente en esta ciudad, firmado por su aboga-
do, el Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, cédula No. 11038, serie
32;

Visto el auto dictado en fecha 28 de julio del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama a los Magistrados Leonte Rafael Alburquerque Castillo
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo
del recurso de casación de que se trata, de conformidad con
las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor y 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que resultaron dos personas
muertas, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en sus atribuciones
correccionales, el 27 de mayo de 1974, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra ese fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
FALLA PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la

forma, el recurso cíe apelación de fecha veintiocho (28) de
junio de 1974 incoado por el Dr. José María Acosta Torres a
nombre y representación de los señores Bienvenido King Mo-
ta, Pedro Julio Castillo y de la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A. (Sedomca), contra la sentencia de fecha
veintisiete (27) de mayo del año 1974, dictada por la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto, contra el nombrado Bienvenido King
Mota, por no haber comparecido a la audiencia a la cual fue
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado
Bienvenido King Mota, de generales anotadas en el ex-
pediente; Culpable del delito de Homicidio Involuntario,
causado con el manejo o conducción de vehículos de motor,
previsto y sancionado por las disposiciones del artículo 49
párrafo 1ro. de la Ley No. 241, en perjuicio de quienes en vida
respondían a los nombres de Santo Domingo Pimentel Matos
y Augusto Acosta Martínez, y acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes se le condena al pago de una multa
de Doscientos Pesos Oro (RDS200.00) y al pago de las costas
penales causadas; TERCERO: Se declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil incoada por los
Sres. Martha Cruz Vda. Pimentel, en su calidad de cónyuge
del fenecido Santo Domingo Pimentel, por sí y por sus hijos
menores Eddy Reynaldo, Ottoniel Jesús, Cerson Nahum y
Yolirca Norys, por intermedio de su abogado constituido Dr.
Víctor Manuel Mangual; por los señores Viterbo Acosta y
Lucinda Martínez de Acosta, en sus calidades de padres del
señor Augusto Acosta Martínez, Cabo P.N. por intermedio de
su abogado constituido, Dr. Raymundo Cuevas Sena, en
contra de Bienvenido King Mota, y Pedro Julio Castillo, en
sus calidades de prevenido y persona civilmente responsable
respectivamente, y la puesta en causa de la Compañía
Domincana de Seguros, C. por A. (Sedomca), por haber sido
hechas conforme a la ley de la materia; CUARTO: En cuanto
al fondo, se condena a Bienvenido King Mota y Pedro Julio
Castillo, en sus aludidas calidades al pago de las siguientes
sumas: a) Quince Mil Pesos Oro (RDS15,000.00) en favor de
Martha Cruz Vda. Pimentel Matos y sus hijos menores; b)
Ocho Mil Quinientos Pesos Oro IR DS8,500.00) en favor y pro-
vecho de los Sres. Viterbo Acosta y Lucinda Martínez de
Acosta, por los daños morales y materiales sufridos por ellos
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 16 de enero de 1981, a re-
querimiento del abajado Dr. José María Acosta Torres, cé-

- dula No. 32511, serie 31, en representación de los recurrentes
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada,
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 14 de marzo de
1983, suscrito por su abogado, en el cual se proponen contra
la sentencia impugnada, los medios de casación que luego se
indican;

Visto el escrito del 14 de marzo de 1983, de la interviniente
Martha Cruz Vda. Pimentel, dominicana, mayor de edad,
domiciliada y residente en esta ciudad, firmado por su aboga-
do, el Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, cédula No. 11038, serie
32;

Visto el auto dictado en fecha 28 de julio del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama a los Magistrados Leonte Rafael Alburquerque Castillo
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo
del recurso de casación de que se trata, de conformidad con
las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor y 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que resultaron dos personas
muertas, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en sus atribuciones
correccionales, el 27 de mayo de 1974, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra ese fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
FALLA PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la
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forma, el recurso de apelación de fecha veintiocho (28) de
junio de 1974 incoado por el Dr. José María Acosta Torres a
nombre y representación de los señores Bienvenido King Mo-
ta, Pedro Julio Castillo y de la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A. (Sedomca), contra la sentencia de fecha
veintisiete (27) de mayo del año 1974, dictada por la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto, contra el nombrado Bienvenido King
Mota, por no haber comparecido a la audiencia a la cual fue
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado
Bienvenido King Mota, de generales anotadas en el ex-
pediente; Culpable del delito de Homicidio Involuntario,
causado con el manejo o conducción de vehículos de motor,
previsto y sancionado por las disposiciones del artículo 49
párrafo 1ro. de la Ley No. 241, en perjuicio de quienes en vida
respondían a los nombres de Santo Domingo Pimentel Matos
y Augusto Acosta Martínez, y acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes se le condena al pago de una multa
de Doscientos Pesos Oro IR DS200.00) y al pago de las costas
penales causadas; TERCERO: Se declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil incoada por los
Sres. Martha Cruz Vda. Pimentel, en su calidad de cónyuge
del fenecido Santo Domingo Pimentel, por sí y por sus hijos
menores Eddy Reynaldo, Ottoniel Jesús, Cerson Nahum y
Yolirca Norys, por intermedio de su abogado constituido Dr.
Víctor Manuel Mangual; por los señores Viterbo Acosta y
Lucinda Martínez de Acosta, en sus calidades de padres del
señor Augusto Acosta Martínez, Cabo P.N. por intermedio de
su abogado constituido, Dr. Raymundo Cuevas Sena, en
contra de Bienvenido King Mota, y Pedro Julio Castillo, en
sus calidades de prevenido y persona civilmente responsable
respectivamente, y la puesta en causa de la Compañía
Domincana de Seguros, C. por A. (Sedomca), por haber sido
hechas conforme a la ley de la materia; CUARTO: En cuanto
al fondo, se condena a Bienvenido King Mota y Pedro Julio
Castillo, en sus aludidas calidades al pago de las siguientes
sumas: a) Quince Mil Pesos Oro 1RDS15,000.001 en favor de
Martha Cruz Vda. Pimentel Matos y sus hijos menores; b)
Ocho Mil Quinientos Pesos Oro (RDS8,500.001 en favor y pro-
vecho de los Sres. Viterbo Acosta y Luyinda Martínez de
Acosta, por los daños morales y materiales sufridos por ellos

1
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con motivo del accidente de que se trata; QUINTO: Se
condena a los Sres. Bienvenido King Mota y Pedro Julio
Castillo, en sus aludidas calidades a pagarle a la señora
Martha Cruz Vda. Pimental, cualquier otra indemnización que
pueda corresponderle; SEXTO: Se condena a Bienvenido
King Mota y Pedro Julio Castillo, en sus calidades enunciadas
al pago de las costas y honorarios del procedimiento, con
distracción de las mismas en favor y provecho de los Dres
Víctor Manuel Mangual y Raymundo Cuevas Sena, aboga-
dos, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
SEPTIMO: Se declara la presente sentencia cómún y
oponible con todas sus consecuencias legales a la Com-
pañía de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A. (Se-
domca), entidad asegurada del vehículo que ocasionó el acci-
dente de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10
modificado de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor; SEGUNDO: Rechaza en todos sus
aspectos las conclusiones formuladas por el señor
Pedro Julio Castillo y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., ISedomcal, por improcedentes y mal fundadas;
TERCERO: En	 cuanto al fondo, Pronuncia el defecto
contra el prevenido Bienvenido King Mota, por no haber
comparecido a	 la audiencia estando legalmente citado;
CUARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia apelada
por ser justa y reposar sobre pruebas legales; QUINTO:
Condena al nombrado Bienvenido King Mota al pago de las
costas penales, y conjuntamente con Pedro Julio Castillo, al
pago de las costas civiles de la instancia con distracción de
las últimas en provecho de los Dres. Víctor Manuel Mangual y
Raymundo Cuevas Sena, abogados de la parte civil cons-
tituida, quienes afirman en sus conclusiones haberlas avanza-
do en su mayor parte;

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Falta exclusiva de la víc-
tima. Caso de fuerza mayor. No violación de la Ley No. 241.
Insuficiencia de pruebas. Segundo Medio: Pedro Julio
Castillo no es comitente de Bienvenido King Mota. Falsa
aplicación del artículo 1384 del Código Civil. Tercer Medio:
Prescripción de la acción civil frente a Pedro Julio Castillo.
Violación del artículo 455 del Código de Procedimiento
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Criminal; Cuarto Medio: Falta de base legal. Falta de mo-
tivos. Desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en sus medios primero y cuarto de
casación reunidos para su examen, por su estrecha vin-
culación, los recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: al
que el accidente se originó por la falta exclusiva de la víctima,
ya que se le presentó de manera imprevisible, circunstancia
que lo hizo inevitable; que la declaración prestada por el pre-
venido no fue contradicha por ninguna clase de pruebas por
lo que debe ser tenida como la expresión de la verdad; que la
duda favorece al reo; b) que la sentencia impugnada no
contiene una exposición completa y detallada de los hechos
que justifiquen su dispositivo lo que impide a la Suprema
Corte de Justicia, como Corte de Casación verificar si en la
especie se hizo o no una correcta aplicación de la ley; que,
además, carece de motivos suficientes y en la misma se han
desnaturalizado los medios de prueba; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente Único culpable del accidente, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente aportados en la instrucción de la causa, los
siguientes hechos: a) que siendo a proximadamente la una de
la tarde del 18 de octubre de 1972, mientras el automóvil
placa No. 117 .879 propiedad de Pedro Julio Castillo, y
conducido por el prevenido, transitaba por el puente Juan
Pablo Duarte, de esta ciudad, en dirección Oeste-Este, chocó
la motocicleta placa No. 32641 conducida por Santo
Domingo Pimentel Matos que transitaba delante en la misma
dirección; que al producirse esa colisión el automóvil pasó al
otro carril y allí chocó contra la motocicleta, placa No. 26874,
conducida por el Cabo de la P.N. Augusto Acosta Martínez y
que transitaba por la misma vía pero en dirección contraria; t)
que a consecuencia de esas colisiones resultaron muertos los
motociclistas Santo Domingo Pimentel Matos y Augusto
Acosta Martínez; c) que el accidente se debió a la im-
prudencia del prevenido quien no advirtió a tiempo la
presencia del motociclista que iba delante y lo chocó, yén-
dose luego al otro carril donde también chocó contra la mo-
tocicleta que conducía el cabo de la P.N. Augusto Acosta
Martínez;

Considerando, que como se advierte, los Jueces del fondo
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con motivo del accidente de que se trata; QUINTO: Se
condena a los Sres. Bienvenido King Mota y Pedro Julio
Castillo, en sus aludidas calidades a pagarle a la señora
Martha Cruz Vda. Pimental, cualquier otra indemnización que
pueda corresponderle; SEXTO: Se condena a Bienvenido
King Mota y Pedro Julio Castillo, en sus calidades enunciadas
al pago de las costas y honorarios del procedimiento, con
distracción de las mismas en favor y provecho de los Dres
Víctor Manuel Mangual y Raymundo Cuevas Sena, aboga-
dos, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
SEPTIMO: Se declara la presente sentencia cómún y
oponible con todas sus consecuencias legales a la Com-
pañía de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A. (Se-
domca), entidad asegurada del vehículo que ocasionó el acci-
dente de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10
modificado de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor; SEGUNDO: Rechaza en todos sus
aspectos las conclusiones formuladas por el señor
Pedro Julio Castillo y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., (Sedomca), por improcedentes y mal fundadas;
TERCERO: En cuanto al fondo, Pronuncia el defecto
contra el prevenido Bienvenido King Mota, por no haber
comparecido a la audiencia estando legalmente citado;
CUARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia apelada
por ser justa y reposar sobre pruebas legales; QUINTO:
Condena al nombrado Bienvenido King Mota al pago de las
costas penales, y conjuntamente con Pedro Julio Castillo, al
pago de las costas civiles de la instancia con distracción de
las últimas en provecho de los Dres. Víctor Manuel Mangual y
Raymundo Cuevas Sena, abogados de la parte civil cons-
tituida, quienes afirman en sus conclusiones haberlas avanza-
do en su mayor parte;

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Falta exclusiva de la víc-
tima. Caso de fuerza mayor. No violación de la Ley No. 241.
Insuficiencia de pruebas. Segundo Medio: Pedro Julio
Castillo no es comitente de Bienvenido King Mota. Falsa
aplicación del artículo 1384 del Código Civil. Tercer Medio:
Prescripción de la acción civil frente a Pedro Julio Castillo.
Violación del artículo 455 del Código de Procedimiento

Criminal; Cuarto Medio: Falta de base legal. Falta de mo-
tivos. Desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en sus medios primero y cuarto de
casación reunidos para su examen, por su estrecha vin-
culación, los recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: al
que el accidente se originó por la falta exclusiva de la víctima,
ya que se le presentó de manera imprevisible, circunstancia
que lo hizo inevitable; que la declaración prestada por el pre-
venido no fue contradicha por ninguna clase de pruebas por
lo que debe ser tenida como la expresión de la verdad; que la
duda favorece al reo; b) que la sentencia impugnada no
contiene una exposición completa y detallada de los hechos
que justifiquen su dispositivo lo que impide a la Suprema
Corte de Justicia, como Corte de Casación verificar si en la
especie se hizo o no una correcta aplicación de la ley; que,
además, carece de motivos suficientes y en la misma se han
desnaturalizado los medios de prueba; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente aportados en la instrucción de la causa, los
siguientes hechos: a) que siendo aproximadamente la una de
la tarde del 18 de octubre de 1972, mientras el automóvil
placa No. 117 .879 propiedad de Pedro Julio Castillo, y
conducido por el prevenido, transitaba por el puente Juan
Pablo Duarte, de esta ciudad, en dirección Oeste-Este, chocó
la motocicleta placa No. 32641 conducida por Santo
Domingo Pimentel Matos que transitaba delante en la misma
dirección; que al producirse esa colisión el automóvil pasó al
otro carril y allí chocó contra la motocicleta, placa No. 26874,
conducida por el Cabo de la P.N. Augusto Acosta Martínez y
que transitaba por la misma vía pero en dirección contraria; ti
que a consecuencia de esas colisiones resultaron muertos los
motociclistas Santo Domingo Pimentel Matos y Augusto
Acosta Martínez; c) que el accidente se debió a la im-
prudencia del prevenido quien no advirtió a tiempo la
presencia del motociclista que iba delante y lo chocó, yén-
dose luego al otro carril donde también chocó contra la mo-
tocicleta que conducía el cabo de la P.N. Augusto Acosta
Martínez;

Considerando, que como se advierte, los Jueces del fondo
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al dar por comprobado que el accidente se debió únicamente
a la imprudencia del prevenido, desestimó el alegado de éste
de que el hecho había ocurrido por causa de fuerza mayor, o
por culpa exclusiva de la víctima; que en otro orden de ideas,
en la especie no consta que los Jueces del fondo hayan teni-
do dudas acerca de la culpabilidad del prevenido, por lo que
no ha lugar a la aplicación de la máxima antes indicada; que,
además, la sentencia impugnada contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo en el
aspecto que se examina, y una exposición completa de los
hechos y circunstancias de la causa que ha permitido a la
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, verificar
que en el caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley;
que, en consecuencia los medios de casación que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constitu-
yen a cargo del prevenido, el delito de homicidio por
imprudencia, ocasionado con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por el inciso 1
de dicho texto legal con prisión de 2 a 5 años y multa de
500 00 a 2,000.00 pesos; que en consecuencia, la Corte a-qua
al condenar al prevenido a una multa de RDS200.00 pe-
sos, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había
causado a Martha Cruz Vda. Pimentel, parte civil constituida
en su calidad de cónyuge interviniente y tutora legal de sus
hijos menores de edad procreados con Santo Domingo
Pimentel Matos, fallecido a consecuencia del hecho cometido
por el prevenido, daños y perjuicios materiales y morales que
la Corte a-qua evaluó en la suma de RDS15,000.00; que la re-
ferida Corte al condenar al prevenido al pago de esa suma en
favor de la parte civil constituida, a título de indemnización,
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que en sus medios segundo y tercero, los
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cuales se reúnen para su examen por su estrecha vinculación,
los recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: a) que Pedro

• Julio Castillo, persona que ha sido puesta en causa como ci-
vilmente responsable no es comitente del prevenido, pues
éste nunca ha estado bajo la dirección, subordinación o
dependencia del señor Castillo, tal como lo declaró el referido
señor Castillo, declaración que no fue refutada por nadie; b)
que aún cuando no se ha establecido el lazo de comitencia, la
Corte a-qua pronunció condenaciones civiles contra Pedro
Julio Castillo, sin tomar en cuenta que éste había concluido
por ante dicha Corte solicitando que se declarara prescrita la
acción contra Castillo en razón de que "ha transcurrido más
de 3 años de inactividad, tal como lo establece el artículo 455
del Código de Procedimiento Criminal";

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra a)
que en la sentencia impugnada consta que la Corte a-qua
para declarar a Pedro Julio Castillo, comitente del prevenido
King, expuso lo siguiente: Que todo propietario de un
vehículo de motor se presume comitente de la persona a
quien le permite conducirlo o manejarlo, salvo prueba en
contrario a su cargo, lo cual no ha sido establecido; que por
ante esta Corte de apelación quedó establecido el lazo de
comitente a preposé existente al instante del accidente entre
el conductor del carro placa No. 117-879, Bienvenido King
Mota, y el propietario del indicado vehículo Pedro Julio
Castillo, relación ésta, que aunque ha sido desmentida por
dicho propietario y por la entidad aseguradora de los riesgos
del vehículo productor del accidente, no se ha probado lo
contrario, puesto que si bien el Sr. Castillo en su declaración
ante la Policía Nacional en el momento de levantarse el Acta
en ocasión del accidente, reconoció ser el propietario del
carro marca Chevrolet placa No. 117-879, manifestando que
le entregó el carro al Sr. Bienvenido King Mota, para fines de
reparación, afirmación más tarde ratificada por dicho señor
en la audiencia celebrada por la Corte el día 31 del mes de
octubre del año 1978, con el propósito de justificar los ar-
gumentos invocados por dicha parte demandada en el seno
do de que el conductor Bienvenido King Mota no actúa a
cuenta del propietario del vehículo en el preciso momento de
la ocurrencia del fatal accidente, es decir, el día 18 de octubre
de 1978, a la 1:30 de la tarde, y que por esa circunstancia se
había producido en ese preciso momento un desplazamiento
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al dar por comprobado que el accidente se debió únicamente
a la imprudencia del prevenido, desestimó el alegado de éste
de que el hecho había ocurrido por causa de fuerza mayor, o
por culpa exclusiva de la víctima; que en otro orden de ideas,
en la especie no consta que los Jueces del fondo hayan teni-
do dudas acerca de la culpabilidad del prevenido, por lo que
no ha lugar a la aplicación de la máxima antes indicada; que,
además, la sentencia impugnada contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo en el
aspecto que se examina, y una exposición completa de los
hechos y circunstancias de la causa que ha permitido a la
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, verificar
que en el caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley;
que, en consecuencia los medios de casación que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constitu-
yen a cargo del prevenido, el delito de homicidio por
imprudencia, ocasionado con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el articulo 49 de la Ley No. 241 de
1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por el inciso 1
de dicho texto legal con prisión de 2 a 5 años y multa de
500 00 a 2,000.00 pesos; que en consecuencia, la Corte a-qua
al condenar al prevenido a una multa de RDS200.00 pe-
sos, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había
causado a Martha Cruz Vda. Pimentel, parte civil constituida
en su calidad de cónyuge interviniente y tutora legal de sus
hijos menores de edad procreados con Santo Domingo
Pimentel Matos, fallecido a consecuencia del hecho cometido
por el prevenido, daños y perjuicios materiales y morales que
la Corte a-qua evaluó en la suma de RD$15,000.00; que la re-
ferida Corte al condenar al prevenido al pago de esa suma en
favor de la parte civil constituida, a título de indemnización,
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que en sus medios segundo y tercero, los

cuales se reúnen para su examen por su estrecha vinculación,
los recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: a) que Pedro

• Julio Castillo, persona que ha sido puesta en causa como ci-
vilmente responsable no es comitente del prevenido, pues
éste nunca ha estado bajo la dirección, subordinación o
dependencia del señor Castillo, tal como lo declaró el referido
señor Castillo, declaración que no fue refutada por nadie; b)
que aún cuando no se ha establecido el lazo de comitencia, la
Corte a-qua pronunció condenaciones civiles contra Pedro
Julio Castillo, sin tomar en cuenta que éste había concluido
por ante dicha Corte solicitando que se declarara prescrita la
acción contra Castillo en razón de que "ha transcurrido más
de 3 años de inactividad, tal como lo establece el artículo 455
del Código de Procedimiento Criminal";

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra al
que en la sentencia impugnada consta que la Corte a-qua
para declarar a Pedro Julio Castillo, comitente del prevenido
King, expuso lo siguiente: Que todo propietario de un
vehículo de motor se presume comitente de la persona a
quien le permite conducirlo o manejarlo, salvo prueba en
contrario a su cargo, lo cual no ha sido establecido; que por
ante esta Corte de apelación quedó establecido el lazo de
comitente a preposé existente al instante del accidente entre
el conductor del carro placa No. 117-879, Bienvenido King
Mota, y el propietario del indicado vehículo Pedro Julio
Castillo, relación ésta, que aunque ha sido desmentida por
dicho propietario y por la entidad aseguradora de los riesgos
del vehículo productor del accidente, no se ha probado lo
contrario, puesto que si bien el Sr. Castillo en su declaración
ante la Policía Nacional en el momento de levantarse el Acta
en ocasión del accidente, reconoció ser el propietario del
carro marca Chevrolet placa No. 117-879, manifestando que
le entregó el carro al Sr. Bienvenido King Mota, para fines de
reparación, afirmación más tarde ratificada por dicho señor
en la audiencia celebrada por la Corte el día 31 del mes de
octubre del año 1978, con el propósito de justificar los ar-
gumentos invocados por dicha parte demandada en el senti-
do de que el conductor Bienvenido King Mota no actúa a
cuenta del propietario del vehículo en el preciso momento de
la ocurrencia del fatal accidente, es decir, el dia 18 de octubre
de 1978, a la 1:30 de la tarde, y que por esa circunstancia se
había producido en ese preciso momento un desplazamiento
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presentada por Pedro Julio Castillo, y envía el asunto -así
delimitado, por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís; Tercero: Rechaza el recurso de casación que contra
la indicada sentencia ha interpuesto el prevenido Bienvenido
King Mota, y lo condena al pago de las costas penales y ci-
viles y ordena la distracción de estas últimas en provecho del
Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, abogado de la in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Cuarto: Compensa las costas entre la interviniente, y Pedro
Julio Castillo y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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de la guarda en el referido vehículo; esa afirmación no consti-
tuye por sí sólo a juicio de esta Corte, una prueba que des-
virtúe la presunción de comitente a preposé existente entre el
Sr. Pedro Julio Castillo, propietario del vehículo, y el con-
ductor bienvenido King Mota en e: momento del accidente;

Considerando, que como se advierte esos motivos que son
suficientes y pertinentes justifican lo que ha sido deci-
dido respecto de la existencia de la comitencia discutida;

Considerando, en cuanto al alegato señalado en la letra b)
que en la sentencia impugnada consta que el abogado de
Pedro Julio Castillo concluyó solicitando que se revocara
la sentencia apelada en lo concerniente a las condenaciones
civiles contra Pedro Julio Castillo en razón de "estar prescrita
la acción civil dirigida por la parte civil frente a Pedro
Julio Castillo, puesto que ha transcurrido más de tres (31 años
de inactividad, tal como lo establece el artículo 455 del Có-
digo de Procedimiento Criminal";

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-gua confirmó la
sentencia apelada en lo concerniente a las condenaciones ci-
viles contra Pedro Julio Castillo y rechazó las conclusiones de
Castillo, antes transcritas tendentes, como ya se ha dicho, a
que se declarara prescrita la acción civil intentada contra él,
rechazamiento que se pronunció sin dar ningún motivo que lo
justificara; que en esas condiciones procede casar la sen-
tencia impugnada en el punto que se examina por falta
de motivos y de base legal, ya que la Suprema Corte de
Justicia, come Corte de Casación, no ha podido verificar si en
la especie, y en lo concerniente a ese punto, la ley ha sido
bien o mal aplicada;

Considerando, que las costas pueden ser compensadas
cuando una sentencia es casada por falta de motivos o de
base legal;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Martha Cruz Vda. Pimentel en los recursos de casación in-
terpuestos por Bienvenido King Mota, Pedro Julio Castillo y
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 22 de diciembre de
1980, cuyo d ispos i tivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Casa la indicada sentencia en
cuanto rechazó sin dar motivos la excepción de prescripción
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sentencia apelada en lo concerniente a las condenaciones ci-
viles contra Pedro Julio Castillo y rechazó las conclusiones de
Castillo, antes transcritas tendentes, como ya se ha dicho, a
que se declarara prescrita la acción civil intentada contra él,
rechazamiento que se pronunció sin dar ningún motivo que lo
justificara; que en esas condiciones procede casar la sen-
tencia impugnada en el punto que se examina por falta
de motivos y de base legal, ya que la Suprema Corte de
Justicia, come Corte de Casación, no ha podido verificar si en
la especie, y en lo concerniente a ese punto, la ley ha sido
bien o mal aplicada;

Considerando, que las costas pueden ser compensadas
cuando una sentencia es casada por falta de motivos o de
base legal;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Martha Cruz Vda. Pimentel en los recursos de casación in-
terpuestos por Bienvenido King Mota, Pedro Julio Castillo y
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 22 de diciembre de
1980, cuyo d isposi tivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Casa la indicada sentencia en
cuanto rechazó sin dar motivos la excepción de prescripción

presentada por Pedro Julio Castillo, y envía el asunto -así
delimitado, por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís; Tercero: Rechaza el recurso de casación que contra
la indicada sentencia ha interpuesto el prevenido Bienvenido
King Mota, y lo condena al pago de las costas penales y ci-
viles y ordena la distracción de estas últimas en provecho del
Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, abogado de la in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Cuarto: Compensa las costas entre la interviniente, y Pedro
Julio Castillo y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (PDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 1° DE AGOSTO DEL 1983 No. 2

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 22 de julio de
1980.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Andrea Montes de Oca.

Abogado (s): Dres. Antonio Martínez Ramírez y Luis
Pichardo Cabral.

Recurrido (s): Luciano Rosario de la Rosa.

Abogado (s): Dr. Antonio de Jesús Leonardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1° de agosto del año 1983, años
140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrea
Montes de Oca, dominicana, mayor de edad, residente en la
calle Fantino Flaco No. 28, de esta ciudad No. 10872, serie 10,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 22 de
julio de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
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Visto el memorial de casación de la recurrente, del 2 de
diciembre de 1980, suscrito por los Dres. Antonio Martínez
Ramírez, cédula No 22294, serie 31, y Luis Pichardo Cabral,
cédula No. 23836, serie 32, en el que se proponen los medios
de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa del recurrido Luciano Rosario de
la Rosa, dominicano, mayor de edad, residente en la calle
Mauricio Báez No 138, de esta ciudad, cédula No. 170626,
serie 1ra., del 3 de septiembre de 1981, suscrito por su aboga-
do Dr. Antonio de Jesús Leonardo, cédula No. 15818, serie
49;

Visto el auto dictado en fecha 29 del mes de julio del
corriente año 1983, poi el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que so trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente
que se mencionan más adelante, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una demanda laboral,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 10
de octubre de 1979, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por falta de
pruebas, la demanda laboral intentada por el señor Luciano
Rosario de la Rosa, contra la señora Andrea Montes de Oca;
SEGUNDO: Se condena al reclamante al pago de las costas,
ordenando su distracción en favor del Lic. Manuel Sepúlveda,
abogado quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b)
que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma como
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por el señor
Luciano Rosario de la Rosa, contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 10 de octubre
de 1979. dictada a favor de Andrea Montes de Oca, cuyo
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SENTENCIA DE FECHA 1° DE AGOSTO DEL 1983 No. 2

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 22 de julio de

1980.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Andrea Montes de Oca.

Abogado (s): Dres. Antonio Martínez Ramírez y Luis
Pichardo Cabral.

Recurrido (s): Luciano Rosario de la Rosa.

Abogado (s): Dr. Antonio de Jesús Leonardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1° de agosto del año 1983, años
140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrea
Montes de Oca, dominicana, mayor de edad, residente en la
calle Fantino Flaco No. 28, de esta ciudad No. 10872, serie 10,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 22 de
julio de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

BOLETIN JUDICIAL
	

2095

Visto el memorial de casación de la recurrente, del 2 de
diciembre de 1980, suscrito por los Dres. Antonio Martínez
Ramírez, cédula No. 22294 serie 31, y Luis Pichardo Cabral,
cédula No. 23836, serie 32, en el que se proponen los medios
de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa del recurrido Luciano Rosario de
la Rosa, dominicano, mayor de edad, residente en la calle
Mauricio Báez No 138, de esta ciudad, cédula No. 170626,
serie 1ra., del 3 de septiembre de 1981, suscrito por su aboga-
do Dr. Antonio de Jesús Leonardo, cédula No. 15818, serie
49;

Visto el auto dictado en fecha 29 del mes de julio del
corriente año 1983, poi el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente
que se mencionan más adelante, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una demanda laboral,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 10
de octubre de 1979, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por falta de
pruebas, la demanda laboral intentada por el señor Luciano
Rosario de la Rosa, contra la señora Andrea Montes de Oca;
SEGUNDO: Se condena al reclamante al pago de las costas,
ordenando su distracción en favor del Lic. Manuel Sepúlveda,
abogado quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b)
que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma como
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por el señor
Luciano Rosario de la Rosa, contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 10 de octubre
de 1979. dictada a favor de Andrea Montes de Oca, cuyo
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dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia, y como consecuencia Revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el

despido en el caso de la especie; TERCERO: Condena al pa-
trono Andrea Montes de Oca, a pagarle al trabajador los
valores siguientes: 12 días de salarios por concepto de prea-
viso, 10 días de auxilio de cesantía, 10 días de vacaciones, 22
días de Regalía Pascual, 22 1/2 días de bonificación, as( como
a una suma igual a los salarios que habría devengado, sin que
exedan de tres meses, todo calculado a base de RDS5.83
diario o sea de RDS175.00 mensuales; CUARTO: Condena al

patrono And rea Montes de Oca, a pagarle al reclamante
Luciano Rosario de la Rosa, la suma de RDS892.00 por
concepto de 960 horas extras laboradas y no pagadas durante
40 semanas de labores; QUINTO: Condena a la parte que
sucumbe Andre Montes de Oca, al pago de las costas del
procedimiento de ambas instancias de conformidad con los
artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Antonio de Jesús Leonardo, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memorial,
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos y falta de base legal (violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil); Segundo

Medio: Exceso de poder, violación de los artículos 78 y 658
del Código de Trabajo;

Considerando, que la recurrente alega en síntesis en su•
primer y parte del segundo medio de casación: que el Juez a-

guo para pronunciarse en favor del recurrido se fundamentó-
en la declaración del testigo Eladio Pozo, que si se examinan
las declaraciones del testigo Alonso Pequero, se puede notar
una afectada seguridad producida por la cuidadosa
preparación por la parte en favor de quien va a declarar, que
el trabajador fue quien abandonó su trabajo sin avisarle al
recurrente, ni la causa y la base de su abandono, que es el
trabajador a quien corresponde justificar su alegado despido
con argumentos serios y concluyentes y no por las
declaraciones aportadas por un testigo que ha sido preparado
y aleccionado para declarar en la forma que lo hizo, que la
sentencia impugnada ha violado el artículo 78 del Código de
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Trabajo, porque el trabajador ha debido probar el despido
para que le fuera acogida su demanda; pero,

Considerando, que el Juez a-quo en la sentencia im-
pugnada ha establecido lo siguiente: "que por las
declaraciones del testigo Alonso Peguero, del informativo
agotado ante esta Cámara, se han establecido plenamente
todos los aspectos de hecho alegados y además ha quedado
claramente establecido el hecho natural del despido, in-
formación que le merece entero crédito a este Tribunal por
ser precisas y ajustadas a los hechos de la causa y evidencian
ser la expresión de la verdad, lo que no ocurre con aquellas
del testigo Eladio Pozo (declaraciones ante el Juzgado de Paz
de TRabajo) quien depone parcializado a favor de la recurri-
da"; que por lo expuesto precedentemente el Juez a-quo
apreció como más sincero y verosimil el testimonio de alonso
Peguero que el aportado por el testigo Eladio Pozo, que esa
apreciación como cuestión de hecho queda abandonada a la
facultad soberana de los Jueces del fondo, lo que escapa al
control de la casación, cuando los test i monios no han sido
desnaturalizados, lo que no sucedió en la especie, por lo que
los alegatos de los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en la última parte de su segundo medio
la recurrente alega en síntesis: a) que en la sentencia recurri-
da se comete un flagrante exceso de poder cuando en el
acápite Oto. del dispositivo se condena a la recurrente "al
pago de 960 horas extras no pagadas durante 40 semanas"
equivalente a la suma de RDS892.00 no obstante, que
conforme a las disposiciones del artículo 658 del Código de
Trabajo vigente "las acciones en pago de horas ex-
traordinarias de trabajos prescriben en el término de un mes",
por lo cual el trabajador debió limitar su reclamación en este
sentido al mes anterior a su querella; b) que la Cámara a-qua
cometió una flagrante violación de la Ley, excediéndose en
sus poderes en menoscabo de una ponderada administración
de justicia, pues ni en la querella interpuesta por el trabajador
ante la Sección de Querellas y Conciliación del Departamento
de Trabajo ha pedido éste la adjudicación de tal suma de
dinero por concepto de horas extras; pero,

Considerando, que en cuanto al alegato contenido en la le-
tra b) el cual se examina en primer término por convenir asl a
la solución de esta parte del medio que se examina: que en el
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dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia, y como consecuencia Revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el

despido en el caso de la especie; TERCERO: Condena al pa-
trono Andrea Montes de Oca, a pagarle al trabajador los
valores siguientes: 12 días de salarios por concepto de prea-
viso, 10 días de auxilio de cesantía, 10 días de vacaciones, 22
días de Regalía Pascual, 22 1/2 días de bonificación, as( como
a una suma igual a los salarios que habría devengado, sin que
exedan de tres meses, todo calculado a base de RDS5.83
diario o sea de RDS175.00 mensuales; CUARTO: Condena al

patrono And rea Montes de Oca, a pagarle al reclamante
Luciano Rosario de la Rosa, la suma de RDS892.00 por
concepto de 960 horas extras laboradas y no pagadas durante
40 semanas de labores; QUINTO: Condena a la parte que
sucumbe Andre Montes de Oca, al pago de las costas del
procedimiento de ambas instancias de conformidad con los
artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Antonio de Jesús Leonardo, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memorial,
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos y falta de base legal (violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil); Segundo
Medio: Exceso de poder, violación de los artículos 78 y 658
del Código de Trabajo;

Considerando, que la recurrente alega en síntesis en su•
primer y parte del segundo medio de casación: que el Juez a-
guo para pronunciarse en favor del recurrido se fundamentó.

. en la declaración del testigo Eladio Pozo, que si se examinan
las declaraciones del testigo Alonso Pequero, se puede notar
una afectada seguridad producida por la cuidadosa
preparación por la parte en favor de quien va a declarar, que
el trabajador fue quien abandonó su trabajo sin avisarle al
recurrente, ni la causa y la base de su abandono, que es el
trabajador a quien corresponde justificar su alegado despido
con argumentos serios y concluyentes y no por las
declaraciones aportadas por un testigo que ha sido preparado
y aleccionado para declarar en la forma que lo hizo, que la
sentencia impugnada ha violado el artículo 78 del Código de

Trabajo, porque el trabajador ha debido probar el despido
para que le fuera acogida su demanda; pero,

Considerando, que el Juez a-quo en la sentencia im-
pugnada ha establecido lo siguiente: "que por las
declaraciones del testigo Alonso Peguero, del informativo
agotado ante esta Cámara, se han establecido plenamente
todos los aspectos de hecho alegados y además ha quedado
claramente establecido el hecho natural del despido, in-
formación que le merece entero crédito a este Tribunal por
ser precisas y ajustadas a los hechos de la causa y evidencian
ser la expresión de la verdad, lo que no ocurre con aquellas
del testigo Eladio Pozo (declaraciones ante el Juzgado de Paz
de TRabajo) quien depone parcializado a favor de la recurri-
da"; que por lo expuesto precedentemente el Juez a-quo
apreció como más sincero y verosimil el testimonio de alonso
Peguero que el aportado por el testigo Eladio Pozo, que esa
apreciación como cuestión de hecho queda abandonada a la
facultad soberana de los Jueces del fondo, lo que escapa al
control de la casación, cuando los testimonios no han sido
desnaturalizados, lo que no sucedió en la especie, por lo que
los alegatos de los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en la última parte de su segundo medio
la recurrente alega en síntesis: a) que en la sentencia recurri.
da se comete un flagrante exceso de poder cuando en el
acápite Oto. del dispositivo se condena a la recurrente "al
pago de 960 horas extras no pagadas durante 40 semanas"
equivalente a la suma de RDS892.00 no obstante, que
conforme a las disposiciones del artículo 658 del Código de
Trabajo vigente "las acciones en pago de horas ex-
traordinarias de trabajos prescriben en el término de un mes",
por lo cual el trabajador debió limitar su reclamación en este
sentido al mes anterior a su querella; b) que la Cámara a-qua
cometió una flagrante violación de la Ley, excediéndose en
sus poderes en menoscabo de una ponderada administración
de justicia, pues ni en la querella interpuesta por el trabajador
ante la Sección de Querellas y Conciliación del Departamento
de Trabajo ha pedido éste la adjudicación de tal suma de
dinero por concepto de horas extras; pero,

Considerando, que en cuanto al alegato contenido en la le-
tra b) el cual se examina en primer término por convenir así a
la solución de esta parte del medio que se examina; que en el
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Trabajo del Juzgado de Primero Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal, en las mismas atribuciones laborales,
SEGUNDO: Rechaza en sus demás aspectos el referido
recurso; TERCERO: Condena al recurrente al pago del se-
tenta y cinco por ciento (75%) de las castas de b casación,
distrayendo las mismas en favor del Dr. Antonio de Jesús
Leonardo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y
compensa las restantes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- E E. Ravelo de la Fuente.- Leonta R. Alburquerque
Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, aue
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo -
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acta de no comparecencia y ratificando los términos de su

querella presentada s el 1ro. de febrero de 1979, consta que el
trabajador Luciano Rosario de la Rosa, reclamó, preaviso,
cesantía, vacaciones, regalía pascual y bonificación,...
también reclama parte del dinero de la quincena última de
enero, horas extras y cualquier otro concepto que legalmente
le corresponda", que además en la sentencia impugnada

constan las conclusiones del trabajador en la cual solicita que
se acojan la conclusiones contenidas en el acto introductivo
de la demanda, y en el mismo se solicita el pago de la can-
tidad de 960 horas extras; que por lo anteriormente expuesto
la sentencia impuesta no ha incurrido en el vicio señalado en

el aspecto que se examina;
Considerando, que en cuanto al alegato contenido en la le-

tra a) relativo a las horas extras; que tal como lo alega la
recurrente el Juez a-quo se limitó en la sentencia a expresar
lo siguiente: que al quedar establecido todos los aspectns de
hecho, procede acoger la demanda, ya que además las
vacaciones, regalías pascuales y bonificación corresponden
por Ley, así como las horas extras que ha quedado es-
tablecido que las laboró y el patrono no ha probado que se li-
berara aportando la prueba del pago..."; que por lo transcrito
precedentemente es evidente que en la sentencia relativos

impugnada

no se dan motivos suficientes y pertinentes	
al

número de horas extraordinarias laboradas por el trabajador y
en este sentido los Jueces de fondo están en el deber de
ponderar la prueba aportada para fijar con exactitud

	 la

realización de trabajos extraordinarios que excedan de la
jornada legal; que en tales condiciones la Suprema Corte de
Justicia está impedida de verificar si la Ley ha sido bien
aplicada por lo que procede la casación de la sentencia en lo
relativo a las condenaciones del recurrente al pago de las
horas extras en favor del trabajador;

Considerando, que las costas podrán compensarse en tock
o en parte, cuando las partes sucumben en algunos puntos

de la litis;
Por tales motivos: PRIMERO : Casa la sentencia dictada

por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia

del Distrito Naciona l , el 22 de julio de 1980, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente tallo, en cuanto a las
horas extraordinarias acordadas al trabajador, y envía el
asunto así delimitado por ante la Cámara Civil, Comercial y de
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Trabajo del Juzgado de Primero Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal, en las mismas atribuciones laborales,
SEGUNDO: Rechaza en sus demás aspectos el referido
recurso; TERCERO: Condena al recurrente al pago del se-
tenta y cinco por ciento (75%) de las costas da 13 casación,
distrayendo las mismas en favor del Dr. Antonio de Jesús
Leonardo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y
compensa las restantes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonta R. Alburquerque
Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S
Máximo Pudo Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ah- o, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, oua
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo -
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acta de no comparecencia y ratificando los términos de su

querella presentadas el 1ro. de febrero de 1979, consta que el

trabajador Luciano Rosario de la Rosa, reclamó, preaviso,
•	 cesantía, vacaciones, regalía pascual y bonificación,...

también reclama parte del dinero de la quincena última de
enero, horas extras y cualquier otro concepto que legalmente
le corresponda", que además en la sentencia impugnada

constan las conclusiones del trabajador en la cual solicita que
se acojan la conclusiones contenidas en el acto introductivo
de la demanda, y en el mismo se solicita el pago de la can-
tidad de 960 horas extras; que por lo anteriormente expuesto
la sentencia impuesta no ha incurrido en el vicio señalado en

el aspecto que se examina;
Considerando, que en cuanto al alegato contenido en la le-

tra a) relativo a las horas extras; que tal como lo alega la

recurrente el Juez a -quo 
se limitó en la sentencia a expresar

lo siguiente: que al quedar establecido todos los aspectos de
hecho, procede acoger la demanda, ya que además las
vacaciones, regalías pascuales y bonificación corresponden
por Ley, así como las horas extras que ha quedado es-
tablecido que las laboró y el patrono no ha probado que se li-
berara aportando la prueba del pago..."; que por lo transcrito
precedentemente es evidente que en la sentencia impugnada
no se dan motivos suficientes y pertinentes relativos al
número de horas extraordinarias laboradas por el trabajador y
en este sentido los Jueces de fondo están en el deber de
ponderar la prueba aportada para fijar con exactitud la
realización de trabajos extraordinarios que excedan de la
jornada legal; que en tales condiciones la Suprema Corte de
Justicia está impedida de verificar si la Ley ha sido bien
aplicada por lo que procede la casación de la sentencia en lo
relativo a las condenaciones del recurrente al pago de las
horas extras en favor del trabajador;

Considerando, que las costas podrán compensarse en tock,
o en parte, cuando las panes sucumben en algunos puntos

de la litis;
Por tales motivos: PRIMERO : Casa la sentencia dictada

por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, el 22 de julio de 1980, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, en cuanto a las
horas extraordinarias acordadas al trabajador, y envía el
asunto así delimitado por ante la Cámara Civil, Comercial y de
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SENTENCIA DE FECH A 3 DE AGOSTO DEL 1983 No. 3

Sentencia impugnada: Corte do Apelación de Santo

Domingo, de fecha 31 de agosto de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (sl: Fernando Eliseo Sánchez Pujols

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la Repúbl i ca , la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Dado Balcácer, Primer Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-

tuto de Presidente
 García de Pe

;
 ña, Hugo Goicochea S., Máximo Puello

Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,

asistidos del Secretario Genera l , en la Sala donde celebra sus

audiencias, en la ciudad de Santo Domin
go de Guzmán,

Distrito Naciona l , hoy día 3 de agosto de 1983, años 140' de la

Independenc ia
 y 120' de la Restauración, dicta en audiencia

pública, como Corte de Casació n, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando
Eliseo Sánchez Pujols, dominicano, mayor de edad,
domiciliado en la calle 24 No. 33, del ensanch

e Naco, de esta

ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 31 de agosto de 1981, en atri-
buciones  correccionales, cuyo dispositivo dice así: "FA LA:L

PRIMERO: Admite como regula res y válidos, en cuanto a la

l orma los recursos
 de apelación interpuestos: a) por el Dr.

Césa r
 A. Canó González, Magistrado Procurado

r Fiscal del

D.N., en fecha 5 de junio de 1975; b) por el Dr. Euclides

MaríaMarmolejos, en fecha 19 de junio de 1975, a nombre Y
representación de Berta Vda. Peña, Juan Felipe,

	 Zorai-

da Peña de Torres y Mir ian Peña Martíne
z, quien actúa en

calidad de esposa e hijos de Juan E. Peña Paulino, contra
sentencia de fecha 16 de mayo de 1975, dictada por la Sexta

Cámara Penal del Juzgad o de Primera Instancia del Distrito

Naciona l, cuyo dispositivo dice así: 
'Falla: Primero: Se

declara al nombrado Eduardo Cuevas Feliz, culpab
le de

violar la Ley No. 241, en perjuicio de Juan Bautista Mejía Lara
y Juan E. Peña Paulino, y en consecuencia se condena al
pago de una multa de Cien Pesos Oro IRD$100.00) y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y teniendo
en cuenta la concurrencia de falta del agraviado Juan E. Peña
Paulino; Segundo: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil intentada por Bertha Martínez Vda. Peña, Juan
Felipe Peña Martínez, María Soraida Peña de Torres y Midan
Margarita Peña Martínez, quienes actuan en sus calidades de
esposa e hijos del finado Juan E. Peña Paulino, en contra de
Fernando Eliseo Sánchez P., por haberla hecho de acuerdo a
las disposiciones legales, y en consecuencia se condena a
Fernando Eliseo Sánchez P., al pago de una indemnización de
Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RDS2,500.00), a favor de
dichas partes civiles constituidas, como justa reparación por
los daños morales y materiales por ella sufridos con motivo de
la muerte del señor Juan E. Peña Paulino, en dicho accidente,
más al pago de los intereses legales de la suma acordada a
título de indemnización complementaria a partir de la
demanda en justicia, así como al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Luis
Bogaert Diai, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Tercero: Se declara que la presente sentencia le sea común y
oponible a la Cía. de seguros Unión de Seguros, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el mencionado accidente; Cuarto: Se rechazan las con-
clusiones de la defensa y la Unión de Seguros. C. por A.,
por improcedentes y mal fundadas': Por haber sido hechos
de acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO:
En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido
Eduardo Peña Féliz, por no haber comparecido no obstante
haber sido legalmente citado; TERCERO: Se modifica el
ordinal Segundo de la sentencia apelada en cuanto al monto
de la indemnización acordada y la Corto obrando por propia
autoridad y contrario imperio, aumenta la misma a Diez Mil
Pesos Oro (RDS10,000.00) a favor de la parte civil constituida,
como justa reparación por los daños morales y materiles
sufridos por ellos con motivo de la muerte de Juan E. Peña
Paulino; CUARTO: Se confirma en sus demás aspectos la
sentencia apelada; QUINTO: Condena a Eduardo Cuevas
Féliz y Fernando Eliseo Sánchez, persona civilmente res-
ponsable, al pago de las costas penales y civiles de la alzada
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1983 No. 3

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 31 de agosto de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Fernando Eliseo Sánchez Pujols

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regulnte constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani,
arme Presidente Dado Balcácer, Primer Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 3 de agosto de 1983, años 140' de la
Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia

pública,	
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre como
e el recurso de casación interpuesto por Fernando

Eliseo Sánchez Pujols, dominicano, mayor de edad,
Edomiciliado en la calle 24 No. 33, dl ensanche Naco, de esta

ciudad, contra la sentencia dictada

e
 por la Corte de Apelación

de Santo Domingo, en fecha 31 de agosto de 1981, en atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulare s y válidos, en cuanto a 

r.
la

forma los recursos de apelación interpuestos: a) por el D
César A. Cenó González, Magistrado Procurador Fiscal del
D.N., en fecha 5 de junio de 1975; b) por el Dr. Euclides

Ma
Marmolejos, en fecha 19 de junio de 1975, a nombre y
representación de Berta Vda. Peña, Juan Felipe,

	 ríorai-

da Peña de Torres y Midan Peña Martínez, quien actúa en
calidad de esposa e hijos de Juan E. Peña Paulino, contra

sentenc ia
 de fecha 16 de mayo de 1975, dictada por la Sexta

Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice asl: 'Falla: rimero: Se

declara al	
nombrado Eduardo Cuevas Feliz,

P
 culpable de

violar la Ley No. 241, en perjuicio de Juan Bautista Mejía Lara
y Juan E. Peña Paulino, y en consecuencia se condena al
pago de una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y teniendo
en cuenta la concurrencia de falta del agraviado Juan E. Peña
Paulino; Segundo: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil intentada por Bertha Martínez Vda. Peña, Juan
Felipe Peña Martínez, María Soraida Peña de Torres y Mirian
Margarita Peña Martínez, quienes actuan en sus calidades de
esposa e hijos del finado Juan E. Peña Paulino, en contra de
Fernando Eliseo Sánchez P., por haberla hecho de acuerdo a
las disposiciones legales, y en consecuencia se condena a
Fernando Eliseo Sánchez P., al pago de una indemnización de
Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RDS2,500.00), a favor de
dichas partes civiles constituidas, como justa reparación por
los daños morales y materiales por ella sufridos con motivo de
la muerte del señor Juan E. Peña Paulino, en dicho accidente,
más al pago de los intereses legales de la suma acordada a
título de indemnización complementaria a partir de la
demanda en justicia, así como al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Luis
Bogaert Diai, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Tercero: Se declara que la presente sentencia le sea común y
oponible a la Cía. de seguros Unión de Seguros, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el mencionado accidente; Cuarto: Se rechazan las con-
clusiones de la defensa y la Unión de Seguros, C. por A.,
por improcedentes y mal fundadas': Por haber sido hechos
de acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO:
En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido
Eduardo Peña Féliz, por no haber comparecido no obstante
haber sido legalmente citado; TERCERO: Se modifica el
ordinal Segundo de la sentencia apelada en cuanto al monto
de la indemnización acordada y la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio, aumenta la misma a Diez Mil
Pesos Oro (RDS10,000.00) a favor de la parte civil constituida,
como ¡asta reparación por los daños morales y materiles
sufridos por ellos con motivo de la muerte de Juan E. Peña
Paulino; CUARTO: Se confirma en sus demás aspectos la
sentencia apelada; QUINTO: Condena a Eduardo Cuevas
Feliz y Fernando Eliseo Sánchez, persona civilmente res-
ponsable, al pago de las costas penales y civiles de la alzada
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presentado en esta instancia de casación a solicitarlas;
Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de

casación interpuesto por Fernando Eliseo Sánchez, persona
civilmente responsable, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 31 de
agosto de 1981, en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
.-:ertifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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con distracción de las mismas en provecho del Dr. Pompilio
Bonilla Cuevas, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable a la compañía de seguros Unión de
Seguros, C. por A., en su condición de entidad aseguradora
del vehículo que ocasioné el accidente";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, en fecha 8 de septiembre de 1981, a
requerimiento del Dr. Emilio Antonio Guzmán Matos, cédula
No. 44598, serie 1ra., a nombre y representación del
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado

de casación;
Visto el auto dictado en fecha 2 de agosto del corriente año

1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio cual llama a

los Magistrados F. E. Ravelo de la Fuente y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completa r la mayoría en

la deliberació n y tallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad ccn las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
deli-1935;

berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación;
Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley sobre

Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Palie°, por la parte civil o por la
persona civilmente responsable, el depósito de un memorial
con la exposición de los hechos en que se funda, será obliga-
torio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la

declaración correspondiente;
Considerando, que en la especie, ni en el momento de

declarar su recurso ni posteriormente por medio de
memorial, este recurrente, persona civilmente respoennsaesas

ble,

ha expuesto los fundamentos del mismo; que, 
condiciones, dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37

antes citado;
Considerando, que no procede estatuir sobre las costas

civiles porque la parte con interés contrario no se ha
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con distracción de las mismas en provecho del Dr. Pompilio
Bonilla Cuevas, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable a la compañía de seguros Unión de
Seguros, C. por A., en su condición de entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, en fecha 8 de septiembr e de 1981, a

requerimiento del Dr. Emilio Antonio Guzmán Matos, cédula
No. 44598, serie 1 ra., a nombre y representación del
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado

de casación;
Visto el auto dictado en fecha 2 de agosto del corriente año

1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio cual llama a

los Magistrados E E. Ravelo de la Fuente y Gustavo Gómez

Ceara, Jueces de este Tribunal, para completa r la mayoría en

la deliberació n y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de t-1935;

lacrado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación;
Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley sobre

Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por la
persona civilmente responsable, el depósito de un memorial
con la exposición de los hechos en que se funda, será obliga-
torio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la

declaración correspondiente;
Considerando, que en la especie, ni en el momento de

declarar su recurso ni posteriormente por medio de
memorial, este recurrente, persona civilmente responsable,
ha expuesto los fundamentos del mismo; que, en esas
condiciones, dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37

antes citado;
Considerando, que no procede estatuir sobre las costas

civiles porque la parte con interés contrario no se ha

^
c

presentado en esta instancia de casación a solicitarlas;
Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de

casación interpuesto por Fernando Eliseo Sánchez, persona
civilmente responsable, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 31 de
agosto de 1981, en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darlo Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
%ello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
reirtifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1983 No. 4

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 17 de agosto de 1982.

Materia: Cámara de Calificación.

Recurrente (s): Fernando A. Batista de la Rosa y William
Bailes

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 3 de agosto de 1983, años 140' de la
Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos do casación interpuestos por Fernando
Antonio Batista de la Rosa, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, piloto, residente en la calle Federico Geraldino No. 96.
urbanización Paraíso, de esta ciudad, cédula No. 3978, serie
41, y William Bailes, norteamericano, mayor de edad, piloto
residente en La Caleta, en la calle María Trinidad Sánchez No
5, O N , contra el veredicto dictado por la Cámara de Cali-
ficación del Distrito Nacional, en fecha 17 de agosto de 1982.
cuyo dispositivo dice así: "RESUELVE: U NICO: Se rechaza
el recurso de oposición interpuesto por el Dr. Noel Graciano,
a nombre y representación de los señores Fernando A. Ba-
tista de la Rosa y William Bailes, contra el ordinal 2do. de la
Providencia Calificativa de esta Cámara de Calificación de
fecha 15 de abril de 1982, por no ser la misma susceptible de
ningún recurso";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18
de agosto de 1982, a requerimiento del Dr. Noel Graciano
Corcino, cédula No. 128, serie 47, a nombre de los recurrentes
Fernando a. Batista de la Rosa y William Bailes, en la cual no
se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 2 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama a los Magistrados Darío Balcácer y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento
Criminal, modificado por la Ley No. 5155 de 1959; y 1 y 65 de
la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que de conformidad con el artículo 127 del
Código de Procedimiento Criminal, modificado por la Ley No.
5155 del 1959, "Las decisiones de la Cámara de Calificación
no son susceptibles de ningún recurso"; que en el caso
ocurrente como el recurso de casación ha sido interpuesto
contra una decisión de esa naturaleza, dictada por la Cámara
de Calificación del Distrito Nacional, dicho recurso no puede
ser admitido;

Por tales motivos 'Primero Dec lara inadmisibles los
recursos de casación interpuestos por Fernando A. Batista de
la Rosa y William Bailes, contra el veredicto dictado por la
Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en fecha 17 de
agosto de 1982, cuyo dispositivo na sido copiado en parte
anterior del presente falle Segundo : Condena a los
recurrentes al pago ce	 -OSIbb

(FIRMADOS) • Manuel O Beiges Chu pani.- Darío Bal-
cacer. F E. Ravelo de la Fuente. Leonte R A lbu rquerque C.-
Luis V García de Peña.- Hugo H Goicochea S Máximo
Puello Renville.• Abelardo Herrera Piña Gustavo Gómez
Ceara. Miguel Jacobo, Secretario General
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1983 No. 4

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 17 de agosto de 1982.

Materia: Cámara de Calificación.

Recurrente (s): Fernando A. Batista de la Rosa y William
Bailes

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 3 de agosto de 1983, años 140' de la
Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fernando
Antonio Batista de la Rosa, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, piloto, residente en la calle Federico Geraldino No. 96.
urbanización Paraíso, de esta ciudad, cédula No. 3978, serie
41, y William Bailes, norteamericano, mayor de edad, piloto
residente En La Caleta, en la calle María Trinidad Sánchez No
5, 0 N , centra el veredicto dictado por la Cámara de Cali-
ficación del Distrito Nacional, en fecha 17 de agosto de 1982.
cuyo dispositivo dice así: "RESUELVE: U NICO: Se rechaza
el recurso de oposición interpuesto por el Dr. Noel Graciano,
a nombre y representación de los señores Fernando A. Ba-
tista de la Rosa y William Bailes, contra el ordinal 2do. de la
Providencia Calificativa de esta Cámara de Calificación de
fecha 15 de abril de 1982, por no ser la misma susceptible cio.1
ningún recurso";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18
de agosto de 1982, a requerimiento del Dr. Noel Graciano
Corcino, cédula No. 128, serie 47, a nombre de los recurrentes
Fernando a. Batista de la Rosa y William Bailes, en la cual no
se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 2 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama a los Magistrados Darío Balcácer y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento
Criminal, modificado por la Ley No. 5155 de 1959; y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que de conformidad con el artículo 127 del
Código de Procedimiento Criminal, modificado por la Ley No.
5155 del 1959, "Las decisiones de la Cámara de Calificación
no son susceptibles de ningún recurso"; que en el caso
ocurrente como el recurso de casación ha sido interpuesto
contra una decisión de esa naturaleza, dictada por la Cámara
de Calificación del Distrito Nacional, dicho recurso no puede
ser admitido;

Pcr tales motivos 'rimero Declara inadmisibles los
recursos de casación interpuestos por Fernando A. Batista de
la Rosa y William Bailes, contra el veredicto dictado por la
Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en fecha 17 de
agosto de 1982, cuyo dispositivo na sido copiado en parte
anterior del presente falte Segundo . Condena a los
recurrentes al pago ae tal OStdb

cacer. F E. Ravelo de la F uente.. Leonte R
(FIRMADOS) : Manuel	 Beiges Chu ptlainuiu.

. rcipuearrqíoueBCa.li
Luis V García de Peña.• Hugo H Goicochea 5 • Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña Gustavo Gómez
Ceara. Miguel Jacobo, Secretario General



La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

r •
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1983 No. 5

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 9 de julio de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ruddy a. Medina, Jesús Ma. Paniagua y
Antillana de Seguros, S.A.

Abogado (s): Dr. Orígenes D'Oelo Encarnación.

Interviniente (s): Amada Geraldina Alcántara y compartes.

Abogado (s): Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3
de agosto del 1983, años 140' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ruddy A.
Medina, dominicano, mayor de edad, chofer, con su domicilio
en el municipio de Peralta, cédula no. 19014, serie 10: Jesús
María Paniagua, dominicano, mayor de edad, casado,
domiciliado en la casa No. 9 de la calle Gastón F. Deligne, del
municipio de Padre Las Casas, provincia de Azua, cédula No.
2871, serie 17, y la Compañía de Seguros La Antillana, S.A.,
sociedad comercial, organizada de acuerdo con las Leyes de
la República, con su domicilio social en el séptimo piso del
edificio Mella, ubicado en la esquina formada por las calles



La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1983 No. 5

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 9 de julio de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ruddy a. Medina, Jesús Ma. Paniagua y
Antillana de Seguros, S.A.

Abogado (s): Dr. Orígenes D'Oelo Encarnación.

Interviniente (s): Amada Geraldina Alcántara y compartes.

Abogado (s): Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3
de agosto del 1983, años 140' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ruddy A.
Medina, dominicano, mayor de edad, chofer, con su domicilio
en el municipio de Peralta, cédula no. 19014, serie 10: Jesús
María Paniagua, dominicano, mayor de edad, casado,
domiciliado en la casa No. 9 de la calle Gastón F. Deligne, del
municipio de Padre Las Casas, provincia de Azua, cédula No.
2871, serie 17, y la Compañía de Seguros La Antillana, S.A.,
sociedad comercial, organizada de acuerdo con las Leyes de
la República, con su domicilio social en el séptimo piso del
edificio Mella, ubicado en la esquina formada por las calles
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Av. George Washington y Cambronal, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de San Cristóbal el 9 de julio de 1981,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Orígenes D'Oleo Encarnación, abogado de los

recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Luis Randolf o Castillo Mejía, dominicano,

mayor de edad, abogado, cédula No. 18933, serie 3, abogado
de los intervinientes Amanda Geraldina Alcántara, Amado
Martínez, Ramón Antonio de los Santos, Miguel Angel
Valenzuela Beltré, Manuel Dolores Lebrón, Cristino Lebrón,
Faustino de la Rosa, José MI. Familia, Arsenio Quezada, Raúl
Galván, Santiago Segura y Adelina Rossó, en la lectura de
sus conclusiones;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 28 de julio de 1981, a requerimiento del Dr.
Orígenes D'Oleo Encarnación, en representación de los
recurrentes, en la que no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de la recurrente Compañía
de Seguros La Antillana, S.A., del 9 de agosto de 1982,
suscrito por su abogado en el que se propone el siguiente
medio de casación: Unico Medio: Violación de la Ley No.
241, articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971 y la Ley No. 4117
del año 1955;

Visto el escrito de los intervinientes del 11 de agosto de
1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 29 de julio del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan', Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y

52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un accidente de tránsito en el que una persona
resultó muerta y varias otras con lesiones corporales, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
dictó en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) Que sobre el recurso
interpuesto intervino el fallo ahora impugnado en casación
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos por
el doctor Pedro María Pérez Rossó, a nombre y represen-
tación del prevenido Ruddy Antonio Medina, de Jesús María
Paniagua y de Wenceslao Salomón Paniagua Morillo, por el
doctor Luis R. Castillo Mejía, a nombre y representación de
los señores Amado Martínez, Ramón Antonio de los Santos,
Miguel Angel Valenzuela Beltré, Manuel Dolores Lebrón,
Cristino Lebrón, Fausto de la Rosa, José Manuel Familia,
Arsenio Quezada, Raúl Galván o Peña (a) Macabí, Santiago
Segura y Amanda Geraldina Alcántara, parte civil constituida,
por el doctor Osiris D'Ole° y doctor Orígenes D'Oleo En-
carnación, actuando éstos a nombre y representación de
Ruddy Antonio Medina, Wenceslao Salomón Paniagua
Morillo y de la compañía La Antillana, S.A. y por el doctor
Luis Randolf o Castillo Mejía, a nombre y representación de la
señora Adelina Rossó, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
en fecha 29 del mes de abril del año 1980, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero: Que debe declarar y declara al
nombrado Ruddy Antonio Medina, de generales anotadas,
culpable de Homicidio Involuntario, en agravio de quien en
vida respondía al nombre de Manuel Segura Rossó; golpes y
heridas involuntarios, en agravio de Amado Martínez, Héctor
Manuel Feliz, Epifanio Piña, Santos Taveras, Arsenio Queza-
da, Máximo Castillo Feliz, Miguel Angel Valenzuela, Raúl Pe-
ña o Raúl Guzmán, Ramón Antonio de los Santos y Juan
Jiménez y en consecuencia se condena al pago de una multa
de cien pesos oro (RDS100.00), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes. Se condena además al pago de las
costas. Segundo: Que debe rechazar y rechaza, por im-
procedente y mal fundada, la demanda en reparación de da-
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Av. George Washington y Cambronal, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de San Cristóbal el 9 de julio de 1981,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Orígenes D'Oleo Encarnación, abogado de los

recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía, dominicano,

mayor de edad, abogado, cédula No. 18933, serie 3, abogado
de los intervinientes Amanda Geraldina Alcántara, Amado
Martínez, Ramón Antonio de los Santos, Miguel Angel
Valenzuela Beltré, Manuel Dolores Lebrón, Cristino Lebrón,
Faustino de la Rosa, José MI. Familia, Arsenio Quezada, Raúl
Galván, Santiago Segura y Adelina Rossó, en la lectura de
sus conclusiones;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 28 de julio de 1981, a requerimiento del Dr.
Orígenes D'Oleo Encarnación, en representación de los
recurrentes, en la que no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de la recurrente Compañía
de Seguros La Antillana, S.A., del 9 de agosto de 1982,
suscrito por su abogado en el que se propone el siguiente
medio de casación: Unico Medio: Violación de la Ley No.
241, artículo 68 de la Ley No. 126 de 1971 y la Ley No. 4117
del año 1955;

Visto el escrito de los intervinientes del 11 de agosto de
1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 29 de julio del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan', Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y

52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un accidente de tránsito en el que una persona
resultó muerta y varias otras con lesiones corporales, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
dictó en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) Que sobre el recurso
interpuesto intervino el fallo ahora impugnado en casación
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos por
el doctor Pedro María Pérez Rossó, a nombre y represen-
tación del prevenido Ruddy Antonio Medina, de Jesús María
Paniagua y de Wenceslao Salomón Paniagua Morillo, por el
doctor Luis R. Castillo Mejía, a nombre y representación de
los señores Amado Martínez, Ramón Antonio de los Santos,
Miguel Angel Valenzuela Beltré, Manuel Dolores Lebrón,
Cristino Lebrón, Fausto de la Rosa, José Manuel Familia,
Arsenio Quezada, Raúl Galván o Peña (a) Macabí, Santiago
Segura y Amanda Geraldina Alcántara, parte civil constituida,
por el doctor Osiris D'Oleo y doctor Orígenes D'Oleo En-
carnación, actuando éstos a nombre y representación de
Ruddy Antonio Medina, Wenceslao Salomón Paniagua
Morillo y de la compañía La Antillana, S.A. y por el doctor
Luis Randolfo Castillo Mejía, a nombre y representación de la
señora Adelina Rossó, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
en fecha 29 del mes de abril del año 1980, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero: Que debe declarar y declara al
nombrado Ruddy Antonio Medina, de generales anotadas,
culpable de Homicidio Involuntario, en agravio de quien en
vida respondía al nombre de Manuel Segura Rossó; golpes y
heridas involuntarios, en agravio de Amado Martínez, Héctor
Manuel Feliz, Epifanio Piña, Santos Taveras, Arsenio Queza-
da, Máximo Castillo Feliz, Miguel Angel Valenzuela, Raúl Pe-
ña o Raúl Guzmán, Ramón Antonio de los Santos y Juan
Jiménez y en consecuencia se condena al pago de una multa
de cien pesos oro (RDS100.00), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes. Se condena además al pago de las
costas. Segundo: Que debe rechazar y rechaza, por im-
procedente y mal fundada, la demanda en reparación de da-
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ños y perjuicios incoada por los señores Amado Martínez,
Ramón Antonio de Lebrón, Cristino Lebrón, Fausto de la
Rosa, José Manuel Familia, Arsenio ')uezada, Santiago
Segura y Amanda Geraldina Alcántara, contra el señor Jesús
María Paniagua, por haberse establecido que el camión que
ocasionó el accidente no es de su propiedad y que el con-
ductor del mismo, Ruddy Antonio Medina, no estaba a su
servicio; Tercero: Que debe declarar y declara regular y váli-
da en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha
por los señores Amado Martínez, Ramón Antonio de los
Santos, Miguel Angel Valenzuela Beltré, Manuel Dolores Le-
brón, Cristino Lebrón, Faustino de la Rosa, José Manuel
Familia, Arsenio Quezada, Raúl Galván o Raúl Piña, Santiago
Segura y Amanda Geraldina Alcántara, contra el señor
Wenceslao Salomón Paniagua Morillo, por haber sido in-
coada de acuerdo con la Ley; en cuanto al fondo, condena al
referido Wenceslao Salomón Paniagua Morillo, en su con-
dición de propietario del camión que produjo el accidente, de
pagar las siguientes indemnizaciones: a Amado Martínez,
quien recibió golpes curables antes de diez días la suma de
trescientos pesos oro (RDS300.00); a Ramón Antonio de los
Santos, la suma de trescientos pesos oro (RDS300.00); a
Miguel Angel Valenzuela Beltré, quien recibió golpes curables
entre diez y veinte días, la suma de quinientas pesos oro
IRDS500.00); a Arsenio Quezada, quien recibió golpes cura-
bles entre veinte y treinta días, la suma de setecientos pesos
oro (RDS700.00); a Raúl Galván o Raúl Piña la) Macabí, quien
recibió golpes curables entre diez y 20 días, la suma de
quinientos pesos oro (RDS500.00); a Santiago Segura y
Adelina Rossó, en su condición de padres del fallecido Ma-
nuel Segura Rossó, en la suma de seis mil pesos oro
(RDS6,000.00), para ambos; a Amanda Geraldina Alcántara,
en su condición de madre y tutora legal de las menores María
Petronila y Grecia Estela Segura Alcántara, procreadas con el
fallecido Manuel Segura Rossó, la suma de diez mil pesos oro
IRD$10,000.00), como reparación de todos los daños y
perjuicios recibidos por todos con motivo del acciden-
te de que se trata; a Cristino Lebrón, la suma de: Qui-
nientos Pesos Oro (RDS500.00), por los daños y perjuicios
de todos los géneros recibidos con motivo de este accidente;
Cuarto: Que debe rechazar y rechaza la demanda in-
demnizatoria de los señores José Manuel Familia, Faustino de

la Rosa y Manuel Dolores Lebrón, contra el señor Wenceslao
Salomón Paniagua Morillo, por no figurar estas personas
como agraviadas en el expediente instrumentado por la
autoridad competente en Padre Las Casas; Quinto: Que de-
be declarar y declara que la presente sentencia en lo ,ue res-
peta al aspecto civil, les es común, oponible y ejecutoria hasta
el límite que indica la Póliza No. SAN-00-739, a la Cía. de
Seguros 'Antillana', S.A., en su calidad de entidad asegura-
dora del camión propiedad del señor Wenceslao Salomón
Paniagua Morillo, como se ha comprobado; Sexto: Que debe
condenar y condena al señor Wenceslao Salomón Paniagua
Morillo, al pago de las costas civiles del procedimiento, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Luis Randolfo
Castillo Mejía, abogado que afirmó haberlas avanzado en su
mayor parte por haberlas intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales'; SEGUNDO: Decla-
ra que el prevenido Ruddy Antonio Medina, es culpable del
delito de homicidio involuntario en perjuicio de Manuel Se-
gura Rossó, y de golpes y heridas involuntarios en perjuicio
de Amado Martínez, Ramón Antonio de los Santos, Miguel
Angel Valenzuela Beltré, Manuel D. Lebrón, Cristino Le-
brón, Faustino de la Rosa, José Manuel Familia, Arsenio
Quezada, Raúl Galván o Peña, Santiago Segura, Amanda
Geraldina Alcántara, en consecuencia, condena a dicho pre-
venido a pagar una multa de cien pesos oro (RD$100.00),
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; TER-
CERO: Declara regular y válida la constitución en parte civil
de los señores Santiago Segura y Adelina Rossó, en sus cali-
dades de padres del finado Manuel Segura Rossó, y condena
a la persona civilmente responsable señor Wenceslao
Salom6n Paniagua Morillo, a pagar las cantidades de cinco
mil pesos oro (RDS5,000.00), a favor de Santiago Segura y
cinco mil pesos oro (RDS5,000.00) a favor de Adelina Rossó;
y asimismo, declara regular y válida la constitución en parte
civil de la señora Amanda Geraldina Alcántara, en su calidad
de madre y tutora legal de las menores María Petronila y
Grecia Estela Segura Alcántara, procreados con la referida
víctima del accidente Manuel Segura Alcántara, en conse-
cuencia, condena a dicha persona civilmente responsable
a pagar la cantidad de diez mil pesos oro (RW10,000.00), a
favor de esta parte civil constituida, todos por concepto de
daños y perjuicios morales y materiales que les fueron
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ños y perjuicios incoada por los señores Amado Martínez,
Ramón Antonio de Lebrón, Cristino Lebrón, Fausto de la
Rosa, José Manuel Familia, Arsenio 'Due.zada, Santiago
Segura y Amanda Geraldina Alcántara, contra el señor Jesús
María Paniagua, por haberse establecido que el camión que
ocasionó el accidente no es de su propiedad y que el con-
ductor del mismo, Ruddy Antonio Medina, no estaba a su
Servicio; Tercero: Que debe declarar y declara regular y váli-
da en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha
por los señores Amado Martínez, Ramón Antonio de los
Santos, Miguel Angel Valenzuela Beltré, Manuel Dolores Le-
brón, Cristino Lebrón, Faustino de la Rosa, José Manuel
Familia, Arsenio Quezada, Raúl Galván o Raúl Piña, Santiago
Segura y Amanda Geraldina Alcántara, contra el señor
Wenceslao Salomón Paniagua Morillo, por haber sido in-
coada de acuerdo con la Ley; en cuanto al fondo, condena al
referido Wenceslao Salomón Paniagua Morillo, en su con-
dición de propietario del camión que produjo el accidente, de
pagar las siguientes indemnizaciones: a Amado Martínez,
quien recibió golpes curables antes de diez días la suma de
trescientos pesos oro (RDS300.00); a Ramón Antonio de los
Santos, la suma de trescientos pesos oro (RDS300.00); a
Miguel Angel Valenzuela Beltré, quien recibió golpes curables
entre diez y veinte días, la suma de quinientos pesos oro
IRDS500.00); a Arsenio Quezada, quien recibió golpes cura-
bles entre veinte y treinta días, la suma de setecientos pesos
oro (RDS700.00); a Raúl Galván o Raúl Piña la) Macabí, quien
recibió golpes curables entre diez y 20 días, la suma de
quinientos pesos oro (RDS500.00); a Santiago Segura y
Adelina Rossó, en su condición de padres del fallecido Ma-
nuel Segura Rossó, en la suma de seis mil pesos oro
(RDS6,000.00), para ambos; a Amanda Geraldina Alcántara,
en su condición de madre y tutora legal de las menores María
Petronila y Grecia Estela Segura Alcántara, procreadas con el
fallecido Manuel Segura Rossó, la suma de diez mil pesos oro
(RDS10,000.00), como reparación de todos los daños y
perjuicios recibidos por todos con motivo del acciden-
te de que se trata; a Cristino Lebrón, la suma de: Qui-
nientos Pesos Oro (RDS500.00), por los daños y perjuicios
de todos los géneros recibidos con motivo de este accidente;
Cuarto: Que debe rechazar y rechaza la demanda in-
demnizatoria de los señores José Manuel Familia, Faustino de
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la Rosa y Manuel Dolores Lebrón, contra el señor Wenceslao
Salomón Paniagua Morillo, por no figurar estas personas
como agraviadas en el expediente instrumentado por la
autoridad competente en Padre Las Casas; Quinto: Que de-
be declarar y declara que la presente sentencia en lo ,ae res-
peta al aspecto civil, les es común, oponible y ejecutoria hasta
el límite que indica la Póliza No. SAN-00-739, a la Cía. de
Seguros 'Antillana', S.A., en su calidad de entidad asegura-
dora del camión propiedad del señor Wenceslao Salomón
Paniagua Morillo, como se ha comprobado; Sexto: Que debe
condenar y condena al señor Wenceslao Salomón Paniagua
Morillo, al pago de las costas civiles del procedimiento, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Luis Randolf o
Castillo Mejía, abogado que afirmó haberlas avanzado en su
mayor parte por haberlas intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales'; SEGUNDO: Decla-
ra que el prevenido Ruddy Antonio Medina, es culpable del
delito de homicidio involuntario en perjuicio de Manuel Se-
gura Rossó, y de golpes y heridas involuntarios en perjuicio
de Amado Martínez, Ramón Antonio de los Santos, Miguel
Angel Valenzuela Beltré, Manuel D. Lebrón, Cristino Le-
brón, Faustino de la Rosa, José Manuel Familia, Arsenio
Quezada, Raúl Galván o Peña, Santiago Segura, Amanda
Geraldina Alcántara, en consecuencia, condena a dicho pre-
venido a pagar una multa de cien pesos oro (RDS100.00),
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; TER-
CERO: Declara regular y válida la constitución en parte civil
de los señores Santiago Segura y Adelina Rossó, en sus cali-
dades de padres del finado Manuel Segura Rossó, y condena
a la persona civilmente responsable señor Wenceslao
Salomón Paniagua Morillo, a pagar las cantidades de cinco
mil pesos oro (RDS5,000.00), a favor de Santiago Segura y
cinco mil pesos oro IRDS5,000.00) a favor de Adelina Rossó:
y asimismo, declara regular y válida la constitución en parte
civil de la señora Amanda Geraldina Alcántara, en su calidad
de madre y tutora legal de las menores María Petronila y
Grecia Estela Segura Alcántara, procreados con la referida
víctima del accidente Manuel Segura Alcántara, en conse-
cuencia, condena a dicha persona civilmente responsable
a pagar la cantidad de diez mil pesos oro (RW10,000.00), a
favor de esta parte civil constituida, todos por concepto de
daños y perjuicios morales y materiales que les fueron

1
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ocasionados con motivo del accidente; CUARTO: Declara
además, regulares y válidas las constituciones en parte civil
de las personas agraviadas mencionadas anteriormente y
condena a Wenceslao Salomón Paniagua Morillo, a pagar las
siguientes cantidades: a) Trescientos Pesos Oro (RD$300.00)
a favor de Amado Martínez; b) Trescientos Pesos Oro
IRDS300.00), a favor de Ramón Antonio de los Santos;
c) Quinientos Pesos Oro (RDS500.00), a favor de Miguel
Angel Valenzuela Beltré; dl Setecientos Pesos IRD$700.00),
a favor de Arsenio Ouezada; e) Quinientos Pesos IRDS500.00)

favor de Raúl Galván o Peña; Quinientos Pesos Oro
(RD$500.00) a favor de Cristino Lebrón; QUINTO: Rechaza
las pretensiones de José Manuel Familia, Faustino de la Rosa
y Manuel Dolores Lebrón, por no haber justificado que
sufrieron daños y perjuicios con motivo del accidente;
SEXTO: Condena a Ruddy Antonio Medina, al pago de las
costas penales; SEPTIMO: Condena a Wenceslao Salomón
Paniagua Morillo al pago de las costas civiles, por haber
sucumbido en sus pretensiones y ordena que dichas
costas sean distraídas en provecho del doctor Luis Randolfo
Castillo Mejía, por haber afirmado que las ha avanzado en su
totalidad; OCTAVO: Declara que el señor Jesús María
Paniagua, está en la obligación de responder de los riesgos,
conforme el seguro contenido en la Póliza No.SAN-00739 por
ser el mencionado señor, el asegurado del vehículo que
originó el accidente y ocasionó los daños y perjuicios
reclamados por las personas demandantes, en el proceso
de que se trata; NOVENO: Declara la presente sentencia
oponible a la Compañía de Seguros La Antillana, S.A.,
por ser dicha entidad la aseguradora del vehículo que originó
el accidente";

Considerando, que el recurrente Jesús María Paniagua,
puesto en causa como persona civilmente responsable, no
expuso ni en el acta de su recurso ni posteriormente, los
medios en que lo funda, como lo exige a pena de nulidad el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
cual dicho recurso debe ser declarado nulo;

Considerando, en cuanto al recurso de la entidad asegura-
dora: que en el desenvolvimiento de su único medio de
casación, esta recurrente alego, en síntesis, que a ella no se le
puede declarar oponible la sentencia condenatoria de su

asegurado, en razón de que el vehículo amparado con la
póliza de seguro, es un camión destinado al transporte de
carga y no de pasajeros; que, por lo tanto, esa póliza no
cubría los daños recibidos por personas que viajasen a título
de pasajeros en el vehículo asegurado, que la Corte a-qua al
declarar la oponibilidad de la referida sentencia a la
recurrente, incurrió en los vicios que se señalan en el presente•
medio; pero,

Considerando, que de conformidad con el artículo 68 de la
Ley No. 126 de 1971, sobre Seguros Privados de la República
Dominicana, cuando se trate del seguro obligatorio contra
daños ocasionados por vehículos de motor, como ocurrió en
la especie, no serán oponibles a terceros las exclusiones de
riesgos consignados en la póliza o que se deriven de ella; que
esta disposición no está en pugna con la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, cuyo objeto es regular el tránsito
de vehículos por calles y carreteras y las violaciones a la
misma sólo dan lugar a sanciones penales, aún cuando en
virtud de otros textos legales esas mismas violaciones puedan
originar reparaciones civiles, ni con la Ley No. 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, que crea a
cargo de los propietarios de vehículos de motor la obligación
de proveer de un seguro a los mismos; que como se advierte
por lo anteriormente expuesto, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido: que la
Corte a-qua para declarar al prevenido Ruddy Antonio Me-
dina culpable del hecho puesto a su cargo, dio por es-
tablecidos mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa, los
hechos siguientes: a) que el 10 de febrero de 1978 mientras el
prevenido recurrente conducía el camión placa No. 530-599,
propiedad de Wenceslao Salomón Paniagua Morillo,
asegurado con la Compañía de Seguros La Antillana, S.A.,
mediante póliza No. SAM-00-739, por la carretera del
municipio de Padre de Las Casas, al llegar al sitio denominado
Palero, se produjo una volcadura de dicho vehículo; bl que a
consecuencia de ese accidente resultó muerto Manuel
Segura Rossó y con lesiones corporales varias otras
personas; c) que el hecho se debió a que el prevenido trató de
girar en una curva a una velocidad superio r a los sesenta
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kilómetros por hora, lo que originó a que se le neutralizaran
los cambios y perdiera el control del vehículo;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de homicidio por
imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por el inciso I
del mismo texto legal con la pena de dos a cinco años de
prisión y multa de quinientos a dos mil pesos, cuando el acci-
dente ocasionare la muerte de una o más personas, como
ocurrió en la especie; que al condenarlo al pago de una multa
de cien pesos después de acoger circunstancias atenuantes,
la Corte a-qua le impuso una pena ajustada a la ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, que la parte interviniente ha pedido en este
caso condenación en costas contra la entidad aseguradora
recurrente; que en base a la Ley No. 4117 de 1955, las
aseguradoras no pueden ser condenadas directamente al
pago de las costas, pero que esa excepción debe admitirse
cuando, al ser puestas en causa, se concretan a contribuir a la
defensa en justicia de sus asegurados o conductores al
servicio de éstos, pero no cuando, como en el presente caso,
las aseguradoras en su exclusivo interés, nieguen in-
justificadamente la existencia o vigencia de la póliza, o la
inoponibilidad de la misma;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Amanda Geraldina Alcántara y compartes, en los recursos de
casación interpuestos por Ruddy A. Medina, Jesús María
Paniagua y la Antillana de Seguros, S.A., contra la sentencia
dictada el 9 de julio de 1981, por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulo el recurso de Jesús María Paniagua; Tercero:
Rechaza los recursos interpuestos por Ruddy A. Medina y La
Antillana de Seguros, S.A.; Cuarto: Condena a Ruddy A.
Medina al pago de las costas penales; y Quinto: Condena a
La Antillana, S.A., al pago de las costas civiles.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburauerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H.

2115

Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo
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SENTENCI A DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1983 No. 6

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 12 de agosto de 1982.

Materia: Comercial.

Recurrente (s): Frederic Schad, C. por A.

Abogado (s): Dr. Ricardo Ramos Franco, Dr. W. Ramos

Messina.

Recurrido (s): Delta Steamship Lines, Inc.

Abogado (s): Dr. Santiago Rodríguez Lozada.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de
agosto del año 1983, años 140' de la Independencia y 120' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación; la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Frederic
Schad, C. por A., sociedad comercial constituida de acuerdo
con las leyes de la República Dominicana, con asiento social
en el edificio No. 26 de la calle Gabriel García de esta ciudad y
Delta Steamship Lines, Inc., sociedad comercial dedicada al
Transporte Marítimo Internacional, organizada de acuerdo
con las leyes de los E. U. de América, con domicilio de
elección en la casa No. 8 de la calle Rosa Duarte de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
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de Santo Domingo, del 12 de agosto de 1982, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Ricardo Ramos Franco, por sí y por el Dr. W.

Ramos Messina, cédulas Nos. 190882 y 39084, series 1ra., y
31 respectivamente, abogados de los recurrentes, en 	 la
lectura de sus conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Santiago Ro-
dríguez Lozada, abogado de la recurrente Industrial Pan-
talonera y/o Atala lssa Jorge, con su domicilio en la casa No.
44 de la Av. Duarte de esta ciudad, la primera y dominicano,
mayor de edad, de este domicilio, cédula No. 8982, serie 11, el
segundo;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 25 de
octubre del 1982, suscrito por sus abogados, en el que se
propone el medio único de casación que se indica más
adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, del 18 de
noviembre del 1982, firmado por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 28 de julio del corriente año
1983 por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal para integrar la Corte en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto los textos legales invocados por los recurrentes
y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta los siguientes: a) que
con motivo de una demanda en reparación de daños y
perjuicios intentada por la hoy recurrida contra los hoy
recurrentes, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 13 de agosto de 1981 una sentencia cuyo
dispositivo es como sigue: 'Falla: Primero: Rechaza las
conclusiones presentadas en audiencia por la Frederic Schad,
C. por A., y la Delta Steamship Lines, Inc., parte demandada,
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conclusiones presentadas en audiencia por la Frederic Schad,
C. por A., y la Delta Steamship Lines, Inc., parte demandada,
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por improcedentes e infundadas; Segundo: Acoge en parte,
las conclusiones formuladas en audiencia por la Industrial
Pantalonera y/o Atala lssa Jorge, parte demandante, por ser
justa y reposar en prueba legal, y en consecuencia; a)
Condena a frederic Schad, C. por A., y a la Delta Steamship
Linos Inc., a pagar a dicha demandante la suma de Catorce
Mil Ciento Treinta Pesos con Sesentitrés Centavos
IRDS14,130.63), que legalmente le adeudan por el concepto
ya indicado, más los intereses legales de dicha suma; b)
Condena a dicha parte demandada al pago de la suma de
Diez Mil Pesos Oro (RDS10,000.00) de indemnización en
razón de los daños materiales sufridos por la parte deman-
dante al haber sido puesta en mora y no hacer efectiva la
suma adeudada; c) Condena a Frederic Schad, C. por A., y a
la Delta Steamship Lines, Inc., parte demandada, al pago de
las costas"; b) que sobre los recursos interpuestos la Corte de
Apelación de Santo Domingo, dictó el 12 de agost de 1982,
una sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por Delta Steamship Lines, Inc., y Fre-
deric Schad, C. por A., contra sentencia de fecha 13 de
agosto de 1981, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en sus atribuciones comerciales, por haber
sido hecho de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de la parte intimante;
acoge íntegramente las de la parte intimada, y en
consecuencia condena, en todas sus partes la sentencia
recurrida, por haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Condena a la parte intimante Delta Steamship
Lines, Inc., y Frederic Schad, C. por A., que sucumbe, al pago
de las costas distrayéndolas en provecho de los Dres.
Santiago Rodríguez Lazala y Oscar M. Herasme M., quienes
declaran haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, contra la sentencia que impugnan, el siguiente me-
dio de casación: Unico Medio: Violación del art. 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Falta de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación los recurrentes alegan, en síntesis, que ante la Corte
a-qua ellos concluyeron planteando al Tribunal una serie de
cuestiones relacionadas directamente con la solución del

caso; que la Corte a-qua rechaza esas conclusines sin ex
poner los motivos que justifican su decisión; que los Jueces
del fondo están en la obligación de contestar todos los
puntos de las conclusiones de las partes, dando los motivos
pertinentes; que, en la especie, la corte a-qua no cumplió con
esa obligación lo que impide a la Suprema Corte de Justicia
apreciar sí en el presente caso la ley ha sido bien o mal aplica-
da, por lo cual la sentencia impugnada adolece del vicio que
se denuncia en el presente medio y, por tanto, procede su
casación;

Considerando, que ante la Corte a-qua la recurrente Fre-
deric Schad, C. por A., concluyó de la manera siguiente:
'Primero: declarando regular y válido el presente recurso de
apelación por haber sido intentado dentro del plazo indicado
por la Ley; Segundo: Revocando en todas sus partes la
sentencia dictada en fecha trece 113) de agosto de 1981, por
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional; Tercero:
Obrando por contrario imperio: a) Principalmente, y en virtud
de las disposiciones de los artículos 435 y 436 del Código de
Comercio, declarando inadmisible la demanda en reparación
de daños y perjuicios interpuesta contra la concluyente por la
Industrial Pantalonera y/o Atala lssa Jorge en razón de que:
1) los artículos 435 y 436 del Código de Comercio establece
como requisitos imprescindibles para la admisibilidad de la
acción en daños y perjuicios intentada por la intimada contra
la concluyente: a) que la reclamante haya instrumentado una
protesta dentro del término de las veinticuatro horas de haber
recibido las mercancías, y b) que ésta haya radicado dicha
acción en reparación de daños y perjuicios dentro del término
del mes de la fecha de la protesta; 2) la intimada no ha
aportado la prueba de haber efectuado la protesta, que
dentro de las veinticuatro horas de haber recibidas las
mercancías y que bajo sanción de inadmisibilidad de la ac-
ción, prevé los artículos 435 y 436 del Código de Comercio; 3)
la intimada tampoco radicó su acción en reparación de daños
y perjuicios, dentro del término del mes apuntado por el
articulo 436 del Código de Comercio; 4) que el fin de
inadmisión previsto por el artículo 435 y 436 del Códi-
go de Comercio puede válidamente ser invocado por la in-
timante en su calidad de empresa "consignataria del na-
vio"; 5) subsidiariamente, y sin que implique renuncia
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por improcedentes e infundadas; Segundo: Acoge en parte,
las conclusiones formuladas en audiencia por la Industrial
Pantalonera y/o Atala Issa Jorge, parte demandante, por ser
¡usta y reposar en prueba legal, y en consecuencia; a)
Condena a frederic Schad, C. por A., y a la Delta Steamship
Linos Inc., a pagar a dicha demandante la suma de Catorce
Mil Ciento Treinta Pesos con Sesentitrés Centavos
IRDS14,130.63), que legalmente le adeudan por el concepto
ya indicado, más los intereses legales de dicha suma; b)
Condena a dicha parte demandada al pago de la suma de
Diez Mil Pesos Oro (RDS10,000.00) de indemnización en
razón de los daños materiales sufridos por la parte deman-
dante al haber sido puesta en mora y no hacer efectiva la
suma adeudada; c) Condena a Frederic Schad, C. por A., y a
la Delta Steamship Lines, Inc., parte demandada, al pago de
las costas"; b) que sobre los recursos interpuestos la Corte de
Apelación de Santo Domingo, dictó el 12 de agost de 1982,
una sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por Delta Steamship Lines, Inc., y Fre-
deric Schad, C. por A., contra sentencia de fecha 13 de
agosto de 1981, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en sus atribuciones comerciales, por haber
sido hecho de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de la parte intimante;
acoge íntegramente las de la parte intimada, y en
consecuencia condena, en todas sus partes la sentencia
recurrida, por haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Condena a la parte intimante Delta Steamship
Lines, Inc., y Frederic Schad, C. por A., que sucumbe, al pago
de las costas distrayéndolas en provecho de los Dres.
Santiago Rodríguez Lazala y Oscar M. Herasme M., quienes
declaran haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, contra la sentencia que impugnan, el siguiente me-
dio de casación: Unico Medio: Violación del art. 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Falta de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación los recurrentes alegan, en síntesis, que ante la Corte
a-qua ellos concluyeron planteando al Tribunal una serie de
cuestiones relacionadas directamente con la solución del

caso; que la Corte a-qua rechaza esas conclusines sin ex
poner los motivos que justifican su decisión; que los Jueces
del fondo están en la obligación de contestar todos los
puntos de las conclusiones de las partes, dando los motivos
pertinentes; que, en la especie, la corte a-qua no cumplió con
esa obligación lo que impide a la Suprema Corte de Justicia
apreciar sí en el presente caso la ley ha sido bien o mal aplica-
da, por lo cual la sentencia impugnada adolece del vicio que
se denuncia en el presente medio y, por tanto, procede su
casación;

Considerando, que ante la Corte a-qua la recurrente Fre-
deric Schad, C. por A., concluyó de la manera siguiente:
'Primero: declarando regular y válido el presente recurso de
apelación por haber sido intentado dentro del plazo indicado
por la Ley; Segundo: Revocando en todas sus partes la
sentencia dictada en fecha trece 113) de agosto de 1981, por
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional; Tercero:
Obrando por contrario imperio: a) Principalmente, y en virtud
de las disposiciones de los artículos 435 y 436 del Código de
Comercio, declarando inadmisible la demanda en reparación
de daños y perjuicios interpuesta contra la concluyente por la
Industrial Pantalonera y/o Atala Issa Jorge en razón de que:
1) los artículos 435 y 436 del Código de Comercio establece
como requisitos imprescindibles para la admisibilidad de la
acción en daños y perjuicios intentada por la intimada contra
la concluyente: al que la reclamante haya instrumentado una
protesta dentro del término de las veinticuatro horas de haber
recibido las mercancías, y b) que ésta haya radicado dicha
acción en reparación de daños y perjuicios dentro del término
del mes de la fecha de la protesta; 2) la intimada no ha
aportado la prueba de haber efectuado la protesta, que
dentro de las veinticuatro horas de haber recibidas las
mercancías y que bajo sanción de inadmisibilidad de la ac-
ción, prevé los artículos 435 y 436 del Código de Comercio; 3)
la intimada tampoco radicó su acción en reparación de daños
y perjuicios, dentro del término del mes apuntado por el
articulo 436 del Código de Comercio; 4) que el fin de
inadmisión previsto por el artículo 435 y 436 del Códi-
go de Comercio puede válidamente ser invocado por la in-
timante en su calidad de empresa "consignataria del na-
vío"; 5) subsidiariamente, y sin que implique renuncia
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a las anteriores conclusiones, y sólo para el hipotético
caso en que las mismas sean desestimadas, rechazando la
demanda en reparación de daños y perjuicios interpuesta
por "Industria Pantalonera y/o Atala Issa Jorge", con-
tra la concluyente, en razón de que: 1) la concluyente ha
sido demandada en su calidad de entidad o empresa "con-
signataria del navío, y en tal sentido y siendo ésta más
que una mandataria de la empresa "Armadora" Delta Steam-
ship Lines, y no habiendo sido parte en el contrato de
transporte, su respondabilidad jamás podrá verse comprome-
tida solidariamente por una falta que supuestamente haya
cometido la empresa "Armadora del navío" o el capitán del
mismo; 2) que para que la responsabilidad de la concluyente
se encuentre comprometida solidariamente, por una falta del
armador, es preciso que ello haya sido hecho constar en una
convención especial intervenida entre ésta y la reclamante, o
que la concluyente haya personalmente cometido una falta,
circunstancias estas cuya prueba incumbe a la intimante; 3) la
intimante no ha probado ni la existencia de una convención
especial intervenida entre ella y la concluyente la cual esta
última se obligue a responsabilizarse por las faltas
eventualmente cometidas por su mandante Delta
Steamship Lines, Inc., ni la sentencia de una falta imputable a
la concluyente; c) más subsidiariamente, y sin renuncia a las
anteriores conclusiones y sólo para el caso remoto en que se
declara que la concluyente es responsable solidariamente por
las faltas alegadamente cometidas por Delta Steamship
Lines, Inc., rechazando la demanda en reparación de daños y
perjuicios interpuesta contra ella por Industrial Pantalonera
y/o Atala Issa Jorge, por carente de prueba, razón de que: 1)
de acuerdo a las disposiciones de orden público de los ar-
tículos 1ro., 2do. y 3ro. de la Ley No. 5736 de 1912 y del ar-
tículo 1ro. de la Ley No. 22 de 1963, los documentos que se
depositan en los Tribunales de la República, a los fines de
hacer la prueba de hechos o de derechos, deberán ser, a pena
de inadmisibilidad, traducidos en su integridad por intérprete
judicial, a fin de que los Jueces !el fondo puedan examinarlos
y estudiarlo en todo su contenido, y decidir las consecuencias
que resulten de los mismos; 2) la intimada en violación ex-
presa a las disposiciones de orden público de los articulosl ro.
de la Ley No. 22 de 1963, ha pretendido durante todo el curso
del litigio aportar la prueba de la existencia del supuesto
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conocimiento de embarque mediante un documento tan sólo
traducido parcialmente, al acomodo de sus pretensiones,
dejando cláusulas y condiciones del mismo sin traducir,
cuya traducción de haber sido aportada produciría in-
cuestionablemente el rechazamiento de la demanda; b)
aún más subsidiariamente, y sin que de ninguna manera
implique renuncia a las anteriores conclusiones, y tan sólo
para el hipotético y antijurídico caso en que las mismas sean
igualmente desestimadas, acogiendo la cláusula de limi-
tación de responsabilidad, estipulada en el contrato
de transporte, cuya mención, aunque consta en el cono-
cimiento de embarque, no fue incluida en la traducción
parcial a que nos hemos referido precedentemente; Cuarto:
Tanto en el caso en el cual sean acogidas las conclusiones
principales, subsidiarias, más subsidiariamente, o aún más
subsidiarias, condenando a la Industrial Pantalonera y/o Atala
Issa Jorge, al pago de las costas y honorarios de ambas
instancias, ordenando su distracción en provecho de los
abogados infrascritos, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Concediéndonos un plazo de quince
(15) días para la producción de un escrito justificativo de las
presentes conclusiones"•

Considerando, que ante la Corte a-qua la recurrente Fre-
deric Schad, C. por A., concluyó de la manera siguiente: Los
abogados de la parte apelante Delta Steamship Lines, Inc.,
Lic. Ricardo Ramos F., por sí y el Dr. Wellington J. Ramos
Medina, en la lectura de su escrito de conclusiones que
termina del modo siguiente: "Primero: Declarando regular y
válido el presente recurso de apelación por haber sido in-
tentado dentro del plazo indicado por la ley; Segundo: Re-
vocando en todas sus partes la sentencia dictada en fecha
trece (13) de agosto de 1981, por la Cámara Civil y Comercial
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional; Tercero: Obrando por contrario
y propio imperio, a) Principalmente, y en virtud de las dis-
posiciones de los artículos 435 y 436 del Código de Comercio,
declarando inadmisible la demanda en reparación de daños y
perjuicios interpuesta contra la concluyente por la Industria
Pantalonera y/o Atala Issa Jorge en razón de que: 1) Los
artículos 435 y 436 del Código de Comercio establecieron
como requisitos imprescindibles para la admisibilidad de la
acción en daños y perjuicios intentada por la intimada contra
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a las anteriores conclusiones, y sólo para el hipotético
caso en que las mismas sean desestimadas, rechazando la
demanda en reparación de daños y perjuicios interpuesta
por "Industria Pantalonera y/o Atala Issa Jorge", con-
tra la concluyente, en razón de que: 1) la concluyente ha
sido demandada en su calidad de entidad o empresa "con-
signataria del navío, y en tal sentido y siendo ésta más
que una mandataria de la empresa "Armadora" Delta Steam-
ship Lines, y no habiendo sido parte en el contrato de
transporte, su respondabilidad jamás podrá verse comprome-
tida solidariamente por una falta que supuestamente haya
cometido la empresa "Armadora del navío" o el capitán del
mismo; 2) que para que la responsabilidad de la concluyente
se encuentre comprometida solidariamente, por una falta del
armador, es preciso que ello haya sido hecho constar en una
convención especial intervenida entre ésta y la reclamante, o
que la concluyente haya personalmente cometido una falta,
circunstancias estas cuya prueba incumbe a la intimante; 3) la
intimante no ha probado ni la existencia de una convención
especial intervenida entre ella y la concluyente la cual esta
última se obligue a responsabilizarse por las faltas

eventualme nte cometidas por su mandante Delta
Steamship Lines, Inc., ni la sentencia de una falta imputable a
la concluyente; c) más subsidiariamente, y sin renuncia a las
anteriores conclusiones y sólo para el caso remoto en que se
declara que la concluyente es responsable solidariamente por
las faltas alegadamente cometidas por Delta Steamship
Lines, Inc., rechazando la demanda en reparación de daños y
perjuicios interpuesta contra ella por Industrial Pantalonera
y/o Atala Issa Jorge, por carente de prueba, razón de que: 1)
de acuerdo a las disposiciones de orden público de los ar-
tículos 1ro., 2do. y 3ro. de la Ley No. 5736 de 1912 y del ar-
tículo 1ro. de la Ley No. 22 de 1963, los documentos que se
depositan en los Tribunales de la República, a los fines de
hacer la prueba de hechos o de derechos, deberán ser, a pena
de inadmisibilidad, traducidos en su integridad por intérprete
judicial, a fin de que los Jueces lel fondo puedan examinarlos
y estudiarlo en todo su contenido, y decidir las consecuencias
que resulten de los mismos; 2) la intimada en violación ex-
presa a las disposiciones de orden público de los artículos) ro.
de la Ley No. 22 de 1963, ha pretendido durante todo el curso
del litigio aportar la prueba de la existencia del supuesto
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conocimientc de embarque mediante un documento tan sólo
traducido parcialmente, al acomodo de sus pretensiones,
dejando cláusulas y condiciones del mismo sin traducir,
cuya traducción de haber sido aportada produciría in-
cuestionablemente el rechazamiento de la demanda; bl
aún más subsidiariamente, y sin que de ninguna manera
implique renuncia a las anteriores conclusiones, y tan sólo
para el hipotético y antijurídico caso en que las mismas sean
igualmente desestimadas, acogiendo la cláusula de limi-
tación de responsabilidad, estipulada en el contrato
de transporte, cuya mención, aunque consta en el cono-
cimiento de embarque, no fue incluida en la traducción
parcial a que nos hemos referido precedentemente; Cuarto:
Tanto en el caso en el cual sean acogidas las conclusiones
principales, subsidiarias, más subsidiariamente, o aún más
subsidiarias, condenando a la Industrial Pantalonera y/o Atala
Issa Jorge, al pago de las costas y honorarios de ambas
instancias, ordenando su distracción en provecho de los
abogados infrascritos, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Concediéndonos un plazo de quince
(15) días para la producción de un escrito justificativo de las
presentes conclusiones"•

Considerando, que ante la Corte a-qua la recurrente Fre-
deric Schad, C. por A., concluyó de la manera siguiente: Los
abogados de la parte apelante Delta Steamship Lines, Inc.,
Lic. Ricardo Ramos F., por sí y el Dr. Wellington J. Ramos
Medina, en la lectura de su escrito de conclusiones que
termina del modo siguiente: "Primero: Declarando regular y
válido el presente recurso de apelación por haber sido in-
tentado dentro del plazo indicado por la ley; Segundo: Re-
vocando en todas sus partes la sentencia dictada en fecha
trece (13) de agosto de 1981, por la Cámara Civil y Comercial
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional; Tercero: Obrando por contrario
y propio imperio, a) Principalmente, y en virtud de las dis-
posiciones de los artículos 435 y 436 del Código de Comercio,
declarando inadmisible la demanda en reparación de daños y
perjuicios interpuesta contra la concluyente por la Industria
Pantalonera y/o Atala Issa Jorge en razón de que: 1) Los
artículos 435 y 436 del Código de Comercio establecieron
como requisitos imprescindibles para la admisibilidad de la
acción en daños y perjuicios intentada por la intimada contra



BOLETIN JUDICIAL
	

2123

renuncia a las anteriores conclusiones, y tan sólo para el
hipotético y antijurídico caso en que las mismas sean
igualmente desestimadas, acogiendo la cláusula de limitación
de responsabilidad, estipulada en el contrato de transporte,
cuya mención, aunque consta en el conocimiento de em-
barque, no fue incluida en la traducción parcial a que nos
hemos referido precedentemente; Cuarto: Tanto en el caso
en el cual sean acogidas las conclusiones principales, subsi-
diarias o más subsidiariamente, condenando a la Industrial
Pantalonera y/o Atala lssa Jorge, al pago de las costas y
honorarios de ambas instancias, ordenando su distracción en
provecho de los abogados infrascritos, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Quinto: Concediéndonos un
plazo de quince (15) días para la producción de un escrito
justificativo de las presentes conclusiones";

Considerando, que como se adviene por la comparación de
ambas series de conclusiones, las mismas son totalmente
idénticas salvo en el punto en que la Frederic Schad CxA
invoca su irresponsabilidad alegando ser una simple
mandataria de la Delta Steamship Lines, Inc.; que similares
conclusiones formularon conjuntamente ambas recurrentes
por ante el Tribunal de Primer Grado con excepción del punto
relativo a la irresponsabilidad de la Frederic Schad, C. por A.,
por ser una simple mandataria de la concurrente, el cual no se
suscitó ante esta jurisdicción, pero que por tratarse de un me-
dio de defensa, puede plantearse por primera vez en grado de
apelación;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de relieve que si bien es verdad, como lo alegan las
recurrentes, que la Corte a-qua no expuso motivos es-
peciales para rechazar las diversas cuestiones que ellas le
plantearon en sus respectivas conclusiones, no es menos
cierto que en el penúltimo considerando de su fallo la Corte a-
gua adopta expresamente los motivos de la sentencia apela-
da, por lo cual para apreciar los méritos del presente recurso
de casación, es necesario examinar la sentencia dictada por la
Jurisdicción de Primer Grado;

Considerando, que el examen de esta sentencia pone de
manifiesto que la misma contiene motivos, cuya pertinencia y
validez no han sido discutida por las recurrentes, en relación
con las diversas cuestiones suscitadas por ellas ante ese Tri-
bunal; que esos motivos, por haber sido adoptados por la
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la concluyente, a) que la reclamante haya instrumentado una
protesta dentro del término de las veinticuatro horas de haber
recibido las mercancías, y b) que esta haya radicado dicha
acción en reparación de daños y perjuicios dentro del término
del mes de la fecha de la protesta; 2) La intimada no ha
aportado la prueba de haber efectuado, en ningún momento,
la protesta que dentro de las veinticuatro horas de recibidas
las mercancías y que bajo sanción de inadmisibilidad de la
acción preveén,	 los artículos 435 y 436 del Código de
Comercio; 3) La intimada tampoco radicó su acción en
reparación de daños y perjuicios, dentro del término del mes
apuntado por el artículo 436 del Código de Comercio; 4) que
el fin de inadmisión previsto por los artículos 435 y 436 puede
válidamente ser invocado por la intimante en su calidad de
empresa "Armadora", de quien el capitán no es más que su
"pre-posé"; b) Subsidiariamente, y sin que implique que
renuncia a las anteriores conclusiones, y sólo para el hipa
tético caso en que las mismas sean 	 desestimadas,
rechazando la demanda en reparación de daños y perjuicios
interpuesta por la "Industria Pantalonera y/o Atala Issa
Jorge", contra la concluyente, por improcedente, mal funda-
da y muy especialmente por carente de prueba legal; en razón
de que: 1) de acuerdo a las disposiciones de orden público de
los artículos 1ro., 2do. y 3ro. de la Ley No. 5736 de 1912 y del
artículo 1ro. de la Ley No. 22 de 1963, los documentos que se
depositen en los Tribunales de la República a los fines de
hacer la prueba de hechos o de derechos, deberán ser, a pe-
na de inadmisibilidad, traducidos en su integridad por in-
térprete judicial, a fin de que los Jueces del fondo puedan
examinarlos, estudiarlos adecuadamente en todo su con-
tenido y deducir las consecuencias que resulten de	 los

mismos; 2) La	 intimada en violación expresa a las dis-
posiciones de orden público de los artículos 1ro., 2do. y 3ro.
de la Ley No. 5736 de 1912 y del artículo 1ro. de la Ley No. 22
de 1963, ha pretendido durante todo el curso del litigio
aportar la prueba de la existencia del supuesto conocimiento
de embarque mediante documentos tan sólo traducidos
parcialmente, al acomodo de sus pretensiones, dejando
cláusulas y condiciones del mismo sin traducir, cuya tra-
ducción	 de	 haber	 sido aportada	 producirá	 in-
cuestionablemente el rechazamiento de la demanda; c) más
subsidiariamente, y sin que de ninguna manera implique
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it

1

la concluyente, a) que la reclamante haya instrumentado una
protesta dentro del término de las veinticuatro horas de haber
recibido las mercancías, y b) que esta haya radicado dicha
acción en reparación de daños y perjuicios dentro del término
del mes de la fecha de la protesta; 2) La intimada no ha
aportado la prueba de haber efectuado, en ningún momento,
la protesta que dentro de las veinticuatro horas de recibidas
las mercancías y que bajo sanción de inadmisibilidad de la
acción preveén,	 los artículos 435 y 436 del Código de
Comercio; 3) La intimada tampoco radicó su acción en
reparación de daños y perjuicios, dentro del término del mes
apuntado por el artículo 436 del Código de Comercio; 41 que
el fin de inadmisión previsto por los artículos 435 y 436 puede
válidamente ser invocado por la intimante en su calidad de
empresa "Armadora", de quien el capitán no es más que su
"pre-posé"; b) Subsidiariamente, y sin que implique que
renuncia a las anteriores conclusiones, y sólo para el hipa
tético caso en que las mismas sean 	 desestimadas,
rechazando la demanda en reparación de daños y perjuicios
interpuesta por la "Industria Pantalonera ylo Atala Issa
Jorge", contra la concluyente, por improcedente, mal funda-
da y muy especialmente por carente de prueba legal; en razón
de que: 1) de acuerdo a las disposiciones de orden público de
los artículos 1ro., 2do. y 3ro. de la Ley No. 5736 de 1912 y del
articulo 1ro. de la Ley No. 22 de 1963, los documentos que se
depositen en los Tribunales de la República a los fines de
hacer la prueba de hechos o de derechos, deberán ser, a pe-
na de inadmisibilidad, traducidos en su integridad por in-
térprete judicial, a fin de que los Jueces del fondo puedan
examinarlos, estudiarlos adecuadamente en todo su con-
tenido y deducir las consecuencias que resulten de	 los

mismos; 2) La	 intimada en violación expresa a las dis-
posiciones de orden público de los artículos 1ro., 2do. y 3ro.
de la Ley No. 5736 de 1912 y del artículo 1ro. de la Ley No. 22
de 1963, ha pretendido durante todo el curso del litigio
aportar la prueba de la existencia del supuesto conocimiento
de embarque mediante documentos tan sólo traducidos
parcialmente, al acomodo de sus pretensiones, dejando
cláusulas y condiciones del mismo sin traducir, cuya tra-
ducción	 de	 haber	 sido aportada	 producirá	 in-
cuestionablemente el rechazamiento de la demanda; e) más
subsidiariamente, y sin que de ninguna manera implique

renuncia a las anteriores conclusiones, y tan sólo para el
hipotético y antijurídico caso en que las mismas sean
igualmente desestimadas, acogiendo la cláusula de limitación
de responsabilidad, estipulada en el contrato de transporte,
cuya mención, aunque consta en el conocimiento de em-
barque, no fue incluida en la traducción parcial a que nos
hemos referido precedentemente; Cuarto: Tanto en el caso
en el cual sean acogidas las conclusiones principales, subsi-
diarias o más subsidiariamente, condenando a la Industrial
Pantalonera y/o Atala lssa Jorge, al pago de las costas y
honorarios de ambas instancias, ordenando su distracción en
provecho de los abogados infrascritos, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Quinto: Concediéndonos un
plazo de quince (15) días para la producción de un escrito
justificativo de las presentes conclusiones";

Considerando, que como se adviene por la comparación de
ambas series de conclusiones, las mismas son totalmente
idénticas salvo en el punto en que la Frederic Schad CxA
invoca su irresponsabilidad alegando ser una simple
mandataria de la Delta Steamship Lines, Inc.; que similares
conclusiones formularon conjuntamente ambas recurrentes
por ante el Tribunal de Primer Grado con excepción del punto
relativo a la irresponsabilidad de la Frederic Schad, C. por A.,
por ser una simple mandataria de la concurrente, el cual no se
suscitó ante esta jurisdicción, pero que por tratarse de un me-
dio de defensa, puede plantearse por primera vez en grado de
apelación;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de relieve que si bien es verdad, como lo alegan las
recurrentes, que la Corte a-qua no expuso motivos es-
peciales para rechazar las diversas cuestiones que ellas le
plantearon en sus respectivas conclusiones, no es menos
cierto que en el penúltimo considerando de su fallo la Corte a-
gua adopta expresamente los motivos de la sentencia apela-
da, por lo cual para apreciar los méritos del presente recurso
de casación, es necesario examinar la sentencia dictada por la
Jurisdicción de Primer Grado;

Considerando, que el examen de esta sentencia pone de
manifiesto que la misma contiene motivos, cuya pertinencia y
validez no han sido discutida por las recurrentes, en relación
con las diversas cuestiones suscitadas por ellas ante ese Tri-
bunal; que esos motivos, por haber sido adoptados por la
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Corte a-qua, suplen los que ésta dejó de exponer en la
sentencia impugnada; que todo lo expuesto resulta que el
único punto de las conclusiones de las recurrentes que no
fue contestado por la Corte a-qua, es el que se refiere al
alegado de la Frederic Schad, C. por A., relativo a su no
responsabilidad por ser una simple mandataria de la Delta
Steamship Lines, Inc.; que, por consiguiente, el medio que se
examina sólo tiene fundamento en el aspecto señalado, por lo
cual debe ser acogido en ese aspecto y desestimado en sus
demas;

Por tales motivos, Primero: Casa, en lo que concierne al
interés de la Frederic Schad, C. por A., la sentencia dictada el
12 de agosto de 1982, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en atribuciones comerciales, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía el
asunto así delimitad , ante la Corte de San Pedro de Macorís;
Segundo: Rechaza el recurso interpuesto contra la misma
sentencia por la Delta Steamship Lines, Inc.; Tercero:
Compensa las costas causadas por el recurso de la Frederic
Schad, C. por A.; Cuarto: Condena a la Delta Steamship
Lines, Inc., al pago de las costas de su recurso y las distrae a
favor de los Dres. Santiago Rodríguez Lazala y Oscar M.
Herasme M., abogados de la recurrida, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 7

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de abril de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José A. Pérez y Remigio Antonio Andújar
yto Diógenes Abréu Rivas.

Abogado (s): Dr. Bolívar Soto Montás.

Interviniente (s): Ramón Pichardo Javier

Abogado (s): Dr. Rafael A. Vidal Espinosa y Dr. Manuel
Ferreras Pérez.

•

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 de agosto del año 1983, años 140'
de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos el 27 de
diciembre de 1976 por José Altagracia Pérez, dominicano,
mayor de edad, casado, técnico en refrigeración, no porta cé-
dula, residente en la calle "38" No. 41, ensanche Capotillo de
esta ciudad, y Remigio Antonio Andújar ylo Diógenes Abréu
Rivas, con domicilio y residencia, ambos en la calle Bernardo
Pichardo No. 19 de esta ciudad, contra la sentencia dictada el
29 de abril de 1976 por la Corte de Apelación de Santo
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Corte a -qua, suplen los que ésta dejó de exponer en la
sentencia impugnada; que todo lo expuesto resulta que el
único punto de las conclusiones de las recurrentes que no
fue contestado por la Corte a -qua, es el que se refiere al
alegado de la Frederic Schad, C. por A., relativo a su no
responsabilidad por ser una simple mandataria de la Delta
Steamship Lines, Inc.; que, por consiguiente, el medio que se
examina sólo tiene fundamento en el aspecto señalado, por lo
cual debe ser acogido en ese aspecto y desestimado en sus

domas;
Por tales motivos, Primero: Casa, en lo que concierne al

interés de la Frederic Schad, C. por A., la sentencia dictada el
12 de agosto de 1982, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en atribuciones comerciales, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía el
asunto así delimitad , ante la Corte de San Pedro de Macorís;
Segundo: Rechaza el recurso interpuesto contra la misma
sentencia por la Delta Steamship Lines, Inc.; Tercero:
Compensa las costas causadas por el recurso de la Frederic
Schad, C. por A.; Cuarto: Condena a la Delta Steamship
Unes, Inc., al pago de las costas de su recurso y las distrae a
favor de los Dres. Santiago Rodríguez Lazala y Oscar M.
Herasme M., abogados de la recurrida, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 7

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de abril de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José A. Pérez y Remigio Antonio Andújar
y/o Diógenes Abréu Rivas.

Abogado (s): Dr. Bolívar Soto Montás.

Interviniente (s): Ramón Pichardo Javier

Abogado (s): Dr. Rafael A. Vidal Espinosa y Dr. Manuel
Ferreras Pérez.

•

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 de agosto del año 1983, años 140'
de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos el 27 de
diciembre de 1976 por José Altagracia Pérez, dominicano,
mayor de edad, casado, técnico en refrigeración, no porta cé-
dula, residente en la calle "38" No. 41, ensanche Capotillo de
esta ciudad, y Remigio Antonio Andújar yfo Diógenes Abréu
Rivas, con domicilio y residencia, ambos en la calle Bernardo
Pichardo No. 19 de esta ciudad, contra la sentencia dictada el
29 de abril de 1976 por la Corte de Apelación de Santo



2126	 BOLETIN JUDICIAL

Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael A. Vidal Espinosa por sí y por el Dr.

Manuel Ferreras, en la lectura de sus conclusiones en
representación del interviniente Ramón Pichardo Javier,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 47770, serie
1ra., residente en la casa No. 1 de la calle Peña Bade de esta
ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 27 de diciembre de 1976 a re-
querimiento de los Dres. Bolívar Soto Montás y José Antonio
Galán C., cédulas Nos. 22718 y 22347, series 2da. y 18, res-
pectivamente, en representación de los recurrentes, acta en
la cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, en el cual se proponen
los medios quo se mencionan más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 16 de febrero de 1981,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 2 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos invocados por los recurrentes, que
se mencionan más adelante y los artículos 49 y 92 de la Ley
No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del
Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un acciden, 1 de tránsito. ocurrido en esta ciudad el
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primero de enero de 1974, en el cual una persona resultó con
lesiones corporales y los vehículos con desperfectos, 	 la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional dictó, en sus atribuciones correccionales,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA:
PRIMERO: Admite por regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto en fecha 5 de noviembre
de 1975, por el Dr. Euclides Acosta Figuereo, a nombre y
representación del prevenido José Altagracia Pérez,
dominicano, casado, residente en la calle 38 No. 41, Ens.
Capotillo de esta ciudad, sin cédula de identificación
personal, de la persona civilmente responsable y de la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia de fehca 16 de
septiembre de 1975, dictada por la Séptima Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe
pronunciar y pronuncia el defecto contra el prevenido José
Alt. Pérez, por no haber comparecido no obstante haber sido
citado legalmente, en consecuencia lo declara culpable de
haber violado el artículo 49 inciso (c) y 65 de la Ley No. 241,
en perjuicio del menor Ramón Obdulio Pichardo y lo condena
a quince pesos oro (RDS15.001, de multa y al pago de las
costas, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Declara buena y válida encuanto a la forma la
constitución en parte civil incoada por el señor Ramón
Obdulio Pichardo, a través de su abogado Dr. Manuel
Ferreras Pérez, por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en
cuanto al fondo de dicha constitución, condena a José Al-
tagracia Pérez y Remigio Ant. Andújar yio Diógenes Abréu
Rivas, conductor y propietario respectivamente del vehículo
que ocasionó el accidente, el primero por su hecho personal y
el segundo persona civilmente responsable al pago de una
indemnización de setecientos pesos oro IR DS700.00), más los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda y hasta
la completa ejecución de la sentencia, a titulo de in-
demnización complementaria como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por el demandante
además se condena a pagar la suma de cien pesos oro
IRDS100.00) por los desperfectos y reparación de la bicicleta
propiedad del menor lesionado; Tercero: Condena a los se-
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SI

Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Rafael A. Vidal Espinosa por sí y por el Dr.

Manuel Ferreras, en la lectura de sus conclusiones en
representació n del interviniente Ramón Pichardo Javier,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 47770, sede
ira., residente en la casa No. 1 de la calle Peña Bade de esta
ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 27 de diciembre de 1976 a re-
querimiento de los Dres. Bolívar Soto Montás y José Antonio
Galán C., cédulas Nos. 22718 y 22347, series 2da. y 18, res-
pectivamente, en representación de los recurrentes, acta en
la cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, en el cual se proponen
los medios que se mencionan más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 16 de febrero de 1981,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 2 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la delir
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos invocados por los recurrentes, que
se mencionan más adelante y los artículos 49 y 92 de la Ley
No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del
Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y 1,62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accideni , de tránsito. ocurrido en esta ciudad el

primero de enero de 1974, en el cual una persona resultó con
lesiones corporales y los vehículos con desperfectos, la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional dictó, en sus atribuciones correccionales,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA:
PRIMERO: Admite por regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto en fecha 5 de noviembre
de 1975, por el Dr. Euclides Acosta Figuereo, a nombre y
representación del prevenido José Altagracia Pérez,
dominicano, casado, residente en la calle 38 No. 41, Ens.
Capotillo de esta ciudad, sin cédula de identificación
personal, de la persona civilmente responsable y de la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia de fehca 16 de
septiembre de 1975, dictada por la Séptima Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe
pronunciar y pronuncia el defecto contra el prevenido José
Alt. Pérez, por no haber comparecido no obstante haber sido
citado legalmente, en consecuencia lo declara culpable de
haber violado el artículo 49 inciso (c) y 65 de la Ley No. 241,
en perjuicio del menor Ramón Obdulio Pichardo y lo condena
a quince pesos oro (RDS15.00), de multa y al pago de las
costas, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Declara buena y válida encuanto a la forma la
constitución en parte civil incoada por el señor Ramón
Obdulio Pichardo, a través de su abogado Dr. Manuel
Ferreras Pérez, por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en
cuanto al fondo de dicha constitución, condena a José Al-
tagracia Pérez y Remigio Ant. Andújar y/o Diógenes Abréu
Rivas, conductor y propietario respectivamente del vehículo
que ocasionó el accidente, el primero por su hecho personal y
el segundo persona civilmente responsable al pago de una
indemnización de setecientos pesos oro IRDS700.00), más los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda y hasta
la completa ejecución de la sentencia, a título de in-
demnización complementaria como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por el demandante
además se condena a pagar la suma de cien pesos oro
IRD5100.00) por los desperfectos y reparación de la bicicleta
propiedad del menor lesionado; Tercero: Condena a los se-
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ñores José Altagracia Pérez, Remigio Antonio Andújar y/o
Diógenes Abréu Rivas, en sus calidades antes señaladas, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas y en
provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; y Cuarto: Ordena que esta
sentencia le sea oponible y ejecutable a la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con la
ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos recursos,
pronuncia el defecto, contra el prevenido José Alt. Pérez, por
no comparecer a la audiencia no obstante haber sido
legalmente citado; TERCERO: Revoca el ordinal Segundo de
la sentencia recurrida, en cuanto se refiere a la indemnización
acordada por los daños ocasionados a la bicicleta, por no ha-
berse probado la ocurrencia de los mismos ni su cuantía;
CUARTO: Se confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida reteniendo esta Corte falta de parte de la víctima;
QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales de la alzada y a la persona civilmente responsable
Remigio Ant. Andújar, y/o José Alt. Pérez, y/o Diógenes
Abréu Rivas, a las civiles con distracción de estas en pro-
vecho del Dr. Ml. Ferrera Pérez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, en su
memorial los siguientes medios de casación: a) Falta de mo-
tivo; b) que la Corte a-qua ha desnaturalizado los hechos y
circunstancias de la causa; y c) que dicha sentencia carece
del vicio de falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes en sus tres medios
reunidos alegan en síntesis, que la sentencia impugnada no
está motivada, pues se limitó a señalar los hechos, pero no así
los fundamentos jurídicos en que se basaba; b) que la sen-
tencia impugnada desnaturalizó los hechos al declarar cul-
pable al prevenido, sin tomar en cuenta que el accidente se
debió a la falta única y exclusiva de la víctima; c) que la Corte
a-qua, al dictar su sentencia ahora impugnada incurrió en el
vicio de falta de base legal pues se limita a señalar la violación
a la Ley No. 241, sin mencionar el articulo o artículos violados
de dicha Ley por el prevenido; Pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, dio por establecido.

al que en horas de la mañana del primero de enero de 1974,
ocurrió un accidente entre el carro placa No. 110-024, propie-
dad de Diógenes Abréu Rivas asegurado con Póliza No. SD-
21474, de la Compañía Unión de Seguros, C. por A., y
conducido por José Altagracia Pérez, mientras éste transi-
taba en dirección Sur a Norte por la calle Abréu; que el ac-
cidente se produjo en la intersección de la indicada calle, al
llegar a la esquina Damián del Castillo, vía por la que transi-
taba Ramón Pichardo, de 14 años de edad, en su bicicleta, en
dirección Oeste a Este; que en el accidente el menor agra-
viado recibió lesiones corporales que curaron después de 29 y
antes de 49 días y los vehículos con desperfectos; que el acci-
dente se debió a la imprudencia del prevenido José Altagracia
Pérez, al conducir su vehículo a la izquierda de la vía y a
exceso de velocidad sin dar aviso con la bocina;

Considerando, que contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, por lo anteriormente expuesto se adviene que la
sentencia impugnada contiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo y además, una relación
de los hechos y circunstancias de la causa, a los cuales la
Corte a-qua, le dio su verdadero sentido y alcance, sin in-
currir en desnaturalización, que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la ley; por lo cual, los medios
propuestos por los recurrentes, carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, producidos con el manejo de un vehículo de mo-
tor, previsto por el anículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra (c) de dicho texto
legal con prisión de seis meses a dos años y multa de cien a
quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su
trabajo al lesionado durare veinte o más días, como sucedió
en la especie; que al condenar la Corte a-qua a dicho pre-
venido a pagar cien pesos de multa, acogiendo circunstancias
atenuantes, le impuso una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado al padre
de la víctima, parte civil constituida, daños y perjuicios ma-
teriales y morales que evaluó en setecientos pesos; que al
condenar al prevenido conjuntamente con Antonio Andújar
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ñores José Altagracia Pérez, Remigio Antonio Andújar y/o
Diógenes Abréu Rivas, en sus calidades antes señaladas, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas y en
provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; y Cuarto: Ordena que esta
sentencia le sea oponible y ejecutable a la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con la
ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos recursos,
pronuncia el defecto, contra el prevenido José Alt. Pérez, por
no comparecer a la audiencia no obstante haber sido
legalmente citado; TERCERO: Revoca el ordinal Segundo de
la sentencia recurrida, en cuanto se refiere a la indemnización
acordada por los daños ocasionados a la bicicleta, por no ha-
berse probado la ocurrencia de los mismos ni su cuantía;
CUARTO: Se confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida reteniendo esta Corte falta de parte de la víctima;
QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales de la alzada y a la persona civilmente responsable
Remigio Ant. Andújar, y/o José Alt. Pérez, y/o Diógenes
Abréu Rivas, a las civiles con distracción de estas en pro-
vecho del Dr. Ml. Ferrera Pérez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, en su
memorial los siguientes medios de casación: a) Falta de mo-
tivo; b) que la Corte a-qua ha desnaturalizado los hechos y
circunstancias de la causa; y c) que dicha sentencia carece
del vicio de falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes en sus tres medios
reunidos alegan en síntesis, que la sentencia impugnada no
está motivada, pues se limitó a señalar los hechos, pero no así
los fundamentos jurídicos en que se basaba; b) que la sen-
tencia impugnada desnaturalizó los hechos al declarar cul-
pable al prevenido, sin tomar en cuenta que el accidente se
debió a la falta única y exclusiva de la víctima; c) que la Corte
a-qua, al dictar su sentencia ahora impugnada incurrió en el
vicio de falta de base legal pues se limita a señalar la violación
a la Ley No. 241, sin mencionar el artículo o artículos violados
de dicha Ley por el prevenido; Pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, dio por establecido.

al que en horas de la mañana del primero de enero de 1974,
ocurrió un accidente entre el carro placa No. 110-024, propie-
dad de Diógenes Abréu Rivas asegurado con Póliza No. SD-
21474, de la Compañía Unión de Seguros, C. por A., y
conducido por José Altagracia Pérez, mientras éste transi-
taba en dirección Sur a Norte por la calle Abréu; que el ac-
cidente se produjo en la intersección de la indicada calle, al
llegar a la esquina Damián del Castillo, vía por la que transi-
taba Ramón Pichardo, de 14 años de edad, en su bicicleta, en
dirección Oeste a Este; que en el accidente el menor agra-
viado recibió lesiones corporales que curaron después de 29 y
antes de 49 días y los vehículos con desperfectos; que el acci-
dente se debió a la imprudencia del prevenido José Altagracia
Pérez, al conducir su vehículo a la izquierda de la vía y a
exceso de velocidad sin dar aviso con la bocina;

Considerando, que contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, por lo anteriormente expuesto se adviene que la
sentencia impugnada contiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo y además, una relación
de los hechos y circunstancias de la causa, a los cuales la
Corte a-qua, le dio su verdadero sentido y alcance, sin in-
currir en desnaturalización, que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la ley; por lo cual, los medios
propuestos por los recurrentes, carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, producidos con el manejo de un vehículo de mo-
tor, previsto por el anículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra (c) de dicho texto
legal con prisión de seis meses a dos años y multa de cien a
quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su
trabajo al lesionado durare veinte o más días, como sucedió
en la especie; que al condenar la Corte a-qua a dicho pre-
venido a pagar cien pesos de multa, acogiendo circunstancias
atenuantes, le impuso una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado al padre
de la víctima, parte civil constituida, daños y perjuicios ma-
teriales y morales que evaluó en setecientos pesos; que al
condenar al prevenido conjuntamente con Antonio Andújar
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yio Diógenes Abréu al pago de esa suma, más los intereses
legales a partir de la demanda a título de indemnización y en
favor de la parte civil constituida, dicha Corte hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, al hacer oponibles dichas
condenaciones a la Compañía Unión de Seguros, C. por A.;

Considerando. que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Ramón Pichardo Javier en los recursos de casación in-
terpuestos por José A. Pérez. Domingo A. Andújar y/o
Diógenes Abréu Rivas, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 29 de abril de 1976,
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los
indicados recursos; y Tercero: Condena a José A. Pérez al
pago de las costas penales y a éste y a Remigio A. Andújar
y/o Diógenes Rivas al pago de las civiles, ordenando la
distracción de las últimas en favor de los doctores Manuel
Ferreras y Rafael A. Vidal Espinosa, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cá'cer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La-presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

•

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 8

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 4 de diciembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Aurelio Cerda Vélez, Frente Nacional de
Choferes Revolucionarios Democráticos Progresista, Inc., y la
Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Dr. José María Acosta Torres.

Interviniente (s): María Altagracia Casado Mejía y Claudio
Socorro.

Abogado (s): Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi:ia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agosto del aíro 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Aurelio
Cerda Vélez, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
5290, serie 42, domiciliado en el Km. 13 de la autopista
Duarte, de esta ciudad, el Frente de Choferes Democráticos,
domiciliado en esta ciudad, y la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., con domicilio social en esta ciudad,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales,
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y/o Diógenes Abréu al pago de esa suma, más los intereses
legales a partir de la demanda a título de indemnización y en
favor de la parte civil constituida, dicha Corte hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, al hacer oponibles dichas
condenaciones a la Compañía Unión de Seguros, C. por A.;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Ramón Pichardo Javier en los recursos de casación in-
terpuestos por José A. Pérez, Domingo A. Andújar y/o
Diógenes Abréu Rivas, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingp, el 29 de abril de 1976,
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los
indicados recursos; y Tercero: Condena a José A. Pérez al
pago de las costas penales y a éste y a Remigio A. Andújar
y/o Diógenes Rivas al pago de las civiles, ordenando la
distracción de las últimas en favor de los doctores Manuel
Ferreras y Rafael A. Vidal Espinosa, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cáter.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La • presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (EDO.): Miguel Jacobo.-

•

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 8

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 4 de diciembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Aurelio Cerda Vélez, Frente Nacional de
Choferes Revolucionarios Democráticos Progresista, Inc., y la
Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Dr. José María Acosta Torres.

Interviniente (s): María Altagracia Casado Mejía y Claudio
Socorro.

Abogado (s): Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi:ia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Ber 'és
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Pudo
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agosto del año 1983,
año;1 140 1 de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Aurelio
Cerda Vélez, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
5290, serie 42, domiciliado en el Km. 13 de la autopista
Duarte, de esta ciudad, el Frente de Choferes Democráticos,
domiciliado en esta ciudad, y la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., con domicilio social en esta ciudad,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales,
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 4 de
diciembre de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en sus conclusiones al Dr. Manuel A. Sepúlveda

Luna, cédula No. 30288, serie 2, abogado de los intervinientes
que son María Altagracia Casado Mejía, cédula No. 5996,
serie 13, Claudio Socorro, cédula No. 177096, serie 1ra.,
dominicanos, mayores de edad, de este domicilio;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaria de la Corte a-qua, el 19 de diciembre de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula
No. 18933, sereie 3, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de íos recurrentes: de fehca 2 de agosto
de 1982, suscrito por su abogado Dr. José María Acosta
Torres, cédula No. 32511, serie 31, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 2 de agosto de
1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 3 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Luis Víctor García de Peña, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delpberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos; 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos do
Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación•

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que una persona resultó con

lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dict5 el 13 da febrero
de 1979 en sus atribuciones correccionales, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobro los
recursos interpuestos contra dicho fallo, intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y
válidos, en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos: a) por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha 17 de
enero de 1979, a nombre y representación del prevenido
Aurelio Cerda Vélez; y b) por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en
fecha 19 de marzo de 1979, a nombre y representación de
Aurelio Cerda Vélez, Frente de Choferes Revolucionarios
Democráticos y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra sentencia de fecha 13 de febrero de 1979, d:ctada por
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se rechaza el incidente propuesto por el abogado de la de-
fensa, por improcedente y mal fundada; Segundo: Se
condena al pago de las costas; Tercero: Sc pronuncia el de-
fecto en contra del nombrado Aurelio Cerda Vélez, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Cuarto: Se declaran a los nombrados
Aurelio Cerda Vélez y Claudio Socorro, culpables da violar la
Ley No. 241, en perjuicio de Claudio Socorro, y en
consecuencia, se condena: El primero al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro IRDS50.00) y el segundo al pago de
una multa de Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00) y costas,
acogiendo en favor de arntios circunstancias atenuantes;
Quinto: Se declara buena y válida la constitución en parte ci-
vil intentada por María Altagracia Casado Mejía y Claudio
Socorro, en contra del Frente de Choferes Revolucionarios
Democráticos Progresistas, Inc., por haberla hecho de
acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia se
condena al Frente de Choferes Revolucionarios Democrá-
ticos Progresistas, Inc., al pago de las indemnizaciones
siguientes: a) la suma de Un Mil Pesos Oro (RDI1,000.00) en
favor de Claudio Socorro por los daños morales y materiales
ocasionádole con el accidente; b) la suma de Un Mil Pesos
Oro (RDS1,000.00) a favor de la señora Altagracia Casado
Mejía, como justa reparación por los daños ocasionádole a su
vehículo en el accidente, más al pago de los intereses legales
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 4 de
diciembre de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

0:do al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en sus conclusiones al Dr. Manuel A. Sepúlveda

Luna, cédula No. 30288, serie 2, abogado de los intervinientes
que son María Altagracia Casado Mejía, cédula No. 5996,
serie 13, Claudio Socorro, cédula No. 177096, serie 1ra.,
dominicanos, mayores de edad, de este domicilio;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaria de la Corte a-qua, el 19 de diciembre de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula
No. 18933, sereie 3, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes: de fehca 2 de agosto

dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-

,

integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Luis Víctor García de Peña, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos; 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos do
Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación-

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que una persona resultó con
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lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado aa
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 13 de febrero
de 1979 en sus atribuciones correccionales, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) qua sobro los
recursos interpuestos contra dicho fallo, intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y
válidos, en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos: a) por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha 17 de
enero de 1979, a nombre y representación del prevenido
Aurelio Cerda Vélez; y b) por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en
fecha 19 de marzo de 1979, a nombre y representación de
Aurelio Cerda Vélez, Frente de Choferes Revolucionarios
Democráticos y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra sentencia de fecha 13 de febrero de 1979, dictada por
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se rechaza el incidente propuesto por el abogado de la de-
fensa, por improcedente y mal fundada; Segundo: Se
condena al pago de las costas; Tercero: Se pronuncia el de-
fecto en contra del nombrado Aurelio Cerda Vélez, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Cuarto: Se declaran a los nombrados
Aurelio Cerda Vélez y Claudio Socorro, culpables da volar la
Ley No. 241, en perjuicio de Claudio Socorro, y en
consecuencia, se condena: El primero al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.001 y el segundo al pago de
una multa de Veinticinco Pesos Oro IRD$25.00) y costas,
acogiendo en favor de ambos circunstancias atenuantes;
Quinto: Se declara buena y válida la constitución en parte ci-
vil intentada por María Altagracia Casado Mejía y Claudio
Socorro, en contra del Frente de Choferes Revolucionarios
Democráticos Progresistas, Inc., por haberla hecho de
acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia se
condena al Frente de Choferes Revolucionarios Democrá-
ticos Progresistas, Inc., al pago de las indemnizaciones
siguientes: a) la suma de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en
favor de Claudio Socorro por los daños morales y materiales
ocasionádole con el accidente; b) la suma de Un Mil Pesos
Oro (RDS1,000.00) a favor de la señora Altagracia Casado
Mejía, como justa reparación por los daños ocasionádole a su
vehículo en el accidente, más al pago de los intereses legales

de 1982, suscrito por su abogado Dr. José María Acosta
i,	 Torres, cédula No. 32511, serie 31, en el cual se proponen

contra la sentencia impugnada los medios de casación que se
il	 indican más adelante;
,	 Visto el escrito de los intervinientes del 2 de agosto de

•	 1982, suscrito por su abogado;
Visto el auto dictado en fecha 3 de agosto del corriente año
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de las sumas acordadas a título de indemnizaciones com-
plementarias y a partir de la fecha de la demanda, así como al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Seno: Se
pronuncia el defecto en contra de la. persona civilmente res-
ponsable y la Cía. de Seguros, C. por A., por falta de concluir;
Séptimo: Se declara que la presente sentencia le sea común
y oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que produjo el
accidente'; SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el de-
fecto contra Aurelio Cerda Vélez y Claudio Socorro, por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida, por ser justa y reposar sobre prueba legal;
CUARTO: Condena a Aurelio Cerda Vélez y Claudio
Socorro, al pago de las costas penales de la alzada y al Frente
de Choferes Revolucionarios Democráticos, pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., en su condición de entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Falsa aplicación de los
artículos 186 y 187 del Código de Procedimiento Criminal;
Segundo Medio: Falta exclusiva de la víctima; Tercer Me-
dio: Falta de motivos.- Falta de base legal.- Insuficiencia de
motivos;

Considerando, que en su primer medio de casación el pre-
venido recurrente alega en síntesis, que en la especie se hizo
una falsa aplicación de los artículos 186 y 187 del Código de
Procedimiento Criminal, pues se declaró inadmisible, por
tardío su recurso de apelación; pero,

Considerando, que el medio que se examina carece de
pertinencia pues en la sentencia impugnada consta que el
recurso de apelación del prevenido no fue declarado ad-
misible como se alega, sino que fue admitida y luego de haber
sido ponderado debidamente se confirmó la sentencia a pela-
da, como se verá más adelante-

Considerando, que en sus dos últimos medios de casación.
reunidos, los recurrentes alegan en síntesis, a) que el ac-
cidente se debió a la falta exclusiva de la víctima, pues ésta
irrumpió de modo imprevisible, lo que hizo el accidente "ine-
vitable", un caso de fuerza mayor, que libera totalmente de
responsabilidad a los hoy recurrentes; b) que la sentencia
impugnada no contiene una exposición de los hechos decisi-
vos que justifiquen su dispositivo ni tampoco motivos
suficientes que permitan a la Suprema Corte de Justicia,
como Corte de Casación verificar si en la especie se ha hecho
o no una correcta aplicación de la Ley; que, en esas con-
diciones, sostienen los recurrentes que la sentencia im-
pugnada debe ser casada por vicios y violaciones denun-
ciadas; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a-qua para declarar al prevenido
recurrido culpable también del accidente, y fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderación de los.
3Iementos de juicio que fueron regularmente aportados en la
instrucción de la causa, los siguientes hechos: a) que siendo
aproximadamente las once de la mañana del 17 de enero de
1978 mientras el autobús placa No. 300-459, conducido por el
prevenido Aurelio Cerda Vélez, transitaba de Oeste a Este por
la calle Ravelo de esta ciudad, chocó con el automóvil placa
No. 96-404 conducido por Claudio Socorro, que transitaba de
Sur a Norte por la calle Enriquillo; b) que a consecuencia de
esa colisión resultó Claudio Socorro con lesiones corporales
que curaron después de 10 y antes de 20 días; además el
vehículo conducido por Claudio Socorro, propiedad de Marfa
Altagracia Casado Mejía, resultó con varios desperfectos; c)
que el accidente ocurrió por la imprudencia de ambos
conductores; que la imprudencia del prevenido Cerda
consistió en que no redujo la marcha al llegar a la intersección
con la calle Enriquillo y no advirtió a tiempo. el automóvil
manejado por Claudio Socorro;

Considerando, que como se advierte los Jueces para
formar su convicción en el sentido de que el accidente no
ocurrió por un caso de fuerza mayor o por la culpa exclusiva
de la víctima, ponderaron, dentro de su poder soberano, los
elementos de juicio del proceso, y al fallar como lo hicieron
dieron motivos suficientes y pertinentes que justifican
plenamente lo que en ese aspecto ha sido decidido; que,
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de las sumas acordadas a titulo de indemnizaciones com-
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ponsable y la Cía. de Seguros, C. por A., por falta de concluir;
Séptimo: Se declara que la presente sentencia le sea común
y oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que produjo el
accidente'; SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el de-
fecto contra Aurelio Cerda Vélez y Claudio Socorro, por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida, por ser justa y reposar sobre prueba legal;
CUARTO: Condena a Aurelio Cerda Vélez y Claudio
Socorro, al pago de las costas penales de la alzada y al Frente
de Choferes Revolucionarios Democráticos, pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., en su condición de entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Falsa aplicación de los
artículos 186 y 187 del Código de Procedimiento Criminal;
Segundo Medio: Falta exclusiva de la víctima; Tercer Me-
dio: Falta de motivos.- Falta de base legal.- Insuficiencia de
motivos;

Considerando, que en su primer medio de casación el pre-
venido recurrente alega en síntesis, que en la especie se hizo
una falsa aplicación de los artículos 186 y 187 del Código de
Procedimiento Criminal, pues se declaró inadmisible, por
tardío su recurso de apelación; pero,

Considerando, que el medio que se examina carece de
pertinencia pues en la sentencia impugnada consta que el
recurso de apelación del prevenido no fue declarado ad-
misible como se alega, sino que fue admitida y luego de haber
sido ponderado debidamente se confirmó la sentencia a pela-
da, como se verá más adelante-

Considerando, que en sus dos últimos medios de casación.
reunidos, los recurrentes alegan en síntesis, a) que el ac-
cidente se debió a la falta exclusiva de la víctima, pues ésta
irrumpió de modo imprevisible, lo que hizo el accidente "ine-
vitable", un caso de fuerza mayor, que libera totalmente de
responsabilidad a los hoy recurrentes; b) que la sentencia
impugnada no contiene una exposición de los hechos decisi-
vos que justifiquen su dispositivo ni tampoco motivos
suficientes que permitan a la Suprema Corte de Justicia,
como Corte de Casación verificar si en la especie se ha hecho
o no una correcta aplicación de la Ley; que, en esas con-
diciones, sostienen los recurrentes que la sentencia im-
pugnada debe ser casada por vicios y violaciones denun-
ciadas; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a-qua para declarar al prevenido
recurrido culpable también del accidente, y fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderación de los.
elementos de juicio que fueron regularmente aportados en la
instrucción de la causa, los siguientes hechos: a) que siendo
aproximadamente las once de la mañana del 17 de enero de
1978 mientras el autobús placa No. 300-459, conducido por el
prevenido Aurelio Cerda Vélez, transitaba de Oeste a Este por
la calle Ravelo de esta ciudad, chocó con el automóvil placa
No. 96-404 conducido por Claudio Socorro, que transitaba de
Sur a Norte por la calle Enriquillo; b) que a consecuencia de
esa colisión resultó Claudio Socorro con lesiones corporales
que curaron después de 10 y antes de 20 días; además el
vehículo conducido por Claudio Socorro, propiedad de María
Altagracia Casado Mejía, resultó con varios desperfectos; c)
que el accidente ocurrió por la imprudencia de ambos
conductores; que la imprudencia del prevenido Cerda
consistió en que no redujo la marcha al llegar a la intersección
con la calle Enriquillo y no advirtió a tiempo. el automóvil
manejado por Claudio Socorro;

Considerando, que como se advierte los Jueces para
formar su convicción en el sentido de que el accidente no
ocurrió por un caso de fuerza mayor o por la culpa exclusiva
de la víctima, ponderaron, dentro de su poder soberano, los
elementos de juicio del proceso, y al fallar como lo hicieron
dieron motivos suficientes y pertinentes que justifican
plenamente lo que en ese aspecto ha sido decidido; que,
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además, el examen del fallo impugnado revela que al mismo
'contiene una exposición completa y detallada a los hechos y
'circunstancias de la Fitis que ha permitido a la Suprema Corte
de Justicia, verificar, como Corte de Casación, que en la
especie se ha hecho una correcta aplicación de la ley, a los
hechos debidamente establecidos por los Jueces del fondo;
que, en consecuencia, los medios que se examinan carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia causadas con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 y
sancionado por el párrafo b) de dicho texto legal con prisión
de 3 meses a 1 año y multa de 50 a 300 pesos si la enfermedad
o la imposibilidad de dedicarse la víctima a su trabajo durare
diez días o más, pero menos de veinte, como ocurrió en la
especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS50.00 pesos, acogiendo circunstancias atenuantes la
Cone a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido, había
causado a Claudio Socorro y a María Altagracia Casado Me-
jía, personas constituidas en parte civil daños y perjuicios
cuyos montos evaluados en las sumas que se consignan en el
dispositivo de la sentencia impugnada; que la Corte a-qua al
condenar al Frente de Choferes Revolucionarios Democrá-
ticos, persona puesta en causa como civilmente responsable
del hecho cometido por el prevenido Cerda, al pago de las
sumas antes indicadas, más los intereses legales de las
mismas, a titulo de indemnización, a favor de las personas
constituidas en parte civil, la referida Corte hizo una
correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil y al
declarar oponibles tales condenaciones a la Compañia
Dcminicana de Seguros, C. por A., hizo también una correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considetando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a

María Altagracia Casado Mejía y a Claudio Socorro en los
recursos de casación interpuestos por Aurelio Cerda Vélez, el
Frente Nacional de Choferes Revolucionarios Democráticos y
la Comparía Dominicana de Seguros, C. por A. contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 4 de diciembre de
1980, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos;
Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales; Cuarto: Condena al Frente Nacional de Cho-
feres Revolucionarios Democráticos al pago de las costas ci-
viles, y las distrae en provecho del Dr. Manuel A. Sepúlveda
Luna, abogado de los intervinientes quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad, y las declara oponibles a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publica por mí, Secretario General, que certi-
fico. IFOO.): Miguel Jacobo.-
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además, el examen del fallo impugnado revela que al mismo
contiene una exposición completa y detallada a los hechos y
'circunstancias de la litis que ha permitido a la Suprema Corte
de Justicia, verificar, como Corte de Casación, que en la
especie se ha hecho una correcta aplicación de la ley, a los
hechos debidamente establecidos por los Jueces del fondo;
que, en consecuencia, los medios que se examinan carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia causadas con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 y
sancionado por el párrafo b) de dicho texto legal con prisión
de 3 meses a 1 año y multa de 50 a 300 pesos si la enfermedad
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diez días o más, pero menos de veinte, como ocurrió en la
especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RD650.00 pesos, acogiendo circunstancias atenuantes la
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido, había
causado a Claudio Socorro y a María Altagracia Casado Me-
jía, personas constituidas en parte civil daños y perjuicios
cuyos montos evaluados en las sumasque se consignan en el
dispositivo de la sentencia impugnada; que la Corte a-qua al
condenar al Frente de Choferes Revolucionarios Democrá-
ticos, persona puesta en causa como civilmente responsable
del hecho cometido por el prevenido Cerda, al pago de las
sumas antes indicadas, más los intereses legales de las
mismas, a titulo de indemnización, a favor de las personas
constituidas en parte civil, la referida Corte hizo una
correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil y al
declarar oponibles tales condenaciones a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., hizo también una correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinientes a

María Altagracia Casado Mejía y a Claudio Socorro en los
recursos de casación interpuestos por Aurelio Cerda Vélez, el
Frente Nacional de Choferes Revolucionarios Democráticos y
la Comparía Dominicana de Seguros, C. por A. contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 4 de diciembre de
1980, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
Presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos:
Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales; Cuarto: Condena al Frente Nacional de Cho-
feres Revolucionarios Democráticos al pago de las costas ci-
viles, y las distrae en provecho del Dr. Manuel A. Sepúlveda
Luna, abogado de los intervinientes quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad, y las declara oponibles a la
Compañia Dominicana de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publica por mí, Secretario General, que certi-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 9

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 9 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (si: Luciano Polanco, Casa Kokete, C. por A. y
Unión de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente con constituida por los• Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto
de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de agosto de 1983, años
140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luciano
Polanco, dominicano, mayor de edad, mecánico, domiciliado
en la calle San Miguel No. 33 del ensanche Bolívar de la
ciudad de Santiago, cédula No. 90561, serie 31, Casa Kokete,
C. por A., con domicilio social en la ciudad de Santiago y la
Unión de Seguros C. por A., con asiento social en la indicada
ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, el 9 de mayo de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 11 de mayo de 1978, a re-
querimiento del abogado Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
en representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte, conjuntamente con los Magis-
trados Darío Balcácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó el 24
de enero de 1977, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre el recurso interpuesto contra dicho fallo, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel de Js.
Disla Suárez, a nombre y representación de Luciano Polanco,
contra sentencia correccional No. 703-bis de fecha Vein-
ticuatro (24) del mes de enero del año mil novecientos setenta
y siete (1977), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe declarar
como en efecto declara el nombrado Luciano Polanco, culpa-
ble de violar los arts. Nos. 5 y 49, letra b de la Ley No. 241, so-
bre Tránsito Terrestre de Vehículos de Motor, en
consecuencia de su reconocida culpabilidad lo debe con-
denar y condena al pago de una multa de RDS25.00 (Vein-
ticinco Pesos Oro); Segundo: Que debe declarar como en
efecto declara buena y válida en cuanto a la forma la cons-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 9

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 9 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luciano Polanco, Casa Kokete, C. por A. y
Unión de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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Bergés Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto
de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de agosto de 1983, años
140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luciano
Polanco, dominicano, mayor de edad, mecánico, domiciliado
en la calle San Miguel No. 33 del ensanche Bolívar de la
ciudad de Santiago, cédula No. 90561, serie 31, Casa Kokete,
C. por A., con domicilio social en la ciudad de Santiago y la
Unión de Seguros C. por A., con asiento social en la indicada
ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, el 9 de mayo de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
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Secretaría de la Corte a-qua, el 11 de mayo de 1978, a re-
querimiento del abogado Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
en representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte, conjuntamente con los Magis-
trados Darío Balcácer, F. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó el 24
de enero de 1977, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre el recurso interpuesto contra dicho fallo, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Mjenuel de Js.
Disla Suárez, a nombre y representación de Luciano Polanco,
contra sentencia correccional No. 703-bis de fecha Vein-
ticuatro (24) del mes de enero del año mil novecientos setenta
y siete (1977), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe declarar
como en efecto declara al nombrado Luciano Polanco, culpa-
ble de violar los arts. Nos. 5 y 49, letra b de la Ley No. 241, so-
bre Tránsito Terrestre de Vehículos de Motor, 	 en
consecuencia de su reccnocida culpabilidad lo debe con-
denar y condena al pago de una multa de RDS25.00 (Vein-
ticinco Pesos Oro); Segundo: Que debe declarar como en
efecto declara buena y válida en cuanto a la forma la cons-
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titución en parte civil hecha por la Sra. Ana Luz Rodríguez,
madre del menor lesionado por haberla hecho de acuerdo a
las normas y exigencias procesales; Tercero: Que debe
condenar, como en efecto condena a la Casa Kokete y la
Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de persona ci-
vilmente responsable y de la Cía. aseguradora del señor
Luciano Polanco, conductor del carro que ocasionó los da-
ños, placa No. 139-882, Chevrolet, color vino, del año 1968,
asegurado en la Unión de Seguros, C. por A., y propiedad de
la Casa Kokete, quien estropeó al menor Carlos Rodríguez, al
pago de una indemnización de RD$600.00 (Seiscientos Pesos
Oro), en favor de la parte civil constituida; Cuarto: Que debe
condenar, como en efecto condena, a la Casa Kokete,
C. por A., al pago de las costas civiles del procedimiento, or-
denando su distracción a favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Ji-

ménez, abogado quien afirma estarlas avanzando en su tota-
lidad; Quinto: Que debe declarar, como en efecto declara, la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Casa
Kokete, C. por A., y la Cía. Aseguradora de la responsabilidad
civil de Luciano Polanco; Sexto: Que debe condenar como
en efecto condena al nombrado Luciano Polanco al pago de
las costas penales del procedimiento'; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Luciano Polanco,
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar
legalmente citado; TERCERO: Confirma la sentencia recurri-
da en el aspecto alcanzado por el presente recurso;
CUARTO: Declara las costas penales de oficio";

Considerando, en cuanto a los recursos de Casa Kokete,
C. por A., y la Unión de Seguros, C. por A., que procede
declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente, han expuesto los
medios en que los fundamentan como lo exige, a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, por lo que se procederá - examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido, que el
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Corte a-qua para declarar al prevenido recurrente culpable
del accidente, y fallar como lo hizo dio por establecidos me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, los
siouientes hechos: al aue siendo aproximadamente las 4 de la

tarde del 28 de junio Le 1976, mientras el automóvil placa No.
139-882, conducido por el prevenido Luciano Polanco, transi-
taba de Oeste a Este por la calle 6 del ensanche Bermúdez, de
la ciudad de Santiago, al llegar a la intersección con la calle 9
de dicho ensanche, atropelló al niño Juan Carlos Rodríguez,
de 2 años de edad, que cruzaba por esta última vía; b) que las
lesiones corporales que recibió el indicado menor curaron
después de 10 y antes de 20 días; cl que el hecho ocurrió por
la imprudencia del prevenido quien no advirtió a tiempo la
presencia del menor que iba cruzando la vía y ya se en-
contraba en la mitad de la calle;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por el párrafo b) de
dicho texto legal con prisión de 3 meses a un año y multa de
RD$50.00 a RD$300.00, cuando la enfermedad o la im-
posibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo, durare 10
días o más, pero menos de 20, como ocurrió en la especie;
que la Corte a-qua al confirmar la multa de 25 pesos que le
impuso el Tribunal de Primer Grado, le aplicó una sanción
inferior a la que le correspondía, pero no la podía aumentar en
razón de que el único apelante fue el propio prevenido, y su
situación no podía ser agravada sobre su propio recurso;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
los demás aspectos concernientes al interés del prevenido, no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, que no ha lugar a estatuir acerca de las
costas civiles en razón de que la parte adversa no ha hecho
pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Casa Kokete, C. por A., y la Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, el 9 de mayo de 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el
recurso de casación que contra la indicada sentencia ha
interpuesto el prevenido Luciano Polanco; Tercero: Condena
al prevenido recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupan í .- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
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titución en parte civil hecha por la Sra. Ana Luz Rodríguez,
madre del menor lesionado por haberla hecho de acuerdo a
l as normas y exigencias procesales; Tercero: Que debe
condenar, como en efecto condena a la Casa Kokete y la
Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de persona ci-
vilmente responsable y de la Cía. aseguradora del señor
Luciano Polanco, conductor del carro que ocasionó los da-
ños, placa No. 139-882, Chevrolet, color vino, del año 1968,
asegurado en la Unión de Seguros, C. por A., y propiedad de
la Casa Kokete, quien estropeó al menor Carlos Rodríguez, al
pago de una indemnización de RD$600.00 (Seiscientos Pesos
Oro), en favor de la parte civil constituida; Cuarto: Que debe
condenar, como en efecto condena, a la Casa Kokete,
C. por A., al pago de las costas civiles del procedimiento, or-
denando su distracción a favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Ji-

ménez, abogado quien afirma estarlas avanzando en su tota-
lidad; Quinto: Que debe declarar, como en efecto declara, la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Casa
Kokete, C. por A., y la Cía. Aseguradora de la responsabilidad
civil de Luciano Polanco; Sexto: Que debe condenar como
en efecto condena al nombrado Luciano Polanco al pago de
las costas penales del procedimiento . ; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Luciano Polanco,
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar
legalmente citado; TERCERO: Confirma la sentencia recurri-
da en el aspecto alcanzado por el presente recurso;
CUARTO: Declara las costas penales de oficio";

Considerando, en cuanto a los recursos de Casa Kokete,
C. por A., y la Unión de Seguros, C. por A., que procede
declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente, han expuesto los
medios en que los fundamentan como lo exige, a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, por lo que se procederá examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido, que el
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Corte a-qua para declarar al prevenido recurrente culpable
del accidente, y fallar como lo hizo dio por establecidos me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, los
siguientes hechos: a) Que siendo aproximadamente las 4 de la

tarde del 28 de junio Le 1976, mientras el automóvil placa No.
139-882, conducido por el prevenido Luciano Polanco, transi-
taba de Oeste a Este por la calle 6 del ensanche Bermúdez, de
la ciudad de Santiago, al llegar a la intersección con la calle 9
de dicho ensanche, atropelló al niño Juan Carlos Rodríguez,
de 2 años de edad, que cruzaba por esta última vía; b) que las
lesiones corporales que recibió el indicado menor curaron
después de 10 y antes de 20 días; c) que el hecho ocurrió por
la imprudencia del prevenido quien no advirtió a tiempo la
presencia del menor que iba cruzando la vía y ya se en-
contraba en la mitad de la calle;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por el párrafo b) de
dicho texto legal con prisión de 3 meses a un año y multa de
RD$50.00 a RDS300.00, cuando la enfermedad o la im-
posibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo, durare 10
días o más, pero menos de 20, como ocurrió en la especie;
que la Corte a-qua al confirmar la multa de 25 pesos que le
impuso el Tribunal de Primer Grado, le aplicó una sanción
inferior a la que le correspondía, pero no la podía aumentar en
razón de que el único apelante fue el propio prevenido, y su
situación no podía ser agravada sobre su propio recurso;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
los demás aspectos concernientes al interés del prevenido, no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, que no ha lugar a estatuir acerca de las
costas civiles en razón de que la parte adversa no ha hecho
pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Casa Kokete, C. por A., y la Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, el 9 de mayo de 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el
recurso de casación que contra la indicada sentencia ha
interpuesto el prevenido Luciano Polanco; Tercero: Condena
al prevenido recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
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Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se- -
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 10

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de septiembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Antonio Rijo Doroteo y Cía. de Seguros
Pepín, S.A.

Abogado (s): Dres. Antonio Rosario, Raúl Reyes Vásquez y
Luis V. Garcá de Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de
agosto del 1983, años 140' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Antonio
Rijo Doroteo, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
14122, serie 25, domiciliado y residente en esta ciudad;
Compañía de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la
calle Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 30 de septiembre
de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General dé la

República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la corte a-qua, en fecha 23 de diciembre de
1980, a requerimiento del Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No.

2 1 4 2
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 10

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de septiembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (si: Antonio Rijo Doroteo y Cía. de Seguros
Pepín, S.A.

Abogado (s): Dres. Antonio Rosario, Raúl Reyes Vásquez y
Luis V. Garcá de Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de
agosto del 1983, años 140' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Antonio
Rijo Doroteo, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
14122, serie 25, domiciliado y residente en esta ciudad;
Compañía de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la
calle Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 30 de septiembre
de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genlral de la

República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la corte a-qua, en fecha 23 de diciembre de
1 980, a requerimiento del Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No.

2142
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Flenville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

1	
La presente sentencia ha sido dada y firmad a por los se-

ñores Jueces que figura n en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera

l , que

certifico . (F00.1: Miguel Jacobo.-
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6556, serie 5 y del Dr. Antonio Rosario, en representació n de

Antonio Rijo Doroteo y de la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., en la cual no se proponen ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscrito
por el Dr. Luis Víctor García de Peña, en fecha 21 de mayo de
1982, y el de los Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez,
del 14 del mes y año indicado;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, depués de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido el 3 de marzo de 1979 en
esta ciudad, en el que resultó una persona con lesiones
corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22 de agosto de 1979,
una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo es el
siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación de fecha 16 de no-
viembre de 1979, interpuesto por el Dr. Raúl Reyes Vásquez,

a nombre y representac i ón del señor Antonio Rijo Doroteo, y
la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de
fecha veintidos (22) de agosto de 1979, dictada por la Sexta

Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto en contra de Antonio R .jo Doroteo, por

no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO : Se declara al nombrado
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Antonio Rijo Doroteo, culpable de violar la Ley No. 241, en
perjuicio de Luisa Reyes, y en consecuencia se condena al
pago de una multa de cien pesos oro (RDS100.00) y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; TER-
CERO: Se declara buena y válida, en la forma y en el fondo la
constitución en parte civil intentada por Denigna Canelo
Reyes en contra de Antonio Rijo Doroteo, por haber sido
hecha de acuerdo a las disposiciones legales, en conse-
ruencia se condena a Antonio Rijo Doroteo, al pago de
una indemnización de Tres Mil Pesos (RDS3.000.00) a favor
de dicha parte civil constituida, como justa reparación por los
daños morales y materiales ocasionádole con el accidente,
más al pago de los intereses legales de la suma acordada a tí-
tulo de indemnización complementaria, y a partir de la fecha
de la demanda, en justicia, así como al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ra-
fael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; CUARTO: Se declara que la presente sentencia le
sea común y oponible a la Compañia de Seguros Pepín, S.A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Antonio Rijo Doroteo, por no haber comparecido a la
audiencia estando regularmente citado; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia apelada por ser justa en
el fondo y reposar sobre prueba legal; CUARTO: Condena al
señor Antonio Rijo Doroteo, al pago de las costas de la alzada
con distracción de las civiles, en provecho del Dr. Rafael
rSaileidrraad, ; abogado que afirma haberlas avanzado en su to-

Considerando, que los recurrentes, proponen por una
parte, contra la sentencia impugnada los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Falta de base legal; Falta de
ponderación de hechos decisivos; Insuficiencia de motivos;
Desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo Me-
dio: Insuficiencia de motivos (en otro aspecto);

Considerando, que los mismos recurrentes, proponen por
otra parte, los siguientes medios: Primer Medio: Omisión de
estatuir; Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en sus medios de casación, los cuales
se reúnen para su examen por su estrecha relación, dichos
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6556, serie 5 y del Dr. Antonio Rosario, en representación do
Antonio Rijo Doroteo y de la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., en la cual no se proponen ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscrito
por el Dr. Luis Víctor García de Peña, en fecha 21 de mayo de
1982, y el de los Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez,
del 14 del mes y año indicado;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y tallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, depués de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido el 3 de marzo de 1979 en
esta ciudad, en el que resultó una persona con lesiones
corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22 de agosto de 1979,
una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo es el
siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación de fecha 16 de no-
viembre de 1979, interpuesto por el Dr. Raúl Reyes Vásquez,
a nombre y representación del señor Antonio Rijo Doroteo, y
la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de
fecha veintidos (22) de agosto de 1979, dictada por la Sexta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice asl: FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto en contra de Antonio Rjo Doroteo, por
no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado

BOLETIN JUDICIAL	 1145

Antonio Rijo Doroteo, culpable de violar la Ley No. 241, en
perjuicio de Luisa Reyes, y en consecuencia se condena al
pago de una multa de cien pesos oro IRDS100.00) y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; TER-
CERO: Se declara buena y válida, en la forma y en el fondo la
constitución en parte civil intentada por Denigna Canelo
Reyes en contra de Antonio Rijo Doroteo, por haber sido
hecha de acuerdo a las disposiciones legales, en conse-
cuencia se condena a Antonio Rijo Doroteo, al pago de
una indemnización de Tres Mil Pesos IRDS3,000.00) a favor
de dicha parte civil constituida, como justa reparación por los
daños morales y materiales ocasionádole con el accidente,
más al pago de los intereses legales de la suma acordada a tí-
tulo de i ndemnización complementaria, y a partir de la fecha
de la demanda, en justicia, así como al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ra-
fael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; CUARTO: Se declara que la presente sentencia le
sea común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Antonio Rijo Doroteo, por no haber comparecido a la
audiencia estando regularmente citado; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia apelada por ser justa en
el fondo y reposar sobre prueba legal; CUARTO: Condena al
señor Antonio Rijo Doroteo, al pago de las costas de la alzada
con distracción de las civiles, en provecho del Dr. Rafael
Sierra, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-
talidad;

Considerando, que los recurrentes, proponen por una
parte, contra la sentencia impugnada los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Falta de base legal; Falta de
ponderación de hechos decisivos; Insuficiencia de motivos;
Desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo Me-
dio: Insuficiencia de motivos len otro aspecto);

Considerando, que los mismos recurrentes, proponen por
otra parte, los siguientes medios: Primer Medio: Omisión de
estatuir; Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en sus medios de casación, los cuales
se reúnen para su examen por su estrecha relación, dichos
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recurrentes, alegan en síntesis; que la Corte a-qua, atribuyó
responsabilidad a Antonio Rijo Doroteo, fundándose en que
éste, no redujo la velocidad, ni determina cual era la velocidad
a que transitaba, ni pondera que el accidente se produjo
cuando la agraviada jugaba con otras niñas y se había tapado
la cara; que la compañía de seguros, concluyó que no se
admitiera la constitución en parte civil de la señora Benigna
Canelo Reyes, por falta de calidad, por no haber demostrado
su lazo de filiación con la agraviada, por lo que la sentencia
debe ser casada; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, mediante la
ponderación de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, se da por es-
tablecido lo siguiente: a) que el 25 de febrero de 1979,
mientras el prevenido recurrente conducía en horas de la
tarde el carro placa No. 400-637 de su propiedad, asegurado
con la Compañía de Seguros Peprn, S.A., por la avenida
Segunda, en dirección Este a Oeste, atropelló a la menor
Luisa Canelo Reyes, en momentos en que esta trataba de
cruzar la callo Yolanda Guzmán, ocasionándole lesiones
corporales, curables después de 90 y antes da 110 días; b) que
el accidente sucedió per imprudencia del prevenido Antonio
Rijo Doroteo, por conducir de manera descuidada y no re-
ducir la velocidad cuando había visto varios niños jugando en
el lugar del accidente;

Considerando, que por lo expuesto anteriormente, st
advierte, que la sentencia impugnada contiene motivos
suficientes y pertinentes y una relación completa de los
hechos de la causa que justifican su dispositivo, que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar, que la ley,
ha sido correctamente aplicada: que además, con relación a
la falta de calidad de la demandante alegado por los
recurrentes, es evidente, que la Corte a-qua, para admitir, la
calidad de dicha demandante, como madre de Luisa Canelo
Reyes o Luisa Reyes, quien es la misma persona que resultó
lesionada con motivo del accidente que originó Antonio Rijo
Doroteo, basó su fallo, en el certificado de nacimiento No.
292 de fecha 8 de abril de 1970, en el cual consta: que Luisa
Canela Reyes, es hija natural de Benigna Canelo Reyes; que
por tanto, los medios que se examinan. carecen de fun-
damento y deben ser desestimados:
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Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por
imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por dicho
texto legal en su letra c) con las penas de seis (6) meses a dos
años de prisión y multa de cien RDS100.00 a quinientos
(RD$500 00) pesos, si la enfermedad o imposibilidad para el
trabajo durare 20 días o más, como sucedió en el caso; que al
condenar la Corte a-qua, al prevenido recurrente a pagar una
multa de cien (RDS100.00) pesos acogiendo circunstancias
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido Antonio Rijo Doroteo,
había ocasionado daños y perjuicios morales a Benigna
Canelo Reyes, constituida en parte civil, en su calidad de ma-
dre de la menor lesionada, cuyo monto evaluó en la suma de
RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro); que al condenar a dicho
prevenido y propietario del vehículo, al pago de esa suma más
lns intereses legales, a favor de la parte civil constituida a tí-
tulo de indemnización y al hacer oponibles dichas con-
denaciones a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 del Código Civil y del
1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en los concerniente al interés del pre-
venido, recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos; Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Antonio Rijo Doroteo y Compañía
de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia dictada el 30 de
septiembre de 1980, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente falid;
Segundo: Condena al prevenido recurrente, al pago de las
costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Hu go H. Goicochea $ Máximo

1
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recurrentes, alegan en síntesis; que la Corte a-qua, atribuyó
responsabilidad a Antonio Rijo Doroteo, fundándose en que
éste, no redujo la velocidad, ni determina cual era la velocidad
a que transitaba, ni pondera que el accidente se produjo
cuando la agraviada jugaba con otras niñas y se había tapado
la cara; que la compañía de seguros, concluyó que no se
admitiera la constitución en parte civil de la señora Benigna
Canelo Reyes, por falta de calidad, por no haber demostrado
su lazo de filiación con la agraviada, por lo que la sentencia
debe ser casada; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, mediante la
ponderación de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, se dá por es-
tablecido lo siguiente: a) que el 25 de febrero de 1979,
mientras el prevenido recurrente conducía en horas de la
tarde el carro placa No. 400-637 de su propiedad, asegurado
con la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por la avenida
Segunda, en dirección Este a Oeste, atropelló a la menor
Luisa Canelo Reyes, en momentos en que esta trataba de
cruzar la callo Yolanda Guzmán, ocasionándole lesiones
corporales, curables después de 90 y antes de 110 días; b) que
el accidente sucedió per imprudencia del prevenido Antonio
Rijo Doroteo, por conducir de manera descuidada y no re-
ducir la velocidad cuando había visto varios niños jugando en
el lugar del accidente;

Considerando, que por lo expuesto anteriormente, st
advierte, que la sentencia impugnada contiene motivos
suficientes y pertinentes y una relación completa de los
hechos de la causa que justifican su dispositivo, que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar, que la ley,
ha sido correctamente aplicada; que además, con relación a
la falta de calidad de la demandante alegado por los
recurrentes, es evidente, que la Corte a-qua, para admitir . la
calidad de dicha demandante, como madre de Luisa Canelo
Reyes o Luisa Reyes, quien es la misma persona que resultó
lesionada con motivo del accidente que originj5 Antonio Rijo
Doroteo, basó su fallo, en el certificado de nacimiento No.
292 de fecha 8 de abril de 1970, en el cual consta: que Luisa
Canela Reyes, es hija natural de Benigna Canelo Reyes; que
por tanto, los medios que se examinan, carecen de fun-
damento y deben ser desestimados:

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por
imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por dicho
texto legal en su letra c) con las penas de seis (6) meses a dos
años de prisión y multa de cien RDS100.00 a quinientos
(RD$500 00) pesos, si la enfermedad o imposibilidad para el
trabajo durare 20 días o más, como sucedió en el caso; que al
condenar la Corte a-qua, al prevenido recurrente a pagar una
multa de cien (RDS100.00) pesos acogiendo circunstancias
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido Anton;o Rijo Doroteo,
había ocasionado daños y perjuicios morales a Benigna
Canelo Reyes, constituida en parte civil, en su calidad de ma-
dre de la menor lesionada, cuyo monto evaluó en la suma de
RD33,000.00 (Tres Mil Pesos Oro); que al condenar a dicho
prevenido y propietario del vehículo, al pago de esa suma más
los interer,es legales, a favor de la parte civil constituida a tí-
tulo de indemnización y al hacer oponibles dichas con-
denaciones a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 del Código Civil y del
1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en los concerniente al interés del pre-
venido, recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos; Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Antonio Rijo Doroteo y Compañía
de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia dictada el 30 de
septiembre de 1980, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fent
Segundo: Condena al prevenido recurrente, al pago de las
costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Hu go H. Goicochea S - Máximo



Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentenc i a ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 11

Sentencia impugnada: 3ra. Cámara Penal del Distrito
Nacional, de fecha 16 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (si: Eugenio de la Cruz Tapia, Ulises de Js.
Colón Díaz y Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Luis V. García de Peña.

Interviniente (s): Juan Francisco Tineo.

Abogado (s): Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audicias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 5 de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y 120'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eugenio
de la Cruz Tapia, mayor de edad, dominicano, chofer,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 157313,
serie 1ra., Ulieses de Jesús Colón Pérez, dominicano, mayor
de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, y Compañía
de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle
Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
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Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue

firmada, leída y publ i cada por mí, Secretario General, que

certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 11

Sentencia impugnada: 3ra. Cámara Penal del Distrito
Nacional, de fecha 16 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Eugenio de la Cruz Tapia, Ulises de Js.
Colón Díaz y Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Luis V. García de Peña.

Interviniente (s): Juan Francisco Tineo.

Abogado (s): Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audicias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 5 de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y 120'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eugenio
de la Cruz Tapia, mayor de edad, dominicano, chofer,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 157313,
serie 1ra., Ulieses de Jesús Colón Pérez, dominicano, mayor
de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, y Compañía
de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle
Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Tercera Cámara Penal del /Juzgado de Primera Instancia del
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de febrero de 1977, del cual resultaron con desperfectos los
vehículos chocados, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 16 de enero
de 1980, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Defecto, contra el nombrado Eugenio de la Cruz
Tapia, por no haber comparecido a la audiencia, no obstante
estar legalmente citado; SEGUNDO: Declara, bueno y válido
el recurso de apelación hecho por el Dr. Manuel Sepúlveda
Luna, a nombre y representación de Juan Tineo González,
contra sentencia No. 1409 de fecha 10-7-78, dictada por el
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Fallo: Primero: Se
pronuncia el defecto contra el nombrado Eugenio de la Cruz
Tapia, por no haber comparecido, no obstante haber sido ci-
tado legalmente y en consecuencia se le condena a RDS10.00
de multa y costas y Dos Meses de Prisión; Segundo: Se
declara, al nombrado Juan Tineo González, no culpable de
violar las disposiciones de la Ley No. 241 y en consecuencia
se descarga de toda responsabilidad penal; Tercero: Con-
dena al pago de las costas a los señores Ulises de Jesús
Colón Pérez y Eugenio de la Cruz a una indemnización de
RDS1,000.00 como justa reparación de los daños causados;
Cuarto: Condena a los señores Ulises de Jesús Colón y
Eugenio de la Cruz al pago de las costas del procedimiento,
con provecho del abogado Dr. Morlan y Dr. Sepúlveda,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto:
Esta sentencia es oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., por ser la entidad aseguradora'; en la forma y en cuanto
al fondo, confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
tes";

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
proponen los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación de las reglas de la apelación y del apoderamiento
del Tribunal; Segundo Medio: Violación del derecho de de-
fensa; Violación del artículo 8 inciso j) de la Constitución de la
República; Tercer Medio: Falta de base legal e insuficiencia
de motivos;

Considerando, que en el desarrollo del Tercer Medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis, que la sentencia
impugnada no contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifiquen su dispositivo, ni una relación de los hechos Que
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Distrito Naciona l , el 16 de enero de 1980, cuyo dispositivo se

copia más adelante:
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, en la lectura

	

de sus conclusiones, en representación	
del interviniente,

Juan Francisco Tineo González, dominicano, mayor de edad,
residente y domiciliado en esta ciudad, en la calle Juan Erazo
No. 110, cédula No. 60147, serie Ira.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cá:inara a-qua, el 29 de enero de 1980, a re-

querimiento del Dr. Julio César Martínez, cédula No. 25084,
serie 37, con estudio en la calle Los Cerezos No. 7, Los Pra-

dos, en representac ión de Eugenio de la Cruz Tapia, Ulises de
Jesús Colón Pérez y Seguros Pepín, S.A., en la cual no se
propone contra la sentencias 	 ningún medio de

casación;
Visto el memorial de los recurrentes, firmado por su a-

bogado Dr. Luis Víctor García de Peña, del 13 de febrero de
1981, en el cual se propone n contra la sentencia impugnada
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Juan Francisco Tinco
González, del 13 de Febrero de 1981, firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la

	

Fuente, Leonte Rafael Alburquerque 	 Castillo, Hugo H.

Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para

completa r la mayoría en la deliberac i ó n y fallo del recurso de

casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.

684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera-

do, y vistos los textos legales invocado por los recurrentes,
que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerand o, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: al que con motivo de

un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 17 del mes
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Distrito Naciona l , el 16 de enero de 1980, cuyo dispositivo se

copia más adelante:
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, en la lectura

de sus conclusiones, en representación del interviniente,
Juan Francisco Tineo González, dominicano, mayor de edad,
residente y domiciliado en esta ciudad, en la calle Juan Erazo
No. 110, cédula No. 60147, serie Ira.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 29 de enero de 1980, a re-
querimiento del Dr. Julio César Martínez, cédula No. 25084,
serie 37, con estudio en la calle Los Cerezos No. 7, Los Pra-

dos, en representac ión de Eugenio de la Cruz Tapia, Ulises de
Jesús Colón Pérez y Seguros Pepín, S.A., en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada ningún medio de

casación;
Visto el memorial de los recurrentes, firmado por su a-

bogado Dr. Luis Víctor García de Peña, del 13 de febrero de
1981, en el cual se propone n contra la sentencia impugnada
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Juan Francisco Tineo
González, del 13 de Febrero de 1981, firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de !a
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Hugo 1-1.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para

completa r la mayoría en la deliberació n y fallo del recurso de

casación de que se trata, de conformid ad con las Leyes Nos.

684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera-

do, y vistos los textos legales invocado por los recurrentes,
que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: al que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 17 del mes

de febrero de 1977, del cual resultaron con desperfectos los
vehículos chocados, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 16 de enero
de 1980, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Defecto, contra el nombrado Eugenio de la Cruz
Tapia, por no haber comparecido a la audiencia, no obstante
estar legalmente citado; SEGUNDO: Declara, bueno y válido
el recurso de apelación hecho por el Dr. Manuel Sepúlveda
L una, a nombre y representación de Juan Tineo González,
contra sentencia No. 1409 de fecha 10-7-78, dictada por el
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Fallo: Primero: Se
pronuncia el defecto contra el nombrado Eugenio de la Cruz
Tapia, por no haber comparecido, no obstante haber sido ci-
tado legalmente y en consecuencia se le condena a RDS10.00
de multa y costas y Dos Meses de Prisión; Segundo: Se
declara, al nombrado Juan Tineo González, no culpable de
violar las disposiciones de la Ley No. 241 y en consecuencia
se descarga de toda responsabilidad penal; Tercero: Con-
dena al pago de las costas a los señores Ulises de Jesús
Colón Pérez y Eugenio de la Cruz a una indemnización de
RDS1,000.00 como justa reparación de los daños causados;
Cuarto: Condena a los señores Ulises de Jesús Colón y
Eugenio de la Cruz al pago de las costas del procedimiento,
con provecho del abogado Dr. Morlan y Dr. Sepúlveda,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto:
Esta sentencia es oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., por ser la entidad aseguradora'; en la firma y en cuanto
al fondo, confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
tes";

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
proponen los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación de las reglas de la apelación y del apoderamiento
del Tribunal; Segundo Medio: Violación del derecho de de-
fensa; Violación del artículo 8 inciso j) de la Constitución de la
República; Tercer Medio: Falta de base legal e insuficiencia
de motivos;

Considerando, que en el desarrollo del Tercer Medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis, que la sentencia
impugnada no contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifiquen su dispositivo, ni una relación de los hechos Que
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permita a la Suprema Corte de Justicia, verificar si en la
especie, se hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando, que la Cámara a-qua, para pronunciar
condenaciones contra los recurrentes, se limitó a exponer en
el fallo impugnado lo siguiente: "que las declaraciones dadas
por los señores coprevenidos Eugenio de la Cruz Tapia y Juan
Francisco Tineo González, este último, en acta instrumentada
por la Policía Nacional y en el Juzgado de Paz de la Tercera
Circunscripción del Distrito Nacional se evidencia que el
único culpable del accidente de referencia, es el señor Euge-
nio de la Cruz Tapia, el cual nunca se ha presentado en nin-
guno de los grados de jurisdicción, no obstante él, haber in-
terpuesto recurso de apelación ante esta Cámara en función
del Tribunal de Apelación y haber sido citado legalmente, por
lo que procede rechazar el recurso de apelación de Eugenio
de la Cruz Tapia";

Considerando, que como se advierte, los motivos antes
transcritos no son suficientes ni pertinentes para justificar el
dispositivo del fallo pronunciado; que además, la sentencia
impugnada carece de una relación completa de los hechos de
la causa, lo que impide a la Suprema Corte de Justicia, veri-
ficar como Corte de Casación, si en la especie, las leyes han
sido bien o mal aplicada, por tanto, procede casar la referida
sentencia, sin necesidad de ponderar los demás medios
propuestos;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Juan Francisco Tineo, en los recursos de casación in-
terpuestos por Eugenio de la Cruz Tapia. Ulises de Jesús
Colón Pérez y Seguros Pepín, S.A., contra sentencia dictada
en fecha 16 de enero de 1980, en sus atribuciones correc-
cionales por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa
dicha sentencia y envía el asunto por ante la Segunda
Cámara Penal del mismo Juzgado; Tercero: , Declara las
costas penales de oficio y compensa las civiles entre las
partes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Balcá-
cer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Albur-
querque Castillo.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo Puello
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Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lbs
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él ex presados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.

1
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 12

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Dto.
Nacional, de fecha 27 de octubre de 1981.

Materia: Trabajo

Recurrente Is): Frederic Schad. C por A.

Abogado (s): Lic. R. Eneas Saviñón y Dr. Ballester He:
nández.

Recurrido (s): Juan Soriano.

Abogado (s): Dr. Julio Aníbal Suárez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García do Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Frederic
Schad, C. por A., sociedad comercial constituida de con-
formidad con las Leyes de la República Dominicana, con su
principal establecimiento en la casa No. 26 de la calle "José
Gabriel García", de esta ciudad, contra la sentencia dictada el
27 de octubre de 1981, por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Julio Aníbal

Suárez, cédula No. 104147, serie 1ra., abogado de los recurri-
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dos Juan Soriano, Domingo Henríquez, Héctor Ramón Mella,
Andrés Berroa Almoa, Rafael Encarnación, José Martínez

r!" Vargas, Salvador Miguel Maldonado y Manuel de Jesús
Durán Soriano, domiricanos, mayores de edad, domiciliados
en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
sus abogados en la Secretaría de la Suprema Corte de
Justicia el 16 de diciembre de 1981, en el cual se invocan los
medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos, firmados por
su abogado, en fecha 13 de abril de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983 por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para completar la mayo ría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después do haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, y los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral, que no pudo ser conciliada, y la
demanda consiguiente, el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, dictó el 8 de marzo de 1979, la sentencia
cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la sentencia
impugnada; b) que sobre el recurso interpuesto, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
tanto en la forma como en el fondo el recurso de apelación
interpuesto por los señores Juan Soriano; Domingo Henrí-
quez, Héctor Ramón Mella, Andrés Berroa Almoa, Rafael
Encarnación, José Martínez Vargas, Salvador Miguel y Ma-
nuel de Js. Durán Soriano, contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 8 de marzo de
1979, dictada en favor de Naviera Frederic Schad, C. por A.,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia y como consecuencia Revoca íntegramente



2154
	

BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL
	

2155

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 12

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Dto.
Nacional, de fecha 27 de octubre de 1981.

Materia: Trabajo

Recurrente (s): Frederic Schad, C. por A.

Abogado (s): Lic. R. Eneas Saviñón y Dr. Ballester He;
nández.

Recurrido (s): Juan Soriano.

Abogado (s): Dr. Julio Aníbal Suárez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidenta; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García do Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Frederic
Schad, C. por A., sociedad comercial constituida de con-
formidad con las Leyes de la República Dominicana, con su
principal establecimiento en la casa No. 26 de la calle "José
Gabriel García", de esta ciudad, contra la sentencia dictada el
27 de octubre de 1981, por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Julio Aníbal

Suárez, cédula No. 104147, serie 1ra., abogado de los recurri-

dos Juan Soriano, Domingo Henríquez, Héctor Ramón Mella,
Andrés Berroa Almoa, Rafael Encarnación, José Martínez
Vargas, Salvador Miguel Maldonado y Manuel de Jesús
Durán Soriano, dominicanos, mayores de edad, domiciliados
en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
sus abogados en la Secretaría de la Suprema Corte de
Justicia el 16 de diciembre de 1981, en el cual se invocan los
medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos, firmados por
su abogado, en fecha 13 de abril de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1981 por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para completar la mayo ría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después do haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, y los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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en todas sus partes la sentencia impugnada; SEGUNDO:
Declara injustificado los despides en el caso de la especie;
TERCERO: Condena a la empresa Naviera Frederic Schad,
C. por A., a pagarle a los reclamantes en la forma siguiente: a
Juan Soriano, en base a 8 años, con salario de RDS6.00 por
hora, lo que equivale a RDS12.80 diarios, 24 días de salarios
por concepto de preaviso, 120 días por concepto de auxilio de
cesantía; 14 días de vacaciones; la proporción de la regalía
pascual correspondiente al año 1978; a Domingo Henríquez,
en base a 8 años y RDS12.80 diario de salario; 24 días por
concepto de preaviso, 120 días por concepto de auxilio de
cesantía, 14 días de vacaciones, proporción de la regalía
pascual 1978; a Héctor Ramón Mella, en base a 8 años con
salario de RDS12.80 diario, 24 días de salarios por concepto
de preaviso, 120 días de auxilio de cesantía, 14 días de
vacaciones, la proporción de la regalía pascual del año 1978; a
Andrés Berroa Almoa en base a 8 años con un salario de
RD$12.80 diario, 24 días de salarios por concepto de preaviso,
120 días de auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, la
proporción de la regalía pascual 1978; a Rafael Encarnación,
en base a 8 años con un salario de RDS12.80 diario, 24 días de
salarios por concepto de preaviso, 120 días por concepto de
auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, la proporción de la
regalía pascual correspondiente al año 1978; a José Martínez
Vargas, en base a 8 años con salario de RD12.80 diarios, 24
días de salarios por concepto de preaviso, 120 días por
concepto de auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, la
proporción de regalía pascual del año 1978; a Salvador Miguel
Maldonado, en base a 8 años, con salario de RDS12.80 diario,
24 días de salarios por concepto de preaviso, 120 días por
concepto de auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, la
proporción de la regalía pascual del año 1978; y a Manuel de
Jesús Durán Soriano, en base a 4 años, 24 días de salario por
concepto de preaviso, 60 días por concepto de auxilio de
cesantía, 14 días de vacaciones, la proporción de la regalía
pascual del año 1978, así como una suma igual a los salarios
que habrían recibido dichos trabajadores, desde el día de su
demanda y hasta que intervengan sentencias definitivas, sin
que los mismos excedan de tres meses, calculadas todas
estas prestaciones e indemnizaciones en base a un salario de -
RDS1.60 por hora cada una o sea RD$12.80 diarios cada uno;

'CUARTO: Condena a la empresa Naviera Frederic Schad,

C. por A., al pago de las costas de ambas instancias, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Julio Aníbal Suárez, que
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memorial,
los siguientes medios de casación; "Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil; Insuficiencia de motivos y
contradicción en los mismos, falta de base legal, violación de
los artículos 9 y 168 del Código de Trabajo, Violación de la ley
5235, del 25 de octubre de 1959, modificada, sobre Regalía
Pascual, Violación de la Ley No. 288 de Bonificación";

Considerando, que entre los medios que se proponen, el de
falta de base legal, se examina en primer término por convenir
así a la solución que se dará al presente recurso, y, en el cual
se alega que dicho error se comete "al no ponderar, el Juaz a-
guo los documentos que le fueron presentados (cotizaciones
del Seguro Social) donde se establecen los días trabajados
por los reclamantes, en su condición de trabajadores móviles
expresando dicho fallo que "Este hecho de por sí sólo no
desvirtúa la naturaleza del contrato de trabajo, pues estamos
frente a documentos que si bien es cierto son confeccionados
en virtud de disposiciones legales, se hacen a base de in-
formación suministradas por el patrono"; 	 -

Considerando, que por lo anteriormente expuesto por la
recurrente, y comprobado en los motivos de la sentencia
impugnada, el Juez a-quo restó fuerza probatoria a los
documentos aportados por ella, sin antes haber hecho el
examen correspondiente de los mismos,	 ya que con-

'	 trariamente a la afirmación que se hace en dicho fallo, de que1	 ,
los documentos mencionados, por emanar de la propia parte

	

n 	 que ha tratado de prevalecerse de éstos, no merecían ningún
crédito, se trata en cuanto a los que provienen del Instituto de
Seguros Sociales, de una obligación legal puesta a cargo de

j.,	 los patronos cuyo incumplimiento está sancionado penal-
mente; que, en tales circunstancias, es preciso admitir que los

: 1	 hechos así establecidos, no son suficientes ni pertinentes,
Ill

para que la Suprema Corte de Justicia pueda determinar si en
la especie la ley ha sido o no bien explicada, por lo que proce-
de la casación de la sentencia impugnada, por falta de mo-
tivos y de base legal, sin que sea necesario ponderar los
demás medios del recurso;
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la especie la ley ha sido o no bien explicada, por lo que proce-
de la casación de la sentencia impugnada, por falta de mo-
tivos y de base legal, sin que sea necesario oonderar los
demás medios del recurso;
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Considerando, que cuando se casa una sentencia por falta
de base legal las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional el 27 de octubre de
1981, en atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo y envía el asunto por ante el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia;
Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene ral, que

certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 13

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del J. de 1ra.
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 25 de enero de 1980.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Juan A. Molina Pichardo.

Abogado (s): Dres. Manuel R. Sosa Vassallo y Ramón Sosa
Pichardo.

Recurrido (s): Ismael ti Beltrán.

Abogado (s): Dr. Alejandro del Orbe.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública. como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan A.
Molina Pichardo, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado, cédula No. 2473, serie 31, domiciliado en la casa
No. 246 de la avenida "27 de Febrero", de esta ciudad; contra
la sentencia dictada por la cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 25 de enero de
1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído. en la lectura de sus conclusiones, al Dr Mejandro del

BOLETIN JUDICIAL	 2159



2158
	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando, que cuando se casa una sentencia por falta
de base legal las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional el 27 de octubre de
1981, en atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo y envía el asunto por ante el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia;
Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del" día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene ral, que

certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1983 No. 13

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del J. de 1ra.
Instanc ia del Distrito Nacional, de fecha 25 de enero de 1980.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Juan A. Molina Pichardo.

Abogado (s): Dres. Manuel R. Sosa Vassallo y Ramón Sosa
Pichardo.

Recurrido (s): Ismael U Beljján.

Abogado (s): Dr. Alejandro del Orbe.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Victor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública. como Corte de Casación. la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan A.
Molina Pichardo, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado, cédula No. 2473, serie 31, domiciliado en la casa
No. 246 de la avenida "27 de Febrero-, de esta ciudad; contra
la sentencia dictada por la cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 25 de enero de
1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído. en la lectura de sus conclusiones, al D r Nlejandro del
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Orbe, en representación del Dr. Pedro Castillo López, aboga-
do del recurrido que es Ismael Ubaldo Beltrán, dominicano,
mayor de edad, casado, albañil, cédula No. 98280, serie ira.,
domiciliado en la casa No. 64-B de la calle Gabriel A. Morillo,
ensanche Los Mina, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por el cual llama al
Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribunal,
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial, que se indican más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral intentada por el actual
recurrido contra el recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional dictó el 13 de junio del 1978 una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se
condena al Dr. Juan Molina, a pagar al Sr. Ismael U. Beltrán,
la suma de Mil Ochocientos Pesos (RDS1,800.00), más los
intereses legales a partir de la demanda por concepto de Tra-
bajos realizados y no pagados; Segundo: Se condena al Dr.
Juan Molina, al pago de las costas con distracción en pro-
vecho del Dr. Sócrates del Orbe; Tercero: En cuanto al Arq.
Plinio Fernández, se rechaza la demanda por improcedente y
mal fundada y se condena al demandante al pago de las
costas; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Juan
Molina P., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, de fecha 13 de junio de 1978, dictada en
favor de Ismael Beltrán, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y en
consecuencia confirma en todas sus partes dicha sentencia

impugnada; TERCERO: Cóndena a la parte que sucumbe Dr.
Juan A. Molina P., al pago de las costas del procedimiento,
de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 de
Gastos y Honorarios; 691 del Código de Trabajo y 62 de la Ley
No. 637 sobre Contratos de Trabajos, vigente, ordenando su
distracción en favor del Dr. Sócrates" del Orbe, abogado,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación
de los artículos 1ro. y 2do. del Código de Trabajo; Segundo
Medio: Falta de motivos; Tercer Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en los tres medios de su recurso, reuni-
dos, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) quo en la
sentencia impugnada no solamente se han desnaturalizado
los hechos de la causa al considerar al Dr. Juan A. Molina
Pichardo como patrono del trabajador Ismael Beltrán, sino,
además, en ese respecto dicho fallo carece totalmente de
motivos; que para considerar al recurrente como patrono de
Ismael Beltrán se toma como base las declaraciones del
arquitecto Plinio Fernández al estimar que éste era el ad-
ministrador de la obra; b) que de conformidad con el artículo
1ro. del Código de Trabajo, en todo contrato de trabajo hay
una persona que se obliga, mediante una retribución, a
prestar un servicio y otra que recibe ese servicio; que estas
relaciones ponen al trabajador bajo la dependencia per-
manente y la dirección inmediata de su. patrono; que si la
dependencia permanente y la dirección inmediata es lo que
caracteriza el contrato de trabajo, el patrono, como conse-
cuencia de la subordinación a que está sometido el trabaja-
dor, es quien le dá las instrucciones para realizar los trabajos
para los cuales fue contratado; que de acuerdo con los do-
cumentos que obran en el expediente y las declaraciones de
diversas obras en su finca de Nagua y los planos correspon-
dientes fueron preparados y ejecutados por el referido arqui-
tecto; que dichos trabajadores estaban bajo su única depen-
dencia y subordinación ya que era él quien les daba instruc-
ciones técnicas y prácticas para realizar las obras; que, ade-
más, el arquitecto Fernández les pagaba sus emolumentos,
entre ellos a Ismael Beltrán, todo lo que se comprueba por los
cheques depositados en el expediente; que éste demandó
originalmente al mencionado arquitecto, lo que demuestra
que él lo consideraba como su patrono; c) que del examen de
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Orbe, en representación del Dr. Pedro Castillo López, aboga-
do del recurrido que es Ismael Ubaldo Beltrán, dominicano,
mayor de edad, casado, albañil, cédula No. 98280, serie 1ra.,
domiciliado en la casa No 64-B de la calle Gabriel A. Morillo,
ensanche Los Mina, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por el cual llama al
Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribunal,
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial, que se indican más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral intentada por el actual
recurrido contra el recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional dictó el 13 de junio del 1978 una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se
condena al Dr. Juan Molina, a pagar al Sr. Ismael U. Beltrán,
la suma de Mil Ochocientos Pesos IRDS1,800.00), más los
intereses legales a partir de la demanda por concepto de Tra-
bajos realizados y no pagados; Segundo: Se condena al Dr.
Juan Molina, al pago de las costas con distracción en pro-
vecho del Dr. Sócrates del Orbe; Tercero: En cuanto al Arq.
Plinio Fernández, se rechaza la demanda por improcedente y
mal fundada y se condena al demandante al pago de las
costas; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Juan
Molina P., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, de fecha 13 de junio de 1978, dictada en
favor de Ismael Beltrán, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y en
consecuencia confirma en todas sus partes dicha sentencia

impugnada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Dr.
Juan A. Molina P., al pago de las costas del procedimiento,
de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 de
Gastos y Honorarios; 691 del Código de Trabajo y 62 de la Ley
No. 637 sobre Contratos de Trabajos, vigente, ordenando su
distracción en favor del Dr. Sócrates del Orbe, abogado,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación
de los artículos 1ro. y 2do. del Código de Trabajo; Segundo
Medio: Falta de motivos; Tercer Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en los tres medios de su recurso, reuni-
dos, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) Q ue en la
sentencia impugnada no solamente se han desnaturalizado
los hechos de la causa al considerar al Dr. Juan A. Molina
Pichardo como patrono del trabajador Ismael Beltrán, sino,
además, en ese respecto dicho fallo carece totalmente de
motivos; que para considerar al recurrente como patrono de
Ismael Beltrán se toma como base las declaraciones del
arquitecto Plinio Fernández al estimar que éste era el ad-
ministrador de la obra; b) que de conformidad con el artículo
1ro. del Código de Trabajo, en todo contrato de trabajo hay
una persona que se obliga, mediante una retribución, a
prestar un servicio y otra que recibe ese servicio; que estas
relaciones ponen al trabajador bajo la dependencia per-
manente y la dirección inmediata de su. patrono; que si la
dependencia permanente y la dirección inmediata es lo que
caracteriza el contrato de trabajo, el patrono, como conse-
cuencia de la subordinación a que está sometido el trabaja-
dor, es quien le dá las instrucciones para realizar los trabajos
para los cuales fue contratado; que de acuerdo con. los do-
cumentos que obran en el expediente y las declaraciones de
diversas obras en su finca de Nagua y los planos correspon-
dientes fueron preparados y ejecutados por el referido arqui-
tecto; que dichos trabajadores estaban bajo su única depen-
dencia y subordinación ya que era él quien les daba instruc-
ciones técnicas y prácticas para realizar las obras; que, ade-
más, el arquitecto Fernández les pagaba sus emolumentos,
entre ellos a Ismael Beltrán, todo lo que se comprueba por los
cheques depositados en el expediente; que éste demandó
originalmente al mencionado arquitecto, lo que demuestra
que él lo consideraba como su patrono; c) que del examen de
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la sentencia impugnada se llega a la conclusión de que ella
carece de base legal para condenar al recurrente al pago en
favor del mencionado obrero de esa suma de dinero;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
Jocumentos del expediente se da por establecido lo
siguiente: que el recurrente, Dr. Juan Molina Pichardo ordenó
en su finca de Nagua la construcción de una serie de obras de
albañilería consistentes en dos comedores, un bebedero, un
ordeñadero y una becerrera para su ganado; que encargó al
arquitecto Fidias Fernández de preparar los planos y los
presupuestos correspondientes, y para esos trabajos éste le
recomendó al Dr. Molina, el albañil Ismael Ubaldo Beltrán,
quien se encargó de ejecutarlos; que consta también en la
sentencia impugnada que el mencionado arquitecto declaró,
en la audiencia en que fue interrogado, que durante la
construcción de las obras daba órdenes al referido albañil,
aunque él no era responsable del pago de los trabajos por tra-
tarse de una obra realizada por administración; que también
se expresa en la sentencia impugnada que en el expediente
fueron depositados cuatro cheques, dos de los cuales fueron
expedidos por el dueño de la finca en favor del arquitecto
Fernández y dos en favor de David Rodríguez, encargado del
Dr. Molina; que este último quedó a deber al albañil Beltrán la
suma de RDS1,800.00; que por dicha sentencia se confirmó la
de Primera Instancia que había condenado al Dr. Molina
Pichardo al pago de esa suma;

Considerando, que de acuerdo con el articulo lro. del Có-
digo de Trabajo: "El contrato de trabajo es aquel por el cual
una persona se obliga, mediante retribución, a prestar un
servicio personal a otra, bajo la dependencia permanente y
dirección inmediata o delegada de ésta", que la subor-
dinación es el elemento que distingue al trabajador
propiamente dicho del contratista de obra por ajuste o del
trabajador independiente;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
revela que en sus motivos no se precisa con claridad cual era
la persona bajo la cual el contratista Beltrán realizaba las
obras que le fueron encomendadas, esto es, quien era su
verdadero patrono, con el fin de determinar cuál era la
persona responsable del pago de las sumas convenidas para
construir esas obras; que en tales condiciones la sentencia
impugnada carece de base legal y debe ser casada;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación las costas pueden ser
compensadas cuando la sentencia es casada por falta de base
legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 25 de enero del 1980, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Peravia en sus atribuciones laborales; Segundo:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

EL
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la sentencia impugnada se llega a la conclusión de que ella
carece de base legal para condenar al recurrente al pago en
favor del mencionado obrero de esa suma de dinero;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
Documentos del expediente se da por establecido lo
siguiente: que el recurrente, Dr. Juan Molina Pichardo ordenó
en su tinca de Nagua la construcción de una serie de obras de
albañilería consistentes en dos comedores, un bebedero, un
ordeñadero y una becerrera para su ganado; que encargó al
arquitecto Fidias Fernández de preparar los planos y los
presupuestos correspondientes, y para esos trabajos éste le
recomendó al Dr. Molina, el albañil Ismael Ubaldo Beltrán,
quien se encargó de ejecutarlos: que consta también en la
sentencia impugnada que el mencionado arquitecto declaró,
en la audiencia en que fue interrogado, que durante la
construcción de las obras daba órdenes al referido albañil,
aunque él no era responsable del pago de los trabajos por tra-
tarse de una obra realizada por administración; que también
se expresa en la sentencia impugnada que en el expediente
fueron depositados cuatro cheques, dos de los cuales fueron
expedidos por el dueño de la finca en favor del arquitecto
Fernández y dos en favor de David Rodríguez, encargado del
Dr. Molina; que este último quedó a deber al albañil Beltrán la
suma de RDS1,800.00; que por dicha sentencia se confirmó la
de Primera Instancia que había condenado al Dr. Molina
Pichardo al pago de esa suma;
- Considerando, que de acuerdo con el artículo 1ro. del Có-
digo de Trabajo: "El contrato de trabajo es aquel por el cual
una persona se obliga, mediante retribución, a prestar un
servicio personal a otra, bajo la dependencia permanente y
dirección inmediata o delegada de ésta", que la subor-
dinación es el elemento que distingue al trabajador
propiamente dicho del contratista de obra por ajuste o del
trabajador independiente;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
revela que en sus motivos no se precisa con claridad cual era
la persona bajo la cual el contratista Beltrán realizaba las
obras que le fueron encomendadas, esto es, quien era su
verdadero patrono, con el fin de determinar cuál era la
persona responsable del pago de las sumas convenidas para
construir esas obras; que en tales condiciones la sentencia
impugnada carece de base legal y debe ser casada;
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Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación las costas pueden ser
compensadas cuando la sentencia es casada por falta de base
legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 25 de enero del 1980, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Peravia en sus atribuciones laborales; Segundo:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
deen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, aue
certifico. IFD0.1: Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE AGOSTO DEL AÑO 1983
No. 14

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 20 de enero
de 1984.

Materia: Laboral

Recurrente (s): José García & Pérez.

Abogado (s): Dr. Segismundo C. Taveras Lucas.

Recurrido (s): Barcelo& Co., C. por A., (Defecto)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Aiburquer q ue Castillo, Luis

Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independe ncia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por José García

Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, residente
en la calle Rosario No. 20, Villa Duarte, cédula No. 322761,
serie 1ra.; Ramón E. Martínez Amaro, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, residente en la calle Juan Alejandro
Ibarra, No. 10, Villa Duarte, cédula No. 20573, serie 32, Luis
García Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero,
residente en la calle Rosario No. 20, Villa Duarte, cédula No.
103936, serie 1ra.; y Miguel Oviedo, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, residente en la calle Rosario No. 12,
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Villa Duarte, célula No. 275992, serie 1ra.; contra la sentencia
dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, el 20 de enero de 1982, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 23 de

marzo de 1982, suscrito por el Dr. Segismundo C. Taveras
Lucas, en el cual se proponen los medios de casación que se
indican más adelante;

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia del 19
de abril de 1982, en la cual se declara el defecto de la recurrida
Barceló & Co., C. por A

Visto el Auto dictado en fecha 2 del mes de agosto del
cursante año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gusta-
vo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, a) que con motivo de una demanda laboral.
el Juzgado do Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 6
de noviembre de 1980, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente:	 "FALLA: PRIMERO:	 Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia pública contra la parte demandada
por no haber comparecido, no obstante citación legal;
SEGUNDO: Se rechaza por falta de pruebas la demanda la-
boral intentada por los señores José García Pérez, Ramón E.
Martínez Amaro, Luis García Pérez, Miguel Oviedo y Fidel
Ventura, en contra de la empresa Barceló & Co., C. por A.;
TERCERO: Se condena a los demandantes señores José
García Pérez, Ramón Martínez Amaro, Luis García Pérez,
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE AGOSTO DEL AÑO 1983
No. 14

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 20 de enero
de 1984.

Materia: Laboral

Recurrente (s): José García & Pérez.

Abogado (s): Dr. Segismundo C. Taveras Lucas.

Recurrido (s): Barcelo& Co., C. por A., (Defecto)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Aiburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la I ndEpendencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por José García

Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, residente
en la calle Rosario No. 20, Villa Duarte, cédula No. 322761,
serie ira.; Ramón E. Martínez Amaro, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, residente en la calle Juan Alejandro
Ibarra, No. 10, Villa Duarte, cédula No. 20573, serie 32, Luis
García Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero,
residente en la calle Rosario No. 20, Villa Duarte, cédula No.
103936, serie ira.; y Miguel Oviedo, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, residente en la calle Rosario No. 12,
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Villa Duarte, céJula No. 275992, serie ira.; contra la sentencia
' dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Nacional, el 20 de enero de 1982, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 23 de

marzo de 1982, suscrito por el Dr. Segismundo C. Taveras
Lucas, en el cual se proponen los medios de casación que se
indican más adelante;

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia del 19
de abril de 1982, en la cual se declara el defecto de la recurrida
Barceló & Co., C. por A

Visto el Auto dictado en fecha 2 del mes de agosto del
cursante año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte A. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gusta-
vo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, a) que con motivo de una demanda laboral,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 6
de noviembre de 1980, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente:	 "FALLA: PRIMERO:	 Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia pública contra la parte demandada
por no haber comparecido, no obstante citación legal;
SEGUNDO: Se rechaza por falta de pruebas la demanda la-
boral intentada por los señores José García Pérez, Ramón E.
Martínez Amaro, Luis García Pérez, Miguel Oviedo y Fidel
Ventura, en contra de la empresa Barceló & Co., C. por A.;
TERCERO: Se condena a los demandantes señores José
García Pérez, Ramón Martínez Amaro, Luis García Pérez,

lit
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Miguel Oviedo y Fidel Ventura, al pago de las costas"; b) que
sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora

impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por los señores
José García Pérez, Ramón E. Martínez Amaro, Luis García
Pérez, Miguel Oviedo y Fidel Ventura, contra sentenc i a del

Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 6
de noviembre de 1980, dictada en favor de la empresa Barceló
& Co., C. por A., cuyo dispositivo figura copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; SEGUND O: Rela-

tivamente al fondo Rechaza dicho recurso de alzada y como

consecuencia Confirma en todas sus partes dicha sentencia

impugnada; TERCER O: Condena a la parte que sucumbe,
señores José García Pérez, Ramón E. Martínez Amaro, Luis
García Pérez, Miguel Oviedo y Fidel Ventura, al pago de las
costas del procedimiento, de conformidad con los artículos 5
y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código

de Trabajo, ordenando su distracción en provecho del Dr.

Gcrónimo Gilberto Cordero, quien afirma haberlas avanzado

en su totalidad";
Considerando, que los recurrentes proponen en su

memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;

a) Insuficiente ponderación y exclusión de testimonios,
hechos articulados y de deponentes en acta informativa y
sometida al debate; b) Exclusión y falta de ponderació n de

documentos y testimonios sometidos al debate; y Exclusión y

falta de ponderació n de conclusiones; falta de base legal;

Segundo Medio : Violació n del artículo 17 del Código de

Trabajo y 270 del Código de Procedimi ento Civil y Exclusión

de testimoni os de deponentes y falta de ponderació n de

conclusiones; Tercer Medio: Violación a la regla de la prue-

ba; Falsa interpretac i ón de documentos; Cuarto Medio:

Desnaturalización de los hechos y circunstanc ias del proceso;

Quinto Medio: Exclusión y falta de ponderac ión en la

sentencia de las conclusiones; Desnaturalización de las

conclusiones; Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil: Violación del derecho de defensa, falta de base

legal;
Considerando, que en el desarrollo de sus cuatro primeros •

medios de casación, que por su estrecha relación se reunen

para su examen los recurrentes alegan, en síntesis lo
siguiente: a) que por las declaraciones del testigo Juan
Bautista Caballero queda establecido que él estuvo presente
en el despido de los trabajadores precisando la naturaleza del
trabajo, la fecha del despido, el tiempo trabajado por éstos, el
salario y la existencia del contrato de trabajo, que la Cámara
a-qua ha ignorado y excluido y menos aún, ponderado ese
testimonio; b) que el Juez a-quo basó su sentencia de
descargo del patrono únicamente en los testimonios del
representante de éste José Ventura, Jefe Encargado de
Depósito, quien era parte interesada en el proceso, violando
las reglas de la prueba y el artículo 17 del Código de Trabajo;
c) que el Tribunal fundamenta su sentencia de descargo en
una falsa interpretación de documentos consistentes en una
relación de nóminas de pago de obreros móviles emanada del
Patrono demandado pero sin que ningún Inspector de Tra-
bajo hiciera ninguna investigación que permitiera, como lo
prevée el artículo 23 del Reglamento 7676, todo por
aplicación del principio, de que nadie se puede fabricar su
propia prueba; pero,

Considerando, en cuanto al alegato de la letra a) que
contrariamente a como lo alegan los recur rentes el Juez a-
guo ponderó las declaraciones del testigo Juan Bautista Ca-
ballero, cuando dice en su sentencia "Que esos documentos,
unidos a las declaraciones del testigo José Antonio Ventura,
único oído en el contrainformativo, pues fue tachado al señor4 	 Víctor Manuel Marcial Rodríguez, en la audiencia que fue
celebrada dicha medida ante esta alzada, las cuales merecen
entero crédito a esta Cámara, por ser claras, precisas y
ajustadas a los hechos, así como concordantes con los
documentos depositados, más aquellas del testigo Juan
Bautista Caballero, oído en el informativo, el cual es confuso,
impreciso, vago y contradictorio en sus declaraciones, se ha
establecido que la empresa Barceló & Co., C. por A., jamás ha
sido patrono de los reclamantes ni ha tenido la apariencia de
tal, pues jamás ha pagado, ni dado órdenes, a los
reclamantes, y más aún en la época en que dicen trabajaban
con Barceló & Co., C. por A., en las nóminas respectivas de
pago a la fecha que dicen haber trabajado ni siquiera figuran
en las referidas nóminas de pago y se ha establecido también
claramente por esos testimonios y pruebas que el único pa-
trono de los reclamantes lo fue el señor Ventura. "el cual era,
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Miguel Oviedo y Fidel Ventura, al pago de las costas"; b) que
sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por los señores
José García Pérez, Ramón E. Martínez Amaro, Luis García
Pérez, Miguel Oviedo y Fidel Ventura, contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 6
de noviembre de 1980, dictada en favor de la empresa Barceló
& Co., C. por A., cuyo dispositivo figura copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo Rechaza dicho recurso de alzada y como
consecuencia Confirma en todas sus partes dicha sentencia
impugnada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe,
señores José García Pérez, Ramón E. Martínez Amaro, Luis
García Pérez, Miguel Oviedo y Fidel Ventura, al pago de las
costas del procedimiento, de conformidad con los artículos 5
y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código
de Trabajo, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Gerónimo Gilberto Cordero, quien afirma haberlas avanzado

en su totalidad";
Considerando, que los recurrentes proponen en su

memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
a) Insuficiente ponderación y exclusión de testimonios,
hechos articulados y de deponentes en acta informativa y
sometida al debate; b) Exclusión y falta de ponderación de
documentos y testimonios sometidos al debate; y Exclusión y
falta de ponderación de conclusiones; falta de base legal;
Segundo Medio: Violación del artículo 17 del Código de
Trabajo y 270 del Código de Procedimiento Civil y Exclusión
de testimonios de deponentes y falta de ponderación de
conclusiones; Tercer Medio: Violación a la regla de la prue-
ba; Falsa interpretación de documentos; Cuarto Medio:
Desnaturalización de los hechos y circunstancias del proceso;
Quinto Medio: Exclusión y falta de ponderación en la

sentencia de	 las conclusiones; Desnaturalización de las
conclusiones; Violación del artículo 141 del Código de Proce•
dimiento Civil: Violación del derecho de defensa, falta de base

legal;
Considerando, que en el desarrollo de sus cuatro primeros •

medios de casación, que por su estrecha relación se reunen
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pard su examen los recurrentes alegan, en síntesis lo
siguiente: al que por las declaraciones del testigo Juan
Bautista Caballero queda establecido que él estuvo presente
en el despido de los trabajadores precisando la naturaleza del
trabajo, la fecha del despido, el tiempo trabajado por éstos, el
salario y la existencia del contrato de trabajo, que la Cámara
a -qua ha ignorado y excluido y menos aún, ponderado ese
testimonio; b) que el Juez a -quo basó su sentencia de
descargo del patrono únicamente en los testimonios del
representante de éste José Ventura, Jefe Encargado de
Depósito, quien era parte interesada en el proceso, violando
Las reglas de la prueba y el artículo 17 del Código de Trabaio;
e) que el Tribunal fundamenta su sentencia de descargo en
una falsa interpretación de documentos consistentes en una
relación de nóminas de pago de obreros móviles emanada del
Patrono demandado pero sin que ningún Inspector de Tra-
bajo hiciera ninguna investigación que permitiera, como lo
prevée el artículo 23 del Reglamento 7676, todo por
aplicación del principio, de que nadie se puede fabricar su
propia prueba; pero,

Considerando, en cuanto al alegato de la letra a) que
contrariamente a como lo alegan los recurrentes el Juez a-
guo ponderó las declaraciones del testigo Juan Bautista Ca-
ballero, cuando dice en su sentencia "Que esos documentos,
unidos a las declaraciones del testigo José Antonio Ventura,
único oído en el contrainformativo, pues fue tachado al señor
Víctor Manuel Marcial Rodríguez, en la audiencia que fue
celebrada dicha medida ante esta alzada, las cuales merecen
entero crédito a esta Cámara, por ser claras, precisas y
ajustadas a los hechos, así como concordantes con los
documentos depositados, más aquellas del testigo Juan
Bautista Caballero, oído en el informativo, el cual es confuso,
impreciso, vago y contradictorio en sus declaraciones, se ha
establecido que la empresa Barceló &Co., C. por A., jamás ha
sido patrono de los reclamantes ni ha tenido la apariencia de
tal, pues jamás ha pagado, ni dado órdenes, a los
reclamantes, y más aún en la época en que dicen trabajaban
con Barceló & Co., C. por A., en las nóminas respectivas de
pago a la fecha que dicen haber trabajado ni siquiera figuran
en las referidas nóminas de pago y se ha establecido también
claramente por esos testimonios y pruebas que el único pa-
trono de los reclamantes lo fue el señor Ventura, "el cual era,
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el que le pagaba, los contrataba y daba órdenes", que por lo
expuesto precedentemente es evidente que el Juez a-quo al
dictar su fallo se fundó en las declaraciones de José Antonio
Ventura, las cuales le parecieron más sinceras y verosímiles
que las del testigo Juan Bautista Caballero, cuestión de
hecho de la soberana apreciación de los Jueves del fondo,
que no están sujetas al control de la casación; en cuanto al
alegato contenido en la letra b) en la sentencia el Juez a-quo
dio por establecido, que José Antonio Ventura no era em-
pleado ni representante de la empresa sino un ajustero que a
su vez contrataba a otro para el lavado de botellas, sin que la
empresa interviniera en la contratación de ese personal ni del
pago de los salarios de los mismos; en consecuencia al oír
como testigo a José Antonio Ventura, el Juez a-quo no ha
violado las reglas de la prueba aún cuando éste hubiera sido
empleado de la empresa ya que en esta materia se admite el
testimonio de los trabajadores del patrono; en lo que respecta
al alegato de la letra c) que la obligación a cargo de los pa-
tronos de presentar al Departamento de Trabajo la relación
del personal, es cuando se trata de trabajadores fijos, por
tiempo indefinido o para una obra determinada, en virtud de
lo que establece el artículo 20 del Reglamento 7676 de 1951,
que las nóminas depositadas por la empresa se refieren a tra-
bajadores móviles u ocasionales y que están en la obligación
de depositar los patronos cada treinta días en el Depar-
tamento de Trabajo de conformidad con lo que establece el
artículo 21 del mismo reglamento, que al depositar la empresa
las nóminas de los trabajadores móviles correspondientes a
las semanas comprendidas entre el 31 de diciembre de 1979, y
el 26 de julio de 1980, certificadas y revisadas por el Depar-
tamento de Trabajo y para probar que los recurrentes no eran
trabajadores suyos y al examinar y ponderar esos
documentos aún cuando emanen de una de las partes el Juez
no ha violado las reglas de las pruebas en razón de que estos
documentos son el resultado de una obligación legal que de-
be cumplir todo patrono que utilice trabajadores móviles y
ocasionales;	 •

Considerando, que los recurrentes en su quinto medio del
recurso alegan en síntesis: que en la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional del 20 de enero de
1982, es constante que: no contiene las conclusiones del acto
introductivo de la demanda del 22 de octubre de 1980, que no
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contiene las conclusiones de la parte demandante vertidas en
la audiencia del 14 de mayo de 1981, que las conclusiones de
la parte demandante vertidas en la audiencia del 20 de agosto
de 1981 están distorsionadas. alejadas de la realidad; que las
sentencias deberán contener entre otras formalidades la
enunciación de las conclusiones de las partes, que esta
formalidad es esencial, ya que las conclusiones son las que
circunscriben la esfera del litigio, que la sentencia debe ser
casada por éste o cualquiera de los medios del recurso; pero,

Considerando, que por los motivos expuestos en la sen-
tencia impugnada y por el contenido de su dispositivo, se
advierte que las conclusiones de los recurrentes fueron
ponderados y contestadas por el Juez a-quo, que además del
examen de la referida sentencia revela que la misma contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo
y una relación de hechos y circunstancias de la causa, que
han permitido verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el medio que
se examina, como los anteriores, carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Por tales motivos, U nico: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por José García Pérez, Ramón E. Martínez
Amaro, Luis García Pérez y Miguel Oviedo, contra la sen-
tencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, del 20 de enero de 1982, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.-Luis Victor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, Que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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el que le pagaba, los contrataba y daba órdenes", que por lo
expuesto precedentemente es evidente que el Juez a-quo al
dictar su fallo se fundó en las declaraciones de José Antonio
Ventura, las cuales le parecieron más sinceras y verosímiles
que las del testigo Juan Bautista Caballero, cuestión de
hecho de la soberana apreciación de los Jueves del fondo,
que no están sujetas al control de la casación; en cuanto al
alegato contenido en la letra b) en la sentencia el Juez a-quo
dio por establecido, que José Antonio Ventura no era em-
pleado ni representante de la empresa sino un ajustero que a
su vez contrataba a otro para el lavado de botellas, sin que la
empresa interviniera en la contratación de ese personal ni del
pago de los salarios de los mismos; en consecuencia al oír
como testigo a José Antonio Ventura, el Juez a-quo no ha
violado las reglas de la prueba aún cuando éste hubiera sido
empleado de la empresa ya que en esta materia se admite el
testimonio dolos trabajadores del patrono; en lo que respecta
al alegato de la letra c) que la obligación a cargo de los pa-
tronos de presentar al Departamento de Trabajo la relación
del personal, es cuando se trata de trabajadores fijos, por
tiempo indefinido o para una obra determinada, en virtud de
lo que establece el artículo 20 del Reglamento 7676 de 1951,
que las nóminas depositadas por la empresa se refieren a tra-
bajadores móviles u ocasionales y que están en la obligación
de depositar los patronos cada treinta días en el Depar-
tamento de Trabajo de conformidad con lo que establece el
artículo 21 del mismo reglamento, que al depositar la empresa
las nóminas de los trabajadores móviles correspondientes a
las semanas comprendidas entre el 31 de diciembre de 1979, y
el 26 de julio de 1980, certificadas y revisadas por el Depar-
tamento de Trabajo y para probar que los recurrentes no eran
trabajadores suyos y al examinar y ponderar esos
documentos aún cuando emanen de una de las partes el Juez
no ha violado las reglas de las pruebas en razón de que estos
documentos son el resultado de una obligación legal que de-
be cumplir todo patrono que utilice trabajadores móviles y
ocasionales;	 •

Considerando, que los recurrentes en su quinto medio del
recurso alegan en síntesis: que en la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional del 20 de enero de
1982, es constante que: no contiene las conclusiones del acto
introductivo de la demanda del 22 de octubre de 1980, que no
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contiene las conclusiones de la parte demandante vertidas en
la audiencia del 14 de mayo de 1981, que las conclusiones de
la parte demandante vertidas en la audiencia del 20 de agosto
de 1981 están distorsionadas, alejadas de la realidad; que las
sentencias deberán contener entre otras formalidades la
enunciación de las conclusiones de las partes, que esta
formalidad es esencial, ya que las conclusiones son las que
circunscriben la esfera del litigio, que la sentencia debe ser
casada por éste o cualquiera de los medios del recurso; pero,

Considerando, que por los motivos expuestos en la sen-
tencia impugnada y por el contenido de su dispositivo, se
advierte que las conclusiones de los recurrentes fueron
ponderados y contestadas por el Juez a-quo, que además del
examen de la referida sentencia revela que la misma contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo
y una relación de hechos y circunstancias de la causa, que
han permitido verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el medio que
se examina, como los anteriores, carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Por tales motivos, U nico: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por José García Pérez, Ramón E. Martínez
Amaro, Luis García Pérez y Miguel Oviedo, contra la sen-
tencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, del 20 de enero de 1982, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo, de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea 5.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE AGOSTO DEL 1983 No. 15

Sentencia impugnada8 Cámara de Trabajo del Dto.
Nacional, de fecha 22 de septiembre de 1981.

Materia: Trabajo

Recurrente (s): Empresa Casa Blanca, C. por A., y/o Ro-
berto Suriel Feliz.

Abogado (s): Lic. Julio César de los Santos Roa.

Recurrido (s): Víctor Bonilla y compartes.

Abogado (s): Antonio de Jesús Leonardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 de agosto de 1983, años 140' de la
Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de cesación interpuesto por la empresa
Casa Blanca, C por A., y/o Roberto Suriel Féliz, dominicano,
mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 10057, serie
48, contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 22 de
septiembre de 1981; cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio César de los Santos Roa, cédula No.

18373, serie 12, abogado de la recurrente en la lectura de sus
conclusiones;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de la recurrente del 25 de noviembre de
1981, firmado por su abogado en el que se proponen los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos Víctor Bonilla,
cédula No. 1973388, serie 1ra.; Damasa Francisco Sánchez,
cédula No. 40004, serie 54; Isidro Castro, cédula No. 236322,
serie 1ra., Eulogio Antonio García, cédula No. 41228, serie 54,
Rafael Peguero, cédula No. 120271, serie 1ra., y Tomás
Reyes, cédula No. 2475, serie 10 del 3 de diciembre de 1981,
suscrito por su abogado Dr. Antonio de Jesús Leonardo, cé-
dula No. 15818, serie 49;

Visto el auto dictado en fecha 5 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama en su indicada calidad, a los Magistrados Fernando E.
Ravelo de la Fuente y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo
del recurso de casación de que se trata, de conformidad con
las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, depués de haber deliberado
vistos los textos legales invocados por la recurrente que se

mencionan más adelante y los artículos 1, y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta a) que con motivo de
una demanda laboral el Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional dictó el 20 de marzo de 1979, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza
por falta de pruebas, la demanda laboral intentada por los se-
ñores Víctor Bonilla, Dámaso Francisco Sánchez, Isidro
Castro, Eulogio Ant. García, Rafael Peguero y Tomás Reyes,
contra el Restaurant Casa Blanca, C. por A., y/o Roberto
Suriel; SEGUNDO: Se condena a los demandantes al pago
de las costas, ordenando su distracción en favor del Dr.
Clemente Rodríguez C., ebogado, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso interpues-
to intervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
regular y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso
de apelación interpuesto por los señores Víctor Bonilla.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE AGOSTO DEL 1983 No. 15

Sentencia impugnada8 Cámara de Trabajo del Dto.
Nacional, de fecha 22 de septiembre de 1981.

Materia: Trabajo

Recurrente (s): Empresa Casa Blanca, C. por A., y/o Ro-
berto Suriel Feliz.

Abogado (s): Lic. Julio César de los Santos Roa.

Recurrido (s): Víctor Bonilla y compartes.

Abogado (s): Antonio de Jesús Leonardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 de agosto de 1983, años 140' de la
Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la empresa
Casa Blanca, C por A., y/o Roberto Suriel Féliz, dominicano,
mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 10057, serie
48, contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 22 de
septiembre de 1981; cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio César de los Santos Roa, cédula No.

18373, serie 12, abogado de la recurrente en la lectura de sus
conclusiones:
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de la recurrente del 25 de noviembre de
1981, firmado por su abogado en el que se proponen los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos Víctor Bonilla,
cédula No. 1973388, serie 1ra.; Damasa Francisco Sánchez,
cédula No. 40004, serie 54; Isidro Castro, cédula No. 236322,
serie ira., Eulogio Antonio García, cédula No. 41228, serie 54,
Rafael Peguero, cédula No. 120271, serie 1ra., y Tomás
Reyes, cédula No. 2475, serie 10 del 3 de diciembre de 1981,
suscrito por su abogado Dr. Antonio de Jesús Leonardo, cé-
dula No. 15818, serie 49;

Visto el auto dictado en fecha 5 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama en su indicada calidad, a los Magistrados Fernando E.
Ravelo do la Fuente y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este
Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo
del recurso de casación de que se trata, de conformidad con
las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, depués de haber deliberado
vistos los textos legales invocados por la recurrente que se

mencionan más adelante y los artículos 1, y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta a) que con motivo de
una demanda laboral el Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional dictó el 20 de marzo de 1979, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: -FALLA: PRIMERO: Se rechaza
por falta de pruebas, la demanda laboral intentada por los se-
ñores Victor Bonilla, Dámaso Francisco Sánchez, Isidro
Castro, Eulogio Ant. García, Rafael Peguero y Tomás Reyes,
contra el Restaurant Casa Blanca, C. por A., y/o Roberto
Suriel; SEGUNDO: Se condena a los demandantes al pago
de las costas, ordenando su distracción en favor del Dr.
Clemente Rodríguez C., abogado, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso interpues-
to intervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es el siguiente: -FALLA: PRIMERO: Declara
regular y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso
de apelación interpuesto por los señores Victor Bonilla,
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Dámaso Francisco Sánchez, Isidro Castro, Eulogio Antonio
García, Rafael Peguero y Tomás Reyes, contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 20
de marzo de 1979, dictada en favor del Restaurant Casa
Blanca, C. por A., y/o Roberto Suriel, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia y
como consecuencia Revoca en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido
en el caso de la especie; TERCERO: Condena al Restaurant
Casa Blanca, C. por A., y/o Roberto Suriel a pagarle a los
señores: Victor Bonilla, Dámaso Francisco Sánchez, Isidro
Castro, Eulogio Antonio García, los valores siguientes: 24 días
de salarios por concepto de preaviso; 15 días de salarios, por
concepto de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; 30
días de regalía pascual, 30 días de bonificación, así como la
suma de RDS442.00, por concepto de diferencia de salarios
no percibidos para Víctor Bonilla y RD$440.00 a Isidro Castro
en razón de que percibían salarios inferiores al salario mínimo
legal durante todo su tiempo de labor, calculadas las in-
dicadas prestaciones e indemnizaciones en base a un salario
de RDS22.00; RDS26.00, RDS22.00; RDS23.00; RDS28.00 y
RDS24.00 semanales respectivamente; así como 12 días de
salarios por concepto de preaviso, 10 días de auxilio de
cesantía; 7 de vacaciones; 15 1/2 de regalía pascual y 15 1/2
de bonificación a Rafael Peguero, calculadas todas estas
prestaciones e indemnizaciones en base a un 'salario de
RDS28.00 semanales; así como 6 días de salarios por concep-
to de preaviso; 12 1/2 de regalía pascual y 12 1/2 de bonifica-
ción a Tomás Reyes, prestaciones e indemnizaciones, éstas
calculadas en base a un salario de RDS24.00 semanales; así
como a una suma igual a los salarios que habría recibido cada
uno de los reclamantes desde el día de su demanda y hasta
que intervenga sentencia definitiva, sin que los mismos exce-
dan de tres meses, calculadas estas prestaciones e in-
demnizaciones en base de los salarios indicados an-
teriormente; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe,
Restaurant Casa Blanca, C. por A. y/o Roberto Suriel, al pago
de las costas del procedimiento de ambas instancias, de
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18
de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Antonio de Jesús Leonardo,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memorial,
el siguiente medio de casación: Violaciones de los artículos 16
y 29 del Código de Trabajo y 57 de la Ley No. 637 sobre
Contrato de Trabajo y 1315 del Código Civil;

Considerando, que la recurrente alega en síntesis en su
único medio de casación lo siguiente: que los reclamantes en
ningún momento pudieron real y efectivamente demostrar la
existencia de relación de dependencia entre ellos y la
recurrente porque en realidad nunca existió, que para
demostrar la existencia del contrato de trabajo, se valieron de
una persona que figuró como testigo y que ficticiamente
manifestó que laboraba también en dicho conjunto musical y
que no figuró en la demanda inicial, pero que trabajaba en la
empresa recurrente como trombalero, que de ser cierta esa
manifestación de dependencia el hubiera figurado también en
la demanda inicial, que la empresa le pagaba al director del
combo, quien le pagaba a los músicos cuando utilizaba sus
servicios, que la sentencia recurrida ha violado todos y cada
uno de los textos legales señalados, al revocar en todas sus
partes la sentencia dictada por el Tribunal de Primer Grado y
por lo tanto debe ser casada; pero,

Considerando, que el Juez a-quo dio por establecido que
de acuerdo con las declaraciones del testigo José Danilo
Contreras los recurridos prestaban sus servicios en el res-
taurant del recurrente y que tocaban todas las noches ex-
ceptuando los lunes y que fueron despedidos porque
reclamaron la regalía pascual, quo los reclamantes deposi-
taron un recibo de entrega a la empresa de los instrumentos
que utilizaban como músicos, lo que unido a las
declaraciones del testigo y que constan en la sentencia
impugnada, prueban suficientemente la relación de
dependencia que existió entre el patrono recurrente y los
reclamantes hoy recurridos, que para formar su criterio en
este sentido la Cámara a-qua apreció como más verosimil y
ajustada a la realidad de los hechos y las circunstancias de la
causa, el testimonio de José Danilo Contreras, que las
declaraciones de Roberto Suriel en su comparecencia
personal en su nombre y en el de la empresa Restaurant Casa
Blanca, C. por A., que ese poder de apreciación es facultad
soberana de los Jueces de fondo que escapa al control de la
casación, cuando los hechos no han sido desnaturalizados, lo
que no sucedió en la especie, que al dar por establecido la
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Dámaso Francisco Sánchez, Isidro Castro, Eulogio Antonio
García, Rafael Peguero y Tomás Reyes, contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 20
de marzo de 1979, dictada en favor del Restaurant Casa
Blanca, C. por A., y/o Roberto Suriel, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia y
como consecuencia Revoca en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido
en el caso de la especie; TERCERO: Condena al Restaurant
Casa Blanca, C. por A., y/o Roberto Suriel a pagarle a los
señores: Víctor Bonilla, Dámaso Francisco Sánchez, Isidro
Castro, Eulogio Antonio García, los valores siguientes: 24 días
de salarios por concepto de preaviso; 15 días de salarios, por
concepto de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; 30
días de regalía pascual, 30 días de bonificación, así como la
suma de RDS442.00, por concepto de diferencia de salarios
no percibidos para Víctor Bonilla y RDS440.00 a Isidro Castro
en razón de que percibían salarios inferiores al salario mínimo
legal durante todo su tiempo de labor, calculadas las in-
dicadas prestaciones e indemnizaciones en base a un salario
de RDS22.00; RDS26.00, RDS22.00; RDS23.00; RDS28.00 y
RDS24.00 semanales respectivamente; así como 12 días de
salarios por concepto de preaviso, 10 días de auxilio de
cesantía; 7 de vacaciones; 15 1/2 de regalía pascual y 15 1/2
de bonificación a Rafael Peguero, calculadas todas estas
prestaciones e indemnizaciones en base a un 'salario de
RDS28.00 semanales; así como 6 días de salarios por concep-
to de preaviso; 12 1/2 de regalía pascual y 12 1/2 de bonifica-
ción a Tomás Reyes, prestaciones e indemnizaciones, éstas
calculadas en base a un salario de RDS24.00 semanales; así
como a una suma igual a los salarios que habría recibido cada
uno de los reclamantes desde el día de su demanda y hasta
que intervenga sentencia definitiva, sin que los mismos exce-
dan de tres meses, calculadas estas prestaciones e in-
demnizaciones en base de los salarios indicados an-
teriormente; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe,
Restaurant Casa Blanca, C. por A. y/o Roberto Suriel, al pago
de las costas del procedimiento de ambas instancias, de
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18
de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Antonio de Jesús Leonardo,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memorial,
el siguiente medio de casación: Violaciones de los artículos 16
y 29 del Código de Trabajo y 57 de la Ley No. 637 sobre
Contrato de Trabajo y 1315 del Código Civil;

Considerando, que la recurrente alega en síntesis en su
único medio de casación lo siguiente: que los reclamantes en
ningún momento pudieron real y efectivamente demostrar la
existencia de relación de dependencia entre ellos y la
recurrente porque en realidad nunca existió, que para
demostrar la existencia del contrato de trabajo, se valieron de
una persona que figuró como testigo y que ficticiamente
manifestó que laboraba también en dicho conjunto musical y
que no figuró en la demanda inicial, pero que trabajaba en la
empresa recurrente como trombalero, que de ser cierta esa
manifestación de dependencia el hubiera figurado también en
la demanda inicial, que la empresa le pagaba al director del
combo, quien le pagaba a los músicos cuando utilizaba sus
servicios, que la sentencia recurrida ha violado todos y cada
uno de los textos legales señalados, al revocar en todas sus
partes la sentencia dictada por el Tribunal de Primer Grado y
por lo tanto debe ser casada; pero,

Considerando, que el Juez a-quo dio por establecido que
de acuerdo con las declaraciones del testigo José Danilo
Contreras los recurridos prestaban sus servicios en el res-
taurant del recurrente y que tocaban todas las noches ex-
ceptuando los lunes y que fueron despedidos porque
reclamaron la regalía pascual, que los reclamantes deposi-
taron un recibo de entrega a la empresa de los instrumentos
que utilizaban como músicos, lo que unido a las
declaraciones del testigo y que constan en la sentencia
impugnada, prueban suficientemente la relación de
dependencia que existió entre el patrono recurrente y los
reclamantes hoy recurridos, que para formar su criterio en
este sentido la Cámara a-qua apreció como más verosimil y
ajustada a la realidad de los hechos y las circunstancias de la
causa, el testimonio de José Danilo Contreras, que las
declaraciones de Roberto Suriel en su comparecencia
personal en su nombre y en el de la empresa Restaurant Casa
Blanca, C. por A., que ese poder de apreciación es facultad
soberana de los Jueces de fondo que escapa al control de la
casación, cuando los hechos no han sido desnaturalizados, lo
que no sucedió en la especie, que al dar por establecido la
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relación obrero-patronal entre la recurrente y los recurridos y
declarar injustificado el despido de los trabajadores, así como
el salario, tiempo y duración del contraro y otorgar las
prestaciones laborales correspondientes y que figuran en el
dispositivo de la sentencia impugnada, la Cámara a-qua hizo
una correcta aplicación de la ley, en consecuencia el medio
que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Restaurant Casa Blanca, C. por A.,
y/o Roberto Suriel, contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional, el 22 de septiembre de 1981,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a Restaurant Casa Blanca, C. por A., y/o
Roberto Suriel al pago de las costas y las distrae en favor del
Dr. Antonio de Jesús Leonardo, abogado de los recurridos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo. Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FEHA 8 DE AGOSTO DEL 1983 No. 16

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 19 de
octubre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Benjamín Santana Rodríguez, Miguel Cabral
p . y Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): La Puerto Plata Comercial, C. por A.

Abogado (s): Dr. Gabriel A. Estrella Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo 1-1. Goicochea S.. Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 de agosto de 1983, años 140' de la
Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Benjamín
Santana Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, residente en la calle Eduardo Brito No. 89 de esta
ciudad, cédula No. 161400, serie Ira.; Miguel Antonio
Farreras F., dominicano, mayor de edad, soltero, residente en
la calle Francisco Villa Espesa No. 138, de esta ciudad, cédula
No. 171512, serie 1ra., y por la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio social en la avenida "27 de Febrero" No. 263,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada, en sus
atribuciones correccionales, el 19 de octubre de 1979, por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
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relación obrero-patronal entre la recurrente y los recurridos y
declarar injustificado el despido de los trabajadores, así como
el salario, tiempo y duración del contraro y otorgar las
prestaciones laborales correspondientes y que figuran en el
dispositivo de la sentencia impugnada, la Cámara a-qua hizo
una correcta aplicación de la ley, en consecuencia el medio
que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Restaurant Casa Blanca, C. por A.,
y/o Roberto Suriel, contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional, el 22 de septiembre de 1981,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a Restaurant Casa Blanca, C. por A., vio
Roberto Suriel al pago de las costas y las distrae en favor del
Dr. Antonio de Jesús Leonardo, abogado de los recurridos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FEHA 8 DE AGOSTO DEL 1983 No. 16

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 19 de
octubre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Benjamín Santana Rodríguez, Miguel Cabral
P. y Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): La Puerto Plata Comercial, C. por A.

Abogado (s): Dr. Gabriel A. Estrella Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 de agosto de 1983, años 140' de la
I ndependencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
Pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Benjamín
Santana Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, residente en la calle Eduardo Brito No. 89 de esta
ciudad, cédula No. 161400, serie 1ra.; Miguel Antonio
Ferreras F., dominicano, mayor de edad, soltero, residente en
la calle Francisco Villa Espesa No. 138, de esta ciudad, cédula
No. 171512, serie tra., y por la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio social en la avenida "27 de Febrero" No. 263,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada, en sus
atribuciones correccionales, el 19 de octubre de 1979, por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del



2 1 76	 BOLETIN JUDICIAL

Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación del 29 de octubre

de 1979, levantada en la Secretaría de la Cámara a-qua a re.
querimiento del Dr. Bienvenido Figueroa Méndez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el escrito de la interviniente, La Puerto Plata
Comercial, C. por A., con su domicilio social en el No. 11 de la
calle Alonso de Espinosa, de esta ciudad, suscrito por su
abogado Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, cédula No. 11038,
serie 32, el 31 de octubre de 1979;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puellc
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 123 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 5 de
febrero de 1975, en el cual ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Quinta Cir-
cunscripción del Distrito Nacional dictó el 14 de julio de 1976
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Se condena al nombrado Benjamín Santana Rodríguez, al
pago de una multa de RDS10.00 por viol. art. 123 de la Ley
No. 241 y al pago de las costas; Segundo: Se descarga a
Miguel Antonio Ferreras F., de los hechos puestos a su cargo,
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por no haber violado ninguna de las disposiciones de la Ley
No. 241; Tercero: Se declara buena y válida la constitucian
en parte civil intentada por La Puerto Plata Comercial,
C. por A., por su representante Dr. Gabriel Antonio Estrella
Martínez, por estar conforme a la Ley; Cuarto: Se condena a
Benjamin Santana Rodriguez y Miguel A. Cabral Piñeyro al
pago solidario de la suma de RD$500.00 corno justa
reparación de los daños causados por el accidente con su
vehículo manejado por Benjamín Santana Rodríguez, en fa-
vor de La Puerto Plata Comercial, C. por A.; Quinto: Con-
dena a Benjamín Santana Rod ríguez y Miguel A. Cabral Pi-
ñeyro, al pago solidario de los intereses legales de dicha suma
a partir de la demanda, a título de daños y perjuicios
suplementarios; Sexto: Se condena a Benjamín Santana Ro-
dríguez y Miguel A. Cabral Piñeyro, al pago solidario de las
costas y honorarios profesionales con distracción de los
mismos en provecho del Dr. Gabriel A. Estrella Martínez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se
declara la presente sentencia en su aspecto civil común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por
su condición de aseguradora del vehículo que. ocasionó la
colisión . ; bl que sobre recurso de Benjamín Santana Ro-

. dríguez, el 21 de marzo de 1977, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera instancia del Distrito Nacional, en sus
atribuciones correccionales, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice: 'Falla: Primero: Se declara bueno y válido el
recurso de apelación incoado por el Dr. Bienvenido Figuereo
Méndez, a nombre y representación del señor Benjamín
Santana Rodríguez, en fecha 15 del mes de julio de 1976,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la
Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 14 de
arijo de 1976, que condenó el recurrente al pago do una multa
de RDS10.00 y costas, por violación a la Ley 241, por ha-
berlo hecho en tiempo hábil y conforme a las disposiciones
legales; Segundo: Se pronuncia el defecto en contra del
recurrente Benjamín Rodriguez, por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
Tercero: Se confirma en todas sus partes la sentencia objeto
del presente recurso; Cuarto: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil intentada por La Puerto Plata
Comercial, C. por A., en contra de Miguel A. Cabral Piñeyro,
por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
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Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación del 29 de octubre

de 1979, levantada en la Secretaría de la Cámara a-qua a re-
querimiento del Dr. Bienvenido Figueroa Méndez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el escrito de la interviniente, La Puerto Plata
Comercial, C. por A., con su domicilio social en el No. 11 de la
calle Alonso de Espinosa, de esta ciudad, suscrito por su
abogado Dr. Gabriel A. Estrella Martínez. cédula No. 11038,
serie 32, el 31 de octubre de 1979;

Visto el auto dictado en fecha 4 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puellc
Renville, Abelardo Herrara Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 123 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 5 de
febrero de 1975, en el cual ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Quinta Cir-
cunscripción del Distrito Nacional dictó el 14 de julio de 1976
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Se condena al nombrado Benjamín Santana Rodríguez, al
pago de una multa de RD$10.00 por viol. art. 123 de la Ley
No. 241 y al pago de las costas; Segundo: Se descarga a
Miguel Antonio Ferreras F., de los hechos puestos a su cargo,
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por no haber violado ninguna de las disposiciones de la Ley
No. 241; Tercero: Se declara buena y válida la constitucidn
en parte civil intentada por 1.a Puerto Plata Comercial,
C. por A., por su representante Dr. Gabriel Antonio Estrella
Martínez, por estar conforme a la Ley; Cuarto: Se condena a
Benjamín Santana Rodríguez y Miguel A. Cabral Piñeyro al
pago solidario de la suma de RD$500.00 corno justa
reparación de los daños causados por el accidente con su
vehículo manejado por Benjamín Santana Rodríguez, en fa-
vor de La Puerto Plata Comercial, C. por A.; Quinto: Con-
dena a Benjamín Santana Rod ríguez y Miguel A. Cabral Pi-
ñeyro, al pago solidario de los intereses legales de dicha suma
a partir de la demanda, a título de daños y perjuicios
suplementarios; Sexto: Se condena a Benjamín Santana Ro-
dríguez y Miguel A. Cabral Piñeyro, al pago solidario de las
costas y honorarios profesionales con distracción de los
mismos en provecho del Dr. Gabriel A. Estrella Martínez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se
declara la presente sentencia en su aspecto civil común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por
su condición de aseguradora del vehículo que. ocasionó la
colisión . ; b) que sobre recurso de Benjamín Santana Ro-

, dríguez, el 21 de marzo de 1977, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera instancia del Distrito Nacional, en sus
atribuciones correccionales, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice: 'Falla: Primero: Se declara bueno y válido el
recurso de apelación incoado por el Dr. Bienvenido Figuereo
Méndez, a nombre y representación del señor Benjamín
Santana Rodríguez, en fecha 15 del mes de julio de 1976,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la
Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 14 de
iulio de 1976, que condenó el recurrente al pago do una multa
de RDS10.00 y costas, por violación a la Ley 241, por ha-
berlo hecho en tiempo hábil y conforme a las disposiciones
legales; Segundo: Se pronuncia el defecto en contra del
recurrente Benjamín Rodriguez, por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
Tercero: Se confirma en todas sus partes la sentencia objeto
del presente recurso; Cuarto: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil intentada por La Puerto Plata
Comercial, C. por A., en contra de Miguel A. Cabral Piñeyro,
por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
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consecuencia, se condena a la persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: So
condena al nombrado Benjamín Santana Rodríguez, al pago
de las costas penales'; c) que sobre recurso de casación
interpuesto por Benjamín Santana Rodríguez y Miguel A. Ca-
bral Piñeyro, la Suprema Corte de Justicia, como Corte de
Casación, el 19 de febrero de 1979, dictó una sentencia cuyo
dispositivo dice: 'Por tales motivos, Primero: Admite como
interviniente a La Puerto Plata Comercial, C. por A., en los
recursos de casación interpuestos por Benjamín Santana Ro-
dríguez y Miguel A. Cabral Piñeyro contra la sentencia dic-
tada el 21 de marzo de 1977 por la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza los pedimentos en casación de dicho
interviniente; Tercero: Declara nulo el recurso de Miguel A.-
Cabral Piñeyro; Cuarto: Casa por falta de base legal la
sentencia impugnada, y envía el asunto por ante la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional; y Quinto: Declara las costas penales de oficio y
compensa las civiles entre la interviniente y Cabral Piñeyro r ; y
d) que la Cámara de envío, o sea la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
atribuciones correccionales, dictó el 19 de octubre de 1979 la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido en la
forma, por haber sido hecho conforme a la ley, el recurso de
apelación interpuesto por Miguel A. Cabral Piñeyro, Benjamín
Santana Rodríguez y la Unión de Seguros, C. por A., contra
sentencia rendida en fecha 14 del mes ce jLEO del G ni0 19 i6,
por el Juzgado de Faz de la Quinta Circunscripción del Cistri-
to Nacional. cuyc dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se

condena al nombran. Bo• o-N i , Santana Rodriguez, al pago
de una muna oir FIDS 1 C: Ot; por v«olación al articulo 123 de la
t es ron. 2c, ' y a . Daoc ce las ,:estas Segundo Se oescarga
to,9,e. A mono .erreras	 de los heen01 DueStOs a su CS•Otp

Dor no nat,ef ...101800 ~Duna jt, las casoosiciones oe la Lia

Ne 241 Tercero Se declara Duend v valide le constitución

en parte civil intentada	 oca La Puerto Plata Comercial.
C por A por su representante Dr. Gatartel A. &suela/ Mar.

tínez, por estar conforme a la Ley; Cuarto: Se condena a
Benjamín Santana Rodríguez y a Miguel A. Cabral Piñeyro al
pago solidario de la suma de RDS500.00 como justa
reparación de los daños causados por el accidente con su
vehículo manejado por Benjamín Santana Rodríguez, en fa-
vor de La Puerto Plata Comercial, C. por A.; Quinto: Con-
dena a Benjamín Santana Rodríguez y Miguel A. Cabral Pi-
ñeyro, al pago solidario de los intereses legales de dicha suma
e partir de la demanda, a título de daños y perjuicios
suplementarios; Sexto: Se condena a Benjamín Santana Ro-
dríguez y Miguel A. Cabral Piñeyro, al pago solidario de las
costas y honorarios profesionales con distracción de los
mismos en provecho del Dr. Gabriel A. Estrella Martínez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo:
Se declara la presente sentencia en su aspecto civil común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por
su condición de aseguradora del vehículo que ocasionó la
colisión'; SEGUNDO: Se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por La Puerto Plata Comercial,
C. por A., en cuanto a la forma, por haber sido hecha confor-
me a la Ley; TERCERO: En cuanto al fondo, revoca el Ordinal
Séptimo de la sentencia de referencia más arriba señalada, y
esta Cámara, actuando por autoridad propia y contrario
imperio, declara la presente sentencia, común y oponible a la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por ser
ésta la entidad aseguradora del vehículo placa No. 119-894,
que ocasionó los daños, al vehículo de La Puerto Plata
Comercial, C. pdr A., vista la póliza No. SD-25164, con
vencimiento el día 16 del mes de noviembre de 1375;
CUARTO: Confirmo en sus demás aspectos la sentencia
objeto del presente recurso de apelación; QUINTO: Declara
el defecto del prevenido Benjamín Santana Rodríguez, por no
haber comparecido a este Tribunal, en su audiencia de fecha
8 de mayo de 1979, no obstante estar citado legalmente;
SEXTO: Condena a los señores Benjamín Santana Rodríguez
y Miguel A. Cabral Piñeyro, solidariamente, al pago de las
costas civiles, distraídas en provecho del Dr. Gabriel Antonio
Estrella Martinez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad-.

Considerando, que procede declarar nulos los recursos do
casación interpuestos por Miguel Cabral P. y por la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., porque ni al momento de in-

ash
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consecuencia, se condena	 a la	 persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, quien
afirma haberlas avanzado 	 en su totalidad; Quinto: Se
condena al nombrado Benjamín Santana Rodríguez, al pago
de las costas penales'; c) que sobre recurso de casación
interpuesto por Benjamín Santana Rodríguez y Miguel A. Ca-
bral Piñeyro, la Suprema Corte de Justicia, como Corte de
Casación, el 19 de febrero de 1979, dictó una sentencia cuyo
dispositivo dice: 'Por tales motivos, Primero: Admite como
interviniente a La Puerto Plata Comercial, C. por A., en los
recursos de casación interpuestos por Benjamín Santana Ro-
dríguez y Miguel A. Cabral Piñeyro contra la sentencia dic-
tada el 21 de marzo de 1977 por la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza los pedimentos en casación de dicho
interviniente; Tercero: Declara nulo el recurso de Miguel A.-
Cabral Piñeyro; Cuarto: Casa por falta de base legal la
sentencia impugnada, y envía el asunto por ante la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional; y Quinto: Declara las costas penales de oficio y
compensa las civiles entre la interviniente y Cabral Piñeyro t ; y
d) que la Cámara de envío, o sea la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
atribuciones correccionales, dictó el 19 de octubre de 1979 la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido en la
forma, por haber sido hecho conforme a la ley, el recurso de
apelación interpuesto por Miguel A. Cabral Piñeyro, Benjamín
Santana Rodríguez y la Unión de Seguros, C. por A., contra
sentencia rend ida en fecha 14 del mes be ¡L' id del 3;;c> tata,
por el Juzgado de Faz de la Quinta Circunscripción del Distri-
to Nacional. cuyc dis positivo dice así: 'Falta: Primero: Se
condena al nombran . . Bomba—ir, Santana Rodriguez, al pago

de una muna ce RDS 1 C: 01i por violación al articulo 123 de la
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en Darle	 civil rmentacia	 por La Puerto Plata Comercial.
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tfnez, por estar conforme a la Ley; Cuarto: Se condena a
Benjamín Santana Rodríguez y a Miguel A. Cabral Piñeyro al
pago solidario de la suma de RDS500.00 como justa
reparación de los daños causados por el accidente con su
vehículo manejado por Benjamín Santana Rodríguez, en fa-
vor de La Puerto Plata Comercial, C. por A.; Quinto: Con-
dena a Benjamín Santana Rodríguez y Miguel A. Cabral Pi-
ñeyro, al pago solidario de los intereses legales de dicha suma
a partir de la demanda, a título de daños y perjuicios
suplementarios; Sexto: So condena a Benjamín Santana Ro-
dríguez y Miguel A. Cabral Piñeyro, al pago solidario de las
costas y honorarios profesionales con distracción de los
mismos en provecho del Dr. Gabriel A. Estrella Martínez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo:
Se declara la presente sentencia en su aspecto civil común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por
su condición de aseguradora del vehículo que ocasionó fa
polisióni ; SEGUNDO: Se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por La Puerto Plata Comercial,
C. por A., en cuanto a la forma, por haber sido hecha confor-
me a la Ley; TERCERO: En cuanto al fondo, revoca el Ordinal
Séptimo de la sentencia de referencia más arriba señalada, y
esta Cámara, actuando por autoridad propia y contrario
imperio, declara la presente sentencia, común y oponible a la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por ser
ésta la entidad aseguradora del vehículo placa No. 119-894,
que ocasionó los daños, al vehículo de La Puerto Plata
Comercial, C. pdr A., vista la póliza No. SO-25164, con
vencimiento el día 16 del mes de noviembre de 1375;
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
objeto del presente recurso de apelación; QUINTO: Declara
el defecto del prevenido Benjamín Santana Rodríguez, por no
haber comparecido a este Tribunal, en su audiencia de fecha
8 de mayo de 1979, no obstante estar citado legalmente;
SEXTO: Condena a los señores Benjamín Santana Rodríguez
y Miguel A. Cabral Piñeyro, solidariamente, al pago de las
costas civiles, distraídas en provecho del Dr. Gabriel Antonio
Estrella Martínez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad".

Considerando, que procede declarar nulos los recursos de
casación interpuestos por Miguel Cabral P. y por la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., porque ni al momento de in-
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terponerlos, ni posteriormente, han señalado los medios en
los cuales los fundamentan, lo que exige, a pena de nulidad,
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, par,)
las partes no condenadas penalmente;

Considerando, que la Cámara a-qua, para condenar al pre-
venido Benjamín Santana Rodríguez y fallar como lo hizo,
mediante la ponderación de los elementos administrados en
la instrucción de la causa, dio por establecido: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 5 de febrero de
1975, mientras el carro placa No. 119-894, conducido por
Benjamín Santana Rodríguez, quien transitaba de Norte a Sur
por la avenida Máximo Gómez, al llegar a la esquina de la
avenida John F. Kennedy, chocó por la parte trasera al
vehículo placa Nc. 92-181, conducido por Miguel Antonio
Ferraras, propiedad de La Puerto Plata Comercial, C. por A.,
el cual estaba detenido por estar en rojo el semáforo; b) que el,
hecho se debió a la falta cometida por Benjamín Santana Ro-
dríguez, por no observar una distancia prudente y razonable,
en relación con el vehículo que le precedía;

Considerando, que el hecho así establecido constituye, a
cargo del prevenido Benjamín Santana Rodríguez, el delito
previsto por el artículo 123 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y sancionado por el mismo texto legal
con multa no menor de cinco ni mayor de veinticinco pesos;
que al condenar al prevenido al pago de diez pesos de multa,
la Cámara a-qua le impuso una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada en lo que al interés del prevenido
concierne, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
La Puerto Plata Comercial, C. por A., en los recursos de
casación interpuestos por Benjamín Santana Rodríguez,
Miguel Cabral P. y por la Unión de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por
Benjamín Santana, Miguel Cabral P., y por la Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Benjárnín Santana Rodríguez y lo condena al
pago de las costas penales; Cuarto: Condena a Benjamín
Santana Rodríguez y a Miguel Cabral P., al pago de las costas
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civiles, ordenando su d i stracción en favor del Dr. Gabriel A
Estrella Martínez, aboyado de la interviniente por afirmar ha-
berlas avanzado en su totalidad, y las declara oponibles a la
Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la
Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico (FD0.): Miguel Jacobo.-
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terponerlos, ni posteriormente, han señalado los medios en
los cuales los fundamentan, lo que exige, a pena de nulidad,
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, para
las partes no condenadas penalmente;

Considerando, que la Cámara a -qua, para condenar al pre- .
venido Benjamín Santana Rodríguez y fallar como lo hizo,"
mediante la ponderación de los elementos administrados en
la instrucción de la causa, dio por establecido: al que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 5 de febrero de
1975, mientras el carro placa No. 119-894, conducido por
Benjamín Santana Rodríguez, quien transitaba de Norte a Sur
por la avenida Máximo Gómez, al llegar a la esquina de la
avenida John F. Kennedy, chocó por la parte trasera al
vehículo placa No. 92-181, conducido por Miguel Antonio
Farreras, propiedad de La Puerto Plata Comercial, C. por A.,
el cual estaba detenido por estar en rojo el semáforo; b) que el
hecho se debió a la falta cometida por Benjamín Santana Ro-
dríguez, por no observar una distancia prudente y razonable,
en relación con el vehículo que le precedía;

Considerando, que el hecho así establecido constituye, a
cargo del prevenido Benjamín Santana Rodríguez, el delito
previsto por el artícu lo 123 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y sancionado por el mismo texto legal
con multa no menor de cinco ni mayor de veinticinco pesos,
que al condenar al prevenido al pago de diez pesos de multa,
la Cámara a-qua le impuso una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada en lo que al interés del prevenido
concierne, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
La Puerto Plata Comercial, C. por A., en los recursos de
casación interpuestos por Benjamín Santana Rodríguez,
Miguel Cabral P. y por la Unión de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por
Benjamín Santana, Miguel Cabral P., y por la Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Benja"rnín Santana Rodríguez y lo condena al
pago de las costas penales; Cuarto: Condena a Benjamín
Santana Rodríguez y a Miguel Cabral P., al pago de las costas
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civiles, ordenando su d i stracción en favor del Dr. Gabriel A
Estrella Martínez, abogado de la interviniente por afirmar ha-
berlas avanzado en su totalidad, y las declara oponibles a la
Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la
Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IFD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE AGOSTO DEL 1983 No. 17

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris
tóbal, de fecha 5 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Taurino Sisa García y Cía. de Seguros Pepín,
S.A.

Abogado (s): Dr. Servio Tulio Almánzar Frías.

Interviniente (s): Bienvenido de la Rosa y Florentino de '9

Cruz.

Abogado (s): Dr. César Darío Ademes Figueroa.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guimán, Distrito Nacional, hoy día 8 del
mes de agosto del año 1983, años 140' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Taurino
Sisa García, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
residente en la calle Tercera (sin número), del barrio Savica,
de la ciudad de Azua, cédula No. 14523, serie 10, y por la Cía.
de Seguros Pepín, S.A., con su domicilio social en la in-
tersección de las calles Mercedes con Palo Hincado de esta
ciudad, contra la sentencia dictada, el 5 de marzo de 1979,
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el Dr. César Darío Adames Figueroa, cédula No.
28204, serie 2da., en la lectura de sus conclusiones, en
representación de los intervinientes Bienvenido de la Rosa,
dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, cédula No.
37278, serie 2 y Florentino de la Cruz, dominicano, mayor de
edad, soltero, cédula No. 41994, serie 2, residente en la calle
Florentino Araujo No. 58 de San Cristóbal;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos, de casación del 13 ae marzo
rlé	 de 1979, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-

querimiento del Dr. Adalberto Maldonado, cédula No. 40939,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 9 de
enero de 1981, suscrito por su abogado, Dr, Servio Tulio
Almánzar Frías; en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 12 de enero de 1981,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburauerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se señalan más adelante y los artículos 49 y
52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383
del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en .os
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
do un accidente de tránsito ocurrido en San Cristóbal, el
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE AGOSTO DEL 1983 No. 17

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris
tóbal, de fecha 5 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Taurino Sisa García y Cía. de Seguros Pepín,
S.A.

Abogado (s): Dr. Servio Tulio Almánzar Frías.

Interviniente (s): Bienvenido de la Rosa y Florentino de 19

Cruz.

Abogado (s): Dr. César Darío Ademes Figueroa.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Victor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad do
Santo Domingo de Guimán, Distrito Nacional, hoy día 8 del
mes de agosto del año 1983, años 140' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Taurino
Sisa García, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
residente en la calle Tercera (sin número), del barrio Savica,
de la ciudad de Azua, cédula No. 14523 serie 10, y por la Cía.
de Seguros Pepín, S.A., con su domicilio social en la in-
tersección de las calles Mercedes con Palo Hincado de esta
ciudad, contra la sentencia dictada, el 5 de marzo de 1979,
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el Dr. César Darío Adames Figueroa, cédula No.
28204, serie 2da., en la lectura de sus conclusiones, en
representación de los intervinientes Bienvenido de la Rosa,
dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, cédula No.
37278, serie 2 y Florentino de la Cruz, dominicano, mayor de
edad, soltero, cédula No. 41994, serie 2, residente en la calle
Florentino Araujo No. 58 de San Cristóbal;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos, de casación del 13 de marzo
de 1979, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del Dr. Adalberto Maldonado, cédula No. 40939,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 9 de
enero de 1981, suscrito por su abogado, Dr, Servio Tulio
Almánzar Frías; en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 12 de enero de 1981,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburq uerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se señalan más adelante y los artículos 49 y
52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383
del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en .os
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
do un accidente de tránsito ocurrido en San Cristóbal, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
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Cristóbal, en atribuciones correccionales, dictó el 8 de junio
de 1978, una sentencia, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino el
tallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el doctor Adalberto Mal-
donado, a nombre y representación de Taurino Sisa, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente responsable
y de la Compañía de Seguros Pepín, S.A., y por el doctor
César Darío Adames Figueroa, a nombre y representación de
Bienvenido de la Rosa, prevenido y parte civil constituida
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal de fecha 8 del
mes de junio del año 1978, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil hecha por el señor Bienvenido de la Rosa y señor
Florencio de la Cruz contra Taurino Sisa García, la Compañía
de Seguros Pepín, S.A.. a través de su abogado Dr. César
Darío Adames Figueroa, por ser justa y reposar en prueba
legal; Segundo: Se declara a los nombrados Taurino Sisa
García y Bienvenido de la Rosa, culpables de violación a la
Ley No. 241, art. 49, y en consecuencia se condena a Taurino
Sisa García a RDS50.00 (cincuenta pesos oro) de multa y a
Bienvenido de la Rosa RDS25.00 (veinticinco pesos oro) de
multa. acogiendo a favor de ambas circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Se condena al nombrado Taurino Sisa García a
pagar una indemnización a las personas agraviadas y consti-
tuidas en parte civil, en la forma siguiente: RDS3,000.00 (Tres
Mil Pesos Oro) a favor de Bienvenido de la Rosa y RDS643.00
(Seiscientos Cuarenta y Tres, Pesos Oro) a favor de Flo-
rencio de la Cruz, el primero por los golpes que le dejaron
lesión permanente y al segundo por los daños sufridos por la
motocicleta de su pro piedad, acfso...:.3 sa C.:fini al! e d a ios se-
ñores Taurino Sisa García y E ienversido da ta Rosa al pago de
las costas civiles y penales, las civiles a favor del Dr. César
Dacio Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Se declara esta sentencia común y
oponible en todas sus consecuencias a la Compañía de
Segu ros Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del
veniculo causante del accidente'; por haberlo intentado en
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO . Declara que los prevenidos Taurino Sisa García

y Bienvenido de la Rosa, son culpables de haber originado un
accidente con sendos vehículos de motor que ambos mane-
jaban, en el cual resultó lesionado el último, con fractura, tibia
y peroné, heridas curables después de veinte días (4 a 6
meses), en consecuencia, condena a dichos prevenidos a
pagar respectivamente, Cincuenta y Veinticinco pesos de
multa (RD$50.00 y RDS25.00), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Declara regular y admi-
te la constitución en parte civil del . señor Bien-
venido de la Rosa y Florentino de la Cruz y condena a la
persona civilmente res p onsable puesta en causa, a
pagar la cantidad de un ciento veinticinco pesos con
setenta y cinco centavos (RDS125.75) a favor de Flo-
rentino de la Cruz, por concepto de daños materiales
ocasionados al vehículo (motocicleta) de su propiedad
y Tres Mil Pesos (RDS3,000.001, a favor de Bienvenido de
la Rosa, por concepto de daños morales y materiales
que recibió con motivo del accidente, más los intereses
legales de dichas sumas, a título de i ndemnización supleto-
ria, a partir de la fecha de la demanda; CUARTO:
Condena a los prevenidos al pago de las costas penales;
QUINTO: Condena a la persona civilmente responsable
Taurino Sisa García al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de dichas costas, en provecho del doctor César
Darío Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible
a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: falta o inSul ∎ C;€(163 da motivos; Violac:ón
del artícu l o 163 del Cóo'go da Procedimiento Ciiminal Falta
de base legal, Desnaturalización de los hechos de la causa,
c ircunstancias no ponderadas por la Corte que pudieron
conducir a darle al proceso una solución distinta, otra cir-
cunstancia no ponderada; Segundo Medio: Violación del
a rtículo 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
O bl igatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de sus
dos medios de casación, que se reúnen para su examen,
alegan en.síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-qua, en el
aspecto penal de su sentencia violó el artículo 163 del Código
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Cristóbal, en atribuciones correccionales, dictó el 8 de junio
de 1978, una sentencia, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino el
tallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el doctor Adalberto Mal-
donado, a nombre y representación de Taurino Sisa, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente responsable
y de la Compañía de Seguros Pepín, S.A., y por el doctor
César Darío Adames Figueroa, a nombre y representación de
Bienvenido de la Rosa, prevenido y parte civil constituida
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal de fecha 8 del
mes de junio del año 1978, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil hecha por el señor Bienvenido de la Rosa y señor
Florencio de la Cruz contra Taurino Sisa García, la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., a través de su abogado Dr. César
Darío Ademes Figueroa, por ser justa y reposar en prueba
legal; Segundo: Se declara a los nombrados Taurino Sisa
García y Bienvenido de la Rosa culpables de violación a la
Ley No. 241, art. 49, y en consecuencia se condena a Taurino
Sisa García a RDS50.00 (cincuenta pesos oro) de multa y a
Bienvenido de la Rosa RDS25.00 (veinticinco pesos oro) de
multa. acogiendo a favor de ambas circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Se condena al nombrado Taurino Sisa García a
pagar una indemnización a las personas agraviadas y consti-
tuidas en parte civil, en la forma siguiente: RDS3,000.00 (Tres
Mil Pesos Oro) a favor de Bienvenido de la Rosa y RDS643.00
(Seiscientos Cuarenta y Tres, Pesos Oro) a favor de Flo-
rencio de la Cruz, el primero por los golpes que le dejaron
lesión permanente y al segundo por los daños sufridos por la
molocicleta de su prop i edad, zdscr.:,3 se cc.,iniv .1 u ios se-
ñores Taurino Sisa García y E ienyen;do da la Fosa al pago de
las costas civiles y penates, las civiles a favor del Dr. César
Dario Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Se declara esta sentencia común y
oponible en todas sus consecuencias a la Compañía de
Segu ros Pepín. S.A., por ser la entidad aseguradora del
venicuto causante del accidente'; por haberlo intentado en
tiempo núbil y de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO- Declara que los prevenidos Taurino Sisa García
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y Bienvenido de la Rosa, son culpables de haber originado un
accidente con sendos vehículos de motor que ambos mane-
jaban, en el cual resultó lesionado el último, con fractura, tibia
y peroné, heridas curables después de veinte días (4 a 6
meses), en consecuencia, condena a dichos prevenidos a
pagar respectivamente, Cincuenta y Veinticinco pesos de
multa (RDS50.00 y RDS25.00), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Declara regular y admi-
te la constitución en parte civil del . señor Bien-
venido de la Rosa y Florentino de la Cruz y condena a la
persona civilmente res p onsable puesta en causa, a
pagar la cantidad de un ciento veinticinco pesos con
setenta y cinco centavos (FDS125.75) a favor de Flo-
rentino de la Cruz, por concepto de daños materiales
ocasionados al vehículo (motocicleta) de su propiedad
y Tres Mil Pesos (RDS3,000.001, a favor de Bienvenido de
la Rosa, .por concepto de daños morales y materiales
que recibió con motivo del accidente, más los intereses
legales de dichas sumas, a título de indemnización supleto-
ria, a partir de la fecha de la demanda; CUARTO:
Condena a los prevenidos al pago de las costas penales;
QUINTO: Condena a la persona civilmente responsable
Taurino Sisa García al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de dichas costas, en provecho del doctor César
Darío Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible
a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: rzlia o InSul;CienC;a da motivos; Violacón
del articu lo 163 del C60 .90 de Procedimiento Criminal Falta
de base legal, Desnaturalización de los hechos de la causa,
circunstancias no ponderadas por la Corte que pudieron
conducir a darle al proceso una solución distinta, otra cir-
cunstancia no ponderada; Segundo Medio: Violación del
artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
O bl igatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de sus
dos medios de casación, que se reúnen para su examen,
alegan en.síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-qua, en el
aspecto penal de su sentencia violó el artículo 163 del Código
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de Procedimiento Criminal, pues no motivó suficientemente
su sentencia ahora impugnada que jusfiquen la condenación
de Taurino Sisa García y que los Jueces no hicieron una
relación detallada de los hechos que permita a la Suprema
Corte de Justicia verificar si la ley ha sido bien aplicada; b)
que la Corte a-que ha desnaturalizado las declaraciones de
Taurino Sisa García; c) que la Corte a-qua ha desnaturalizado
las declaraciones del prevenido García, que transitaba de Este
a Oeste por la calle Padre Borbón, cuando expresa que el pre-
venido iba a entrar a la calle Padre Ayala, lo que no responde
a la verdad; d) que según el acta de audiencia de la Corte a-
gua, el prevenido Taurino Sisa García conducía su vehículo
por la calle Padre Borbón, de preferencia en San Cristóbal,
respecto a la Padre Ayala, por donde transitaba la mo-
tocicleta, lo que no fue ponderado por dicha Corte; e) que la
Corte a-qua violó el artículo 10 de la Ley No. 4117 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor al declarar oponi-
ble a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., a cargo de Taurino Sisa
García, sin estar justificadas en la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio, regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dio por estable-
cido: a) que el 27 de abril de 1977, alrededor de las cinco
de la tarde, en la intersección de las calles Padre Borbón y Pa-
dre Ayala, de la ciudad de San Cristóbal ocurrió una colisión
entre el carro placa No. 215-290 conducido por Taurino Sisa
García con la motocicleta placa No. 58202, conducida de
Norte a Sur por la calle Padre Ayala, por Bienvenido de la
Rosa, quien recibió lesiones corporales curables después de
cuatro y antes do seis meses; que el accidente se debió a la
imprudencia de ambos conductores; que la imprudencia del
prevenido recurrente consistió en que éste no redujo la
velocidad ni detuvo la marcha de su vehículo al llegar a la
intersección de la calle Padre Ayala, chocando la referida mo-
tocicleta por detrás y lanzándola cerca del parque de la in-
dicada ciudad;

Considerando, que como se advierte de todo lo an-
teriormente expuesto, la sentencia impugnada contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y
una relación completa y detallada de los hechos y cir-
cunstancias de la causa, sin desnaturalización alguna, que
han permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar que en

la especie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que
además los Jueces del fondo ponderaron la conducta del otro
prevenido y pudieron formar su íntima convicción, como lo
hicieron, en el sentido de que ambos prevenidos cometieron
faltas que fueron las causantes del accidente; sin incurrir en
ninguno de los vicios y violaciones denunciadas; que por
tanto, los medios de casación que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del recurrente Taurino Sisa García, el delito de golpes
por imprudencia, previsto en el artculo 49 de la Ley No. 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra c)
de dicho texto legal, con prisión de 6 meses a 2 años y multa
de 100 a 500 pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su
trabajo durare 20 o más días, como ocurrió en la especie; que
al condenar a dicho prevenido a RDS50.00 pesos do multa
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido que
el hecho del prevenido había causado a las personas cons-
tituidas en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales
que evaluó en las sumas que se mencionan en el dispositivo
de la sentencia impugnada; que al condenar dicha Corte al
prevenido al pago de tales sumas más los intereses legales a
partir de la demanda a título de indemnización, hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil y del 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguros Obligatorios de
Vehículos de Motor, al hacer oponibles dichas in-

. demnizaciones, a la Seguros Pepin, S.A.;
Considerando, que examinada la sentencia impugnada en

sus demás aspectos en lo que al interés del prevenido
recurrente concierne, no contiene motivos que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Bienvenido de la Rosa y a Florentino de la Cruz en los
recursos de casación interpuestos por el prevenido Taurino
Sisa García y por la Seguros Pepin, S.A., contra la sentencia
del 5 de marzo de 1979, dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos; Tercero:
Condena a Taurino Sisa García al pago de las costas nanas



de Procedimiento Criminal, pues no motivó suficientemente
su sentencia ahora impugnada que jusfiquen la condenación
de Taurino Sisa García y que los Jueces no hicieron una
relación detallada de los hechos que permita a la Suprema
Corte de Justicia verificar si la ley ha sido bien aplicada; b)
que la Corte a-qua ha desnaturalizado las declaraciones de
Taurino Sisa García; cl que la Corte a-qua ha desnaturalizado
las declaraciones del prevenido García, que transitaba de Este
a Oeste por la calle Padre Borbón, cuando expresa que el pre-
venido iba a entrar a la calle Padre Ayala, lo que no responde
a la verdad; d) que según el acta de audiencia de la Corte a-
gua, el prevenido Taurino Sisa García conducía su vehículo
por la calle Padre Borbón, de preferencia en San Cristóbal,
respecto a la Padre Ayala, por donde transitaba la mo-
tocicleta, lo que no fue ponderado por dicha Corte; e) que la
Corte a-qua violó el artículo 10 de la Ley No. 4117 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor al declarar oponi-
ble a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., a cargo de Taurino Sisa
García, sin estar justificadas en la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio, regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dio por estable-
cido: a) que el 27 de abril de 1977, alrededor de las cinco
de la tarde, en la intersección de las calles Padre Borbón y Pa-
dre Ayala, de la ciudad de San Cristóbal ocurrió una colisión
entre el carro placa No. 215. 290 conducido por Taurino Sisa
García con la motocicleta placa No. 58202, conducida de
Norte a Sur por la calle Padre Ayala, por Bienvenido de la
Rosa, quien recibió lesiones corporales curables después de
cuatro y antes de seis meses; que el accidente se debió a la
imprudencia de ambos conductores; que la imprudencia del
prevenido recurrente consistió en que éste no redujo la
velocidad ni detuvo la marcha de su vehículo al llegar a la
Intersección de la calle Padre Ayala, chocando la referida mo-
tocicleta por detrás y lanzándola cerca del parque de la in-
dicada ciudad;

Considerando, que como se advierte de todo lo an-
teriormente expuesto, la sentencia impugnada contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y
una relación completa v detallada de los hechos y cir-
cunstancias de la causa, sin desnaturalización alguna, que
han permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar que en

la especie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que
además los Jueces del fondo ponderaron la conducta del otro
prevenido y pudieron formar su íntima convicción, como lo
hicieron, en el sentido de que ambos prevenidos cometieron
faltas que fueron las causantes del accidente; sin incurrir en
ninguno de los vicios y violaciones denunciadas; que por
tanto, los medios de casación que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del recurrente Taurino Sisa García, el delito de golpes
por imprudencia, previsto en el artculo 49 de la Ley No. 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra c)
de dicho texto legal, con prisión de 6 meses a 2 años y multa
de 100 a 500 pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su
trabajo durare 20 o más días, como ocurrió en la especie; que
al condenar a dicho prevenido a RD$50.00 pesos de multa
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que la Corte a-que dio por establecido que
el hecho del prevenido había causado a las personas cons-
tituidas en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales
que evaluó en las sumas que se mencionan en el dispositivo
de la sentencia impugnada; que al condenar dicha Corte al
prevenido al pago de tales sumas más los intereses legales a
partir de la demanda a título de indemnización, hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil y del 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguros Obligatorios de
Vehículos de Motor, al hacer oponibles dichas in-
demnizaciones, a la Seguros Pepín, S.A.;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en lo que al interés del prevenido
recurrente concierne, no contiene motivos que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Bienvenido de la Rosa y a Florentino de la Cruz en los
recursos de casación interpuestos por el prevenido Taurino
Sisa García y por la Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia
del 5 de marzo de 1979, dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos; Tercero:
Condena a Taurino Sisa García al pago de las costas Henales
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y civiles ordenando la distracción de estas últimas en favor
del doctor César Darío Adames Figueroa, abogado de los
intervinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las declara oponibles a la Seguros Pepín, S.A., dentro de los
términos de la Póliza;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmda por los señores
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General. oue certifico.
(FDO.): Miguel Jacobo.-

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José Ruiz y Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Interviniente (s): Julio Manuel Vallejo Merán.

Abogado (s): Dr. César Augusto Medina.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidencia, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Ruiz,
dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado y residente
en la avenida La Milagrosa No. 1, Los Mina, de esta ciudad,
cédula No. 38638, serie 1 ra., y Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
con domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hinca-
do, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 29 de febrero de 1980, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

4
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y civiles ordenando la distracción de estas últimas en favor
del doctor César Darío Adames Figueroa, abogado de los
intervinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las declara oponibles a la Seguros Pepin, S.A., dentro de los
términos de la Póliza;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmda por los señores
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General. oue certifico.
(FD0.): Miguel Jacobo.-
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sarito
Domingo, de fecha 29 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José Ruiz y Cía. de Seguros Pepin, S.A.

Abogado (s): Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Interviniente (s): Julio Manuel Vallejo Meran.

Abogado (s): Dr. César Augusto Medina.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidencia, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Ruiz,
dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado y residente
en la avenida La Milagrosa No. 1, Los Mina, de esta ciudad,
cédula No. 38638, serie 1ra., y Cía. de Seguros Pepin, S.A.,
con domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hinca-
do, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 29 de febrero de 1980, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 9 de septiembre de 1980, a requerimiento de
los doctores J. O. Viñas Bonnelly y Rafael L. Márquez,
abogados de los -recurrentes, en la cual no se indica ningún
medio de casación;

Visto el memorial de casación del 15 de junio de 1981,
suscrito por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, abogado de los
recurrentes en el cual se proponen los mismos medios que se
indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Julio Manuel Vallejo
Meran, dominicano, mayor de edad, policía, domiciliado y
residente en la calle 6 No. 11, del ensanche Espaillat, de esta
ciudad, cédula No. 6132, serie 16, suscrito por su abogado Dr.
César Augusto Medina;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonto Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 da 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, C2 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que e n el fallo impugnado, los documentos
a que ella hace referencia consta. al con motivo de un ac-
cidente de tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia bel Distrito Nacional. dictó el 25 de sep-
tiembre de 1978. una sentencia cuyo dis positivo se copia más
adelante; b) que sobre ios recursos interpuestos intervino la
sentencia impugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA:.
PRIMERO: Admite como regular y válido. en cruento a la
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forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Fausto
Familia Roa, en fecha 8 de diciembre de 1978, a nombre y
representación de José A. Ruiz, prevenido y persona ci-
vilmente responsable, y la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
contra sentencia de fecha 25 de septiembre de 1978, dictada
por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Que debe declarar y declara al prevenido José A.
Ruiz, portador de la cédula personal de identidad No. 38638,
serie 1ra., residente en la avenida La Milagrosa No. 1, Los
Mina, D. N., culpable de haber violado los artículos 49 letra c)
y 65 de la Ley No. 241 en perjuicio del señor Julio Manuel
Vallejo Meran, en consecuencia se condena a Veinte Pesos
Oro (RDS20.00) de multa y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; Segundo: Declara .
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil incoada por el señor Julio Manuel Vallejo Merán, a través
de su abogado Dr. César Augusto Medina, por haber sido
hecha de acuerdo a la ley y en cuanto al fondo de dicha
constitución, condena al señor Hose A. Ruiz, conductor y
persona civilmente responsable al pago de una indemnización
de Mil Pesos Oro IRDS1,000.00) más los intereses legales de
dicha suma, a partir de la demanda, hasta la completa eje-
cución de la sentencia, a título de indemnización com-
plementaria, como justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos por el demandante en este accidente;
Tercero: Condena al señor José A. Ruiz, en sus calidades
antes mencionadas al pago de las costas civiles, dis-
trayéndolas en favor del Dr. César Augusto Medina, abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su ton:lidod; y Cuarto Oitil;n3 que esta sentencia le sea

020nrole y ejecutzbla en el aspecla civil a la Cia. de
Seguros Fep:n, S.A., entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente de conformidad con el artículo 10 mo-
dificado de la Ley No 4117. sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor SEGUNDO' En cuanto al fondo se
confirma en todas sus partes la sentencia recu rr ida por ser
Justa en el tonoo y reposa r sobre orueoa legal. TERCERO
Condena a José A Ruiz, al pago ae las costas penales y o
viles con aistraccion De las mismas en orovecno del Dr Cesar
Augusto Medina, quien afirma t'atienes avanzado en su to-
talidad: CUARTO: Se declara la presente sentencia común y
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 9 de septiembre de 1980, a requerimiento de
los doctores J. 0. Viñas Bonnelly y Rafael L. Márquez,
abogados de los'recurrentes, en la cual no se indica ningún
medio de casación;

Visto el memorial de casación del 15 de junio de 1981,
suscrito por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, abogado de los
recurrentes en el cual se proponen los mismos medios que se
indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Julio Manuel Vallejo
Merán, dominicano, mayor de edad, policía, domiciliado y
residente en la calle 6 No. 11, del ensanche Espaillat, de esta
ciudad, cédula No. 6132, serie 16, suscrito por su abogado Dr.
César Augusto Medina;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con tos Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonto Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1367, so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 cid C5d;go Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, C2 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que e n el fallo impugnado, los documentos
a que ella hace referencia consta. a) con motivo de un ac-
cidente de tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones cor porales l a Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia alai Distrito Nacional. dictó el 25 de sep.
hombre de 1978. una sentencia cuyo dis positivo se copia más
adelante; b) que sob re los recursos interpuestos intervino la
sentencia impugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: -
PRIMERO: Admite como regular y válido. cn cuanto a la

forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Fausto
Familia Roa, en fecha 8 de diciembre de 1978, a nombre y
representación de José A. Ruiz, prevenido y persona ci-
vilmente responsable, y la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
contra sentencia de fecha 25 de septiembre de 1978, dictada
por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Que debe declarar y declara al prevenido José A.
Ruiz, portador de la cédula personal de identidad No. 38638,
serie 1ra., residente en la avenida La Milagrosa No. 1, Los
Mina, D. N., culpable de haber violado los artículos 49 letra c)
y 65 de la Ley No. 241 en perjuicio del señor Julio Manuel
Vallejo Meran, en consecuencia se condena a Veinte Pesos
Oro (RDS20.00) de multa y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; Segundo: Declara .
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil incoada por el señor Julio Manuel Vallejo Meran, a través
de su abogado Dr. César Augusto Medina, por haber sido
hecha de acuerdo a la ley y en cuanto al fondo de dicha
constitución, condena al señor Hose A. Ruiz, conductor y

1 1	 persona civilmente responsable al pago de una indemnización
de Mil Pesos Oro (RDS1,000.00) más los intereses legales de
dicha suma, a partir de la demanda, hasta la completa eje-
cución de la sentencia, a título de indemnización com-
plementaria, corno justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos por el demandante en este accidente;
Tercero: Condena al señor José A. Ruiz, en sus calidades
antes mencionadas al pago de las costas civiles, dis-
trayéndolas en favor del Dr. César Augusto Medina, abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidcd; y Cuarto Oídsna qua esta sentencia le sea

opon:i2e y ejecutzbls ¿n el aspecto civil a la Cia. de
Seguros Fep:n, S.A., entidad aseguradora del vehículo que
Ocasionó el accidente de conformidad con el artículo 10 mo-
dificado de la Ley No. 4117. sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor SEGUNDO . En cuanto al tondo se
confirma en todas sus Darles la sentencia recu rr ida OOr ser
Justa en el tondo y repOSa r serme orueoa legal. TERCERO
Condena a José A Ruiz al pago de las COSTBS penales y CI,

viles con cestraccion oe ias mismas en orovecno del Dr Cesar
Augusto Medina. quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad: CUARTO: Se declara la presente sentencia común y

L.
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oponible a la Compañia de Seguros Pepin, S.A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios: Primer Medio:.
Desnaturalización del testimonio; Falta de base legal;
Insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Violación del
Ordinal Cuarto del párrafo primero del artículo 49 de la Ley
No. 241, sobre Tránsito y Vehículos, por inaplicación del
artículo 101 y sus Ordinales correspondientes, del citado
instrumento legal;

Considerando, que los recurrentes en sus dos medios
reunidos alegan, en síntesis, a) que el agraviado incurrió en
contradicción, pues en una parte declaró "en ningún
momento ví el vehículo, si lo veo no cruzo" y en otra, "yo vi el
vehículo pero seguí", lo que de haber sido tenido en cuenta
por la Corte a-qua la pena del conductor y la indemnización
acordada hubieran sido rebajada, lo que equivale a una falta
de motivos; b) que dicha Corte pudo haber retenido, en parte,
la culpabilidad del prevenido, si este hubiera afirmado haber
visto al peatón a una distancia de veinte metros; que el ar-
tículo 101 de la Ley No. 241 Establece que todo peatón cederá
el paso a todo vehículo que transite por dicha vía y que
ningún peatón podrá abandonar brusca o rápidamente la
acera por donde transite, pero que el prevenido no observó
estas disposiciones e incurrió en falta, lo que tampoco
ponderó la Corte a-qua, por lo cual la sentencia es nula; pero,

Considerando, que en lo que respecta a los alegatos de la
letra a), aunque en la sentencia impugnada consta que en la
deposición del recurrido aparece haber expresado que había
visto el vehículo y a la vez que no lo vio, esta contradicción no •
incide en la determinación de la culpabilidad del prevenido,
puesto que los hechos y circunstancias en que se produce el
accidente, como se expondrá más adelante al examinar dicha
sentencia, demuestran que el cuadro de la responsabilidad de
la prevenicón podía ser definida, como lo ha apreciado la
Corte a-qua, sin que la circunstancia señalada pudiera influir
de un modo diferente en la solución de la causa como fue
juzgado;

Considerando, que, respecte a los alegatos de la letra "b",
el examen de la sentencia pone de manifiesto que la Corte a-
gua, mediante la ponderación de los elementos de juicios

aportados en la instrucción de la causa dio por establecido lo
siguiente: a) que el 18 de enero de 1978, siendo las tres de la
tarde, mientras José A. Ruiz, transitaba conduciendo el
vehículo placa No. 512-249, de su propiedad, asegurado con
Cía. de Seguros Pepín, S.A., con póliza No. A-27195, por la
calle Pedro Livio Cedeño, de Este a Oeste, de esta ciudad, al
llegar a la intersección con la avenida Duarte, atropelló a Julio
Manuel Vallejo Merán. en el momento en que este trataba de
cruzar a p ie la última vía: W que Julio Manuel Vallejo Meran
recibió a consecuencia de este accidente lesiones corporales
que curaron después de los 45 v antes de 60 días: c) que este
accidente se debió a la im prudencia cometida por el preveni-
do al conducir el vehículo en forma descuidada v temeraria,
pues no obstante haber visto la víctima a veinte metros, en el
momento en que se disponía a cruzar la vía, no detuvo la
marcha, sino que hizo un giro y le dio al recurrido atro-
pellándolo,

Considerando, que per lo expuesto se advierte que la
sentencia impugnada contiene una relación completa de los
hechos y motivos suficientes y pertinentes, que han per-
mitido a esta Corte verificar que ella ha hecho una correcta
aplicación de la ley; por lo que los medios del recurso carecen
de fundamentos y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido José A. Ruiz el delito de golpes y heri-
das por imprudencia. causados con el manejo de un vehículo
de motor y previsto por el artículo 49 de la ley No. 241 de
1967, Sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por la letra c
del mismo artículo con prisión de 6 meses a 2 años y multa de
RDS100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad
para dedicarse a su trabajo durare 20 o más días, como
ocurrió en la especie; que al condenar a dicho prevenido a
una multa de RDS20.00, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido José A. Ruiz había
ocasionado a la parte civil constituida, José Manuel Vallejo
Merán, daños materiales y morales, cuyo monto apreció so-
beranamente en RDS1,000.00; que al condenar a dicho pre-
venido y propietario del vehículo al pago de esta suma, en fa-
vor de la citada parte civil, más los intereses legales, a título
de indemnización y declararla oponible, a la Compañía
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oponible a la Compañia de Seguros Pepin, S.A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios: Primer Medio:.
Desnaturalización del testimonio; Falta de base legal;
Insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Violación del -
Ordinal Cuarto del párrafo primero del artículo 49 de la Ley
No. 241, sobre Tránsito y Vehículos, por inaplicación del
artículo 101 y sus Ordinales correspondientes, del citado
instrumento legal;

Considerando, que los recurrentes en sus dos medios
reunidos alegan, en síntesis, a) que el agraviado incurrió en
contradicción, pues en una parte declaró "en ningún
momento ví el vehículo, si lo veo no cruzo" y en otra, "yo vi el
vehículo pero segur, lo que de haber sido tenido en cuenta
por la Corte a-qua la pena del conductor y la indemnización
acordada hubieran sido rebajada, lo que equivale a una falta
de motivos; b) que dicha Corte pudo haber retenido, en parte,
la culpabilidad del prevenido, si este hubiera afirmado haber
visto al peatón a una distancia de veinte metros; que el ar-
tículo 101 de la Ley No. 241 Establece que todo peatón cederá
el paso a todo vehículo que transite por dicha vía y que
ningún peatón podrá abandonar brusca o rápidamente la
acera por donde transite, pero que el prevenido no observó
estas disposiciones e incurrió en falta, lo que tampoco
ponderó la Corte a-qua, por lo cual la sentencia es nula; pero,

Considerando, que en lo que respecta a los alegatos de la
letra a), aunque en la sentencia impugnada consta que en la
deposición del recurrido aparece haber expresado que había
visto el vehículo y a la vez que no lo vio, esta contradicción no •
incide en la determinación de la culpabilidad del prevenido,
puesto que los hechos y circunstancias en que se produce el
accidente, como se expondrá más adelante al examinar dicha
sentencia, demuestran que el cuadro de la responsabilidad de
la prevenicón podía ser definida, como lo ha apreciado la
Corte a-qua, sin que la circunstancia señalada pudiera influir
de un modo diferente en la solución de la causa como fue
juzgado;

Considerando, que, respecte a los alegatos de la letra "b",
el examen de la sentencia pone de manifiesto que la Corte a-
gua, mediante la ponderación de los elementos de juicios
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aportados en la instrucción de la causa dio por establecido lo
siguiente: a) que el 18 de enero de 1978, siendo las tres de la
tarde, mientras José A. Ruiz, transitaba conduciendo el
vehículo placa No. 512-249, de su propiedad, asegurado con
Cía. de Seguros Pepin, S.A., con póliza No. A-27195, por la
calle Pedro Livio Cedeño, de Este a Oeste, de esta ciudad, al
llegar a la intersección con la avenida Duarte, atropelló a Julio
Manuel Vallejo Merán. en el momento en que este trataba de
cruzar a oie la última vía: bi que Julio Manuel Vallejo Meran
recibió a consecuencia de este accidente lesiones corporales
que curaron después de los 45 y antes de 60 días: c) que este
accidente se amó a la imprudencia cometida por el preveni-
do al conducir el vehículo en forma descuidada y temeraria,
pues no obstante haber visto la víctima a veinte metros, en el
momento en que se disponía a cruzar la vía, no detuvo la
marcha, sino que hizo un giro y le dio al recurrido atro-
pellándolo,

Considerando, que per lo expuesto se advierte que la
sentencia impugnada contiene una relación completa de los
hechos y motivos suficientes y pertinentes, que han per-
mitido a esta Corte verificar que ella ha hecho una correcta
aplicación de la ley; por lo que los medios del recurso carecen
de fundamentos y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido José A. Ruiz el delito de golpes y heri-
das por imprudencia. causados con el manejo de un vehículo
de motor y previsto por el artículo 49 de la ley No. 241 de
1967, Sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por la letra c
del mismo artículo con prisión de 6 meses a 2 años y multa de
RDS100.00 a RDS500.00, si la enfermedad o imposibilidad
para dedicarse a su trabajo durare 20 o más días, como
ocurrió en la especie; que al condenar a dicho prevenido a
una multa de RDS20.00, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido José A. Ruiz había
ocasionado a la parte civil constituida, José Manuel Vallejo
Merán, daños materiales y morales, cuyo monto apreció so-
beranamente en RDS1,000.00; que al condenar a dicho pre-
venido y propietario del vehículo al pago de esta suma, en fa-
vor de la citada parte civil, más los intereses legales, a título
de indemnización y declararla oponible, a la Compañía
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aseguradora, Seguros Pepín, S.A., la Corte a-qua aplicó
correctamente el artículo 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada, en
los demás aspectos, en lo que interesa al prevenido. no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
José Manuel Vallejo Merán, en los recursos de casación
interpuestos por José A. Ruiz Merán, en los recursos de
casación interpuestos por José A. Ruiz y Cía. de Seguros
Pepín, S.A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 29 de febrero de 1980, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo:
Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condena
al prevenido José A. Ruiz al pago de las costas, distrayendo
las civiles en provecho del Dr. César Augusto Medina, abo-
gado del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte.

'FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.. Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTEN C I A DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 19

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 25 de noviembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Tomás Aquino Cabrera, Quezada Industrial
y io Marcos S. Almonte y Cia. de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Rafael L. Márquez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombro de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Tomás
Aquino Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 30283, serie 56, domiciliado en la calle Núñez de
Cáceres No. 32, barrio Simón Bolívar de esta ciudad, Queza-
da Industrial y/o Marcos S. Almonte, Luis Felipe Martínez y
Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 25 de no-
viembre de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la



2194
	

BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 2195

aseguradora, Seguros Pepín, S.A., la Corte a-qua aplicó
correctamente el artículo 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada, en
los demás aspectos, en lo que interesa al prevenido, no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero : Admite como interviniente a
José Manuel Vallejo Merán, en los recursos de casación
interpuestos por José A. Ruiz Merán, en los recursos de
casación interpuestos por José A. Ruiz y Cía. de Seguros
Pepín, S.A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 29 de febrero de 1980, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo:
Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condena
al prevenido José A. Ruiz al pago de las costas, distrayendo
las civiles en provecho del Dr. César Augusto Medina, abo-
gado del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 19

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 25 de noviembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Tomás Aquino Cabrera, Quezada Industrial
y/o Marcos S. Almonte y Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Rafael L. Márquez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Tomás
Aquino Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 30283, serie 56, domiciliado en la calle Núñez de
Cáceres No. 32, barrio Simón Bolívar de esta ciudad, Queza-
da I ndustrial y/o Marcos S. Almonte, Luis Felipe Martínez y
Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 25 de no-
viembre de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la



BOLETIN JUDICIAI

Secretaría de la Corte a-qua, el 23 de diciembre de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Juan Jorge Chaím Turna, cé-
dula No. 10561, serie 25, en la cual no se propone contra la
sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes suscritc
por su abogado Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811,
serie 54, en el que se proponen contra la sentencia im-
pugnada, los medios que luego se indican;

Visto el auto dictado en fecha 10 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por el cual llama al
Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribunal,
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 	 .

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
ira. Instancia del Distrito Nacional, dictó, en sus atribuciones
correccionales, el 18 de junio de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada	 en

casación, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Víctor
Cedeño, en fecha 4 de agosto de 1976, a nombre y
representación del señor Rafael Justiniano Sánchez, contra
sentencia de fecha 18 de junio de 1975, dictada por la Sép-
tima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el
nombrado Tomás Aquino Cabrera, de generales anotadas,
prevenido de violar la Ley No. 241, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante citación legal y en consecuencia se
le condena a Quince Pesos Oro (RDS15.00) de multa,
acogiendo a su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
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. Que debe condenar y lo condena al pago de las costas
TOP penales'.- Por haber sido hecho de acuerdo con las for-

malidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia
el defecto contra Tomás Aquino Cabrera Bonilla, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente citado;
TERCERO: Modifica la sentencia recurrida en el sentido de
declarar buena y válida la constitución en parte civil hecha
poi el señor Rafael Justiniano Sánchez, contra Luis Felipe
Martínez ylo Quezada Industrial, Marcos S. Almonte y en .
oponibilidad a la Compañia de Seguros Pepín, S.A., en sus
calidades de propietario del vehículo placa No. 29958 y
persona civilmente responsable, el primero, y de entidad
aseguradora del vehículo la segunda y en consecuencia
condena al señor Luis Felipe Martínez y/o Quezada Industrial,
Marcos S. Almonte, en su calidad expresada, al pago de la
suma de Cinco Mil Pesos Oro (RDS5,000.00) en favor del se-
ñor Rafael Justiciano, como justa indemnización por los da-
ños morales y materiales sufridos por él a consecuencia del
accidente, más al pago de los intereses legales de la suma
acordada, a título de indemnización complementaria a partir
de la fecha de la demanda en justicia; CUARTO: Condena a
Luis Felipe Martínez y/o Quezada Industrial-Marcos S. Al-
monte, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Ores. Víctor Livio Cedefio y
Porfirio Hernández Quezada, quienes afirman haberles avan-
,ado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros Pepfn,
S.A , en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes se han
limitado a alegar contra la sentencia impugnada lo siguiente:
Falta de base legal, falta de motivos y violación a la Ley No.
241 de 1967, y por no existir, en dicho fallo, una relación de
los hechos en que fundó su religión sobre la aplicación de la
ley, todo lo cual ha dejado a la Suprema Corte de Justicia en
la imposibilidad de determinar si la ley en la especie, ha sido
bien o mal aplicada; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que para declarar al prevenido único culpable del
accidente, y fallar como lo hizo, la Corte a-gua dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente aportados en la instrucción de la
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Secretaría de la Corte a-qua, el 23 de diciembre de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Juan Jorge Chalm Turna, cé-
dula No. 10561, serie 25, en la cual no se propone contra la
sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes suscritc
por su abogado Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811,
serie 54, en el que se proponen contra la sentencia im-
pugnada, los medios que luego se indican;

Visto el auto dictado en fecha 10 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D..Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por el cual llama al
Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribunal,
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 	 .

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
ira. Instancia del Distrito Nacional, dictó, en sus atribuciones
correccionales, el 18 de junio de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada	 en

casación, cuyo dispositivo es el siguiente: TALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Víctor
Cedeño, en fecha 4 de agosto de 1976, a nombre y
representación del señor Rafael Justiniano Sánchez, contra
sentencia de fecha 18 de junio de 1975, dictada por la Sép-
tima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el
nombrado Tomás Aquino Cabrera, de generales anotadas,
prevenido de violar la Ley No. 241, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante citación legal y en consecuencia se
le condena a Quince Pesos Oro (RDS15.00) de multa,
acogiendo a su favor circunstancias atenuantes; Segundo:

. Que debe condenar y lo condena al pago de las costas
penales'.- Por haber sido hecho de acuerdo con las for-
malidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia
el defecto contra Tomás Aquino Cabrera Bonilla, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente citado;
TERCERO: Modifica la sentencia recurrida en el sentido de
declarar buena y válida la constitución en parte civil hecha
poi el señor Rafael Justiniano Sánchez, contra Luis Felipe
Martínez y/o Quezada Industrial, Marcos S. Almonte y en
pponibilidad a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en sus
calidades de propietario del vehículo placa No. 29958 y
peisona civilmente responsable, el primero, y de entidad
aseguradora del vehículo la segunda y en consecuencia
condena al señor Luis Felipe Martínez y/o Quezada Industrial,
Marcos S. Almonte, en su calidad expresada, al pago de la
suma de Cinco Mil Pesos Oro (RDS5,000.00) en favor del se-
ñor Rafael Justiciano, como justa indemnización por los da-
ilos morales y materiales sufridos por él a consecuencia del
accidente, más al pago de los intereses legales de la suma
acordada, a título de indemnización complementaria a partir
de la fecha de la demanda en justicia; CUARTO: Condena a
Luis Felipe Martínez y/o Quezada Industrial-Marcos S. Al-
monte, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Ores. Víctor Livio Ceden° y
Porfirio Hernández Quezada, quienes afirman haberlas Javan-
/acto en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A , en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes se han
limitado a alegar contra la sentencia impugnada lo siguiente:
Falta de base legal, falta de motivos y violación a la ley No.
241 de 1967, y por no existir, en dicho fallo, una relación de
los hechos en que fundó su religión sobre la aplicación de la
ley, todo lo cual ha dejado a la Suprema Corte de Justicia en
la imposibilidad de determinar si la ley en la especie, ha sido
bien o mal aplicada; pero.

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que para declarar al prevenido único culpable del
accidente, y fallar como lo hizo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente aportados en la instrucción de la
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causa, los siguientes hechos: a) que en horas de la mañana
del 27 de enero de 1975, mientras el prevenido conducía la
motocicleta placa No. 29-598 en dirección Sur-Norte por la
calle Moca de esta ciudad, casi al llegar a la intersecció n con

la calle Nicolás de Ovando, atropelló a Rafael Justiniano
Sánchez, que en ese momento estaba cruzando la calle

Moca; b) que a consecuenc ia de ese hecho, Rafael Justiniano

Sánchez resultó con lesiones corporales que curaron en un
año; c) que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido
recurrente quien no detuvo su vehículo al llegar a la in-
tersección con la calle Nicolás de Ovando y se lanzó a cruzar
esa vía sin advertir la presenc i a del peatón Rafael Justiniano
Sánchez quien, como ya se ha dicho, trataba de cruzar la
calle Moca por donde transitaba el prevenido;

Consideran do, que como se advierte, los motivos antes
expuestos que son suficientes y pertinentes justifican el
dispositivo de la sentencia impugnada; además, la indicada
sentencia contiene una relación completa de los hechos y

circunstanc i as de la causa que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia, como Corte de Casación, verificar que en la
especie se hizo una correcta aplicación de la ley a los hechos
debidamente comprobados por los Jueces del fondo, tanto
en el aspecto penal, como en lo concerniente a las con-
denaciones civiles, como se verá más adelante; que, por tanto
los medios que se examinan carecen de fundamento y deben

ser desestimados;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas

por imprudenc ia causados con el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967 y sancionado por la letra cl de dicho texto legal
con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pesos, si

la enfermeda d del lesionado durare más de 20 días como
ocurrió en la especie; que, la Corte a-qua al condenar al pre-
venido al pago de una multa de $15.00 pesos, acogiendo
circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustata ad la

ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del preven i do recurrente había causa-
do a Rafael Justiniano Sánchez, persona constituida en parte
civil, daños y perjuicios materiales y morales cuyo monto eva-
luó en la suma de cinco mil pesos; que al condena r a Luis
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Felipe Martínez, y/o Quezada I ndustrial-Marcos S. Almonte,
personas puestas en causa como civilmente responsables al
pago de esa suma más los intereses legales de la misma, a tí-
tulo de indemnización a favor de la parte civil constituida, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del
Código Civil, y al declarar oponibles a la Seguros Pepín, S.A.,
tales condenaciones, hizo también una adecuada aplicación
de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que no procede estatuir acerca de las costas
civiles en razón de que la parte adversa no ha hecho pe-
dimento alguno al respecto;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Tomás Aquino Cabrera, Luis Felipe
Martínez, y/o Quezada Industrial, Marcos S. Almonte y Cía.
de Seguros Pepin, S.A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de A pelación de
Santo Domingo, el 25 de noviembre de 1980, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido recurrente Tomás Aquino Cabrera al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamientc, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (FD0.1: Miguel Jacobo.-
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causa, los siguientes hechos: a) que en horas de la mañana
del 27 de enero de 1975, mientras el prevenido conducía la
motocicleta placa No. 29-598 en dirección Sur-Norte por la
calle Moca de esta ciudad, casi al llegar a la intersección con
la calle Nicolás de Ovando, atropelló a Rafael Justiniano
Sánchez, que en ese momento estaba cruzando la calle
Moca; b) que a consecuencia de ese hecho, Rafael Justiniano
Sánchez resultó con lesiones corporales que curaron en un
año; cl que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido
recurrente quien no detuvo su vehículo al llegar a la in-
tersección con la calle Nicolás de Ovando y se lanzó a cruzar
esa vía sin advertir la presencia del peatón Rafael Justiniano
Sánchez quien, como ya se ha dicho, trataba de cruzar la
calle Moca por donde transitaba el prevenido;

Considerando, que como se advierte, los motivos antes
expuestos que son suficientes y pertinentes justifican el
dispositivo de la sentencia impugnada; además, la indicada
sentencia contiene una relación completa de los hechos y
circunstancias de la causa que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia, como Corte de Casación, verificar que en la
especie se hizo una correcta aplicación de la ley a los hechos
debidamente comprobados por los Jueces del fondo, tanto
en el aspecto penal, como en lo concerniente a las con-
denaciones civiles, como se verá más adelante; que, por tanto
los medios que se examinan carecen de fundamento y deben

ser desestimados;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia causados con el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967 y sancionado por la letra c) de dicho texto legal
con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pesos, si
la enfermedad del lesionado durare más de 20 días como
ocurrió en la especie; que, la Corte a-qua al condenar al pre-
venido al pago de una multa de $15.00 pesos, acogiendo
circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustata a la

ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido recurrente había causa-
do a Rafael Justiniano Sánchez, persona constituida en parte
civil, daños y perjuicios materiales y morales cuyo monto eva-
luó en la suma de cinco mil pesos; que al condenar a Luis
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Felipe Martínez, y/o Quezada Industrial-Marcos S. Almonte,
persdhas puestas en causa como civilmente responsables al
pago de esa suma más los intereses legales de la misma, a tí-
tulo de indemnización a favor de la parte civil constituida, la
Corte a-gua hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del
Código Civil, y al declarar oponibles a la Seguros Pepín, S.A.,
tales condenaciones, hizo también una adecuada aplicación
de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que no procede estatuir acerca de las costas
civiles en razón de que la parte adversa no ha hecho pe-
dimento alguno al respecto;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Tomás Aquino Cabrera, Luis Felipe
Martínez, y/o Quezada Industrial, Marcos S. Almonte y Cía.
de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 25 de noviembre de 1980, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido recurrente Tomás Aquino Cabrera al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.•

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamientc, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en el expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 20

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fco. de
Macorís, de fecha 28 de julio de 1978.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Juan Padilla P., Ginette Bournigal de
Jiménez y Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120 de la Restauración, dicta en audiencia-
púbrica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan Pa-
dilla Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-
dula No. 148618, serie 1ra., domiciliado en la ciudad de San
Francisco de Macorís. Ginnette Bournigal de Jiménez,
dorninicana, mayor de edad, domiciliada en la Av. de los
Mártires No. 18 de la ciudad de San Fracisco de Macorís, y
Cía. de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la ciudad
de Santiago, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís el 28 de julio de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante,

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 8 de septiembre de 1978, a re-
quenmiento del abogado Dr. Ezeauiel González, cédula No.

6257, serie 64, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada ningún medio

4
eel aiónu;

v	
to dictado en fecha 9 de agosto del corriente año

	

,	 di9e cisas3.

ts°paor el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-

.

dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
íntegra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y

	

,	 fallo del recu rso de casación de que se trata, de conformidad
I1r con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;,.:

La Suprema Cor-te de Justicia, depsués de haber deli-
r

berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos; y 1,37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

	

1	 documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Salcedo, dictó en sus atribuciones
correccionales, el 23 de agosto de 1977, una sentencia cuyo

	

i	 dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra ese fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada,	 cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto por el Lic. Fermín Marte Díaz, a nombre y

	

,	 representación del prevenido Juan Padilla Paulino, de la
persona civilmente responsable Ginnette Bournigal de
Jiménez y de la compañía aseguradora Seguros Pepín. S.A.,
por ajustarse a las normas procesales, contra sentencia
correccional número 449 dictada en fecha 23 de agosto de
1977 por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 'PrImero: Se
pronuncia el defecto en contra del prevenido Juan Padilla
Paulino por no haber com parecido a la auchencia no obstante
estar legalmente citado: Segundo: Se declara al prevenido
Juan Padilla Paulino, cuipable de vtoiar ei aniculo 49 letra cl
de la Ley No. 241, en perjuicio del menor Oscar González y en
consecuencia se condena a suf nr la pena de dos meses de
Prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 20

Sentencia impug nada: Corte de Apelación de San Fco. de
Macorís, de fecha 28 de julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Juan Padilla P., Ginette Bournigal de
Jiménez y Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120 de la Restauración, dicta en audiencia •
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan Pa-
dilla Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-
dula No. 148618, serie 1ra., domiciliado en la ciudad de San
Francisco de Macorís. Ginnette Bournigal de Jiménez,
dominicana, mayor de edad, domiciliada en la Av. de los
Mánires No. 18 de la ciudad de San Fracisco de Macorís, y
Cía. de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la ciudad
de Santiago, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís el 28 de julio de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaria de la Corte a-qua, el 8 de septiembre de 1978, a re-
querimiento del abogado Dr. Ezeauiel González, cédula No.

8257, serie 64, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada ningún medio
de casación;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presii
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, depsués de haber deli-
berada y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos; y 1,37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Salcedo, dictó en sus atribuciones
correccionales, el 23 de agosto de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra ese fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto por el Lic. Fermín Marte Díaz, a nombre y
representación del prevenido Juan Padilla Paulino, de la
persona civilmente responsable Ginnette Bournigal de
Jiménez y de la compañía aseguradora Seguros Pepín, S.A.,
por ajustarse a las normas procesales, contra sentencia
correccional número 449 dictada en fecha 23 de agosto de
1977 por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Se
pronuncia el defecto en contra del prevenido Juan Padilla
Paulino por no haber com parecido a la audiencia no obstante
estar legalmente citado; Segundo: Se deciara al prevenido
Juan Padilla Paulino, cuipable de violar el artícuio 49 ietra c)
de la Ley No. 241, en perjuicio del menor Oscar González y en
consecuencia se condena a sufrir la pena ae dos meses de
orisiOn correccional, acogiendo en su tavor circunstancias
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atenuantes; se condena además al pago de las costas pena,
les; Tercero: Se declara regular y válida en la forma y en ei
fondo la constitución en parte civil hecha por el Dr. R. Bien-
venido Amaro, a nombre y representación de la señora Ana
Rita Báez y como tutora legal de su hijo menor Oscar Santos
Báez (a) Oscar González, en contra del prevenido Juan Padilla
Paulino, de su comitente, señora Ginnette Bournigal de
Jiménez, y contra la compañía aseguradora "Seguros Pepín,
S.A.", por ser procedentes y bien fundadas; Cuarto: Se

% condena al prevenido solidariamente con su comitente se-
ñora Ginnette Bournigal de Jiménez al pago de una in-
demnización de RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) a favor de
la parte civil constituida como justa reparación por los daños
morales y materiales por ellos sufridos a consecuencia del
accidente; más los intereses legales de dicha suma a partir de
la demanda en justicia y a título de indemnización com-
plementaria; Quinto: Se condena al prevenido Juan Padilla
Paulino solidariamente con su comitente señora Ginnette
Bournigal de Jiménez, al pago de las costas civiles de la litis,
ordenando la distracción de las mismas en favor del Dr.
Ramón Bienvenido amaro, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte; Sexto: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a
la compañía nacional de seguros, Seguros Pepin, S.A., en
virtud de las Leyes Nos. 4117 y 126 sobre Seguros Privados;
'SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Juan
Padilla Paulino por no haber comparecido no obstante estar
legalmente citado; TERCERO: Modifica el Ordinal Cuarto de
la sentencia apelada en cuanto a la indemnización acordada y
la Cone obrando por propia autoridad la fija en la suma de Un
Mil Quinientos Pesos Oro (RDS1,500.00); CUARTO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales del presente recurso y conjunta y solidariamente con
la persona civilmente responsable al pago de las costas ci•
viles, ordenando su distracción en favor del Dr. R. Bienvenido
Amaro, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; SEXTO: Declara la presente sentencia en st_
aspecto civil, común, ejecutoria y oponible contra la com
pañía aseguradora Seguros Pepín, S.A., en virtud de la Ley
No. 4117";

Considerando, que ni Ginnette Bournigal de Jiménez,

persona puesta en causa como civilmente responsable, ni la
Cía. de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora puesta en
causa, han expuesto los medios en que fundan sus recursos,
como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación para todos los recurrentes que no
sean condenados penalmente; que en consecuencia dichos
recursos son nulos, por lo cual se procederá a examinar el
recurso del prevenido;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente y fallar como
lo hizo, dio por establecidos mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente aportados en la
instrucción de la causa, los siguientes hechos: a) que siendo
aproximadamente las 8:30 de la noche del 24 de febrero de
1977, mientras el automóvil placa No. 141-826 conducido por
el prevenido Juan Padilla Paulino transitaba de Oeste a Este
por la carretera que conduce de Tenares a San Francisco de
Macorís, al Ilegar al puente de Arroyo Caña, atropelló al niño
Oscar González, de 6 años de edad; b) las lesiones corporales
sufridas por el menor curaron después de 60 días; c) que el
hecho se debió a la imprudencia del prevenido quien transi-
taba a una velocidad inmoderada, cerca de la entrada de un
puente, desviando su vehIculo demasiado hacia su derecha al
extremo de que atropell6 al referido menor que se encontraba
junto a su madres, en una especie de acera de cemento que
existía en el referido lado derecho;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con el manejo o conducción de
un vehículo de motor, previsto por el articulo 49 de la Ley No.
241 de 1967 y sancionado por el párrafo c) de dicho texto
legal con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500
pesos si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare
20 días o más, como ocurrió en la especie; que, en
consecuencia, la Corte a-qua al condenar a dicho prevenido
a dos meses de prisión, acogiendo circunstancias atenuantes,
le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurrente
había causado a Ana Rita Báez, parte civil constituida en su
calidad de madre del menor atropellado, daños y perjuicios,
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atenuantes; se condena además al pago de las costas pena•
les; Tercero: Se declara regular y válida en la forma y en el
fondo la constitución en parte civil hecha por el Dr. R. Bien-
venido Amaro, a nombre y representación de la señora Ana
Rita Báez y como tutora legal de su hijo menor Oscar Santos
Báez (a) Oscar González, en contra del prevenido Juan Padilla
Paulino, de su comitente, señora Ginnette Bournigal de
Jiménez, y contra la compañía aseguradora "Seguros Pepfn,
S.A.", por ser procedentes y bien fundadas; Cuarto: Se

• condena al prevenido solidariamente con su comitente se-
ñora Ginnette Bournigal de Jiménez al pago de una in-
demnización de RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) a favor de
la parte civil constituida como justa reparación por los daños
morales y materiales por ellos sufridos a consecuencia del
accidente; más los intereses legales de dicha suma a panir de
la demanda en justicia y a título de indemnización com-
plementaria; Quinto: Se condena al prevenido Juan Padilla
Paulino solidariamente con su comitente señora Ginnette
Bournigal de Jiménez, al pago de las costas civiles de la litis,
ordenando la distracción de las mismas en favor del Dr.
Ramón Bienvenido amaro, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte; Sexto: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a
la compañía nacional de seguros, Seguros Pepin, S.A., en
virtud de las Leyes Nos. 4117 y 126 sobre Seguros Privados;
'SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Juan
Padilla Paulino por no haber comparecido no obstante estar
legalmente citado; TERCERO: Modifica el Ordinal Cuarto de
la sentencia apelada en cuanto a la indemnización acordada y
la Corte obrando por propia autoridad la fija en la suma de 1.1n
Mil Ouinientos Pesos Oro (RDS1,500.00); CUARTO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales del presente recurso y conjunta y solidariamente con
la persona civilmente responsable al pago de las costas ci•
viles, ordenando su distracción en favor del Dr. R. Bienvenido
Amaro, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; SEXTO: Declara la presente sentencia en sL
aspecto civil, común, ejecutoria y oponible contra la com
pañía aseguradora Seguros Pepín, S.A., en virtud de la ley
No. 4117';

Considerando, que ni Ginnette Bournigal de Jiménez,

persona puesta en causa como civilmente responsable ni la
Cía. de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora puesta en
causa, han expuesto los medios en que fundan sus recursos,
como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación para todos los recurrentes que no
sean condenados penalmente; que en consecuencia dichos
recursos son nulos, por lo cual se procederá a examinar el
recurso del prevenido;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente y fallar como
lo hizo, dio por establecidos mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente apor-tados en la
instrucción de la causa, los siguientes hechos: a) que siendo
aproximadamente las 8:30 de la noche del 24 de febrero de
1977, mientras el automóvil placa No. 141-826 conducido por
el prevenido Juan Padilla Paulino transitaba de Oeste a Este
por la carretera que conduce de Tenares a San Francisco de
Macorís, al Ilegar al puente de Arroyo Caña, atropelló al niño
Oscar González, de 6 años de edad; b) las lesiones corporales
sufridas por el menor curaron después de 60 días; c) que el
hecho se debió a la imprudencia del prevenido quien transi-
taba a una velocidad inmoderada, cerca de la entrada de un
puente, desviando su vehlculo demasiado hacia su derecha al
extremo de que atropelló al referido menor que se encontraba
junto a su madres, en una especie de acera de cemento que
existía en el referido lado derecho;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con el manejo o conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967 y sancionado por el párrafo c) de dicho texto
legal con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500
pesos si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare
20 días o más, como ocurrió en la especie; que, en
consecuencia, la Corte a-qua al condenar a dicho prevenido
a dos meses de prisión, acogiendo circunstancias atenuantes,
le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurrente
había causado a Ana Rita Báez, parte civil constituida en su
calidad de madre del menor atropellado, daños y perjuicios,
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materiales y morales, cuyo monto evaluó en Ia suma de
RDS1,500.00; que al condenar al prevenido al pago de esa
suma, más los intereses legales de la misma a titulo de in-
demnización en favor de la parte civil constituida, la Corte a-
qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que no da lugar a estatuir acerca de las
costas civiles en razón de que Ia parte adversa nO ha for-
mulado ningún pedimento al respecto;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Ginnette Bournigal de Jiménez y la
Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorfs, el 28 de julio de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso que contra la indicada sentencia ha in-
terpuesto el prevenido Juan Padilla Paulino, y lo condena al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ftores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dfa, mes y año en él expresados, y fue
firmar12, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

1i . i Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 23 de octubre de 1981.

pi

Recurrente (s): Secundino Durán de la Cruz y Cía Unión de
Seguros. C. por A.

Interviniente (s): Cristóbal Carmona Cruz.

Abogado (s): Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

• Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 ds agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Secundino
Durán de la Cruz, dominicano, mayor de edad, chofer, resi-
dente en la calle Respaldo México. No. 5. del sector de
Herrera, ciudad, cédula No. 10409, serie 50, y por la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio social en la AV.
27 de Febrero No. 263, de esta ciudad, contra la sentencia dic
tada el 23 de octubre de 1981, en sus atribuciones correccio
nales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
oositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído al Dr. Rafael Cornielle, en representación de la

doctora Irlanda María Obvero de Cornielle, cédula No. 12699,

Materia: Correccional.
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materiales y morales, cuyo monto evaluó en la suma de
RDS1,500.00; que al condenar al prevenido al pago de esa
suma, más los intereses legales de la misma a título de in-
demnización en favor de la parte civil constituida, la Corte a-
qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que no da lugar a estatuir acerca de las
costas civiles en razón de que la parte adversa nó ha for-
mulado ningún pedimento al respecto;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Ginnette Bournigal de Jiménez y la
Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorfs, el 28 de julio de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente tallo; Segundo:
Rechaza el recurso que contra la indicada sentencia ha in-
terpuesto el prevenido Juan Padilla Paulino, y lo condena al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmacta, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 21

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 23 de octubre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Secundino Durán de la Cruz y Cía Unión de
Seguros. C. por A.

Interviniente (s): Cristóbal Carmona Cruz.

Abogado (s): Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,

j	 asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
:t	audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,

Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto del 1983, años 140" de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pubIrca, como Cor-te de Casaci6n, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Secundino
Durán de la Cruz, dominicano, mayor de edad, chofer, resi-
dente en la calle Respaldo México. No 5. del sector de
Herrera, ciudad, cédula No. 10409, sene 50, y por la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio social en la AV.
27 de Febrero No. 263, de esta ciudad, contra la sentencia dic

'	 tada el 23 de octubre de 1981, en sus atribuciones correccio
nales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
oositivo se co pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael Cornielle, en representación de la

doctora Irlanda María Olivero de Cornielle, cédula No. 12699.
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serie 18, en la lectura de sus conclusiones en representación
del interviniente Cristóbal Carmona Cruz, raso P.N.,
dominicano, mayor de edad, soltero, residente en la -A"

Compañía de Operaciones Especiales de la Policía Nacional,
de esta ciudad, cédula No. 15347, serie 5;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 16 de no-
viembre de 1981, levantada en la Secretaría de la Corte a-
qua, a requerimiento del abogado Dr. Néstor Díaz Fernández,
cédula No. 4768, serie 20, actuando en representación de los
recurrentes;

Visto el escrito del interviniente del primero de octubre de
1982, sucrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
liama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-

bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciudad, en el
cual una persona resultó con lesiones corporales, la Séptima
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 17 de diciembre de 1980, dictó una sentencia, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a
la forma, el recurso de apelación interouesto, por el Dr. Néstor
Díaz Fernández, en fecha 23 de diciembre de 1980, a nombre
y representación del prevenido Secundino Durán de la Cruz,
de la persona civiimente responsable y la cornpañía de
seguros Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia de

fecha 17 de diciembre de 1980, dictada en sus atribuciones
correccio n a les por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Prime ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el pre-
venido Secundino Durán de la Cruz, de generales ignoradas,
pOf no haber comparecido no obstante estar legalmente ci-
tado y se le declara culpable de haber violado el artículo 49 de
la Ley No. 241, y se condena a un (1) año de prisión
correccional y quinientos pesos oro (RDS500.00) de multa y al
pago de las costas penales; Segundo: Se declara buena y
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil,
intentada por el señor Cristóbal Carmona Cruz, raso P.N., a
través de su abogado Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle,
por haber sido hecho conforme a la ley y en cuanto al fondo,
condena al señor Secundino Durán de la Cruz, en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable al
pago solidario de la suma de cinco mil pesos oro
(RDS5,000.00) a favor de Cristóbal Carmona Cruz, como ¡usta
reparación por los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por él a consecuencia de este accidente, más
Ios intereses morales de dicha suma, a partir de la demanda y
hasta la total ejecución de la sentencia a título de in-
demnización complementaria; Tercero: Se condena al señor
Secundino Durán de la Cruz, en sus calidades antes se-
ñaladas al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho de la Dra. Irlanda Marfa Olivero de
Cornielle, abogado de la pane civil constituida, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; Octavo: Ordena que esta
sentencia sea oponible en todas sus consecuencias legales a
la compañia de seguros Unión de Seguros. C por A.. entidad
asegu radora del vehículo causante del accidene de que se
rata	 Por haber sido hecho conforme a las formalidades

(agales; SEGU NDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto
contra el prevenido Secundino Durán de la Cruz, por no ha-
ber comparecido a la audiencia no obstante haber sido
kgal mente citado: TERCERO: Confirma en.todas sus partes
la sentencia apelada, por ser justa y reposar sobre prueba
10981 ; CUARTO. Condena al nombrado Secundino Durán de
la Cruz,	 en su doble calidad de prevenido y persona ci-
vIl mente responsabie, al pago de las costas penales y civiles,
con distracción de las últimas en provecho de la Dra. Irlanda
María Olivero de Cornielle, abogado de la parte civil cons-



'111Pr
2206	 BOLETIN JUDICIAI, BOLETIN JUDICIAL	 2207

serie 18, en la lectura de sus conclusiones en representación
del interviniente Cristóbal Carmona Cruz, raso P.N.,
dominicano, mayor de edad, soltero, residente en la "A"
Compañía de Operaciones Especiales de la Policía Nacional,
de esta ciudad, cédula No. 15347, serie 5;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 16 de no-
viembre de 1981, levantada en la Secretaría de la Corte a-
qua, a requerimiento del abogado Dr. Néstor Díaz Fernández,
cédula No. 4768, serie 20, actuando en representación de los
recurrentes;

Visto el escrito del interviniente del primero de octubre de
1982, sucrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
Ilama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-

bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta al que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciudad, en el
cual una persona resultó con lesiones corporales, la Séptima
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 17 de diciembre de 1980, dictó una sentencia, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a
Ia forma, el recurso de apelación interouesto, por el Dr. Néstor
Díaz Fernández, en fecha 23 de diciembre de 1980, a nombre
y representación del prevenido Secundino Durán de la Cruz,
de la persona civernente responsable y la compañía de
seguros Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia de

fecha 17 de diciembre de 1980, dictada en sus atribuciones
correccion a les por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Prirne ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: *Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el pre-
venido Secundino Durán de la Cruz, de generales ignoradas,
por no haber comparecido no obstante estar legalmente ci-
tado y se le declara culpable de haber violado el anículo 49 de
la Ley No. 241, y se condena a un (1) año de prisión
correccional y quinientos pesos oro (RDS500.00) de multa y al
pago de las costas penales; Segundo: Se declara buena y
válida en cuanto a la forma la constitucián en pane civil,
intentada por el señor Cristóbal Carmona Cruz, raso P.N., a
través de su abogado Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle,
por haber sido hecho conforme a la ley y en cuanto al fondo,
condena al señor Secundino Durán de la Cruz, en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable al
pago	 solidario de la suma de cinco mil pesos oro
IRDS5,000.00) a favor de Cristóbal Carmona Cruz, como ¡usta
reparación por los daños y perjuicios rrorales y materiales
experimentados por él a consecuencia de este accidente, más
los intereses morales de dicha suma, a partir de la demanda y
hasta la total ejecución de la sentencia a título de in-
demnización complementaria; Tercero: Se condena al señor
Secundino Durán de la Cruz, en sus calidades antes se-
ñaladas al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho de la Dra. Irlanda María Olivero de
Cornielle, abogado de la pane civil constituida, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; Octavo: Ordena que esta
sentencia sea oponible en todas sus consecuencias legales a
la compañia de seguros Unión de Seguros. C por A.. entidad
asegu radora del vehículo causante del accidene de que se
.rata	 Por haber sido hecho conforme a las formalidades
lagales; SEGU NDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto
contra el prevenido Secundino Durán de la Cruz, por no ha-
ber comparecido a la audiencia no obstante haber sido
legalmente citado: TERCERO: Confirma en.todas sus panes
la sentencia apeiada, por ser justa y reposar sobre prueba
le9al ; CUARTO. Condena al nombrado Secundino Durán de
la Cruz, en su doble calidad de provenido y persona ci-
vIl mente responsable, al pago de las costas penales y civiles,
con di stracción de las últimas en provecho de la Dra. Irlanda
Marla Olivero de Cornielle, abogado de la pane civil cons-
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tituida, quien afirma haberlas avanzado en su totoliciad;
QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia,
contra la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que la recurrente Cía. de Seguros.
C. por A., ni al momento de interponer su recurso de casa-
ción, ni posteriormente, indica los medios en que los funda-
menta, lo que exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, para las partes no conde-
nadas penalmente, por lo cual el recurso de la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., debe ser declarado nulo,

Considerando, en lo concerniente al recurso del prevenido,
que la Corte a-qua, para condenar a dicho prevenido y fallar
como lo hizo, mediante la ponderaci6n de los elementos de
juicio, regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido lo siguiente: a) que el 22 de junio
de 1980, en horas del medio día, mientras el prevenido
Secundino Durán de la Cruz, conducía de Norte a Sur, la
camioneta de su propiedad por la calle Isabel Aguiar del
sector de Herrera, D.N., al Ilegar a la esquina de la calle El Sol
del mismo sector, atropellb a Cristóbal Carmona de la Cruz,
quien caminaba por la acera; b) que del accidente, el agra-
viado resultó con golpes y heridas que curaron a los 8 meses;
cl que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido
recurrente que transitaba a exceso de velocidad, se desvió a
su derecha, subió a la acera y atropelló a la víctima;

Considerando, que los hechos asf establecidos cons-
tituyen, a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por
imprudencia, previsto por el artículo 49 de la ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra c) de
dicho texto legal, con prisión de seis meses a dos afios y
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para su trabajo durare veinte días o más como
ocurrió en la especie; que al condenar la Corte a-qua,
confirmando, en su aspecto penal, la sentencia del Juez de
Primer Grado, a un año de prisión y a pagar quinientos pesos
de multa, hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado daños y
perjuicios materiales y morales a la víctima, que evaluó en
cinco mil pesos; que al condenar a dicho prevenido al pago de

la suma señalada y al de los intereses legales, a partir de la
demanda, a tftulo de indemnización en provecho de
Secund ino Durán de la Cruz, parte civil constituida, hizo una
correcta aplicaciárt del artículo 1383 del Código Civil; y del 1 y
.13 de la Ley N. : . 4117 de 1355, sobre Seguro - Obligatorio de
Vehículos de Motor al hacerla oponible a la Cía. Unión de
scguros, C. por A.;

Gonsiderando, que examinada en sus demás aspectos, la
impugnada, en lo concerniente al prevenido, no

ccntiene vicio que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a

Gristábal Carmona Cruz, en los recursos de casación in-
2terpuestos por Secundino Durán de la Cruz y por la Cía.
bnión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada el 23
de octubre do 1381, por la Corte de Apelación de Santo
Dorning , en sus atiibutiones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Dezlara nulo el recurso de casación de la Cía.
Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso del
prevenido y lo condena al pago de las COSt3S penales y civiles,
ordenando la distracción de las últimas en provecho de la
Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle, abogado del in-
terviniente por afirmar haberlas avanzado en su totalidad y las
declara oponibles a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
fia.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, lefda y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.	 Miguel Jacobo.-
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tituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia,
contra la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su
condición de entidad aseguradora del vehiculo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que la recurrente Cia. de Seguros,
C. por A., ni al momento de interponer su recurso de casa-
ción, ni posteriormente, indica los medios en que los f unda-
menta, lo que exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, para las panes no conde-
nadas penalmente, por lo cual el recurso de la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., debe ser declarado nulo;

Considerando, en lo concerniente al recurso del prevenido.
que la Corte a -qua, para condenar a dicho prevenido y fallar
como lo hizo, mediante la ponderación de los elementos de
juicio, regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido lo siguiente: a) que el 22 de junio
de 1980, en horas del medio día, mientras el prevenido
Secundino Durán de la Cruz, conducía de Norte a Sur, la
camioneta de su propiedad por la calle Isabel Aguiar del
sector de Herrera, D.N., al Ilegar a la esquina de la calle El Sol
del mismo sector, atropelró a Cristóbal Carmona de la Cruz.
quien caminaba por la acera; b) que del accidente, el agra
viado resultó con golpes y heridas que curaron a los 8 meses;
c) que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido
recurrente que transitaba a exceso de velocidad, se desvió a
su derecha, subió a la acera y atropelló a la víctima;

Considerando, que los hechos así establecidos cons-
tituyen, a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por
imprudencia, previsto por el artículo 49 da la ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra c) de
dicho texto legal, con prisión de seis meses a dos años y
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para su trabajo durare veinte días o más como
ocurrió en la especie; que al condenar la Corte a -qua,
confirmando, en su aspecto penal, la sentencia del Juez de
Primer Grado, a un año de prisión y a pagar quinientos pesos
de multa, hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a - qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido habia causado daños y
perjuicios materiales y morales a la víctima, que evaluó en
cinco mil pesos; que al condenar a dicho prevenido al pago de
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la suma señalada y al de los intereses legales, a partir de la
demanda, a título de indemnización en provecho	 de
Secund ino Durán de la Cruz, parte civil constituida, hizo una

.0orrecta aplicación del articulo 1383 del Códig3 Civil; y del 1 y
de la Ley N... 4117 de 1355, sobre Seguro - Obligatorio de

de Motor al hacerla oponible a la Gía. Unión de-
Seguros, C. por A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sen:enc:a irnpugnada, en lo concerniente al prevenido, no
cont:ene v:cio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Cristóbal Carmona Cruz, en los recursos de casación in-
terpuestos por Secundino Durán de la Cruz y por la Cía.
Unión c'e Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada el 23
de octubre de 1981, por la Corte de Apelación de Santo
Doming , en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente t3110;
Segundo: Declara nulo el recurso de casación de la Cía.
Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso del
prevenido y lo condena al pago de las COSt3S penales y civiles,
ordenando la distracción de las últimas en provecho de la
Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle, abogado del 	 in-
terviniente por afirmar haberlas avanzado en su totalidad y las
declara oponibles a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
Mores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firrnada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
Certifico. ( F 00.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 22

Sentencia impugnada: Corte de Apelación do San Cris-
tóbal, de fecha 7 de septiembre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ramón Antonio Sánchez, Ramón Antonio
Sánchez Frías yio Peguero Mota y la Cía. de Seguros, Pepfn,
S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darío Balcácer,
Primer Sustituto en funciones de Presidente; Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; I.eonte
R. Alburquerque Castillo, Lu is V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Gustavo E. Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Antonio Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero,
empleado público, cédula No. 6258, serie 46, domiciliado y
residente en la calle Jaragua No. 79, ensanche Quisqueya, de •
esta ciudad; Ramón A. Sánchez Frías yio Peguero Mota,
dominicanos, mayores de edad, domiciliado y residente el
primero en esta ciudad, en la calle Jaragua No. 79, del
ensanche Quisqueya y la Cía. de Seguros Pepíri, S.A., con
asiento social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado, de
esta ciudad; contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales, el 7 de septiembre de 1981, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ceneral de la

1epublica;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 3 de diciembre de 1381, a re-
querimiento del Dr. Luis Eduardo Norberto Radríguez, cédula
No. 21411, serie 2, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1383, por el Magistrado Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama en su indicada calidad al Magistrado Gustavo E.
Gómez Ceara, Juez de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 53 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil y 1, 37, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el cual resultó una persona con
lesiones corporales, la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia dictó el 20 de diciembre de 1976, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara al prevenido RAMON ANT. SANCHEZ, portador de
la cédula personal de identidad No. 6258, serie 46, residente
en la calle Jaragua No. 79, del ensanche Quisqueya, CUL-
PABLE de haber violado los arts. 49, letra (c) y 65 de la Ley
No. 241, en consecuencia se condena a VEINTE PESOS ORO
IRDS20 001 de multa y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Declara
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil, incoada por el señor RAFAEL ELPIDIO PEÑA GOMEZ, a
través de su abogado DR. EUCLIDES ACOSTA FIGUERO,
por haber sido hecha de acuerdo a la Ley y en cuanto al fondo
de dicha constitución, condena a los señores RAMON
ANTONIO SANCHEZ y DORILO MAYO MEJIA, el primero
por su hecho personal y el segundo persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de DOS MIL
QUINIENTOS PESOS ORO (RDS2,500.00), más los intereses
legales de dicha suma a partir de la demanda y hasta la e¡e-
cución de la sentencia a título de indemnización com-
plementaria como justa reparación por los daños morales y
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 22

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris
tóbal, de fecha 7 de septiembre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ramón Antonio Sánchez, Ramón Antonio
Sánchez Frías y/o Peguero Mota y la Cía. de Seguros, Pepfn,
S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darío Balcácer,
Primer Sustituto en funciones de Presidente; Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; I.eonte
R. Alburquerque Castillo, Lu ís V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., A.belardo Herrera Piña y Gustavo E. Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983,
años 1 40' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Antonio Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero,
empleado público, cédula No. 6258, serie 46, dorniciliado y
residente en la calle Jaragua No. 79, ensanche Quisqueya, de •
esta ciudad; Ramón A. Sánchez Frías y/o Peguero Mota,
dominicanos, mayores de edad, domiciliado y residente el
primero en esta ciudad, en la calle Jaragua No. 79, del
ensanche Quisqueya y la Cía. de Seguros Pepírt, S.A., con
asiento social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado, de
esta ciudad; contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales, el 7 de septiembre de 1981, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

Republica:

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 3 de diciembre de 1381, a re-
querimiento del Dr. Luis Eduardo Norberfo R adríguez, cédu!a
No. 21411, serie 2, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1383, por el Magistrado Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual (lama en su indicada calidad al Magistrado Gustavo E.
Gómez Ceara, Juez de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 53 de la Ley N o. 241 de 1367
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil y 1, 37, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el cual resultó una persona con
lesiones corporales, la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia dictó el 20 de diciembre de 1976, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara al prevenido RAMON ANT. SANCHEZ, portador de
la cédula personal de identidad No. 6258, serie 46, residente
en la calle Jaragua No. 79, del ensanche Quisqueya, CUL-
PABLE de haber violado los arts. 49, letra (c) y 65 de la Ley
No. 241, en consecuencia se condena a VEINTE PESOS ORO
IRDS20.00) de multa y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Declara
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil, incoada por el señor RAFAEL ELPIDIO PERA GOMEZ, a
través de su abogado DR. EUCLIDES ACOSTA FIGUERO,
por haber sido hecha de acuerdo a la Ley y en cuanto al fondo
de dicha constitución, condena a los señores RAMON
ANTONIO SANCHEZ y DORILO MAYO MEDIA, el primero
por su hecho personal y el segundo persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de DOS MIL
QUINIENTOS PESOS ORO (RDS2,500.00), más los intereses
legales de dicha suma a partir de la demanda y hasta la eje-
cución de la sentencia a título de indemnización com-
plementaria como justa reparación por los daños morales y
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materiales sufridos por el señor RAFAEL ELPIDIO PEÑA
COMEZ, a consecuencia de este accidente; TERCERO:
Condena a los señores RAMON ANT. SANCHEZ y DORILO
MAYO MEJIA, en sus calidades antes señaladas, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en favor del
DR. EUCLIDES ACOSTA FIGUERO, abogado de la parte civil
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y
CUARTO: Ordena que esta sentencia le sea cordún, oponible
y ejecutable en el aspecto civil a la Cía. de Seguros Pepín,
S.A., entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acci-
dente, de conformidad con el artíceio 10 modificado de la Ley
No. 4117". b) Que sobre recursos de apelación interpuestos,
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 12 de
diciembre de 1978 una sentencia cuyo dispositivo dice así:
Falla: Primero: Declara al prevenido RAMON ANT.
SANCHEZ, pertadúr de la cédula de identidad No. 6258, serie
46, residente en la calle Sánchez No. 79, del ensanche
Quisqueya, culpable de haber violado los arts. 49, letra (c) y
65 de la Ley No. 241, en consecuencia se condena a VEINTE
PESOS ORO (RDS20.00) de multa y al pago de las costas
penales, acogiendo circunstancias atenuantes; Segundo: Se
declara regular y válida en cuarto a la forma la constitución
en parte civil, incoada por el señor RAFAEL ELPIDIO PEÑA
COMEZ, a través de su abogado Dr. EUCLIDES ACOSTA
FIGUEREO, por haber sido hecha de acuerdo a la ley, y en
cuanto al fondo de dicha constitución, condena a los señores
RAMON ANTONIO SANCHEZ y DORILO MAYO MEJIA, el
primero por su hecho personal y al segundo de persona ci-
vilmente responsable, al pago de una indemnización de DOS
MIL QUINIENTOS PESOS ORO (RDS2,500.00) más los in-
tereses legales de dicha suma a partir de la demanda y hasta
la ejecución de la sentencia a título de indemnización
complementaria como justa reparación por los daños morales
sufridos por el señor RAFAEL ELPIDIO PEÑA GOMEZ, a
,consecuencia de este accidente; Tercero: Condena a los se-
ñorés RAMCN ANT. SANCHEZ y DORILO MAYO MEJIA, en
sus calidades antes señaladas, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en favor del Dr. EUCLIDES
ACOSTA FIGUEREO, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Cuarto:
Ordena que esta sentencia le sea común, oponible y eje-
cutable en el aspecto civil a la Cía. de Seguros PEPIN, S.A.,
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entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente,
de conformidad con el art. 10 mod. de la Ley No. 4117. Por
haberlos interpuestos dentro del plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido RAMON ANT. SÁNCHEZ la persona civilmente
responsable DORILO MAYO MEJIA y Cía. de Seguros
PEPIN, S.A., por haber sido citados y emplazados y no haber
comparecido a la audiencia: TERCERO: Modifi: a la sen-
tencia recurrida en su Ordinal 2do. encuanto a la in-
dernnizazión impuesta y la Corte actuando por autoridad
propia y contrario imperio fija dicha indemnización en la suma
de TRES MIL PESOS ORO (RDS3,000.00) en favor del señor
RAFAEL ELPIDIO PEÑA GOMEZ, más I s intereses legales
de dicha suma a partir de la demanda y hasta la ejecución de
la sentencia a título de indemnización complementaria como
justa reparación por los daños m rales y materiales sufridos
por éste a consecuencia de dicho accidente; CUARTO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
QUINTO: Condena al prevenido y la persona civilmente
responsable, al pago de las costas penales y civiles con
distracción de estas últimas en provecho del Dr. EUCLIDES
ACOSTA FIGUEREO, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Ordena que esta sentencia le sea común y
oponible a la Cía. de Seguros PEPIN, S.A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el daño, art. 10 mod.
de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor". c) Que sobro recurso de casación interpuesto p r los
recurrentes, la Suprema Corte de Justicia dictó el 17 de
diciembre de 1979, una sentencia con el dispositivo siguiente:
"Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 12 de diciembre de
1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal y
declara las costas penales de oficio; Segundo: Compensa las
costas civiles entre las partes"; d) Que apoderada por envío,
la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictó la sentencia
ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza las conclusiones so! re incidente
presentadas por el doctor J. 0. Viñas Bonnelly, relacionadas
con la citación del prevenido Ramón Antonio Sánchez, por
ser improcedentes y estar mal fundadas; SEGUNDO.
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materiales sufridos por el señor RAFAEL ELPIDIO PEÑA
GOMEZ, a consecuencia de este accidente; TERCERO:
Condena a los señores RAMON ANT. SANCHEZ y DORILO
MAYO MEJIA, en sus calidades antes señaladas, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en favor del
DR. EUCLIDES ACOSTA FIGUERO, abogado de la parte avil
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su tnreiidad; y
CU ARTO: Ordena que esta sentencia le sea cernún, oponible
y ejecutable en el aspecto civil a la Cía. de Seguros Pepín,
S.A., entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acci-
dente, de conformidad con el artículo 10 modificado de la Ley
No. 4117". b) Cue sobre recursos de apelación interpuestos,
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 12 de
diciembre de 1978 una sentencia cuyo dispositivo dice así:
Falla: Primero: Declara al prevenido RAMON ANT.
SANCHEZ, pertador de la cédula de identidad No. 6258, serie
46, residente en 1.1 calle Sánchez No. 79, del ensanche
Quisqueya, culpable de haber violado los arts. 49, letra (c) y
65 de la Ley No. 241, en consecuencia se condena a VEINTE
PESOS ORO IRDS20.00) de multa y al pago de las costas
penales, acogiendo circunstancias atenuantes; Segundo: Se
declara regular y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil. incoada por el señor RAFAEL ELPIDIO PEÑA
COMEZ, a través de su abogado Dr. EUCLIDES ACOSTA
FIGIJEREO, por haber sido hecha de acuerdo a la ley, y en
cuanto al fondo de dicha constitución, condena a los señores
RAMON ANTONIO SANCHEZ y DORILO MAYO MEJIA, el
primero por su hecho personal y al segundo de persona ci-
vilmente responsable, al pago de una indemnización de DOS
MIL QUINIENTOS PESOS ORO (RDS2,500.00) más los in-
tereses legales de dicha suma a partir de la demanda y hasta
la ejecución de la sentencia a título de indemnización
complementaria como justa reparación por los daños morales
sufridos por el señor RAFAEL ELPIDIO PEÑA COMEZ, a
,consecuencia de este accidente; Tercero: Condena a los se-
ñorés RAMON ANT. SANCHEZ y DORILO MAYO MEJIA, en
sus calidades antes señaladas, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en favor del Dr. EUCLIDES
ACOSTA FIGUEREO, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Cuarto:
Ordena que esta sentencia le sea común, oponible y eje-
cutable en el aspecto civil a la Cía. de Seguros PEPIN, S.A.,
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entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente,
de conformidad con el art. 10 mod. de la Ley No. 4117. Por
haberlos interpuestos dentro del plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido RAMON ANT. SÁNCHEZ la persona civilmente
responsable DORILO MAYO MEJIA y Cía. de Seguros
PEPIN, S.A., por haber sido citados y emplazados y no haber
comparecido a la audiencia: TERCERO: Modifi: a la sen-
tencia recurrida en su Ordinal 2do. encuanto a la in-
demnización impuesta y la Corte actuando por autoridad
propia y contrario imperio fija dicha indemnización en la suma
de TRES MIL PESOS ORO (RDS3,000.00) en favor del señor
RAFAEL ELPIDIO PEÑA GOMEZ, más I s intereses legales
de dicha suma a partir de la demanda y hasta la ejecución de
la sentencia a título de indemnización complementaria como
justa reparación por los daños m rales y materiales sufridos
por éste a consecuencia de dicho accidente; CUARTO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
QUINTO: Condena al prevenido y la persona civilmente
responsable, al pago de las costas penales y civiles con
distracción de estas últimas en provecho del Dr. EUCLIDES
ACOSTA FIGUEREO, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Ordena que esta sentencia le sea común y
oponible a la Cía. de Seguros PEPIN, S.A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el daño, art. 10 mod.
de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor". c) Que sobro recurso de casación interpuesto p r los
recurrentes, la Suprema Corte do Justicia dictó el 17 de
diciembre de 1379, una sentencia con el dispositivo siguiente:
"Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 12 de diciembre de
1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto por ante la Corto de Apelación de San Cristóbal y
declara las costas penales de oficio; Segundo: Compensa las
costas civiles entre las partes"; d) Que apoderada por envío,
la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictó la sentencia
ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza las conclusiones so! re incidente
presentadas por el doctor J. 0. Viñas Bonnelly, relacionadas
con la citación del prevenido Ramón Antonio Sánchez, por
ser improcedentes y estar mal fundadas; SEGUNDO.
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111	 Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el doctor Euclides Acosta Figuereo, a nombre
y representación de Rafael Elpidio Peña Gómez, en su calidad
de parte civil constituida; por el doctor Tulio Almánzar, a

it	 nombre y representación del prevenido Ramón Antonio
Sánchez, Dorilio Mayo Mejía y Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
contra sentencia dictada en fecha 20 de diciembre del año
1976, por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, por haber sido intentados
dichos recursos de conformidad con las disposiciones que
establece la ley; asuntos del cual se encuentra apoderada esta
Corte por envío que hiciera la Suprema Corte de Justicia, por
su sentencia de fecha 17 del mes de diciembre del año 1979;
TERCERO: Pronuncia el defecto contra Ramón Antonio
Sánchez, por no haber comparecido, a la audiencia para la
cual fue citado; asimismo pronuncia el defecto contra la
persona civilmente responsable puesta en causa Dorilio
Mayo Mejía y contra la Compañía de Seguros Pepín, S.A.;
CUARTO: Declara que el nombrado Ramón Antonio
Sánchez, es culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarias, curables después de veinte días 160 a 90), en
perjuicio de Rafael Elpidio Peña Gómez, en consecuencia, lo
condena a pagar una multa de VEINTE PESOS ORO-
(RDS20.00) acogiendo a su favor, circunstanicas atenuantes;
QUINTO: Declara regular la constitución en parte civil del
señor Rafael Elpidio Peña Gómez, y condena a la persona

responsable Dorilio Mayo Mejía, a pagar la cantidad
de TRES MIL PESOS ORO (RDS3,000.00) a favor de Rafael
Elpidio Peña Gómez, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales que les fueron ocasionados con motivo
del accidente; SEXTO: Condena al prevenido Famón An-
tonio Sánchez, al pago de las costas pena les . SCPTIM.0
Condena a la pana sucurritaente, DOoill0 Mayo Mejrna, al pago
de las costas civiles y ordena que ci;chas costas, sean OiS
traídas en provecho del doctor Eucloes Acosta Figuereo,
ruicn ha afirmado antes de pronunciamiento de esta sen.
tencia que las ha avanzado en totalidad, OCTAVO: Declara la
presente sentencia, oponible a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., por ser esta la entidad aseguradora del vehículo
que originó el accidente";

Considerando, que Ramón A Sánchez Frías y/o Peguero
Mota. persona civilmente responsable y la Seguros Pepín,
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S.A„ puesta en causa como aseguradora, no han expuesto ni
en el momento de interponer sus recursos ni posteriormente,

del

medios enque los fundan como lo exige a pena de nulidad
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,

razón por la cual procede declarar la nulidad de los mismos y
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al

prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 11 de marzo de 1975 mientras la
camioneta placa No. 515-028, propiedad de Dorilo Mayo Me-
jía, asegurada con Póliza No. A-34108 de la Cía. de Seguros
Pepín, S.A., era conducida por Ramón Antonio Sánchez de
Norte a Sur por la calle Hermanos Pinzón, al llegar próximo a
la iglesia Asamblea de Dios, atropelló a Rafael Elpidio Peña
Gómez, ocasionándole lesiones curables después de 60 y
antes de 90 días; b) que el accidente se debió a la imprudencia
del prevenido recurrente por conducir su vehículo sin tomar
precauciones al transitar por una vía en la cual había muchos
peatones y a una velocidad que no le permitió detenerlo para
evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Ramón Antonio Sánchez el delito de golpes y heri-
das por imprudencia, ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, de 1367 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la le-
tra (c) de esa mismo texto legal con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de R01100.00 (Cien Pesos Oro) a
805500 00 (Quinientos Pesos Oro) cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo durare
20 días o más, como sucedió en la especie; que al condenar al
prevenido recurrente a una multa de RD$20.00 (Veinte Pesos
Oro) acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos
interpuestos por Ramón A. Sánchez Frías y/o Peguero Mota
Y la Cía. de Seguros Pepín, S A., contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 7 de septiembre de 1981 por

elite e

419

-
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Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el doctor Euclides Acosta Figuereo, a nombre
y representación de Rafael Elpidio Peña Gómez, en su calidad
de parte civil constituida; por el doctor Tulio Almánzar, a
nombre y representación del prevenido Ramón Antonio
Sánchez, Dorilio Mayo Mejía y Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
contra sentencia dictada en fecha 20 de diciembre del año
1976, por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, por haber sido intentados
dichos recursos de conformidad con las disposiciones que
establece la ley; asuntos del cual se encuentra apoderada esta
Corte por envío que hiciera la Suprema Corte de Justicia, por
su sentencia de fecha 17 del mes de diciembre del año 1979;
TERCERO: Pronuncia el defecto contra Ramón Antonio
Sánchez, por no haber comparecido, a la audiencia para la
cual fue citado; asimismo pronuncia el defecto contra la
persona civilmente responsable puesta en causa Dorilio
Mayo Mejía y contra la Compañía de Seguros Pepín, S.A.;
CUARTO: Declara que el nombrado Ramón Antonio
Sánchez, es culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarias, curables después de veinte días 160 a 90), en
perjuicio de Rafael Elpidio Peña Gómez, en consecuencia, lo
condena a pagar una multa de, VEINTE PESOS ORO
(F.D1,20.00) acogiendo a su favor, circunstanicas atenuantes;
QUINTO: Declara regular la constitución en parte civil del
señor Rafael Elpidio Peña Gómez, y condena a la persona ci-
vilmente responsable Dorilio Mayo Mejía, a pagar la cantidad
de TRES MIL PESOS ORO (RD$3,000.00) a favor de Rafael
Elpidio Peña Gómez, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales que les fueron ocasionados con motivo
del accidente; SEXTO: Condena al prevenido Ramón An-
tonio Sánchez, al pago de las costas panales : SEPTIMO
Condana a la parta sucurribiente, 	 Mayo Mejía, al pago
de las costas civiles y ordena que dichas costas, sean dis
traídas en provecho del doctor Euclides Acosta Figuereo,
quien ha afirmado antes de pronunciamiento de esta sen.
tencia que las ha avanzado en totalidad; OCTAVO: Declara la
presente sentencia, oponible a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., por ser esta la entidad aseguradora del vehículo
que originó el accidente";

Considerando, que Ramón A Sánchez Frías y/o Peguero
Mota. persona civilmente responsable y la Seguros Pepín,

puesta en causa como aseguradora, no han expuesto ni
en el momento de interponer sus recursos ni posteriormente,
los medios en que los fundan como lo exige a pena de nulidad
del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
razón por la cual procede declarar la nulidad de los mismos y
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable el

preven ido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de ios elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 11 de marzo de 1975 mientras la
camioneta placa No. 515-028, propiedad de Dorilo Mayo Me-
oa, asegurada con Póliza No. A-34108 de la Cía. de Seguros
Pepín, S.A., era conducida por Ramón Antonio Sánchez de
Norte a Sur por la calle Hermanos Pinzón, al llegar próximo a
la iglesia Asamblea de Dios, atropelló a Rafael Elpidio Peña
Gómez, ocasionándole lesiones curables después de 60 y
antes de 90 días; b) que el accidente se debió a la imprudencia
del prevenido recurrente por conducir su vehículo sin tomar
precauciones al transitar por una vía en la cual habia muchos
peatones y a una velocidad que no le permitió detenerlo para
evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Ramón Antonio Sánchez el delito de golpes y heri-
das por imprudencia, ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, de 1367 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la le-
tra (c) de ese mismo texto legal con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de RO1100.00 (Cien Pesos Oro) a
RD$500 00 (Quinientos Pesos Ora) cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo durare
20 días o más, como sucedió en la especie; que al condenar al
prevenido recurrente a una multa de RDS20 00 (Veinte Pesos
Oro) acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos
interpuestos por Ramón A. Sánchez Frías y/o Peguero Mota
Y la Cía. de Seguros Pepín, S A., contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 7 de septiembre de 1981 por
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la Corte de t	 de San Cristóbal, cuyo dispositivo
aparece c.	 en	 parte anterior del presente falla;
Segundc: Rechaza el recurso de Ramón Antonio Sánchez y
lo condena el pago de las costas penales;

(FIRMADOS): Darío Balcácer.- Fernando E. Ravelo de la
Fuente.- Leonte R. Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García
de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.-
Gustavo E. Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miquel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 23

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sarta,
Domingo de fecha 28 de septiembre de 13132.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Rafael Abréu Veloz, Cloria Almonte y Cía. de
Seguros San Rafael C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Auffant

Interviniento (s): Manuel Emilio Acevedo.

Abogado (s): Dr. Cermo López Quiñones.

ri
	

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana.

iG
1./

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto del año 1983, años
140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Abréu Veloz, dominicano, mayor de edad, cédula No. 8402,
serie 50, domiciliado en la casa No. 3 de la calle Los Coralillos,
de los Jardines del Norte, de esta ciudad, Gloria de Almonte,
dominicana, mayor de edad, cédula No. 4681. serie 31,
domiciliada en la casa No. 62, de la calle Roberta Pastoriza.
de esta ciudad, y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
domiciliada en la casa No. 61 de la calle Leopoldo Navarro,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
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la Corte de f	 c:ón de San Cristóbal, cuyo dispositivo
aparece c.	 en parte anterior del presente falla;
Segundc: Cachaza el recurso de Ramon Antonio Sánchez y
lo condena al pago de las costas penales;

(FIRMADOS): Darío Balcácer.- Fernando E. Ravelo de la
Fuente.- Leonte R. Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García
de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.-
Gustavo E. Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miquel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 23

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo de fecha 28 de septiembre de 1382.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Rafael Abréu Veloz, Gloria Almonte y Cía. de
Seguros San Rafael C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Auffant

Interviniente (s): Manuel Emilio Acevedo.

Abogado (s): Dr. Cermo López Quiñones.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergós
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti
tuco de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto del año 1383, años
140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Abréu Veloz, dominicano, mayor de edad, cédula No. 8402,
serie 50, domiciliado en la casa No. 3 de la calle Los Coralillos,
de los Jardines del Norte, de esta ciudad, Cloria de Almonte,
dominicana, mayor de edad, cédula No. 4681, serie 31,
domiciliada en la casa No. 62, de la calle Roberto Pastoriza,
de esta ciudad, y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
domiciliada en la casa No. 61 de la calle Leopoldo Navarro,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
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Apelación de Santo Domingo el 28 de septiembre del 1932,
en sus atribuciones correcciona les , cuyo dispósitivo se copia

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 1ro. de octubre del 1982, a re-
querimiento del Dr. Angel Rafael Morón Auffant, cédula No.
122360 serie 1ra., en representació n de los recurrentes, en la

cual no se propone ningún medio de casación;
Visto el memorial del 6 de junio de 1983, suscrito por el Dr.

Angel Rafael Morón Auffant, abogado de los recurrentes, en
el cual se proponen los medios de casación que se indican

más adelante;
Visto el escrito del 7 de junio de 1983, del interviniente, que

es Manuel Emilio Acevedo, dominicano, mayor de edad, cé-
dula No. 201140, serie 1ra., domiciliado y residente en la casa
No. 38 de la calle Emeterio Mendoza de esta ciudad, suscrito
por su abogado, Dr. Germo A. López Quiñones, cédula No.

116413, serie 1ra.;
Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año

1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
(lama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1335,

La Suprema Corte de Justicia después de hsber deli
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial que se indican más adelante, y los artículos 49
de la Ley No. 241 de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 v 65 de la Ley

sobre Procedimie nto de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que una persona
resultó con lesiones corporales, la Séptima Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional. dictó una
sentencia el 22 de febrero de 1982, cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos de apelación de fecha
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24 de febrero y 1ro. de marzo de 1982, intentados, el primero
por el Dr. Porfirio Chahín Tuma a nombre de Rafael Abréu
Veloz (prevenido), Gloria de Almonte (persona civilmente
responsable y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
y el segundo por el Dr. Numitor S. Veras Felipe a nombre
de la parte constituida Manuel Emilio Acevedo, ambos contra
la sentencia de fecha 22 de febrero de 1982, dictada por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice	 así: "FALLA:
PRIMERO: Se declara al prevenido Rafael Abréu Veloz,
portador de la cédula de identificaciín personal No. 8402, serie
50, residente en la calle Los Coralillos No. 3, Los Jardines,
D.N., culpable de haber violado el artículo 49 de la Ley
No. 241, y en consecuencia se condena al pago de una multa
de cincuenta pesos oro (RDS50.00) y al pago de las costas
penales; SEGUNDO: Se descarga al coprevenido Manuel.
Emilio Acevedo, portador de la cédula de 	 identificación
personal No. 201140, serie 1ra., residente en la calle Emeterio
Méndez No. 38, Herrera, D.N., por no haber violado ninguna
disposición de la Ley No. 241; TERCERO: Se declara buena y
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil
intentada por el señor Manuel E. Acevedo, a través de su abo
gado Dr. Germo A. López Quiñones, por haber sido hecha
de acuerdo a la Ley y en cuanto al fondo de dicha cons-
titución, se condena al señor Rafael 1. Abréu Veloz y a la se-
ñora Gloria A. de Almonte, en su calidad el primero de pre-
venido y la segunda persona civilmente responsable al pago
de una indemnización de Dos Mil Pesos Oro (RDS2,000.00), a

vor del señor Manuel E. Acevedo, como justa reparación
los daños y pedu ícíos morales y mataria les sufridos por ti

en es t accid-Inte. CUARTOSe condarla 	 señores Hafacl I Abréu Veloz y Cloria A de Almonte,al pago de losin
tereses legales de la suma acordada a partir de la fecha delaccidente, a título de indemnización suplementaria;

QUI NTO: Se condena a los señores Rafael I. Abréu Veloz y
Gloria A. de Almonte, en sus calidades mencionadas, al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-v
echo del Dr. Germo A. López Quiñones, abogado de la partecivil constituida, quien afirma estarlas avanzando en su to-

talidad; y SEXTO: Se declara la presente sentencia oponible
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad

ase9uradora del vehículo causante del accidente, de con-
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Apelación de Santo Domingo el 28 de septiembre del 132.2,
en sus atribuciones correcciona les, cuyo dispósitivo se copia

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 1 ro. de octubre del 1982, a re-
querirniento del Dr. Angel Rafael Morón Auffant, cédula No.
122360, serie 1ra., en representac ión de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial del 6 de junio de 1983, suscrito por el Dr.
Angel Rafael Morón Auffant, abogado de los recurrentes, en
el cual se propone n los medios de casación que se indican

más adelante;
Visto el escrito del 7 de junio de 1983, del interviniente, que

es Manuel Emilio Acevedo, dominicano, mayor de edad, cé-
dula No. 201140, serie 1 ra., domiciliado y residente en la casa
No. 38 de la calle Emeterio Mendoza de esta ciudad, suscrito
por su abogado, Dr. Germo A. López Quiñones, cédula No.
116413, serie 1ra.;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935,

La Suprema Corte de JUstiCla después de haber da)

be rado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial que se indican más adelante, y los artículos 49
de la Ley No. 241 de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 v 65 de la Ley
sobre Procedimie nto de Casación;

Considerando, que en la sentenc i a impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: al que
con motivo de un accidente de tránsito en que una persona
resultó con lesiones corporales, la Séptima Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional. dictó una

sentenc i a el 22 de febrero de 1982, cuyo dispositivo se copia

más adelante; b) que sobre los recursos de apelación de fecha
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24 de febrero y 1ro. de marzo de 1982, intentados, el primero
por el Dr. Porfirio Chahín Tuma a nombre de Rafael Abréu
Veloz (prevenido), Gloria de Almonte (persona civilmente
responsab le y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
y el segundo por el Dr. Numitor S. Veras Felipe a nombre
de la parte constituida Manuel Emilio Acevedo, ambos contra
la sentencia de fecha 22 de febrero de 1982, dictada por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice asf: "FALLA:PRIMERO: Se declara al prevenido Rafael Abréu Veloz,
portador de la cédula de identificaciín personal No. 8402, serie
50, residente en la calle Los Coralillos No. 3, Los Jardines,
D.N., culpable de haber violado el artículo 49 de la Ley
No. 241, y en consecuencia se condena al pago de una multa
de cincuenta pesos oro (RDS50.00) y al pago de las costaspenales; SEGUNDO: Se descarga al coprevenido Manuel,
Emilio Acevedo, portador de la cédula de identificación
personal No. 201140, serie 1ra., residente en la calle Emeterio
Méndez No. 38, Herrera, D.N., por no haber violado ninguna
disposición de la Ley No. 241; TERCERO: Se declara buena y
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil
intentada por el señor Manuel E. Acevedo, a través de su abo
nado Dr. Germo A. López Quiñones, por haber sido hecha
de acuerdo a la Ley y en cuanto al fondo de dicha cons-
t itución, se condena al señor Rafael I. Abréu Veloz y a la se-
ñora Gloria A. de Almonte, en su calidad el primero de pre-
venido y la segunda persona civilmente responsable al pago
de una indemnización de Dos Mil Pesos Oro ( R DS2,000.00), a
favor del señor Manuel E. Acevedo. como justa reparación
Dor los daños y perju Ic I os mora les y ma teriales sufridos por él
en este accidente CUART O Le condena ;uS señores R3f361 I Abréu Veloz y Cona A de Almonte, al pago de losintereses legales de la suma acordada a partir de la fecha delaccidente, a título de indemnización suplementaria;Q UINTO: Se condena a los señores Rafael 1. Abréu Veloz y
Gloria A. de Almonte, en sus calidades mencionadas, al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-v
echo del Dr. Germo A. López Quiñones, abogado de la partecivil constituida, quien afirma estarlas avanzando en su to-talidad; y SEXTO: Se declara la presente sentencia oponiblela Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidadaseguradora del vehículo causante del accidente, de con-
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formidad con el artículo 10 modificado de la Ley No. 4117..
Por haber sido hechos de conformidad con la Ley;
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
el prevenido Rafael Abréu Veloz, por no haber comparecido a

la audiencia, no obstante estar legalmente catado; TER-
CERO: La Corte obrando por propia autoridad y contrario
imperio modifica la sentencia recurrida en cuanto a la in-

demnización acordada en favor de la parte civil constitu;da
Manuel Emilio Acevedo en el sentido de reducirla a la suma
de RD$1,300.00	 Mil Trescientos Pesos Orc) por los daños
morales y materiales por él sufridos en el accidente de que se
trata por considerar esta Corte que dicha suma es más justa y

equitativa y responde mejor a la magnitud de los daños sufri.
dos por dicha parte; CUARTO: Confirma en sus demás
aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena a Rafael
Abréu Veloz y Gloria A. de Almonte, al pago de las costas y

ordena la distracción de las civiles en favor del Dr. Germo A
López Quiñones, quien afirma estarlas avanzando en su to
talidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su condición de aseguradora de la responsabilidad civil del
vehículo causante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la

sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Ci
tación irregular del prevenido Rafael Abréu Veloz, en

violación del artículo 68 del Código de Procedimiento Civil y

del artículo 8 de la Constitución de la República;
Considerando, que en su único medio de casación los

recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: que el prevenido
no fue nunca citado a comparecer a las audiencias celebradas
en el caso, ya que no fue localizado en la dirección indicada
en las citaciones instrumentadas por los Alguaciles: que a
dicho prevenido se le negó en la Corte de Apelación do Santo
Domingo la oportunidad de ser escuchado y juzgado en un
juicio oral, público y contradictorio que sirviera para instruir
este proceso; pero,

Considerando, que en el acta de la audiencia celebrada por
la Corte de Apelación para conocer de este caso, el 19 de julio
de 1982, consta que el Dr. Miguel Angel Cedeño compareció
en representació n del prevenido Rafael Cedeño para asistirlo
en sus medios de defensa y allí presentó sus conclusiones;
que, asimismo, en la audiencia celebrada por dicha Corto el

22 de septiembre del 1982, el prévenido fue representado por
• el Dr. Angel R. Morón, quien en esa audiencia produjo
conclusiones en su nombre; que, por tanto, su alegato de que
no fue citado al juicio y por eso su derecho de defensa fue
violado carece de fundamento y, en consecuencia el medio
único de su recurso debe ser desestimado;

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, para condenar al prevenido por los
hechos puestos a su cargo, dio por establecido lo siguiente:
al que el 3 de julio de 1978, a las dos de la tarde, mientras el
chofer Rafael Abréu Veloz conducta su automóvil, placa No.
115-365, propiedad de Gloria Austria Hernández, asegurado
con póliza No. A1-54095, propiedad de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., al penetrar de Norte a Sur en
la calle Benito Monción en momento en que el ciclista Manuel
Emilio Acevedo venía por la avenida Bolívar en dirección de
Este a Oeste, éste tuvo que virar violentamente hacia la
izquierda para evitar que el automóvil lo atropellara, yendo a
estrellarse contra la casa situada en la esquina Suroeste,
resultando con golpes diversos que curaron después de diez y
antes de veinte días, y la bicicleta con desperfectos; b) que el
hecho se debió a la imprudencia del prevenido Rafael Abréu
Veloz, quien irrumpió en la avenida Bolívar, que es una vía de
preferencia, sin cersiorarse de la presencia del ciclista antes
indicado que por dicha avenida venía;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a - qua constituyen, a cargo del prevenido recurrente, el delito
de golpes y heridas por imprudencia causados con la con- •
ducción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehículos, y san-
cionado en la letra (b) de dicho texto legal con las penas de 3
meses a un año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$300.00
si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado para de-
dicarse a su trabajo por 10 días o más, pero por menos de 20,
como sucedió en la especie; que, por consiguiente, al con-denar a dicho prevenido a una multa de RDS50.00 por la
comisión de dicho delito, la Corte a - qua le aplicó una sanciónajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a - qua dio por esta.blecido que el hecho del prevenido ocasionó a Manuel Emilio
Acevedo daños y perjuicios materiales y morales que evaluó
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formidad con el artículo 10 modificado de la Ley No. 4117..
Por haber sido hechos de conformidad con la Ley;
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
el prevenido Rafael Abréu Veloz, por no haber comparendo a
la audiencia, no obstante estar legalmente catado; TER-

CERO: La Corte obrando por propia autoridad y contrario
imperio modifica la sentencia recurrida en cuanto a la in-
demnización acordada en favor de la parte civil constituida
Manuel Emilio Acevedo en el sentido de reducirla a la suma
de RDS1,300.00 (Un Mil Trescientos Pesos Ore) por los daños
morales y materiales por él sufridos en el accidente de que se
trata por considerar esta Corte que dicha suma es más justa y
equitativa y responde mejor a la magnitud de los daños sufri.
dos por dicha parte; CUARTO: Confirma en sus demás
aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena a Rafael
Abréu Veloz y Gloria A. de Almonte, al pago de las costas y
ordena la distracción de las civiles en favor del Dr. Germo A
López Quiñones, quien afirma estarlas avanzando en su to
talidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común y

oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su condición de aseguradora de la responsabilidad civil del
vehículo causante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Ci
tación irregular del prevenido Rafael Abréu Veloz, en
violación del artículo 68 del Código de Procedimiento Civil y
del artículo 8 de la Constitución de la República;

Considerando, que en su único medio de casación los
recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: que el prevenido
no fue nunca citado a comparecer a las audiencias celebradas
en el caso, ya que no fue localizado en la dirección indicada
en las citaciones instrumentadas por los Alguaciles: que a
dicho prevenido se le negó en la Corte de Apelac:ón do Santo
Domingo la oportunidad de ser escuchado y juzgado en un
juicio oral, público y contradictorio que sirviera para instruir
este proceso; pero,

Considerando, que en el acta de la audiencia celebrada por
la Corte de Apelación para conocer de este caso, el 19 de julio'
de 1982, consta que el Dr. Miguel Angel Cedeño compareció
en representación del prevenido Rafael Cedeño para asistirlo
en sus medios de defensa y allí presentó sus conclusiones;
que, asimismo, en la audiencia celebrada por dicha Corte el

• n de SeptLembre del 1982, el prevenido fue representado por
el Dr. Angel R. Morón, quien en esa audiencia produjo
conclusiones en su nombre; que, por tanto, su alegato de que
no fue citado al juicio y por eso su derecho de defensa fue
violado carece de fundamento y, en consecuencia el medio
único de su recurso debe ser desestimado;

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, para condenar al prevenido por los
hechos puestos a su cargo, dio por establecido lo siguiente:
al que el 3 de julio de 1978, a las dos de la tarde, mientras el
chofer Rafael Abréu Veloz conducía su automóvil, placa No.
115-365, propiedad de Gloria Austria Hernández, asegurado
con póliza No. A1-54095, propiedad de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., al penetrar de Norte a Sur en
le calle Benito Monción en momento en que el ciclista Manuel
Emilio Acevedo venía por la avenida Bolívar en dirección de
Este a Oeste, éste tuvo que virar violentamente hacia la
izquierda para evitar que el automóvil lo atropellara, yendo a
estrellarse contra la casa situada en la esquina Suroeste,
resultando con golpes diversos que curaron después de diez y
antes de veinte días, y la bicicleta cen desperfectos; b) que el
hecho se debió a la imprudencia del prevenido Rafael Abréu
Veloz, quien irrumpió en la avenida Bolívar, que es una vía de
preferencia, sin cersiorarse de la presencia del ciclista antes
indicado que por dicha avenida venía;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a•qua constituyen, a cargo del prevenido recurrente, el delito
de golpes y heridas por imprudencia causados con la con- •
ducción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehículos, y san-
cionado en la letra (b) de dicho texto legal con las penas de 3
meses a un año de prisión y multa de RDS50.00 a RDS300.00
si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado para de-
dicarse a su trabajo por 10 días o más, pero por menos de 20,
como sucedió en la especie; que, por consiguiente, al con-
denar a dicho prevenido a una multa de RDS50.00 por la
comisión de dicho delito, la Corte a-qua le aplicó una sanciónajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta.blecido que el hecho del prevenido ocasionó a Manuel Emilio
Acevedo daños y perjuicios materiales y morales que evaluó
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en la suma de RDS1,300.00; que al condenar al prevenido Ra-
fael Abréu Veloz y a Gloria A. de Almonte, puesta en causa
como civilmente responsable, al pag de esa suma más los
intereses legales a partir del accidente, a título de in
demnización, en favor de la parte civil constituida, dicha
Corte hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384
del Código Civil y de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 del
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
hacer oponible dichas indemnizaciones a la Compañía
Aseguradora;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Manuel Emilio Acevedo en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael Abréu Veloz y Gloria A. de Almonte y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo dicta-
da el 28 de septiembre de 1982, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos
recursos; Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales y a éste y a Gloria A. de Almonte al
pago de las civiles con distracción en provecho del Dr. Germo
A. López Quiñones, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad, y las hace oponibles a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

General-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretarlo General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 24

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 22 de junio de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Juan A. Rosario Reyes, Rafael David Castllo
y/o La Eso Adachoudes y Cía de Seguros Pepín,

Abogado (s): Dr. Norberto R.

Interviniente (s): Eudys U. Sena Ferreras.

Abogado (s): Dr. Rafael Cornielle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan A.
Rosario Reyes, dominicano, mayor de edad, cédula No.
51088, serie 47, domic i liado y residente en esta ciudad, en la
calle 39 No. 108, barrio Cristo qev Rafael David Castillo y/o la
Eso Adachoudes y la Cía ae Seguros Pepín, S.A., con
domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado;
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 22
de junio de 1981, por la Corte de Aoelacron de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se copla mas adelante

Oido al Alguacil de turno en la lectu r a oei ro,

•
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en la suma de RDS1,300.00; que al condena r al prevenido Ra-

fael Abréu Veloz y a Gloria A. de Almonte, puesta en causa
como civilmente responsable, al pag de esa suma más los
intereses legales a partir del accidente, a título de ir,
demnización, en favor de la parte civil constituida, dicha
Corte hizo una correcta aplicació n de los artículos 1383 y 1384
del Código Civil y de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 del
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al

° hacer oponible dichas indemnizaciones a la Compañía

Aseguradora;
Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a

Manuel Emilio Acevedo en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael Abréu Veloz y Gloria A. de Almonte y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo dicta-
da el 28 de septiembre de 1982, en sus atribuciones

correcciona les, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos
recursos; Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales y a éste y a Gloria A. de Almonte al
pago de las civiles con distracción en provecho del Dr. Germo
A. López Quiñones, quien afirma estarles avanzando en su
totalidad, y las hace oponibles a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

General.-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretar io General, que

certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 24

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 22 de junio de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Juan A. Rosario Reyes, Rafael David Castillo
yio La Eso Adachoudes y la Cía de Seguros Pepín, S.Af.

Abogado (s): Dr. Norberto R.

interviniente (s): Eudys U. Sena Ferreras.

Abogado (si: Dr. Rafael Cornielle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael A lburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Coicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, corno Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan A.
Rosario Reyes, dominicano, mayor de edad, cédula No.
51088, serie 47, domic lliado y resiaente en esta ciudad, en la
calle 39 No. 108, barrio C risto Rey Rafael David Castillo y/o la
Eso Adachoudes y ia Cía ae Seguros Pepín, S.A., con
domicilio social en la calle Merceoes esquina Palo Hincado;
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 22
de junio de 1981, por la Corte de Aoelacion de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se copla mas deciente

Oido al Alguacil de turno en la lectu r a oel ro.
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Oído al Dr. Rafael Cornielle, en la lectura de sus con-
clusiones en representación de la Dra, Irlanda María Olivero
de Cornielle, abogada del interviniente Eudys Ulises Sena
Ferreras, dominicano, mayor de edad, soltero, militar, cédula
No. 2391, serie 72, domiciliado y residente en la calle 39 No.
19 del barrio Cristo Rey;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
Repúblict

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 8 de julio de 1981, a re-
querimiento del Dr. Juan Jorge Chahín Turna, cédula No.
10561, serie 25, en representación de los recurrentes, en la
cual no se proponen ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 6 de

septiembre de 1382, suscrito por el Dr. Luis E. Norberto Ro-
dríguez, cédula No. 21417, serie 2da., en el cual se propone el
medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito del interviniente. del 6 de septiembre de
1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra en su calidad dicha Corta, conjuntamente con los

Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para integrar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22 de agosto
de 1980 una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; b) que sobre los recursos de casación interpuesto
intervino el fallo impugnado en casación con el siguiente
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dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Luis E. Norberto, en fecha 17 de septiembre de 1980, a
nombre y representación del prevenido Juan R. Rosario
Reyes, de la persona civilmente responsable y de la Cía. de
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de fecha veintidós 122)
de agosto de 1980, dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara al nombrado Juan R. Rosario
Reyes culpable de violar la Ley No. 241, en perjuicio de Eudys
Ulises Sena Ferreras, y en consecuencia se condena al pago
de una multa de Cincuenta Pesos Oro IRD$50.00) y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil in-
tentada por Eudys Ulises Sena Ferreras, por intermedio de la
Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle, contra Juan	 R.
Rosario Reyes y la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional (Aducavitu) por ha-
berla hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia, se condena solidariamente a Juan R. Rosario
Reyes y la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional (Aducavitu) al pago
de una indemnización de Tres Mil Pesos Oro IRDS3,000.00) a
favor de la parte civil constituida, como justa reparación por
los daños morales y materiales ocasionádole con el accidente,
más al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de
la fecha de la demanda en justicia; Tercero: Se condena soli-
dariamente a Juan R. Rosario Rayes y la Asociación de Due-
ños de Carros viejos del Transporte Urbano del Distrito
Nacional, (Aducavitu) al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho de la Dra. Ir landa María
Olivero de Cornielle, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Cuarto: Se declara que la presente sentencia le sea
común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acci-
dente, en virtud de lo dispuesto por el art. 10 de la Ley No.
4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor";
SEGUNDO: En cuanto al fondo se pronuncia el defecto
contra el prevenido Juan R. Rosario Reyes, por no haber
comparecido a la audiencia no obstante haber sido legal-
mente citado; TERCERO: Modifica el Ordinal 2do. de la
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Oído al Dr. Rafael Cornielle, en la lectura de sus con-
clusiones en representación de la Dra, Irlanda María Olivero
de Cornielle, abogada del interviniente Eudys Ulises Sena
Ferreras, dominicano, mayor de edad, soltero, militar, cédula
No. 2391, serie 72, domiciliado y residente en la calle 39 No.
19 del barrio Cristo Rey;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
Repúblict •

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaria de la Corte a-qua el 8 de julio de 1981, a re-
querimiento del Dr. Juan Jorge Chahín Tuma, cédula No.
10561, serie 25, en representación de los recurrentes, en la
cual no se proponen ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 6 de
septiembre de 1982, suscrito por el Dr. Luis E. Norberto Ro-
dríguez, cédula No. 21417, serie 2da., en el cual se propone el
medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito del interviniente. del 6 de septiembre de
1987, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra en su calidad dicha Corta, conjuntamente con los

Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para integrar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22 de agosto
de 1980 una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; b) que sobre los recursos de casación interpuesto
intervino el fallo impugnado en casación con el siguiente
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dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Luis E. Norberto, en fecha 17 de septiembre de 1980, a
nombre y representación del prevenido Juan R. Rosario
Reyes, de la persona civilmente responsable y de la Cía. de
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de fecha veintidós 122)
de agosto de 1980, dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara al nombrado Juan R. Rosario
Reyes culpable de violar la Ley No. 241, en perjuicio de Eudys
Ulises Sena Ferreras, y en consecuencia se condena al pago
de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.001 y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil in-
tentada por Eudys Ulises Sena Ferreras, por intermedio de la
Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle, contra Juan R.
Rosario Reyes y la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional (Aducavitu) por ha-
berle hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia, se condena solidariamente a Juan R. Rosario
Reyes y la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional (Aducavitu) al pago
de una indemnización de Tres Mil Pesos Oro IRDS3,000.00) a
favor de la parte civil constituida, como justa reparación por
los daños morales y materiales ocasionádole con el accidente,
más al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de
la fecha de la demanda en justicia; Tercero: Se condena soli-
dariamente a Juan R. Rosario Reyes y la Asociación de Due-
ños de Carros viejos del Transporte Urbano del Distrito
Nacional, (Aducavitu) al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho de la Dra. Ir landa María
Olivero de Cornielle, quien afirma haberles avanzado en su
totalidad; Cuarto: Se declara que la presente sentencia le sea
común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acci-
dente, en virtud de lo dispuesto por el art. 10 de la Ley No.
4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor";
SEGUNDO: En cuanto al fondo se pronuncia el defecto
contra el prevenido Juan R. Rosario Reyes, por no haber
comparecido a la audiencia no obstante haber sido legal-
mente citado; TERCERO: Modifica el Ordinal 2do. de la
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sentencia apelada, en el sentido de rebajar la indemnización
acordada por el Tribunal a-quo, y la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio fija la misma en la suma de Dos
Mil Pesos Oro IRDS2,000.00) por considerar esta suma más
en armonía y equidad con la magnitud de los daños causa-
dos; CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida; QUINTO: Condena al nombrado Juan R. Rosario
Reyes, al pago de las costas penales de la instancia y con-
juntamente con la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho de la Dra.
Irlanda María Olivero de Cornielle, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente sen-
tencia común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Falta de
motivos y consecuente, Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis, a) "que la
sentencia recurrida no hace un historial o relato de cómo
ocurrieron los hechos materiales de la causa ni las cir-
cunstancias objetivas que determinaron el hecho delictuoso,
razón por la cual se hace imposible a la Suprema Corte de
Justicia verificar si la ley ha sido bien aplicada"; b) que los
Jueces están obligados a motivar sus sentencias, que cuanto
una decisión no contiene satisfactoriamente los motivos que
justifican su dispositivo debe ser casada, por tanto la sen-
tencia impugnada debe ser casada por falta de base legal y de
motivos; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido recurrente y fallar como lo hizo dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 16 de marzo de 1980, mientras
Juan R. Rosario Reyes, conducía el vehículo placa No. 95015,
propiedad de la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional (Aducavitul,
asegurado con Póliza No. 6435-PCF, transitando por la calle
39 del barrio Cristo Rey de Oeste a Este, al llegar a la calle No.
38 atropelló a Eudys Ulises Sena Ferreras, quien transitaba

;int' la misma vía y dirección a su derecha por el pavimento de
misma, ocasionándole lesiones curables dentro de 120 días;
que el accidente se debió a la negligencia e imprudencia de

..rran R. Rosario Reyes, por conducir su vehículo enforma
oscuidada y a una velocidad que no le permitió detener a
-mpo su vehículo para evitar atropellar al agraviado quien
minaba delante de él muy cerca del contén de la acera; que

por todo lo antes expuesto resulta evidente que con-
trariamente a lo sostenido por los recurrentes el fallo im-
pugnado contiene una relación completa de los hechos y
circunstancias de la causa y motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia verificar que en el presente caso se ha
hecho una correcta aplicación de la ley; razón por la cual el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la le-
tra c) del mencionado texto legal con las penas de seis meses
a dos años de prisión y multa de RDS100.00 a RDS500.00
pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más, como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS50.00 pesos acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido, ocasionó a Eudys Ulises
Sena Ferreras, constituido en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales que evaluó en la suma de RDS2,000.00
pesos; que al condenar solidariamente a Juan R. Rosario
Reyes, conjuntamente con la Asociación de Dueños de
Carros Viejos del Transporte Urbano del Distrito Nacional,
Puesta en causa como civilmente responsable, al pago de esa
suma más los intereses legales de la misma a partir de la
demanda en favor de la persona constituida en parte civil, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383
y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al declarar
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sentencia apelada, en el sentido de rebajar la indemnización
acordada por el Tribunal a-quo, y la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio fija la misma en la suma de Dos
Mil Pesos Oro IRDS2,000.00) por considerar esta suma más
en armonía y equidad con la magnitud de los daños causa-
dos; CU ARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida; QUINTO: Condena al nombrado Juan R. Rosario
Reyes, al pago de las costas penales de la instancia y con-
juntamente con la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho de la Dra.
Irlanda Maria Olivero de Cornielle, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad: SEXTO: Declara la presente sen-
tencia común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Falta de
motivos y consecuente, Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis, a) "que la
sentencia recurrida no hace un historial o relato de cómo
ocurrieron los hechos materiales de la causa ni las cir-
cunstancias objetivas que determinaron el hecho delictuoso,
razón por la cual se hace imposible a la Suprema Corte de
Justicia verificar si la ley ha sido bien aplicada"; b) que los
Jueces están obligados a motivar sus sentencias, que cuanto
una decisión no contiene satisfactoriamente los motivos que
justifican su dispositivo debe ser casada, por tanto la sen-
tencia impugnada debe ser casada por falta de base legal y de
motivos; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido recurrente y fallar como lo hizo dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 16 de marzo de 1980, mientras
Juan R. Rosario Reyes, conducía el vehículo placa No. 95015,
propiedad de la Asociación de Dueños de Carros Viejos del
Transporte Urbano del Distrito Nacional lAducavitul,
asegurado con Póliza No. 6435-PCF, transitando por la calle
39 del barrio Cristo Rey de Oeste a Este, al llegar a la calle No.
38 atropelló a Eudys Ulises Sena Ferreras, quien transitaba
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por la misma vía y dirección a su derecha por el pavimento de
la misma, ocasionándole lesiones curables dentro de 120 días;
b) que el accidente se debió a la negligencia e imprudencia de
Juan R. Rosario Reyes, por conducir su vehículo enforma
descuidada y a una velocidad que no le permitió detener a
tiempo su vehículo para evitar atropellar al agraviado quien
caminaba delante de él muy cerca del contén de la acera; que
por todo lo antes expuesto resulta evidente que con-
trariamente a lo sostenido por los recurrentes el fallo im-
pugnado contiene una relación completa de los hechos y
circunstancias de la causa y motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia verificar que en el presente caso se ha
hecho una correcta aplicación de la ley; razón por la cual el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la le-
tra c) del mencionado texto legal con las penas de seis meses
a dos años de prisión y multa de RD$100.00 a RDS500.00
pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más, como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS50.00 pesos acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido, ocasionó a Eudys Ulises
Sena Ferreras, constituido en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales que evaluó en la suma de RDS2,000.00
pesos; que al condenar solidariamente a Juan R. Rosario
Reyes, conjuntamente con la Asociación de Dueños de
Carros Viejos del Transporte Urbano del Distrito Nacional,
puesta en causa como civilmente responsable, al pago de esa
suma más los intereses legales de la misma a partir de la
demanda en favor de la persona constituida en parte civil, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383
y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
Sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al declarar
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oponibles dichas condenaciones a la Compañía de Seguros
Pepin, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Eudys Ulises Sena Ferreras, en los recursos de casación
interpuestos por Rafael David Castillo y/o Adachoudes, Juan
A. Rosario Reyes y la Cía. de Seguros, Pepín, S.A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales el 22 de
junio de 1981 por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los mencionados recursos; Ter-
cero: Condena a Juan A. Rosario Reyes al pago de las costas
penales y a éste y a Rafael David Castillo y/o Adachoudes al
pago de las costas civiles, ordenando su distracción en favor
de la Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle, abogado del
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S.A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bah
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.• Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
filmada leída y publicada por mí, Secretario General, oue
certifico (F00.1 • Miguel Jacoba-
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 25

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 6 de agosto de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Máximo Manuel Bergés Dreyfous y Procura-
dor General de la Corte de Apelación de Santo Domingo.

Abogado (s): Lic. Máximo M. Bergés D. y Dres. Eurípides R.
Roques Román y Manuel E. Cabral Ortiz.

Interviniente (s): Luz Ojeda Castellanos Vda. Méndez

Abogado (s): Lic. Héctor Sánchez Morcelo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darlo Balcácer,
Primer Sustituto en funciones de Presidente; Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10
de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Máximo
Manuel Bergés Dreyfous, dominicano, mayor de edad, casa-
do, abogado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula
No. 145827, serie 1ra., y el Procurador General de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 6 de agosto de 1982, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol:
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oponibles dichas condenaciones a la Compañía de Seguros
Pepfn, S.k;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Eudys Ulises Sena Ferreras, en los recursos de casación
interpuestos por Rafael David Castillo y/o Adachoudes, Juan
A. Rosario Reyes y la Cía. de Seguros, Pepín, S.A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales el 22 de
junio de 1981 por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los mencionados recursos; Ter-
cero: Condena a Juan A. Rosario Reyes al pago de las costas
penales y a éste y a Rafael David Castillo y/o Adachoudes al
pago de las costas civiles, ordenando su distracción en favor
de la Dra. Irlanda María Olivero de Cornielle, abogado del
interviniente, quien afirma haberles avanzado en su totalidad
y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S.A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General..

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
filmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico (FDO.1• Miguel Jacob0.-

SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No 25

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 6 de agosto de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Máximo Manuel Bergés Dreyfous y Procura-
dor General de la Corte de Apelación de Santo Domingo.

Abogado (s): Lic. Máximo M. Bergés D. y Dres. Euripides
Roques Román y Manuel E. Cabral Ortiz.

Interviniente Is): Luz Ojeda Castellanos Vda. Méndez

Abogado (s): Lic. Héctor Sánchez Morcelo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darío Balcácer,
Primer Sustituto en funciones de Presidente; Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10
de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y 120' de re
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Máximo
Manuel Bergés Dreyfous, dominicano, mayor de edad, casa-
do, abogado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula
No. 145827. serie ira., y el Procurador General de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 6 de agosto de 1982, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
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Oído al Lic. Máximo Manuel Bergés Dreyfous por sí y en
representación de los Dres. Eurípides R. Roque Román y
Manuel E. Cabral Ortiz, cédulas los dos últimos Nos. 19651,
serie 1ra. y 18039, serie 3, respectivamente, en sus con-
clusiones como recurrentes;

Oído al Lic. Héctor Sánchez Morcelo, en la lectura de sus
conclusiones, como abogado de la interviniente Luz-Ojeda
Castellanos Vda. Méndez, cubana, mayor de edad, industrial,
domiciliada y residente en la Av. Bolívar No. 251, apar-
tamento 8, de esta ciudad, cédula No. 110650, serie 1ra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 17 de agosto de 1982, a requerimiento del
mismo recurrente Lic. Máximo Manuel Bergés Dreyfous, por
sí y en representación del Lic. Eurípides R. Roque Román y
Dr. Manuel Emilio Cabral Ortiz, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 17 de agosto de 1982, a requerimiento del Dr.
Ramón Urbáez Brazobán, Ayudante del Procurador General
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en represen-
tación de dicho Procurador General, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación del 15 de noviembre de 132,
suscrito por el recurrente y demás abogados;

Visto el escrito del interviniente del 18 de marzo de 1983,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Darío Balcácer, Primer Sustituto en
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama, en su indicada calidad, a los Magis-
trados Fernando E. Ravelo de la Fuente y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales indicados por el recurrente;
y los artículos 1, 23, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella presentada por el recurrente ante el Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional, contra la interviniente, por
violación a los artículos 379 y 401 del Código Penal, la Cuarta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del citado
Distrito Judicial dictó una sentencia, el 9 de febrero de 1982,
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada
en casación; "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos
en la forma los recursos de apelación interpuestos por el
Magistrado Procurador Fiscal del D.N., y por la prevenida Luz
Ojeda Castellanos Vda. Méndez, contra sentencia incidental
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, el día 9 de febrero de 1982,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe declinar,
como al efecto declina, el presente expediente a cargo de la
nombrada Luz Ojeda Castellanos, prevenida de violar los arts.
379 y 401 del Código Penal, en perjuicio del Lic. Máximo M.
Bergés Dreyfous y se envía por ante el Magistrado Procura-
dor Fiscal para que apodere un Juzgado de Instrucción por
existir indicios de crimen en contra de la prevenida Luz Ojeda
Castellanos; Segundo: Que debe rechazar, como al efecto
rechaza el pedimento de la defensa por improcedente y mal
fundado; Tercero: Se reservan las costas penales'; Por haber
sido hecho en tiempo hábil y con las formalidades legales;
SEGUNDO: Declara buena y válida en la forma la cons-
titución en parte civil del Lic. Máximo Bergés Dreyfous contra
la señora Luz Ojeda Castellanos Vda. Méndez y la rechaza en
cuanto al fondo por improcedente y mal fundada; TER-
CERO: Revoca en todas sus partes la mencionada sentencia
y obrando por propia autoridad y contrario imperio y avocan-
do el fondo del proceso, descarga a la prevenido Luz Ojeda
Castellanos Vda. Méndez, de los delitos de violación a.
los arts. 379 y 401 del Código Penal por no haberlos come-
tidos y declara las costas penales de oficio; CUARTO: Acoge
las conclusiones de la prevenida Luz Ojeda Castellanos Vda.
Méndez, en cuanto solicita de conformidad con el artículo
191 del Código de Procedimiento Criminal imponer al Dr.
Máximo Bergés Dreyfous una indemnización en su favor y en
consecuencia condena al Lic. Máximo Bergés Dreyfous a
pagar a la señora luz Ojeda Castellanos Vda. Méndez, la
suma de Diez Mil Pesos Oro IRD$10,000.001, como justa
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Oído al Lic. Máximo Manuel Bergés Dreyfous por sí y en
representación de los Dres. Eurípides R. Roque Román y
Manuel E. Cabral Ortiz, cédulas los dos últimos Nos. 19651,
serie 1ra. y 18039, serie 3, respectivamente, en sus con-
clusiones como recurrentes;

Oído al Lic. Héctor Sánchez Morcelo, en la lectura de sus
conclusiones, como abogado de la interviniente Luz-Ojeda
Castellanos Vda. Méndez, cubana, mayor de edad, industrial,
domiciliada y residente en la Av. Bolívar No. 251, apar-
tamento 8, de esta ciudad, cédula No. 110650, serie 1ra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 17 de agosto de 1982, a requerimiento del
mismo recurrente Lic. Máximo Manuel Bergés Dreyfous, por
sí y en representación del Lic. Eurípides R. Roque Román y
Dr. Manuel Emilio Cabral Ortiz, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 17 de agosto de 1982, a requerimiento del Dr.
Ramón Urbáez Brazobán, Ayudante del Procurador General
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en represen-
tación de dicho Procurador General, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación del 15 de noviembre de 132,
suscrito por el recurrente y demás abogados;

Visto el escrito del interviniente del 18 de marzo de 1983,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 9 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Darío Balcácer, Primer Sustituto en
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama, en su indicada calidad, a los Magis-
trados Fernando E. Ravelo de la Fuente y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales indicaaos por el recurrente;
y los artículos 1, 23, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella presentada por el recurrente ante el Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional, contra la interviniente, por
violación a los artículos 379 y 401 del Código Penal, la Cuarta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del citado
Distrito Judicial dictó una sentencia, el 9 de febrero de 1982,
cuyo dispositivo se copia más adelante; bl que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada
en casación; "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos
en la forma los recursos de apelación interpuestos por el
Magistrado Procurador Fiscal del D.N., y por la prevenida Luz
Ojeda Castellanos Vda. Méndez, contra sentencia incidental
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, el día 9 de febrero de 1982,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe declinar,
como al efecto declina, el presente expediente a cargo de la
nombrada Luz Ojeda Castellanos, prevenida de violar los arts.
379 y 401 del Código Penal, en perjuicio del Lic. Máximo M.
Bergés Dreyfous y se envía por ante el Magistrado Procura-
dor Fiscal para que apodere un Juzgado de Instrucción por
existir indicios de crimen en contra de la prevenida Luz Ojeda
Castellanos; Segundo: Que debe rechazar, como al efecto
rechaza el pedimento de la defensa por improcedente y mal
fundado; Tercero: Se reservan las costas penales'; Por haber
sido hecho en tiempo hábil y con las formalidades legales;
SEGUNDO: Declara buena y válida en la forma la cons-
titución en parte civil del Lic. Máximo Bergés Dreyfous contra
la señora Luz Ojeda Castellanos Vda. Méndez y la rechaza en
cuanto al fondo por improcedente y mal fundada; TER-
CERO: Revoca en todas sus partes la mencionada sentencia
y obrando por propia autoridad y contrario imperio y avocan-
do el fondo del proceso, descarga a la prevenido 1 uz Ojeda
Castellanos Vda. Méndez, de los delitos de violación a.
los arts. 379 y 401 del Código Penal por no haberlos come-
tidos y declara las costas penales de oficio; CUARTO: Acoge
las conclusiones de la prevenida Luz Ojeda Castellanos Vda.
Méndez, en cuanto solicita de conformidad con el artículo
191 del Código de Procedimiento Criminal imponer al Dr.
Máximo Bergés Dreyfous una indemnización en su favor y en
consecuencia condena al Lic. Máximo Bergés Dreyfous a
pagar a la señora Luz Ojeda Castellanos Vda. Méndez, la
suma de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00), como justa
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indemnización por los daños materiales y morales que dicha
señora ha experimentado como consecuencia directa de las
persecuciones movilizadas en su contra por la querella
presentada ante el Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
por el 11c. Máximo Bergés Dreyfous, constituido en parte ci-
vil; QUINTO: Condena al Lic. Máximo Bergés Dreyfous, al
pago de las costas civiles, ordenando su distracción en pro-
vecho del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el Procurador General de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, ni al declarar su recurso, ni
posteriormente, ha expuesto los hechos en que lo fun-
damenta, como lo establece a pena de nulidad el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casción; que, por tanto,
dicho recurso resulta nulo;

Considerando, que el recurrente Máximo Manuel Bergés
Dreyfous propone en su memorial los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Falta de motivos.- Violación de los
artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y 23 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio: Falta de<-
base legal de la sentencia recurrida;

Considerando, que el recurrido alega, en síntesis, er su
primer medio, que la sentencia impugnada no ha sido mo-
tivada, pues fue dada en el dispositivo;

Considerando, que el articulo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, expresa que: "La redacción de las sentencias
contendrá, entre otras cosas, las conclusiones, la exposición
sumaria de los puntos de hecho y de derecho, los fun-
damentos y el dispositivo' y el artículo 23 de la Ley de Proce-
dimiento de Casación expresa en e' inciso 5to., que dará lugar
a la anulación de la sentencia cuando no contenga motivos;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
revela que ésta fue dictada en dispositivo y, por tanto, no
contiene relación de los hechos, ni motivos, tal como lo in-
voca el recurrente y lo ha reconocido la interviniente, que
permita a la Corte de Casación verificar si la Corte a-gua hizo
una correcta aplicación de la ley, por lo que la sentencia
impugnada es nula y procede acoger el recurso interpuesto
por Máximo Manuel Dreyfous, sin necesidad de examinar el
otro medio de casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por el Procurador General de la Corte de

BOLETIN JUDICIAL
	

2233

p,pelación de Santo Domingo. el 6 de agosto de 1982, en atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia
en cuanto al interés del recurrente Máximo Manuel Bergés
Dreyfous y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San
pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Tercero: Se

declaran las costas penales de oficio.
(FIRMADOS): Darío Balcácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.-

Leonte R. Alburquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.

Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, aue
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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indemnización por los daños materiales y morales que dicha
señora ha experimentado como consecuencia directa de las
persecuciones movilizadas en su contra por la querella
presentada ante el Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
por el Lic. Máximo Bergés Dreyfous, constituido en parte ci-
vil; QUINTO: Condena al Lic. Máximo Bergés Dreyfous, al
pago de las costas civiles, ordenando su distracción en pro-
vecho del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el Procurador General de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, ni al declarar su recurso, ni
posteriormente, ha expuesto los hechos en que lo fun-
damenta, como lo establece a pena de nulidad el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casción; que, por tanto,
dicho recurso resulta nulo;

Considerando, que el recurrente Máximo Manuel Bergés
Dreyfous propone en su memorial los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Falta de motivos.- Violación de los
artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y 23 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio: Falta de'
base legal de la sentencia recurrida;

Considerando, que el recurrido alega, en síntesis, er su
primer medio, que la sentencia impugnada no ha sido mo-
+ ivada, pues fue dada en el dispositivo;

Considerando, que el artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, expresa que: "La redacción de las sentencias
contendrá, entre otras cosas, las conclusiones, la exposición
sumaria de los puntos de hecho y de derecho, los fun-
damentos y el dispositivo" y el artículo 23 de la Ley de Proce-
dimiento de Casación expresa en e' inciso 5to., que dará lugar
a la anulación de la sentencia cuando no contenga motivos;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
revela que ésta fue dictada en dispositivo y, por tanto, no
contiene relación de los hechos, ni motivos, tal como lo in-
voca el recurrente y lo ha reconocido la interviniente, que
permita a la Corte de Casación verificar si la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de la ley, por lo que la sentencia
impugnada es nula y procede acoger el recurso interpuesto
por Máximo Manuel Dreyfous, sin necesidad de examinar el
otro medio de casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por el Procurador General de la Corte de
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Apelación de Santo Domingo. el 6 de agosto de 1982, en atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia
en cuanto al interés del recurrente Máximo Manuel Bergés
Dreyfous y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Tercero: Se
declara n las costas penales de oficio.

(FIRMADOS): Darío Balcácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.-
Leonte R. Alburquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.

Goicoc hea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretaria
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, aue
certifico. (F DO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 26

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de junio de 1982.-

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Víctor Manuel Óiaz Sosa, Unión de Propie-
tarios de Autobuses y Cia. de Seguros Pepín, S.A.

Abogados (s): Dr. Gilberto Pérez Matos.

Interviniente (s): Ciriaco Montero y Montero.

Abogado (s): Dr. Elis Jiménez Moquete.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H Goicochea S. Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Victor
Manuel Díaz, dominicano, mayor de edad, cédula No. 116589,
serie 1ra., domiciliado y residente en el Km. 9 de la carretera
Mella, casa No. 26, del Distrito Nacional, Unión de Propie-
tarios de Autobuses, Inc., con domicilio en Isabel Aguiar,
Herrera, de esta ciudad; Cía. de Seguros Pepín, S.A., con
domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales el 30 de junio de 1982, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co pia más
adelante.
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Gilberto Pérez

Matos, cédula No. 12015, serie 10, abogado de los
recurrentes, Víctor Manuel Díaz Sosa, Unión de Propietarios
de Autobuses, Inc., y Cía. de Seguros Pepín, S.A.;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Elis Jiménez
Moquete, abogado del 	 interviniente Ciriaco Montero y
Montero, mayor de edad, cédula No. 21476, serie 11,
domiciliado y residente en la calle Juan A Ibarra. Cristo Rey,
de esta ciudad;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua e114 de julio de 1982, a requerimiento
del Dr. Godofredo Rodríguez Torres, cédula No. 7483, serie
34, en representación de los recurrentes en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del 3 de diciembre de 1982, suscrito por el
Dr. Gilberto Pérez Matos, abogado de los recurrentes, en el
que se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del.3 de diciembre de 1982, firmado por el
abogado del interviniente;

Visto el auto dictado en fecha 6 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y
52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1 y
10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor, 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;	 •

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, cosnta; a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el día 17
de julio de 1979, en el cual resultó con lesiones corporales una
persona, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 25 de noviembre de

1981, una sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se transcribe más adelante, en el de la ahora
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1983 No. 26

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de junio de 1982.-

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Víctor Manuel Diaz Sosa, Unión de Propie-
tarios de Autobuses y Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Abogados (s): Dr. Gilberto Pérez Matos.

Interviniente Is): Ciriaco Montero y Montero.

Abogado (s): Dr. Elis Jiménez Moquete.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S. Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación i nterpuestos por Víctor
Manuel Díaz, dominicano, mayor de edad, cédula No. 116589,
serie) ra., domiciliado y residente en el Km. 9 de la carretera
Mella, casa No. 26, del Distrito Nacional, Unión de Propie-
tarios de Autobuses, Inc., con domicilio en Isabel Aguiar,
Herrera, de esta ciudad; Cía. de Seguros Pepín, S.A., con
domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales el 30 de junio de 1982, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co pia más
adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Gilberto Pérez

Matos, cédula No. 12015, serie 10, abogado de los
recurrentes, Víctor Manuel Díaz Sosa, Unión de Propietarios
de Autobuses, Inc., y Cía. de Seguros Pepín, S.A.;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Elis Jiménez
Moquete, abogado del 	 interviniente Ciriaco Montero y
Montero, mayor de edad, cédula No. 21476, serie 11,
domiciliado y residente en la calle Juan A Ibarra. Cristo Rey,
de esta ciudad;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua ell4 de julio de 1982, a requerimiento
del Dr. Godofredo Rodríguez Torres, cédula No. 7483, serie
34, en representación de los recurrentes en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del 3 de diciembre de 1982, suscrito por el
Dr. Gilberto Pérez Matos, abogado de los recurrentes, en el
que se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del 3 de diciembre de 1982, firmado por el
abogado del interviniente;

Visto el auto dictado en fecha 6 de agosto del corriente año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y
52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1 y
10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor, 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;	 •

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, cosnta; a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el día 17
de julio de 1979, en el cual resultó con lesiones corporales una
persona, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 25 de noviembre de
1981, una sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se transcribe más adelante, en el de la ahora
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Impugnada en casación con el siguiente dispositivo: FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Godofredo Ro-
dríguez Torres, a nombre y representación de Unión de
Propietarios de Autobuses, Inc., C. por A., Víctor Manuel
Díaz Sosa y Cía. de Seguros Pepín, S.A., en fecha 9 de
diciembre de 1981, contra sentencia dictada por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 25 de noviembre de 1981, cuyo dispositivo
dice así: FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra
el nombrado Víctor Manuel Díaz Sosa, por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; SEGUNDO:
Se declara al nombrado Víctor Manuel Díaz Sosa, culpable
del delito de violación al artículo 49 de la Ley No. 241, ac-
cidente de vehículos de motor, y en consecuencia se le
condena a Cien Pesos (RDS100.00) de multa y al pago de las
costas penales; TERCERO: Se declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil formulada por
el señor Ciriaco Montero y Montero, por órgano de su abo-
gado constituido, contra el señor Víctor Manuel Díaz Sosa,
Federico Heyer y/o Unión de Propietarios de Autobuses, Inc.,
como prevenido el primero y persona civilmente responsables
los dos últimos; CUARTO: Se condenan a los nombrados
Víctor Manuel Díaz Sosa, Federico Heyer yio Unión de
Propietarios de Autobuses, Inc., en sus calidades, al pago de
una indemnización de Dos Mil Pesos ORDS2,000.001 como
justa reparación por los daños y perjuicios personales, ma-
teriales y morales sufridos a consecuencia del accidente;
Golpes y heridas curables antes de los noventa (90) días y
después de sesenta (60) días, según certificado médico legal
expedido al efecto; se condena además, al pago de los in-
tereses legales sobre esta suma a partir de la fecha de la
demanda a título de indemnización complementaria;
QUINTO: Se condena a las partes sucumbientes señores
Víctor Manuel Díaz Sosa, Federico Heyer y/o Unión de
Propietarios de Autobuses, Inc., al pago de las costas civiles
del Procedimiento, ordenándcse su distracción en favor del
Dr. Elis Jiménez Moquete, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad: SEXTO: Se declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., por ser la entidad aseguradora al momento y fecha
exacta del vehículo que causó el accidente; SEPTIMO: Se
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rechazan por improcedentes y mal fundadas las conclusiones
presentadas en audiencia por el Dr. Rafael Márquez, en
representac ión del Dr. Godofredo Rodríguez, quien a su vez
representa al prevenido, la persona civilmente responsable y
la Compañía aseguradora Pepín, S.A.; SEGUNDO:
Pronunc i a el defecto contra el prevenido Víctor Manuel Díaz
Sosa, por no haber comparecido a la audiencia, no obstante

habe r sido legalmente citado; TERCERO: Confirma en todas
sus partes la sentencia apelada por ser justa en cuanto al
fondo y reposar sobre base legal; CUARTO: Condena al pre-
venido Víctor Manuel Díaz Sosa, al pago de las costas
penales de la alzada y conjuntamente con Federico Heyer y/o
Unión de Propietarios de Autobuses, Inc., persona civilmente
responsable, al pago de las costas civiles con distracción de
las últimas en provecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Dispone
la oponibilidad de la presente sentencia a la Compañia de
Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el fallo
impugnado los siguientes medios: Primer Medio: Falsa
interpretación de los artículos 178 letra (k) inciso 7J e inciso 2,
65 y 49 letra (c) de la Ley No. 241 sobre Tránsito y Vehículos;
Segundo Medio: Falta de motivos. Falta de base legal y
violación del artículo 141 del Código do Procedimiento Civil;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación los cuales se reúnen para su examen, los recurrentes
alegan en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-qua in-
terpretó mal los artículos aplicados, porque en la instrucción
de la causa no se com probó que el prevenido Víctor Manuel

0;az Sosa, cometiera alguna taita y que fu ndamentó su
responsabilidad, y que fundamentó su decisión en las
declaraciones prestadas por Ciriaco Montero y Montero,
parte civil constituida, lo que no podía servir de fundamento
al Tribunal para dictar fallo condenatorio; que no se hizo una
exposición, cómo ocurrió el accidente, ni se expone tampoco
ninguna causa que permita verificar que el prevenido cometió
alguna falta, y que esa falta ocasionara un daño; que en la
sentencia se omitió hacer una exposición clara y pertinente
de los hechos y motivos y no se justifican las indemnizaciones
acordadas a la parte civil constituida por lo que la sentencia
debe ser casada; pero,
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impugnada en casación con el siguiente dispositivo: FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Godofredo Ro-
dríguez Torres, a nombre y representación de Unión de
Propietarios de Autobuses, Inc., C. por A., Víctor Manuel
Diaz Sosa y Cía. de Seguros Pepín, S.A., en fecha 9 de
diciembre de 1981, contra sentencia dictada por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 25 de noviembre de 1981, cuyo dispositivo
dice así: FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra
el nombrado Víctor Manuel Díaz Sosa, por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; SEGUNDO:
Se declara al nombrado Víctor Manuel Díaz Sosa, culpable
del delito de violación al artículo 49 de la Ley No. 241, ac-
cidente de vehículos de motor, y en consecuencia se le
condena a Cien Pesos (RD$100.00) de multa y al pago de las
costas penales; TERCERO: Se declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil formulada por
el señor Ciriaco Montero y Montero, por órgano de su abo-
gado constituido, contra el señor Víctor Manuel Díaz Sosa.
Federico Heyer y/o Unión de Propietarios de Autobuses, Inc.,
como prevenido el primero y persona civilmente responsables
los dos últimos; CUARTO: Se condenan a los nombrados
Víctor Manuel Díaz Sosa, Federico Heyer y/o Unión de
Propietarios de Autobuses, Inc., en sus calidades, al pago de
una indemnización de Dos Mil Pesos (RDS2,000.00) como
justa reparación por los daños y perjuicios personales, ma-
teriales y morales sufridos a consecuencia del accidente;
Golpes y heridas curables antes de los noventa (90) días y
después de sesenta (60) días, según certificado médico legal
expedido al efecto; se condena además, al pago de los in-
tereses legales sobre esta suma a partir de la fecha de la
demanda a título de indemnización complementaria;
QUINTO: Se condena a las partes sucumbientes señores
Víctor Manuel Díaz Sosa, Federico Heyer y/o Unión de
Propietarios de Autobuses, Inc., al pago de las costas civiles
del Procedimiento, ordenándose su distracción en favor del
Dr. Elis Jiménez Moquete, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad: SEXTO: Se declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañia de Seguros Pepin,
S.A., por ser la entidad aseguradora al momento y fecha
exacta del vehículo que causó el accidente; SEPTIMO: Se
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rechazan por improcedentes y mal fundadas las conclusiones
presentadas en audiencia por el Dr. Rafael Márquez, en
representación del Dr. Godofredo Rodríguez, quien a su vez

representa al prevenido, la persona civilmente responsable y
la Compañía aseguradora Pepín, S.A.; SEGUNDO:

Pronunc i a el defecto contra el prevenido Víctor Manuel Diaz
Sosa, por no haber comparecido a la audiencia, no obstante
haber sido legalmente citado; TERCERO: Confirma en todas
sus partes la sentencia apelada por ser justa en cuanto al
fondo y reposar sobre base legal; CUARTO: Condena al pre-
venido Víctor Manuel Díaz Sosa, al pago de las costas
penales de la alzada y conjuntamente con Federico Heyer y/o
Unión de Propietarios de Autobuses, Inc., persona civilmente
responsable, al pago de las costas civiles con distracción de
las últimas en provecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Dispone

la oponibilidad de la presente sentencia a la Compañia de
Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el fallo
impugnado los siguientes medios: Primer Medio: Falsa

interpretación de los artículos 178 letra (k) inciso 7J e inciso 2,

65 y 49 letra (c) do la Ley No. 241 sobre Tránsito y Vehículos;
Segundo Medio: Falta de motivos. Falta de base legal y
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación los cuales se reúnen para su examen, los recurrentes
alegan en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-qua in-
terpretó mal los artículos aplicados, porque en la instrucción
de la causa no se comprobó que el prevenido Víctor Manuel
Díaz Sosa, cometiera alguna falta y que fundamentó su
responsabilidad, y que fundamentó su decisión en las
declaraciones prestadas por Ciriaco Montero y Montero,
parte civil constituida, lo que no podía servir de fundamento
al Tribunal para dictar fallo condenatorio; que no se hizo una
exposición, cómo ocurrió el accidente, ni se expone tampoco
ninguna causa que permita verificar que el prevenido cometió
alguna falta, y que esa falta ocasionara un daño; que en la
sentencia se omitió hacer una exposición clara y pertinente
de los hechos y motivos y no se justifican las indemnizaciones
acordadas a la parte civil constituida pOr lo que la sentencia

debe ser casada; pero,
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Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la im-
prudencia exclusiva del prevenido recurrente Víctor Manuel
Din Sosa, y fallar como lo hizo dio por establecido mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron apor-
tados a la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 17 de
julio de 1979, el automóvil placa No. 300-576, propiedad de
Federico Heyer, y asegurado con la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., y por Unión de Propietarios de Autobuses, Inc., y
conducido por Víctor Manuel Díaz Sosa, en dirección Norte a
Sur por la calle Isabel Aguiar, de esta ciudad, atropelló al
pasajero Ciriaco Montero y Montero, quien recibió lesiones
corporales, curables después de 60 y antes de 90 días; b) que
el accidente ocurrió por imprudencia del mencionado pre-
venido, por éste haber iniciado la marcha, sin esperar que
dicho pasajero terminara de bajar del vehículo;

Considerando, que por lo antes expuesto se evidencia, que
la sentencia impugnada, contiene una completa relación de
los hechos de la causa, a los cuales dio su verdadero sentido y
alcance sin incurrir en desnaturalización alguna, lo que ha
permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar que la ley
ha sido bien aplicada, así como motivos suficientes que justi-
fican su dispositivo, por lo cual los medios que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia causados con el manejo de vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra (c)
del citado texto legal, con las penas de seis meses a dos años
de prisión y multa de cien a quinientos pesos, si los golpes y
heridas ocasionaran a la víctima una enfermedad de veinte
días o más, como ocurrió en la especie; que al condenar al
mencionado prevenido Víctor Manuel Díaz Sosa, a pagar una
multa de cien pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido, ha ocasionado, a la parte
civil constituida, Ciriaco Montero y Montero, daños y per-
juicios materiales y morales cuyo monto evaluó en la suma de
Dos Mil Pesos (RDS2,000.00) más los intereses legales de la
misma, que al condenar a Víctor Manuel Díaz Sosa, Federico
Heyer y/o Unión de Propietarios de Autobuses, Inc., hizo una
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correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obli-

Gatorio de Vehículos de Motor, al declarar esas con-
denaciones oponibles a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.;

Conside rando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, dicha sentencia, no contiene ningún vicio
que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Ciriaco Montero y Montero, en los recursos de casación
interpuestos por Víctor Manuel Díaz Sosa, Unión de Propie-
tarios de Autobuses, Inc., Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo el 30 de junio de 1982, en sus atribuciones
correcciona l es, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados
recursos; Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales y a éste y a Unión de Propietarios de
Autobuses, Inc., al pago de las civiles, y las distrae en pro-
vecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la Cía. de)
Seguros Pepín, S.A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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4Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la im-
prudencia exclusiva del prevenido recurrente Víctor Manuel
Díaz Sosa, y fallar como lo hizo dio por establecido mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron apor-
tados a la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 17 de
julio de 1979, el automóvil placa No. 300-576, propiedad de
Federico Heyer, y asegurado con la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., y por Unión de Propietarios de Autobuses, Inc., y
conducido por Víctor Manuel Díaz Sosa, en dirección Norte a
Sur por la calle Isabel Aguiar, de esta ciudad, atropelló al
pasajero Ciriaco Montero y Montero, quien recibió lesiones
corporales, curables después de 60 y antes de 90 días; b) que
el accidente ocurrió por imprudencia del mencionado pre-
venido, por éste haber iniciado la marcha, sin esperar que
dicho pasajero terminara de bajar del vehículo;

Considerando, que por lo antes expuesto se evidencia, que
la sentencia impugnada, contiene una completa relación de
los hechos de la causa, a los cuales dio su verdadero sentido y
alcance sin incurrir en desnaturalización alguna, lo que ha
permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar que la ley
ha sido bien aplicada, así como motivos suficientes que justi-
fican su dispositivo, por lo cual los medios que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia causados con el manejo de vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra (c)
del citado texto legal, con las penas de seis meses a dos años
de prisión y multa de cien a quinientos pesos, si los golpes y
heridas ocasionaran a la víctima una enfermedad de veinte
días o más, como ocurrió en la especie; que al condenar al
mencionado prevenido Víctor Manuel Díaz Sosa, a pagar una
multa de cien pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando. que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido, ha ocasionado, a la parte
civil constituida, Ciriaco Montero y Montero, daños y per-
juicios materiales y morales cuyo monto evaluó en la suma de
Dos Mil Pesos (RDS2,000.00) más los intereses legales de la
misma, que al condenar a Víctor Manuel Díaz Sosa, Federico
Heyer y/o Unión de Propietarios de Autobuses, Inc., hizo una

correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-

vil Y 
1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obli-

gatorio de Vehículos de Motor, al declarar esas con-
denaciones oponibles a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, dicha sentencia, no contiene ningún vicio
que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Ciriaco Montero y Montero, en los recursos de casación
interpuestos por Víctor Manuel Díaz Sosa, Unión de Propie-
tarios de Autobuses, Inc., Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo el 30 de junio de 1982, en sus atribuciones
correcciona les, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados
recursos; Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales y a éste y a Unión de Propietarios de
Autobuses, Inc., al pago de las civiles, y las distrae en pro-
vecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la Cía. do
Seguros Pepín, S.A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F DO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1983 No. 27

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 8 de marzo de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Gerásimo Lorenzo Jiménez, Brugal y Cia. y
Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (s): Angel Rafael Morán Auffant.

Interviniente (s): Paulina Piña de Jesús y compartes.

Abogado	 Dres. Manuel W. Medrano Vásquez, Simón
Omar Valenzuela de los Santos, Viriato A. Peña Castillo,
Héctor Ant. Peña Ramos, Ramona Alt. Trujillo, y Jorge Pa-
vón Moni.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus sentencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 12 de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gerásimo
Lorenzo Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, cédula No. 7481, serie 68, domiciliado y
residente en Villa Altagracia barrio Las Diez Casitas, No. 70,
La Brugal y Cia., C. por A., con asiento social en la calle
Leopoldo Navarro No. 61 de esta ciudad, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales. el 8 de marzo de 1982,
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por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel W. Medrano Vásquez. en la lectura de

sus conclusiones, en representación de los intervinientes de
Paulina Piña de Jesús, y de sus hijos Juan de Jesús Castillo,
Petronila, Juan y Sinforosa Castillo viuda de Jesús,
dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en
la calle Interior No. 17, sector Mata Hambre, de esta ciudad;

Oído al Dr. Simón Omar Valenzuela de los Santos, cédula
No. 18303, serie 12, en la lectura de sus conclusiones, en
representación de los intervinientes Leonor Lorenzo Frías y
María López, dominicana, mayor de edad, cédula No. 9689,
serie 68, dominicana, mayor de edad, cédula No. 93148, serie
ira., la segunda, la primera domiciliada en el municipio de
Villa Altagracia y la segunda en la casa No. 15 de la calle 16
del barrio Capotillo, de esta ciudad;

Oído a la Dra. Ramona Altagracia Trujillo, en la lectura de
sus conclusiones, en representación del Dr. Viriato A. Peña
Castillo, quien a su vez representa a la interviniente Carmen
Dinorah Nivar, dominicana, mayor de edad, cédula No. 7719,
serie 68, domiciliada y residente en el municipio de Villa
Altagracia;

Oído al Dr. Simón Omar Valenzuela, en la lectura de sus
conclusiones, en representación del Dr. Héctor Antonio Peña
Santos, quien a su vez en representación del interviniente
Quintino Lucindo Florentino, dominicano, mayor de edad,
cédula No. 2135, serie 68, domiciliado y residente en el
municipio de San Cristóbal;

Oído a la Dra. Ramona Altagracia Trujillo en la lectura de
sus conclusiones, en representación del Dr. Jorge Pavón
Moni, quien a su vez representa a Carlos Mejía Carmona,
dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado, cé-
dula No. 5536, serie 68, domiciliado y residente en el
municipio de Villa Altagracia;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 30 de marzo de 1982, a re-
querimiento del Dr. Manuel Puello Ruiz, en representación del
Dr. Otto Sosa Agramonte, quien a su vez representa a los
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1983 No. 27

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 8 de marzo de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Gerásimo Lorenzo Jiménez, Brugal y Cía y
Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (a): Angel Rafael Morán Auffant

Interviniente (s): Paulina Piña de Jesús y compartes.

Abogado (s): Dres. Manuel W. Medrano Vásquez, Simón
Omar Valenzuela de los Santos, Viriato A. Peña Castillo,
Héctor Ant. Peña Ramos, Ramona Alt. Trujillo, y Jorge Pa-
vón Moni.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus sentencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 12 de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gerásimo,
Lorenzo Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, cédula No. 7481, serie 68, domiciliado y
residente en Villa Altagracia barrio Las Diez Casitas. No. 70,
La Brugal y Cía., C. por A., con asiento social en la calle
Leopoldo Navarro No. 61 de esta ciudad, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales, el 8 de marzo de 1982.

por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel W. Medrano Vásquez. en la lectura de

sus conclusiones, en representación de los intervinientes de
Paulina Piña de Jesús, y de sus hijos Juan de Jesús Castillo,
Petronila, Juan y Sinforosa Castillo viuda de Jesús,
dominicanos, mayores de edad, dom i ciliados y residentes en
la calle Interior No. 17, sector Mata Hambre, de esta ciudad;

Oído al Dr. Simón Omar Valenzuela de los Santos, cédula
No. 18303, serie 12, en la lectura de sus conclusiones, en
representación de los intervinientes Leonor Lorenzo Frías y
María López, dominicana, mayor de edad, cédula No. 9689,
serie 68, dominicana, mayor de edad, cédula No. 93148, serie
1ra., la segunda, la primera domiciliada en el municipio de
Villa Altagracia y la segunda en la casa No. 15 de la calle 16
del barrio Capotillo, de esta ciudad;

Oído a la Dra. Ramona Altagracia Trujillo, en la lectura de
sus conclusiones, en representación del Dr. Viriato A. Peña
Castillo, quien a su vez representa a la interviniente Carmen
Dinorah Nivar, dominicana, mayor de edad, cédula No. 7719,
serie 68, domiciliada y residente en el municipio de Villa
Altagracia;

Oído al Dr. Simón Omar Valenzuela, en la lectura de sus
conclusiones, en representación del Dr. Héctor Antonio Peña
Santos, quien a su vez en representación del interviniente
Quintino Lucindo Florentino, dominicano, mayor de edad,
cédula No. 2135, serie 68, domiciliado y residente en el
municipio de San Cristóbal;

Oído a la Dra. Ramona Altagracia Trujillo en la lectura de
sus conclusiones, en representación del Dr. Jorge Pavón
Moni, quien a su vez representa a Carlos Mejía Carmona,
dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado, cé-
dula No. 5536, serie 68, domiciliado y residente en el
municipio de Villa Altagracia;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a - qua, el 30 de marzo de 1982, a re-
querimiento del Dr. Manuel Puello Ruiz, en representación del
Dr. Otto Sosa Agramonte, quien a su vez representa a los
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recurrentes, la cual no se propone contra la sentencia im-
pugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 26 de
octubre de 1982, suscrito por el Dr. Angel Rafael Morón
Auffant, en el cual se propone los medios que se indican más
adelante;

Visto el escrito de los intervinientes Paulina Peña de Jesús
y compartes, del 1° de diciembre de 1982, suscrito por su
abogado;

Visto el escrito de los intervinientes Leonor Lorenzo Frías y
María López, del 1° de noviembre de 1982, suscrito por su
abogado;

Visto el escrito de la intermitente Carmen Dinorah Nivar,
del 1° de noviembre de 1982, suscrito por su abogado;

Visto el escrito del interviniente Quintino Lucindo
Florentino del 1° de noviembre de 1982, suscrito por su
abogado;

Visto el escrito del interviniente Carlos Mejía Carmona del
1° de noviembre de 1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 11 de agosto del corriente
año 1983, por el Mag istrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama, en su indicada calidad, al Magistrado Gustavo Gómez
Ceara, Juez de este Tribunal, para completar la mayoría, en la
deliberación y tallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, en el cual resultó muerta una
persona y otra con lesiones corporales, la Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, dictó el 1 ro. de julio de 1981, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino el fallo ahora impugnado con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares
y válidos los recursos de apelación interpuestos por el doctor
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césar A Cabrera, a nombre y representació n de Brugal

Compañ ía, C. por A., y del señor Gerásimo Liranzo Jiménez y
por el Dr. Otto Sosa Agramonte, actuando éste a nombre y
IrepresentaciÓn de la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A ,
'contra la sentenc ia dictada por la Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San

Cristóba l en fecha 1ro. de julio del año 1981, cuyo dispositivo
d;ce así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Gerásimo
Liranzo Jiménez, de generales que constan, culpable de

violació n de los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, en

consecuencia , le condena a Quinientos Pesos (FIDS500.00) de
multa y costas, acogiendo circunstancias atenuantes en su
favor; Segundo: Se declara al nombrado Andrés Florentino
Aclames, de generales que constan, no culpable de los
hechos puestos a su cargo, en consecuencia, se descarga de
toda responsabilidad penal por no haber incurrido en ninguna
obligación de los preceptos de la Ley No. 241; En cuanto a él
se declaran las costas de oficio; Tercero: Se declara buena y
válida en la forma la constitución en parte civil incoada por los
nombrados Juan José do Jesús Castillo, Juana de Jesús
Castillo, Sinforosa Castillo Vda. de Jesús y Paulina Peña de
Jesús, en su condición de sucesores del fallecido Juan de
Jesús Peña, a través de sus abogados los Dres. Manuel
Wenceslao Medrano Vásquez; y Plinio Matos Moquete,
contra el prevenido Gerásimo Liranzo Jiménez y la Brugal y
Co., C. por A., con la puesta en causa de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., en cuanto al fondo se con-
dena a Gerásimo Liranzo Jiménez y la Brugal y Co., C. por A.,

al pago de una indemnización en la siguiente formal: 1ro.:
OCHO MIL PESOS (RDS8,000.00) en favor de la constitución
a nombre de los hijos del occiso Juan José, Petronila y Juana
de Jesús Castillo, por los daños y perjuicios materiales y
morales recibidos; 2do.: OCHO MIL PESOS (RDS8,000.00) en
favor de la esposa (viuda) Sinforosa Castillo Peña Vda. de
Jesús; 3ro.: TRES MIL PESOS (RDS3,000.00), para la madre
del fallecido, Paulina Peña de Jesús; 4to.: Al pago de los
interesess legales a partir de la demanda en justicia, y al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Wenceslao Medrano Vásquez y Plinio Ma-
tos Moquete, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad; Cuarto: Se declara buena y válida en la forma la
Constitución en parte civii incoada por los nombrados Leonor



2242
	

BOLETIN JUDICIAL

recurrentes, la cual no se propone contra la sentencia im-
pugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 26 de
octubre de 1982, suscrito por el Dr. Angel Rafael Morán
Auffant, en el cual se propone los medios que se indican más
adelante;

Visto el escrito de los intervinientes Paulina Peña de Jesús
y compartes, del 1° de diciembre de 1982, suscrito por su
ahogado;

Visto el escrito de los intervinientes Leonor Lorenzo Frías y
Maria López, del 1° de noviembre de 1982, suscrito por su
abogado;

Viso el escrito de la intermitente Carmen Dinorah Nivar,
del 1° de noviembre de 1982, suscrito por su abogado;

Visto el escrito del interviniente Quintino Lucindo
Florentino del 10 de noviembre de 1982, suscrito por su
abogado;

Visto el escrito del interviniente Carlos Mejía Carmona del
1° de noviembre de 1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 11 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel ID. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama, en su indicada calidad, al Magistrado Gustavo Gómez
Ceara, Juez de este Tribunal, para completar la mayoría, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sabre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, en el cual resultó muerta una
persona y otra con lesiones corporales, la Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, dictó el 1 ro. de julio de 1981, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino el fallo ahora impugnado con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares
y válidos los recursos de apelación interpuestos por el doctor
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César A. Cabrera, a nombre y representación de Brugal v
compañía, C. por A., y del señor Gerásimo Liranzo Jiménez y
por el Dr. Otto Sosa Agramonte, actuando éste a nombre y
'representación de la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A,
'contra la sentencia dictada por la Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal en fecha 1ro. de julio del año 1981, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Gerásimo
Liranzo Jiménez, de generales que constan, culpable de
violación de los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, en
consecuencia, le condena a Quinientos Pesos (RDS500.00) de
multa y costas, acogiendo circunstancias atenuantes en su
favor; Segundo: Se declara al nombrado Andrés Florentino
Aclames, de generales que constan, no culpable de los
hechos puestos a su cargo, en consecuencia, se descarga de
toda responsabilidad penal por no haber incurrido en ninguna
obligación de los preceptos de la Ley No. 241; En cuanto a él
se declaran las costas de oficio; Tercero: Se declara buena y
válida en la forma la constitución en parte civil incoada por los
nombrados Juan José de Jesús Castillo, Juana de Jesús
Castillo, Sinforosa Castillo Vda. de Jesús y Paulina Peña de
Jesús, en su condición de sucesores del fallecido Juan de
Jesús Peña, a través de sus abogados los Dres. Manuel
Wenceslao Medrano Vásquez; y Plinio Matos Moquete,
contra el prevenido Gerásimo Liranzo Jiménez y la Brugal y
Co., C. por A., con la puesta en causa de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., en cuanto al fondo se con-
dena a Gerásimo Liranzo Jiménez y la Brugal y Co., C. por A.,
al pago de una indemnización en la siguiente formal: 1ro.:
OCHO MIL PESOS (RDS8,000.00) en favor de la constitución
a nombre de los hijos del occiso Juan José, Petronila y Juana
de Jesús Castillo, por los daños y perjuicios materiales y
morales recibidos; 2do.: OCHO MIL PESOS IRDS8,000.00) en
favor de la esposa (viuda) Sinforosa Castillo Peña Vda. de
Jesús; 3ro.: TRES MIL PESOS (RDS3,000.00), para la madre
del fallecido, Paulina Peña de Jesús; 4to.: Al pago de los
interesess legales a partir de la demanda en justicia, y al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Wenceslao Medrano Vásquez y Plinio Ma-
tos Moquete, quienes afirman haberles avanzado en su to-
talidad; Cuarto: Se declara buena y válida en la forma la
constitución en parte civii incoada por los nombrados Leonor

V.1;
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Lorenzo y María López, a través de su abogado el doctor
Simón Omar Valenzuela, contra el prevenido Gerásimo
Liranzo Jiménez y Brugal y Co., C. por A., al pago de una
indemnización de la siguiente forma: 1 ro.: DOS MIL PESOS
(RDS2,000.00) en favor de la constitución a nombre de
Leonor Lorenzo Frías; 2do.: OCHO MIL PESOS ORO
(RDS13,000.00) en favor de la constitución a nombre de María
López; 3ro.: Al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Simón Omar Valenzuela,
quien afirma haberla avanzado en su totalidad; Quinto: Se,-
declara buena y válida en la forma la constitución en parte ci-
vil incoada por el nombrado Quintino Lucindo Florentino a
través de su abogado el Dr. Héctor Antonio Peña Ramos, con
la puesta en causa de la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A., en cuanto al fondo se condena a Gerásimo Lorenzo
y Brugal y Cía. al pago de una indemnización de MIL
QUINIENTOS PESOS IRDS1,500.00) en favor de la parte civil,
distribuidos Novecientos Pesos IRDS900.00) por los daños
materiales de su vehículo y Seiscientos Pesos (RDS600.00)
por lucro cesante, al pago de los intereses legales a partir de
la demanda en justicia, y al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Héctor Ant.
Peña Ramos; quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Sexto: Se declara buena y válida en la forma la constitución
en parte civil incoada por los nombrados Dinorah Nivar, a tra-
ves de su abogado el Dr. Viriato Peña Castillo contra el pre
venido Gerásimo Liranzo Jiménez y Brugal y Co., C. por A.,
con la puesta en causa de la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A., en cuanto al fondo se condena a Gerásimo Lorenzo
Jiménez y la Brugal y Co., C. por A., al pago de una in-
demnización de Seis Mil Pesos Oro (RDS6,000.00) en pro-
vecho de la parte civil constituida por los daños y perjuicios
morales y materiales recibidos; al pago de los intereses
legales con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Viriato A. Peña Castillo, quien afirma avanzarla en su to-
talidad; Séptimo: Se declara buena y válida en la forma la
constitución en parte civil incoada por el nombrado Carlos
Mejía Carmona, a través de su abogado, el Dr. Jorge Pavón
Moni, contra el prevenido Gerásimo Liranzo Jiménez y Brugal
y Co., C. por A., al pago de una indemnización de Tres Mil
Pesos (RDS3,000.00) en provecho de la parte civil constituida,
por los daños y perjuicios morales, materiales y corporales , al

BOLETIN JUDICIAL	 2245

pago de los intereses legales a partir de la demanda en justicia
y al pago de las costas civiles con distracción de las mismas

en provecho del Dr. Jorge Pavón Moni, quien afirma avan-
zadas en su totalidad: Octavo: Se declara la Presente
sentencia, común y oponible a la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A., aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente
por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Gerásimo Liranzo Jiménez, es culpable del delito de homici-
dio voluntario, y golpes y heridas ocasionadas in-
voluntariamente con vehículo de motor, en perjuicio res-
pectivamente de Juan de Jesús Piña, Carlos Mejía, Ciprián
Frias de Jesús, Leonor Lorenzo Frías, Carmen Dinorah,
Milagros Santos, Juan de Jesús, Grecia Suero, Víctor Suero,
Juan Andújar, en consecuencia, modifica la sentencia dic-
tada por el Tribunal de Primer Grado, y condena al prevenidc
Gerásimo Liranzo Jiménez, a pagar una multa de Cien Pesos
(RDS100.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Declara regular y admite la 	 cons-
titución en parte civil de las personas demandantes, y con-
dena a las personas civilmente responsables puestas en causa
Gerásimo Liranzo Jiménez y la Brugal y Compañía, C. por A.,
a pagar las siguientes cantidades: al Dos Mil	 Pesos
RDS2,000.001 a favor de PaulinaPiña deJesús, en su calidad

de madre de la víctima Juan de Jesús Piña; b) Seis Mil Pesos
IRD$6,000.00) a favor de Sinforosa Castillo viuda de Jesús,
en su calidad de viuda de Juan de Jesús Piña; c) Dos Mil
Quinientos Pesos (RDS2,500.00) a favor de Juan José de
Jesús Castillo; ch) Dos Mil Quinientos Pesos (RDS2,500.00) a
favor de Juana de Jesús Castillo; d) Dos Mil Quinientos Pesos
(RDS2,500.00) a favor de Petronila de Jesús Castillo, estos
tres últimos en sus calidades de hijos de la víctima Juan de
Jesús Piña; 0 Cinco Mil Pesos (RDS5,000.00) a favor de María
López, por concepto de daños y perjuicios morales y ma-
teriales (lesión permanente) a consecuencia de lesiones
corporales, que recibió en el accidente; g) Quinientos Pesos
(RD5500.00) a favor de Leonor Lorenzo, quien	 recibió
lesiones corporales; hl Tres Mil Pesc5 (RD53,000.001 a favor
de Carmen Dinorah, todos por concepto de daños materiales
ocasionados al vehículo de su propiedad; y k) Un Mil
Quinientos Peso (RD51,500.00) a favor de Carlos	 Mejía
Y3rmona, por concepto de daños morales y materiales;
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Lorenzo y María López, a través de su abogado el doctor
Simón Omar Valenzuela, contra el prevenido Gerásimo
Liranzo Jiménez y Brugal y Co., C. por A., al pago de una
indemnización de la siguiente forma: 1 ro.: DOS MIL PESOS
(RDS2,000.00) en favor de la constitución a nombre de
Leonor Lorenzo Frías; 2do.: OCHO MIL PESOS ORO
(RDS8,000.00) en favor de la constitución a nombre de María
López; 3ro.: Al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Simón Omar Valenzuela,
quien afirma haberla avanzado en su totalidad; Quinto: See
declara buena y válida en la forma la constitución en parte ci-
vil incoada por el nombrado Quintino Lucindo Florentino a
través de su abogado el Dr. Héctor Antonio Peña Ramos, con
la puesta en causa de la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A.. en cuanto al fondo se condena a Gerásimo Lorenzo
y Brugal y Cía. al pago de una indemnización de MIL
QUINIENTOS PESOS IRDS1,500.0(J) en favor de la parte civil,
distribuidos Novecientos Pesos (RDS900.00) por los daños
materiales de su vehículo y Seiscientos Pesos (RDS600.00)
por lucro cesante, al pago de los intereses legales a partir de
la demanda en justicia, y al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Héctor Ant.
Peña Ramos; quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Sexto: Se declara buena y válida en la forma la constitución
en parte civil incoada por los nombrados Dinorah Nivar, a tra-
ves de su abogado el Dr. Viriato Peña Castillo contra el pre
venido Gerásimo Liranzo Jiménez y Brugal y Co., C. por A.,
con la puesta en causa de la Cía. de Seguros San Rafael,

. C. por A., en cuanto al fondo se condena a Gerásimo Lorenzo
Jiménez y la Brugal y Co., C. por A., al pago de una in-
demnización de Seis Mil Pesos Oro (RDS6,000.00) en pro-
vecho de la parte civil constituida por los daños y perjuicios
morales y materiales recibidos; al pago de los intereses
legales con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Viriato A. Peña Castillo, quien afirma avanzarla en su to-
talidad; Séptimo: Se declara buena y válida en la forma la
constitución en parte civil incoada por el nombrado Carlos
Mejía Carmona, a través de su abogado, el Dr. Jorge Pavón
Moni, contra el prevenido Gerásimo Liranzo Jiménez y Brugal
y Co., C. por A., al pago de una indemnización de Tres Mil
Pesos (RDS3,000.00) en provecho de la parte civil constituida,
por los daños y perjuicios morales, materiales y corporales, al
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pago de los intereses legales a partir de la demanda en justicia
y al pago de las costas civiles con distracción de las mismas
oil provecho del Dr. Jorge Pavón Moni, quien afirma avan-
zadas en su totalidad: Octavo: Se declara la presente
sentencia, común y oponible a la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A., aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente
por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Gerásimo Liranzo Jiménez, es culpable del delito de homici-
dio voluntario, y golpes y heridas ocasionadas in-
voluntariamente con vehículo de motor, en perjuicio res-
pectivamente de Juan de Jesús Piña, Carlos Mejía, Ciprián
Frías de Jesús, Leonor Lorenzo Frías, Carmen Dinorah,
Milagros Santos, Juan de Jesús, Grecia Suero, Víctor Suero,
Juan Andújar, en consecuencia, modifica la sentencia dic-
tada por el Tribunal de Primer Grado, y condena al prevenido
Gerásimo Liranzo Jiménez, a pagar una multa de Cien Pesos
(RDS100.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Declara regular y admite la 	 cons-
titución en parte civil de las personas demandantes, y con-
dena a las personas civilmente responsables puestas en causa
Gerásimo Liranzo Jiménez y la Brugal y Compañía, C. por A.,
a pagar las siguientes cantidades: a) Dos Mil:	 Pesos
(RDS2.000.00) a favor de Paulina Piña de Jesús, en su calidad
de madre de la víctima Juan de Jesús Piña; b) Seis Mil Pesos
(RD$6,000.00) a favor de Sinforosa Castillo viuda de Jesús,
en su calidad de viuda de Juan de Jesús Piña; c) Dos Mil
Quinientos Pesos (RDS2,500.00) a favor de Juan José de
Jesús Castillo; ch) Dos Mil Quinientos Pesos (RDS2,500.00) a
favor de Juana de Jesús Castillo; d) Dos Mil Quinientos Pesos
(RDS2,500.00) a favor de Petronila de Jesús Castillo, estos
tres últimos en sus calidades de hijos de la víctima Juan de
Jesús Piña; 0 Cinco Mil Pesos (RDS5,000.00) a favor de María
López, por concepto de daños y perjuicios morales y ma-
teriales (lesión permanente) a consecuencia de lesiones
corporales, que recibió en el accidente; g) Quinientos Pesos
(RDS500.00) a favor de Leonor Lorenzo, quien recibió
lesiones corporales; h) Tres Mil Peses (RDS3,000.00) a favor
de Carmen Dinorah, todos por concepto de daños materiales
ocasionados al vehículo de su propiedad; y k) Un Mil
Quinientos Peso (RDS1,500.00) a favor de Carlos	 Mejía
Carmona, por concepto de daños morales y materiales;
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CUARTO: Condena al prevenido Gerásimo Liranzo Jiménez
al pago de las costas civiles, con distracción de dichas costas
en provecho de los doctores Manuel W. Medrano Vásquez,
Simón Omar Valenzuela S., Viriato A. Peña Castillo, Héctor
A. Peña Ramos y Jorge Pavón Moni, quienes afirmaron ha-
berlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente
senencia oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., por ser la entidad aseguradora dei vehículo. que
ocasionó el accidente; SEPTIMO: Rechaza las prestaciones
de l prevenido Gerásimo Lorenzo Jiménez, de la Brugal y Cía.,
C. por A.. y de la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., por ser improcedentes y estar mal fundadas":

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación; Desna-
turalización de los hechos y circunstancias de la causa y
violación de las reglas de la prueba;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis que la Corte a-
gua incurre en grandes distorsiones de los hechos y cir-
cunstancias de la causa, cuando afirma que el prevenido
recurrente transitaba entre 40 ó 45 kms. por hora en el
momento del accidente sin que exista la prueba de esa cir-
cunstancia; que el prevenido recurrente actuó conforme al
artículo 74 letra c) al ceder al paso a la camioneta, pero el
accidente sucedió porque esta última transitaba por el medio
de la vía y no a su derecha; que la sentencia impugnada se
funda única y exclusivamente en las declaraciones interesa
del co-prevenido Florentino Adames no avaladas por medios
idóneos de prueba: que por todo ello la sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar único
culpable del accidente al prevenido y fallar corrí° 19
por establecido ru Po i ante, P3 ponderación de los e lementos de
juicios que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el 15 de marzo de
1980. mientras el jeep placa No. 401-596, propiedad de la
Brugal y Cía., C por A., asegurado con póliza No. A3-1928,
de la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., conducido
por Gerásimo Lorenzo Jiménez, transitaba de Este a Oeste
por el tramo carretero sección La Cuchilla- Medina de Villa
Altagracia, mientras bajaba una curva que existe en la sec-
ción señalada. chocó con el vehículo placa No. 508-935,

conducido por Andrés Florentino Aclames, que transitaba de
Oeste a Este por la misma vía, subiendo la curva y cuesta
antes mencionada; b) que con motivo de: accidente resultó
muerto Juan de Jesús Piña y con lesiones corporales Carlos
Mejía, Leonor Lorenzo Frías, Carmen Dinorah Doñé, •
Milagros Santana, Glecia Suero, Ramón Medrano y Juan
Andújar; Carmen Doñé con lesiones permanentes, Carlos
Mejía después de 60 y antes de 90 días y los demás antes de
10 días; c) que el accidente se debió a la imprudencia y falta
de precaución de Gerásimo Lorenzo Jiménez, por el hecho de
bajar la pendiente a una velocidad excesiva, ocupando la vía
al vehículo que subía la misma en dirección contraria; que
como se advierte por lo antes expuesto, contrariamente a lo
alegado por los recurrentes, la Corte a-qua dio a los hechos
de la causa su verdadero sentido y alcance, haicendo uso de
su poder de apreciación, sin incurrir en la desnaturalización
invocada; que además el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua para fallar en el sentido que
lo hizo, se basó no solamente en las declaraciones del co-
prevenido Andrés Florentino sino como ella misma expresa
en "las declaraciones de éste, y de los testigos Juan Báez y
Manuel de Jesús Espinal"; que por todo ello, el medio único
que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente los delitos de homicidio por
impruedencia y golpes y heridas por imprudencia ocasiona-
dos con la conducción de un vehículo de motor, previstos en
el artículo 43 inciso 1ro. y en las letras a y c del mismo artículo
de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; san-
cionados en su más alta expresión con las penas de dos a
cinco años de prisión y multa de RDS500.00 a RD$2,000.00
pesos, cuando el accidente ocasionara la muerte a uno o más
personas, como sucedió en la especie con uno de los agra-
viados; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS100.00 pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a las personas
constituidas en parte civil daños materiales y morales que
evaluó en las sumas aue constan en el dispositivo de la sen-
tencia impugnada, que al - condenar a Gerásimo Lorenzo



CUARTO: Condena al prevenido Gerásimo Liranzo Jiménez
al pago de las costas civiles, con distracción de dichas costas
en provecho de los doctores Manuel W. Medrano Vásquez
Simón Omar Valenzuela S., Viriato A. Peña Castillo, Héctor
A. Peña Ramos y Jorge Pavón Moni, quienes afirmaron ha-
berles avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente
senencia oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., por ser la entidad aseguradora dei vehículo, que
ocasionó el accidente; SEPTIMO: Rechaza las prestaciones
del prevenido Gerásimo Lorenzo Jiménez, de la Brugal y Cía.,
C. por A.. y de la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., por ser improcedentes y estar mal fundadas";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación; Desna-
turalización de los hechos y circunstancias de la causa y
violación de las reglas de la prueba;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis que la Corte a-
gua incurre en grandes distorsiones de los hechos y cir-
cunstancias de la causa, cuando afirma que el prevenido
recurrente transitaba entre 40 ó 45 kms. por hora en el
momento del accidente sin que exista la prueba de esa cir-
cunstancia; que el prevenido recurrente actuó conforme al
artículo 74 letra c) al ceder al paso a la camioneta, pero el
accidente sucedió porque esta última transitaba por el medio
de la vía y no a su derecha; que la sentencia impugnada se
funda única y exclusivamente en las declaraciones interesa
del co-prevenido Florentino Ademes no avaladas por medios
idóneos de prueba; que por todo ello la sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar único
culpable del accidente al prevenido y fallar con' o lo h:zo, d'a
POr establecido ropolante /3 oonderac;án de los eiemenlos
Juicios que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el 15 de marzo de
1980. mientras el jeep placa No. 401 -596, propiedad de la
Brugal y Cía., C por A., asegurado con póliza No. A3-1928,
de la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., conducido
por Gerásimo Lorenzo Jiménez, transitaba de Este a Oeste
por el tramo carretero sección La Cuchilla- Medina de Villa
Altagracia, mientras bajaba una curva que existe en la sec-
ción señalada, chocó con el vehículo placa No. 508-935.

conducido por Andrés Florentino Adames, que transitaba de
Oeste a Este por la misma vía, subiendo la curva y cuesta
antes mencionada; b) que con motivo de: accidente resultó
muerto Juan de Jesús Piña y con lesiones corporales Carlos
Mejía, Leonor Lorenzo Frías, Carmen Dinorah Doñé, •
Milagros Santana, Glecia Suero, Ramón Medrano y Juan
Andújar; Carmen Doñé con lesiones permanentes, Carlos
Mejía después de 60y antes de 90 días y los demás antes de
10 días; c) que el accidente se debió a la imprudencia y falta
de precaución de Gerásimo Lorenzo Jiménez, por el hecho de
bajar la pendiente a una velocidad excesiva, ocupando la vía
al vehículo que subía la misma en dirección contraria; que
como se advierte por lo antes expuesto, contrariamente a lo
alegado por los recurrentes, la Corte a-qua dio a los hechos
de la causa su verdadero sentido y alcance, haicendo uso de
su poder do apreciación, sin incurrir en la desnaturalización
invocada; que además el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua para fallar en el sentido que
lo hizo, se basó no solamente en las declaraciones del co-
prevenido Andrés Florentino sino como ella misma expresa
en "las declaraciones de éste, y de los testigos Juan Báez y
Manuel de Jesús Espinal"; que por todo ello, el medio único
que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Considerando, que los hechos asi establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente los delitos de homicidio por
impruedencia y golpes y heridas por imprudencia ocasiona-
dos con la conducción de un vehículo de motor, previstos en
el artículo 49 inciso 1ro. y en las letras ay c del mismo artículo
de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; san-
cionados en su más alta expresión con las penas de dos a
cinco años de prisión y multa de RDS500.00 a RD$2,000.00
pesos, cuando el accidente ocasionara la muerte a uno o más
personas, como sucedió en la especie con uno de los agra-
viados; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS100.00 pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a las personas
constituidas en parte civil daños materiales y morales que
evaluó en las sumas aue constan en el dispositivo de la sen-
tencia impugnada, que al condenar a Gerásimo Lorenzo
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Jiménez conjuntamente con la Brugal y Cía., C. por A.,
puesta en causa como civilmente responsable, al pago de
esas sumas, en favor de las personas constituidas en parte ci-
vil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No.
4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor, al declarar oponibles dichas condenaciones a la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A.;

Considerando, que examinada en sus demás, en lo que
concierne al interés del prevenido, la sentencia impugnada no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Paulina Piña de Jesús, Sinforosa Castillo viuda de Jesús e hi-
jos Juan José, Petronila y Juana; Lorenzo Frías, María López,
Dinorah Nlvar, Quintino Lucindo Florentino y Carlos Mejía,
Carmona, en los recursos de casación interpuestos, por
Gerásimo Lorenzo Jiménez, Brugal y Cía. C. por A., y la San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada, en atribuciones
correccionales, el 8 de marzo de 1982, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los
indicados recursos: Tercero: Condena al prevenido al pago
de las costas penales v a éste y a la Brugal y Cía., C. por A., al
pago de las costas civiles, ordenando su distracción en favor
de los doctores Manuel W. Medrano Vásquez, Simón Omar
Valenzuela de los Santos, Viriato A. Peña Castillo, Héctow
Antonio Peña Ramos y Jorge Pavón Moni, abogados de los
intervinientes, quienes afirman haberles avanzado en su toi
talidad y las hacen oponibles a la Cía. de Seguros San Rafael.
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bar
cácer.- Fernando E Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara. Miguel Jacobo, Secretario General.- 	 •

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFDO.): Miguel Jacobo.

SENTE NCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1983 No. 28

Sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 5 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Domingo Antonio Calderón Mejía, Instituto
de Estabilización de Precios y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A.

Interviniente Is): Pablo Encarnación.

Abogado	 Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de

• Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 12 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Domingo
Antonio Calderón Mejía, dominicano, mayor de edad,
conductor, residente en la calle María Pellerano Castro No.
13, Mirador del Sur, de esta ciudad, cédula No. 164115, serie
Ira., y por la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., y por el
I nstituto de Estabilización de Precios. con su domicilio en esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 5 de febrero de 1980,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Jiménez conjuntamente con la Brugal y Cía., C. por A.,
puesta en causa como civilmente responsable, al pago de
esas sumas . en favor de !as personas constituidas en parte ci-
vil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No.
4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor, al declarar oponibles dichas condenaciones a la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A.;

Considerando, que examinada en sus demás, en lo que
concierne al interés del prevenido, la sentencia impugnada no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Paulina Piña de Jesús, Sinforosa Castillo viuda de Jesús e hi-
jos Juan José, Petronila y Juana; Lorenzo Frías, María López,
Dinorah Nlvar, Quintino Lucindo Florentino y Carlos Mejía,
Carmona, en los recursos de casación interpuestos, por
Gerásimo Lorenzo Jiménez, Brugal y Cía. C. por A., y la San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada, en atribuciones
correccionales, el 8 de marzo de 1982, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los
indicados recursos: Tercero: Condena al prevenido al pago
de las costas penales v a éste y a la Brugal y Cía., C. por A., al
pago de las costas civiles, ordenando su distracción en favor
de los doctores Manuel W. Medrano Vásquez, Simón Omar
Valenzuela de los Santos, Viriato A. Peña Castillo, Héctor
Antonio Peña Ramos y Jorge Pavón Moni, abogados de los
intervinientes, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad y las hacen oponibles a la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bar
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F DO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1983 No. 28

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de lecha 5 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Domingo Antonio Calderón Mejía, Instituto
de Estabilización de Precios y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A.

Interviniente (s): Pablo Encarnación.

Abogado (s): Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis •
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 12 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Domingo
Antonio Calderón Mejía, dominicano, mayor de edad,
conductor, residente en la calle Maria Pellerano Castro No.
13, Mirador del Sur, de esta ciudad, cédula No. 164115, serie
1ra., y por la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., y por el
Instituto de Estabilización de Precios. con su domicilio en esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 5 oe febrero de 1980,
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

o



Oído al Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, abogado, cé-
dula No. 25378, serie 18, en la lectura de sus conclusiones en
representación del interviniente Pablo Encarnación,
dominicano, mayor de edad, casado, residente en la casa No.
20 de la Prolongación avenida Bolívar, de esta ciudad, cédula
No. 12196, serie 14;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 19 de febrero
del 1980, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez,
cédula 17700, serie 28, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente del 29 de junio de 1981,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 11 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor-.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo de los recursos de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967, so,
bre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciudad, en el
cual una persona resultó con lesiones corporales y con
desperfectos los vehículos, la Primera Cámara Penal de
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Naiconal dictó el 8
de junio de 1978, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelnte; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino el fallo ahora impugnado

en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO: Se
declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Juan Daniel Rivera en representación de la Dra. Martha
Olga García, actuando a nombre y representación del señor
Domingo Calderón Mejía, prevenido, el Instituto de Es-
tabilización de Precios (Inesprel, y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., de fecha 16 de junio de 1978, contra
sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de junio del mismo
año, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia
el defecto contra el nombrado Domingo Antonio Calderón
Mejía, por no haber comparecido a la audiencia a la cual fuera
legalmente citado; Segundo: Sé declara al nombrado
Domingo Antonio Calderón Mejía, de generales que constan
en el expediente, culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarios, causados con el manejo o conducción de
vehículos de motor, previsto y sancionado por las dis-
posiciones del artículo 49, párrafo 'C' y 65 de la Ley No. 241,
en perjuicio de Pablo Encarnación, y en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión
correccional, y al pago de una multa de cien pesos oro
(RDS100.00) y al pago de las costas penales causadas; Terce-
ro: Se declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil incoada por el señor Pablo Encarnación,
por intermedio de su abogado constituido Dr. Rafael Cris-
tóbal Cornielle Segura, en contra de Domingo Antonio
Calderón Mejín y el Instituto de Estabilización de Precios
(Inespre) en sus calidades de prevenido y persona civilmente
responsable y la puesta en causa de la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que
ocasiunet el accidente por haber &do hecho conforme a la ley
de la matelid; Cuarto: En cuanto al fondo, se condena a
Domingo Antonio Calderón Mejía y el Instituto de Es-
tabilización de Precios (Inespre) al pago de la suma de quince
mil pesos oro (RDS15,000.00) a favor de Pablo Encarnación,
como justa indemnización por los daños morales y materiales
sufridos por él con motivo del accidente de que se trata;
Quinto: Se condena a Domingo Antonio Calderón Mejía y el
Instituto de Estabilización de Precios (Inespre) al pago de las
costas con distracción de las civiles en favor y provecho del
Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, abogado, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad: Sexto: Se condena a
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Oído al Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, abogado, cé-
dula No. 25378, serie 18, en la lectura de sus conclusiones en
representación del interviniente Pablo Encarnación,
dominicano, mayor de edad, casado, residente en la casa No.
20 de la Prolongación avenida Bolívar, de esta ciudad, cédula
No. 12196, serie 14;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 19 de febrero
del 1980, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez,
cédula 17700, serie 28, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente del 29 de junio de 1981,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 11 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Su p rema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor:
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo de los recursos de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967, so
bre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciudad, en el
cual una persona resultó con lesiones corporales y con
desperfectos los vehículos, la Primera Cámara Penal de
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Naiconal dictó el 8
de junio de 1978, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelnte; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino el fallo ahora impugnado
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en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO: Se
declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Juan Daniel Rivera en representación de la Dra. Martha
Olga García, actuando a nombre y representación del señor
Dom ingo Calderón Mejía, prevenido, el Instituto de Es-
tabilización de Precios (Inespre), y la Compañía de Seguros
San Ratael, C. por A., de fecha 16 de junio de 1978, contra
sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de junio del mismo
año, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia
el defecto contra el nombrado Domingo Antonio Calderón
Mejía, por no haber comparecido a la audiencia a la cual fuera
legalmente citado; Segundo: Se declara al nombrado
Domingo Antonio Calderón Mejía, de generales que constan
en el expediente, culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarios, causados con el manejo o conducción de
vehículos de motor, previsto y sancionado por las dis-
posiciones del artículo 49, párrafo 'C' y 65 de la Ley No. 241,
en perjuicio de Pablo Encarnación, y en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión
correccional, y al pago de una multa de cien pesos oro
(RDS100.00) y al pago de las costas penales causadas; Terce-
ro: Se declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil incoada por el señor Pablo Encarnación,
por intermedio de su abogado constituido Dr. Rafael Cris-
tóbal Cornielle Segura, en contra de Domingo Antonio
Calderón Mejía y el Instituto de Estabilización de Precios
(Inespre) en sus calidades de prevenido y persona civilmente
responsable y la puesta en causa de la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que
0-1:35 ; ConÓ el accidente por haber Ski() hecho conforme a la l¿y
de la matarte; Cuarto: En cuanto al fondo, se condena a
Domingo Antonio Calderón Mejía y el Instituto de Es-
tabilización de Precios (Inespre) al pago de la suma de quince
mil pesos oro (RDS15,000.00) a favor de Pablo Encarnación,
como justa indemnización por los daños morales y materiales
sufridos por él con motivo del accidente de que se trata;
Quinto: Se condena a Domingo Antonio Calderón Mejía y el
Instituto de Estabilización de Precios (Inespre) al pago de las
costas con distracción de las civiles en favor y provecho del
Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, abogado, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad: Sexto: Se condena a
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Domingo Antonio Calderón Mejía y el Instituto de Es-
tabilización de Precios (Inesprel, al pago de los intereses
legales de la suma acordada a partir de la demanda y hasta la
total ejecución de la sentencia a intervenir a título de in-
demnización complementaria; Séptimo: Se declara la
presente sentencia en el aspecto civil, común, oponible y
ejecutoria, con todas sus consecuencias legales a la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con lo
dispuesto por el articulo 10 modificado de la Ley No. 4117,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor';
SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra el prevenido
Domingo Antonio Calderón Mejía, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante haber sido citado legalmente;
TERCERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; CUARTO: Se condena al señor Domingo Antonio
Calderón Mejía, y al Instituto de Estabilización de Precios
(Inesprel, prevenido y persona civilmente responsable, al
pago de las costas penales y civiles con distracción de las
últimas en provecho del Dr. Cristóbal Rafael Cornielle Segura,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Se
declara común, oponible y ejecutoria, la presente sentencia a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad
aseguradora dei vehículo causante del accidente";

Considerando, que los recurrentes Instituto de Es-
tabilización de Precios y la San Rafael, C. por A., ni en el
momento de interponer sus recursos, ni posteriormente han
señalado los medios en que los fundamentan, lo que exige, a .
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo cual, procede declarar nulos los men-
cionados recursos; y examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para condenar al pre-
venido y fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la
ponderación de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
el 24 de enero de 1978, en horas de la tarde, mientras el pre-
venido Domingo Antonio Calderón Mejía, conducía de Este a
Oeste el carro placa No. 154-506, propiedad del Instituto de
Estabilización de Precios, por la Prolongación de la avenida
Bolívar de esta ciudad, próximo a la avenida Núñez de
Cáceres, después de cruzarla atropelló a Pablo Encarnación,
quien se disp nia a montar una bicicleta de su propiedad que

tenía estacionada a su derecha; b) que la víctima resultó con
iesiones corporales curables después de 120 y antes de 150
cías; y c) que el hecho se debió a la imprudencia del pre-
venido por transitar a exceso de velocidad lo que no le im-
pidió detener su vehículo y evitar chocar por parte trasera a la
bicicleta, que estaba estacionada;

Considerando, que el hecho así establecido constituye a
cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por im-
prudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, sancionado, en la letra (c)
de dicho texto legal con prisión de seis meses a dos años y
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para su trabajo durare veinte días o más, como
ocurrió en la especie; que al condenar la Corte a-qua al pre-
venido a seis meses de prisión y al pago de una multa de cien
pesos, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a la
víctima, daños y perjuicios materiales y morales que evaluó
en la suma de quince mil pesos; que al condenar al prevenido
y al Instituto de Estabilización de Precios al pago de la suma
señalada y al de los intereses legales sobre la misma, a título
de indemnización en favor de Pablo Encarnación, constituido
en parte civil, dicha Corte hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada en lo concerniente al interés del pre-
venido, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Pablo Encarnación en los recursos de casación interpuestos
por Domingo Calderón Mejía, el Instituto de Estabilización de
Precios y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada el 5 de febrero de 1980, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos
los recursos interpuestos por el Instituto de Estabilización de
Precios y la San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza el
recurso de casación del prevenido y lo condena al pago de las
costas penales y a éste y al Instituto de Estabilización de
Precios al pago de las costas civiles, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, abo
gado del interviniente, por afirmar haberlas avanzado en su
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Domingo Antonio Calderón Mejía y el Instituto de Es-
tabilización de Precios (Inespre), al pago de los intereses
legales de la suma acordada a partir de la demanda y hasta la
total ejecución de la sentencia a intervenir a título de in-
demnización complementaria; Séptimo: Se declara la
presente sentencia en el aspecto civil, común, oponible y
ejecutoria, con todas sus consecuencias legales a la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 10 modificado de la Ley No. 4117,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor';
SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra el prevenido
Domingo Antonio Calderón Mejía, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante haber sido citado legalmente;
TERCERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; CUARTO: Se condena al señor Domingo Antonio
Calderón Mejía, y al Instituto de Estabilización de Precios
(Inespre), prevenido y persona civilmente responsable, al
pago de las costas penales y civiles con distracción de las
últimas en provecho del Dr. Cristóbal Rafael Cornielle Segura,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Se
declara común, oponible y ejecutoria, la presente sentencia a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente";

Considerando, que los recurrentes Instituto de Es-
tabilización de Precios y la San Rafael, C. por A., ni en el
momento de interponer sus recursos, ni posteriormente han
señalado los medios en que los fundamentan, lo que exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo cual, procede declarar nulos los men-
cionados recursos; y examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para condenar al pre-
venido y fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la
ponderación de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
el 24 de enero de 1978, en horas de la tarde, mientras el pre-
venido Domingo Antonio Calderón Mejía, conducía de Este a
Oeste el carro placa No. 154-506, propiedad del Instituto de
Estabilización de Precios, por la Prolongación de la avenida
Bolívar de esta ciudad, próximo a la avenida Núñez de
Cáceres, después de cruzarla atropelló a Pablo Encarnación,
quien se disp nia a montar una bicicleta de su propiedad que

tenía estacionada a su derecha; b) que la víctima resultó con
lesiones corporales curables después de 120 y antes de 150
días; y c) que el hecho se debió a la imprudencia del pro;
venido por transitar a exceso de velocidad lo que no le im-
pidió detener su vehículo y evitar chocar por parte trasera a la
bicicleta, que estaba estacionada;

Considerando, que el hecho así establecido constituye a
cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por im-
prudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, sancionado, en la letra (c)
de dicho texto legal con prisión de seis meses a dos años y
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para su trabajo durare veinte días o más, como
ocurrió en la especie; que al condenar la Corte a-qua al pre-
venido a seis meses de prisión y al pago de una multa de cien
pesos, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a la
víctima, daños y perjuicios materiales y morales que evaluó
en la suma de quince mil pesos; que al condenar al prevenido

al Instituto de Estabilización de Precios al pago de la suma
señalada y al de los intereses legales sobre la misma, a título
de indemnización en favor de Pablo Encarnación, constituido
en parte civil, dicha Corte hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada en lo concerniente al interés del pre-
venido, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Pablo Encarnación en los recursos de casación interpuestos
por Domingo Calderón Mejía, el Instituto de Estabilización de
Precios y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada el 5 de febrero de 1980, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos
los recursos interpuestos por el Instituto de Estabilización de
Precios y la San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza el
recurso de casación del prevenido y lo condena al pago de las
costas penales y a éste y al Instituto de Estabilización de
Precios al pago de las costas civiles, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, abo
fiado del interviniente, por afirmar haberlas avanzado en su
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total idad, y las declara oponibles a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS 1: Manuel D. Bergés Chupani.- Dario Bal-
cácer- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Alburquerqu e Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo El
Goicochea S.- Máximo Pucho Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

General.-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (EDO.): Miguel Jacobo.

SENTE NCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1983 No. 29

sentenc i a impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 18 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Hilario Almonte M., Funeraria Universal y la
Nacional de Seguros.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
régularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-

to de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
ctor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Pudo
nville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
istidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus

udiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
strito Nacional, hoy día 12 de agosto del 1983, años 140' de
Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Hilario
monte Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero,

mpleado privado, cédula No. 22704, serie 48, residente en la
adre Castellanos No. 323, de esta ciudad, la Funeraria Uni-

versal, C. por A., con su domicilio social en la calle Padre
Castellanos No. 323 de esta ciudad y la Compañía Nacional
de Seguros, C. por A; con su domicilio social en la calle El
Conde, de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 18 de
noviembre de 1976, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
Positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 17 de diciembre de 1976. a re-
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totalidad, y las declara oponibles a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS ) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
Firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1983 No. 29

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 18 de noviembre de 1976.

Mater i a : Correccional.

Recurrente (s): Hilario Almonte M., Funeraria Universal y la
Naciona l de Seguros.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 12 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Hilario
Almonte Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero,
empleado privado, cédula No. 22704, serie 48, residente en la
Padre Castellanos No. 323, de esta ciudad, la Funeraria Uni-
versal, C. por A., con su domicilio social en la calle Padre
Castellanos No. 323 de esta ciudad y la Compañía Nacional
de Seguros, C. por A:, con su domicilio social en la calle El
Conde, de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 18 de
noviembre de 1976, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
Positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 17 de diciembre de 1976, a re-

Hl,
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querimiento del abogado Dr. M. A. Báez Brito, en
representación de los recurrentes;

Vista el acta de desistimiento de fecha 16 de junio de 1977,
levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento
de Lorenzo Mercedes Disla, mediante la cual desiste, pura y
simplemente del recurso de casación interpuesto por el Dr.
M. A. Báez Brito, el 17 de diciembre de 1976, contra la
sentencia dictada por la Corte a-qua el 8 de diciembre de
1976, que condenó a la Funeraria La Universal, C. por A.;

Visto el auto dictado en fecha 11 de agosto del coi riente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña, Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimiento
Criminal, 141 del Código de Procedimiento Civil, 1, 23 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, en el que
una persona resultó muerta y otras con lesiones corporales, la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 20 de febrero de 1976, en sus atri-
buciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dis-
positivo dice: FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y
válidos en la forma, los recursos de apelación interpuestos: a)
por el Dr. Augusto César González Cenó, Mag. Proc. Fiscal
del Distrito Nacional, en fecha 26 de febrero de 1976; bl por el
Dr. Porfirio Chahin Tuma, en fecha 25 de febrero de 1976, Por
sí y por los Dres. Numitor S. Veras Felipe, Rafael
Oviedo y Pedro González, defensores del señor José A.
Ventura y constituidos en parte civil a nombre de los señores
Ricardo Aquiles Escrogin Medina, Gerónimo Fortunato y
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itran Bdo. Ventura (fallecido) a nombre de sus herederos, en
ontra de los señores Hilario Almonte, Funeraria Universal,

",.elson Pimentel y la Compañía de Seguros la Nacional de
Segu ros, C. por A., contra sentencia dictada por la Primera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 20 de febrero de 1976, cuyo
dispositivo dice así: Falla: Primero: Se declara al nombrado
José A. Ventura, de generales que constan, culpable del deli-
to de golpes y heridas involuntarios causados con el manejo o
conducción de vehículo de motor, previsto y sancionado por
las disposiciones del artículo 49 párrafo "a y b" y 65 de la Ley
No. 241, en perjuicio de Bernardino Ventura, José Antonio
Ventura, y en consecuencia, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenurantes, se le condena al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) y costas penales;
Segundo: Se declara al nombrado Hilario Almonte Mer-
cedes, de generales que también constan, no culpable del
delito de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia se le
descarga de toda responsabilidad penal, por no haber violado
ninguna de las disposiciones de dicha ley; Tercero: Se
declaran las costas penales causadas de oficio; Cuarto: Se
declara regular y válida en cuanto a la forma las cons-
tituciones en parte civil incoada por el señor Gerónimo
Fortunato, por intermedio de su abogado constituido Dr. Ra
fael Brito Rossi, en representación de Juan Pedro González
G., por el señor Ricardo Aquiles Escrogin Medina por in-
termedio de su abogado constituido Dr. Numitor S Veras
Felipe, por los señores Bernardino Ventura Gómez, José
Antonio Ventura y Leonidas Batista por intermedio de sus
abogados constituidos Dres. Víctor M. Cordero y Porfirio
Chahín Tuma, en contra de Hilario Almonte Mercedes, Nel-
son Pimentel y/o Funeraria Universal, C. por A., en sus cali-
dades de prevenido y persona civilmente responsable res-
pectivamente y la puesta en causa de la Compañía de
Seguros La Nacional, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha de
acuerdo a la Ley de la materia; Quinto: En cuanto al fondo,
se rechazan dichas constituciones en parte civil por im-
procedentes y mal fundadas; Sexto: Se condena a la parte
civil al pago de las costas, con distracción en provecho del Dr.
Hdlii Reyes Vásquez, abogado, quien afirma haberlas avan-.

, tildo en su totalidad.- Por haber sido hechos dentro del.
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querimiento del abogado Dr. M. A. Báez Brito, en
representación de los recurrentes;

Vista el acta de desistimiento de fecha 16 de junio de 1977,
levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento
de Lorenzo Mercedes Disla, mediante la cual desiste, pura y
simplemente del recurso de casación interpuesto por el Dr.
M. A. Báez Brito, el 17 de diciembre de 1976, contra la
sentencia dictada por la Corte a-que el 8 de diciembre de
1976, que condenó a la Funeraria La Universal, C. por A.;

Visto el auto dictado en fecha 11 de agosto del coiriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña, Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberac ión y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimiento
Criminal, 141 del Código de Procedimiento Civil, 1, 23 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, en el que
una persona resultó muerta y otras con lesiones corporales, la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 20 de febrero de 1976, en sus atri-
buciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dis-
positivo dice: FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y
válidos en la forma, los recursos de apelación interpuestos: a)
por el Dr. Augusto César González Cenó, Mag. Proc. Fiscal
del Distrito Nacional, en fecha 26 de febrero de 1976; bl por el
Dr. Porfirio Chahín Tuma, en fecha 25 de febrero de 1976. por
sí y por los Dres. Numitor S. Veras Felipe, Rafael
Oviedo y Pedro González, defensores del señor José A.
Ventura y constituidos en parte civil a nombre de los señores
Ricardo Aquiles Escrogin Medina, Gerónimo Fortunato y
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Juan Bdo. Ventura (fallecido) a nombre de sus herederos, en
ontra de los señores Hilario Almonte, Funeraria Universal,

Nelson Pimentel y la Compañía de Seguros la Nacional de
seguros, C. por A., contra sentencia dictada por la Primera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 20 de febrero de 1976, cuyo
dispositivo dice así: Falla: Primero: Se declara al nombrado
José A. Ventura, de generales que constan, culpable del deli-
to de golpes y heridas involuntarios causados con el manejo o
conducción de vehículo de motor, previsto y sancionado por
las disposiciones del artículo 49 párrafo "a y b" y 65 de la Ley
No. 241, en perjuicio de Bernardino Ventura, José Antonio
Ventura, y en consecuencia, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenurantes, se le condena al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) y costas penales;
Segundo: Se declara al nombrado Hilario Almonte Mer-
cedes, de generales que también constan, no culpable del
delito de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia se le
descarga de toda responsabilidad penal, por no haber violado
ninguna de las disposiciones de dicha ley; Tercero: Se
declaran las costas penales causadas de oficio; Cuarto: Se
declara regular y válida en cuanto a la forma las cons-
tituciones en parte civil incoada por el señor Gerónimo
Fortunato, por intermedio de su abogado constituido Dr. Ra-
fael Brito Rossi, en representación de Juan Pedro González
G., por el señor Ricardo Aquiles Escrogin Medina por in-
termedio de su abogado constituido Dr. Numitor S Veras
Felipe, por los señores Bernardino Ventura Gómez, José
Antonio Ventura y Leonidas Batista por intermedio de sus
abogados constituidos Dres. Víctor M. Cordero y Porfirio
Chahín Tuma, en contra de Hilario Almonte Mercedes, Nel-
son Pimentel y/o Funeraria Universal, C. por A., en sus cali-
dades de prevenido y persona civilmente responsable res-
pectivamente y la puesta en causa de la Compañía de
Seguros La Nacional, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha de
acuerdo a la Ley de la materia; Quinto: En cuanto al fondo,
se rechazan dichas constituciones en parte civil por im-
procedentes y mal fundadas; Sexto: Se condena a la parte
civil al pago de las costas, con distracción en provecho del Dr.

.Hcilli Reyes Vásquez, abogado, quien afirma haberlas avan-
, rada en su totalidad.- Por haber sido hechos dentro del,
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111"--contienen ningún motivo, lo que constituye una violación del

artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, lo que im-
posibilita a la Suprema Corte de Justicia, como Corte de
Casación, verificar si en la especie la ley ha sido bien aplicada,
por todo lo cual, la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que en lo que respecta al desistimiento del
recurso de casación interpuesto por el Dr. M.A Báez Brito en
representación de la Funeraria La Universal, C. por A.. hechos
por Lorenzo Mercedes, debe ser desestimado, en razón de
que el desistente no figura como parte en el proceso y no ha
mostrado poder alguno de cualquiera de las partes en causa,
para poder ejercer dicho desistimiento;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada el 18
de noviembre de 1976, en sus atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, en
sus mismas atribuciones; Segundo: Declara de oficio las
costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.• Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.

r	 Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
i1 ha.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
i	 General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada poi los seño-
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audien-
cia pública del día, mes y año en él expresados y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General. oue certifico
(FDO.): Miguel Jacobo •
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plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Revoca la
sentencia recurrida, y la Corte por propia autoridad y con-
trario imperio: a) Declara a Hilaría Almonte Mercedes cul-
pable de violar la Ley No. 241, en sus artículos 49 letras "a y
b" y párafo 1ro. y 65, en perjuicio de Juan Benigno Ventura,
José A. Ventura, y Gerónimo Fortunato, y en tal virtud se
condena a pagar una multa de. Cincuenta Pesos Oro
(RD$50.00) acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
b) Descarga a José A. Ventura por no haber violado la Ley
No. 241, ni otros reglamentos; c) Declara buenas y válidas las
constituciones en partes civiles, hechas: a) por Bernardino
Ventura Gómez y José A. Ventura; b) por Gerónimo For-
tunato; c) por Ricardo Escrogin Medina, contra Hilario Al-
monte Mercedes, Funeraria La Universal, C. por A., Nelson
Pimentel y con oponibilidad de esta sentencia a la Compañía
Nacional de Seguros, C. por A., y rechaza por improcedente
las intentadas por Ricardo Aquiles Escrogin y Leonidas Ba-
tista; d) Condena solidariamente a Nelson Pimentel, Funeraria
Universal y a Hilario Almonte Mercedes. al pago de las in-
demnizaciones siguientes: 1) RDS6,000.00 (Seis Mil Pesos
Oro) a favor de Bernardino Ventura Gómez, por los daños
morales y materiales sufridos con la muerte de su padre Juan
Benigno Ventura en el accidente; 2) RDS1,000.00 (Mil Pesos
Oro) a favor de José A. Ventura; 3) RDS1,500.00 (Mil
Quinientos Pesos Oro) a favor de Gerónimo Fortunato; 4)
RDS1,500.00 (Mil Quinientos Pesos Oro) a favor de Ricardo
Aquiles Escrogin, por los daños morales y materiales sufridos
por éstos con el accidente; d) Condena a Nelson Pimentel,
Funeraria La Universal y a Hilario Almonte Mercedes, al pago
de las costas civiles con distracción de éstas en provecho de
los Dres. Porfirio Chahín Tuma, Juan Pedro González y
Numitor S. Veras Felipe, abogados que afirman haberlas
avanzado en su totalidad; c) Condena además a Hilario Al
monte Mercedes, Nelson Pimental y Funeraria La Universal,
al pago de los intereses legales de las precitadas sumas; 0
Declara esta sentencia común y oponible a la Compañía La
Nacional de Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente, y en
virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117;

Considerando, que del examen impugnado y del dictado en
primer grado de jurisdicción se evidencia que ambas
decisiones fueron dictadas en dispositivo, o sea que no
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r-1,	 contienen ningún motivo, lo que constituye una violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, lo que im-

.	 posibilita a la Suprema Corte de Justicia, como Corte de
Casación, verificar si en la especie la ley ha sido bien aplicada,
por todo lo cual, la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que en lo que respecta al desistimiento del
recurso de casación interpuesto por el Dr. M.A Báez Brito en
representación de la Funeraria La Universal, C. por A.. hechos
por Lorenzo Mercedes, debe ser desestimado, en razón de
que el desistente no figura como parte en el proceso y no ha
mostrado poder alguno de cualquiera de las partes en causa,
para poder ejercer dicho desistimiento;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada el 18
de noviembre de 1976, en sus atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, en
sus mismas atribuciones; Segundo: Declara de oficio las
costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.• Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo. Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los seño-
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audien-
cia pública del día, mes y año en él expresados y fue firmada,
leída y publicada por mi, Secretario General. aue certifico
(FD0.): Miguel Jacobo

plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Revoca la
sentencia recurrida, y la Corte por propia autoridad y con-
trario imperio: a) Declara a Hilario Almonte Mercedes cul-
pable de violar la Ley No. 241, en sus artículos 49 letras "a y
b" y párafo 1ro. y 65, en perjuicio de Juan Benigno Ventura,
José A. Ventura, y Gerónimo Fortunato, y en tal virtud se
condena a pagar una multa de Cincuenta Pesos Oro
IRDS50.00) acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
b) Descarga a José A. Ventura por no haber violado la Ley
No. 241, ni otros reglamentos; c) Declara buenas y válidas las
constituciones en partes civiles, hechas: al por Bernardino
Ventura Gómez y José A. Ventura; b) por Gerónimo For-
tunato; c) por Ricardo Escrogin Medina, contra Hilario Al-
monte Mercedes, Funeraria La Universal, C. por A., Nelson
Pimentel y con oponibilidad de esta sentencia a la Compañía
Nacional de Seguros, C. por A., y rechaza por improcedente
las intentadas por Ricardo Aquiles Escrogin y Leonidas Ba-
tista; d) Condena solidariamente a Nelson Pimentel, Funeraria
Universal y a Hilario Almonte Mercedes. al pago de las in-
demnizaciones siguientes: 1) RDS6,000.00 (Seis Mil Pesos
Oro) a favor de Bernardino Ventura Gómez, por los daños
morales y materiales sufridos con la muerte de su padre Juan
Benigno Ventura en el accidente; 2) RDS1,000.00 (Mil Pesos
Oro) a favor de José A. Ventura; 3) RDS1,500.00 (Mil
Quinientos Pesos Oro) a favor de Gerónimo Fortunato; 4)
RDS1,500.00 (Mil Quinientos Pesos Orol a favor de Ricardo
Aquiles Escrogin, por los daños morales y materiales sufridos
por éstos con el accidente; d) Condena a Nelson Pimentel,
Funeraria La Universal y a Hilario Almonte Mercedes, al pago
de las costas civiles con distracción de éstas en provecho de
los Dres. Porfirio Chahín Turna, Juan Pedro González y
Numitor S. Veras Felipe, abogados que afirman haberlas
avanzado en su totalidad; c) Condena además a Hilario Al
monte Mercedes, Nelson Pimental y Funeraria La Universal,
al pago de los intereses legales de las precitadas sumas; f)
Declara esta sentencia común y oponible a la Compañía La
Nacional de Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente, y en
virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117;

Considerando, que del examen impugnado y del dictado en
primer grado de jurisdicción se evidencia que ambas
decisiones fueron dictadas en dispositivo, o sea que no
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 30

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 31 de mayo de 1978.
Materia: Tierra.
Recurrente (s): Sucs. de David Durán.

Abogado (s): Dr. Persiles Ayanes Pérez M.

Recurrido (s): Juan Elvira Durán e hijos.

Abogado (s): Lic. Juan Pablo Ramos F.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sucs. de Da-
vid Durán, contra la decisión No. 17 del Tribunal Superior de
Tierras del 31 de mayo del 1978, dictada en relación con la
parcela No. 828 del Distrito Catastral No. 3, de Jarabacoa,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Persiles

Ayanes Pérez M., cédula No. 20262, serie 54, abogado de los
recurrentes;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Juan Pablo
Ramos F., abogado de la recurrida Juana Elvira Durán e hijos,
dominicana, mayor de edad, cédula No. 4108, serie 50;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación, depositado en la secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, el 24 de julio de 1978, suscri-
to por el abogado de los recurrentes, en el cual se proponen
los medios de casación que se examinan más adelante;

Visto el memorial de defensa del 9 de noviembre de 1978,
suscrito por el abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 12 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Curte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por los recurrentes, que
se indican más adelante, y los artículos 1, 6, 7 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que con
motivo de un recurso en revisión por causa de fraude incoada
por los actuales recurrentes contra la decisión dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, el 18 de
diciembre de 1975, el Tribunal Superior de Tierras dictó el 31
de mayo de 1978, la decisión ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Se rechaza, por falta de
fundamento (o de prueba), la instancia en revisión por causa
de fraude sometida al Tribunal Superior de Tierras en fecha
20 de septiembre del 1976 por el Dr. Persiles Ayanes Pérez, a
nombre y representación de los Sucesores de David Durán y
Naponuceno Durán. Dada por el Tribunal Superior de Tierras,
en el edificio del Tribunal de Tierras y del Catastro Nacional,
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, República
Dominicana, el día 31 de mayo de 1978, 135' de la In-
dependencia y 115' de la Restauración";

Considerando, que las recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Errónea aplicación del artículo 140 de la Ley No. 1542 de 1947,
sobre Registro de Tierras; Segundo Medio: Violación del
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 30

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 31 de mayo de 1978.

Materia: Tierra.
Recurrente (s): Sucs. de David Durán.

Abogado (s): Dr. Persiles Ayanes Pérez M.

Recurrido (s): Juan Elvira Durán e hijos.

Abogado (s): Lic. Juan Pablo Ramos F.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sucs. de Da-
vid Durán, contra la decisión No. 17 del Tribunal Superior de
Tierras del 31 de mayo del 1978, dictada en relación con la
parcela No. 828 del Distrito Catastral No. 3, de Jarabacoa,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Persiles

Ayanes Pérez M., cédula No. 20262, serie 54, abogado de los
recurrentes;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Juan Pablo
Ramos E, abogado de la recurrida Juana Elvira Durán e hijos,
dominicana, mayor de edad, cédula No. 4108, serie 50;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación, depositado en la secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, el 24 de julio de 1978, suscri-
to por el abogado de los recurrentes, en el cual se proponen
los medios de casación que se examinan más adelante;

Visto el memorial de defensa del 9 de noviembre de 1978,
suscrito por el abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 12 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por los recurrentes, que
se indican más adelante, y los artículos 1, 6, 7 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que con
motivo de un recurso en revisión por causa de fraude incoada
por los actuales recurrentes contra la decisión dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, el 18 de
diciembre de 1975, el Tribunal Superior de Tierras dictó el 31
de mayo de 1978, la decisión ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Se rechaza, por falta de
fundamento (o de prueba), la instancia en revisión por causa
de fraude sometida al Tribunal Superior de Tierras en fecha
20 de septiembre del 1976 por el Dr. Persiles Ayanes Pérez, a
nombre y representación de los Sucesores de David Durán y
Naponuceno Durán. Dada por el Tribunal Superior de Tierras,
en el edificio del Tribunal de Tierras y del Catastro Nacional,
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, República
Dominicana, el día 31 de mayo de 1978, 135' de la In-
dependencia y 115' de la Restauración";

Considerando, que las recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Errónea aplicación del artículo 140 de la Ley No. 1542 de 1947,
sobre Registro de Tierras; Segundo Medio: Violación del
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artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras;
Considerando, que a su vez los recurridos proponen la nuli-

dad del acto de emplazamiento, en razón de que no contien
los nombres y residencias de los recurrentes, como lo exige a
pena de nulidad el artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que el examen del acto de emplazamiento
revela que el mismo fue diligenciado a requerimiento de los
sucesores de David Durán (Rama Naponuceno Durán (a)
l'omito), sin indicar los nombres V residencias de las personas
que componen dicha sucesión; que al no ser la sucesión una
persona física ni moral que pueda actuar en justicia, tal no-
tificación es contraria a las disposiciones del artículo 6 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación y del artículo 61 del
Código de Procedimiento Civil, porque es una formalidad
sustancial que el emplazamiento contenga los nombres y
residencias del recurrente que, por consiguiente, procede
acoger la nulidad del acto de emplazamiento propuesta por
los recurridos, lo cual conlleva la caducidad del recurso de
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el acto de em-
plazamiento notificado a los recurridos y, por consiguiente,
pronuncia la caducidad del recurso de casación interpuesto
por los sucesores de David Durán contra la decisión dictada el
31 de mayo de 1978, por el Tribunal Superior de Tierras, en
relación con la parcela No. 828 del Distrito Catastral No. 3, del
Municipio de Jarabacoa, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas y ordena su distracción a fa-
vor del Lie Juan Pablo Ramos F., quien afirma haberles avan-
zado en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, rr es y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico -	 DO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 31

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 1ro. de abril de 1979-

Materia: Tierras.

' Recurrente (s): Cooperativa de Caficultores de Baní, Inc

Abogado (s): Dr. Nelson Eddy Carrasco.

Recurrido (s): Sucs. de Miguel Tejera.

Abogado (s): Dr. Clemente Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Coopera-
tiva Agropecuaria Caficultores de Baní, contra la decisión No.
1 dictada el 1ro. de abril de 1979, por el Tribunal Superior de
Tierras, en relación con la parcela No. 235 del Distrito Ca-
tastral No. 2 del Municipio de Banf, sitio de Paya y Peravia,
Cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Clemente Rodríguez C., por sí y por el Dr. Juan

Isidro Fondeur Sánchez, abogados de los recurridos
sucesores de Miguel Tejera, en la lectura de sus conclusiones;
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artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras; 	 '
Considerando, que a su vez los recurridos proponen la nuli-

dad del acto de emplazamiento, en razón de que no contien
los nombres y residencias de los recurrentes, como lo exige a
pena de nulidad el artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;	 •

Considerando, que el examen del acto de emplazamiento
revela que el mismo fue diligenciado a requerimiento de los
sucesores de David Durán (Rama Naponuceno Durán (a)
Pomito), sin indicar los nombres y residencias de las personas
que componen dicha sucesión; que al no ser la sucesión una
persona física ni moral que pueda actuar en justicia, tal no-
tificación es contraria a las disposiciones del artículo 6 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación y del artículo 61 del
Código de Procedimiento Civil, porque es una formalidad
sustancial que el emplazamiento contenga los nombres y
residencias del recurrente que, por consiguiente, procede
acoger la nulidad del acto de emplazamiento propuesta por
los recurridos, lo cual conlleva la caducidad del recurso de
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el acto de em-
plazamiento notificado a los recurridos y, por consiguiente,
pronuncia la caducidad del recurso de casación interpuesto
por los sucesores de David Durán contra la decisión dictada el
31 de mayo de 1978, por el Tribunal Superior de Tierras, en
relación con la parcela No. 828 del Distrito Catastral No. 3, del
Municipio de Jarabacoa, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas y ordena su distracción a fa-
vor del Lic Juan Pablo Ramos F., quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bah
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su	 encabezamiento, en la
audiencia pública del día, raes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico - IFD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 31

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 1ro. de abril de 1979.-

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Coo perativa de Caficultores de Bani, Inc

Abogado (s): Dr. Nelson Eddy Carrasco.

Recurrido (s): Sucs. de Miguel Tejera.

Abogado (s): Dr. Clemente Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Coopera-
tiva Agropecuaria Caficultores de Baffle contra la decisión No.
1 dictada el 1ro. de abril de 1979, por el Tribunal Superior de
Tierras, en relación con la parcela No. 235 del Distrito Ca-
tastral No. 2 del Municipio de Baní, sitio de Paya y Peravia,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Clemente Rodríguez C., por si y por el Dr. Juan

Isidro Fondeur Sánchez, abogados de los recurridos
sucesores de Miguel Tejera, en la lectura de sus conclusiones;

11101.	 •
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Geneneral de
la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
su abogado Dr. Nelson Eddy Carrasco, el 5 de junio de 1979,
en el cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurrentes, suscrito
por sus abogados el 16 de julio de 1983, por el Magistrado
Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la Suprema Corte
de Justicia, por medio del cual integra, en su indicada calidad,
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Darío
Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente.
y los artículos 1, 7 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una litis sobre terreno registrados en relación
con la parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2 del
Municipio de Baní, sitio de Paya y Peravia, el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original, dictó el 8 de octubre de 1975
la decisión No. 230 que aparece inserto en la de ahora im-
pugnada; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto, el
Tribunal Superior de tierras dictó el lro. de abril de 1979, la
decisión ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice
así: FALLA: PRIMERO: Se acoge, en la forma y se rechaza.
en el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor
Luis Octavio Ledesma, a nombre y en representación de la
Cooperativa de Caficultores de Baní, Inc., contra la Decisión
No. 230 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original de fecha 8 de octubre de 1975, en relación con la
Parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de
Bani; SEGUNDO: Se desestima, por improcedente, el pe
dimento de condenación en costas formulado por el Dr.
Carlos Manuel Peña Liara; TERCERO: Se confirma, en todas

sus partes. Id Decisión recurrida, cuyo dispositivo dice así:
FALLA: PRIMERO: Se aprueban, los trabajos de replanteo
realizados por el agrimensor contratista Julio Alfredo Goico
en el ámbito de la Parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2
del Municipio de Baní,' por haber sido efectuados dichos tra-
bajos, de acuerdo con la ley que rige la materia; SEGUNDO:
Ordenar, como al efecto ordena, que los nombrados Remigio
Guzmán, Juan Sánchez, Ignacio Guerrero Soto, Antonio
Díaz, Rafael Mejía, Miguelito Guzmán, Esteban Sánchez,
Valo Báez, La Cooperativa de Caficultores de Baní, Inc.,
Lucas Soto Arias, Altagracia Arias, Manuel Antonio Arias,
Rafael Soto, Manuel Antonio Soto, Bienvenido Arias, Lalito
Pio, Virgilio Franco, Manuel María Carmona, Ramón Díaz,
Rafael Franco, Chichí Arias, Panchito Suárez, Deyanira Félix,
Pedro Brito, Benjamín Ruiz, Manuelito Soto, Francisco Félix,
Jacinto Dionisio Ortiz (a) Tito, Luis Méndez, Carina Soto,
Nola Vizcaino, Nércido Soto Hernández, Moreno Soto Pio y
Bienvenido Soto, quienes mantienen ocupaciones ilegalales
dentro de la Parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2 del
Municipio de Baní, procedan a abandonar dichas
ocupaciones o que adquieran legalmente parte de los
Sucesores de Miguel Tejada las porciones de terreno por ellos
ocupadas;

Considerando, que en su memorial de casación la
recurrente propone contra la decisión impugnada los
siguientes medios: Primero Medio: Violación al artculo 141
del Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos que
justifiquen la decisión.- Segundo Medio: Falta de base
legal.- Tercer Medio: Falso criterio de la propiedad;

Considerando, que a su vez los recurridos han solicitado
que se pronuncie la caducidad del recurso, en base a que el
acto de emplazamiento fue notificado innominadamente a los
sucesores Tejera, en la persona de uno de sus miembros, que
no fue quien los representó ante la Jurisdicción de Tierras;
que cuanto se trata de una sucesión el acto de em-
plazamiento debe ser notificado individualmente a todos y
cada uno de los miembros de la sucesión, a pena de ca-
ducidad;

Considerando, que es de principio que el acto de cm
plazamiento no puede ser notificado de manera innominada a
una sucesión, sino que debe hacérsele a todas las personas
que componen la sucesión; que, Dor excepción, en materia de.

II
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Geneneral de
la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
su abogado Dr. Nelson Eddy Carrasco, el 5 de junio de 1979,
en el cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurrentes, suscrito
por sus abogados el 16 de julio de 1983, por el Magistrado
Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la Suprema Corte
de Justicia, por medio del cual integra, en su indicada calidad,
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Darío
Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.

" Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente,
y los artículos 1, 7 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una litis sobre terreno registrados en relación
con la parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2 del
Municipio de Baní, sitio de Paya y Peravia, el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original, dictó el 8 de octubre de 1975
la decisión No. 230 que aparece inserto en la de ahora im-
pugnada; bl que sobre el recurso de apelación interpuesto, el
Tribunal Superior de tierras dictó el 1ro. de abril de 1979, la
decisión ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice
así: FALLA: PRIMERO: Se acoge, en la forma y se rechaza
en el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor
Luis Octavio Ledesma, a nombre y en representación de la
Cooperativa de Caficultores de Baní, Inc., contra la Decisión
No. 230 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original de fecha 8 de octubre de 1975, en relación con la
Parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de
Bani; SEGUNDO: Se desestima, por improcedente, el pe
dimento de condenación en costas formulado por el Dr.
Carlos Manuel Peña Lara; TERCERO: Se confirma, en todas
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sus partes, la Decisión recurrida, cuyo dispositivo dice así:
FALLA: PRIMERO: Se aprueban, los trabajos de replanteo
realizados por el agrimensor contratista Julio Alfredo Goico
en el ámbito de la Parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2
del Municipio de Boni,' por haber sido efectuados dichos tra-
bajos, de acuerdo con la ley que rige la materia; SEGUNDO:
Ordenar, como al efecto ordena, que los nombrados Remigio
Guzmán, Juan Sánchez, Ignacio Guerrero Soto, Antonio
Díaz, Rafael Mejía, Miguelito Guzmán, Esteban Sánchez,
Valo Báez, La Cooperativa de Caficultores de Baní, Inc.,
Lucas Soto Arias, Altagracia Arias, Manuel Antonio Arias,
Rafael Soto, Manuel Antonio Soto, Bienvenido Arias, Lalito
Pio, Virgilio Franco, Manuel María Carmona, Ramón Díaz,
Rafael Franco, Chichi Arias, Panchito Suárez, Deyanira Félix,
Pedro Brito, Benjamín Ruiz, Manuelito Soto, Francisco Félix,
Jacinto Dionisio Ortiz (a) Tito, Luis Méndez, Carina Soto,
Nola Vizcaino, Nércido Soto Hernández, Moreno Soto Pio y
Bienvenido Soto, quienes mantienen ocupaciones ilegalales
dentro de la Parcela No. 235 del Distrito Catastral No. 2 del
Municipio de Uní, procedan a abandonar dichas
ocupaciones o que adquieran legalmente parte de los
Sucesores de Miguel Tejada las porciones de terreno por ellos
ocupadas;

Considerando, que en su memorial de casación la
recurrente propone contra la decisión impugnada los
siguientes medios: Primero Medio: Violación al artculo 141
del Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos que
justifiquen la decisión.- Segundo Medio: Falta de base
legal.- Tercer Medio: Falso criterio de la propiedad;

Considerando, que a su vez los recurridos han solicitado
que se pronuncie la caducidad del recurso, en base a que el
acto de emplazamiento fue notificado innominadamente a los
sucesores Tejera, en la persona de uno de sus miembros, que
no fue quien los representó ante la Jurisdicción de Tierras;
que cuanto se trata de una sucesión el acto de em-
plazamiento debe ser notificado individualmente a todos y
cada uno de los miembros de la sucesión, a pena de ca-
ducidad;

Considerando, que es de principio que el acto de era
plazamiento no puede ser notificado de manera innominada a
una sucesión, sino que debe hacérsele a todas las personas
que componen la sucesión; que, por excepción, en materia de.

•
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tierras, el artículo 135 de la Ley de Registro de Tierras, per-
mite que el emplazamiento, para los fines del recurso de
casación, se notifique en manos de fa persona que haya
asumido la representación de la sucesión gananciosa ante el
Tribunal de Tierras, y también en manos de aquellos
miembros de la sucesión cuyos nombres figuren en el
proceso, así como sea notificado el abogado del Estado;

Considerando, que, en la especie, el examen del acto de
emplazamiento, tal como lo alegan los recurridos, que el
mismo fue notificado innominadamente a la sucesión de
Miguel Tejera, en manos de Victoria Tejera de Paulino. aue
no fue la persona que representó a dicha sucesión ante el Tri-
bunal Superior de Tierras, ni es tampoco el único miembro de
esa sucesión que figura en el proceso, como se evidencia por
el examen de la decisión impugnada; que, en tales con-
diciones, el acto de emplazamiento de que se trata está vicia-
do de nulidad, lo cual conlleva la caducidad del recurso de
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el acto de em-
plazamiento notificado a los recurridos y por consiguiente
pronuncia la caducidad del recurso de casación interpuesto
por la Cooperativa Agropecuaria de Caficultores de Baní,
Inc., contra la decisión dictada el 1ro. de abril de 1979, por el
Tribunal Superior de Tierras, en relación con la parcela No.
235 del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de Baní, sitio de
Paya y Peravia, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas y ordena su distracción a favor de los Dres,
Clemente Rodriguez C., y Juan Isidro Fondeur Sánchez, abo
gados de los recurridos, quienes afirman haberlas avan
zeda en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Be:-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él ex presados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 32

Senten cia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 25 de agosto de 1976.

Materia: Tierras.

Recurrente Is): Ramón Silverio y Dimas Peralta.

Abogado (s): Dr. Félix R. Castillo-Plácido.

Recurrido (s): Sucs. de Natividad Tate (Hilaria y Esteoanía
Tate).

Abogado (s): Dr. Leonte Reyes Colón.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Silverio, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor y
empleado privado, domiciliado y residente en Sabana del
Corozo, municipio de Puerto Plata, cédula No. 9734, serie 38,
y Dimas Peralta, dominicano, mayor de edad, soltero,
agricultor y empleado privado, domiciliado y residente en Sa-
bana del Corozo, municipio de Puerto Plata, cédula No. 8472,
serie 38, contra la decisión No. 21 dictada el 25 de agosto de
1976 por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con la
Parcela No. 76-G del Distrito Catastral No. 12 del municipio
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tierras, el artículo 135 de la Ley de Registro de Tierras, per-
mite que el emplazamiento, para los fines del recurso de
casación, se notifique en manos de la persona que haya
asumido la representación de la sucesión gananciosa ante el
Tribunal de Tierras, y también en manos de aquellos
miembros de la sucesión cuyos nombres figuren en el
proceso, así como sea notificado el abogado del Estado;

Considerando, que, en la especie, el examen del acto de
emplazamiento, tal como lo alegan los recurridos, que el
mismo fue notificado innominadamente a la sucesión de
Miguel Tejera, en manos de Victoria Tejera de Paulino. aue
no fue la persona que representó a dicha sucesión ante el Tri-
bunal Superior de Tierras, ni es tampoco el único miembro de
esa sucesión que figura en el proceso, como se evidencia por
el examen de la decisión impugnada; que, en tales con-
diciones, el acto de emplazamiento de que se trata está vicia-
do de nulidad, lo cual conlleva la caducidad del recurso de
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el acto de em-
plazamiento notificado a los recurridos y por consiguiente
pronuncia la caducidad del recurso de casación interpuesto
por la Cooperativa Agropecuaria de Caficultores de Baní,
Inc., contra la decisión dictada el 1ro. de abril de 1979, por el
Tribunal Superior de Tierras, en relación con la parcela No.
235 del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de Baní, sitio de
Paya y Peravia, cuyo dispositivo se copia en parte anterior det
presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas y ordena su distracción a favor de los Dres,
Clemente Rodríguez C., y Juan Isidro Fondeur Sánchez, abo
gados de los recurridos, quienes afirman haberlas avan
zado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Ba".-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y filmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFDO.): Miguel Jacobo..

SENTE N C IA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 32

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de

fec ha 25 de agosto de 1976.

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Ramón Silverio y Dimas Peralta.

Abogado (s): Dr. Félix R. Castillo-Plácido.

Recurrido (s): Sucs. de Natividad Tate (Hilada y Esteoanla
Tate).

Abogado (s): Dr. Leonte Reyes Colón.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Silverio, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor y
empleado privado, domiciliado y residente en Sabana del
Corozo, municipio de Puerto Plata, cédula No. 9734, serie 38,
y Dimas Peralta, dominicano, mayor de edad, soltero,
agricultor y empleado privado, domiciliado y residente en Sa-
bana del Corozo, municipio de Puerto Plata, cédula No. 8472,
serie 38, contra la decisión No. 21 dictada el 25 de agosto de
1976 por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con la
Parcela No. 76-G del Distrito Catastral No. 12 del municipio
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de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Leonte Reyes Colón, cédula No. 52383, serie

ira., abogado de los recurridos sucesores de Natividad Tate,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscrito
por su abogado el 7 de octubre de 1976, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscrito por
su abogado el 23 de octubre de 1976;

Visto el auto dictado en fecha 12 de agosto del corriente
año 1983. por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, •
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de es-
te Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934v 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un recurso de revisión por fraude, intentado
por los sucesores de Natividad Tate contra la decisión del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original, del 30 de enero de
1970, revisada y confirmada por el Tribunal Superior do
Tierras el 17 de marzo de 1970, este último Tribunal dictó el 15
de julio de 1973, su decisión No. 2 con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se admite, en cuanto a la forma y se
acoge, en cuanto al fondo, la instancia en revisión por fraude
interpuesta en fecha 22 de diciembre de 1971, por el Dr.
Leonte Reyes Colón, a nombre y en representación de los
Sucesores de Natividad Tate, representados a su vez por la
Sra. Hilada Tate de Anderson y Estebanía Tate, en relación
con la Parcela No. 76-G del D.C. No. 12 del munic:pio de
Puerto Plata; SEGUNDO: Se revoca, la Decisión No. 1.
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dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 30 de enero de 1970, revisada y aprobada por el Tri-
bunal Superior de Tierras en fecha 17 de marzo del mismo
año, en ocasión del saneamiento de la Parcela No. 76-G, del
Distrito Catastral No. 12 del municipio No. 12 del Municipio
de Puerto Plata, en cuanto se refiere a los derechos ad-
judicados a los señores Ramón Silverio y Dimas Peralta;
TERCERO: Se anula, el Decreto de Registro No. 71-1240 de
fecha 23 de julio de 1971, expedido en relación con la
mencionada Parcela No. 76-G, exceptuándose en cuanto a la
porción adjudicada a la Sra. Natividad Tate; CUARTO: Se
ordena, al Registrador de Títulos del Departamento de
Santiago, hacer constar al pie del Certificado de Título que
ampara la Parcela No. 76-G del D.C. No. 12 del municipio de
Puerto Plata, la radiación de los derechos adjudicados en esta
parcela, en favor de los señores Ramón Silverio y Dimas
Peralta, manteniéndose únicamente el registro en favor de la
señora Natividad Tate; QUINTO: Se ordena un nuevo
saneamiento de la Parcela No. 76-G, del D.C. No. 12 del
municipio de Puerto Plata, limitado a la porción cuyo registro
se ordenó en favor de los señores Ramón Silverio y Dimas
Peralta, con una extensión superficial de: 9 Has., 43 As., 29
Cas., 05 Dcm2, (150) tareas, con sus mejoras, y 11 Has., 00
As., 51 Cas., 01 Dcm2, (175) tareas, con sus mejoras, res-
pectivamente, designándose para realizarlo al Juez del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original, residente en San-
tiago, Dr. Ludovino Fernández Díaz, a quien deberá
comunicarse la presente decisión y enviársela el expediente";
b) que sobre el nuevo saneamiento ordenado el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original dictó el 13 de mayo de 1974,
su decisión No. 1, cuyo dispositivo se copia más adelante; c)
que sobre el recurso interpuesto intervino el fallo ahora
impugnado en casación, el cual contiene el siguiente dis-
Positivo: "FALLA: PRIMERO: Se acoge, en la forma y se
rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Dimas Tate Peralta y Ramón Sil.
verio, contra la Decisión No. 1, dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 13 de mayo de 1974,
en relación con la Parcela No. 76-G, del Distrito Catastral No.
12 del municipio de Puerto Plata, sección de "El Corozo",
Provincia de Puerto Plata; 'Primero: Se confirma, en todas
sus partes la Decisión más arriba indicada, cuyo dispositivo
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de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Leonte Reyes Colón, cédula No. 52383, serie

1ra., abogado de los recurridos sucesores de Natividad Tate,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscrito
por su abogado el 7 de octubre de 1976, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscrito por
su abogado el 23 de octubre de 1976;

Visto el auto dictado en fecha 12 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de es-
te Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que

•	 con motivo de un recurso de revisión por fraude, intentado
por los sucesores de Natividad Tate contra la decisión del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original, del 30 de enero de
1970, revisada y confirmada por el Tribunal Superior d:e.
Tierras el 17 de marzo de 1970, este último Tribunal dictó el 5
de julio de 1973, su decisión No. 2 con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se admite, en cuanto a la forma y se
acoge, en cuanto al fondo, la instancia en revisión por fraude
interpuesta en fecha 22 de diciembre de 1971, por el Dr.
Leonte Reyes Colón, a nombre y en representación de los
Sucesores de Natividad Tate, representados a su vez por la
Sra. Hilaria Tate de Anderson y Estebanía Tate, en relación
con- la Parcela No. 76-G del D.C. No. 12 del municipio de
Puerto Plata; SEGUNDO: Se revoca, la Decisión No. 1,
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a por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 30 de enero de 1970, revisada y aprobada por el Tri-
bunal Superior de Tierras en fecha 17 de marzo del mismo
año, en ocasión del saneamiento de la Parcela No. 76-G, del
Distrito Catastral No. 12 del municipio No. 12 del municipio
de Puerto Plata, en cuanto se refiere a los derechos ad-
judicados a los señores Ramón Silverio y Dimas Peralta;
TERCERO: Se anula, el Decreto de Registro No. 71-1240 de
fecha 23 de julio de 1971, expedido en relación con la
mencionada Parcela No. 76-G, exceptuándose en cuanto a la
porción adjudicada a la Sra. Natividad Tate; CUARTO: Se
ordena, al Registrador de Títulos del Departamento de
Santiago, hacer constar al pie del Certificado de Título que
ampara la Parcela No. 76-G del D.C. No. 12 del municipio de
Puerto Plata, la radiación de los derechos adjudicados en esta
parcela, en favor de los señores Ramón Silverio y Dimas
Peralta, manteniéndose únicamente el registro en favor de la
señora Natividad Tate; QUINTO: Se ordena un nuevo
saneamiento de la Parcela No. 76-G, del D.C. No. 12 del
municipio de Puerto Plata, limitado a la porción cuyo registro
se ordenó en favor de los señores Ramón Silverio y Dimas
Peralta, con una extensión superficial de: 9 Has., 43 As., 29
Cas., 05 Dcm2, (150) tareas, con sus mejoras, y 11 Has., 00
As., 51 Cas., 01 Dcm2, (175) tareas, con sus mejoras, res-
pectivamente, designándose para realizarlo al Juez del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original, residente en San-
tiago, Dr. Ludovino Fernández Díaz, a quien deberá
comunicarse la presente decisión y enviársele el expediente";
b) que sobre el nuevo saneamiento ordenado el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original dictó el 13 de mayo de 1974,
su decisión No. 1, cuyo dispositivo se copia más adelante; c)
que sobre el recurso interpuesto intervino el fallo ahora
impugnado en casación, el cual contiene el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Se acoge, en la forma y se
rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Dimas Tate Peralta y Ramón Sil-
verio, contra la Decisión No. 1, dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 13 de mayo de 1974,
en relación con la Parcela No. 76-G, del Distrito Catastral No.
12 del municipio de Puerto Plata, sección de "El Corozo",
provincia de Puerto Plata; 'Primero: Se confirma, en todas
Sus partes la Decisión más arriba indicada, cuyo dispositivo
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dice así: Primero: Que debe declarar, como al efecto declara,
nulo, por carecer de consentimiento válido, el Acto No. 5
(cinco) de fecha cuatro (4) de febrero del año 1969, ins-
trumentado por el Notario para el municipio de Puerto Plata,
Dr. Carlos Manuel Pinke, en el cual aparece Natividad Tate
vendiendo a los señores Ramón Silverio y Dimas Peralta
sendas porciones de terreno de 09,43.29.05 Hectáreas y
11.00.51.01 Hectáreas, respectivamente, dentro de la Parcela
No. 76-G del Distrito Catastral No. 12 del municipio de Puerto
Plata y, en consecuencia, se rechazan, por improcedentes e
infundadas, las reclamaciones formuladas por los señores
Ramón Silverio y Dimas Peralta, que se apoyan ex-
clusivamente, en el referido acto notarial; SEGUNDO: Que
debe ordenar, como al efecto ordena, el registro del derecho
de propiedad de una porción de 20 Has., 43 As., 80.06 Cas.,
(325.06 tareas), dentro de la Parcela de que se trata, en favor
de Natividad Tate, domiciliada y residente en "Sabana del
Corozo", sección del municipio de Puerto Plata;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada el
siguiente medio: Unico: Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación los recurrentes alegan, en síntesis, que el Tribunal a-
guo decretó la nulidad del acto de venta consentido por Na-
tividad Tate a favor de los recurrentes, en base a que la
vendedora tenía dolencias mentales y que también estaba
falta de vista y carecía de discernimiento, así como sufría de
parálisis y otras consideranciones afines, pero no expone los
medios de prueba que le sirvieron para formar su convicción
en tal sentido; que asimismo, no indica los elementos de
juicio en que se fundó para afirmar que fue subrepticia la
forma en que fue otorgado el referido documento y la
clandestinidad que rodeó su nacimiento; que, por otra parte,
el Tribunal a-quo declaró nula la operación de venta por falta
de un consentimiento que afectaba el repetido acto de venta;
pero,

Considerando, que el Tribunal a-quo para declarar la nuli-
dad del acto de venta de que se trata y fallar como lo hizo,
expresa lo siguiente: "Que, el estudio y ponderación de las
declaraciones de los ahora recurrentes Dimas Peralta y
Ramón Silverio, en la audiencia celebrada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 30 de junio de 1969,

al formular sus reclamaciones sobre las porciones de terreno
presuntamente compradas a la hoy finada Natividad Tate: las
del Notario Público Dr. Carlos Manuel Pinke, y las de los
testigos Juan Francisco Silverio, Santos Eufemio Binet, Juan
Cid López, Maximiliano Anderson (a) Papo el chofer y María
Aurelia Castillo, y los demás elementos y circunstancias de la
causa, han conducido este Tribunal a formar su convicción
en el sentido de que ha quedado plenamente establecido, que
las ventas contenidas en el Acto No. 5 de fecha 4 de febrero
de 1969, son ineficaces y carentes de validez, por no haber si-
do realizadas en forma legal, por ser el resultado de tácticas
dolosas, maniobra fraudulentas y una evidente coacción y
captación ejercidas contra la presunta otorgante, la hoy fina-
da Natividad Tate, careciendo, de consiguiente, de
consentimiento válido para su admisión y eficacia, al com
probarse los siguientes hechos: a) el estado de coacción,
captación y confinamiento permanente ejercido por los se-
ñores Dimas Peralta y Ramón Silverio sobre la octogenaria
Natividad Tate, quien estaba bajo la dirección física y mental
de dichos presuntos compradores; b) la incapacidad mental y
física de dicha señora por su ancianidad y la enfermedad que
padecía; c) la forma subrepticia en que fue realizado el otor-
gamiento del referido documento; d) el estado de pobreza
en que vivió sus últimos días la hoy finada Natividad Tate, al
extremo de que los gastos de su última enfermedad fueron
sufragados por sus hijos Estebanía e Hilario Tate y tener que
buscar dinero prestado para su entierro; e) las declaraciones
de los señores Dimas Peralta y Ramón Silverio por ante el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 30 de junio
de 1969, en el sentido de que comparecieron a representar a
Natividad Tate, por encontrarse enferma; y f) la intervención
del Procurador Fiscal de Puerto Plata por mediación del
Alcalde Pedáneo Juan Cid López, frente a los señores Dimas
Peralta y Ramón Silverio para que entregaran a la octogenaria
Natividad Tate, ya gravemente enferma, a sus hijas Estebanía
9 Hilaria Tate";

Considerando, que como se advierte por lo prece-
dentemente expuesto, contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, el Tribunal a-quo señaló en la decisión im-
pugnada los elementos de prueba que le sirvieron para formar
su convicción en el sentido que lo hizo, así como expuso una
relación completa de los hechos de la causa, a los cuales dio
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dice así: Primero: Que debe declarar, como al efecto declara,
nulo, por carecer de consentimiento válido, el Acto No. 5
(cinco) de fecha cuatro (4) de febrero del año 1969, ins-
trumentado por el Notario para el municipio de Puerto Plata,
Dr. Carlos Manuel Pinke, en el cual aparece Natividad Tate
vendiendo a los señores Ramón Silverio y Dimas Peralta
sendas porciones de terreno de 09,43.29.05 Hectáreas y
11.00.51.01 Hectáreas, respectivamente, dentro de la Parcela
No. 76-G del Distrito Catastral No. 12 del municipio de Puerto
Plata y, en consecuencia, se rechazan, por improcedentes e
infundadas, las reclamaciones formuladas por los señores
Ramón Silverio y Dimas Peralta, que se apoyan ex-
clusivamente, en el referido acto notarial; SEGUNDO: Que
debe ordenar, como al efecto ordena, el registro del derecho
de propiedad de una porción de 20 Has., 43 As., 80.06 Cas.,
(325.06 tareas), dentro de la Parcela de que se trata, en favor
de Natividad Tate, domiciliada y residente en "Sabana del
Corozo", sección del municipio de Puerto Plata;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada el
siguiente medio: Unico: Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación los recurrentes alegan, en síntesis, que el Tribunal a-
guo decretó la nulidad del acto de venta consentido por Na-
tividad Tate a favor de los recurrentes, en base a que la
vendedora tenía dolencias mentales y que también estaba
falta de vista y carecía de discernimiento, así como sufría de
parálisis y otras consideranciones afines, pero no expone los
medios de prueba que le sirvieron para formar su convicción
en tal sentido; que asimismo, no indica los elementos de
juicio en que se fundó para afirmar que fue subrepticia la
forma en que fue otorgado el referido documento y la
clandestinidad que rodeó su nacimiento; que, por otra parte,
el Tribunal a-quo declaró nula la operación de venta por falta
de un consentimiento que afectaba el repetido acto de venta;
pero,

Considerando, que el Tribunal a-quo para declarar la nuli-
dad del acto de venta de que se trata y fallar como lo hizo,
expresa lo siguiente: "Que, el estudio y ponderación de las
declaraciones de los ahora recurrentes Dimas Peralta y
Ramón Silverio, en la audiencia celebrada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 30 de junio de 1969,
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al formular sus reclamaciones sobre las porciones de terreno
presuntamente compradas a la hoy finada Natividad Tate: las
del Notario Público Dr. Carlos Manuel Pinke, y las de los
test i gos Juan Francisco Silverio, Santos Eufemio Binet, Juan
Cid López, Maximiliano Anderson (a) Papo el chofer y María
Aurelia Castillo, y los demás elementos y circunstancias de la
causa, han conducido este Tribunal a formar su convicción
en el sentido de que ha quedado plenamente establecido, que
las ventas contenidas en el Acto No. 5 de fecha 4 de febrero
de 1969, son ineficaces y carentes de validez, por no haber si-
do realizadas en forma legal, por ser el resultado de tácticas
dolosas, maniobra fraudulentas y una evidente coacción y
captación ejercidas contra la presunta otorgante, la hoy fina-
da Natividad Tate, careciendo, de consiguiente, de
consentimiento válido para su admisión y eficacia, al com•
probarse los siguientes hechos: a) el estado de coacción,
captación y confinamiento permanente ejercido por los se-
ñores Dimas Peralta y Ramón Silverio sobre la octogenaria
Natividad Tate, quien estaba bajo la dirección física y mental
de dichos presuntos compradores; b) la incapacidad mental y
física de dicha señora por su ancianidad y la enfermedad que
padecía; c) la forma subrepticia en que fue realizado el otor-
gamiento del referido documento; d) el estado de pobreza
en que vivió sus últimos días la hoy finada Natividad Tate, al
extremo de que los gastos de su última enfermedad fueron
sufragados por sus hijos Estebanía e Hilario Tate y tener que
buscar dinero prestado para su entierro; e) las declaraciones
de los señores Dimas Peralta y Ramón Silverio por ante el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 30 de junio
de 1969, en el sentido de que comparecieron a representar a
Natividad Tate, por encontrarse enferma; y f) la intervención
del Procurador Fiscal de Puerto Plata por mediación del
Alcalde Pedáneo Juan Cid López, frente a los señores Dimas
Peralta y Ramón Silverio para que entregaran a la octogenaria
Natividad Tate, ya gravemente enferma, a sus hijas Estebanía
e.t Hilaria Tate";

Considerando, que como se adviene por lo prece-
dentemente expuesto, contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, el Tribunal a-quo señaló en la decisión im-
pugnada los elementos de prueba que le sirvieron para formar
su convicción en el sentido que lo hizo, así como expuso una
relación completa de los hechos de la causa, a los cuales dio
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su verdadero sentido y alcance; que, por otra parte, resulta de
lo anteriormente transcrito que el vicio del consentimiento re-
tenido por el Tribunal a-quo para declarar a nulidad de la
venta, fue el empleo de maniobras dolosas de parte de los
recurrentes, que los Jueces apreciaron dentro de sus faculta-
des soberanas, lo que escapa al control de la casación;

Considerando, que el examen de la decisión impugnada
pone de relieve que la misma contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo; que por todo lo
expuesto se evidencia que el medio propuesto por los
recurrentes carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Ramón Silverio Dimas Peralta,
contra la Decisión No. 21 dictada el 25 de agosto de 1976, por
el Tribunal Superior de Tierras, en relación con la Parcela No.
76-3 del Distrito Catastral No. 12 del Municipio de Puerto
Plata, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente tallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago
de las costas y ordena su distracción a favor del Dr. Leonte
Reyes Colón, abogado de los recurridos, quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darlo Bah
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (F DO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 33

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 19 de noviembre de 1981.

Materia: Correccionaf.

Recurrente (s): Agapito Féliz R., Vinicio Féliz R., Cristóbal
Rodríguez de la Cruz y Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Andrés Martes Rosario.

Abogado (s): Dr. Elis Jiménez Moquete y Dr. Juan Pablo
López Cornielle.

Interviniente (s): Juan Francisco de Jesús.

Abogado (s): Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad ce Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Agapito
Feliz R., Vinicio Féliz R., personas civilmente responsables
puestas en causa; Cristóbal Rodríguez de la Cruz,
dominicano, mayor de edad, domiciliado en la Respaldo J. F.
Kennedy No. 4, ciudad, con cédula No. 165431, serie ira., y la
Cia. Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social en la
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su verdadero sentido y alcance; que, por otra parte, resulta de
lo anteriormente transcrito que el vicio del consentimiento re-
tenido por el Tribunal a-quo para declarar a nulidad de la
venta, fue el empleo de maniobras dolosas de parte de los
recurrentes, que los Jueces apreciaron dentro de sus faculta-
des soberanas, lo que escapa al control de la casación;

Considerando, que el examen de la decisión impugnada
pone de relieve que la misma contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo; que por todo lo
expuesto se evidenc ia que el medio propuesto por los
recurrentes carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Ramón Silverio Dimas Peralta,
contra la Decisión No. 21 dictada el 25 de agosto de 1976, por
el Tribunal Superior de Tierras, en relación con la Parcela No.
76-G del Distrito Catastral No. 12 del Municipio de Puerto
Plata, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago
de las costas y ordena su distracción a favor del Dr. Leonte
Reyes Colón, abogado de los recurridos, quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad.

(FIRMADO S ) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bar
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE AGOSTO DEL 1983 No. 33

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 19 de noviembre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Agapito Féliz R., Vinicio Féliz R., Cristóbal
Rodríguez de la Cruz y Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Andrés Martes Rosario.

Abogado (s): Dr. Elis Jiménez Moquete y Dr. Juan Pablo
López Cornielle.

Interviniente (s): Juan Francisco de Jesús.

Abogado (s): Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad ae Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Agapito
Feliz R., Vinicio Féliz R., personas civilmente responsables
p uestas en causa; Cristóbal Rodríguez de la Cruz,
dominicano, mayor de edad, domiciliado en la Respaldo J. F.
K ennedy No. 4, ciudad, con cédula No. 165431, serie ira., y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social en la
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avenida 27 de Febrero de esta ciudad, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 19 de noviembre de 1981, '
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la •

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de septiembre de 1982, a
requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, abogado con
cédula No. 4768, serie 20, en representació n de los

recurrentes, en la cual no se pro pone ningún medio de

casación;
Visto el escrito del interviniente Juan Francisco de Jesús,

dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, cédula No.
6602, serie 61, domiciliado en la avenida Máximo Gómez,
ciudad, del 14 de marzo de 1983, suscrito por su abogado,
Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez;

Visto el escrito del intervinie nte Andrés Marte Rosario, del

14 de marzo de 1983, dominicano, mayor de edad, chofer,
con cédula de identificación personal No. 37185, serie 54,
domiciliado en la calle Francisco del Rosario Sánchez, edilicio
5 No. 1, de esta ciudad, suscrito por su abogado Dr. Elis
Jiménez Moquete;

Visto el auto dictado en fecha 15 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pro

sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría, en la deliberación y fallo del
recurso de casación do que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 65 y 72 de la Ley No. 241 so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955; y, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

e un accidene de tránsito ocurrido el 25 de diciembre de
1978, en esta ciudad, en el que varias personas resultaron con

siones corporales, y con desperfectos los vehículos in-
lucrados en el mismo, la Primera Cámara Penal del Juzga-

do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 29 de
agosto de 1979, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos i nterpuestos intervino el

llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo se copia
continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y váli-
os, en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-

terpuestos: a) por el Dr. Juan Pablo López Cornielle, en fecha
18 de agosto de 1979, a nombre y representación de Andrés
Marte Rosario; b) por el Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez en
fecha 30 de agosto de 1979, a nombre y representación de
Juan Fco. de Jesús, parte civil constituida; c) por el Dr.
Miguel A. Vásquez Fernández, en fecha 29 de agosto de
1979, a nombre y representación de Cristóbal Rodríguez,
José Sánchez, Agapito Félix Rosa y/o Vinicio Félix Roa, y la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.; d) por el
Dr. Elis Jiménez Moquete, en fecha 18 de septiembre de
1979, a nombre y representación de Andrés Marte Rosario,
contra sentencia de fecha 29 de agosto de 1979, dictada por
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara al nombrado Cristóbal Rodríguez de la Cruz, dom.,
mayor de edad, cédula No. 16531, serie Ira., residente en la
Respaldo J.F. Kennedy No. 4, ciudad, culpable de viol. al  art.
49 de la Ley.No. 241, de Tránsito de Vehículos de Motor, en
perjuicio de Andrés Marte Rosario, y la menor Julia Paredes,
y en consecuencia lo condena a RDS25.00 (Veintibinco Pesos
Oro) de multa y al pago de las costas penales, tomando
circunstancias atenuantes a su favor; Segundo: Se declara al
nombrado Andrés Marte Rosario, dom., mayor de edad, cé-
dula No. 37185, serie 54, residente en la Fco. del Rosario Edif.
5, No. 1 (bajo) no culpable y en consecuencia se descarga por •
no haber violado ninguna de las disposiciones de la Ley No.
241, sobre Tránsito de Vehículos; Tercero: Se declara regular
Y válida en cuanto a la forma las constitucines en parte civil
hechas por los señores Juan Francisco de Jesús y Andrés
Marte Rosario, en contra de José Sánchez Ramírez, Agapito
Félix Rosa y/o Vinicio Félix Roa, a pagar solidariamente una
inde mnización de: a) Mil Pesos Oro Dominicanos
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avenida 27 de Febrero de esta ciudad, contra la sentencia
dictada en atribuciones correcciona les por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 19 de noviembre de 1981,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la •

República;	 •
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de septiembre de 1982, a
requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, abogado con
cédula No. 4768, serie 20, en representació n de los

recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de

casación;
Visto el escrito del interviniente Juan Francisco de Jesús,

dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, cédula No.
6602, serie 61, domiciliado en la avenida Máximo Gómez,
ciudad, del 14 de marzo de 1983, suscrito por su abogado,
Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez;

Visto el escrito del interviniente Andrés Marte Rosario, del
14 de marzo de 1983, dominicano, mayor de edad, chofer,
con cédula de identificación personal No. 37185, serie 54,
domiciliado en la calle Francisco del Rosario Sánchez, edificio
5 No. 1, de esta ciudad, suscrito por su abogado Dr. Elis
Jiménez Moquete;

Visto el auto dictado en fecha 15 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual -
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerqu e C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría, en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 65 y 72 de la Ley No. 241 so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955; y, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

.1 ".. cle un accidene de tránsito ocurrido el 25 de diciembre de
1978, en esta ciudad, en el que varias personas resultaron con
lesiones corporales, y con desperfectos los vehículos in-
volucrados en el mismo, la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 29 de
agosto de 1979, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos i nterpuestos intervino el
fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo se copia
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y váli-
dos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos: a) por el Dr. Juan Pablo López Cornielle, en fecha
18 de agosto de 1979, a nombre y representación de Andrés
Marte Rosario; b) por el Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez en
fecha 30 de agosto de 1979, a nombre y representación de
Juan Feo. de Jesús, parte civil constituida; cl por el Dr.
Miguel A. Vásquez Fernández, en fecha 29 de agosto de
1979, a nombre y re presentación de Cristóbal Rodríguez,
José Sánchez, Agapito Félix Rosa y/o Vinicio Félix Roa, y la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.; d) por el
Dr. Elis Jiménez Moquete, en fecha 18 de septiembre de
1979, a nombre y representación de Andrés Marte Rosario,
contra sentencia de fecha 29 de agosto de 1979, dictada por
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara al nombrado Cristóbal Rodríguez de la Cruz, dom.,
mayor de edad, cédula No. 16531, serie 1ra., residente en la
Respaldo J.F. Kennedy No. 4, ciudad, culpable de viol. al  art.
49 de la Ley.No. 241, de Tránsito de Vehículos de Motor, en

• perjuicio de Andrés Marte Rosario, y la menor Julia Paredes,
y en consecuencia lo condena a RD$25.00 (VeintiCinco Pesos
Oro) de multa y al pago de las costas penales, tomando
circunstancias atenuantes a su favor; Segundo: Se declara al
nombrado Andrés Marte Rosario, dom., mayor de edad, cé-
dula No. 37185, serie 54, residente en la Fco. del Rosario Edif.
5, No. 1 (bajo) no culpable y en consecuencia se descarga por •
no haber violado ninguna de las disposiciones de la Ley No.
241, sobre Tránsito de Vehículos; Tercero: Se declara regular
Y válida en cuanto a la forma las constitucines en parte civil
hechas por los señores Juan Francisco de Jesús y Andrés
Marte Rosario, en contra de José Sánchez Ramírez, Agapito
Félix Rosa y/o Vinicio Félix Roa, a pagar solidariamente una
inde mnización de: a) Mil Pesos Oro Dominicanos
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(RDS1,000.00) en favor de la menor Julia Paredes como justa
reparación por los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos por él en dicho accidente; bl una indemnizac ión de

Seiscientos Pesos Oro Dominicanos IRDS600.00) en favor de
Andrés Martes Rosario, por los daños materiales ocasionados
al vehículo de su propiedad, placa No. 9192, en dicho ac-
cidente; Cuarto: Condena a los mismos al pago de los in-
tereses legales de dichas sumas a partir de la fecha de la
demanda, condena a José Sánchez Ramírez, Agapito Félix
Rosa y/o Vinicio Félix Roa, al pago de las costas civiles en fa-
vor de los Dres. Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo
Rodríguez, Juan Pablo López Cornielle y Elis Jiménez Mo-
quete, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
Quinto: Se declara dicha sentencia común y oponible a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad

asegurado ra del automóvil placa privada No. 123-492, chasis

No. 11469 W312461, propiedad de José Sánchez Ramírez,

conducido por Cristóbal Rodríguez de ia Cruz, causante del
accidente, en virtud del art. 10 de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor'; SEGUNDO: En
cuanto al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido
Cristóbal Rodríguez de la Cruz, por no haber comparecid o a la

audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Modifica el Ordinal 3ro. y la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio, fija una indemnizac ión de Un

Mil Pesos Oro IRDS1,000.00) a favor del señor Andrés Marte
Rosario, por las lesiones recibidas por éste en dicho ac-
cidente; CU ARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; QU INTO: Condena al nombrado Cristóbal Ro-
dríguez de la Cruz, al pago de las costas penales y con-
juntamente con José Sánchez Ramírez, Agapito Rosa y/o
Vinicio Félix Roa, al pago de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Nelson Eddy
Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez, Juan Pablo López
Cornielle y Elis Jiménez Moquete, abogados de la parte civil
constituidá, quienes afirman haberlas avanzado en su to-

talidad . SEXTO: Dispone la oporiibilida d • de la presente

sentencia. a la Compañía de Seguros Unión de Seguros,•

C oo' A.. en su condición de entidad aseguradora del vehícu-`1

te oue ocasionó el accidente";
Considera ndo, en cuanto a los recursos interpuestos por

Agapi
to Félix R. y Vinicio Félix R., personas civilmente res-
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j ponsables puestas en causa, y la Unión de Seguros, C. por A.,
:también puesta en causa como aseguradora, que dichos
recurrentes, ni en el acta relativa a sus recursos, ni pos-
teriormente, han expuesto los medios en que los fundan,
como exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; que, en consecuencia, dichos
recursos deben ser declarados nulos, y se procederá al
examen del recurso del prevenido Cristóbal Rodríguez de la
Cruz, en lo que a su interés se refiere;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar único
culpable al prevenido recurrente, y fallar como lo hizo, dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el 25 de diciembre de
1978, mientras el carro placa No. 113-492, propiedad de José
Sánchez Ramírez, conducido por el prevenido Cristóbal Ro-
dríguez de la Cruz, y asegurado con la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., transitaba de Oeste a Este por la calle Pa-
dre Castellanos de esta ciudad, se produjo una colisión entre
dicho vehículo y el carro placa No. 91928, conducido por su
propietario,- Andrés Marte Rosario, que transitaba por la
misma vía y dirección, detrás de aquel; b) que a consecuencia
de dicha colisión resultaron dos personas con lesiones
corporales, las que fueron curadas una antes de los 10 días, y
la otra después de 20 y antes de 30 días; c) que el accidente se
debió a que el prevenido Cristóbal Rodríguez de la Cruz, fue
i mprudente y negligente, ya que al dar reversa no tomó las
debidas precauciones que demanda la Ley de la materia para
evitar la colisión;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
d cargo del prevenido Cristóbal Rodríguez do la Cruz, el delito
de golpes y heridas por imprudencia, previsto por el artículo
49 de la Ley No. 241.de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y
sancionado por ese mismo texto legal con las penas de seis
16) meses a dos (2) años de prisión y multa de cien
(RDS100.00) a quinientos (RDS500.00), si la enfermedad o
imposibilidad para su trabajo dure veinte días o más, como
ocurrió en la especie a uno de los lesionados; y que al con-

jdenario al pago de una multa de veinticinco peso oro
.. 1 1RD$25 00), acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-

gua le aplicó una sanción ajustada a la ley;
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(RDS1,000 .00) en favor de la menor Julia Paredes como justa
reparación por los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos por él en dicho accidente; b) una indemnizac ión de

Seiscientos Pesos Oro Dominicanos ORDS600.00) en favor de
Andrés Martes Rosario, por los daños materiales ocasionados
al vehículo de su propiedad, placa No. 9192, en dicho ac-
cidente; Cuarto: Condena a los mismos al pago de los in-
tereses legales de dichas sumas a partir de la fecha de la
demanda, condena a José Sánchez Ramírez, Agapito Félix
Rosa y/o Vinicio Félix Roa, al pago de las costas civiles en fa-
vor de los Dres. Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo
Rodríguez, Juan Pablo López Cornielle y Elis Jiménez Mo-
quete, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
Quinto: Se declara dicha sentencia común y oponible a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad

asegurado ra del automóvil placa privada No. 123-492, chasis

No. 11469 W312461, propiedad de José Sánchez Ramírez,

conducido por Cristóbal Rodríguez de la Cruz, causante del
accidente, en virtud del art. 10 de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor'; SEGUNDO: En
cuanto al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido
Cristóbal Rodríguez de la Cruz, por no haber comparecid o a la

audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Modifica el Ordinal 3ro. y la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio, fija una indemnizac ión de Un

Mil Pesos Oro IRDS1,000.00) a favor del señor Andrés Marte
Rosario, por las lesiones recibidas por éste en dicho ac-
cidente; CU ARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; QU INTO: Condena al nombrado Cristóbal Ro-
dríguez de la Cruz, al pago de las costas penales y con-
juntamente con José Sánchez Ramírez, Agapito Rosa y/o
Vinicio Félix Roa, al pago de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Nelson Eddy
Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez, Juan Pablo López

' Cornielle y Elis Jiménez Moquete, abogados de la parte civil
constituidá, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad' SEXTO: Dispone la oporiibilida d • de la presente

sentencia. a la Compañía de Seguros Unión de Seguros,•

C oo. A.. en su condició n de entidad aseguradora del vehícu-',

ic oue ocasionó el accidente";
Considera ndo, en cuanto a los recursos interpuestos por

Agapito Félix R. y Vinicio Félix R., personas civilmente res-
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j ponsables puestas en causa, y la Unión de Seguros, C. por A.,
: tamb ién puesta en causa como aseguradora, que dichos
recurrentes, ni en el acta relativa a sus recursos, ni pos-
teriormente, han expuesto los medios en que los fundan,
como exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; que, en consecuencia, dichos
recursos deben ser declarados nulos, y se procederá al
examen del recurso del prevenido Cristóbal Rodríguez de la
Cruz, en lo que a su interés se refiere;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a - qua, para declarar único
culpable al prevenido recurrente, y fallar como lo hizo, dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: al que el 25 de diciembre de
1978, mientras el carro placa No. 113-492, propiedad de José
Sánchez Ramírez, conducido por el prevenido Cristóbal Ro-
driguez de la Cruz, y asegurado con la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., transitaba de Oeste a Este por la calle Pa-
dre Castellanos de esta ciudad, se produjo una colisión entre
dicho vehículo y el carro placa No. 91928, conducido por su
propietario,- Andrés Marte Rosario, que transitaba por la
misma vía y dirección, detrás de aquel; b) que a consecuencia
de dicha colisión resultaron dos personas con lesiones
corporales, las que fueron curadas una antes de los 10 días, y
la otra después de 20 y antes de 30 días; c) que el accidente se
debió a que el prevenido Cristóbal Rodríguez de la Cruz, fue
I mprudente  y negligente, ya que al dar reversa no tomó las
debidas precauciones que demanda la Ley de la materia para
evitar la colisión;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
d cargo del prevenido Cristóbal Rodríguez de la Cruz, el delito
de golpes y heridas por imprudencia, previsto por el artículo
49 de la Ley No. 241 .de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y
sa ncionado por ese mismo texto legal con las penas de seis
16) meses a dos (2) años de prisión y multa de cien
I R DS100.00) a quinientos (RDS500.00), si la enfermedad o
Imposibilidad para su trabajo dure veinte días o más, como
ocurrió en la especie a uno de los lesionados; y que al con-

. denado al pago de una multa de veinticinco peso oro
I IRD$25 00), acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
tina le aplicó una sanción ajustada a la ley;



Ií

II

2278	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando, que examinaaa en sus oemas aspectos, en
lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia im-
pugnada no presenta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Andrés Martes Rosario y Juan Francisco de Jesús, en los
recursos de casación interpuestos por Agapito Félix R.,
Vinicio Félix R., Cristóbal Rodríguez de la Cruz y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra sentenc i a dictada en atri-

buciones correccionales, por la Corte de Apelació n de

Santo Domingo, el 19 de noviembre de 1981, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por

Agapito Félix R., Vinicio Félix R., y la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., contra la mencionada sentencia; Tercero: Rechaza
el recurso interpuesto por Cristóbal Rodríguez de la Cruz, y lo •
condena al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a
Agapito Félix R. y Vinicio Félix R., al pago de las costas ci-
viles, y las distrae en favor de los doctores Elis Jiménez Mo-
quete, Juan López Cornielle y Ramón Suazo Rodríguez, abo-
gados de los intervinientes, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad y las hacen oponibles a la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Alburque rque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se

ñores Jueces que figuran en . su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IFDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 34

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de septiembre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Héctor Osiris Balcácer Báez y la Cía. Unión
de Seguros. C. oor A.

Abogado (s): Dr Néstor Díaz Fernanaez

Interviniente (s): Santa María García Concepción.

Abogado (s): Dr. Angel Darla° Pérez Vólquez.

Dios, Patria y Libertad.
Re p ública Dominicana.

En Nombre de ia Republica, ia Suprema Corte ae Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Segundo Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de agosto
del 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héctor
Osiris Balcácer Báez, dominicano, mayor de edad, cédula No.
33298, serie 31, domiciliado en la avenida Winston Churchill
No. 1202, esquina Prolongación Bolívar, de esta ciudad, y la
Unión de Seguros, C. por A., con asiento social en esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo

, el 29 de septiembre de 1981, cuyo dispositivo se copia más
, adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Considerand o, que examinaoa en sus nemas aspectos, en
lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia im- •
pugnada no presenta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Andrés Martes Rosario y Juan Francisco de Jesús, en los
recursos de casación interpuestos por Agapito Félix R.,

Vinicio Félix R., Cristóbal Rodríguez de la Cruz y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada en atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelació

n de

Santo Domingo, el 19 de noviembre de 1981, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por
Agapito Félix R., Vinicio Félix R., y la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., contra la mencionada sentencia; Tercero: Rechaza
el recurso interpuesto por Cristóba l Rodríguez de la Cruz, y lo

condena al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a
Agapito Félix R. y Vinicio Félix R., al pago de las costas ci-
viles, y las distrae en favor de los doctores Elis Jiménez Mo-
quete, Juan López Cornielle y Ramón Suazo Rodríguez, abo-
gados de los intervinientes, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad y las hacen oponibles a la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Alburquerque C.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel "Jacobo, Secretario

General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se

ñores Jueces que figuran en . su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IFDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 34

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de septiembre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Héctor Osiris Balcácer Báez y la Cía. Unión
de Seguros. C. por A.

Abogado (s): Dr Néstor Díaz Fernández

Interviniente (s): Santa María García Concepción.

Abogado (s): Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez.

Dios, Patria y Libertad.
Re p ública Dominicana.

En Nombre de la Republica, la Suprema Corte ce Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Segundo Sustituto de Presidente; Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de agosto
del 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héctor
Osiris Balcácer Báez, dominicano, mayor de edad, cédula No.
33298, serie 31, domiciliado en la avenida Winston Churchill
No. 1202, esquina Prolongación Bolívar, de esta ciudad, y la
Unión de Seguros, C. por A., con asiento social en esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo
el 29 de septiembre de 1981, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Angel Danilo
Pérez Vólquez, cédula No. 3624, serie 20, abogado de la
interviniente Santa María García Concepción, dominicana,
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula
No. 196183, serie 1 ra., domiciliada en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurridos del 13 de
junio de 1983 suscrito por su abogado, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada, los medios que luego se
indican;

Visto el escrito de la interviniente del 6 de junio de 1983,
firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 15 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que resultó muerta una
persona, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó, en sus atribuciones
correccionales, el 18 de mayo de 1981, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos: a) por el Dr.
Angel Danilo Pérez Vólquez, en fecha 25 de mayo de 1981, a
nombre y representación de Santa María García Concepción;
b) por el Dr. Néstor Díaz Fernández, en fecha 27 de mayo de
1981, a nombre y representación de Héctor Osiris Balcácer
Báez, en su doble calidad de prevenido y persona civilmente

responsable y la Cía. Unión de Seguros, C. por A. y c) por el
Lic Narciso Tabaré Alvarez Conde, en fecha 3 de julio de
198 1 , a nombre del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, contra sentencia de fecha 18 de mayo de 1981,
dictada en sus atribuciones correccionales por la Sexta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se.
declara al nombrado Héctor Osiris Balcácer Báez, culpable de
violar la Ley No. 241, en perjuicio de la menor Narda García, y.
en consecuencia, se condena al pago de una multa de cin-
cuenta pesos oro (RDS50.00) y costas, acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil intentada por la señora
Santa María García Concepción, en su calidad de madre y
tutora legal de la menor agraviada, por órgano del Dr. Angel
Danilo Pérez Vólquez, contra Héctor Osiris Balcácer Báez, en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones
legales, en consecuencia se condena a Héctor Osiris.
cácer Báez, en sus calidades al pago de una indemnización de
ocho mil pesos oro (RD$8,000.00) a favor de la parte civil
constituida, como justa reparación por los daños morales y
materiales ocasionádole con el accidente, más al pago de los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda en
¡;:sticia; Tercero: Se condena al nombrado Héctor Osiris
Balcácer Báez, al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se
dispone que la presente sentencia le sea oponible a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., en virtud de lo que
dispone el art. 10 de la ley No. 4117. sobre. Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor': Por haber sido hechos de
acuerdo a las formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto al
fondo confirma en todas sus partes la sentencia apelada, por
ser justa y reposar sobre prueba legal; TERCERO: Condena al
nombrado Héctor Osiris Balcácer Báez, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Angel Danilo
Pérez Vólquez, cédula No. 3624, serie 20, abogado de la
interviniente Santa María García Concepción, dominicana,
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula
No. 196183, serie 1ra., domiciliada en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurridos del 13 de
junio de 1983 suscrito por su abogado, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada, los medios que luego se
indican;

Visto el escrito de la interviniente del 6 de junio de 1983,
firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 15 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que resultó muerta una
persona, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó, en sus atribuciones
correccionales, el 18 de mayo de 1981, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos: a) por el Dr.
Angel Danilo Pérez Vólquez, en fecha 25 de mayo de 1981, a
nombre y representación de Santa Maria García Concepción;
b) por el Dr. Néstor Díaz Fernández, en fecha 27 de mayo de
1981, a nombre y representación de Héctor Osiris Balcácer
Báez, en su doble calidad de prevenido y persona civilmente

responsable y la Cía. Unión de Seguros, C. por A. y c) por el
Lie Narciso Tabaré Alvarez Conde, en fecha 3 de julio de
1981, a nombre del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, contra sentencia de fecha 18 de mayo de 1981,
dictada en sus atribuciones correccionales por la Sexta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se.
declara al nombrado Héctor Osiris Balcácer Báez, culpable de
violar la Ley No. 241, en perjuicio de la menor Narda García, y.
en consecuencia, se condena al pago de una multa de cin-
cuenta pesos oro (RD$50.00) y costas, acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil intentada por la señora
Santa María García Concepción, en su calidad de madre y
tutora legal de la menor agraviada por órgano del Dr. Angel
Danilo Pérez Vólquez, contra Héctor Osiris Balcácer Báez, en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones
legales, en consecuencia se condena a Héctor Osiris• Bal-
cácer Báez, en sus calidades al pago de una indemnización de
ocho mil pesos oro (RD$8,000.00) a favor de la parte civil
constituida, como justa reparación por los daños morales y
materiales ocasionádole con el accidente, más al pago de los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda en
justicia; Tercero: Se condena al nombrado Héctor Osiris
Balcácer Báez, al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se
dispone que la presente sentencia le sea oponible a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., en virtud de lo que
dispone el art. 10 de la ley No. 4117. sobre. Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor': Por haber sido hechos de
acuerdo a las formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto al
fondo confirma en todas sus partes la sentencia apelada, por
ser justa y reposar sobre prueba legal; TERCERO: Condena al
nombrado Héctor Osiris Balcácer Báez, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
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proponen contra o sentencia impugnarla los siguientes me-
dios de casación: Violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil; Falti de Motivos. Falta de base legal.
Desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en sus medios de casación reunidos, los
recurrentes alegan en síntesis: a) que el hecho ocurrió por la
faca exclusiva de la menor pues ésta salió de manera im-
prevista y violenta de unos matorrales y se lanzó a cruzar la
carretera, sin que el prevenido conductor tuviese tiempo para
verla y evitar el accidente; b) que la referida menor fue la que
se estrelló contra el vehículo; c) que el prevenido conducía a
su derecha y a moderada velocidad; que no era previsible
para él, ni para nadie, que alguien pudiera salir de detrás de
unos matorrales para tratar de cruzar corriendo, la carretera;
d) que la Corte a-qua no ponderó las declaraciones del pre-
venido, y al condenarlo en la forma que lo hizo, incurrió en la
sentencia impugnada en los vicios y violaciones denunciados;
Pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido único culpable del accidente, y fallar como lo hizo, dio
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente aportados en la instrucción de
la causa, los siguientes hechos: a) que en horas de la tarde del
domingo 16 de noviembre de 1980, mientras el prevenido
conducía el jeep de su propiedad, placa No. 400-003 por la
carretera do Bayaguana a Guerra, al llegar a esta población,
atropelló a la niña Narda García, de 7 años de edad, quien tra-
taba de cruzar la vía en ese momento; b) que las lesiones
corporales recibidas por la menor le causaron la muerte casi
inmediatamente; cl que el hecho ocurrió por la imprudencia
del prevenido, pues debió mantenerse alerta y "transitar a
una velocidad que le permitiera detener la marcha frente a
cualquier obstáculo que surgiera"; que no redujo la veloci-
dad, ni realizó ninguna maniobra como girar hacia un lado,
para evitar el accidente; d) qua, además, en el fallo de Primer
Grado, que fue confirmado en todas sus partes por la sen-
tencia ahora impugnada consta que "si el prevenido mani-
fiesta que había muchas malezas, lo que le quitaba visibilidad,
y como se trataba de un sitio en que hay una población con
casas de lado y lado, es lógido suponer que todo conductor
debe tomar medidas necesarias cuando vaya a cruzar por

dicho lugar, previendo que en cualquier momento le puede
salir una persona inesperadamente; que si hubiera tomado
dichas precauciones, el accidente no se produce";

Considerando, que como se advierte, los Jueces del fondo
ponderaron las declaraciones del prevenido y pudieron
formar su convicción en el sentido en que lo hicieron sin
incurrir en ninguno de los vicios y violaciones denunciados;
que, además el fallo impugnado contiene motivos suficientes
y pertinentes que justifican plenamente su dispositivo y Luid
relación completa de los hechos y circunstancias de la causa
que han permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar,
como Corte de Casación, que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley a los hechos debidamente esta -
blecidos por los Jueces del fondo; que, en consecuencia, los
medios de casación que se examinan carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a Santa
María García Concepción, parte civil constituida en su calidad
de madre de la menor fallecida, daños y perjuicios materiales
y morales que evaluó en la suma de ocho mil pesos; que al
condenar al pago de esa suma más los intereses legales de la
misma a contar de la fecha de la demanda, en favor de la
parte civil constituida, a título de indemnización, la Corte a-
gua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil, y al declarar oponibles tales condenaciones a la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., hizo también una adecuada
aplicación de los artículos 1 y 20 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Santa María García Concepción en los recursos de casación
interpuestos por Héctor Osiris Balcácer Báez, y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 29 de septiembre de 1981 cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; y Tercero: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas penales y civiles y
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proponen contra ta sentencia impugnaaa los siguientes me-
dios de casación: Violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil; FaltA de Motivos. Falta de base legal.
Desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en sus medios de casación reunidos, los
recurrentes alegan en síntesis: a) que el hecho ocurrió por la
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prevista y violenta de unos matorrales y se lanzó a cruzar la
carretera, sin que el prevenido conductor tuviese tiempo para
verla y evitar el accidente; b) que la referida menor fue la que
se estrelló contra el vehículo; c) que el prevenido conducía a
su derecha y a moderada velocidad; que no era previsible
para él, ni para nadie, que alguien pudiera salir de detrás de
unos matorrales para tratar de cruzar corriendo, la carretera;
d) que la Corte a-qua no ponderó las declaraciones del pre-
venido, y al condenarlo en la forma que lo hizo, incurrió en la
sentencia impugnada en los vicios y violaciones denunciados;
Pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido único culpable del accidente, y fallar como lo hizo, dio
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente aportados en la instrucción de
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carretera do Bayaguana a Guerra, al llegar a esta población,
atropelló a la niña Narda García, de 7 años de edad, quien tra-
taba de cruzar la vía en ese momento; b) que las lesiones
corporales recibidas por la menor le causaron la muerte casi
inmediatamente; c) que el hecho ocurrió por la imprudencia
del prevenido, pues debió mantenerse alerta y "transitar a
una velocidad que le permitiera detener la marcha frente a
cualquier obstáculo que surgiera"; que no redujo la veloci-
dad, ni realizó ninguna maniobra como girar hacia un lado,
para evitar el accidente; d) que, además, en el fallo de Primer
Grado, que fue confirmado en todas sus partes por la sen-
tencia ahora impugnada consta que "si el prevenido mani-
fiesta que había muchas malezas, lo que le quitaba visibilidad,
y como se trataba de un sitio en que hay una población con
casas de lado y lado, es lógido suponer que todo conductor
debe tomar medidas necesarias cuando vaya a cruzar por

dicho lugar, previendo que en cualquier momento le puede
salir una persona inesperadamente; que si hubiera tomado
dichas precauciones, el accidente no se produce";

Considerando, que como se advierte, los Jueces del fondo
ponderaron las declaraciones del prevenido y pudieron
formar su convicción en el sentido en que lo hicieron sin
incurrir en ninguno de los vicios y violaciones denunciados;
que, además el fallo impugnado contiene motivos suficientes
y pertinentes que justifican plenamente su dispositivo y uná
relación completa de los hechos y circunstancias de la causa
que han permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar,
como Corte de Casación, que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley a los hechos debidamente esta
blecidos por los Jueces del fondo; que, en consecuencia, los
medios de casación que se examinan carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a Santa
María García Concepción, parte civil constituida en su calidad
de madre de la menor fallecida, daños y perjuicios materiales
y morales que evaluó en la suma de ocho mil pesos; que al
condenar al pago de esa suma más los intereses legales de la
misma a contar de la fecha de la demanda, en favor de la
parte civil constituida, a título de indemnización, la Corte a-
gua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil, y al declarar oponibles tales condenaciones a la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., hizo también una adecuada
aplicación de los artículos 1 y 20 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Santa María García Concepción en los recursos de casación
interpuestos por Héctor Osiris Balcácer Báez, y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 29 de septiembre de 1981 cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; y Tercero: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas penales y civiles y
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distrae estas últimas en provecho del Dr. Angel Danilo Pérez
Vólquez, abogado de la interviniente quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Fernando E.
Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Alburquerque Castillo.-
Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 35

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 21 de marzo de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Elpidio Rodríguez Rossó, Jacobo Mateo y la
Real de Seguros, S.A.

Abogado (s): Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Interviniente (s): Fabiola Peralta Vda. Castillo.

Abogado (s): Dr. César Darío Adames Figueroa.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17
de agosto de 1983 años 140' de la Independencia y 121' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Elpidio
Rodríguez Rossó, dominicano. mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 41116. serie 17, domiciliado y residente en San
Juan de la Maguana, en la calle Luperón No. 27; Jacobo Ma-
teo, dominicano, mayor de edad, cédula No. 11415, serie 12,
domiciliado y residente en San Juan de la Maguana, en la
calle Trinidad No. 16 y la Real de Seguros, S.A., con asiento
social en esta ciudad, en la avenida 27 de Febrero No. 80,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 21
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República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17
de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Elpidio
Rodríguez Rossó, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 41116. serie 17, domiciliado y residente en San
Juan de la Maguana, en la calle Luperón No. 27; Jacobo Ma-
teo, dominicano, mayor de edad, cédula No. 11415, serie 12,
domiciliado y residente en San Juan de la Maguana, en la
calle Trinidad No. 16 y la Real de Seguros, S.A., con asiento
social en esta ciudad, en la avenida 27 de Febrero No. 80,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 21
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de marzo de 1980, por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. J. O. Viñas Bonnelly, cédula No. 18849, serie 56,

en la lectura de sus conclusiones, en representación de los
recurrentes;

Oído al Dr. César Darío Adames Figueroa, cédula No.
28204, serie 2, en la lectura de sus conclusiones, en
representación de la interviniente Fabiola Peralta viuda
Castillo, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres
domésticos, cédula No. 88288, serie 7, domiciliada y residente
en la ciudad de Moca, en la calle Duarte No. 70; .

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 8 de abril de 1980, a re-
querimiento del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 10 de
diciembre de 1981, suscrito por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 18 de diciembre de
1981, suscrito por su abogado;

Visto el dictado en fecha 12 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso do
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, vistos los textos legales invocados por los recurrentes
que se mencionan más adelante y los artículos 1383, 1384 del
Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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„, —derando, que en la sentencia impugnada y en los
zicurnentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo

un accidente de tránsito en el cual resultó muerta una
-sena, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia

Lit:1 Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó el 23 de febrero de
1979, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora
impugnado en casación con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el doctor César Darío Adames
Figueroa , a nombre y representación de la parte civil cons-
tituida y por el doctor J. O. Viñas Bonnelly, actuando éste a
nombre y representación del señor Elpidio Rodríguez Rossó,
prevenido, Jacobo Mateo, persona civilmente responsable y
de la Compañia La Real de Seguros, S.A., contra la sentencia
dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 23 del mes de
febrero del año 1979, cuyo dispositivo dice así: 'Falla.
Primero: Se declara al nombrado Elpidio Rodríguez Rosso,
de generales que constan, culpable de violación a los ar-
tículos 49 y 65 de la Ley No. 241, en perjuicio de quien en vida
respondía al nombre de Luis Castillo Marte, en consecuencia,
se condena a doscientos pesos oro (RDS200.001 de multa y al
pago de las costas, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Se declara buena y válida en la forma la
constitución en parte civil incoada por la nombrada Fabiola
Peralta Vda. Castillo, en su condición de esposa de la víctima
y madre de su hija Gladys Altagracia Castillo Peralta, procrea-
da con dicha víctima, contra el prevenido Elpidio Rodríguez
Rossó, la persona civilmente responsable Jacobo Mateo, con
la puesta en causa de la entidad aseguradora, Compañía La
Real de Seguros, S.A.; en cuanto al fondo, se condena a Elpi-
dio Rodríguez Rossó y al nombrado Jacobo Mateo, al pago
de una indemnización en favor de la parte civil constituida en
la siguiente forma: diez mil pesos (RDS10,000.00), por los da-
ños y perjuicios materiales y morales sufridos por la muerte
del nombrado en vida Luis Castillo Marte y ocho mil pesos
(RDS8,000.00), por los daños recibidos por el vehículo que
conducía, distribuidos en la siguiente forma: cinco mil pesos
(RDS5,000.00) por los daños materiales y desvalorización, y
tres mil pesos IRD$3,000.00), por el lucro cesante, y al pago
de los intereses legales. a partir de la demanda en justicia;
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de marzo de 1980, por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. J. O. Viñas Bonnelly, cédula No. 18849, serie 56,

en la lectura de sus conclusiones, en representación de los
recurrentes;

Oído al Dr. César Darío Adames Figueroa, cédula No.
28204, serie 2, en la lectura de sus conclusiones, en
representación de la interviniente Fabiola Peralta viuda
Castillo, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres
domésticos, cédula No. 88288, serie 7, domiciliada y residente
en la ciudad de Moca, en la calle Duarte No. 70; .

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 8 de abril de 1980, a re-
querimiento del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 10 de
diciembre de 1981, suscrito por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 18 de diciembre de
1981, suscrito por su abogado;

Visto el dictado en fecha 12 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Victor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, vistos los textos legales invocados por los recurrentes
que se mencionan más adelante y los artículos 1383, 1384 del
Código Civil, 1 y 10 da la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
le•documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultó muerta una
:'persona, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó el 23 de febrero de
1979, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora
impugnado en casación con el siguiente dispositivo:
"FALLA : PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el doctor César Darío Adames
Figueroa, a nombre y representación de la parte civil cons-
tituida y por el doctor J. O. Viñas Bonnelly, actuando éste a
nombre y representación del señor Elpidio Rodríguez Rossó,
prevenido, Jacobo Mateo, persona civilmente responsable y
de la Compañía La Real de Seguros, S.A., contra la sentencia
dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 23 del mes de
febrero del año 1979, cuyo dispositivo dice así: 'Falla.
Primero: Se declara al nombrado Elpidio Rodríguez Rosso,
de generales que constan, culpable de violación a los ar-
tículos 49 y 65 de la Ley No. 241, en perjuicio de quien en vida
respondía al nombre de Luis Castillo Marte, en consecuencia,
se condena a doscientos pesos oro (RDS200.001 de multa y al
pago de las costas, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Se declara buena y válida en la forma la
constitución en parte civil incoada por la nombrada Fabiola
Peralta Vda. Castillo, en su condición de esposa de la víctima
y madre de su hija Gladys Altagracia Castillo Peralta, procrea-
da con dicha víctima, contra el prevenido Elpidio Rodríguez
Rossó, la persona civilmente responsable Jacobo Mateo, con
la puesta en causa de la entidad aseguradora, Compañía La
Real de Seguros, S.A.; en cuanto al fondo, se condena a Elpi-
dio Rodríguez Rossó y al nombrado Jacobo Mateo, al pago
de una indemnización en favor de la parte civil constituida en
la siguiente forma: diez mil pesos (RDS10,000.00), por los da-
ños y perjuicios materiales y morales sufridos por la muerte
del nombrado en vida Luis Castillo Marte y ocho mil pesos
(RD$8,000.00), por los daños recibidos por el vehículo que
conducía, distribuidos en la siguiente forma: cinco mil pesos
(RD$5,000.00) por los daños materiales y desvalorización, y
tres mil pesos (RD$3,000.00), por el lucro cesante, y al pago
de los intereses legales. a partir de la demanda en justicia:
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Tercero: Se condena a Elpidio Rodríguez Rossó y Jacobo
Mateo, al pago de las costas civiles del presente proceso, con
distracción de las mismas en provecho del doctor César Darío
Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
Cuarto: Se declara la presente sentencia común y oponible a
la entidad aseguradora, Compañía La Real de Seguros, S.A.';
por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Elpidio Rodríguez Rossó, es culpable del delito de homicidio
involuntario, en perjuicio de Luis Castillo Marte, en
consecuencia, lo condena a pagar una multa de cien pesos
(RDS100.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Declara regular la constitución en
parte civil de la señora Fabiola Peralta Vda. Castillo, en
consecuencia, condena a las personas civilmente res-
ponsables Jacobo Mateo y Elpidio Rodríguez Rossó, a pagar
conjuntamente la cantidad de quince . mil pesos
(RDS15,000.00), a favor de la referida parte civil constituida,
por concepto de daños y perjuicios morales y materiales, que
les han sido ocasionados con motivo del accidente. Además,
al pago de los intereses legales de dicha cantidad, a titulo de
indemnización complementaria; CUARTO: Condena al pre-
venido Elpidio Rodríguez Rossó, al pago de las costas
penales; QUINTO: Condena a Elpidio Rodríguez Rossó y a
Jacobo Mateo, al pago de las costas civiles, con distracción
de dichas costas, .en provecho del doctor César Darío Ada-
mes Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la
Compañia La Real de Seguros, S.A., en su calidad de compa-
ñía aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivación y de base legal, des-
naturalización y errónea interpretación de los hechos de la
causa, de los testimonios y documentos del proceso;
Segundo Medio: Violación, por falsa aplicación, de los arts.
1382 y siguientes del Código Civil y en consecuencia des-
conocimiento de los principios y reglas que rigen la res-
ponsabilidad civil;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación, que se reunen para su examen, los recurrentes
alegan, en síntesis: a) que la Corte a-qua realiza en superficial

examen de los hechos y circunstancias de la causa equi-
valente a una falta de motivación de las circunstancias en
que ocurrió el accidente; que la Corte a-qua ha hecho una
errónea interpretación de los testimonios y documentos del
proceso, incurriendo en la desnaturalización de los mismos ya
que la misma no indica, como era su deber, en que consis-
tieron las maniobras que constituyeron las faltas cometidas,
oor el prevenido recurrente; b) que si el prevenido recurrente
no ha cometido falta que pueda comprometer su res-
ponsabilidad penal al tenor de la Ley No. 241, sobre Tránsito y
Vehículos, por tratarse en la especie, de falta exclusiva de la
víctima, la cual se traduce en el hecho de un tercero, al
condenar a indemnizaciones, en favor de una parte civil
constituida sin derecho para ese beneficio, se han violado por
falsa aplicación los artículos 1382 y siguientes del Código
Civil, que por todo ello la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra a)
que la Corte a-qua, para declarar único culpable al prevenido
recurrente y fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo
siguiente: a) que el 20 de noviembre de 1976, mientras Elpidio
Rodríguez Rossó, conduciendo el camión placa No. 531-790,
propiedad de Jacobo Mateo, asegurado con Póliza — — — de
La Real de Seguros, S.A., transitaba de Oeste a Este por la
autopista Sánchez, al llegar al kilómetro 6, se produjo una
colisión con el vehículo placa No. 145-620, conducido por su
propietario, Luis Castillo Marte, quien transitaba en sentido
contrario de Este a Oeste por la misma autopista; b) que
como consecuencia del accidente resultó muerto el último de
los conductores y los vehículos con desperfectos de consi-
deración; cl que el accidente se debió a la imprudencia y
negligencia de Elpidio Rodríguez Rossó, por conducir su
vehículo con las luces altas, a exceso de velocidad y por ha-
ber ocupado parte del carril que le correspondía al vehículo
que transitaba en dirección opuesta; que como se advierte
por lo antes expuesto resulta evidente lo que los recurrentes
invocan como desnaturalización no es más que la crítica que
dirigen, a la apreciación que sobre los hechos de la causa,
declaraciones v documentos del oroceso hicieron los Jueces

•
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Tercero: Se condena a Elpidio Rodríguez Rossó y Jacobo
Mateo, al pago de las costas civiles del presente proceso, con
distracción de las mismas en provecho del doctor César Darío
Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
Cuarto: Se declara la presente sentencia común y oponible a
la entidad aseguradora, Compañía La Real de Seguros, S.A.';
por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Elpidio Rodríguez Rossó, es culpable del delito de homicidio
involuntario, en perjuicio de Luis Castillo Marte, en
consecuencia, lo condena a pagar una multa de cien pesos
(RDS100.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Declara regular la constitución en
parte civil de la señora Fabiola Peralta Vda. Castillo, en
consecuencia, condena a las personas civilmente res-
ponsables Jacobo Mateo y Elpidio Rodríguez Rossó, a pagar
conjuntamente la cantidad de quince . mil pesos
IRDS15,000.00), a favor de la referida parte civil constituida,
por concepto de daños y perjuicios morales y materiales, que
les han sido ocasionados con motivo del accidente. Además,
al pago de los intereses legales de dicha cantidad, a título de
indemnización complementaria; CUARTO: Condena al pre-
venido Elpidio Rodríguez Rossó, al pago de las costas
penales; QUINTO: Condena a Elpidio Rodríguez Rossó y a
Jacobo Mateo, al pago de las costas civiles, con distracción
de dichas costas, en provecho del doctor César Darío Ade-
mes Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la
Compañía La Real de Seguros, S.A., en su calidad de compa-
ñía aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivación y de base legal, des-
naturalización y errónea interpretación de los hechos de la
causa, de los testimonios y documentos del proceso:
Segundo Medio: Violación, por falsa aplicación, de los arts.
1382 y siguientes del Código Civil y en consecuencia des-
conocimiento de los principios y reglas que rigen la res-
ponsabilidad civil;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación, que se reunen para su examen, los recurrentes
alegan, en síntesis: a) que la Corte a - qua realiza en superficial

examen de los hechos y circunstancias de la causa equi-
valente a una falta de motivación de las circunstancias en
que ocurrió el accidente; que la Corte a -qua ha hecho una
errónea interpretación de los testimonios y documentos del
proceso, incurriendo en la desnaturalización de los mismos ya
que la misma no indica, como era su deber, en que consis-
tieron las maniobras que constituyeron las faltas cometidas,
por el prevenido recurrente; b) que si el prevenido recurrente
no ha cometido falta que pueda comprometer su res-
ponsabilidad penal al tenor de la Ley No. 241, sobre Tránsito y
Vehículos, por tratarse en la especie, de falta exclusiva de la
víctima, la cual se traduce en el hecho de un tercero, al
condenar a indemnizaciones, en favor de una parte civil
constituida sin derecho para ese beneficio, se han violado por
falsa aplicación los artículos 1382 y siguientes del Código
Civil, que por todo ello la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra a)
que la Corte a - qua, para declarar único culpable al prevenido
recurrente y fallar corno lo hizo, dio por establecido, mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo
siguiente: a) que el 20 de noviembre de 1976, mientras Elpidio
Rodríguez Rossó, conduciendo el camión placa No. 531-790,
propiedad de Jacobo Mateo, asegurado con Póliza ---  de
La Real de Seguros, S.A., transitaba de Oeste a Este por la
autopista Sánchez, al llegar al kilómetro 6, se produjo una
colisión con el vehículo placa No. 145-620, conducido por su
propietario, Luis Castillo Marte, quien transitaba en sentido
contrario de Este a Oeste por la misma autopista; b) que
como consecuencia del accidente resultó muerto el último de
los conductores y los vehículos con desperfectos de consi-
deración; cl que el accidente se debió a la imprudencia y
negligencia de Elpidio Rodríguez Rossó, por conducir su
vehículo con las luces altas, a exceso de velocidad y por ha-
ber ocupado parte del carril que le correspondía al vehículo
que transitaba en dirección opuesta; que como se advierte
por lo antes expuesto resulta evidente lo que los recurrentes
invocan como desnaturalización no es más que la crítica que
dirigen, a la apreciación que sobre los hechos de la causa,
declaraciones v documentos del proceso hicieron los Jueces
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del fondo, a los cuales en la especie dieron a los mismos su
verdadero sentido y alcance y correcta interpretación, lo cual
además por tratarse de alegatos relativos a cuestiones de
hecho, escapan el control de la casación; y que el fallo im-
pugnado contiene una relación completa de los hechos y
circunstancias de la causa y motivos s ificientes y pertinentes
que justifican su dispositivo que han permitido a la Suprema
Corte verificar, que en el presente caso, se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra b)
que la Corte a-qua, para acoger la demanda de la parte ci-
vilmente constituida se basó "en que habiendo ocurrido el
mencionado accidente mientras el prevenido Elpidio Rodri-
guez Rossó manejaba el vehículo de carga propiedad de
Jacobo Mateo, trabajando bajo la orden y dirección de éste y
en ocasión de sus funciones, el vínculo de comitente a prepo-
sé entre ambos ha quedado debidamente determinado y asi-
mismo, el lazo de casualidad entre las faltas culposas antes
descritas y las lesiones físicas que causaron la muerte a quien
respondía al nombre de Luis MI. Castillo Marte y demás per-
juicios morales y daños materiales experimentados por dicha
parte civil, Fabiola Peralta Vda. Castillo, razón por la cual la
responsabilidad civil tanto del comitente como del preposé ha
quedado comprometida; "que la Compañía La Real de
Seguros, S.A., ha sido puesta en causa en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo propiedad de Jacobo Mateo, en
declaración de sentencia común, por lo cual procede declarar
esta sentencia oponible a dicha Compañía en cuanto a las
condenaciones civiles se refiere, de acuerdo con el artículo 10
de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor"; que como resulta evidente por lo antes expuesto el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
también desestimado;

Considerando, que los hechos dados por establecidos,
constituyen a cargo de Elpidio Rodríguez Rossó, el delito de
Homicidio por imprudencia ocasionado con la conducción de
un vehículo de motor, previsto y sancionado por el inciso 1ro.
del artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y
Vehículos, con las penas de dos a cinco años de prisión y
multa de RDS800.00 a RDS2,000.00 pesos, cuando el ac-
cidente ocasionare la muerte de una o dos personas como
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sucedió en la especie: que al condenar al prevenido
recurrente al pago de una multa ae RDS100.00 pesos,

• acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido quo el hecho del prevenido ocasionó a Fabiola
Peralta viuda Castillo constituida en parte civil, daños ma-
teriales y morales, con motivo de la muerte de su esposo, así
como también daños materiales al vehículo de su propiedad,
los cuales evaluó en la suma de RDS15,000.00 pesos' que al
condenar al prevenido, conjuntamente con Jacobo Mateo,
puesto en causa como civilmente responsable, al pago de esa
suma más al de los intereses legales de la misma a partir de la
demanda en favor de la parte civil constituida a titu lo de
indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la
Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligato r io de Vehículos
de Motor, al declarar oponibles dichas condenaciones a La
Real de Seguros. S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Fabiola Peralta viuda Castillo, en los recursos de casacióo
interpuestos por Elpidio Rodríguez Rossó, Jacobo Mateo y La
Real de Seguros, S.A., contra sentencia dictada en atri-
buciones correccionales, el 21 de marzo de 1980, por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los mencionados recursos; Tercero: Condena al
prevenido al pago de las costas penales y a áste y a Jacobo
Mateo al pago de las costas civiles, ordenando su distracción
en favor del Dr. César Dario Adames Figueroa, abogado de la
i nterviniente quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las nace oponibles a La Real de Seguros, S.A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
c.ácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo. Secretario General.-



del fondo, a los cuales en la especie dieron a los mismos su
verdadero sentido y alcance y correcta interpretación, lo cual
además por tratarse de alegatos relativos a cuestiones de
hecho, escapan el control de la casación; y que el fallo im-
pugnado contiene una relación completa de los hechos y
circunstancias de la causa y motivos s ificientes y pertinentes
que justifican su dispositivo que han permitido a la Suprema
Corte verificar, que en el presente caso, se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra b)
que la Corte a-qua, para acoger la demanda de la parte ci-
vilmente constituida se basó "en que habiendo ocurrido el
mencionado accidente mientras el prevenido Elpidio Rodrí-
guez Rossó manejaba el vehículo de carga propiedad de
Jacobo Mateo, trabajando bajo la orden y dirección de éste y
en ocasión de sus funciones, el vínculo de comitente a prepo-
sé entre ambos ha quedado debidamente determinado y asi-
mismo, el lazo de casualidad entre las faltas culposas antes
descritas y las lesiones físicas que causaron la muerte a quien
respondía al nombre de Luis MI. Castillo Marte y demás per-
juicios morales y daños materiales experimentados por dicha
parte civil, Fabiola Peralta Vda. Castillo, razón por la cual la
responsabilidad civil tanto del comitente como del preposé ha
quedado comprometida; "que la Compañía La Real de
Seguros, S.A., ha sido puesta en causa en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo propiedad de Jacobo Mateo, en
declaración de sentencia común, por lo cual procede declarar
esta sentencia oponible a dicha Compañía en cuanto a las
condenaciones civiles se refiere, de acuerdo con el artículo 10
de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor"; que como resulta evidente por lo antes expuesto el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
también desestimado;

Considerando, que los hechos dados por establecidos,
constituyen a cargo de Elpidio Rodríguez Rossó, el delito de
Homicidio por imprudencia ocasionado con la conducción de
un vehículo de motor, previsto y sancionado por el inciso 1ro.
del artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y
Vehículos, con las penas de dos a cinco años de prisión y
multa de RDS500.00 a RDS2,000.00 pesos, cuando el ac-
cidente ocasionare la muerte de una o dos personas como

sucedió en la especie: que al condenar al prevenido
recurrente al pago de una multa ce RDS100.00 pesos,
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la Ley:

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Fabiola
Peralta viuda Castillo constituida en parte civil, daños ma-
teriales y morales, con motivo de la muerte de su esposo, así
como también daños materiales al vehículo de su propiedad,
los cuales evaluó en la suma de RDS15,000.00 pesos: que al
condenar al prevenido, conjuntamente con Jacobo Mateo,
puesto en causa como civilmente responsable, al pago de esa
suma más al de los intereses legales de la misma a partir de la
demanda en favor de la parte civil constituida a titut de
indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la
Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligato r io de Vehículos
de Motor, al declarar oponibles dichas condenaciones a La
Real de Seguros, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Fabiola Peralta viuda Castillo, en los recursos de casación
interpuestos por Elpidio Rodríguez Rossó, Jacobo Mateo y La
Real de Seguros, S.A., contra sentencia dictada en atri-
buciones correccionales, el 21 de marzo de 1980, por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los mencionados recursos; Tercero: Condena al
prevenido al pago de las costas penales y a áste y a Jacobo
Mateo al pago de las costas civiles, ordenando su distracción
en favor del Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado de la
interviniente quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las nace oponibles a La Real de Seguros, S.A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo. Secretario General.-
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (PDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 35.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 1° de marzo de 1979.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): David Rafael Báez Torres, María C. Torres
S., y Cu.i Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Ramón Rodríguez.

Abogado (s): Dr. Jacobo Guilliani Matos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

• En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de agosto del año 1983,
años 140 de la Independencia y 121 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, le siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por David Ra-
fael Báez Torres, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, cédula No. 175344, serie 1ra., domiciliado en el edi-
licio 33, apartamento 2-A de la Villa Olímpica, de la ciudad
de Santo Domingo; María Cristina Torres Suárez,
dominicana, domiciliada en la dirección antes indicada, y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A., con asiento social en esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo
el P de marzo de 1979, cuyo dispositivo es el siguiente
"FALLA: PRIMERO: Admite como bueno y válido el recurso
de apelación en cuanto a la forma, interpuesto por el Dr
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCI A DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 36.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 1° de marzo de 1979.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): David Rafael Báez Torres, María C. Torres
S., y Cia. Unión de Seguros, C. por A.

Interv)niente (s): Ramón Rodríguez.

Abogado (s): Dr. Jacobo Guilliani Matos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de agosto del año 1983,
años 140 de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, le siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por David Ra-
fael Báez Torres, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, cédula No. 175344, serie 1ra., domiciliado en el edi-
ficio 33, apartamento 2-A de la Villa Olímpica, de la ciudad
de Santo Domingo; María Cristina Torres Suárez,
dominicana, domiciliada en la dirección antes indicada, y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A., con asiento social en esta
Ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo
el 1° de marzo de 1979, cuyo dispositivo es el siguiente
"FALLA: PRIMERO: Admite como bueno y válido el recurso
de apelación en cuanto a la forma, interpuesto por el Dr
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Euclides Acosta Figuerero, a nombre de Rafael David Báez y
la Compañia Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
dictada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 30 de mayo de 1977,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el
defecto en contra del nombrado David Rafael Báez Torres,
por no haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara al

nombrado David Rafael Báez Torres, culpable de violar la Ley
No. 241, en perjuicio de Altagracia H. Rodriguez, y en
consecuencia se condena a sufrir la pena de un (1) mes de
prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Tercero: Se declara buena y válida la consti-
tución en parte civil intentada por Ramón Rodríguez y Rodrí-
guez, en su calidad de padre y tutor legal de la menor agra-
viada, en contra de María Cristina Torres S., en consecuencia,
so condena a María Cristina Torres S., al pago de una in-
demnización de un mil pesos oro IR DS1,000.01», a favor de la
parte civil constituida como justa reparación por los daños
morales y materiales ocasionádole con el accidente, más al
pago de los intereses legales de la suma acordada a título de
indemnización compensatoria y a partir de la fecha de la
demanda en justicia, así como al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Jacobo
Guilliani Matos, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Cuarto: Se declara que la presente sentencia le sea

(tin t ín y oponible a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
Dor ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el mencionado accidente; Quinto: Se rechazan las con-
clusiones del abogado de la defensa y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por improcedente y mal fundada; Sexto:
Se condena al nombrado David Rafael Báez Torres, al pago
de las costas'; Por haber sido hecho conforme a la Ley;
SEGU NEO: Pronuncia el defecto del prevenido David Rafael

/ í cí. por no haber comparecido a la audiencia no obs-
1	 naner tino legalmente citado; TERCERO: Confirma
en todas sus partes la sentencia apelada; CUARTO: Con-
dena al prevenido David Rafael Báez Torres, al pago de las
costas penales de la alzada; QUINTO: Condena al prevenido
David Rafael Báez Torres y a María Cristina Torres S., al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en favor
del Dr. Jacobo Guilliani Matos. abogado que afirma haberlas

avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara esta sentencia
común y oponible a la compañía de seguros Unión de
Seguros, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que
causó el accidente";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

.República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 5 de junio de 1979, a re-
querimiento del abogado Dr. Bolívar Soto Montás, cédula
No. 22718, serie 2, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 19 de agosto de
1980, suscrito por su abogado Dr. Jacobo Guilliani Matos,
interviniente que es Ramón Rodríguez Rodríguez,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 12062, serie
50, domiciliado y residente en la calle Fernando de Navarrete
No. 233, Los Mina, de esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 17 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidene de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en su escrito el interviniente propone la
inadmisión de los recursos del prevenido David Rafael Báez
Torres, y de la persona puesta en causa como civilmente
responsable María Cristina Torres Suárez, sobre la base de
que la sentencia le fue notificada a estas personas el día 20 de
abril de 1979 por acto del Alguacil Julio A. Coiscou Zorrilla, de
Estrados de la Corte de Apelación de Santo Domingo, y los
recursos de casación lo interpusieron el 5 de junio de 1979,
cuando ya había vencido el plazo de 10 días señalado en el
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Euclides Acosta Figuerero, a nombre de Rafael David Báez y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
dictada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 30 de mayo de 1977,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el
defecto en contra del nombrado David Rafael Báez Torres,
por no haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara al
nombrado David Rafael Báez Torres, culpable de violar la Ley
No. 241, en perjuicio de Altagracia H. Rodriguez, y en
consecuencia se condena a sufrir la pena de un (1) mes de
prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Tercero: Se declara buena y válida la consti-
tución en parte civil intentada por Ramón Rodríguez y Rodrí-
guez, en su calidad de padre y tutor legal de la menor agra-
viada, en contra de María CristinaTorres S., en consecuencia,
so condena a María Cristina Torres S., al pago de una in-
demnización de un mil pesos oro 1 R DS1,000.06), a favor de la
parte civil constituida como justa reparación por los daños
morales y materiales ocasionádole con el accidente, más al
pago de los intereses legales de la suma acordada a título de
indemnización compensatoria y a partir de la fecha de la
demanda en justicia, así como al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Jacobo
Guilliani Matos, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Cuarto: Se declara que la presente sentencia le sea
corma( y oponible a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
Dor ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el mencionado accidente; Quinto: Se rechazan las con-
clusiones del abogado de la defensa y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por improcedente y mal fundada: Sexto:
Se condena al nombrado David Rafael Báez Torres, al pago
de las •ostas'; Por haber sido hecho conforme a la Ley;
SEGUNC O: Pronuncia el defecto del prevenido David Rafael

/ f	 por no haber comparecido a la audiencia no obs-
t a t.. naner tino legalmente citado; TERCERO: Confirma
en todas sus panes la sentencia apelada; CUARTO: Con-
dena al prevenido David Rafael Báez Torres, al pago de las
costas penales de la alzada; QUINTO: Condena al prevenido
David Rafael Báez Torres y a María Cristina Torres S., al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en favor
del Dr. Jacobo Guilliani Matos. abogado que afirma haberlas
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avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara esta sentencia
común y oponible a la compañía de seguros Unión de
Seguros, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que
causó el accidente";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 5 de junio de 1979, a re-
querimiento del abogado Dr. Bolívar Soto Montás, cédula
No. 22718, serie 2, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 19 de agosto de
1980, suscrito por su abogado Dr. Jacobo Guilliani Matos,
interviniente que es Ramón Rodríguez Rodríguez,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 12062, serie
50, domiciliado y residente en la calle Fernando de Navarrete
No. 233, Los Mina, de esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 17 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidene de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en su escrito el interviniente propone la
inadmisión de los recursos del prevenido David Rafael Báez
Torres, y de la persona puesta en causa como civilmente
responsable María Cristina Torres Suárez, sobre la base de
que la sentencia le fue notificada a estas personas el día 20 de
abril de 1979 por acto del Alguacil Julio A. Coiscou Zorrilla, de
Estrados de la Corte de Apelación de Santo Domingo, y los
recursos de casación lo interpusieron el 5 de junio de 1979,
cuando ya había vencido el plazo de 10 días señalado en el
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distrae estas últimas en provecho del Dr. Jacobo Guilliani
Matos, abogado del interviniente, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que al tenor del artículo 29 de la Ley sobre

Procedimiento do Casación, el plazo para recurrir en casación
es de diez días, contados desde la fecha del pronunciamiento
de la sentencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia
en que ésta fue pronunciada o si debidamente citado para la
misma. En todo otro caso, el plazo correrá a partir de la no-
tificación de la sentencia. Durante estos diez días, y si se
hubiere establecido el recurso mientras dure éste, se sus-
penderá la ejecución de la sentencia;

Considerando, que en el expediente consta que la sen-
tencia impugnada le fue notificada al prevenido y a María
Cristina Torres Suárez, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, el 20 de abril de 1979, por acto del
alguacil Julio A. Coiscou Zorrilla, de Estrados de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, y éstos no recurrieron en
casación sino el 5 de junio de 1979, esto es, cuando ya estaba
vencido el plazo 10 días que tenía para interponer dichos
recursos, según lo establece , el artículo 29 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, por lo que los indicados recursos
son inadmisibles por tardíos;

Considerando, en cuanto al recurso de la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en causa,
que como esta recurrente no ha expuesto los medios en que
fundamenta su recurso, como lo exige a pena de nulidad el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
procede declararlo nulo;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Ramón Rodríguez y Rodríguez, en los recursos de casación
interpuestos por David Rafael Báez Torres, María Cristina
Torres Suárez y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Cene de Apelación de Santo Domingo, el 1° de marzo de
1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara inadmisibles por tardíos los
recursos de casación interpuestos por David Rafael Báez
Torres y María Cristina Torres Suárez, contra la indicada
sentencia; Tercero: Declara pulo el recurso que contra la
indicada sentencia ha interpuesto la Cía. Unión de Seguros,
C. por A.; Cuarto: Condena al prevenido recurrente David
Rafael Báez Torres, al pago de las costas penales y a éste y a
María Cristina Torres Suárez al pago de las costas civiles y
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artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que al tenor del artículo 29 de la Ley sobre

Procedimiento de Casación, el plazo para recurrir en casación
es de diez días, contados desde la fecha del pronunciamiento
de la sentencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia
en que ésta fue pronunciada o si debidamente citado para la
misma. En todo otro caso, el plazo correrá a partir de la no-
tificación de la sentencia. Durante estos diez días, y si se
hubiere establecido el recurso mientras dure éste, se sus-
penderá la ejecución de la sentencia;

Considerando, que en el expediente consta que la sen-
tencia impugnada le fue notificada al prevenido y a María
Cristina Torres Suárez, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, el 20 de abril de 1979, por acto del
alguacil Julio A. Coiscou Zorrilla, de Estrados de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, y éstos no recurrieron en
casación sino el 5 de junio de 1979, esto es, cuando ya estaba
vencido el plazo 10 días que tenía para interponer dichos
recursos, según lo establece. el artículo 29 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, por lo que los indicados recursos
son inadmisibles por tardíos;

Considerando, en cuanto al recurso de la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en causa,
que como esta recurrente no ha expuesto los medios en que
fundamenta su recurso, como lo exige a pena de nulidad el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
procede declararlo nulo;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Ramón Rodríguez y Rodríguez, en los recursos de casación
interpuestos por David Rafael Báez Torres, María Cristina
Torres Suárez y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones co' reccioncles por la
Cone de Apelación de Santo Domingo, el 1° de marzo de
1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara inadmisibles por tardíos los
recursos de casación interpuestos por David Rafael Báez
Torres y María Cristina Torres Suárez, contra la indicada
sentencia; Tercero: Declara pulo el recurso que contra la
indicada sentencia ha interpuesto la Cía. Unión de Seguros,
C. por A.; Cuarto: Condena al prevenido recurrente David
Rafael Báez Torres, al pago de las costas penales y a éste y a
María Cristina Torres Suárez al pago de las costas civiles y
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distrae estas últimas en provecho del Dr. Jacobo Guilliani
Matos, abogado del interviniente, quien afirma haberlas avan-
zadFoiRemn Asupotostallidmada.

Ma nuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

ñores
ie presente

 Jueces
 pública del día, mes y año, en él expresados, y fue

s ente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ueces que figuran en su encabezamiento, en la
a 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.1: Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 37

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de
la Maguana, de fecha 15 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Julio A. Adames de los Santos, Juan ae
León Dirocié y Seguros San Rafael, C. por A.

Interviniente (s): Onésimo Jiménez.

Abogado (s): Lic. J. Humberto Terrero.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio
Antonio Adames de los Santos, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 39760, serie 12, residente en la
calle Luperón No. 8 de la ciudad de San Juan de la Maguana;
Juan de León Dirocié; y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., con domicilio social en la ciudad de Santo
Domingo, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, el 15 de febrero de 1979, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del ros;
Oído el Lic. J. Humberto Terrero, cédula No. 2716, serie 10,

abogado del interviniente Onésimo Jiménez, domiciliado y

•
residente en la Villa de las Matas de Farfán, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 8 de marzo de 1979, a
requerimiento del abogado Dr. Máximo H. Piña Puello, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 22 de septiembre de
1980;

Visto el auto dictado en fecha 15 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados
Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte Justicia, después de haber deliberado y
vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: al que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, dictó en fecha
15 de octubre de 1977, en sus atribuciones correccionales,
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla:
Primero: Declara el defecto contra el prevenido Julio An-
tonio Adames de los Santos por no haber asistido a la
audiencia no obstante estar legalmente citado; Segundo:
Declara al prevenido Julio Antonio Adames de los Santos
culpable del hecho puesto a su cargo, en consecuencia lo
condena a sufrir la pena de un mes de prisión correccional y al
Pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro Dominicanos
RD$50.00), acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 37

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de
la Maguana, de fecha 15 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Julio A. Aclames de los Santos, Juan oe
León Dirocié y Seguros San Rafael, C. por A.

Interviniente (s): Onésimo Jiménez.

Abogado Ish Lic. J. Humberto Terrero.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio
Antonio Ademes de los Santos, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 39760, serie 12, residente en la
calle Luperón No. 8 de la ciudad de San Juan de la Maguana;
Juan de León Dirocié; y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., con domicilio social en la ciudad de Santo
Domingo, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, el 15 de febrero de 1979, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura oei rol;
Oído el Lic. J. Humberto Terrero, cédula No. 2716, serie 10,

abogado del interviniente Onésimo Jiménez, domiciliado y
residente en la Villa de las Matas de Farfán, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 8 de marzo de 1979, a
requerimiento del abogado Dr. Máximo H. Piña Puello, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 22 de septiembre de
1980;

Visto el auto dictado en fecha 15 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados
Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte Justicia, después de haber deliberado y
vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, dictó en IPcha
15 de octubre de 1977, en sus atribuciones correccionales.
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla:
Primero: Declara el defecto contra el prevenido Julio An-
tonio Adames de los Santos por no haber asistido a la
audiencia no obstante estar legalmente citado; Segundo:
Declara al prevenido Julio Antonio Ademes de los Santos
culpable del hecho puesto a su cargo, en consecuencia lo
condena a sufrir la pena de un mes de prisión correccional y al
pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro Dominicanos
(RDS50.00), acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
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Tercero: Condena al prevenido Julio Antonio Adames de los
Santos al pago de las costas penales; Cuarto: Declara buena
y válida la presente constitución en parte civil hecha por el se-
ñor Onésimo Jiménez en contra del señor Juan de León
Dirocié, por reposar en derecho; Quinto: Condena al señor
Juan de León Dirocié, persona civilmente puesta en causa, al
pago de una indemnización de Tres Mil Pesos Oro
Dominicanos (RDS3,000.00) en provecho del señor Onésimo
Jiménez, por los daños morales y materiales, que con ese
hecho le ha ocasionado; Sexto: Condena al señor Juan de
León Dirocié, persona civilmente responsable puesta en
causa, al pago de las costas civiles del procedimiento con
distracción de las mismas en provecho del Lic. J. Humberto
Terrero, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; Séptimo: Declara la presente sentencia oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente'; y b) que
sobre los recursos interpuestos contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es
el siguiente: - FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válido
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Máximo H. Piña Puello, a nombre y representación del
prevenido Julio A. Adames de los Santos, de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., y de la persona civilmente
responsable, señor Juan de León Dirocié, de fecha 15 de
enero de 1978, contra sentencia correccional No. 848 de
fecha 15 de diciembre de 1977, del Juzgado de Primera
Instancia de San Juan, cuyo dispositivo se copia en otra parte
de esta sentencia, por estar dentro del plazo y demás for-
malidades legales; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Julio A. Adames de los Santos, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante estar legal-
mente citado; TERCERO: Se modifica la sentencia apelada
en cuanto a la pena impuesta y condena al prevenido Julio A.
Adames de los Santos, al pago de una multa de RDS75 pesos,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO:
Se confirma la sentencia recurrida en cuanto al aspecto civil;
QUINTO: Se condena al prevenido al pago de las costas
penales; SEXTO: Se condena al señor Juan de León Dirocié
al pago de las costas civiles del procedimiento, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. J. Humberto
Terrero, abogado que afirma haberles avanzado en su mayor
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parte; SEPTIMO: Se declara la presente sentencia oponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de Juan de León
Dirocié y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., que
procede declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el
momento de declarar sus recursos ni posteriomente, han
expuesto los medios en que los fundamentan como lo exige,
a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, por lo que se procederá a examinar el
recurso del prevenido;

Considerando, que el examen del fallo impugnada pone de
manifiesto que para declarar al prevenido único culpable del
accidente, y fallar como lo hizo, la Corte a-qua dio por es-
tablecidos, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente aportados en la instrucción de
la causa, los siguientes hechos: a) que siendo aproxima-
damente la una de la tarde del 1ro. de marzo de 1977,
mientras el prevenido Julio Antonio Adames de los Santos,
conducía el automóvil placa No. 215-478, por la carretera
Sánchez, en dirección Este-Oeste, al llegar al Km. 9, antes de
la ciudad de San Juan de la Maguana, atropelló a la niña
Surelis Aquino Jiménez, de 9 años de edad, quien trataba de
cruzar la vía en ese momento; b) que las lesiones corporales
que recibió la indicada menor curaron dentro de los tres
meses; cl que el accidente se debió a la imprudencia del pre-
venido quien no redujo la velocidad, ni detuvo su vehículo al
advertir que la menor iba cruzando la carretera; que tampoco
tocó bocina ni realizó ninguna maniobra para evitar el acci-
dente;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con el manejo o conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967 y sancionado por el párrafo (c) de dicho texto
legal con prisión de 6 meses a 2 años y multa de RDS100.00 a
RDS500.00 pesos si la enfermedad o imposibilidad para el tra-
bajo durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que, en
Consecuencia, la Corte a-qua al condenar al dicho prevenido
a RDS75.00 pesos de multa, acogiendo circunstancias
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
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Tercero: Condena al prevenido Julio Antonio Ademes de los
Santos al pago de las costas penales; Cuarto: Declara buena
y válida la presente constitución en parte civil hecha por el se-
ñor Onésimo Jiménez en contra del señor Juan de León
Dirocié, por reposar en derecho; Quinto: Condena al señor
Juan de León Dirocié, persona civilmente puesta en causa, al
pago de una indemnización de Tres Mil Pesos Oro
Dominicanos ORDS3,000.001 en provecho del señor Onésimo
Jiménez, por los daños morales y materiales, que con ese
hecho le ha ocasionado; Sexto: Condena al señor Juan de
León Dirocié, persona civilmente responsable puesta en
causa, al pago de las costas civiles del procedimiento con
distracción de las mismas en provecho del Lic. J. Humberto
Terrero, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; Séptimo: Declara la presente sentencia oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente'; y b) que
sobre los recursos interpuestos contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es
el siguiente: -FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válido
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Máximo H. Piña Puello, a nombre y representación del
prevenido Julio A. Adames de los Santos, de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., y de la persona civilmente
responsable, señor Juan de León Dirocié, de fecha 15 de
enero de 1978, contra sentencia correccional No. 848 de
fecha 15 de diciembre de 1977, del Juzgado de Primera
Instancia de San Juan, cuyo dispositivo se copia en otra parte
de esta sentencia, por estar dentro del plazo y demás for-
malidades legales; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Julio A. Adames de los Santos, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante estar legal-
mente citado; TERCERO: Se modifica la sentencia apelada
en cuanto a la pena impuesta y condena al prevenido Julio A.
Adames de los Santos, al pago de una multa de RDS75 pesos,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO:
Se confirma la sentencia recurrida en cuanto al aspecto civil;
QUINTO: Se condena al prevenido al pago de las costas
penales; SEXTO: Se condena al señor Juan de León Dirocié
al pago de las costas civiles del procedimiento, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. J. Humberto
Terrero, abogado que afirma haberles avanzado en su mayor
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parte; SEPTIMO: Se declara la presente sentencia oponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de Juan de León
Dirocié y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., que

r procede declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el
momento de declarar sus recursos ni posteriomente, han
expuesto los medios en que los fundamentan como lo exige,
a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, por lo que se procederá a examinar el
recurso del prevenido;

Considerando, que el examen del fallo impugnada pone de
manifiesto que para declarar al prevenido único culpable del
accidente, y fallar como lo hizo, la Corte a-qua dio por es-
tablecidos, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente aportados en la instrucción de
la causa, los siguientes hechos: a) que siendo aproxima-
damente la una de la tarde del 1ro. de marzo de 1977,
mientras el prevenido Julio Antonio Ademes de los Santos,
conducía el automóvil placa No. 215-478, por la carretera
Sánchez, en dirección Este-Oeste, al llegar al Km. 9, antes de
la ciudad de San Juan de la Maguana, atropelló a la niña
Surelis Aquino Jiménez, de 9 años de edad, quien trataba de
cruzar la vía en ese momento; b) que las lesiones corporales
Que recibió la indicada menor curaron dentro de los tres
meses; cl que el accidente se debió a la imprudencia del pre-
venido quien no redujo la velocidad, ni detuvo su vehículo al
advertir que la menor iba cruzando la carretera; que tampoco
tocó bocina ni realizó ninguna maniobra para evitar el acci-
dente;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con el manejo o conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967 y sancionado por el párrafo (c) de dicho texto
legal con prisión de 6 meses a 2 años y multa de RDS100.00 a
RDS500.00 pesos si la enfermedad o imposibilidad para el tra-
bajo durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que, en
Consecuencia, la Corte a-qua al condenar al dicho prevenido
a RDS75.00 pesos de multa, acogiendo circunstancias
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
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senieriLia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Onésimo Jiménez, en los recursos de casación interpuestos
por Julio Antonio Ademes de los Santos, Juan de León
Dirocié, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana el 15
de febrero de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo: Segundo: Declara nulos los
recursos de Juan de León Dirocié y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso di:
casación interpuesto por el prevenido Julio Antonio Adames
de los Santos, contra la indicada sentencia; Cuarto: Condena
a Juan de León Dirocié al pago de las costas civiles y las
distrae en provecho del Lic. J. Humberto Terrero, abogado
del interviniente, quien afirma beberlas avanzado en su mayor
parte, y las declara oponibles a la Compañia de Séguros San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Be'
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
fi rmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1983 No. 38

Sentenc i a impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fec ha 13 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luis María Pieter, Miguel Suriel y la Cía
Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente 1s): Sabad Bonilla.

Abogado (s): Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Su prema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Leonte Rafael Alburquerque Casti l lo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,

. asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de agosto del año 1983,
años 141) . de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis María
Pieter Solano, dominicano, mayor de edad, casado, in-
dustrial, cédula No. 44779, serie 1ra., residente en la casa No
172 altos de la calle Restauración de Santiago, Miguel Suriel,
dominicano, mayor de edad, residente en la casa No. 172 de
la calle Restauración de la indicada ciudad de Santiago, y la
Compañia Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social
en la calle Beller No. 98 de la ciudad de Santiago, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago el 13 de noviembre de 1978,
Cu yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Onésimo Jiménez, en los recursos de casación interpuestos
por Julio Antonio Adames de los Santos, Juan de León
Dirocié, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana el 15
de febrero de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los
recursos de Juan de León Diroció y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el prevenido Julio Antonio Adames
de los Santos, contra la indicada sentencia; Cuarto: Condena
a Juan de León Dirocié al pago de las costas civiles y las
distrae en provecho del Lic. J. Humberto Terrero, abogado
del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte, y las declara oponibles a la Compañía de S¿guros San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darlo Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. At
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (ECO.): Miguel Jacobo.-

SENT ENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1933 No. 38

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 13 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luis María Pieter, Miguel Suriel y la Cia
Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Sabed Bonilla.

Abogado (s): Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Su prema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Fuello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis María
Pieter Solano, dominicano, mayor de edad, casado, in-
dustrial, cédula No. 44779, serie lra., residente en la casa No
172 altos de la calle Restauración de Santiago, Miguel Suriel,
dominicano, mayor de edad, residente en la casa No. 172 de
la calle Restauración de la indicada ciudad de Santiago, y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social
en la calle Beller No. 98 de la ciudad de Santiago, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago el 13 de noviembre de 1978,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



Oído el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado, cédula
No. 7769, serie 39, abogado del intocviniente Sabad Bonilla,
dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado, cé-
dula No. 57938, serie 37, domiciliado y residente en Monte
Llano, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de noviembre de
1978, a requerimiento del abogado Lic. José T. Gutiérrez, cé
dula No. 67333, serie 31, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos: y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó en fecha
24 de febrero de 1978, en atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel Alexis
Reyes K. quien actúa a nombre y representación de Luis
María Pieter Solano, prevenido, Miguel Suriel, persona ci-

vilmente demandada y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia de fecha veinticuatro (24) del mes de febrero
del año 1978, dictada por la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo
dispositivo es el siguiente: 'Primero: Pronuncia el defecto
contra el nombrado Luis María Pieter Solano, de generales
anotadas, por no haber comparecido a la audiencia de ésta
fecha para la cual fue legalmente citado; Segundo: Declara
al nombrado Luis María Pieter Solano, culpable del delito de
Vio lación a los artículos 49, 65 y 124 de la Ley No. 241 de
1967, en perjuicio de Sabed Bonilla; en consecuencia se

7 ' condena al pago de una multa de Sesenta Pesos Oro
1110$60.001, y al pago de las costas; Tercero: Declara buena y

I: válida encuanto a la forma la constitución en parte civil hecha
por Sabad Bonilla, por medio de su abogado Dr. Lorenzo E.
Raposo Jiménez contra Luis María Pieter Solano, acusado,
Miguel Suriel, persona civilmente responsable y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., en cuanto al fondo, condena a Luis
María Pieter Solano y Miguel Suriel, al pago de una in-
demnización de Cuatro Mil Pesos Oro (RDS4,000.00), en pro-
vecho de la parte civil constituida por los daños morales y
materiales sufridos por ella; Cuarto: Condena a Luis María
Pieter Solano y Miguel Suriel, al pago de los intereses legales
de la suma acordada a partir del día de la demanda en justicia
a título de indemnización suplementaria; Quinto: Condena a
Luis María Pieter Solano y Miguel Suriel, al payo de las costas
Civiles con distracción de las mismas, en provecho del Dr.
Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estadas avanzando
en su totalidad; Sexto: Declara la presente sentencia común
Y oponible a la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
por ser la aseguradora de la responsabilidad civil de
Miguel Suriel; SEGUNDO: Modifica el Ordinal Segundo de la
sentencia recurrida en el sentido de reducir la pena impuesto
Por el Juez a-quo a la suma de RD$20.00 (Veinte Pesos Oro),
de multa acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
TERCERO: Modifica el Ordinal 3ro. de la misma sentencia en
el sentido de reducir la indemnización puesta a cargo de Luis
Mar ía Pieter Solano y Miguel Suriel, únicas personas ci-
vi l mente responsables, y a favor de la parte civil constituida a
la suma de RD$1,500.00 (Un Mil Quinientos Pesos Oro), por
considerar esta Corte que es esta la suma justa, adecuada y
su ficiente para reparar los daños y perjuicios tanto morales
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Oído el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado, cédula
No. 7769, serie 39, abogado del interviniente Sabad Bonilla,
dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado, cé-
dula No. 57938, serie 37, domiciliado y residente en Monte
Llano, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en lb
Secretada de la Corte a-qua, en fecha 30 de noviembre de
1978, a requerimiento del abogado Lic. José T. Gutiérrez, cé
dula No. 67333, serie 31, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó en fecha
24 de febrero de 1978, en atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel Alexis
Reyes K. quien actúa a nombre y representación de Luis
María Pieter Solano, prevenido, Miguel Suriel, persona ci-
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vilme nte demandada y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia de fecha veinticuatro (24) del mes de febrero
del año 1978, dictada por la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo
dispositivo es el siguiente: 'Primero: Pronuncia el defecto
contra el nombrado Luis María Pieter Solano, de generales
anotadas, por no haber comparecido a la audiencia de ésta
fecha para la cual fue legalmente citado; Segundo: Declara

. el nombrado Luis María Pieter Solano, culpable del delito de
Vio lación a los artículos 49, 65 y 124 de la Ley No. 241 de

.1 1967, en perjuicio de Sabad Bonilla; en consecuencia se
d condena al pago de una multa de Sesenta Pesos Oro

IRDS60.001, y al pago de las costas; Tercero: Declara buena y
1 válida encuanto a la forma la constitución en parte civil hecha

por Sabad Bonilla, por medio de su abogado Dr. Lorenzo E.
Raposo Jiménez contra Luis María Pieter Solano, acusado,
Miguel Suriel, persona civilmente responsable y la Cía. Unión

-; de Seguros, C. por A., en cuanto al fondo, condena a Luis
María Pieter Solano y Miguel Suriel, al pago de una in-

' demnización de Cuatro Mil Pesos Oro (RDS4,000.00), en pro-
, vecho de la parte civil constituida por los daños morales y

materiales sufridos por ella; Cuarto: Condena a Luis María
Pieter Solano y Miguel Suriel, al pago de los intereses legales
de la suma acordada a partir del día de la demanda en justicia
a título de indemnización suplementaria; Quinto: Condena a
Luis María Pieter Solano y Miguel Suriel, al payo de las costas
civiles con distracción de las mismas, en provecho del Dr.
Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avanzando
en su totalidad; Sexto: Declara la presente sentencia común
y oponible a la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
por ser la aseguradora de la responsabilidad civil de
Miguel Suriel; SEGUNDO: Modifica el Ordinal Segundo de la
sentencia recurrida en el sentido de reducir la pena impuesto
por el Juez a-quo a la suma de RDS20.00 (Veinte Pesos Oro),
de multa acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
TERCERO: Modifica el Ordinal 3ro. de la misma sentencia en
el sentido de reducir la indemnización puesta a cargo de Luis

Pieter Solano y Miguel Suriel, únicas personas ci-
v i l mente responsables, y a favor de la parte civil constituida a
la suma de RDS1,500.00 (Un Mil Quinientos Pesos Oro), por
considerar esta Corte que es esta la suma justa, adecuada y
suficiente para reparar los daños y perjuicios tanto morales
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como materiales experimentados por la parte civil constituida
a consecuencia del accidente de que se trata; CUARTO:
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos;
QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales; SEXTO: Condena a Luis María Pieter Solano, y
Miguel Suriel, persona civilmente responsable, al pago de las
costas civiles, ordenando la distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma
estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de Miguel Suriel y
la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que procede declarar la
nulidad de los mismos ya que ni en el momento de declarar
sus recursos ni posteriormente, han expuesto los medios en
que los fundamentan como lo exige a pena de nulidad, el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que se procederá a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnado
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre•
venido recurrente único culpable del accidente y fallar como
lo hizo, dio por establecidos, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente aportados en la
instrucción de la causa, los siguientes hechos: a) que en
horas de la tarde del domingo 24 de julio de 1977, mientras el
automóvil placa privada No. 139-859 conducido por el pre-
venido, transitaba por la carretera Sosúa a Monte Llano, al
llegar a la sección Sabaneta de Cangrejo, atropelló a Sabad
Bonilla, quien iba por la misma vía y en la misma dirección,
montado sobre una mula; b) que las lesiones corporales que
sufrió Sabad Bonilla curaron después de 30 y antes de 4C
días; c) que el accidente se debió a la imprudencia del preve•
nido que acercó tanto su vehículo al paseo por donde trans,
taba Bonilla que chocó contra la mula y lanzó al jinete sobre el
pavimento, causándole las lesiones cor porales antes indica

das;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por el párrafo (b) de
dicho texto legal con prisión de 6 meses a dos años y multa
de RDS100 a RD$500.00 pesos cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo, durare
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días o más como ocurrió en la especie; que la Corte a-qua
condenar al prevenido recurrente al pago de una multa de
pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una

nción ajustada a la Ley;
Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurrente
había causado a Sabad Bonilla, parte civil constituida, daños
y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto evaluó en la
suma de RDS1,500.00; que al condenar al prevenido al pago
de esa suma, más los intereses legales de la misma a partir de
la fecha de la demanda, a título de indemnización en favor de

t la parte civil constituida, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;•

(	 Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Sabad Bonilla, en los recursos de casación interpuestos por
Luis María Pieter Solano, Miguel Suriel y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-

' buciones correccionales por la Corte de Apelación de
'Santiago, el 13 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo se ha

, copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de Miguel Suriel y de la Cía. Unión
de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso del pre-
venido Luis María Pieter Solano, contra la indicada sentencia;
Cuarto: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales y a éste y a Miguel Suriel al pago de las costas
civiles, y distrae estas últimas en provecho del Dr. Lorenzo E.
Raposo Jiménez, abogado del interviniente quien afirmó
estarlas avanzando en su totalidad, y las declara oponibles a
la Cia. Unión de Seguros C. por A., dentro de los términos de
la	 Póliza.	 •

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-
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como materiales experimentados por la parte civil constituida
a consecuencia del accidente de que se trata; CUARTO:
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos;
QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales; SEXTO: Condena a Luis María Pieter Solano, y
Miguel Suriel, persona civilmente responsable, al pago de las
costas civiles, ordenando la distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma
estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de Miguel Suriel y
la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que procede declarar la
nulidad de los mismos ya que ni en el momento de declarar
sus recursos ni posteriormente, han expuesto los medios en
que los fundamentan como lo exige a pena de nulidad, el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que se procederá a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el examen de la sentencia impugna:a
pone de manifiesto que la Corte a - qua para declarar al pre
venido recurrente único culpable del accidente y fallar corro
lo hizo, dio por establecidos, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente aportados en la
instrucción de la causa, los siguientes hechos: al que en
horas de la tarde del domingo 24 de julio de 1977, mientras el
automóvil placa privada No. 139-859 conducido por el pre-
venido, transitaba por la carretera Sosúa a Monte Llano, al
llegas a la sección Sabaneta de Cangrejo, atropelló a Sabad
Bonilla, quien iba por la misma vía y en la misma dirección,
montado sobre una mula; b) que las lesiones corporales qui
sufrió Sabad Bonilla curaron después de 30 y antes de LIC
días; c) que el accidente se debió a la imprudencia del preve
nido que acercó tanto su vehículo al paseo por donde trans,
taba Bonilla que chocó contra la mula y lanzó al jinete sobre el
pavimento, causándole las lesiones cor porales antes indica
das;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por el párrafo (b) de
dicho texto legal con prisión de 6 meses a dos años y multa
de RDS100 a RDS500.00 pesos cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo, durare .

20 días o más como ocurrió en la especie; que la Corte a -qua
al condenar al prevenido recurrente al pago de una multa de
20 pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a -qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurrente
había causado a Sabad Bonilla, parte civil constituida, daños4 y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto evaluó en la

,r suma de RDS1,500.00; que al condenar al prevenido al pago
/ de esa suma, más los intereses legales de la misma a partir de

la fecha de la demanda, a título de indemnización en favor de
la parte civil constituida, la Corte a - qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al

. interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Sabad Bonilla, en los recursos de casación interpuestos por
Luis María Pieter Solano, Miguel Suriel y la Compañía Unión

* de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
'buciones correccionales por la Corte de Apelación de
'Santiago, el 13 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de Miguel Suriel y de la Cía. Unión
de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso del pre-
venido Luis María Pieter Solano, contra la indicada sentencia;
Cuarto: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales y a éste y a Miguel Suriel al pago de las costas
civiles, y distrae estas últimas en provecho del Dr. Lorenzo E.
.Raposo Jiménez, abogado del interviniente quien afirmó '
estarlas avanzando en su totalidad, y las declara oponibles a
la Cia. Unión de Seguros C. por A., dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-



2308
	

BOLETIN JUDICIAL

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico CEDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 39

Sentencia impugnada: 3ra. Cámara Penal del Juzgado de
1ra. Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 21 de marzo de
1977.

Materia: Correccional.

Recurrente	 Mirtha del Carmen Estrella, Carlos Ramón
Bojos y Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
egularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mirtha del
Carmen Estrella de Bojos, dominicana, mayor de edad, casa-
da, de quehaceres domésticos, cédula No. 57701, serie 31;
Carlos Ramón Bojos, dominicano, mayor de edad, domicilia-
do y residente en la casa No. G-12 de la calle Jardines Me-
tropolitanos de la ciudad de Santiago, y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, el 21 de marzo de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

•	 República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la



La presente sentenCia ha sido dada y firmada por los se-
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

'audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 39

Sentencia impugnada: 3ra. Cámara Penal del Juzgado de
1ra. Instancia det D. J. de Santiago, de fecha 21 de marzo de
1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Mirtha del Carmen Estrella, Carlos Ramón
Sojos y Cia. Unión de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
egularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
:hupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de

•Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Jíctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Górnez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Cone de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Minha del
Carmen Estrella de Bojos, dominicana, mayor de edad, casa-
da, de quehaceres domésticos, cédula No. 57701, serie 31;
Carlos Ramón Bojos, dominicano, mayor de edad, domicilia-
do y residente en la casa No. G-12 de la calle Jardines Me-
tropolitanos de la ciudad de Santiago, y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, el 21 de marzo de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
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Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 6 de junio de 1978, a
requerimiento del abogado Lic. José Gutiérrez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Darít)
Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría, en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 74 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, y 1,37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se ref iere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Municipio de Santiago, dictó en fecha 10 de
mayo de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar como •
en efecto pronuncia el defecto contra la nombrada Mirtha del
Carmen Estrella, por no haber comparecido a la audiencia,
para la cual fue legalmente citada, SEGU NDO: Que debe
declarar como en efecto declara bueno y válido el recurso de
Apelación interpuesto por los señores Mirtha d61 Carrnen
Estrella de Bojos, contra Ramón Bojos y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., por haberlo hecho en tiempo hábil y de
acuerdo a las normas del procedimiento; TERCERO: En
cuanto al fondo debe confirmar y confirma la sentencia No.
431, de fehca 10 de mayo de 1976, en cuanto al aspecto
penal, cuyo dispositivo copiado textualmente dice así:
Primero: Que debe declarar como al efecto declara a la
nt.nbrada Mirtha del Carmen Estrella de Bojos, culpable de

violar el artículo 74 de la Ley No. 241, sobre Tránsito Terrestre
de Vehículos de Motor, en consecuencia de su reconocida
culpabilidad se le condena al pago de RDS5.00 (Cinco Pesos
Oro), de multa y Descarga al señor Carlos Pefía, por no haber
cometido falta; Segundo: Condena a Mirtha del Carmen
Estrella de Bojos, al pago de las costas del procedimiento, y
las declara de oficio en cuanto a Carlos Peña; CU ARTO: En
cuanto al aspecto civil debe declarar y declarar buena y válida
la constitución formulada por Juan Roberto Recio, por ha-
berla hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas del
procedimiento; QU I NTO: Que debe condenar como en efec-
to condena al señor Carlos R. Bojos, al pago de una in-
demnización a Justificar por estado en favor del señor Juan
Roberto Recio, por los daños materiales sufridos por el carro
placa No. 209-156, de su propiedad a la suma que el Tribunal
estime justa y conveniente; SEXTO: Que el señor Carlos
Ramón Bojos, sea condenado al pago de los intereses legales
de la suma acordada como indemnización principal a partir de
la fecha de la demanda en justicia y a título de indemnización
suplementaria; SEPTIMO: Que la sentencia que intervenga
contra el señor Carlos R. Bojos, se declara común, oponible y
ejecutable contra la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
en su condición de entidad aseguradora de la responsabilidad
civil de éste; OCTAVO: Que debe condenar como en efecto
condena a Carlos R. Bojos, y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. José Joaquín Madera, abogado
que afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, en cuanto a los recursos de Carlos Ramón
Bojos, puesto en causa como civilmente responsable y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., que procede declarar
la nulidad de los mismos ya que ni en el momento de declarar
sus recursos ni posteriormente han expuesto los medios en
que los fundan como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se
procede a exarninar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua, mediante la pon-
'deración de los elementos de juicio regularmente ad-
"ministrados en la instrucción de la causa, dio por establecido
lo siguiente: a) que el 25 de noviembre del 1975, mientras la
prevenida Mirtha del Carmen Estrella de Bojos, conducía el
automóvil placa No. 135-439. Propiedad de Carlos Ramón
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violar el artículo 74 de la Ley No. 241, sobre Tránsito Terrestre
cle Vehículos de Motor, en consecuencia de su reconocida
culpabilidad se le condena al oago de RDS5.00 (Cinco Pesos
Oro), de multa y Descarga al señor Carlos Peña, por no haber
cornetido falta; Segundo: Condena a Mirtha del Carmen
Estrella de Bojos, al pago de las costas del procedimiento, y

ir	 ' • las declara de oficio en cuanto a Carlos Peña; CUARTO: En

	

..	 cuanto al aspecto civil debe declarar y declarar buena y válida

	

:' T	 la constitución formulada por Juan Robeno Recio, por ha-
berla hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas del
procedimiento; OU INTO: Que debe condenar como en efec-
to condena al señor Carlos R. Bo¡os, al pago de una in-
demnización a Justificar por estado en favor del señor Juan
Roberto Recio, por los daños materiales sufridos por el carro
placa No. 209-156, de su propiedad a la suma que el Tribunal
cstime justa y conveniente; SEXTO: Que el señor Carlos
Ramón Bojos, sea condenado al pago de los intereses legales
de la suma acordada como indemnización principal a partir de
la fecha de la demanda en justicia y a título de indemnización
suplementaria; SEPTIMO: Que la sentencia que intervenga
contra el señor Carlos R. Bojos, se declara común, oponible y
ejecutable contra la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
en su condición de entidad aseguradora de la responsabilidad
civil de éste; OCTAVO: Que debe condenar como en efecto
condena a Carlos R. Bojos, y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismasen provecho del Dr. José Joaquín Madera, abogado
que afirma haberlas avanzado en su totalidad;r

-•	 Considerando, en cuanto a los recursos de Carlos Ramón
Bojos, puesto en causa como civilmente responsable y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., que procede declarar,
la nulidad de los mismos ya que ni en el momento de declarar
sus recursos ni posteriormente han expuesto los medios en
que los fundan como lo exige a pena de nulidad, el anículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se
procede a exarninar el recurso del provenido;

Considerando, que la Cámara a-qua, mediante la pon-
deración de los ele.mentos de ¡uicio regularmente ad-

I	
ministrados en la instrucción de la causa, dio por establecido
lo siguiente: a) que el 25 de noviembre del 1975, mientras la
prevenida Mirtha del Carmen Estrella de Bojos, conducía el
automóvil placa No. 135-439, oropiedad de Carlos Ramón

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 6 de junio de 1978, a
requerimiento del abogado Lic. José Gutiérrez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Darío
Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Perla, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría, en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 74 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, y 1, 37 y 65
de ta Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Municipio do Santiago, dictó en fecha 10 de
mayo de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: FALLA: PRIMERO: Oue debe pronunciar como •
en efecto pronuncia el defecto contra la nombrada Mirtha del
Carmen Estrella, por no haber comparecido a la audiencia,
para la cual fue legalmente citada, SEGU NDO: Que debe
declarar como en efecto declara bueno y vákdo el recurso de
Apelación interpuesto por los señores Mírtha del Carmen
Estrella Ce Bajos, contra Ramón Bojos y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., por haberlo hecho en tiempo hábil y de
acuerdo a las normas del procedimiento; TERCERO: En
cuanto al fondo debe confirmar y confirma la sentencia No.
431, de fehca 10 de mayo de 1976, en cuanto al aspecto
penal, cuyo dispositivo copiado textualmente dice así:
Primero: ()ue debe declarar como al efecto declara a la
ri nbrada Mirtha del Carmen Estrella de Bojos, culpable de
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Bojos, por la calle La Salle, de la ciudad de Santiago, chocó al
automóvil placa No. 209-156, conducido por Carlos Peña y
propiedad de Juan Roberto Recio, que transitaba por la ave-
nda Central de elicha ciudad, resultando ambos vehículos
con desperfectos; b) que el accidente se debió a la im-
prudencia de la conductora Mirtha del Carmen Estrella de Bo-
jos, quien no se detuvo como era su deber, al penetrar en una
calle de preferencia, para detener el paso al vehículo que
transitaba en ese momento por esta última vía;

Considerando, que los hechos así establecidos por el Tri-
bunal a-quo constituyen el delito previsto en el artículo 74 de
la Ley No. 241, del 1967 de Tránsito y Vehículos sobre
derecho de paso, sancionado en el artículo 75 de la misma
Ley con multa no menor de RDS5.00 nf mayor de RDS25.00;
que, por consiguiente, al condenar a la prevenida recurrente
al pago de una multa de RDS5.00 por el hecho puesto a su
cargo, el Tribunal a-quo le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Carlos Ramón Bojos y la Cfa Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia dei
Distrito Judicial de Santiago, el 21 de marzo de 1977, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anter íor del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por la , •
prevenido Mirtha del Carmen Estrella de Bojos, contra la
misma sentencia y la condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los seño-
resJueces que figuranen su encabezamiento, en la audiencia
pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretado General, que cenifico.
(F00.): Míguel Jacobo.-

RENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 40

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia
Distrito Judicial de Espaillat, de fecha 30 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Antonio T. Pichardo, Juan A. Fernández y
Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

t"	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia •
pública, como Cone de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Antonio T.
Pichardo, dominicano, mayor de edaa, soltero, chofer, cédula
No. 38995, serie 54, domiciliado y residente en la sección San
Francisco Abajo, municpio de Moca; Juan A. Fernández,
dominicano, mayor de edad, domiciliado en Santiago, y la
Cfa. Unión de Seguros, C. por A., domiciliada en la casa No.
263 de la avenida 27 de febrero, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Es-
paillat, el 30 de junio de 1978, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

Repúbfica;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 5 de julio del 1978 a re-
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Bojos, por la calle La Salle, de la ciudad de Santiago, chocó al
automóvil placa No. 209-156, conducido por Carlos Peña y
propiedad de Juan Roberto Recio, que transitaba por la ave-
nida Central de dicha ciudad, resultando ambos vehículos
con desperfectos; b) que el accidente se debió a la im-
prudencia de la conductora Mirtha del Carmen Estrella de Bo-
jos, quien no se detuvo como era su deber, al penetrar en una
calle de preferencia, para detener el paso al vehículo que
transitaba en ese momento por esta última vía;

Considerando, que los hechos así establecidos por el Tri-
bunal a-quo constituyen el delito previsto en el artículo 74 de
la Ley No. 241, del 1967 de Tránsito y Vehículos sobre
derecho de paso, sancionado en el artículo 75 de la misma
Ley con multa no menor de RDS5.00 n i mayor de ROS25.00;
que, por consiguiente, al condenar a la prevenida recurrente
al pago de una multa de RDS5.00 por el hecho puesto a su
cargo, el Tribuna l a-quo le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Carlos Ramón Bojos y la Cía Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, el 21 de marzo de 1977, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por la
prevenido Mirtha del Carmen Estrella de Bojos, contra la
misma sentencia y la condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castilla- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los seño-
resJueces que figuranen su encabezamiento, en la audiencia
pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.
(FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 40

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Espaillat, de fecha 30 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (5): Antonio T. Pichardo, Juan A. Fernández y
Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Antonio T.
Pichardo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No. 38995, serie 54, domiciliado y residente en la sección San
Francisco Abajo, municpio de Moca; Juan A. Fernández,
dominicano, mayor de edad, domiciliado en Santiago, y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A., domiciliada en la casa No.
263 de la avenida 27 de febrero, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Es-
paillat, el 30 de junio de 1978, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 5 de julio del 1978 a re-
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querimiento del abogado Dr. Claudio Isidora García en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pro
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cua:
integra dicha Corte, en su indicada calidad, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65 de la Ley No. 241 del 1967 de
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: al que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz del Municipio de Moca
dictó en fecha 17 de febrero de 1976 en sus atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; y b) que sobre el recurso interpuesto contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: En
cuanto a la forma se declara regular y válido el recurso do
apelación interpuesto por el Dr. Claudio Isidoro Acosta
García, a nombre de los señores Antonio T. Pichardo, Juan
Antonio Fernández y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia correccional No. 113 de fecha 17 de febrero
de 1976, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de
Moca, por haber sido realizada de acuerdo a las formalidades
de la Ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo se confirma la
sentencia dictada por el Juzgado de Paz, la cual sentencia,
condenó al señor Antonio T. Pichardo, a 15 días en defecto;
violación artículo 65 de la Ley No. 241; y al pago de las costas;
TERCERO: Se descarga al señor Ramón Castillo por consi-
derar que no ha violado ninguna disposición legal, y se
declaran las costas de oficio; CU ARTO: Se declara el defecto
en contra de los señores Antonio T. Pichardo. Juan Antonio

Fernández y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por no haber
comparecidos, no obstante haber sido legalmente citados y
emplazados; QUINTO: Se declara regular y válida la consti-
tución en parte civil hecha por el señor Silverio Pichardo
Reyes, por mediación de su abogado constituido Avelino Ma-
dera, y en cuanto a la forma; SEXTO: En cuanto al fondo se
condena conjunta y solidariamente a los señores Antonio T.
Pichardo y Juan Antonio Fernández, al pago de una" in-
demnización de RD$600.00 por los daños materiales sufridos
por el vehículo del señor Silverio Pichardo Reyes; SEPTIMO:
Se condena a los señores Antonio T. Pichardo y Juan An-
tonio Fernández al pago de los intereses legales de la suma
acordada a partir de la demanda; OCTAVO: Se declara
común y oponible a la Cía. Unión de Seguros. C. por A.,
la sentencia dada en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de los señores Antonio T. Pichardo y Juan
Antonio Fernández y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
al pago del procedimiento de las costas, con distracción
de las mismas en favor del Dr. Avelino madera, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de Juan Antonio
Fernández, puesto en causa corno civilmente responsable y la
Cfa. Unión de Seguros, C. por A.; que procede declarar la
nulidad de los mismos ya que ni en el momento de declarar
sus recursos ni posteriormente han expuesto los medios en
que los fundamentan como lo exige a pena de nulidad, el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que se procede a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el Tribunal a-quo; mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dio por establecido
lo siguiente: a) que el 17 de julio de 1976, siendo las 2:00 de la
tarde, mientras el chofer Antonio T. Pichardo conducía el
automóvil placa pública No. 212-653 de Este a Oeste por la
carretera Duarte en el tramo de Moca a Santiago chocó al
automóvil placa No. 212-586 conducido por Ramón A.
Castillo Llano, propiedad de Silverio Pichardo Reyes, y que •
iba en la misma dirección, causándole desperfectos; b) que el
accidente se debió a la imprudencia del prevenido Antonio T.
Pichardo, quien no tomó las precauciones de rigor, al tratar
de rebasar este último automóvil chocándolo por su parte
trasera;
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querimiento del abogado Dr. Claudio Isidora García en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cua.
integra dicha Corte, en su indicada calidad, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65 de la Ley No. 241 del 1967 de
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y Ics
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz del Municipio de Moca
dictó en fecha 17 de febrero de 1976 en sus atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; y b) que sobre el recurso interpuesto contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el sigu iente: "FALLA: PRIMERO: En
cuanto a la forma se declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Claudio Isidoro Acosta
García, a nombre de los señores Antonio T. Pichardo, Juan
Antonio Fernández y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia correccional No. 113 de fecha 17 de febrero
de 1976, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de
Moca, por haber sido realizada de acuerdo a las formalidades
de la Ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo se confirma la
sentencia dictada por el Juzgado de Paz, la cual sentencia,
condenó al señor Antonio T. Pichardo, a 15 días en defecto;
violación articulo 65 de la Ley No. 241; y al pago de las costas;
TERCERO: Se descarga al señor Ramón Castillo por consi-
derar que no ha violado ninguna disposición legal, y se
declaran las costas de oficio; CUARTO: Se declara el defecto
en contra de los señores Antonio T. Pichardo. Juan Antonio

Fernández y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por no haber
• comparecidos, no obstante haber sido legalmente citados y

emplazados; QUINTO: Se declara regular y válida la consti-
tución en parte civil hecha por el señor Silverio Pichardo
Reyes, por mediación de su abogado constituido Avelino Ma-
dera, y en cuanto a la forma; SEXTO: En cuanto al fondo se
condena conjunta y solidariamente a los señores Antonio T.
Pichardo y Juan Antonio Fernández, al pago de una in-
demnización de RD$600.00 por los daños materiales sufridos
por el vehículo del señor Silverio Pichardo Reyes; SEPTIMO:
Se condena a los señores Antonio T. Pichardo y Juan An-
tonio Fernández al pago de los intereses legales de la suma
acordada a partir de la demanda; OCTAVO: Se declara
común y oponible a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
la sentencia dada en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de los señores Antonio T. Pichardo y Juan
Antonio Fernández y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
al pago del procedimiento de las costas, con distracción
de las mismas en favor del Dr. Avelino madera, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de Juan Antonio
Fernández, puesto en causa corno civilmente responsable y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A.; que procede declarar la
nulidad de los mismos ya que ni en el momento de declarar
sus recursos ni posteriormente han expuesto los medios en
que los fundamentan como lo exige a pena de nulidad, el
artículo 37 do la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que se procede a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el Tribunal a-quo,- mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dio por establecido
lo siguiente: a) que el 17 de julio de 1976, siendo las 2:00 de la
tarde, mientras el chofer Antonio T. Pichardo conducía el
automóvil placa pública No. 212-653 de Este a Oeste por la
carretera Duarte en el tramo de Moca a Santiago chocó al
automóvil placa No. 212-586 conducido por Ramón A.
Castillo Llano, propiedad de Silverio Pichardo Reyes, y que •
iba en la misma direcc i ón, causándole desperfectos; b) que el
accidente se debió a la imprudencia del prevenido Antonio T.
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Considerando, que fos hechos así establecidos por el Tri-
bunal a-quo constituyen,e1 delito de conducción temeraria y
descuidada, previsto por el artículo 65 de la Ley No. 241 de
1967 de Tránsito y Vehículos y sancionado por el mismo texto
legal con multa no menor de cincuenta pesos ni mayor de
doscientos pesos o prisión por un término no menor de un
mes ni mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que, por
consiguiente, al condenar al prevenido a 15 días de prisión, o
sea a una sanción menor del mínimun establecido en la ley,
sin acoger circunstancias atenuantes, el Tribunal a-quo
aplicó correctamente la ley, ya que en ausencia do la
apelación del Ministerio Público, no podía modificar la
sentencia del Primer Grado que había impuesto esa pena;

Considerando, que, asimismo, el Tribunal a-quo dio por
establecido que el hecho del prevenido había causado a Sil-
verio Pichardo Reyes, constituido en parte civil, daños ma-
teriales que evaluó en la suma de RDS600.00; que al condenar
al prevenido recurrente al pago de esa suma, más los in-
tereses legales a partir de la demanda, a título de in-•
demnización, en favor de la mencionada parte civil, el Tri-
bunal a-quo aplicó correctamente el artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Juan Antonio Fernández y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, dictada
el 30 de junio del 1978, en sus atribuciones correccionales; y
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
Antonio T. Pichardo contra la misma sentencia y lo condena
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
Certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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Considerando, que íos hechos así establecidos por el Tri-
bunal a-quo constituyen.el delito de conducción temeraria y
descuidada, previsto por el artículo 65 de la Ley No. 241 de
1967 de Tránsito y Vehículos y sancionado por el mismo texto
legal con multa no menor de cincuenta pesos ni mayor de
doscientos pesos o prisión por un término no menor de un
mes ni mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que, por
consiguiente, al condenar al prevenido a 15 días de prisión, o
sea a una sanción menor del mínimun establecido en la ley,
sin acoger circunstancias atenuantes, el Tribunal a-quo
aplicó correctamente la ley, ya que en ausencia de la
apelación del Ministerio Público, no podía modificar la
sentencia del Primer Grado que había impuesto esa pena;

Considerando, que, asimismo, el Tribunal a-quo dio por
establecido que el hecho del prevenido había causado a Sil-
verio Pichardo Reyes, constituido en parte civil, daños ma-
teriales que evaluó en la suma de RD$600.00; que al condenar
al prevenido recurrente al pago de esa suma, más los in-
tereses legales a partir de la demanda, a título de
demnización, en favor de la mencionada parte civil, el Tri-
bunal a-quo aplicó correctamente el artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Juan Antonio Fernández y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, dictada
el 30 de junio del 1978, en sus atribuciones correccionales; y
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
Antonio T. Pichardo contra la misma sentencia y lo condena
al pago de las costas penales.

(FIRMADOSI: Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Fuello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

BOLETÍN JUDTCTAL 	 .2317

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

il
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 41

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, ae tecna 16 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Tomás Ernesto Figueroa Santos, Juan L.
Tejeda Cabral y Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19
de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y 121' do la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Tomás
Ernesto Figueroa Santos, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 40758, serie 2, domiciliado en la
sección de Peravia, Jurisdicción del municipio de Baní; Juan
Leonel Tejada Cabral, dominicano, mayor de edad, domicilia-
do en la misma sección de Peravia y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., de este domicilio, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, el 16 de febrero del 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 19 de febrero del 1979
a requerimiento del abogado Dr. César Darío Adames

Figuereo en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados
Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo

eh. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara. Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil; y
1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia dictó en fecha 23 de diciembre de
1977, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; ID) que sobre el recurso
interpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el doctor César Darío Aclames
Figueroa, a nombre y representación del prevenido Tomás
Ernesto Figueroa, Juan Leonel Tejeda Cabral y la Compañia
Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia en fecha 23 de diciembre del año
1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declarar
buena y válida la constitución en parte civil hecha por los
nombrados Wilson Méndez y Orlando Guillermo Burgos, por
medio de su abogado constituido y apoderado especial Dr.
Milcíades Castillo Velázquez, y en contra de Tomás Ernesto
Figueroa Santos y Juan Leonel Tejeda Cabral, y oponibilidad
a la sentencia intervenida contra la' Cía. Dominicana de
Seguros C. por A. ISedomcal, por ser regular en la forma y



1

2318
	

BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL
	

2319

SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 41

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, ae fecna 16 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Tomás Ernesto Figueroa Santos, Juan L.
Tejeda Cabral y Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19
de agosto de 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Tomás
Ernesto Figueroa Santos, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 40758, serie 2, domiciliado en la
sección de Peravia, Jurisdicción del municipio de Uní; Juan
Leonel Tejada Cabral, dominicano, mayor de edad, domicilia-
do en la misma sección de Peravia y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., de este domicilio, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, el 16 de febrero del 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 19 de febrero del 1979
a requerimiento del abogado Dr. César Darío Adames

Figueroa en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra dicha Cone, conjuntamente con los Magistrados
Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo

Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1936;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil; y
1,37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia dictó en fecha 23 de diciembre de
1977, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre el recurso
interpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el doctor César Darío Mames
Figueroa, a nombre y representación del prevenido Tomás
Ernesto Figueroa, Juan Leonel Tejeda Cabral y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A. ISedomca), contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia en fecha 23 de diciembre del año
1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declarar
buena y válida la constitución en parte civil hecha por los
nombrados Wilson Méndez y Orlando Guillermo Burgos, por
medio de su abogado constituido y apoderado especial Dr.
Milcíades Castillo Velázquez, y en contra de Tomás Ernesto
Figueroa Santos y Juan Leonel Tejeda Cabral, y oponibilidad
a la sentencia intervenida contra la Cía. Dominicana de
Seguros C. por A. (Sedomca), por ser regular en la forma y
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justa en cuanto al fondo; Segundo: Declarar, como al efecto
declaramos al nombrado Tomás Ernesto Figueroa Santos,
culpable de Viol. a la Ley No. 241 en su artículo 49 en perjuicio
de Orlando Guillermo Burgos, y acogiendo circunstancias ate
nuantes a su favor se condena al pago de una multa de
RDS15.00 (Quince Pesos), dicha multa será compensable a
razón de un día de prisión por cada peso dejado de pagar;
Tercero: Declarar, como al efecto declaramos, al nombrado
Tomás Ernesto Figueroa Santos, conjuntamente con Juan
Leonel Tejeda Cabral, solidariamente en sus respectivas
condiciones de preposé y comitente al pago de las siguientes
indemnizaciones como justa reparación de los daños y
perjuicios morales y materiales causados por su hecho
culposo; RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) a favor de Wilson
Méndez y RDS1,000.00 (Mil Pesos Oro) a favor de Orlando
Guillermo Burgos; Cuarto: Se condena a los nombrados
Tomás Ernesto Figueroa Santos y Juan Leonel Tejeda Cabral,
al pago solidario de los intereses legales de dichas sumas a
partir de la fecha de la demanda como indemnización
suplementaria; Quinto: Se condenan al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Milcíades Castillo Velázquez, quien afirma estarles avanzando
en su totalidad; Sexto: Declarar la presente sentencia común
y oponible en el aspecto civil con todas sus consecuencias
legales a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A. (Se-
domca), por ser ésta entidad la aseguradora del vehículo que
causó el accidente; Séptimo: Se condena al nombrado
Tomás Ernesto Figueroa Santos, al pago de las costas
Penales y en cuanto al nombrado Wilson Méndez se declaran
de oficio'; Por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales'; SEGUNDO: Declara
al prevenido Tomás Ernesto Figueroa Santos, culpable del
delito de golpes y heridas involuntarios en perjuicio de los se-
ñores Wilson Méndez y Orlando Guillermo Burgos, curables
dichos golpes y heridas después de veinte (20) días y después •
de diez y antes de veinte días, respectivamente, en
consecuencia, condena al mencionado prevenido a pagar una
multa de Quince Pesos (RD$15.00), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; TERCERO: Admite como regular
y válida la constitución en parte civil de los agraviados y se
condena conjuntamente a las personas civilmente res-
ponsables puestas en causa, Juan Leonel Tejeda Cabral y

TG'IljS Ernesto Figueroa Santos, a pagar las cantidades
siguientes: a) Dos Mil Pesos (RDS2,000.00) a favor de Wilson
Méndez y b) Un Mil Pesos (RD$1,000.00), a favor de Orlando
Guillermo Burgos, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales que recibieron con motivo del accidente,
condena además a las personas civilmente responsables al
pago do los intereses legales de dichas cantidades, a partir de
la fecha de la demanda a título de indemnización supletoria;
CUARTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales; QUINTO: Condena a las personas civilmente
responsables, partes sucumbientes al pago de las costas ci-
viles; SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros. C. por A.. por ser la enti-
dad aseguradora del vehículo que originó el accidente;

Considerando, en cuanto a los recursos de Juan Leonel
Tejeda Cabral, puesto en causa como civilmente responsable
y la Compañía Dominicana oe Seguros, C. por A., que proce-
de declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el momento
de declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los
medios en que los fundamentan como lo exige a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, por lo que se procede a examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, que la Corte a -qua para declarar al pre-
venido Tomás Ernesto Figueroa Santos del delito puesto a su
cargo, dio por establecido, mediante la ponderaciCo de los
elementos de juicio regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el día 5 de diciembre
del 1976 mientras el prevenido conducía el camión placa No.
500-760, propiedad de Juan Leonel Tejeda Cabral, can Póliza
No. 33126 de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
de Este a Oeste por la calle Presidente Biltini de la ciudad de
Baní, chocó con una motocicleta, propiedad de la Barceló y
Cía., conducida por Wilson Méndez y en el cual iba también
Orlando Guillermo Burgos, sufriendo ambos lesiones car-
porales que curaron después ae 20 días, bl que el accidente
se debió a la imprudencia del prevenido Figueroa Santos
quien transitaba por su izquierda ocupando así la vía por
donde venia la motocicleta;

Considerando, que los hechos asl establecidos por la Corte
a - qua constituyen el delito -de golpes y heridas, por im-
prudencia, ocasionados con el manejo de un vehículo de mo.
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justa en cuanto al fondo; Segundo: Declarar, como al efecto
declaramos al nombrado Tomás Ernesto Figueroa Santos,
culpable de Viol. a la Ley No. 241 en su artículo 49 en perjuicio
de Orlando Guillermo Burgos, y acogiendo circunstancias ate
nuantes a su favor se condena al pago de una multa de
ROS15.00 (Quince Pesos), dicha multa será compensable a
razón de un día de prisión por cada peso dejado de pagar;
Tercero: Declarar, como al efecto declaramos, al nombrado
Tomás Ernesto Figueroa Santos, conjuntamente con Juan
Leonel Tejeda Cabral, solidariamente en sus respectivas
condiciones de preposé y comitente al pago de las siguientes
indemnizaciones como justa reparación de los daños y
perjuicios morales y materiales causados por su hecho
culposo; RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) a favor de Wilson
Méndez y RDS1,000.00 (Mil Pesos Oro) a favor de Orlando
Guillermo Burgos; Cuarto: Se condena a los nombrados
Tomás Ernesto Figueroa Santos y Juan Leonel Tejeda Cabral,
al pago solidario de los intereses legales de dichas sumas a
partir de la fecha de la demanda como indemnización
suplementaria; Quinto: Se condenan al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Mildades Castillo Velázquez, quien afirma estarles avanzando
en su totalidad; Sexto: Declarar la presente sentencia común
y oponible en el aspecto civil con todas sus consecuencias
legales a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A. (Se-
domca), por ser ésta entidad la aseguradora del vehículo que
causó el accidente; Séptimo: Se condena al nombrado
Tomás Ernesto Figueroa Santos, al pago de las costas
Penales y en cuanto al nombrado Wilson Méndez se declarar,
de oficio'; Por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales'; SEGUNDO: Declara
al prevenido Tomás Ernesto Figueroa Santos, culpable del
delito de golpes y heridas involuntarios en perjuicio de los se-
ñores Wilson Méndez y Orlando Guillermo Burgos, curables
dichos golpes y heridas después de veinte (20) días y después •
de diez y antes de veinte días, respectivamente, en
consecuencia, condena al mencionado prevenido a pagar una
multa de Quince Pesos (RDS15.00), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; TERCERO: Admite como regular
y válida la constitución en parte civil de los agraviados y se
condena conjuntamente a las personas civilmente res-
ponsables puestas en causa, Juan Leonel Tejeda Cabral y
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Tomás Ernesto Figueroa Santos, a pagar las cantidades
siguientes: a) Dos Mil Pesos (RDS2,000.00) a favor de Wilson
Méndez y b) Un Mil Pesos (RDS1,000.00), a favor de Orlando
Guillermo Burgos, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales que recibieron con motivo del accidente,
condena además a las personas civilmente responsables al
pago de los intereses legales de dichas cantidades, a partir de
la fecha de la demanda a título de indemnización supletoria;
CUARTO: Condena al prevenido al pago de las costas
penales; QUINTO: Condena a las personas civilmente
responsables, partes sucumbientes al pago de las costas ci-
viles; SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros. C. por A.. por ser la enti-
dad aseguradora del vehículo que originó el accidente;

Considerando, en cuanto a los recursos de Juan Leonel
Tejeda Cabral, puesto en causa como civilmente responsable
y la Compañía Dominicana ae Seguros, C. por A., que proce-
de declarar la nulidad dolos mismos ya que ni en el momento
de declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los
medios en que los fundamentan como lo exige a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, por lo que se procede a examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido Tomás Ernesto Figueroa Santos del delito puesto a su
cargo, dio por establecido, mediante la ponderack o de los
elementos de juicio regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: al que el día 5 de diciembre
del 1976 mientras el prevenido conducía el camión placa No.
500-760, propiedad de Juan Leonel Tejeda Cabral, con Póliza
No. 33126 de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
de Este a Oeste por la calle Presidente Billini de la ciudad de
Baní, chocó con una motocicleta, propiedad de la Barceló y
Cía., conducida por Wilson Méndez y en el cual iba también

' Orlando Guillermo Burgos, sufriendo ambos lesiones car-
• porales que curaron después de 20 días, b) que el accidente

se debió a la imprudencia del prevenido Figueroa Santos
quien transitaba por su izquierda ocupando así la sfia por
donde venia la motocicleta:

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-
prudencia. ocasionados con el manejo de un vehículo de mo-

-
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tor, previsto por el artículo 49 de la ley No. 241, del 1967, de
Tránsito y Vehículos, y sancionado por la letra (c) de dicho
texto legal, con las penas de 6 a 2 años de prisión y multa de
RDS100.00 a RDS500.00, si la enfermedad o imposibilidad
para su trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que, por tanto, al condenar al prevenido recurrente al
palio de una multa de RDS15.00, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado daños y
perjuicios a Wilson Méndez y a Orlando Guillermo Burgos,
constituidos en parte civil, que evaluó en las sumas de
ROS2,000.00, en favor del primero, y de RDS1,000.00, en fa-
vor del segundo; que al condenar al prevenido recurrente,
solidariamente con la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, al pago de esas sumas, más los intereses
legales a partir de la demanda, a título de indemnización, en
orovecho de las personas constituidas en parte civil, men-
cionadas, la Corte a-qua hizo una aplicación correcta de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil-

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Juan Leonel Tejeda Cabral, y por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
en sus atribuciones correcciona les, el 16 de febrero de 1979,
cuyo o spositivo se ha copiado en parte anterior owl presente
fano; Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el pre-
venido Tomás Ernesto Figueroa Santos contra la misma
sentencia y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Albúrquergue Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceare.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

•
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tor, previsto por el artículo 49 de la ley No. 241, del 1967, de
Tránsito y Vehículos, y sancionado por la letra (c) de dicho
texto legal, con las penas de 68 2 años de prisión y multa de
ROS100.00 a RE/5500.00, si la enfermedad o imposibilidad
para su trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que, por tanto, al condenar al prevenido recurrente al
pauo de una multa de RDS15.00, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-gua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado daños y
perjuicios a Wilson Méndez y a Orlando Guillermo Burgos,
constituidos en parte civil, que evaluó en las sumas de
R052,000.00, en favor del primero, y de RDS1,000.00, en fa-
vor del segundo: que al condenar al prevenido recurrente,
solidariamente con la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, al pago de esas sumas, más los intereses
legales a partir de la demanda, a título de indemnización, en
orovecho de las personas constituidas en parte civil, men-
cionadas, la Corte a-gua hizo una aplicación correcta de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil-

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Juan Leonel Tejeda Cabral, y por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
en sus atribuciones correccionales, el 16 de febrero de 1979,
cuyo o spositivo se ha copiado en parte anterior oci presente
fano; Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el pre-
venido 1 omás Ernesto Figueroa Santos contra la misma
sentencia y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E: Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Albúrquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F00.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECFÍA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 42

Sentencia impugnada: Corté de Apelación dé Barahona, ae
fecha 28 de diciembre de 1979. 	 " •	 •

,

Materia: Cotreccional. 	 -

Recurrente (s): Socorro Terrero, Pablo Juan Toral y la Cta..
de Seguros Quisqueya, S.A. •	 •

.	 •.	 ,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana. 	 e

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicil;;•:•
.regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés ,
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de . '
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti- '
luto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de„Guzman,
pistrito Nacional, hoy día 19 del mes de agosto del año 1983.

' años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación."la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por'Socorro
Terrero, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la ciudad
de Barahona, con cédula No. 24991, serie 18; Pablo 'Juan
Toral, dominicano, mayor de edad, domiciliado randa ciudad
de Barahona, casa No. 18 de la calle Padre Billini ily Seguros

, Quisqueya, S.A., con domicilio social en la calle Isabel la Ca-
tólica, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación Judicial

''de Barahona, el 28 do diciembre de 1979, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

	

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 	 ,
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 22.de enero de 1980, a re-

BOLÉTiN JUDICIAL

querimiento del Dr. Carlos A. Castillo, céditiNo. 5992, serie
18, en representación de los recurrentes, eh el cual no Se
'propone ningún medio de desechan;	 . •

Visto el auto dictado en fecha 18 del mes de agosto del alío
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medió del cual

,inte gra , en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcacer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello

Abelardo Herrera Piña y • 'Gustavo Gómez Ceara,
ueces de este Tribunal,'para completar en su mayoría la deli-
ración y fallo del recurso de caSacióo de que se nata, de

corifd¿midad con las Leyes Nos. 684 de 1934. y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-

beradó,v castos los artículos•1, 37 y 65 de le Ley sobre'Proce-
4 dimiento dé CasaCión; •	 •

Considerando, que en la' sentencia iptygnada sen los
.documentos a que elta Se•refiere, consta! a) que con motivo
de un'aecidente de tránsitp pcürridd eh la sección Bahoruco,
del municipio de Barahona éI•29 de abril de 1979, en el cual
resultó una persona con lesiones corporales, y con des-
perfectos los•vehículos involucrados en el mismo, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial . de Barahona, dictó
el 3 de agosto del citado año,' en atribucionnes correc-
cionales, la sentencia ,cuyo disPositiVo es el e 'siguiente:
-Primero: Declarar; como al ,efecto declara, culpable al
nombrado Socorro Terrero, de generales glae constan; de los
hechos que se le imputan; violación al artículo 49 de la Ley
No. 241, (sobre Tránsito de'Vehiculos de Motor) en perjuicio
del Dr. David Vicente Vidal Matos, en consecúencia se le
condena- a veinte y cinco pesos oro (ROS25.00) N4 al pago de
las cestas acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Declarar, como al efecto declara, no culpable al
coprevenido Dr. David Vicente Vidal Matos, de generales que
constan, de los hechos que se le imputan: violación al articulo
49 de la Ley No. 241, (sobre Tránsito de Vehículos'de Motor)

• Yen conspncuencia se descarga por no habed() cometido y se
declara las costas de oficio en cuanto a él; Tercero» Declara?.
como ál efecto .declara, regular y. válida la constitución en
Parte civil hecha en audiencia por el Dr. David Vicente Vidal
Matos, por si mismo; -por haber sido hecha de Conformidad

•
•

4	 e
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SENTENCIA bE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 42 • •

Sentencia impugnada: Corté de Apelación de Barahona, cie

	

fecha 28 de diciembre de 1979. 	 •	 •	 '

	

. •	 '

Materia: Coireccional.
. 	.

Recurrente es): Socorro terrero, Pablo Juan Toral y la Cla .
de Seguros, Quisqueya, S.A. 	 '	 i

•.	 ,	 .

Dios, Patria y Libertad. 	 . .
República Dominicana. 	 •	 •

En Nombre de la República, la Suprema Corté de justicik:,,
.regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés ,•
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de'
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti- '
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde Celebra sus

audiencias, en la ciudad de Sante Domingo de, Guzmán,
p istr it o Nacional, hoy día 19 del mes de agosto det año 1983,

' años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Cone de Casación, - la siguiente
sentencia:

Sobre los rectirsos de casación interpuestos porSocorro
Terrero, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la ciudad
de Barahona, con cédula No. 24991, serie 18; Pablo 'Juan
Toral, dominicano, mayor de edad, domiciliado anda ciudad
de Barahona, casa Nb. 18 , de la calle Padre Billini,.y!Segun::
Quisqueya, S.A., con domicilio social en la calle Isabel la C3

tólica, de ésta ciudad, contra la sentencia dictada en
buciones correccionales por' la Corte de Apelación Judicial

"de Barahona, el 28 de diciembre de 1979, cuyo dispositivo se
copia mas adelante;	 .

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 	 e
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recurso& de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 22.de enerp . de 1980, a re-
'

auerimiento del Dr. Carlos A. Castillo, cédull.No. 5992, serie
.18, en representación de los recurrentes, eh el cual no se
:propone ningún medio de casación; 	 • '.	 ,
r • Visto el auto dictado en fecha 18 del mes de' agosto del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bérgés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medid del cual

,integra, en „su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la

' Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
,Jueces de este Tribunal,'para completar en su mayoría la deli-
teraciÓn y fallo del recurso de casación de que se trata, de
confoYmidad con las Leyes Nos. 684 de 1934. y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
teradó,v vistos los artículos•l, 37 y 65 de la Ley sobreTroce:
pimiento de Casación;. . •

Considerando, que 'en la'' sentencia impugnada l y sen los
-documentos a que ellá sé•refiere, consta: a) que con motivo
de un'adcidente de tránSitp pcia-ridd en la sección Bahoruco,
del municipio de Barahonó e1.29 de abril de 1979, en el cual
resultó, una persona con lesiones corporales, y con des-
perfectos los . vehículos involucradps en el mismo, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito JudicieFde Barahona, dictó
el 3 de agosto del citado año,' ,en atribucionnes correc-
cionales, la ;sentencia ,cuyo disPositiyó. es el , Siguiente:
-Primero: declarar; como al • efecto declara, culpable al
nombrádo Spcortu Terrero, de generales qbe constan,- de los
hechos qup se le imputan; yiolación al artículo 49 'de la Ley
No. 241, (sobre Tránsito de'Vehículos de Motor) en perjuicio
del Dr. David Vicente Vidal Matos, en consecuencia se le
condena a veinte y cinco pesos oro (RdS25.00),4y, al pago de
las costas acogiendo eh su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Declarar, corno al efecto declara, no culpable al
coprevenido Dr. David Vicente Vidal Matos, de generales que
constan, de los hechos qtie se le imputan: violación al articulo
49 de la Ley No. 241, (sobre Tránsito de Vehículos'de Motor)-

.yen consencuencia se descarga por , ho haberío cometido y se
declara las costas de oficio en cuanto a él; Tercero: Dectaralr,
como al efecto.declara, regular y- válida la const¿tüción en
Parte civil hecha en audiencia Por el Dr. David Vicente Vidal
Matos, por sí mismo; •por hab'er -sido hecha de donformidad•

•

•

•
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con la Ley; Cuarto: Condenar, como al efecto condenamos,
a la persona civilmente responsable, señor Pablo Juan Toral
Cavallo, y a Socorro Terrero, prevenido a pagar una in-
demnización solidaria de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) y
costas en favor del Dr. David Vicente Vidal Matos, por los da-
ños morales y materiales sufridos por él, más la suma de Mil
Quinientos Pesos Oro IRD$1,500.00), por los daños ma-
teriales sufridos por su camioneta; Quinto: Condenar, como
al efecto condenamos, a la persona civilmente responsable
señor Pablo Juan Toral Cavallo, y al nombrado Socorro
Terrero, al pago solidario de las costas civiles con distracción
de las mismas en favor del Dr. David Vicente Vidal Matos,
quien afirma haberles avanzado en su mayor parte; Sexto:
Ordenar, como al efecto ordenamos, que la presente sen-
tencia, en su aspecto civil, le sea oponible a la Compañía
aseguradora "La Quisqueyana de Seguros, S.A., hasta el lími-
te de sus obligaciones contractuales por ser ésta la entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente"; b) que
contra la indicada sentencia no apeló el prevenido y
recurrente Socorro Terrero; c) que sobre los recursos de
apelación interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado del
28 de diciembre de 1979, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en la forma
los recursos de apelación interpuestos, 1 ro. por el Dr. Carlos
Alberto Castillo a nombre de Pablo Juan Toral, persona ci-
vilmente responsable, y de la Compañía de Seguros Quis-
queyana, S.A., y 2do. por el Dr. David Vicente Vidal Matos,
por sí mismo; en fecha 24 y 15 del mes de agosto del año 1979
contra sentencia correccional dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha
3 del mes de agosto del año 1979 cuyo dispositivo figura en
otra parte del presente fallo; SEGUNDO: Confirma en todas
sus panes la sentencia recurrida; TERCERO: Condena a Pa-
blo Juan Toral al pago de las costas de la presente instancia";

Considerando, que Pablo Juan Toral Cavallo, y Cía. de
Seguros la Quisqueyana, S.A., ni en el acta de sus recursos,
ni posteriormente, han señalado los medios en que los
fundan, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; que, se procederá a
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que tal y como lo comprobó la Corte a-que,

el prevenirlo y recurrente Socorro Terrero no interpuso
apelación contra la sentencia del Juzgado de Primera ros
tancia del Distrito Judicial de Barahona del 3 de agosto 04
1979, cuyo dispositivo ya se ha copiado; que, la sentencia
ahora impugnada no le ha causado nuevos agravios al pre-
venido recurrente, por lo cual su recurso resulta inadmisible,

Por tales motivos, Primero: Se declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Socorro Terrero, contra
la sentencia dictada el 28 de diciembre de 1979, en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación oe
barahona, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo, y lo condena al pago de las costas penales,
Segundo: Declara nulos los recursos de casación de Pablo
Juan Toral Cavallo y Cía. de Seguros La Quisqueyana, S.A.,
contra la mencionada sentencia.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- 0340 Bat-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello R envine.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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con la Ley; Cuarto: Condenar, como al efecto condenamos,
a la persona civilmente responsable, señor Pablo Juan Toral
Cavallo, y a Socorro Terrero, prevenido a pagar una in-
demnización solidaria de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) y
costas en favor del Dr. David Vicente Vidal Matos, por los da-
ños morales y materiales sufridos por él, más la suma de Mil
Quinientos Pesos Oro (RDS1,500.00), por los daños ma-
teriales sufridos por su camioneta; Quinto: Condenar, como
al efecto condenamos, a la persona civilmente responsable
señor Pablo Juan Toral Cavallo, y al nombrado Socorro
Terrero, al pago solidario de las costas civiles con distracción
de las mismas en favor del Dr. David Vicente Vidal Matos,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto:
Ordenar, como al efecto ordenamos, que la presente sen-
tencia, en su aspecto civil, le sea oponible a la Compañía
aseguradora "La Quisqueyana de Seguros, S.A., hasta el lími-
te de sus obligaciones contractuales por ser ésta la entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente"; b) que
contra la indicada sentencia no apeló el prevenido y
recurrente Socorro Terrero; c) que sobre los recursos de
apelación interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado del
28 de diciembre de 1979, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en la forma
los recursos de apelación interpuestos, 1ro. por el Dr. Carlos
Alberto Castillo a nombre de Pablo Juan Toral, persona ci-
vilmente responsable, y de la Compañía de Seguros Quis-
queyana, S.A., y 2do. por el Dr. David Vicente Vidal Matos,
por sí mismo; en fecha 24 y 15 del mes de agosto del año 1979
contra sentencia correccional dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha
3 del mes de agosto del año 1979 cuyo dispositivo figura en
otra parte del presente fallo; SEGUNDO: Confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Condena a Pa-
blo Juan Toral al pago de las costas de la presente instancia";

Considerando, que Pablo Juan Toral Cavallo, y Cía. de
Seguros la Quisqueyana, S.A., ni en el acta de sus recursos,
ni posteriormente, han señalado los medios en que los
fundan, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; que, se procederá a
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que tal y como lo comprobó la Corte a-qua,

el prevenido y recurrente Socorro Terrero no interpuso
apelación contra la sentencia del Juzgado de Primera ins
tanda del Distrito Judicial de Barahona del 3 de agosto (14
1979, cuyo dispositivo ya se ha copiado; que, la sentencia
ahora impugnada no le ha causado nuevos agravios al pre-
venido recurrente, por lo cual su recurso resulta inadmisible,

Por tales motivos, Primero: Se declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Socorro Terrero, contra
la sentencia dictada el 28 de diciembre de 1979, en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de
barahona, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo, y lo condena al pago de las costas penales,
Segundo: Declara nulos los recursos de casación de Paulo
Juan Toral Cavallo y Cía. de Seguros La Quisqueyana, S.A.,
contra la mencionada sentencia.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Dario 1331-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello	 Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-



SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 43

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 20 de julio de 1978.

Materia: Correcciona..

Recurrente isi: Domingo A. Martínez, Bienvenido Leonor y
la Cía. Unión de Seguros. C. por A.

Interviniente (s): Pedro María González.

Abogado (s): Dr. José Avelino Madera Fernández

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti.
luto de Presidente; Leonte R.' Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Domingo
A Martínez, dominicano, mayor de edad, soliera, chofer.
domiciliado y residente en la avenida Central, de la ciudad de
Santiago de los Caballeros, cédula No. 77958, serie 31:
Bienvenido Leonor, dominicano, mayor de edad, domiciliado
y residente en la calle Duarte No. 75, de la ciudad de Santiago
de los Caballeros; y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio social en la calle Beller No. 98, de la ciudad de
Santiago de los Caballeros, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago el 20 de julio de 1978, cuyo dispositivo dice así:

"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de
apelac ión interpuesto por el Lic. José Miguel Colón M., a
nomb re y representación de Bienvenido Leonor, persona ci-
vilme nte responsable y puesta en causa y de la Cía. Nacional
de Segu ros, Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
correccional No. 430 de fecha once (11) del mes de julio del
año 1977, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Valverde, cuyo dispositivo es el siguiente:
"Primero: Que debe descargar y descarga al nombrado Pe-
dro María González, del delito de violación a la Ley No. 241,,

• ,por no haber cometido ninguna falta imputable; Segundo:
Que debe pronunciar, como al efecto pronuncia contra el co-
prevenido Domingo A. Martínez, por no haber comparecido a
la audiencia no obstante haber sido legalmente citado; y a la
vez que le declara culpable del delito de violación a la Ley No.
241, en perjuicio del nombrado Pedro María González, le
condena a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión
correccional y al pago de las costas penales acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe declarar
y declara buena y válida la constitución en parte civil, hecha
por el Dr. José Joaquín Madera, abogado, en nombre y
representaCión del señor Pedro María González, contra
el señor Bienvenido Leonor, persona civilmente responsable
y puesta en causa, y contra la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., y en consecuencia Jos condena al pago solidario de
una indemnización por la suma de tres mil pesos oro
(RD$3,000.00) a título de daños y perjuicios, como reparación
por los daños morales y materiales, por las lesiones sufridas
en el referido accidente, curables después de los (90) días
V antes de los (120) días, conforme a certificado
Médico, Cuarto: Que debe cpndenar y condena al
señor Bienvenido Leonor, persona civilmente respon-
sable y puesta en causa y a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., al pago solidario de los intereses legales
de la suma acordada a partir de la fecha de la demanda en
justicia, y a título de indemnización complementaria; Quinto:
Que debe condenar y condena al señor Bienvenido Leonor, al
pago solidario de las costas civiles del procedimiento, con-

:,	 juntamente con la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
ordenando su distracción en favor del Dr. José Joaquín Me-)
dera, abogado de la defensa del coprevenido Pedro María
González, parte civil constituida, quien afirma haberlas avan-

.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 43

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 20 de julio de 1978.

Materia: Correcciona,.

Recurrente Isr: Domingo A. Martínez, Bienvenido Leonor y
la Cía. Unión de Seguros. C. por A.

Interviniente (s): Pedro María González.

Abogado (s): Dr. José Avelino Madera Fernández

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R.' Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Dominad
A Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliaoo y residente en la avenida Central, de la ciudad de
Santiago de los Caballeros, cédula No. 77958, serie 31;
Bienvenido Leonor, dominicano, mayor de edad, domiciliado
y residente en la calle Duarte No. 75, de la ciudad de Santiago
de los Caballeros; y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio social en la calle Beller No. 98, de la ciudad de
Santiago de los Caballeros, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago el 20 de julio de 1978, cuyo dispositivo dice así:

"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de
apelac ión interpuesto por el Lic. José Miguel Colón M., a
nombre y representación de Bienvenido Leonor, persona ci-
vilmente responsable y puesta en causa y de la Cía. Nacional
de Seguros, Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
correccional No. 430 de fecha once O II del mes de julio del
año 1977, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Valverde, cuyo dispositivo es el siguiente:
"Primero: Que debe descargar y descarga al nombrado Pe-

' dro María González, del delito de violación a la Ley No. 241,.
,por no haber cometido ninguna falta imputable; Segundo:
Que debe pronunciar, como al efecto pronuncia contra el co-
prevenido Domingo A. Martínez, por no haber comparecido a
la audiencia no obstante haber sido legalmente citado; y a la
vez que le declara culpable del delito de violación a la Ley No.
241, en perjuicio del nombrado Pedro María González, le
condena a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión
correccional y al pago de las costas penales acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe declarar
y declara buena y válida la constitución en parte civil, hecha
por el Dr. José Joaquín Madera, abogado, en nombre y
representaCión del señor Pedro María González, contra
el señor Bienvenido Leonor, persona civilmente responsable
y puesta en causa, y contra la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., y en consecuencia jos condena al pago solidario de
una indemnización por la suma de tres mil pesos oro
(RD$3,000.00) a título de daños y perjuicios, como reparación
por los daños morales y materiales, por las lesiones sufridas
en el referido accidente, curables después de los (90) días
V antes de los (120) días, conforme a certificado
Módico, Cuarto: Que debe cpndenar y condena al
señor Bienvenido Leonor, persona civilmente respon•
sable y puesta en causa y a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., al. pago solidario de los intereses legales
de la suma acordada a partir de la fecha de la demanda en
justicia, y a título de indemnización complementaria; Quinto:
Que debe condenar y condena al señor Bienvenido Leonor, al
pago solidario de las costas civiles del procedimiento, con-
juntamente con la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
ordenando su distracción en favor del Dr. José Joaquín Ma-
dera, abogado de la defensa del coprevenido Pedro María
González, parte civil constituida, quien afirma haberlas avan-
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zado en su totalidad; Sexto: Que debe rechazar y rechaza
las conclusiones argumentadas por el Lic. José Miguel Colón
M., abogado del consejo de la defensa, representante de la
persona civilmente puesta en causa y de la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., por ser improcedente y mal fundada;
Séptimo: Que debe declarar y declara la presente sentecia
común, oponible y ejecutable contra la Compañía Nacional
Unión de Seguros, C. por A., en su condición' de entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el daño "Guag,
Placa No. 110-1978, propiedad del señor Bienvenido Lec
asegurado mediante Póliza No. SD-129938, previo c.
plimiento de las disposiciones de la Ley No. 41
SEGUNDO: Declara buena y válida la intervención hecha
audiencia por la parte civil constituida; TERCERO: Pronun,
el detecto contra el prevenido Domingo A. Martínez, por no
haber comparecido a la audiencia no obstante estar legal-
mente citado; CUARTO: Modifica la sentencia recurrida en
el sentido de reducir la indemnización acordada a favor de la
parte civil constituida Pedro María González, a la suma de dos
mil pesos oro IRDS2,000.00); QUINTO: Confirma la sen-
tencia recurrida en los demás aspectos alcanzados por el
presente recurso; SEXTO: Condena a la persona civilmente
responsable al pago de las costas civiles, ordenando la dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. José Joaquín Ma-
dera, abogado que afirma estarlas avanzando en su to-
talidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectural del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Visto el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 26 de julio de 1978, a
requerimiento del abogado Lic. José T. Gutiérrez en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 4 de agosto de
1980, suscrito por su abogado Dr. José Avelino Madera
Fernández, cédula No. 55673, serie 31, interviniente que es
Pedro María González, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, cédula No. 5571, serie 33, domiciliado y
residente en el Cruce de Guayacanes, jurisdicción de Val-
verde;

Visto el auto dictado en fecha 18 del mes de agosto del
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corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en dicha calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido
Domingo A. Martínez, que como este prevenido no recurrió
en apelación contra la sentencia del Tribunal de Primer Gra-
do, que lo condenó en defecto a la pena de seis meses de
prisión correccional, como autor del delito de golpes por
imprudencia causados con el manejo de un vehículo de mo-
tor, en perjuicio de Pedro María González, y en razón de que
la sentencia impugnada no le ha causado nuevos agravios, su
recurso de casación resulta inadmisible por falta de interés;

Considerando, en cuanto a los recursos de Bienvenido
Leonor y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que estos
recurrentes puestos en causa como persona civilmente
responsable y entidad aseguradora, respectivamente, no han
expuestos ni en el momento de interponer sus recursos ni
posteriormente, los medios en que fundan el mismo, como lo
exige a pena de nulidad el art. 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, para las partes que no han sido
condenadas penalmente; que, por lo tanto, procede declarar
la nulidad de dichos recursos;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Pedro María González, en los recursos de casación in-
terpuestos por Domingo A. Martínez, Bienvenido Leonor y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
el 20 de julio de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago,
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara inadmisible, por falta de interés, el recurso de
Domingo A. Martínez; Tercero: Declara nulos los recursos de
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zado en su totalidad; Sexto: Que debe rechazar y rechaza
las conclusiones argumentadas por el Lic. José Miguel Colón
M., abogado del consejo de la defensa, representante de la
persona civilmente puesta en causa y de la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., por ser improcedente y mal fundada;
Séptimo: Que debe declarar y declara la presente sentecia
común, oponible y ejecutable contra la Compañía Nacional
Unión de Seguros, C. por A., en su condición' de entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el daño "Guag'
Placa No. 110-1978, propiedad del señor Bienvenido Lec
asegurado mediante Póliza No. SD-129938, previo c.
plimiento de las disposiciones de la Ley No. 41
SEGUNDO: Declara buena y válida la intervención hecha
audiencia por la parte civil constituida; TERCERO: Pronun, 3
el defecto contra el prevenido Domingo A. Martínez, por no
haber comparecido a la audiencia no obstante estar legal-
mente citado; CUARTO: Modifica la sentencia recurrida en
el sentido de reducir la indemnización acordada a favor de la
parte civil constituida Pedro María González, a la suma de dos
mil pesos oro IRDS2,000.00); QUINTO: Confirma la sen-
tencia recurrida en los demás aspectos alcanzados por el
presente recurso; SEXTO: Condena a la persona civilmente
responsable al pago de las costas civiles, ordenando la dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. José Joaquín Ma-
dera, abogado que afirma estadas avanzando en su to-
talidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectural del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Visto el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 26 de julio de 1978, a
requerimiento del abogado Lic. José T. Gutiérrez en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 4 de agosto de
1980, suscrito por su abogado Dr. José Avelino Madera
Fernández, cédula No. 55673, serie 31, interviniente que es
Pedro María González, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, cédula No. 5571, serie 33, domiciliado y
residente en el Cruce de Guayacanes, jurisdicción de Val-
verde;

Visto el auto dictado en fecha 18 del mes de agosto del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en dicha calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido
Domingo A. Martínez, que como este prevenido no recurrió
en apelación contra la sentencia del Tribunal de Primer Gra-
do, que lo condenó en defecto a la pena de seis meses de
prisión correccional, como autor del delito de golpes por
imprudencia causados con el manejo de un vehículo de mo-
tor, en perjuicio de Pedro María González, y en razón de que
la sentencia impugnada no le ha causado nuevos agravios, su
recurso de casación resulta inadmisible por falta de interés;

Considerando, en cuanto a los recursos de Bienvenido
Leonor y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que estos
recurrentes puestos en causa como persona civilmente
responsable y entidad aseguradora, respectivamente, no han
expuestos ni en el momento de interponer sus recursos ni
posteriormente, los medios en que fundan el mismo, como lo
exige a pena de nulidad el art. 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, para las partes que no han sido
condenadas penalmente; que, por lo tanto, procede declarar
la nulidad de dichos recursos;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Pedro María González, en los recursos de casación in-
terpuestos por Domingo A. Martínez, Bienvenido Leonor y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
el 20 de julio de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago,
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara inadmisible, por falta de interés, el recurso de
Domingo A. Martínez; Tercero: Declara nulos los recursos de •
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Bienvenido Leonor y la Cía. Unión de:Seguros, C. por .4;
Cuarto: Condena a Domingo A.. Martínez .al pago de las
costas penales; Quinto: Condena a Bienvenido Leonor al '
Pago de las costas civiles y las distrae a favor del Dr. JoSé:
Avelino Madera Fernández, abogado del interviniente, quieb •
afirma estadas avanzando en su totalidad, y las declara oponi-
bles a la Cía. Uniórt . de Seguros, C. por Á., dentro de los.
términos de la Póliza.•

/FIRMADOS): Manija! D.

• 

Bergés Chupani.- Darío 	 Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque, Caslilio.- Luis Víctor i García de -Peña.- Máximo
Puello Renville.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo Herrera
ña:- Gustavo .Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario 	 •
General.-	 •	 •

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en le
audiencia pública del día, mes y año en -él expresa idos	 fue
firmada, leída y publicada por mk Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

4

*
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 44

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Julgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de fe-
brero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Víctor Martínez Hernando, José Moieira
Regueira y la Phoenix Asturance Company, Ltd. .•

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida Por los Jueces Manuel D. Bergás
Chupani, Presidente; Darío, Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-  -
tuto de Presidente; Leorité Rafael Alb izquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Fuello
Renville, Abelardo , Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, corno Corte •de Casación, la siguiente sentencia:

4 0 ' Siblare los recursos de casación interpUestos por Víctor
Martínez Hernando, doeninicano, mayor de edad, chofer, cé-
dula No. 55539, serie 31, domiciliado -en la casa No. 20 de la
calle Agustín Lara de esta ciudad; José Moreira, dominicano,
mayor dé edad, cédula 'No. 82569, serie 1ra., del mismo
domicilio, y la Phoenix Assurance Company, Ltd., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional del 12 de febrero de 1979, cuyó dispositivo ,
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador' General de la •

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a—qua, de fecha 14 de febrero de ,

'	 1
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Bienvenido Leonor y la Cía. Unión de'Seguros, C. por A;
Cuarto: Condena a Domingo A. Martínez ,a1 pago de las
costas penales; Quinto: Condena a Bienvenido Leonor al
pago •de las costas civiles y las distrae a favor del Dr. José
Avelino Madera Fernández, abogado del interviniente, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad, y las declara oponi-
bles a la Cía. Uniórt ' de Seguros, C. por Á., dentro de los
términos de la Póliza..

(FIRMADOS): Maride' D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- • eonte Rafael
AlburquerqueCastiilo.- Luis Víctor' García de Peña.- Máximo
Fuello Renville.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo Herrera Pi-.

Gustavo .Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresddos y fue
firmada, leída y publicada por mí., Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

•

•
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 44 "

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Julgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de fe-
brero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Víctor Martínez Hernando, José Moreira
Regueira y la Phoenix Assurance Company, Ltd.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre do la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida 'por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío. Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alb 'urquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad. de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, corno Corte •de Casación, la siguiente sentencia:
' Sobre los recursos de casación interpúestos por Víctor

Martínez Hernando, dominicano, mayor de edad, chofer, cé-
dula No. 55539, serie 31, domiciliado en la casa No. 20 de la
calle Agustín Lara de esta ciudad; José Moreira, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 82569, serie 1ra., del mismo
domicilio, y la Phoenix Assurance Cómpany, Ltd., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional del 12 de febrero de 1979, cuyo dispositivo
se copia más adelante;	 •

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado ProCurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a—qua, de fecha 14 de febrero de ,

4
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1979, a requerimiento del abogado Dr. Baron Segundo-
Sánchez, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, dictó en fecha 14 de noviembre de 1978,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b)
que sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es
el siguiente: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara
regular y válida en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por los señores Víctor Martínez Hernando, José
Moreira Regueira y la Phoenix Assurance Ltd., representada
por la Popular, C. por A., por haber sido hecha de acuerdo a
la Ley, contra la sentenica No. 4445, de fecha 14 de no-
viembre del año 1978, del Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero:
Se condena a Víctor Martínez Hernando por violación al
artículo 65 de la Ley No. 241 y se condena a RDS5.00 (Cinco
Pesos Oro) de multa y al pago de las costas; Segundo: Se
descarga a Justino de Js. Espinal por no haber violado la Ley
No. 241 en ninguno de sus artículos; Tercero: Se declara
buena y válida la constitución en parte civil interpuesta por
Ricardo Tavenin Santana, por intermedio de sus abogados

Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Neftis Duquela de Díaz, en
cuanto a la forma y al fondo; Cuarto: Se condena a Victor
Martínez Hernando conjuntamente con José Moreira
Regueira al pago de la suma de RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos
Oro) en favor de Ricardo Tavenin Santana por los daños
sufridos por su vehículo en el accidente (reparación, lucro
cesante y depreciación); Quinto: Se condena a Víctor
Martínez Hernando y José Moreira Regueira al pago de los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda a título
de indemnización complementaria; Sexto: Se condena a
Víctor Martínez Hernando y José Moreira Regueira al pago de
las costas en provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernánddez y
Luz Neftis Duquela de Díaz, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; y Séptimo: Esta sentencia es oponi-
ble en su aspecto civil a la Cía. de seguros Phoenix Assurance
Company, Ltd., representado por Centro de Seguros La
Popular, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del
vehículo que causó el daño; SEGUNDO: En cuanto al fondo
confirma dicha sentencia en todas sus partes; y TERCERO:
Condena a los señores Víctor Martínez Hernando y José
Moreira Regueira, al pago de las costas civiles, distrayéndolas
en favor de los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Neftis
Duquela de Díaz, abogados de la parte civil constituida,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, en cuanto a los recursos de José Moreira
Regueira, Phoenix Assurance Company, Ltd., que procede
declarar la nulidad de los mismos y que ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los me-
dios en que los fundamentan como lo exige a pena de nuli-
dad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
por lo aue se procede a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el Tribunal a-quo, para condenar al
prevenido del delito puesto a su cargo dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente aportados en la instrucción de la causa, lo
siguiente: que a las once de' la mañana del 12 de septiembre
de 1978, mientras el prevenido Víctor Martínez conducía la
camioneta placa No. 512-766, propiedad de José Moreira
Regueira, con Póliza No. RDA-4687 de la Phoenix Assurance
Co. Ltd., de Oeste a Este por la avenida 27 de Febrero, de esta
ciudad, al detenerse en la esquina de la avenida Tiradentes
fue chocado por detrás por el automóvil placa No. 109-481.
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1979, a requerimiento del abogado Dr. Baron Segundo-
Sánchez, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo 1-1. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales, el Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, dictó en fecha 14 de noviembre de 1978,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b)
que sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es
el siguiente: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara
regular y válida en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por los señores Víctor Martínez Hernando, José
Moreira Regueira y la Phoenix Assurance Ltd., representada
por la Popular, C. por A., por haber sido hecha de acuerdo a
la Ley, contra la sentenica No. 4445, de fecha 14 de no-
viembre del año 1978, del Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero:
Se condena a Víctor Martínez Hernando por violación al
artículo 65 de la Ley No. 241 y se condena a RDS5.00 (Cinco
Pesos Oro) de multa y al pago de las costas; Segundo: Se
descarga a Justino de Js. Espinal por no haber violado la Ley
No. 241 en ninguno de sus artículos; Tercero: Se declara
buena y válida la constitución en parte civil interpuesta por
Ricardo Tavenin Santana, por intermedio de sus abogados
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Ores . Néstor Díaz Fernández y Luz Neftis Duquela de Díaz, en
cuanto a la forma y al fondo; Cuarta: Se condena a Víctor
Martínez Hernando conjuntamente con José Moreira
Regueira al pago de la suma de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos
Oro) en favor de Ricardo Tavenin Santana por los daños
sufridos por su vehículo en el accidente (reparación, lucro
cesante y depreciación); Quinto: Se condena a Víctor
Martínez Hernando y José Moreira Regueira al pago de los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda a título
de indemnización complementaria; Sexto: Se condena a
Víctor Martínez Hernando y José Moreira Regueira al pago de
las costas en provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernánddez y
Luz Neftis Duquela de Díaz, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; y Séptimo: Esta sentencia es oponi-
ble en su aspecto civil a la Cía. de seguros Phoenix Assurance
Company, Ltd., representado por Centro de Seguros La
Popular, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del
vehículo que causó el daño; SEGUNDO: En cuanto al fondo
confirma dicha sentencia en todas sus partes; y TERCERO:
Condena a los señores Víctor Martínez Hernando y José
Moreira Regueira, al pago de las costas civiles, distrayéndolas
en favor de los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Neftis
Duquela de Díaz, abogados de la parte civil constituida,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, en cuanto a los recursos de José Moreira
Regueira, Phoenix Assurance Company, Ltd., que procede
declarar la nulidad de los mismos y que ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los me-
dios en que los fundamentan como lo exige a pena de nuli-
dad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
por lo aue se procede a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el Tribunal a-quo, para condenar al
prevenido del delito puesto a su cargo dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente aportados en la instrucción de la causa, lo
siguiente: que a las once dé la mañana del 12 de septiembre
de 1978, mientras el prevenido Víctor Martínez conducía la
camioneta placa No. 512-766, propiedad de José Moreira
Regueira, con Póliza No. RDA-4687 de la Phoenix Assurance
Co. Ltd., de Oeste a Este por la avenida 27 de Febrero, de esta
ciudad, al detenerse en la esquina de la avenida Tiradentes
fue chocado por detrás por el automóvil placa No. 109-481.
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II!

•

que transitaba en la misma dirección, propiedad de Ricardo
Tavenin Santana :y conducido por Justiniano Martínez
Hernando, quien sin hacer las señales de lugar detuvo
bruscamente la camioneta, resultando el vehículo de Tavenin
con varios desperfectos;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a -qua constituyen el delito de conducción temeraria y
descuidada previsto en el artículo 65 de la Ley No. 241 de
1967, de Tránsito y Vehículos. y sancionado por el mismo
texto legal, con multa no menor de RDS50.00 ni mayor ch

RDS200.00 o prisión por un término no menor de un mes n
mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que, pa'
consigujente, al condenar al prevenido recurrente, Victor
Martínez Hernando al pago de una multa de RDS5.00, o sea
una suma menor del mínimun establecido en la Ley, sin
acoger circunstancias atenuantes, la sentencia impugnada no
puede ser casada en ausencia de apelación del Ministerio
Público contra la sentencia del Juez del Primer Grado que

, aplicó esa sanción;
Considerando, que asimismo, la Corte a -qua dio por es.

tablecido que el hecho del prevenido había causado daños y
perjuicios materiales a Ricardo Tavenin Santana, parte civil
constituida, que evaluó en la suma de RDS2,000.00, que al
condenar al prevenido recurrente Víctor Martínez Hernando,
al pago de esa suma, más los intereses legales a partir de la
demanda, a título de indemnización, en provecho de la re-
ferida parte civil constituida, la Corte a -qua hizo una corroe:::
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
-Iteres del recurrente, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos pck José Moreira Regueira y la compa-
ñía de seguros Phoenix Assurance Co., Ltd., contra la sen-
tencia dictada porde Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso interpuesto contra la misma sentencia por
Víctor Martínez Hernando y lo condena al pago do las costas
penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Borges Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

inurquerque Castillo.- Luis Víctor Garcia de Peña.. Hugo H.
aicochea S., Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
: - Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
,res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
macla, leída y publicada por ml, Secretario General, que
Ítalo°. (FD0.): Miguel Jgcobo.-
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que transitaba en la misma dirección, propiedad de Ricardo
Tavenin Santana :y conducido por Justiniano Martínez
Hernando, quien sin hacer las señales de lugar detuvo
bruscamente la camioneta, resultando el vehículo de Tavenin
con varios desperfectos;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de conducción temeraria y
descuidada previsto en el artículo 65 de la Ley No. 241 de
1967, de Tránsito y Vehículos. y sancionado por el mismo
texto legal, con multa no menor de RDS50.00 ni mayor de
RDS200.00 o prisión por un término no menor de un mes ni
mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que, por
consigujente, al condenar al prevenido recurrente, Víctor
Martínez Hernando al pago de una multa de RDS5.00, o sea
una suma menor del mínimun establecido en la Ley, sin
acoger circunstancias atenuantes, la sentencia impugnada no
puede ser casada en ausencia de apelación del Ministerio
Público contra la sentencia del Juez del Primer Grado que
aplicó esa sanción:

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado daños y
perjuicios materiales a Ricardo Tavenin Santana, parte civil
constituida, que evaluó en la suma de RDS2,000.00, que al
condenar al prevenido recurrente Víctor Martínez Hernando,
al pago de esa suma, más los intereses legales a partir de la
demanda, a título de indemnización, en provecho de la re-
ferida parte civil constituida, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos poi; José Moreira Regueira y la compa-
ñía de seguros Phoenix Assurance Co., Ltd., contra la sen-
tencia dictada por ' la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso interpuesto contra la misma sentencia por
Víctor Martínez Remando y lo condena al pago de las costas
penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Borges Chupani.- Darío Bah-
c.ácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Alourquerque Castillo.-. Luis Victor Garcia de Peña. Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville.• Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.• Miguel Jacobo, Secretario
General..

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 45

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris
tóbal, de fecha 27 de octubre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Fernando De los Santos y Cía. de Seguros
Patria, S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D Bergés
Chupani, Presidente: Dado Balcácer, Primer Sustituto de
P r esidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo. Luis
Viciur García de Peña, Hugo H. Goicochea S.. Máximo Puellc
Renville, Abelardo He rrera Piña, y Gustavo Góme •: Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde ralebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo '.e Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 1987, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fernando
de los Santos. dominicano, mayor de edad, soltero.
agricultor, cédula No. 262, serie 83, domiciliado en la sección
Don Gregorio, de l Distrito Municipal de 'liza°, y la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., domiciliada en el 3er. piso del edifici0
No 10 de la avenida 27 de Febrero (11 esta Ciudgld'	 "1

sentencia dictada en sus atribuciones Correccionales por la

Corte de Apelac ión de San Cristóbal, el 27 de octubre del

1 978, cuyo dispositivo se copia más adelante: 	 .	 •
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General de la

República;

•
Vista el acta de los recursos ne casación levantada en la

Secretada de la Corte a-gua. de techa 14 de noviembre de
1978, a requerimiento del abogado Dr César Darío Adames

Figueroa, en representació n ce los recurrentes, en la cual no
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se propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967
de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en loe
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó en fecha 15 de junio
del 1978, en sus atribuciones correccionales, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) que sobre el
recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es 	 el
siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los
r ecursos de apelación interpuestos por la doctora María Luisa
Arias de Selman, a nombre y representación del prevenido
Fernando de los Santos, de la Compañía de Seguros Patria,
S.A., y de la persona civilmente responsable puesta en causa,
por el Magistrado Procurador General de esta Corte, por el
Dr. Francisco José Díaz Peralta, a nombre y representación
de la parte civil constituida y por el Dr. César Darío Adames
Figueroa, a nombre y representación del prevenido Fernando
de los Santos, contra la sentnecia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en
fecha 15 del mes de junio del año 1978, cuyo dispositivo dice
así: Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por el señor Juan Antonio Sabá, Fran-
cisco Sabá. Milagros Sabá y Julia Sabá, a nombre 	 y
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 45

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris
tóbal, de fecha 27 de octubre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Fernando De los Santos y Cía. de Seguros
Patria, S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
legular enente constituida por los Jueces Manuel D Bergés
Chupani , Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
V ictor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puellc
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Góme: Ceara.
asistidos del Secretario General, en la Sala donde ralebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo '.e Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto del 198?, años 140' de
la Independenc ia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia.

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fernando
de los Santos. dominicano, mayor de edad, soltero.
agricultor, cédula No. 262, serie 83, domiciliado en la sección
Don Gregorio, del Distrito Municipal de Nizao, y la Compañía
de Segu r os Pepín, S.A., domic i liada en al 3er. piso del edificio

No 10 de la aven ida 27 de Febrero de es ta Ciud3dienno,
sentencia dictada en sus attibuCiones correccionales por la

Corte de A pelac ión de San Cristóba l , el 27 de octubre del

1 978, cuyo dispositivo se copia más adelante:
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República:
Vista el acta de los recursos ne casación levantada en la

Secretaria de la Corte a-qua. de techa 14 de noviembre de
1978, a requerimiento del abogado D I César Darlo Aclames

Figueroa, en representació n ce los recurrentes, en la cual no

se propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967
de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en loe
. documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó en fecha 15 de junio
del 1978, en sus atribuciones correccionales, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) que sobre el
recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el
siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los
recursos de apelación i nterpuestos por la doctora María Luisa
Arias de Selman, a nombre y representación del prevenido
F er nando de los Santos, de la Compañía de Seguros Patria,
S.A., y de la persona civilmente responsable puesta en causa,
por el Magistrado Procurador General de esta Corte, por el
Dr. F rancisco José Díaz Peralta, a nombre y representación
de la parte civil constituida y por el Dr. Césár Darío Adames
Figueroa, a nombre y representación del prevenido Fernando
de los Santos, contra la sentnecia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en
fecha 15 del mes de junio del año 1978, cuyo dispositivo dice
así: Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por el señor Juan Antonio Sabá, Fran-
cisco Sabá. Milagros Sabá y Julia Sabá, a nombre y
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representación de los menores Ricardo, Pedro, Isidro, José y
Unises Sabá, a través de su abogado Dr. Francisco José Díaz
Peralta, en contra del nombrado Fernando de los Santos, por
ser justa y reposar en prueba legal; Segundo: Se declara al
nombrado de los Santos, culpable del delito de golpes in
voluntarios causados con el manejo de un vehículo de motor •
en perjuicio de quien en vida se llamó Justo Báez Madé, y en
consecuencia se condena a una multa de Cien Pesos Oro
IRDS100.00) por haber violado las disposiciones de la Ley No.
241, artículo 49 párrafo 1ro., acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al señor
'Fernando de los Santos, a pagar una indemnización de Seis
Mil Pesos Oro (FDS6,000.00) a las personas civilmente
constituidas como justa reparación por los daños sufridos poi
éstas a consecuencia del accidente, además se le condena al
pago de los intereses de esta suma como indemnización
supletoria; Cuarto: Se condena al nombrado Fernando de los
Santos al pago de las costas civiles y penales, las civiles a fa-
vor del Dr. Francisco José Díaz Peralta, quien afirma haberlas
avanzado en su' tota l idad; Quinto: Se declara común y
oponible esta sentencia a la compañía de Seguros Patria,
S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículo causante del
accidente; por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo a las formalidades legales; SEGUNDO: Declara que
el prevenido Fernando de los Santos, es culpable del delito de
homicidio involuntario en perjuicio. de Justo Báez Madé, en
consecuencia, condena al mencionado prevenido a pagar una
multa de Cien Pesos (RDS100.00), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; TERCERO: Admite la cons-
titución en parte civil de los señores Juan Antonio Sabá,
Hermógenes Sabá, Francisco Sabá, Miladys Sabá, Julia Sa
bá. a nombre v representacror de los. menores Picaron Pt,
dro lacro Jose s Lance Saba en consecuencia, condena a
la persona civilmente responsable puesta en causa señor
Fernando de los Santos, a pagar la cantidad de Ocho Mil
Fesos Oro (R C S8,000.001, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales, ocasionados a las partes civiles consti.
luidas, en las siguientes formas.. Un Mil Seiscientos Pesos
IRDS1,600.00), en favor de Juan Antonio Sabá, Un Mil
Seiscientos Pesos (RDS1,600.001, en favor de Hermógenes
Sabá; Un Mil Seiscientos Pesos CROS1,600.001, en favor de
Francisco Saba Un Mil Seiscientos Pesos IRD$1,600.00),
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, en favor de Miledys Sabá; y Un Mil Seiscientos Pesos
'IRDS1,600.00), en favor de Julia Sabá, más los intereses lega-
les de dicha suma a título de indemnización suplementaria, a
partir de la demanda; CUARTO: Condena al prevenido y
persona civilmente responsable señor Fernando de los
Santos, al pago de las costas penales y civiles, con d i s-
tracción de las últimas, en provecho de los Dres. Francisco
.Díaz Peralta y Franklin Díaz, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
sentencia, oponible a la Compañía de Seguros Patria, S.A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente; SEXTO: Pronuncia el defecto contra la Compañía
de Seguros Patria, S.A., por no haber comparecido a la
audiencia, estando legalmente citado;

Considerando, en cuanto al recurso de Seguros. Patria,
S.A., que procede declarar la nulidad del mismo yá que ni en
el momento de declarar su recurso ni posteriormente ha
expuesto los medios en que lo fundamenta como lo exige a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que se procede a examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, dio por establecido lo siguiente: a)
que el 24 de diciembre de 1977, mientras el prevenido Fer
nando de los Santos conducía la camioneta de su propiedad,
placa No. 523-347 con póliza No. S-D-A13021 de Seguros Pa-
tria, S.A., por la carretera de Sabana Grande de Palenque al
llegar al kilómetro 2 de esa vía atropelló a Justo Báez Madé
causándole traumatismos que le produjeron la muerte; bl que
el accidente se debió a la imprudencia del prevenido de los
Santos al no reducir la velocidad al pasar por una curva en
una vía estrecha llena de hoyos y sin haber tocado pre-
viamente la bocina;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen a cargo del prevenido,recurrente, el delito
de haber ocasionado la muerte por imprudencia a una
persona con la conducción de un vehículo de motor, previsto
y sancionado por el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley No.
241, del 1967, de Tránsito y Vehículos, con las penas de dos a
cinco años de prisión y multa de RDS500.00 a RDS2,000.00,
cuando con motivo del accidente resultare muerta una
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representación de los menores Ricardo, Pedro, Isidro, José y
Unises Sabá, a través de su abogado Dr. Francisco José Díaz
Peralta, en contra del nombrado Fernando de los Santos, por
ser justa y reposar en prueba legal; Segundo: Se declara al
nombrado de los Santos, culpable del delito de golpes in
voluntarios causados con el manejo de un vehículo de motor 	 4114:
en perjuicio de quien en vida se llamó Justo Báez Madé, y en
consecuencia se condena a una multa de Cien Pesos Oro
(RDS100.00) por haber violado las disposiciones de la Ley No.
241, artículo 49 párrafo 1 ro., acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al señor
Fernando de los Santos, a pagar una indemnización de Seis
Mil Pesos Oro IRDS6,000.00) a las personas civilmente
constituidas como justa reparación por los daños sufridos por
éstas a consecuencia del accidente, además se le condena al
pago de los intereses de esta suma como indemnización
supletoria; Cuarto: Se condena al nombrado Fernando de los
Santos al pago de las costas civiles y penales, las civiles a fa-
vor del Dr. Francisco José Díaz Peralta, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Se declara común y
oponible esta sentencia a la compañía de Seguros Patria,
S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículo causante del
accidente; por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo a las formalidades legales; SEGUNDO: Declara que
el prevenido Fernando de los Santos, es culpable del delito de
homicidio involuntario en perjuicio. de Justo Báez Madé, en
consecuencia, condena al mencionado prevenido a pagar una
multa de Cien Pesos i RDS100.00), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; TERCERO: Admite la cons-
titución en Parte civil de los señores Juan Antonio Sabá,
Hermógenes Sabá, Francisco Sabá, Miledys Sabá, Ju l ia Se
bá. a nombre y representador de los menores Picaroo Pe
dio lbs= Jose n Lunice Sama en consecuencia, condena a
la persona civilmente responsable puesta en causa señor
Fernando de los Santos, a pagar la cantidad de Ocho Mil
Pesos Oro (RDS8,000.011, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales, ocasionados a las partes civiles consti-
tuidas, en las siguientes formas:. Un Mil Seiscientos Pesos
(RD51,600.00), en favor de Juan Antonio Sabá, Un Mil
Seiscientos Pesos IRDS1,600.00), en favor de Hermógenes
Sabá; Un Mil Seiscientos Pesos IRDS1,600.00), en favor de
Francisco Sabe Un Mil Seiscientos Pesos (R1)51,600.001,

en favor de Miledys Sabá; y Un Mil Seiscientos Pesos
'(RDS1.600.00), en favor de Julia Sabá, más los intereses lega-
les de dicha suma a título de indemnización suplementaria, a
partir de la demanda; CUARTO: Condena al prevenido y
persona civilmente responsable señor Fernando de los
Santos, al pago de las costas penales y civiles, con dis-
tracción de las últimas, en provecho de los Dres. Francisco
.Diaz Peralta y Franklin Diaz, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
sentencia, oponible a la Compañía de Seguros Patria, S.A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente; SEXTO: Pronuncia el defecto contra la Compañía
de Seguros Patria, S.A., por no haber comparecido a la
audiencia, estando legalmente citado;

Considerando, en cuanto al recurso de Seguros. Patria,
S.A., que procede declarar la nulidad del mismo yá qUe ni en
el momento de declarar su recurso ni posteriormente ha
expuesto los medios en que lo fundamenta como lo exige a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que se procede a examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, dio por establecido lo siguiente: a)
que el 24 de diciembre de 1977, mientras el prevenido Fer
nando de los Santos conducía la camioneta de su propiedad,
placa No. 523-347 con póliza No. S-D-A13021 de Seguros Pa-
tria, S.A., por la carretera de Sabana Grande de Palenque al
llegar al kilómetro 2 de esa vía atropelló a Justo Báez Madé
causándole traumatismos que le produjeron la muerte; bl que
el accidente se debió a la imprudencia del prevenido de los
Santos al no reducir la velocidad al pasar por una curva en
una vía estrecha llena de hoyos y sin haber tocado pre-
viamente la bocina;	 •

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen a cargo del prevenido-recurrente, el delito
de haber ocasionado la muerte por imprudencia a una
persona con la conducción de un vehículo de motor, previsto
y sancionado por el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley No.
241, del 1967, de Tránsito y Vehículos, con las penas de dos a
cinco años de prisión y multa de RDS500.00 a RDS2,000.00,
cuando con motivo del accidente resultare muerta una
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persona, como sucedió en la especie; que, por tanto. al
condenar al prevenido recurrente, después de declararlo
culpable del delito puesto a su cargo, a pagar una multa de
RD$100.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a•
qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley:

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es
tablecido que el hecho del prevenido causó a Juan Antonio
Sabá. Hermógenes Sabá, Francisco Sabá, Meledys Sabá.
Julio Sabá, constituidos en parte civil en nombre de los
menores Ricardo, Pedro, Isidro, José y Eunice Sabá, daños y
perjuicios que evaluó en la suma deRDS8,000.00; que al
condenar al prevenido recurrente al pago de esa suma, distri-
buida en la forma i ndicada en el dispositivo de la sentencia
impugnada más los intereses legales a partir de la demanda, a
titulo de indemnización, en favor de las personas constituidas
en parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada un
sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que iustifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Cía. de Seguros Patria, S.A.,
compañía aseguradora del vehículo que ocasionó el ac-

• cidente, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, el 27 de
octubre del 1978, cuyo dispsotivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Fernando de los Santos contra la
misma sentencia y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi.
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se.
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. oue
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo:

SENTENCIA DE FCHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 46

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San C r is-
tóbal, de fecha 22 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Marcelino Marte, Vidal Sánchez Ramírez y
Unión de Segu ros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Eh Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Leonte R. Alburquerque Castillo. Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos de l Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, noy
día 19 de agosto del 1983, años 140' de la Independencia y
121' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente se itencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marcelino
Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No 40666, serie 2, domiciliado en el barrio Lavapiés, de la
ciudad de San Cristóbal; Vidal Sánchez	 Ramírez,
dominicano, mayor de edad, cédu l a No. 21456, serie 2.
domiciliado en la avenida Libertad, de San Cristóbal. y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., domiciliada en la casa No. 263
de la avenida 27 de Febrero de esta ciudad. coura la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, el 22 de diciemb e de 1978,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 1ro. de febrero de 1979, a re-.
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persona, como sucedió en la especie; que, por tanto. al
condenar al prevenido recurrente, después de declararlo
culpable del delito puesto a su cargo, a pagar una multe de
RD$100.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a,
qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es
tablecido que el hecho del prevenido causó a Juan Antonio
Sabá. Hermógenes Sabá, Francisco Sabá, Meledys Soba.
Julio Sabá, constituidos en parte civil en nombre do los
menores Ricardo, Pedro, Isidro, José y Eunice Sabá, daños y
perjuicios que evaluó en la suma deRD$8.000.00; que al
condenar al prevenido recurrente al pago de esa suma, distri-
buida en la forma indicada en el dispositivo de la sentencia
impugnada más los intereses legales a partir de la demanda, a
título de indemnización, en favor de las personas constituidas
en parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno aue justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Cía. de Segu ros Patria, S.A.,
compañía aseguradora del vehículo que ocasionó el ac•

• cidente, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, el 27 de
octubre del 1978, cuyo dispsotivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Fernando de los Santos contra la
misma sentencia y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Urges Chupani.- Darío Bel•
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi,
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. aue
certifico. IFDO.): Miguel Jacobo.,

SENTENCIA DE FCHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 46

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal. de fecha 22 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Marcelino Marte, Vidal Sánchez Ramírez y
Unión de Segu ros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Eh Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 8ergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Leonte R. Alburquerque Castillo. Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos de l Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional. nuy
día 19 de agosto del 1983, años 140' de la Independencia y
121' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente se ttencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marcelino
Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No 40666, serie 2, domiciliado en el barrio Lavapiés, de la
ciudad de San Cristóbal; Vidal Sánchez Ramírez,
dominicano, mayor de edad, cédu la No. 21456, serie 2.
domiciliado en la avenida Libertad, de San Cristóbal. y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., domiciliada en l a casa No. 263
de la avenida 27 de Febrero de esta ciudad. contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, el 22 de diciemb e de 1978,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 1ro. de febrero de 1979, a re-.
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querimiento del abogado Dr. Bolívar Soto Montás, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidd, dicha Corte . conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,Ahelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967
de Tránsito y Vehículos, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: al que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó muerta,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicia l de San
Cristóbal, dictó en fecha 5 de diciembre de 1977. en atri-
buciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto
contra dicho fallo intervino la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el doctor Euclides Acosta. a
nombre y representación del prevenido Marcelino Marte, de
la persona civilmente responsabla puesta en causa y de la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., y por el doctor
Maximilién F. Montás Aliés, a nombre y representación del
señor Severino García y Ernestina Tejeda, parte civil cons-
tituida, contra la sentnecia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 5 de
diciembre de 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil hecha
por los señores Severino García y Ernestina Tejeda, a nombre
y representación de su hijo Roberto Tejeda, a través de su
abogado doctor Maximilién F. Montás Aliés, por ser justa y
reposar en prueba legal; Segundo: Se declara el nombrado

Marcelino Marte, culpable de violación a la Ley No. 241, sobre
tránsito de Vehículo de Motor, en sus artículos 49 y 65 párrafo
ira, en perjuicio del menor Roberto Tejeda y en consecuen-
cia lo condena a RDS100.00 de multa, acogiendo a

Su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al
seño r Vidal Sánchez Ramírez, propietario del referido
vehículo causante del accidente a pagar una indemnización a
afavo r de las personas civilmente constituidas de cinco mil
pesos IRDS5,000.00), como justa reparación por los daños
sufridos por éstos, a consecuencia del accidente; y se
condena a dicho señor Vidal Sánchez Ramírez, al pago de los
intereses legales de la referida suma como indemnización
supletoria; Cuarto: Se condena a Marcelino Marte y Vidal
Sánchez Ramírez, al pago de las costas civiles y penales, las
civiles, a favor del doctor Maximilién Ferriando Montás Aliés,
r wien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se
declara esta sentencia, común y oponible en todas sus
consecuencias a la Compañía de Seguros Unión de Seguros,
C. por A., por ser la entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente'; por haberlos intentado en tiempo
Lábil y de acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO:
Declara buena y válida la constitución en parte civil hecha por
los señores Severino García y Ernestina Tejeda; TERCERO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Marcelino Marte,
por no haber comparecido a la audiencia, estando legalmente
citado; CUARTO: Declara al prevenido Marcekno Marte.
culpable del delito de homicidio involuntario, en la persona de
quien en vida respondía al nombre de Roberto Tejeda
(violación a la ley No. 241) y lo condena a cien pesos
(RD$100.00) de multa, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; QUINTO: Confirma en cuanto a la indemniza-
ción acordada la sentencia recurrida; SEXTO: Condena al
prevenido al pago de las costas penales; SEPTIMO: Condena
a la persona civilmente responsable al pago de las costas ci-
viles, con distracción en provecho del doctor Maximilién F.
Montás Aliés, quien afirmó haberlas avanzado en su to-
talidad; OCTAVO: Declara la presente sentencia, oponible a
la Compañía Unión de,Seguros, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de Vidal Sánchez
Ramírez y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que procede
declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el momento de
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querimiento del abogado Dr. Bolívar Soto Montás, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidd, dicha Corte . conjuntamente
con los Magistrados Darlo Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,'Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967
de Tránsito y Vehículos, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó muerta,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicia l de San
Cristóbal, dictó en fecha 5 de diciembre de 1977. en atri-
buciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto
contra dicho fallo intervino la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el doctor Euclides Acosta. a
nombre y representación del prevenido Marcelino Marte, de
la persona civilmente responsable puesta en causa y de la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., y por el doctor
Maximilién F. Montas Aliés, a nombre y representación del
señor Severino García y Ernestina Tejeda, parte civil cons-
tituida, contra la sentnecia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 5 de
diciembre de 1177, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil hecha
por los señores Severino García y Ernestina Tejeda, a nombre
y representación de su hijo Roberto Tejeda, a través de su
abogado doctor Maximilién F. Montás Aliés, por ser justa y
reposar en prueba legal; Segundo: Se declara el nombrado

•
Marcelino Marte, culpable de violación a la Ley No. 241, sobre
tránsito de Vehículo de Motor, en sus artículos 49 y 65 párrafo
ira, en perjuicio del menor Roberto Tejeda y en consecuen-
cia lo condena a RDS100.00 de multa, acogiendo a

Su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al
señor Vidal Sánchez Ramírez, propietario del referido
vehículo causante del accidente a pagar una indemnización a
,:favor de las personas civilmente constituidas de cinco mil
pesos IRDS5,000.00), como justa reparación por los daños
sufridos por éstos, a consecuencia del accidente; y se
condena a dicho señor Vidal Sánchez Ramírez, al pago de los
intereses legales de la referida suma como indemnización
supletoria; Cuarto: Se condena a Marcelino Marte y Vidal
Sánchez Ramírez, al pago de las costas civiles y penales, las
civiles, a favor del doctor Maximilién Fernando Montás Aliés,
(:cien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se
declara esta sentencia, común y oponible en todas sus
consecuencias a la Compañía de Seguros Unión de Seguros,
C. por A., por ser la entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente'; por haberlos intentado en tiempo
hábil y de acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO:
Declara buena y válida la constitución en parte civil hecha por
los señores Severino García y Ernestina Tejeda; TERCERO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Marcelino Marte,
por no haber comparecido a la audiencia, estando legalmente
citado; CUARTO: Declara al prevenido Marcelino Marte,
culpable del delito de homicidio involuntario, en la persona de
quien en vida respondía al nombre de Roberto Tejeda
(violación a la ley No. 241) y lo condena a cien pesos
(RD$100.00) de multa, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; QUINTO: Confirma en cuanto a la indemniza-
ción acordada la sentencia recurrida; SEXTO: Condena al
prevenido al pago de las costas penales; SEPTIMO: Condena
a la persona civilmente responsable al pago de las costas ci-
viles, con distracción en provecho del doctor Maximilién F.
Montás Aliés, quien afirmó haberlas avanzado en su to-
talidad; OCTAVO: Declara la presente sentencia, oponible a
la Compañía Unión de kSeguros, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de Vidal Sánchez
Ramírez y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que procede
declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el momento de
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declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los me-
dios en que los fundamentan corve lo exige, a pena de nuli.
dad. el artículo 37 de la Ley sobre Proced i miento de Casación,
por lo que se procede a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable
al prevenido Marcelino Marte y condenar l o por el delito
puesto a su cargo, dio por establecido, mediante la pon-
deració n de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa. lo siguiente: al que
el día 2 1 de miro de 1977, mientras dicho prevenido conducía
la camioneta p laca No 524 . 7502, propiedad de Vidal Sánchez
Ramírez, por la carretera que conduce a la sección de Hato
Damas, jurisdicción de San Cristóbal. atropelló a Roberto Te-
jeda. causándote la muerte. bi aue el accidente se debió a la
falta del conductor Marcelino Marte. Quien no tomo las
precauciones necesarias cara evitar el accidente ya que para
corregir un desperfecto en los camoios gel vehículo io detuvo
en una cuesta de la Via y aunque puso un calzo en una de las
ruedas, la camioneta pasó por encima del obstáculo y des-
cendió precipitadamente por la cuesta, y al caer la víctima de
la parte trasera de dicho vehículo, recibió lesiones que le
causaron la muerte;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a -qua constituyen a cargo de Marcelino Marte el delito de
haber ocasionado la muerte por imp rudencia a una persona
con la conducción de un vehículo de motor, previsto y
sancionado por el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley No. 241
del 1967. de Tránsito y Vehículos, con las penas de dos a
cinco años de prisión y multa de RDS500.00 a RD$2,000.00,
cuando con motivo del accidente resultare muerta una
persona como sucedió en la especie; que, por tanto, al
condenar al prevenid() recurrente a pagar una multa de
RDS100.00, -acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le apl icó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación:

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Vidal Sánchez Ramirez y la
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada, en
sus enOut:iones correccionales, por la Corte de Apelación de

Hzan Cristóbal, el 22 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se
a copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
rechaza el recurso de casación interpuesto contra dicha

ntencia por el prevenido Marcelino Marte y lo condena al
no de las costas penales.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

deen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburque rque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se.
notes Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.1: Miguel Jacobo.-
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San Cristóbal, el 22 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto contra dicha
sentencia por el prevenido Marcelino Marte y lo condena al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darlo Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburque rque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por tos se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
'irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los me-
dios en que los fundamentan come, lo exige, a pena de nuli-
dad. el artículo 37 de la Ley sobre Proced i miento de Casación,
por lo que se procede a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable
al prevenido Marcelino Marte y condenar l o por el delito
puesto a su cargo, dio por establecido, mediante la pon-
dcració n de ios elementos de ¡lacio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
el día 21 de lobo de 1977, mientras dicho prevenido conducía
la camioneta placa No 524 . 7502, propiedad de Vidal Sánchez
Ramírez, por ia carretera que conduce a la sección de Hato
Damas. jurisdicción de San Cristóbal. atropelló a Roberto Te-
jeda. causándole la muerte. tal Que el accidente se debió a la
falta del conductor Marcelino Marte. quien no tomo las
precauciones necesarias para evitar e/ accidente ya que para
corregir un desperfecto en ios cambios del vehículo lb detuvo
en una cuesta de la via y aunque puso un calzo en una de las
ruedas, la camioneta pasó por encima del obstáculo y des-
cendió precipitadamente por la cuesta, y al caer la víctima de
la parte trasera de dicho vehículo, recibió lesiones que le
causaron la muerte;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen a cargo de Marcelino Marte el delito de
haber ocasionado la muerte por imp rudencia a una persona
con la conducción de un vehículo de motor, previsto y
sancionado por el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley No. 241
del 1967. de Tránsito y Vehículos, con las penas de dos a
cinco años de prisión y multa de RDS500.00 a RDS2,000.00,
cuando con motivo del accidente resultare muerta una
persona. como sucedió en la especie; que, por tanto, al
condenar al prevenido recurrente a pagar una multa de
RD$100.00, 'acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que Justifique
su casación:

Poi tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Vidal Sánchez Ramirez y la Cíb.
Unió,' de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada, en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 47

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo. de fecha 23 de octubre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Salvador Puello C.S. Ing. Darío Larraury y
Alfonso Cuesta.

Abogado (s): Dr. Godofredo Rodríguez Torres.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naciona, hoy día 19 de agosto de 1983; años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia-
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto, por Salvador
Puello, dominicano, mayor de edad, cédula No. 12506, serie
2, domiciliado y residente en la calle Capotillo No. 76 de esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 23 de octubre de 1980
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el 20 de noviembre de 1980, a re-
querimiento de Salvador Puello, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación:

Visto el memorial del recurrente del 5 de abril de 1983
firmado por su abogado, Dr. Godofredo Rodríguez Torres,
dominicano, abogado, cédula No. 7483, serie 34, en el cual
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que se indican más adelnate;

Vista la Resolución dictada en fecha 18 de agosto del
corriente año 1983, por el . Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, poi
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
que se indica más adelante y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley.
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, _que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una querella presentada en fecha 28 de mayo de 1976, por
Salvador Puello, contra el ingeniero Darío Larraury, y Alfonso
Cuesta, por trabajo realizado y no pagado, (violación Ley No.
3143) la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
instancia del Distrito Nacional, dictó el 24 de febrero de 1977,
una sentencia con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero:
Declara, culpable a los nombrados Darío Larraury y Alfonso
Cuesta, inculpados de violación a la Ley No. 3143, sobre
anticipo de trabajo, en perjuicio del señor Salvador Puello, y
en consecuencia se condenan al pago de una multa de cien
Pesos IRDS100.00), a cada uno y al pago de las tostas
penales; Segundo: Declara, buena y válida la constitución en
pone civil necea 'por Salvador Puello cont ra los señores
Dono Lacraury y Alfonso Cuesta, en la forma y en cuanto al
fondo, sh condenan al pago solidario de la suma de Tres Mil
Setenticinca Pesos (RDS3,073.00), por trabajos realizados y
no pagadOs y al pago de una indemnización de Dos Mil Pesos
Oro (RDS2,000.00); como justa reparación por los daños y
perjuicios morales y materiales sufridos por dicha parte civil;
Tercero: Condena, a Darío Larraury y Alfonso Cuesta, al
pago de las costas civiles, distraídos en provecho del Dr
Víctor Souff rant, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; b) que sobre el recurso interpuesto curara dicho fallo
intervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo

'•
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 47

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 23 de octubre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Salvador Puello C.S. Mg. Darío Larraury y
Alfonso Cuesta.

Abogado (s): Dr. Godofredo Rodríguez Torres.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Norribre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naciona, hoy día 19 de agosto de 1983,' años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia -
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto, por Salvador
Puello, dominicano, mayor de edad, cédula No. 12506, serie
2, domiciliado y residente en la calle Capotillo No. 76 de esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 23 de octubre de 1980
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el 20 de noviembre de 1980, a re-
querimiento de Salvador Puello, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;
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Visto el memorial del recurrente del 5 de abril de 1983
firmado por su abogado, Dr. Godofredo Rodríguez Torres,
dominicano, abogado, cédula NO. 7483, serie 34, en el cual
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que se indican más adelnate;

Vista la Resolución dictada en fecha 18 de agosto del
corriente año 1983, por el . Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani , Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara.
Juez de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
que se indica más adelante y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley,
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, ,que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una querella presentada en fecha 28 de mayo de 1976, por
Salvador Puello, contra el ingeniero Darío Larraury, y Alfonso
Cuesta, por trabajo realizado y no pagado, (violación Ley No.
3143) la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 24 de febrero de 1977,
una sentencia con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero:
Declara, culpable a los nombrados Darío Larraury y Alfonso
Cuesta, inculpados de violación a la Ley No. 3143, sobre
anticipo de trabajo, en perjuicio del señor Salvador Puello, y
en consecuencia se condenan al pago de una multa de cien
Pesos (RDS100.001, a cada uno y al pago de las bostas
penales; Segundo: Declara, buena y válida la constituc ión en
pene civil necia por Salvador Puello contra los señores
Dono Larraury y Alfonso Cuesta, en la forma y en cuanto al
fondo, sb condenan al pago solidario de la suma de Tres Mil
Setenticinca Pesos (RDS3,075.00), por trabajos realizados y
no pagados y al pago de una indemnización de Dos Mil Pesos
Oro (RDS2,000.00). como ¡lisia reparación por los daños y
perjuicios morales y materiales sufridos por dicha parte civil;
Tercero: Condena, a Darío Larraury y Alfonso Cuesta, el
pago de las costas civiles, distraídos en provecho del Dr
Víctor Souffront, quien afirma haberlas avanzado en su to
Calidad; b) que sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo
intervino la sentencia ahora impugnada en ‘asación cuyo
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dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara,
bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto en fecha veintiuno (21) de abril de 1977, por los
'Dres. Lupo Hernández y Luis V. González, a nombre y
representación de los señores Ing. Darío Larraury y Alfonso
Cuesta, contra la sentencia de fecha veinticuatro (241 de fe-
brero de 1977, dictada por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo transcrito dice así: 'Falla: Primero: Declara,
culpable a los nombrados Darío Larraury y Alfonso Cuesta,
inculpados de violación a la Ley No. 3143, sobro anticipo de
trabajo, en perjuicio del señor Salvador Puello, y en
consecuencia se condenan al pago de una multa de Cien
Pesos Oro (RD$100.00), a cada uno y al pago de las costas
penales; Segundo: Declara, buena y válida la constitución en
parte civil hecha por Salvador Puello, contra los señores
Darío Larraury y Alfonso Cuesta, en la forma y en cuanto al
fondo, se condenan al pago solidario de la suma de Tres Mil
Setenticinco Pesos Oro (RD$3,075.00), por trabajos realiza-
dos y no pagados y al pago de u,na indemnización de Dos Mil
Pesos Oro IRDS2,000.00), como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por dicha parte
civil; Tercero: Condena, a Darío Larraury y Alfonso Cuesta,
al pago de las costas civiles, distraídas en provecho del Dr.
Victor Souffront, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad.- Por haber sido hecho conforme al plazo y demás
formalidades de la ley': SEGUNDO: En cuanto al fondo, la
Corte, obrando por propia autoridad y contrario imperio, re-
voca In todas sus partes ¡a sentencia a pelada y en
consecuencia, declara a los nombrados Ing. Darlo Larraury y
Alfonso Cuesta no cul pables de violar las disposiciones de la
Ley No. 3143 del 11 de diciembre de 1951, sobre trabajos
realizados y no pagados, por lo que se les descarga de toda
responsabilidad penal por no haber cometido los hechos que
se le imputan, y se declaran las costas penales de oficio;
TERCERO: Declara, regular y válida, en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha por el señor Salvador Puello
contra los señores Ing. Darío Larraury y Alfonso Cuesta, por
haberlo hecho conforme a la Ley, y en cuanto al fondo se
rechaza dicha constitución en parte civil por improcedente y
mal fundada; CUARTO: Condena al señor Salvador Puello al
pago de las costas civiles de la Instancia, con distracción de

las mismas en provecho de los abogados Luis Vílchez
Gonzá l ez, y Lupo Hernández Rueda, quienes afirman ha
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando. que en su memorial de casación, el
recurrente propone los siguientes medios: Primer Medio:
Violac i ón por inobservancia del artículo 23 inciso Sto. de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio:
Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
reun i dos el recurrente alega en síntesis, que la sentencia
impugnada fue dictada en dispositivo; y que no contiene mo
tivos; por lo que carece de base legal;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar no cul.
pables y descargar de responsabilidad penal al Ing Darío
Larraury y a Alfonso Cuesta, del delito de trabajo realizado y
no pagado, se limitó a dictar el fallo impugnado en dis-
positivo; por lo que carece en absoluto de una exposición de
hechos que permita verificar si la ley ha sido o no bien aplica-
da e igualmente carece de motivos suficientes y pertinentes
para justificar su dispositivo; por todo lo cual procede casar la
sentencia impugnada por falta de motivos y de base legal;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por falta
de motivos y de base legal, las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales el 23 de octubre de 1980, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente Jallo; y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal;
Segundo: Compensa las costas civiles entre Lis partes,
°cuate las periak-is (le Of ;CW1.-

0' IHMADOS/: Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal-
caber.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.. Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S - Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General -

La presente sentencia ha sido dad. , y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del dia, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.•
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dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara,
'bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto en fecha veintiuno 121/ de abril de 1977, por los
'Dres. Lupo Hernández y Luis V. González, a nombre y
representación de los señores Ing. Darío Larraury y Alfonso
Cuesta, contra la sentencia de fecha veinticuatro (24) de fe-
brero de 1977, dictada por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo transcrito dice así: 'Falla: Primero: Declara,
culpable a los nombrados Darío Larraury y Alfonso Cuesta,
inculpados de violación a la Ley No. 3143, sobre anticipo de
trabajo, en perjuicio del señor Salvador Puello, y en
consecuencia se condenan al pago de una multa de Cien
Pesos Oro (RDS100.00), a cada uno y al pago de las costas
penales; Segundo: Declara, buena y válida la constitución en
parte civil hecha por Salvador Puello, contra los señores
Darío Larraury y Alfonso Cuesta, en la forma y en cuanto al
fondo, se condenan al pago solidario de la suma de Tres Mil
Setenticinco Pesos Oro (RDS3,075.00), por trabajos realiza-
dos y no pagados y al pago de una indemnización de Dos Mil
Pesos Oro (RDS2,000.00), como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por dicha parte
civil; Tercero: Condena, a Darío Larraury y Alfonso Cuesta,
al pago de las costas civiles, distraídas en provecho del Dr.
Víctor Souffront, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad.- Por haber sido hecho conforme al plazo y demás
formalidades de la ley '; SEGUNDO: En cuanto al fondo, la
Corte, obrando por propia autoridad y contrario imperio, re-
voca In todas sus panes la sentencia apelada y en
consecuencia, declara a los nombrados Ing, Darío Larraury y
Alfonso Cuesta no culpables de violar las disposiciones de la
Ley No. 3143 del 11 de diciembre de 1951, sobre trabajos
realizados y no pagados, por lo que se les descarga de toda
responsabilidad penal por no haber cometido los hechos que
se le imputan, y se declaran las costas penales de oficio;
TERCERO: Declara, regular y válida, en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha por el señor Salvador Puello
contra los señores Ing. Darío Larraury y Alfonso Cuesta, por
haberle, hecho conforme a la Ley, y en cuanto al fondo se
rechaza dicha constitución en parte civil por imp rocedente y
mal fundada; CUARTO: Condena al señor Salvador Puello al
pago de las costas civiles de la Instancia, con distracción de
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las mismas en provecho de los abogados Luis Vílchez
González, y Lupo Hernández Rueda, quienes afirman ha
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando. que en su memorial de casación, el
recurrente propone los siguientes medios: Primer Medio:
Violación por inobservancia del artículo 23 inciso Sto. de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio.
Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
reunidos el recurrente alega en síntesis, que la sentencia
impugnada fue dictada en dispositivo; y que no contiene mo
tivos; por lo que carece de base legal;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar no cul-
pables y descargar de responsabilidad penal al Ing Darío
Larraury y a Alfonso Cuesta, del delito de trabajo realizado y
no pagado, se limitó a dictar el fallo impugnado en dis-
positivo; por lo que carece en absoluto de una exposición de
hechos que permita verificar si la ley ha sido o no bien aplica-
da e igualmente carece de motivos suficientes y pertinentes
para justificar su dispositivo; por todo lo cual procede casar la
sentencia impugnada por falta de motivos y de base legal;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por falta
de motivosy de base legal, las costas pueden ser com-

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales el 23 de octubre de 1980, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal;
Segundo: Compensa las costas civiles enrre Ida parleS, v

lb-v.10 1 0 las DenaltiS (le Olk:in.-
lFlHMAÜÚSl: Manuel O. Bergés Chupani.- Darío El :al-

cacer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrara Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General -

La presente sentencia ha sido dad• . y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia Pública. del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F00.): Miguel Jacobo..



SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 48

Sentencia	 impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 23 de ma yo de 1979.

Materia: Correccional:

Recurrente (s): Víctor Abréu Ortiz, Supermercado Naco,
C. por A., y American Home Assurance Company.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Víctor
Abréu Ortiz, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado
en la casa No. 39.de la calle "G" del ensanche San Geróivino,
de esta ciudad, cédu la No 16962, serie 50; Supermercado
Naco, C. por A., oomiciliado en la avenida Tiradentes y la
American Hóme Assurance Company, domiciliada en la
avenida John F. Kennedy esq. a la avenida Lope de Vega, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación dé Santo Domingo.
el 23 de mayo de 1979, cuyó , dispositivo se copia más
adelante;	 •	 •

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en le

Secretaría de la Corte a-qua, el 5 de junio de 1979 a re
querimiento del abogado Dr. Carlos Rafael Rodríguez, er

representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F.E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
de Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; y 1, 37 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en
fecha 25 de abril de 1978, en sus atribuciones correccionales,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válidos, en cuanto a. la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos a) po r el Dr. Rafael A. Vidal Espinosa, a nombre
de l coprevenido Agustín Núñez Abréu M., en fecha 4 de
mayo de 1978, bi por el Dr. Carlos R. Rodríguez, a nombre de
Víctor A. Abréu Ortiz, prevenido y la Cía. de Seguros America
Home Assurance, representanda por American International
Underwriters Santo Domingo, S.A., y el Supermercado
Naco. C. por A., en fecha 3 de mayo de 1978, contra sen-
tencia dictada por la Eta. Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el día 25 de abril de
1978, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
pronuncia el defecto en contra de los nombrados Víctor A.
Abréu Ortiz y Agustín Núñez Mota, por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante haber sido legalmente ci-
tados; Segundo: Se declaran a los nombrados Víctor A.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1983 No. 48

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 23 de mayo de 1979.	 ,

Materia: Correccional.'

Recurrente (s): Víctor Abréu Ortiz, Supermercado Naco,
C. por A., y American Home Assurance Company.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente: Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Víctor
Abréu Ortiz, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado
en la casa No. 39'de la calle "G" del ensanche San Gerónimo,
de esta ciudad, cédula No 16962, serie 50; Supermercado
Naco, C. por A., oomiciliado en la avenida Tiradentes y la
American Home Assurance Company, domiciliada en la
avenida John F. Kennedy esq. a la avenida Lope de Vega, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación dé Santo Domingo,
el 23 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se copia más
adelante;	 •

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en le

Secretaría de la Corte a-qua, el 5 de junio de 1979 a re
querimiento del abogado Dr. Carlos Rafael Rodríguez, er

representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F.E. Ravelo
de la Fuente. Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
de Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; y 1, 37 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en
fecha 25 de abril de 1978, en sus atribuciones correccionales,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos a) por el Dr. Rafael A. Vidal Espinosa, a nombre
de l coprevenido Agustín Núñez Abréu M., en fecha 4 de
mayo de 1978, 1)1 por el Dr. Carlos R. Rodríguez, a nombre de
Víctor A. Abréu Ortiz, prevenido y la Cía. de Seguros America
Home Assurance, representanda por American International
Underwriters Santo Domingo, S.A., y el Supermercado
Naco. C. por A., en fecha 3 de mayo de 1978, contra sen- •
tencia dictada por la 6ta. Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el día 25 de abril de
1978, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
pronuncia el defecto en contra de los nombrados Víctor A.
Abreu Ortiz y Agustín Núñez Mota, por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante haber sido legalmente ci-
tados; Segundo: Se declaran a los nombrados Víctor A,
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Ab reu O rtiz y Agustin Núñez Mota, culpables de violar la Ley
No. 241, en perjuicio de Portifiro Lara Villanueva y Agustín
Núñez Mota. y en consecuencia condena por existir con-
currencia de faltas en ambos prevenidos al pago de una multa
de Cien Pesos Oro I RDS100.00) y costas c/u. acogiendo en su
lavor circunstancias atenuantes; Tercero: Se declara buena
y válida la constitución en parte civil intentada por Porfirio
Lara Villanueva. en contra de Víctor A. Abreu. y al Super-
mercado Naco. C. por A., por haberla hecho dentro o de
acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia se

y
condena a Víctor A. Abreu Ortiz y al Supermercado Naco,
C por A., solida r iamente, al pago de una indemnización de
Doce Mil Pesos Oro (RDS12,000.00) como justa reparación
por los daños morales y materiales ocasionádoles a dicha
parle civil con el accidente más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a título de indemnización
complementaria, a partir de la demanda en justicia (fechal, asi
como al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas, en provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernández y
Luz Neftis Duquela Martínez de Díaz, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se ordena que la
sentencia le sea común y oponible a la Compañía American
Home Assurance Co. representada en el país por American
I nternational Underwriters (Santo Domingo), C. por A., por
ser la entidad aseguradora del vehiuclo que ocasionó dicho
accidente; Se rechazan las conclusiones de la defensa y la
Compañia Ame rican Home Assurance Co. por imprecendete
y mal fundada'; por haber sido hechos de acuerdo a la Ley;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto del prevenido Agustín
Núñez Mota, quien estando legalmente citado, no ha
comparec i do; TERCERO: Confirma en todos sus asoectos la
sentencia recog ido por haber sido diciaiia cnniorrna s
derecho CUARTO Ordena que esta sentencia le sea común
y oponible a la Cía asegu r adora American Home Assurance,
representada en el país por la American International Un-
derwriters. en virtud del art. 10 mod. de la Ley No. 4117:
QUINTO: Condena a los prevenidos al pago de las costas
penales v al Supermercado Naco, C. por A., persona ci-
vilmente responsable puesta en causa, al pago de las civiles
en provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Neftis
Duquela M. de Diaz. quienes afirman haberlas avanzado er
S:: totalidad".

Considerando, en cuanto a los recursos del Supermercado
Naco, puesto en causa como civilmente responsable y la
American Home Assurance Company, puesta en causa como
entidad aseguradora, que procede declarar la nulidad de los
mismos ya que ni el momento de declarar sus recursos ni
posteriormente han expuesto los medios en que los fun-
damentan como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se procede
a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido Víctor Abreu Ortiz del delito puesto a su cargo, y
fallar como lo hizo mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido lo siguiente: a) que en horas de la
noche del 9 de marzo de 1977, mientras el prevenido con-
ducía la camioneta placa No. 507-227, propiedad del
Supermercado Naco, C. por A., asegurado con Póliza de la
American Home Assurance Company, No. 64-6839, de Norte
a Sur por la avenida Central de esta ciudad, al llegar a la calle
Heriberto Peter, chocó con la motocarga, placa No. 80033,
conducida por su propietario Agustín Núñez Abreu M.,
resultando Porfirio Lara Villanueva, que iba en el montacarga
con una lesión permanente y el vehículo con desperfectos; b)
que el accidente se debió a la imprudencia de ambos con-
ductores quienes transitaban a una velocidad no permitida en
el lugar en que ocurrió el accidente y por no detenerse a la
intersección de ambas vías;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, ocasionados con la conducción de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de Tránsi-
to y Vehículos, y sancionado por la letra (d) con las penas de
nueve meses a tres años de prisión y multa de RDS200.00 a
RDS700.00. si los golpes y heridas ocasionaren a la víctima
una lesión permanente, como ocurrió en la especie; que al
condenar al prevenido recurrente al pago de una multa de
RDS100.00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a
qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido había causado a Porfirio
tara Villanueva, constituido en parte civil, daños y perjuicios,
materiales y morales que evaluó en la suma de RDS12,000.00;
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Ab reu O rtiz y Agustín Núñez Mota, culpables de violar la Ley
No. 241, en perjuicio de Ponifiro Lara Villanueva y Agustín
Núñez Mota. y en consecuencia condena por existir con-
currencia de faltas en ambos prevenidos al pago de una multa
de Cien Pesos Oro I P05100.00) y costas c/u. acogiendo en su
lavor circunstancias atenuantes; Tercero: Se declara buena
y válida la constitución en parte civil intentada por Porfirio
Lara Vilianueva. en contra de Víctor A. Abréu, y al Super-
mercado Naco. C. por A., por haberla hecho dentro o de
acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia se
condena a Víctor A. Abréu Ortiz y al Supermercado Naco.
C pul- A., solida r iamente, al pago de una indemnización de
Doce Mit Pesos Oro (ROS12,000.00) como justa reparación
por los daños morales y materiales ocasionádoles a dicha
pene civil con el accidente más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a título de indemnización
complementaria, a partir de la demanda en justicia (lechal, así
como al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas, en provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernández y
Luz Neftis Duquela Martínez de Díaz, quienes afirman ha-
berles avanzado en su totalidad; Cuarto: Se ordena que la
sentencia le sea común y oponible a la Compañía American
Home Assurance Co. representada en el país por American
I nternational Underwriters (Santo Domingo), C. por A., por
ser la entidad aseguradora del vehiuclo que ocasionó dicho
accidente: Se rechazan las conclusiones de la defensa y la
Compañía American Home Assurance Co. por imprecendete
y mal fundada'; por haber sido hechos de acuerdo a la Ley;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto del prevenido Agustín
Núñez Mota, quien estando legalmente citado, no ha
comparec i do; TERCERO: Confirma en todos sus as pectos la
senlencia recu r rida por haber sido dictada conforma s
derecho CUARTO Ordena que esta sentencia le sea común

oponible a la Cía asegu r adora American Home Assurance,
representada en el país por la American Iniernational Un-
derwriters. en virtud del art. 10 mod. de la Ley No. 4117:
QUINTO: Condena a los prevenidos al pago de las costas
penales y al Supe rmercado Naco, C. por A., persona ci-
vilmente responsable puesta en causa, al pago de las civiles
en provecho de los Dres. Néstor Diaz Fernández y Luz Neftis
Duquela M. de Díaz. quienes afirman haberlas avanzado er
SI: totalidad"•
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Considerando, en cuanto a los recursos del Supermercado
Naco, puesto en causa como civilmente responsable y la
American Home Assurance Company, puesta en causa como
entidad aseguradora, que procede declarar la nulidad de los
mismos ya que ni el momento de declarar sus recursos ni
posteriormente han expuesto los medios en que los fun-
damentan como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la
ey sobre Procedimiento de Casación, por lo que se procede

a examinar el recurso del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al

prevenido Víctor Abréu Ortiz del delito puesto a su cargo, y
rallar como lo hizo mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio POr establecido lo siguiente: a) que en horas de la
noche del 9 de marzo de 1977, mientras el prevenido con-
ducía la camioneta placa No. 507-227, propiedad del
Supermercado Naco, C. por A., asegurado con Póliza de la
American Home Assurance Company, No. 64-6839, de Norte
a Sur por la avenida Central de esta ciudad, al llegar a la calle
Heriberto Peter. chocó con la motocarga, placa No. 80033,
conducida por su propietario Agustín Núñez Abréu M.,
resultando Porfirio Lara Villanueva, que iba en el montacarga
con una lesión permanente y el vehículo con desperfectos; b)•

- que el accidente se debió a la imprudencia de ambos con-
, ductores quienes transitaban a una velocidad no permitida en
el lugar en que ocurrió el accidente y por no detenerse a la
Intersección de ambas vías;

•
Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte

a-qua constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, ocasionados con la conducción de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de Tránsi-
to y Vehículos, y sancionado por la letra (d) con las penas de
nueve meses a tres años de prisión y multa de RDS200.00 a
RDS700.00. si los golpes y heridas ocasionaren a la víctima
una lesión permanente, como ocurrió en la especie; que al
condenar al prevenido recurrente al pago de una multa de
RDS100.00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido había causado a Porfirio
Lara Villanueva, constituido en parte civil, daños y perjuicios,
materiales y morales que evaluó en la suma de RDS12,000.00;

•
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que al condenar al prevenido recurrente, Victor Abréu Ortiz,
solidariamente con el Supermercado Naco, C. por A., propie-
tario del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de esa
suma, más los intereses legales a panir de la demanda, a tí.
lu l o de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de lOs artículos 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno, en cuanto
concierne al interés del prevenido recurrente, que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por el Supermercado Naco, C. por A.,
y la American Home Assurance Company, contra la sen-
tencia dictada por la Co rte de Apelacion de Santo Domingo,
el 23 de mayo de 1919. en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto
contra la misma sentencia por Víctor Abréu Ortiz y lo con-
dena al pago de las costas penales.

1F IRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cacer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 49

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Da,
bajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago. de fecha 3 de
mayo de 1982.

Materia: Laboral.

Recurrente (s): Crespo y Rodríguez. C. por A

Abogado (s): Dr. Otto Carlos González Méndez y Dr Luis A.
Bircann Rojas.

Recurrido (s): Manuel Martínez.

Abogado (s): Dr. Ramón Antonio Veras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la.República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secre ario General, en la Sala donde ceiebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 22 de agosto del 1983, años 140' c16
la Independencia f 121 de la Restauración, dicta en audiencia
Pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Crespo y Ro-
dríguez, C. por A., domiciliada en Santiago de los Caballeros.
contra la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comercial y
de Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus
atribuciones laborales, el 3 de mayo de 1982, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura de' rol;
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que al condenar al prevenido recurrente, Víctor Abréu Ortiz,
solidariamente con el Supermercado Naco, C. por A., propie-
tario del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de esa
suma, más los intereses legales a partir de la demanda, a tí-
tu lo de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno, en cuanto
concierne al interés del prevenido recurrente, que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos ros recursos de
casación interpuestos por el Supermercado Naco. C. por A.,
y la American Home Assurance Company, contra la sen-
tencia dictada por la Co rte de Apelacion de Santo Domingo,_
el 23 de mayo de 1979, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto
contra ia misma sentencia por Víctor Abréu Ortiz y lo con-
dena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS,: Manuel D. Urges Chupani.- Darío Bal-
cacer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
L uis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Pilen() Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. ( P DO.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 49

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 3 de
mayo de 1982.

Materia: Laboral.

Recurrente (s): Crespo y Rodriguez. C. por A

Abogado (s): Dr. Otto Carlos González Méndez y Dr Luis A.
Bircann Rojas.

Recurrido (s): Manuel Martínez.

Abogado (s): Dr. Ramón Antonio Veras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre dé la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel 0. 8ergés
Chupani, Presidente; Darío 8alcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secre ario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia í 121 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuei:to por Crespo y Ro-
dríguez, C. por A., domiciliada en Santiago de los Caballeros,
contra la sentencia dictada por la Cámara Civil , Comercial y
de Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus
atribuciones laborales, el 3 de mayo de 1982, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en ta lectura de' rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Otto Carlos
González Méndez. en representación del Dr. Luis A. Bircann
Rojas, cédula No. 43324, serie 31, abogado de la recurrente,

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado de
la recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, el 7 de julio de 1982, en el cual se proponen
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del 22 de julio de 1982 suscri-

to por el Dr. Ramón Antonio Veras, cédula No. 52546. serie
31, abogado del recurrido que es Manue l Martínez,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 11712, serie
37, domiciliado en la ciudad de Santiago de los Caballeros;

• Visto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre•
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Luis Víctor García de Peña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell•
berado, y visto el texto legal invocado por el recurrente en su
memorial que se indica más adelante; y los artículos 1. 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada. y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de una demanda en re lación con una reclamación
laboral que no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del municipio de Santiago dictó el 29 de enero del 1982
una sentencia cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO.
Se declara justificado el despido operado por la Compañía
Crespo y Rodríguez, C. por A., en la persona del señor
Manuel Martínez, y en consecuencia se rechaza la presente
demanda por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Se
condena al señor Manuel Martínez al pago de las costas del
procedimiento, en favor del Dr. Luis A. Bircann Rojas y de la
Licda. Miguelina Almonte, quienes afirman estarlas avan
zando en su mayor parte; b) que sobre el recurso de
apelación interpuesto contra esta última sentencia por el
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actual recurrido intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Renca el detecto
contra la Compañía Crespo y Rodríguez. C. por A.;
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y actuando por
contrario imperio, acoge la demanda laboral de fecha 26 de
febrero de 1982, de Manuel Martínez, contra la Compañia
Crespo y Rodríguez, C. por A.; TERCERO: En su
consecuencia condena a la Compañia Crespo y Rodríguez,
C. por A., a pagar, por despido no justificado, al trabajador
Manuel Martínez, los siguientes valores: a) 24 días de prea-
viso, RDS218.16; 165 días de cesantía, RD51,499.85; c) 12 días
de vacaciones RDS109.08; d) Proporción de regalía pascual;
RDS66.67, por bonificación R0566.67, por indemnización
Procesal; RDS600.00; CUARTO: Condena a la Crespo y Ro-
dríguez, C. por A., parte sucumbiente. al  pago de las costas,
ordenando la distracción en provecho del Dr. Ramón Antonio
Veras, abogado que afirmó estarlas avanzando en su mayor
parte;

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes mediot de casación; Primer Medio: Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por
ausencia total de exposición de los puntos de hecho y de
derecho y de los fundamentos del dispositivo; Segundo Me-
dio: Ausencia de motivación;

Considerando, que en sus dos medios de casación, reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia impugnada sólo se expresa que el 29 de enero del
1982, el Juzgado de Paz de Trabajo del Municipio de San-
tiago dictó una sentencia declarando justificado el despido
operado por Crespo y Rodríguez, C. por A., contra Manuel
Martínez y rechazó, en consecuencia, la demanda de éste por
la cual reclamaba indemnizaciones laborales, y que de los
hechos y documentos de la causa (sin señalarlos) no se esta-
bleció la justificación del despido; todo esto frente a una
sentencia sólidamente motivada del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del municipio de Santiago, en donde se precisa el
fundamento del despido, o sea que Manuel Martínez des-
cuidaba el valioso camión que se le confiaba como chofer de
la empresa, permitiendo que su hijo lo usara, aun sin tener
licencia, y dando lugar a que ocurriera un accidente que le
costó ata empresa unos RD$2,200.00 para la reparación del
camión. y en otra ocasión lo dejó abandonardo en Licey y lo
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actual recurrido intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto
contra la Compañía Crespo y Rodríguez. C. por A.:
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y actuando por
contrario imperio, acoge la demanda laboral de fecha 26 de
febrero de 1982, de Manuel Martínez, contra la Compañia
Crespo y Rodríguez, C. por A.; TERCERO: En su
consecuencia condena a la Compañia Crespo y Rodríguez,
C. por A., a papar, por despido no justificado. al  trabajador
Manuel Martínez. los siguientes valores: a) 24 días de prea-
viso, RD5218.16; 165 días de cesantía, RD11,499.85; c) 12 días
de vacaciones RDS109.08; d) Proporción de regalía pascual;
RD566.67, por bonificación RD566.67, por indemnización
procesal; RDS600.00; CUARTO: Condena a la Crespo Y Ro-
dríguez, C. por A., parte sucumbiente. al pago de las costas,
ordenando la distracción en provecho del Dr. Ramón Antonio
Veras, abogado que afirmó estarlas avanzando en su mayor
parte;

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes medids de casación; Primer Medio: Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por
ausencia total de exposición de los puntos de hecho y de
derecho y de los fundamentos del dispositivo; Segundo Me-
dio: Ausencia de motivación;

Considerando, que en sus dos medios de casación, reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia impugnada sólo se expresa que el 29 de enero del
1982, el Juzgado de Paz de Trabajo del Municip io de San-
tiago dictó una sentencia declarando justificado el despido
operado por Crespo y Rodríguez, C. por A.. contra Manuel
Martínez y rechazó, en consecuercia, la demanda de éste por
la cual reclamaba indemnizaciones laborales, y que de los
hechos y documentos de la causa (sin señalarlos) no se esta-
bleció la justificación del despido; todo esto frente a una
sentencia sólidamente motivada del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del municipio de Santiago, en donde se precisa el
fundamento del despido, o sea que Manuel Martínez des-
cuidaba el valioso camión que se le confiaba como chofer de
la empresa, permitiendo que su hijo lo usara, aun sin tener
licencia, y dando lugar a que ocurriera un accidente que le
costó a la empresa unos RDS2,200.00 para la reparación del
camión, v en otra ocasión lo dejó abandonardo en Licey y lo

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Otto Carlos
González Méndez. en representación del Dr. Luis A. Bircann
Rojas, cédula No. 43324, serie 31, abogado de la recurrente,

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado de
la recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, el 7 de julio de 1982, en el cual se proponen
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del 22 de julio de 1982, suscri-
to por el Dr. Ramón Antonio Veras, cédula No. 52546, serie
31, abogado del recurrido que es Manuel Martínez,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 11712, serie
37, domiciliado en la ciudad de Santiago de los Caballeros:

• Visto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani. Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Luis Víctor García de Peña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell
berado, y visto el texto legal invocado por el recurrente en su
memorial que se indica más adelante; y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada. y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de una demanda en re lación con una reclamación
laboral que no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del municipio de Santiago dictó el 29 de enero del 1982
una sentencia cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO.
Se declara justificado el despido operado por la Compañía
Crespo y Rodríguez, C. por A., en la persona del señor
Manuel Martínez, y en consecuencia se rechaza la presente
demanda por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Se
condena al señor Manuel Martínez al pago de las costas del
procedimiento, en favor del Dr. Luis A. Bircann Rojas y de la
Licda. Miguelina Almonte, quienes afirman estarlas avan
zando en su mayor parte; b) que sobre el recurso de
apelación interpuesto contra esta última sentencia por el
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usó también para hacerle una mudanza a un amigo; que la
sentencia impugnada contiene una motivación falsa cuando
se aduce que la carta comunicando el despido no podía servil
de prueba de la justificación del mismo, cuando el Juzgado
de Paz no se basó en dicha carta sino en las propias
declaraciones del demandante y de los testigos;

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impugnada
se expresa al respecto lo siguiente: "que examinados los
hechos y documentos de la causa y que constan en el ex•
pediente, resulta, a juicio de esta Cámara, que, con.
trariamente a lo alegado ante el Juzgado de Paz a-quo. y ad
mitido por éste, no se ha establecido la existencia apelada.
acogiendo la demanda del trabajador Manuel Martínez. y
condenar a la compañía al pago de las prestaciones
legales; que ciertamente la carta de fecha 25 de enero de
1980, enviada por la Crespo. y Rodríguez, C. por A . a la
Oficina de Trabajo de esta ciudad, sin justificar los medios
legales admisibles la verosimilitud de lo afirmado, no podría
servir, en derecho, para considerar, como erróneamente lo
hizo el Juzgado de Paz a-quo. que el despido del trabajador
Manuel Martínez fue justificado";

Considerando, que lo expuesto precedentemente pone de
manifiesto que la sentencia impugnada, no contiene motivos ,
suficientes y pertinentes, ni una relación completa de los
hechos de la causa lo que era obligación del Juez sobre todo
en el presente caso en que se revoca el fallo del Juez del
Primer Grado, que permitan a la Suprema corte de Justicia.
verificar que en dicho fallo se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; por lo que la referida sentencia debe ser
casada;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia es
casada por falta de motivos las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada poi
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Cir
cunscripción del Distrito Judicial de Santiago. el 3 de mayo
de 1982, en sus atribucines laborales, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicial de Santiago, en las mismas atribuciones Segundo:
Compensa las costas entre las partes;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Coicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
; la.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, nue
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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usó también para hacerle una mudanza a un amigo: que la
sentencia impugnada contiene una motivación falsa cuando
se aduce que la carta comunicando el despido no podía servir
de prueba de la justificación del mismo, cuando el Juzgado
de Paz no se basó en dicha carta sino en las propias
declaraciones del demandante y de los testigos;

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impugnada
se expresa al respecto lo siguiente: "que examinados los
hechos y documentos de la causa y que constan en e l ex
pediente, resulta, a juicio de esta Cámara, que, con
trariamente a lo alegado ante el Juzgado de Paz a-quo, y ad
mitido por éste, no se ha establecido la existencia apelada.
acogiendo la demanda del trabajador Manuel Martínez. y
condenar a la compañía al pago de las prestaciones
legales; que ciertamente la carta de fecha 25 de enero de
1980, enviada por la Crespo y Rodríguez, C. por A . a la
Oficina de Trabajo de esta ciudad, sin justificar los medios
legales admisibles la verosimilitud de lo afirmado, no podría
servir, en derecho, para considerar, como erróneamente lo
hizo el Juzgado de Paz a-quo. que el despido del trabajador
Manuel Martínez fue justificado";

Considerando, que lo expuesto precedentemente pone de
manifiesto que la sentencia impugnada, no contiene motivos
suficientes y pertinentes, ni una relación completa de los
hechos de la causa lo que era obligación del Juez sobre todo
en el presente caso en que se revoca el fallo del Juez del
Primer Grado, que permitan a la Suprema corte de Justicia.
verificar que en dicho fallo se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; por lo que la referida sentencia debe ser
casada;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia es
casada por falta de motivos las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Cir
cunscripción del Distrito Judicial de Santiago, el 3 de mayo
de 1982, en sus atribucines laborales, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicial de Santiago, en las mismas atribuciones . Segundo:
Compensa las costas entre las partes;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Dario Bah
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, aue
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 50

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del D. J. de Puerto Plata, de fecha 10 de
julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Danilo de la Cruz Metz, la Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., y Facundo Gómez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Caere,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Danilo de
la Cruz Metz, dominicano, mayor de edad, casado, chofer.
cédula No. 67211, serie 31, domiciliado y residente en la casa
No. 14 de la calle 5, de la ciudad de Santiago; la Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., domiciliada en la ave-
nida Abraham Lincoln de esta ciudad y Facundo Gómez,
dominicano, mayor de edad, soltero, empleado, cédula No.
59059. serie 31 , domiciliado y residente en la Cruz de San-
tiago, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata el 10 de julio de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
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Oído el dcitamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua de fecha 11 de julio de 1978, a
requerimiento del abog.ado Lic. José Cristóbal Cepeda, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 19 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente do la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 do 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 97 y 52 de la Ley No. 241. de)
1967, de Tránsito y Vehículos, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales el Juzgado de Paz del municipio de
Puerto Plata, dictó en fecha 9 de marzo de 1977, en sus atri-
buciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; y b) que sobre el recurso interpuesto
contra dicho fallo intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por .el Dr. Gabriel Imbert
Román, en representación de Danilo de la Cruz Metz,
Facundo Gómez y la Compañía Dominicana de Teléfonos,
C. por A., contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del
municipio de Puerto Plata, en fecha 9 del mes de marzo de
1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se descarga
al nombrado Pablo T Brugal, de generales anotadas, que
constan en el expediente, por no haber violado ninguna de las
partes de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 60

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del D. J. de Puerto Plata, de fecha 10 de
julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Danilo de la Cruz Metz, la Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., y Facundo Gómez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, *I,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville. Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Califa.
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Danilo de
la Cruz Metz, dominicano, mayor de edad, casado, chofer.
cédula No. 67211, serie 31, domiciliado y residente en la casa
No. 14 de la calle 5, de la ciudad de Santiago; la Compañia
Dominicana de Teléfonos, C. por A., domiciliada en la ave-
nida Abraham Lincoln de esta ciudad y Facundo Gómez,
dominicano, mayor de edad, soltero, empleado, cédula No.
59059, serie 31, domiciliado y residente en la Cruz de San-
tiago, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata el 10 de julio de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
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Oído el dcitamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua de fecha 11 de julio de 1978, a
requerimiento del abogeado Lic. José Cristóbal Cepeda, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 19 del mes de agosto del
corriente año 1983 por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 97 y 52 de la Ley No. 241. del
1967, de Tránsito y Vehículos, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que ninguna persona resultó con
lesiones corporales el Juzgado de Paz del municipio de
Puerto Plata, dictó en fecha 9 de marzo de 1977, en sus atri-
buciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; y b) que sobre el recurso interpuesto
contra dicho fallo intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por -el Dr. Gabriel lmbert
Román, en representación de Danilo de la Cruz Metz,
Facundo Gómez y la Compañía Dominicana de Teléfonos,
C. por A., contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del
municipio de Puerto Plata, en fecha 9 del mes de marzo de
1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se descarga
al nombrado Pablo T Brugal, de generales anotadas, que
constan en el expediente, por no haber violado ninguna de las
Partes de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos
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de Motor y resoluciones Nos. 18-73 sobra Tránsito Terrestre;
Segundo: Se declara al nombrado Danilo de la Cruz Metz, de
generales anotadas que constan en el expediente de violación
a los artículos 49 inciso "A", 61 y 97 de la Ley No. 241 de
1367, sobre Tránsito de Vehículos de Motor y en
consecuencia y acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes se condena al pago de • una multa de RD$5.00
(Cinco Pesos Oro); Tercero: En cuanto a la constitución en
parte civil hecha por el señor Facundo Gómez, interpuesta
por medio de su abogado y apoderado especial, Lic. José
Cristóbal Cepeda, se acoge buena y válida en cuanto a la
forma, por ser hecha de acuerdo con postulado del artículo 3
del Código de Procedimiento Civil y en cuanto al fondo se
rechaza por improcedente y mal fundada; Cuarto: Se
condena al señor Facundo Gómez al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas en favor del Lic. Julio
Benoit, por haber afirmado en audiencia estarlas avanzando
en su totalidad; Quinto: En cuanto a la constitución en parte
civil del señor Pablo T. Brugal, interpuesta por mediación de
su abogado y apoderado especial Dr. Gabriel Imbert Romín,
se acoge como buena y válida, tanto en la forma como en el
fondo, por ser hecha de acuerdo con el resultado del articulo
3 del Código de Procedimiento Civil. En cuanto a la forma y
en cuanto al fondo por reposar sobre bases legales bien
fundadas; Sexto: Se condena a la Compañía Dominicana de
Teléfonos, C. por A., (Codetel), a pagarle al señor Pablo T.
Brugal la suma de RDS8,000.00 pesos por los daños y per-
juicios materiales sufridos por éste con motivo de dicho acci-
dente; Séptimo: Se condena a la Compañía Dominicana de
Teléfonos, C. por A., (Codetel), al pago de los intereses
legales de dicha suma a partir del día de la demanda en
justicia a título de indemnización supletoria; Octavo: Se
condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
ICodetell, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en favor del Dr. Gabriel Imbert Román, por haber afir-
mado en audiencia estarlas avanzando en su totalidad; No-
veno: Se condena al señor Danilo de la Cruz Metz al pago de
las costas penales del proceso, por haberlo hecho en tiempo
hábil'; SEGUNDO: En cuanto al fondo se confirma la sen-
tencia recurrida en todas sus partes, pronunciadas por el
Juzgado de Paz del municipio de Puerto Plata; TERCERO:
Declara buena y válida, en cuanto a la forma, la constitución

en parte civil hecha por Facundo Gómez por medio de su abo-
gado. Lic. José Cristóbal Cepeda, contra Pablo T. Brugal y
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en cuanto al
fondo se rechaza por improcedente y mal	 fundada;
CUA RTO : Se condena a Facundo Gómez al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en favor del Dr
Gabriel Imbert Román quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de la Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., puesta en causa como
civilmente responsable y Facundo Gómez, parte civil, contra
uno de los preven idos, que procede declarar la nulidad de los
mismos ya que ni en el momento de declarar sus recursos ni
posteriormente han expuesto los medios en que los fun-
damentan, como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se proce-
de a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Cone a-qua para condenar al pre-
venido Danilo de la Cruz Metz, por el delito puesto a su cargo
y fallar como lo hizo dio por establecido, mediante la pon-
aeración de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: al que
a las 12 y cuarto del 27 de diciembre del 1976, mientras el pre-
venido, Danilo de la Cruz Metz, conducía el camión placa No.
530-976, propiedad de la Compañía Dominicana de Telé-
fonos, C. por A., de Norte a Sur,por la avenida 27 de Febrero,
de la ciudad de Puerto Plata, chocó con el automóvil placa
No. 800-951, propiedad de Pablo T Brugal,.que transitaba de
Oeste a Este por la calle Beber, resultando este vehículo con -
desperfectos; b) que el accidente se debió a ra falta exclusiva
del conductor De la Cruz Metz al 14 detenerse en la in-
tersección de ambas vías a pesar de existir allí una señal de
Parada irrumpiendo en la c:lle Beller sin cerciorarse si en ese
momento venía por esa vía algún vehículo;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de no detenerse en presencia de
una señal de parada antes de proseguir la marcha; previsto
por el artículo 77 (le la Ley No. 241 del 1977. de Tránsito y
Vehículos y sancionado por el articulo 100 de la misma LeV
con multa no menor de RDSS 00 ni ma y a. oe RDs25 00 ave
por consiguiente, al condenar al prevenido De 4	 Ve::: 4!
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de Motor y resoluciones Nos. 18-73 sobra Tránsito Terrestre;
Segundo: Se declara al nombrado Danilo de la Cruz Metz. de
generales anotadas que constan en el expediente de violación
a los artículos 49 inciso "A", 61 y 97 de la Ley No. 241 de
1367. sobre Tránsito de Vehículos de Motor y en
consecuencia y acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes se condena al pago de • una multa de RDS5.00
(Cinco Pesos Oro); Tercero: En cuanto a la constitución en
parte civil hecha por el señor Facundo Gómez, interpuesta
por medio de su abogado y apoderado especial, Lic. José
Cristóbal Cepeda, se acoge buena y válida en cuanto a la
forma, por ser hecha de acuerdo con postulado del artículo 3
del Código de Procedimiento Civil y en cuanto al fondo se
rechaza por improcedente y mal fundada; Cuarto: Se
condena al señor Facundo Gómez al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas en favor del Lic. Julio
Benoit, por haber afirmado en audiencia estarles avanzando
en su totalidad; Quinto: En cuanto a la constitución en parte
civil del señor Pablo T. Brugal, interpuesta por mediación de
su abogado y apoderado especial Dr. Gabriel Imbert Román,
se acoge como buena y válida, tanto en la forma como en el
fondo, por ser hecha de acuerdo con el resultado del artículo
3 del Código de Procedimiento Civil. En cuanto a la forma y
en cuanto al fondo por reposar sobre bases legales bien
fundadas; Sexto: Se condena a la Compañía Dominicana de
Teléfonos, C. por A., ICodetel), a pagarle al señor Pablo T.
Brugal la suma de RDS8,000.00 pesos por los daños y per-
juicios materiales sufridos por éste con motivo de dicho acci-
dente; Séptimo: Se condena a la Compañía Dominicana de
Teléfonos, C. por A., (Codetel), al pago de los intereses
legales de dicha suma a partir del día de la demanda en
justicia a título de indemnización supletoria; Octavo: Se
condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
(Codetel), al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en favor del Dr. Gabriel lmbert Román, por haber afir-
mado en audiencia estarlas avanzando en su totalidad; No-
veno: Se condena al señor Danilo de la Cruz Metz al pago de
las costas penales del proceso, por haberlo hecho en tiempo
hábil.; SEGUNDO: En cuanto al fondo se confirma la sen-
tencia recurrida en todas sus partes, pronunciadas por el
Juzgado de Paz del municipio de Puerto Plata; TERCERO:
Declara buena y válida, en cuanto a la forma, la constitución
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en parte civil hecha por Facundo Gómez por medio de su abo-
cado. Lic. José Cristóbal Cepeda, contra Pablo T. Brugal y

Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en cuanto al
fondo se rechaza por improcedente y mal fundada;
CUARTO: Se condena a Facundo Gómez al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en favor del Dr
Gabriel Imbert Román. quien afirma estarles avanzando en su
totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de la Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., puesta en causa como
civilmente responsable y Facundo Gómez, parte civil, contra
uno de los prevenidos, que procede declarar la nulidad de los
mismos ya que ni en el momento de declarar sus recursos ni
posteriormente han expuesto los medios en que los fun-
damentan, como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se proce-
de a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para condenar al pre-
venido Danilo de la Cruz Metz, por el delito puesto a su cargo
y fallar como lo hizo dio por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: al que
a las 12 y cuarto del 27 de diciembre del 1976, mientras el pre-
venido, Danilo de la Cruz Metz, conducía el camión placa No.
530-976, propiedad de la Compañía Dominicana de Telé-
fonos, C. por A., de Norte a Sur,por la avenida 27 de Febrero,
de la ciudad de Puerto Plata, chocó con el automóvil placa
No. 800•951, propiedad de Pablo T Brugat.que transitaba de
Oeste a Este por la calle Beller, resultando este vehículo con -
desperfectos; b) que el accidente se debió a la falta exclusiva
del conductor De la Cruz Metz al 'lo detenerse en la in-
tersección de ambas vías a pesar de existir allí una señal de
parada irrumpienrm en ls c!!e Ealler sin cerciorarse si en ese
momento venía por esa vía algún vchícu:3;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de no detenerse en presencia de
una señal de parada antes de proseguir la marcha; previsto
por el artículo 77 de la Ley No. 241 del 1977. de Tránsito y
Vehículos y sancionado por el articulo 100 de la misma Lev
con multa no menor cle RDS5.00 ni maya' oe FrDS25 OC: nue
por consiguiente. al Condenar a orevenio0 Ese th	 ev
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pago de una multa de RDS5.00 pesos, la Corte a-qua le
impuso una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por la Compañía Dominicana de Telé-
fonos, C. por A., y por Facundo Gómez, contra la sentencia
dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
de Puerto Plata, en sus atribuciones correccionales, el 10 de
julio de 1978; Segundo: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Danilo de la Cruz Metz, contra la misma
sentencia y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F00.1: Miguel Jacobo.-

Recurrente (s): agio Veras Santana. Victor R DomInguez y
Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Ana Cruz viuda Payano.

Abogado (s): Dr. José Gertrudis Tejeda

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corle de Casación, la siguiente sentencia:

Sctre, los recursos de casacion interpuestos por Eng/lo
Veras Santana, dominicano, mayor de edad, casado, chofer.
cédula No. 18345, serie 32, domiciliado en la sección Nigua,
del municipio de Tamboril; Víctor R. Domínguez, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 12870, serie 32, domiciliado en la
casa No. 27, de Los Mina, de esta ciudad, y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., domiciliada en esta ciudad,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, dictada en sus atribuciones correccionales el 26
de abril de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 51

Sentencia impugnada: Corte de Apelacion ce San Fco. de
Macorís. de fecha 26 de abril de 1978

Materia: Correccional.
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pago de una multa de RD$5.00 pesos, la Corte a-qua le
impuso una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por la Compañía Dominicana de Telé-
fonos, C. por A., y por Facundo Gómez, contra la sentencia
dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
de Puerto Plata, en sus atribuciones correccionales, el 10 de
julio de 1978; Segundo: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Danilo de la Cruz Metz, contra la misma
sentencia y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 51

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fco. de
Maco rís. de fecha 26 de abril de 1978

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Eligio Veras Santana. Victor R. Domínguez y
Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Ana Cruz viuda Payano.

Abogado (s): D r . José Gertrudis Tejeda

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 22 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pub lica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eligio
Veras Santana, dominicano, mayor de edad, casado, chofer.
cédula No. 18345, serie 32, domiciliado en la sección Nigua,
del municipio de Tamboril; Víctor R. Domínguez, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 12870, serie 32, domiciliado en la
casa No. 27. de Los Mina, de esta ciudad, y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., domiciliada en esta ciudad,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, dictada en sus atribuciones correccionales el 26
de abril de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

IJ
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el escrito de la interviniente, que es Ana Cruz vda.
Payano, dominicana. ma yor de edad, soltera, de oficios
domésticos, cédula No. 16498. serie 56, domiciliada en
Pontón, municipio de San Francisco de Macorís, del 20 de
junio do 1980. suscr i to por su abogado, Dr. José Gertrudis
Tejada. cédula No. 31398. serie 56;

ViSto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983. por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Acrelardo Herrera Piña, Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
Con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la ley No. 241 del
1967, de tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1,

10 de la Le y No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando. que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en quo una persona
resultó muerta. la Segunda Cámara Pcnal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte clict? una
-sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino !a centcncia ahora
irrinuonPda, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PhtMERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. César Darío Pimentel Ruiz, a nombre y
representación del prevenido Eligio Veras Santana, de la
persona civilmente responsable Víctor R. Rodríguez y de la
compañia aseguradora Unión de Seguros, C. por A., por ajus-
tarse a las normas procesales, contra sentencia correc-
cional número 1730 dictada en fecha 12 de noviembre de
1976, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cu yo dispositivo dice

así: 'Falla: Primero: Declarar y declara, buena y válida la
constitución en parte civil hecha por la señora Ana Cruz Ro-
dríguez Vda. Payano, en su calidad de madre de la menor
fallecida; Alba Payano Cruz, por mediación de su abogado
constituido Dr. Manuel Tejada G., contra el prevenim; Eligio
Veras Santana, y Cía. Unión de Seguros, C. por A., por ser
regular en el fondo y hecha de acuerdo a la ley; Segundo:
Declarar y declara, al prevenido Eligio Veras Santana,
dominicano, 28 años de edad, casado, portador de la cédula
personal de identidad No. 18345, serie 37, chofe r domiciliado
y residente en la Secc. Nigua del municipio de Tamboril,
culpable del hecho puesto a su cargo viol. Ley No. 241, en
perjuicio de la menor fallecida Elba Payano Cruz, y en
consecuencia se condena a sufrir la pena de 3 (tres) meses de
prisión correccional, al pago de una multa ascendente a la
suma de RDS100.00 (Cien Pesos Oro) y al pago de las costas
penales; Tercero: Condenar y condena al prevenido Eligio
Veras Santana, conjunta y solidariamente con la persona ci-
vilmente responsable el señor Victor R. Rodríguez, al pago de
una indemnización ascendente a la suma de RDS7,000.00
(Siete Mil Pesos Oro) en favor de la señora Ana Cruz Ro-
dríguez Vda. Payano, como justa reparación por los daños
morales y materiales sufridos por ella en el presente caso;
Cuarto: Condenar y condena, al prevenido Eligio Veras
Santana, conjunta y solidariamente con la persona civilmente
responsable el señor Victor R. Rodríguez, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Manuel Tejada G., abogado que afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Quinto: Declarar y declara, la presente
sentencia común, oponible y ejecutoria contra la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora
del vehículo causante del accidente'; SEGUNDO: Pronuncia •
el detecto contra la persona civilmente responsable Víctor R.
Rodríguez, y la compañía aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., por no haber comparecidos no obstante estar
legalmente citados; TERCERO: Modifica el Ordinal Segundo
de la sentencia apelada en cuanto a la pena y la Corte obran-
do por propia autoridad y contrario imperio condena al
prevenido Eligio Veras Santana al pago de una multa de
RDS100.00 (Cien Pesos Oro) por el hecho puesto a su cargo y
acogiendo circunstancias atenuantes; CUARTO: Modifica
también el Ordinal Tercero de la sentencia a pelada en cuanto
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Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el escrito de la interviniente, que es Ana Cruz vda.
Payano, dominicana. mayor de edad, soltera, de oficios
domésticos, cédula No. 16498. serie 56, domiciliada en
Pontón, municipio de San Francisco de Macorís, del 20 de
junio de 1980. suscr i to por su abogado, Dr. José Gertrudis
Tejada. cédula No. 31398. serie 56;

ViSto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983. por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre- de
sidente de ia Suprema Corte de Justicia, por medio del cual I'.
integra. en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Aoelardo Herrera Piña, Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal. para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
Con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1,
y 10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor. y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que una persona
resulté muerta. la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte dicta una
Sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; bl que so-
ore los recursos interpuestos intervino !3 centencia ahora
imouonPda, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. César Darío Pimentel Ruiz, a nombre y
representación del prevenido Eligio Veras Santana, de la
persona civilmente responsable Víctor R. Rodríguez y de la
compañia aseguradora Unión de Seguros, C. por A., por ajus-
tarse a las normas procesales, contra sentencia correc-
cional número 1730 dictada en fecha 12 de noviembre de
1976, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cu yo dispositivo dice
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así: 'Falla: Primero: Declarar y declara, buena y válida la
constitución en parto civil hecha por la señora Ana Cruz Ro-
dríguez Vda. Payano, en su calidad de madre de la menor
fallecida; Alba Payano Cruz, por mediación de su abogado
constituido Dr. Manuel Tejada G., contra el prevenii in; Eligio
Veras Santana, y Cía. Unión de Seguros, C. por A., por ser
regular en el fondo y hecha de acuerdo a la ley; Segundo:
Declarar y declara, al prevenido Eligio Veras Santana,
dominicano, 28 años de edad, casado, portador de la cédula
personal de identioad No. 18345, serie 37, chofe r domiciliado
y residente en la Secc. Nigua del municipio de Tamboril,
culpable del hecho puesto a su cargo viol. Ley No. 241, en
perjuicio de la menor fallecida Elba Payano Cruz, y en
consecuencia se condena a sufrir la pena de 3 (tres) meses de
prisión correccional, al pago de una multa ascendente a la
suma de RDS100.00 (Cien Pesos Oro) y al pago de las costas
penales; Tercero: Condenar y condena al prevenido Eligio
Veras Santana, conjunta y solidariamente con la persona ci-
vilmente responsable el señor Víctor R. Rodríguez, al pago de
una indemnización ascendente a la suma de RDS7,000.00
(Siete Mil Pesos Oro) en favor de la señora Ana Cruz Ro-
dríguez Vda. Payano, como justa reparación por los daños
morales y materiales sufridos por ella en el presente caso;
Cuarto: Condenar y condena, al prevenido Eligio Veras
Santana, conjunta y solidariamente con la persona civilmente
responsable el señor Víctor R. Rodríguez, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Manuel Tejada G., abogado que afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Quinto: Declarar y declara, la presente
sentencia común, oponible y ejecutoria contra la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora
del vehículo causante del accidente'; SEGUNDO: Pronuncia
el defecto contra la persona civilmente responsable Víctor R.
Rodríguez, y la compañía aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., por no haber comparecidos no obstante estar
legalmente citados; TERCERO: Modifica el Ordinal Segundo
de la sentencia apelada en cuanto a la pena y la Corte obran-
do por propia autoridad y contrario imperio condena al
prevenido Eligio Veras Santana al pago de una multa de
RDS100.00 (Cien Pesos Oro) por el hecho puesto a su cargo y
acogiendo circunstancias atenuantes; CUARTO: Modifica
también el Ordinal Tercero de la sentencia a pelada en cuanto
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a la i ndemnización acordada y la Corte obrando por propia
autoridad l a fija en la suma de RDS5,000 00 (Cinco Mil Nsos

Oro); QUINTO: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia recurrida; SEXTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales del presente recurso y a éste conjunta y
solidariamente con la persona civilmente responsab le al pago
de las costas civiles del presente recurso ordenando su
distracción a favor del Dr. Manuel Tejada G., abogado quier
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara
la presente sentencia en su aspecto civil, común, oponible y
ejecutor ia contra la compañía aseguradora Unión de

Seguros, C. por A., en virtud de la Ley número 4117";
Considerando, que los intervinientes, Víctor R. Rodríguez y

la Compañía Unión de Seguros. C. por A., no han depositado
ningún escrito en apoyo de sus recursos, como lo exige el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. a pena
de nulidad, por lo que el recurso debe ser declarado nulo. y,
por tanto. se procederá al examen del recurso del prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido por el delito puesto a su cargo y fallar como lo hizo,
dio por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularme nte administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: al que, alrededor de las 10 de la mañana
del 13 de enero del 1976, mientras el chofer Eligio Veras
Santana, conducía la camioneta placa No. 517-862, propie
dad de Víctor R. Rodríguez, con póliza No. 41128 de la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., de Oeste a Este por la
carretera de San Francisco de Macorís a Na gua, al llegar al
kilómetro No. 11 de dicha vía atropelló a la menor Eiba
Pagano Cruz, causándole la muerte; tn que el accidente se
debió al exceso de velocidad a que transitaba el mencionado
chofer, y ademas, no tocó la bocina. por lo ove no pudo els ira.

atropellar a dicha menor;
Considerando, que los hechos as, establecidos por ra Corte

a -qua constituyen, a ca rgo del prevenido Eligio Veras
Santana, el delito de haber ocasionado la muerte. por im-
prudencia, a una persona con la conducción de un vehículo
de motor, previsto y sancionado por el inciso 1ro. del artículo
49 de la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehículos con ras
penas de dos a cinco años de prisión y multa de RDS500 00 a
RC$2,000.00, cuando con motivo del accidente resultare
muerta una persona, COMO SuCeldie en la especie, que, por

tanto, al condenar al prevenido recurrente al pago de una
multa de RDS100.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causó a Ana Cruz Vda.
Payano. constituida en parte civil, daños y perjuicios morales
y materiales que evaluó en la suma de RD$5,000.00; que al
condenar al prevenido recurrente, Eligio Veras Santana, soli-
dariamente con la persona puesta en causa como civilmente
responsable, Víctor R. Rodríguez, al pago de esa suma, a tí-
tulo de indemnización, en favor de la mencionada parte civil
constituida, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Ana Cruz Vda. Payano en los recursos de casación in-
terpuestos por Eligio Veras Santana, Víctor R. Rodríguez y
Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de S¿.-n Francisco de
Macorís, el 26 de abril de 1978, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos in-
terpuestos contra dicha sentencia por Víctor R. Rodríguez y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza
el recurso interpuesto contra la misma sentencia por el pre-
venioo Eligio Veras Santana y lo condena al pago de las
Costas penales; Cuarto: Condena a este último y a Víctor R.
Rodríguez al pago de las costas civiles y ordena su distracción
en provecho del Dr. José Gertrudis Tejada, abogado de la
interviniente, quien afirma estarías avanzando en su totalidad,

,y las hace oponibles a la Compañía Unión de Seguros, '
C. po r A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario•
General,
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a la indemnización acordada y la Corte obrando por propia
autoridad l a fija en la suma de RDS5,000 00 (Cinco Mil PeSOS

Oro); QUINTO: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia recurrida; SEXTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales del presente recurso y a éste conjunta y
solidariamente con la persona civilmente responsable al pago
de las costas civiles del presente recurso ordenando su
distracción a favor del Dr. Manuel Tejada G., abogado quier
af i rma haber las avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara
la presente sentencia en su aspecto civil, común, oponible y
ejecutor ia contra la compañía aseguradora Unión de

Seguros, C. por A., en virtud de la Ley número 4117-:
Considerando, que los intervinientes, Víctor R. Rodríguez y

la Compañia Unión de Seguros. C. por A., no han depositado
ningún escrito en apoyo de sus recursos, como lo exige el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. a pena
de nulidad, por lo que el recurso debe ser declarado nulo. y,
por tanto, se procederá al examen del recurso del prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido por el delito puesto a su cargo y fallar como lo hizo.
dio por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularme nte administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: al que, alrededor de ras 10 de la mañana
del 13 de enero del 1976, mientras el chofer Eligio Veras
Santana, conducía la camioneta placa No. 517-852, propie
dad de Víctor R. Rodríguez, con póliza No. 41128 de la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., de Oeste a Este por la
carretera de San Francisco de Macorís a Nagua, al llegar al
kilómetro No. 11 de dicha vía atropelló a la menor Elba
Pagano Cruz, causándole la muerte; bi que el accidente se
debió al exceso de velocidad a que transitaba el mencionado
chofer, y ademas, no tocó la bocina, por lo ave no pudo el,irai
atropellar a d icha menor:

Considerando, que los hechos asi establecidos por la Corte
a-que constituyen, a cargo del prevenido Eligio Veras
Santana, el delito de haber ocasionado la muerte. por im-
prudencia, a una persona con la conducción de un vehículo
de motor, previsto y sancionado por el inciso 1 ro. del artículo
49 de la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehículos con las
penas de dos a cinco años de prisión y multa de RDS500 00 a
FiC$2,000.00, cuando con motivo del accidente resultare
muerta una persona, COMO suceldió en la especie, que , por

•
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Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;
Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-

blecido que el hecho del prevenido causó- a Ana Cruz Vda.
Payano, constituida en parte civil, daños y perjuicios morales
y materiales que evaluó en la suma de RDS5,000.00; que al
condenar al prevenido recurrente, Eligio Veras Santana, soli-
dariamente con la persona puesta en causa como civilmente
responsable, Víctor R. Rodríguez, al pago de esa suma, a tí-
lulo de indemnización, en favor de la mencionada parte civil
constituida, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Ana Cruz Vda. Payano en los recursos de casación in-
terpuestos por Eligio Veras Santana, Víctor R. Rodríguez y
Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de St-a Francisco de
Macorís, el 26 de abril de 1978, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos in-
terpuestos contra dicha sentencia por Víctor R. Rodríguez y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza
el recurso interpurrsto contra la misma sentencia por el pre-
venido Eligio Veras Santana y lo condena al pago de las
costas penales; Cuarto: Condena a este último y a Víctor R.
Rodríguez al pago de las costas civiles y ordena su distracción
en provecho del Dr. José Gertrudis Tejada, abogado de la
interviniente, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad,

,y las hace oponibles a la Compañía Unión de Seguros, '
C. po r A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.• Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario •
General.
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tanto, al condenar al prevenido recurrente al pago de una
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 52

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de
fecha 20 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente Isl: Casiano Peña Vásquez y la Cia. Unión de
Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de agosto del año 1983,
año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Casiano
Peña Vásquez, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 1398, serie 88, domiciliado en Hoya Grande, La
Vega y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., con domicilio en
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, el 20 de
julio de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 29 de julio de 1977, a
requerimiento del abogado, Dr. Ramón González Hardy, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
Contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación; 
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La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezam iento, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. (FD0. 1 : Miguel Jacobo.      
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IF00. 1 : Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 52

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de
fecha 20 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Casiano Peña Vásquez y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de agosto del año 1983,
año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Casiano
Peña Vásquez, dom inicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 1398, serie	 domiciliado en Hoya Grande, La
Vega y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., con domicilio en
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, el 20 de
julio de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 29 de julio de 1977, a
requerimiento del abogado, Dr. Ramón González Hardy, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación;
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Visto el auto dictado en fecha 19 del mes de agosto dei
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte.

conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-

nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S..
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y

fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y vehículos, 1383 del Código Civil y 1 y e5

de la Ley sobre Procedim iento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y los

documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó muerta.)•

el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicia l de

Espaitlat, dictó el 6 de agosto de 1976. en sus atribuciones

correcciona les , una sentenc ia cuyo dispositivo se copia más
adelante; y b) que sobre los recursos interpuestos
contra dicho fallo intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: -FALLA:

PRIMERO : Declara regt.lares y válidos, en la forma, los

recursos de apelación interpuestos por el prevenido y

civilmente responsable Casiano Peña Vásquez y la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A.. contra la sentencia

correccional No. 642, dictada en fecha 6 de agosto de 1976,
oor el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de

Espaillat, con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Que
debe declarar, como al efecto declara al nombrado Casiano
Peña Vásquez, culpable de violar las disposic iones del artículo

49, acápite (1) de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos
de Motor, en perjuicio del menor fallecido Eddy José •
Aracena, y en consecuenc ia se condena al pago de una multa
de RDS50.00, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Que debe condenar, como al efecto
condena, al nombrado Casiano Peña Vásquez al pago de las
costas penales; Tercero: En cuanto a la forma, se declara
regular y válida la constitución en parte civil hecha por los se-
ñores Marcos Aracena Méndez y Gloria Núñez, en su calidad
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de padres del menor fallecido Eddy José A racena, contra
Casiano Peña Vásquez y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
a través de su abogado constituido y apoderado especial Lic.
José Antonio Burgos, por haber sido realizado de acuerdo a
la Ley; Cuarto: Se condena al señor Casiano Peña Vásquez al
pago inmediato de ROS3,500.00 (Tres Mil Quinientos Pesos
Oro/ en favor de los señores Marcos Aracena y Gloria Núñez,
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
éstos, a consecuencia de la muerte de su hijo menor y a título
de indemnización; Quinto: Se condena al señor Casiano Pe-
ña Vásquez, al pago de los intereses legales de dicha suma, a
partir de la demanda en justicia y a título de indemnización
suplementaria; Sexto: Se condena a los señores Casiano Pe-
ña Vásquez y a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., el
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas en
favor del Lic. José Antonio Burgos; abogado que afirma
estadas avanzando en su totalidad; Séptimo: Se declara esta
sentencia común, oponible y ejecutable a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora
de la responsabilidad civil de Casiano Peña Vásquez';
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido y ci-
vilmente responsable Casiano Peña Vásquez por falta de
comparecer, no obstante haber sido legalmente citado; y
contra la parte civil constituida Marcos Aracena Méndez y
Gloria María Núñez, por falta de concluir; TERCERO:
Confirma de la decisión recurrida los Ordinales: Primero, en
éste acogiendo faltas recíprocas entre la víctima y el pre-
venido, manteniendo la multa impuéstate por entender esta
Corte que la misma es la ajustada para sancionar el hecho
cometido; Tercero: excluyendo en este al señor Marcos
Aracena Méndez por falta de calidad; Cuarto. modificando
en éste la suma indemnizatoria acordada y fijándose en Un
Mil Quinientos Pesos Oro (FIDS1,500.00) al acogerse como se
ha dicho, faltas reciprocas, suma que esta Corte estima es la
ajustada para reparar los daños sufridos por la parte civil
constituida, Gloria Maria Núñez en su calidad de madre r
tutora legal del menor fallecido; Quinto: y el Séptimo:
CUARTO: Condena al prevenido Casiano Peña Vásq uez si
Pago de las costas penales de esta alzada";

Considerando, en cuanto al recurso de la Cha Unic•
Seguros. C por A., que procede declarar la nuiteac
mismo ya que ni en el momento de declarar si.
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Visto el auto dictado en fecha 19 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pot
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte.
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nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S..
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara. Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación'y
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recursos de apelación interpuestos por el prevenido y

civilmente responsable Casiano Peña Vásquez y la Com-
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por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
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de Motor, en perjuicio del menor fallecido Eddy José
Aracena, y en consecuenc ia se condena al pago de una multa
de RDS50.00, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Que debe condenar, como al efecto
condena, al nombrado Casiano Peña Vásquez al pago de las
costas penales; Tercero: En cuanto a la forma, se declara
regular y válida la constitución en parte civil hecha por los se-
ñores Marcos Aracena Méndez y Gloria Núñez, en su calidad
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ña Vásquez y a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., el
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas en
favor del Lic. José Antonio Burgos; abogado que afirma
estadas avanzando en su totalidad; Séptimo: Se declara esta
sentencia común, oponible y ejecutable a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora
de la responsabilidad civil de Casiano Peña Vásquez';
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido y ci-
vilmente responsable Casiano Peña Vásquez por falta de
comparecer, no obstante haber sido legalmente citado; y
contra la parte civil constituida Marcos Aracena Méndez y
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venido. manteniendo la multa impuéstare por entender esta
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mismo va que ni en el momento de declarar si.
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posteriormente ha expuesto los medios en que lo fun-
damenta, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se procede
a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a -qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, dio por establecido, en su sentencia,
lo siguiente: a) que en horas de la noche del 26 de julio de
1975. mientras el prevenido Casiano Peña Vásquez conducía
el automóvil de su propiedad, placa No. 208-460, con póliza
No. 36364. de la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por la calle
Presidente Cáceres, del poblado de Cayetano Germosén,
atropel ló al menor Eddy José Aracena, causándole la muerte;
b) que el accidente se debió a la imprudencia, tanto del
conductor, quien no tomó las precauciones necesarias, al
cruzar la calle, como la de cerciorarse antes si la vía estaba li-
bre en un poblado en aue las calles son cortas, tortuosas y ac-
cidentadas, como a la de la víctima, quien trató de cruzar la
vía, imprudentemente, sin comprobar que en ese momento
no venía ningún vehículo;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a - qua constituyen el delito de causar la muerte, por im-
prudencia a una persona con la conducción de un vehículo de
motor, previsto y sancionado por el inciso 1ro. del artículo 49
de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos; que al
condenar la Corte a - qua al prevenido recurrente Casiano Pe-
ña Vásquez, al pago de una multa de RDS50.00, acogiendo
circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a - qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causó a Marcos Aracena
Núñez y Gloria Núñez , padres de la víctima, constituidos en
parte civil, daños y perjuicios que evaluó en la suma de
RD$1,500.00; que al condenar al prevenido recurrente al pago
de esa suma, más los intereses legales, a partir de la
demanda, a título de indemnización en favor de las personas
constituidas en parte civil, antes mencionadas, dicha Corte
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada. no contiene, en cuanto al interés del
prevenido recurrente, ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de

casac ión interpuesto por la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
Cont ra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La
Vega, el 20 de julio de 1977, en sus atribuciones correc-
ciona les, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por
el prevenido Casiano Peña Vásquez, contra la misma sen-
tencia; Tercero: Condena a dicho prevenido al pago de las

penales.
M	 ): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bol

Acc:staIc(FuerrRq
's- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.lb 
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

ñores 

pGenera l.r a
 p resente

que figuran en su encabezamiento, en la

l.
sente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (PDO.): Miguel Jacobo.-



2376	 BOLETIN 31 /DICTA'', BOLETIN JUDICIAL 2377

posteriormente ha expuesto los medios en que lo fun-
damenta, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se procede
a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, dio por establecido, en su sentencia,
lo siguiente: a) que en horas de la noche del 26 de julio de
1975, mientras el prevenido Casiano Peña Vásquez conducía
el automóvil de su propiedad, placa No. 208-460, con póliza
No. 36364. de la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por la calle
Presidente Cáceres, del poblado de Cayetano Germosén,
atropel ló al menor Eddy José Aracena, causándole la muerte;
bl que e l accidente se debió a la imprudencia, tanto del
conductor, quien no tomó las precauciones necesarias, al
cruzar la calle, como la de cerciorarse antes si l a vía estaba li-
bre en un poblado en que las calles son cortas, tortuosas y ac-
cidentadas, como a la de la víctima, quien trató de cruzar la
vía, imprudentemente, sin comprobar que en ese momento
no venía ningún vehículo;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de causar la muerte, por im-
prudencia a una persona con la conducción de un vehículo de
motor, previsto y sancionado por el inciso 1ro. del artículo 49
de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos; que al
condenar la Corte a-qua al prevenido recurrente Casiano Pe-
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de esa suma, más los intereses legales, a partir de la
demanda, a título de indemnización en favor de las personas
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Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene, en cuanto al interés del
prevenido recurrente, ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de

casac ión interpuesto por la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La
Vega, el 20 de julio de 1977, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
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(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. Que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. 53

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del D J de
La Vega, de fecha 16 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Antonio Roque, Dr. Henry García y Cía
Unión de Seguros, C por A.

Interviniente la): José F rancisco Vargas Paulino.

Abogado Is): Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupan'. Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de P residente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad dé Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Antonio
Roque. dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
cédula No. 4217, serie 47, domiciliado y residente en la calle
Sánchez No. 16 de la ciudad de La Vega; Dr. Henry García,
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la
calle Mella No. 27 de la ciudad de La Vega; y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., con domicilio social en la calle Beller No.
98, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega, el 16 de marzo de 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de marzo de 1979, a
requerimiento del abogado, Dr. Ramón González Hardy, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación,

Visto el escrito del interviniente de fecha 8 de agosto de
1980, suscrito por su abogado, Dr. Gregorio de Jesús Batista
Gil, cédula No. 29612, serie 47, interviniente que es José
Francisco Vargas Paulino, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chofer, cédula No. 35125, serie 47, domiciliado y residente
en la calle Las Carreras No. 24, de la ciudad de La Vega;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupare. Pre
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio oe l cual
integra dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados
Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Ra
fael Alburquerque Castillo, Luis V. Garcia de Peña, Hugo H

Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal. para
completar la mayoría, en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, des pués de haber dell
berado y vistos los artículos 61, letra lb), 1 y 64 de la Ley No
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Cr
vil, y 1, 37 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que sólo los vehículos resultaron
con desperfectos, el Juzgado de Paz de la Segunda Cir
cunscripción de La vega, dictó en fecha 16 de junio de 1978,
en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente •
"FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el
nombrado Antonio Roque, de generales ignoradas, por no
haber comparecido a audiencia, no obstante estar legalmente
citado; SEGUNDO: Se declara bueno y válido, en cuantu e la
forma, los recursos de Apelación interpuestos por el Fis
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completar la mayoría, en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, des pués de haber dele
berado y vistos los artículos 61, letra lb), 1 y 64 de la Ley No
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Cu
vil, y 1, 37 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que sólo los vehículos resultaron
con desperfectos, el Juzgado de Paz de la Segunda Cir
cunscripción de La vega, dictó en fecha 16 de junio de 1978.
en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente
"FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el
nombrado Antonio Roque, de generales ignoradas, por no
haber comparecido a audiencia, no obstante estar legalmente
citado; SEGU NDO: Se declara bueno y válido, en cuanto a la
forma, los recursos de Apelación interpuestos por el Fis

e
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calizador Juzgado de Paz a nombre del Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de La Vega, y Dr. Ramón González Hardy a
nombre y representación del prevenido Antonio Roque, y Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia No. 530 de
fecha 16/6178, dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda
Circunscripción de La Vega, que condenó en defecto a
Antonio Roque por violación Ley No. 241 y descargó a José
Francisco Vargas Paulino, declaró buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por el Sr. José Francisco Vargas
Paulino contra Antonio Roque y Dr. Henry García, persona
civilmente responsable y los condenó a ambos al pago de una
indemnización de RDS500.00' como justa reparación por los
daños y perjuicios sufridos en el accidente por el Sr. José
Francisco Varga, además al pago de los intereses legales de la
misma, al pago de las costas civ i les, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Gregorio de Jesús Batista, quien
afirmó haberlas avanzado, declaró esa sentencia común y
oponible a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.; TERCERO:
En cuanto al fondo confirma en todas sus panes, la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena a los recurrentes al pago de
las costas;

Considerando, en cuanto a los recursos del Dr. Henry Gar-
cía y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que procede decla-
rar la nulidad de los mismos, ya que ni en el momento de de-
clarar sus recursos ni posteriormente, han expuesto los
medios en que los fundamentan, como lo exige, a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, por lo que se procede a examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente de que se tra-
ta, dio por establecidos, mediante la ponderación de los
elementos de juicio regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, los hechos siguientes: al que más o
menos a la una del día 29 de marzo de 1978, mientras el pre-
venido Antonio Roque conducía el carro placa No. 143-178,
propiedad del Dr. Henry E. García Muñoz, de Norte a Sur, por
la calle Sánchez, de la ciudad de La Vega, al llegar a la in-
tersección con la calle Independencia, se produjo una colisión
con el carro placa No. 208-583, propiedad de Daniel Aquino
de León y conducido por José Francisco Vargas Paulino, de
Oeste a Este, Por la última vía; b) oue a consecuencia de este
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.vidente ambos vehículos resultaron con desperfectos; cl
el hecho se debió a que el prevenido recurrente conducía

vehículo a gran velocidad y no se detuvo al llegar a la
t:bquina de la calle Independencia, no ' obstante ser ésta una
vía preferencial;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Antonio Roque, el delito de violación al
artículo 61, letra b-1, de la Ley No 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos, sancionado por el artículo 64 de la misma Ley
con multa de veinticino a trescientos pesos o prisión de cinco
días a seis meses o ambas penas a la vez; que al condenarlo a
un mes de prisión correccional, la Cámara a-qua le impuso
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que tanto el fallo de Primer Grado como el
impugnado, condenan al prevenido recurrente a pagar una
indemnización de RDS500.00 a favor de José Fco. Vargas
Paulino, sin que éste se constituyera en parte civil en ninguna
de las dos jurisdicciones; que para ser favorecido con una
indemnización a causa de los daños recibidos por la comisión
de una infracción, es necesario que el asi agraviado in-
tervenga en el proceso constituyéndose en parte civil y
reclamando que se le otorgue esa indemnización, lo que no
ocurrió en la especie respecto de José Fco. Vargas Paulino;
que, en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casa-
da en ese punto, por vía de supresión y sin envío, por no que-
dar nada que juzgar;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
José Fco. Vargas Paulino, en los recursos de casación in-
terpuestos por Antonio Roque, Dr. Henry García y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada el 16
de mayo de 1979, por la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primara Instancia del Distrito Judicial d¿ La Vega, en
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos
los recursos interpuestos por el Dr. Henry García y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Casa, por vía de
supresión y sin envío, la sentencia impugnada en cuanto
condena a Antonio Roque a pagar una indemnización de
RDS500.00 a José Fco. Vargas Paulino; Cuarto: Rechaza en
sus demás aspectos el recurso del prevenido Antonio Roque
y lo condena al pago de las costas penales: Quinto: Com-
oensa las costas civiles
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calizador Juzgado de Paz a nombre del Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de La Vega, y Dr. Ramón González Hardy a
nombre y representación del prevenido Antonio Roque, y Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia No. 530 de
lecha 16/6/78, dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda
Circunscripción de La Vega, que condenó en defecto a
Antonio Roque por violación Ley No. 241 y descargó a José
Francisco Vargas Paulino, declaró buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por el Sr. José Francisco Vargas
Paulino contra Antonio Roque y Dr. Henry García, persona
civilmente responsable y los condenó a ambos al pago de una
indemnización de RDS500.00 como justa reparación por los
daños y perjuicios sufridos en el accidente por el Sr. José
Francisco Verga, además al pago de los intereses legales de la
misma, al pago de las costas civ i les, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Gregorio de Jesús Batista, quien
afirmó haberlas avanzado, declaró esa sentencia común y
oponible a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.; TERCERO:
En cuanto al fondo confirma en todas sus panes, la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena a los recurrentes al pago de
las costas;

Considerando, en cuanto a los recursos del Dr. Henry Gar-
cía y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., que procede decla-
rar la nulidad de los mismos, ya que ni en el momento de de-
clarar sus recursos ni posteriormente, han expuesto los
medios en que los fundamentan, como lo exige, a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, por lo que se procede a examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente de que se tra-
ta, dio por establecidos, mediante la ponderación de los
elementos de juicio regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, los hechos siguientes: a) que más o
menos a la una del día 29 de marzo de 1978, mientras el pre-
venido Antonio Roque conducía el carro placa No. 143-178,
propiedad del Dr. Henry E. García Muñoz, de Norte a Sur, por
la calle Sánchez, de la ciudad de La Vega, al llegar a la in-
tersección con la calle Independencia, se produjo una colisión
con el carro placa No. 208-583, propiedad de Daniel Aquino
de León y conducido por José Francisco Vargas Paulino, de
Oeste a Este, oor la última vía; b) Que a consecuencia de este

accide nte ambos vehículos resultaron con desperfectos; c)
,que el hecho so debió a que el prevenido recurrente conducía
su vehículo a gran velocidad y no se detuvo al llegar a la
esquina de la calle Independencia, no ' obstante ser ésta una
vía preferencial;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Antonio Roque, el delito de violación al
artículo 61, letra la-1, de la Ley No 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos, sancionado por el articulo 64 de la misma Ley
con multa de veinticino a trescientos pesos o prisión de cinco
días a seis meses o ambas penas a la vez; que al condenarlo a
un mes de prisión correccional, la Cámara a-qua re impuso
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que tanto el fallo de Primer Grado como el
impugnado, condenan al prevenido recurrente a pagar una
indemnización de RD$500.00 a favor de José Fco. Vargas
Paulino, sin que éste se constituyera en parte civil en ninguna
de las dos jurisdicciones; que para ser favorecido con una
indemnización a causa de los daños recibidos por la comisión
de una infracción, es necesario que el asi agraviado in-
tervenga en el proceso constituyéndose en parte civil y
reclamando que se le otorgue esa indemnización, lo que no
ocurrió en la especie respecto de José Fco. Vargas Paulino;
que, en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casa-
da en ese punto, por vía de supresión y sin envío, por no que-
dar nada que juzgar;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
José Fco. Vargas Paulino, en los recursos de casación in-
terpuestos por Antonio Roque, Dr. Henry García y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada el 16
de mayo de 1979, por la Primera Cámara Penal del Juzgado
(l e pn inp i a, Instancia oei Distrito Judicial da La Vega, en
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte antenar del presente fallo; Segundo: Declara nulos
los recursos interpuestos por el Dr. Henry García y la Cía.
Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Casa, por vía de
supresión y sin envío, la sentencia impugnada en cuanto
condena a Antonio Roque a pagar una indemnización de
RDS500.00 a José Fco. Vargas Paulino; Cuarto: Rechaza en
sus demás aspectos el recurso del prevenido Antonio Roque
y lo condena al pago de las costas penales; Quinto: Com-

pensa las costas civiles
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(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo Luis Victor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara. , Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada poi los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F00.1: Miguel Jacobo.-

SENTE NCIA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No.54

sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 14 de junio de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Edito Ramón Frías y Cía. Seguros Pepín.
S.A.

Interviniente (sl: Roberto Emilio Ferreras Pérez.

Abogado (si: D r . José Avelino Madera Fernández

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Borges
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Su:ni.
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario Genera l , en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 22 de agosto del 1983. años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
Pública, Corno Corte de Casació n , la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Edito
Renx",/, rr6b oonwicano ma yor de edad. so l tero, chofer

77ue2 serie 31. domiciliado en La Ciénaga,
municipio de Santiago. y la Seguros Pepín. S.A., domiciliada
y en le calle Pa l o b-l i nc?do esqu,,ia a la calla Mercedes, de c:ta
ciudad. contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de Santiago. el 14

irle de junio de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante.
Oído al Alguacil de fumo en la lectura del ro!
Olao el dictamen del Magistrado Procurarlo . Genera' oe la

República;
Vista el acta de los recursos de casacior leva ntado e- la

Secretaría de la Corte a-gua. de tecrra 3 de Junio dr '97b a •n
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(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael 't'al
Alburquerque Castillo Luis Victor García de Peña.- Hugo H
Goicochea S Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara. , Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada poi los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue 	 •
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTE N C IA DE FECHA 22 DE AGOSTO DEL 1983 No. S4

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
techa 14 de junio de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Edito Ramón Frías y Cia. Seguros Pepin.

interviniente (s): Roberto Emilio Ferreras Pérez.

Abogado (s): Dr. José Avelino Madera Fernández

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

'En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
• ularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani. Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sucti.
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renvitie, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias. en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 22 de agosto del 1983, años 140' de
la independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
púbica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos oe casacion interpuestos por Edito
Ramón rrías oorniricano mayor oe edad. so'tero, ohOre'

mg; serie 31. domiciliado en La Ciénaga,
irlicipio de Santiago. y la Seguros Pepín. S.A., domiciliada

y en la ca lle Pa lo Hincado  esquina a la calla Mercedes, de =3
Ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, poi la Corte de Apelación de Santiago, el 14
de junio de 1978. cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del ro'
Oído el dictamen del Magistrado Procurarlo• berieia' oe la

República:
Vista el acta de los recursos de casacior wvanTaao e.. 'a

Secretaria de la Corte a-qua. de tecna 3 de lun.°	 '97b a
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querimiento del abogado Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 11 de agosto de
1980, suscrito por su abogado Dr. José Avelino Madera
Fernández, cédula No. 55673. serie 31, interviniente que es
Roberto Emilio Ferreras Pérez, dominicano, mayor de edad,
casado, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de
los Caballeros, con cédula No. 48217, serie 31;

Visto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Victor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos de Motor, 1383 del Código Civil y
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: al que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en
fecha 13 de dicienibre de 1977, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; v b/ que sobre el recurso interpuesto contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara irrecibible el recurso de apelación interpuesto por el
Magistrado Procurador General de esta Cone, contra sen-
tencia No. 496, de fecha 13 de diciembre de 1977, dictada por
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, por no haber notificado dicho
recurso a las demás panes del proceso; SEGUNDO: Declara
inadmisible el recurso de apelación interpuesto por el
Licenciado Benigno Sosa Díaz, quien actúa a nombre y

representación de Edito Ramón Friás, en su calidad de parte
civil constituida contra dicha setencia No. 596, de fecha 13-
12-77, por falta de calidad; TERCERO: Admite en la forma los
recursos de apelación interpuestos por el Dr. Ambiorix Díaz
Estrella, quien actúa a nombre y representación de Edito
Ramón Frías y Cía. de Seguros Pepín, S.A., y el Dr. Avelino
Madera, quien actúa a nombre y representación de Roberto
Emilio Ferreiras, parte civil constituida, contra sentencia No.
596 bis, de fecha trece (13) del mes de diciembre de mil no-
vecientos setenta y siete (1977), dictada por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente:
'Primero: Que debe pronunciar, como en efecto pronuncia el
defecto contra el nombrado Edito Ramón Frias, por no naber
comparecido a pesar de estar legalmente citado y en
consecuencia, lo declara culpable de violar el artículo 89 de la
Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehíuclos de Motor y lo
condena al pago de una multa de RDS5 00 (cinco pesos oro/,
por el hecho puesto a su cargo; Segundo: Que debe
declarar, como en efecto declara al nombrado Roberto Emilio
Ferreiras, no culpable de violar el artículo 89 de la Ley No.
241; y en consecuencia lo debe descargar y lo descarga de to-
da responsabilidad civil; Tercero: Que debe declarar, como
en efecto declara buena y válida la constitución en parte civil
formulada por Roberto Emilio Ferreiras Pérez, por haberlo
hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias
del procedimiento en cuanto a la forma; Cuarto: En cuanto al
fondo, debe condenar, como en efecto condena, a Edito
Ramón Frías, al pago de una indemnización de RDS300.00
(trescientos pesos oro), en favor de Roberto Emilio Ferreiras
Pérez, por los daños materiales sufridos en el accidente por el
vehículo de su propiedad, incluyendo el lucro cesante y
depreciación; Quinto: Que debe condenar y condena a
Ramón Frías, al pago de los intereses legales de la suma
acordada, como indemnización principal, a partir de la
demanda en justicia, a título de indemnización suplementaria;
Sexto: Que debe condenar, como en efecto condena a
Ramón Frías, al pago de las costas civiles, con distracción de
las mismas en favor de los Dres. José Avelino Madera y
Héctor Valenzuela, abogados que afirman estarles avanzando
en su totalidad; Séptimo: Que debe declarar como en efecto
declara dicha sentencia común, oponible y ejecutable a la
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querimiento del abogado Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 11 de agosto de
1980, suscrito por su abogado Dr. José Avelino Madera
Fernández, cédula No. 55673, serie 31, interviniente que es
Roberto Emilio Ferreras Pérez, dominicano, mayor de edad,
casado, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de
los Caballeros, con cédula No. 48217, serie 31;

Visto el auto dictado en fecha 19 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos de Motor, 1383 del Código Civil y
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en
fecha 13 de dicien.bre de 1977, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; y b) que sobre el recurso interpuesto contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara irrecibible el recurso de apelación interpuesto por el
Magistrado Procurador General de esta Corte, contra sen-
tencia No. 496, de fecha 13 de diciembre de 1977, dictada por
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, por no haber notificado dicho
recurso a las demás partes del proceso; SEGUNDO: Declara
inadmisible el recurso de apelación interpuesto por el
Licenciado Benigno Sosa Díaz, quien actúa a nombre y
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representación de Edito Ramón Frrars, en su calidad de parte
civil constituida contra dicha setencia No. 596, de fecha 13-
12-77, por falta de calidad; TERCERO: Admite en la forma los
recursos de apelación interpuestos por el Dr. Ambiorix Díaz
Estrella, quien actúa a nombre y representación de Edito
Ramón Frías y Cía. de Seguros Pepín, S.A., y el Dr. Avelino
Madera, quien actúa a nombre y representación de Roberto
Emilio Ferreiras, parte civil constituida, contra sentencia No.
596 bis, de fecha trece (13) del mes de diciembre de mil no-
vecientos setenta y siete (1977), dictada por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente:
'Primero: Que debe pronunciar, como en efecto pronuncia el
defecto contra el nombrado Edito Ramón Frías, por no naber
comparecido a pesar de estar legalmente citado y en
consecuencia, lo declara culpable de violar el artículo 89 de la
Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehíuclos de Motor y lo
condena al pago de una multa de RDS5,00 (cinco pesos oro).
por el hecho puesto a su cargo; Segundo: Que debe
declarar, como en efecto declara al nombrado Roberto Emilio
Ferreiras, no culpable de violar el artículo 89 de la Ley No.
241; y en consecuencia lo debe descargar y lo descarga de to-
da responsabilidad civil; Tercero: Que debe declarar, como
en efecto declara buena y válida la constitución en parte civil
formulada por Roberto Emilio Ferreiras Pérez, por haberlo
hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias
del procedimiento en cuanto a la forma; Cuarto: En cuanto al

• fondo, debe condenar, como en efecto condena, a Edito
Ramón Frías, al pago de una indemnización de RD$300.00
(trescientos pesos oro), en favor de Roberto Emilio Ferreiras
Pérez, por los daños materiales sufridos en el accidente por el
vehículo de su propiedad, incluyendo el lucro cesante y
depreciación; Quinto: Que debe condenar y condena a
Ramón Frías, al pago de los intereses legales de la suma
acordada, como indemnización principal, a partir de la
demanda en justicia, a título de indemnización suplementaria;
Sexto: Que debe condenar, como en efecto condena a
Ramón Frías, al pago de las costas civiles, con distracción de
las mismas en favor de los Dres. José Avelino Madera y
Héctor Valenzuela, abogados que afirman estarlas avanzando
en su totalidad; Séptimo: Que debe declarar como en efecto
declara dicha sentencia común, oponible y ejecutable a la
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Compañía de Seguros. Pepín, S.A., en su condición de
compañia aseguradora de la responsabilidad civil del señor
Ramón Frías, dentro de los límites de su responsabilidad
contractual; Octavo: Que debe condenar como en efecto
condena a Edito Ramón Frías, al pago de las costas penales
del procedimiento; Noveno: Que debe declarar como en
efecto declara las costas de oficio en cuanto al nombrado Ro-
berto Emilio Ferreiras Pérez'; CUARTO: Modifica el Ordinal
Cuarto de la sentencia recurrida en el sentido de que la in-
demnización acordada a favor de Roberto Emilio Ferreiras
Pérez, por los daños materiales sufridos por su vehículo en el
accidente de que se trata sean justificadas por estado;
QUINTO: Pronuncia el defecto contra Edito Ramón Frías,
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar
legalmente citado; SEXTO: Confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos; SEPTIMO: Condena a Edito Ramón
Frias, al pago de las costas penales; OCTAVO: Condena a
Edito Ramón Frías, al pago de las costas civiles, ordenando la
distracción de las mismas en favor del Dr. José Avehno Ma-
dera, ordenando la distracción de las mismas en favor del Dr.

,José Avelino Madera. Quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso de la Compañía de
Seguros, Pepín, S.A., que procede declarar la nulidad del
mismo ya que ni en el momento de declarar su recurso ni
posteriormente ha expuesto los medios en que lo fundamenta
como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, por lo que se procede a
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para condenar al pre-
venido Edito Ramón Frías por el delito puesto a su cargo y
fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
el 25 de febrero del 1977, es(ando estacionado el automóvil
placa pública No. 210-150, conducido por Edito Ramón Frías,
propiedad de Ramón Frías, y con Póliza No. A-28534 de la
Cía. de Seguros Pepín, S.A., en la avenida Hermanas Mirabel,
inició, el mencionado conductor, la marcha de dicho vehículo
dando lugar a que chocara la camioneta que en ese momento
transitaba por la vía, de Norte a Sur, conducida por Roberto
Emilio Ferreiras, quien* a consecuencia del choque sufrió
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lesiones corporales que curaron antes de diez días; b) que el
accidente se debió a la imprudencia del prevenido Edito
Ramón Frías, quien antes de iniciar la marcha debió cer-
ciorarse, y no lo hizo, si en ese momento transitaba por ese
lugar otro vehículo, como lo exige la ley;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-
prudencia, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra (a) de
dicho texto legal con las penas de 6 días a 6 meses de prisión
y multa de RDS6.00 a RD$180.00 si del accidente resultare al
lesionado una enfermedad o imposibilidad de dedicarse a su
trabajo por un tiempo menor de diez días, como sucedió en la
especie; que al condenar al prevenido recurrente al pago de
una multa de RDS5.00, o sea a una sanción menor que el
mínimum establecido por la ley, la sentencia impugnada no
puede ser casada, ya que la Corte a-qua, en ausencia de un
recurso de apelación del Ministerio Público, no podía mo-
dificar la sentencia de Primera Instancia que había impuesto
esa pena;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el accidente había causado a la parte civil consti-
tuida Roberto Emilio Ferreiras Pérez daños y per-
juicios, materiales y morales cuya evaluación debía ser jus-
tificada por estado; que, en consecuencia, al condenar al pre-
venido recurrente y a la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable al pago de esa indemnización, la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación del Art. 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demas aspectos la
sentencia impugnada, encuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primel o: Admite como interviniente a
Roberto Emilio Ferreiras Pérez, en los recursos do casación
interpuestos por Ramón Edito Frías y la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada por la Corte
de APelación de Santiago, en sus atribuciones correc-
cionales, el 14 de junio de 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
nulo el recurso de casación interpuesto contra dicha senten-
cia por la Cía. de Seguros Pepín, S.A.; Tercero: Rechaza
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Compañía de Seguros. Pepín, S.A., en su condición de
compañia aseguradora de la responsabilidad civil del señor
Ramón Frías, dentro de los límites de su responsabilidad
contractual; Octavo: Que debe condenar como en efecto
condena a Edito Ramón Frías, al pago de las costas penales
del procedimiento; Noveno: Que debe declarar como en
efecto declara las costas de oficio en cuanto al nombrado Ro-
berto Emilio Ferreiras Pérez'; CUARTO: Modifica el Ordinal
Cuarto de la sentencia recurrida en el sentido de que la in-
demnización acordada a favor de Roberto Emilio Ferreiras
Pérez, por los daños materiales sufridos por su vehículo en el
accidente de que se trata sean justificadas por estado;
QUINTO: Pronuncia el defecto contra Edito Ramón Frías,
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar
legalmente citado; SEXTO: Confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos; SEPTIMO: Condena a Edito Ramón
Frías, al pago de las costas penales; OCTAVO: Condena a
Edito Ramón Frías, al pago de las costas civiles, ordenando la
distracción de las mismas en favor del Dr. José Avelino Ma-
dera, ordenando la distracción de las mismas en favor del Dr.

,José Avelino Madera. quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso de la Compañía de
Seguros, Pepín, S.A., que procede declarar la nulidad del
mismo ya que ni en el momento de declarar su recurso ni
posteriormente ha expuesto los medios en que lo fundamenta
como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, por lo que se procede a
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para condenar al pre-
venido Edito Ramón Frías por el delito puesto a su cargo y
fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
el 25 de febrero del 1977, estando estacionado el automóvil
placa pública No. 210-150, conducido por Edito Ramón Frias,
propiedad de Ramón Frías, y con Póliza No. A-28534 de la
Cía. de Seguros Pepín, S.A., en la avenida Hermanas Mirabal,
inició, el mencionado conductor, la marcha de dicho vehículo
dando lugar a que chocara la camioneta que en ese momento
transitaba por la vía, de Norte a Sur, conducida por Roberto
Emilio Ferreiras, quien. a consecuencia del choque sufrió

'lesiones corporales que curaron antes de diez días; b) que el
accidente se debió a la imprudencia del prevenido Edito
Ramón Frías, quien antes de iniciar la marcha debió cer-
ciorarse, y no lo hizo, si en ese momento transitaba por ese
lugar otro vehículo, como lo exige la ley;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-
prudencia, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra (a) de
dicho texto legal con las penas de 6 días a 6 meses de prisión
y multa de RDS6.00 a RDS180.00 si del accidente resultare al
lesionado una enfermedad o imposibilidad de dedicarse a su
trabajo por un tiempo menor de diez días, como sucedió en la
especie; que al condenar al prevenido recurrente al pago de
una multa de RDS5.00, o sea a una sanción menor que el
mínimum establecido por la ley, la sentencia impugnada no
puede ser casada, ya que la Corte a-qua, en ausencia de un
recurso de apelación del Ministerio Público, no podía mo-
dificar la sentencia de Primera Instancia que había impuesto
esa pena;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el accidente había causado a la parte civil consti-
tuida Roberto Emilio Ferreiras Pérez daños y per-
juicios, materiales y morales cuya evaluación debía ser jus-
tificada por estado; que, en consecuencia, al condenar al pre-
venido recurrente y a la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable al pago de esa indemnización, la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación del Art. 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demas aspectos la
sentencia impugnada, encuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primelo: Admite como interviniente a
Roberto Emilio Ferreiras Pérez, en los recursos do casación
interpuestos por Ramón Edito Frías y la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada por la Corte
(!e Apelación de Santiago, en sus atribuciones correc-
cionales, el 14 de junio de 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
nulo el recurso de casación interpuesto contra dicha senten-
cia por la Cía. de Seguros Pepín, S.A.; Tercero: Rechaza
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 55

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, de fecha 22 de julio de 1977.
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el recurse interpuesto contra dicho fallo por Edito Ramón
Frias y lo coi.dena al pago de las costas penales y de las ci-
viles, con distracción de estas últimas, en provecho del Dr.
José Avelino Madera Fernández, abogado del interviniente
quien afirma que las ha avanzado en su totalidad,
declarándolas oponibles a la Cía. de Seguros Pepin, S.A.,
dentro de los términos de la Póliza;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Andrés P. Lugo, la Cooperativa de Trans-
porte Progresista, Inc., y la Cia. de Seguros Pepín, S.A

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
egularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Andrés P.
Lugo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No. 14022, serie 28, residente en la calle Horizontal No. 103 de
Los Mina, de esta ciudad, la Cooperativa de Transporte
Progresista, Inc., con asiento social en esta ciudad, y la Cía.
de Seguros Pépín, S.A., con asiento social también en esta
ciduad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro de•
Macorís, el 22 de julio de 1977 cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a
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el recurso interpuesto contra dicho fallo por Edito Ramón
Frías y lo cotdena al pago de las costas penales y de las ci-
viles, con distracción de estas últimas, en provecho del Dr.
José Avelino Madera Fernández, abogado del interviniente
quien afirma que las ha avanzado en su totalidad,
declarándolas oponibles a la Cía. de Seguros Pe pín, S.A.,
dentro de los términos de la Póliza;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (EDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 55

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, de fecha 22 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Andrés P. Lugo, la Cooperativa de Trans-
porte Progresista, Inc., y la Cía. de Seguros Pepín, S.A

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

• Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Andrés P.
Lugo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No. 14022, serie 28, residente en la calle Horizontal No. 103 de
Los Mina, de esta ciudad, la Cooperativa de Transporte
Progresista, Inc., con asiento social en esta ciudad, y la Cía.
de Seguros Pépín, S.A., con asiento social también en esta
ciduad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro de:
Macorís, el 22 de julio de 1977 cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a
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requerimiento del abogado Dr. Plutarco Montes de Oca, cé-
dula No 52259, serie 1ra., en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de El Seibo, dictó en sus atribuciones
correccionales, el 19 de julio de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se pronuncia el
defecto en contra del prevenido Andrés P. Lugo, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Segundo: Se declara culpable al nom-
brado Andrés P. Lugo, de Violación a la Ley No. 241 y en
consecuencia se condena a pagar una multa ,de RDS50.00
(Cincuenta Pesos Oro) y al pago de las costas penales;
Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil formulada por el Dr. Manuel
Antonio Nolasco G., a nombre y representación del nom-
brado Néstor Monegro, en contra de Andrés P Lugo, la
Cooperativa de Transporte Fredechot Progresista, Inc., y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., y en cuanto al fondo se
condena al conductor Andrés P. Lugo y a la Cooperativa de
Transporte Fredechot Progresista, Inc., al pago de una in-
demnización de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) en favor

del señor Néstor Monegro, parte agraviada, por los daños
morales y materiales sufridos por éste a consecuencia del
accidente de que se trata; Cuarto: Se condena al prevenido
Andrés P. Lugo, la Cooperativa de Transporte Fredechot
Progresista, Inc., y a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., al
pago de las costas civiles, distrayendo las mismas en favor.
del Dr. Manuel Antonio Nolasco G., quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Se rechazan las conclu-
siones emitidas en audiencia por el Dr. Rafael Durán Oviedo,
a nombre y representación de, la Cooperativa de Trans-
porte Fredechot Progresista, Inc., y de la Compañia de
Seguros Pepín, S.A., por ser esta la entidad aseguradora del
carro marca Austin, placa No. 82430, el cual originó el ac-
cidente'; b) que sobre los recursos interpuestos contra ese
fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
Oe apelación interpuestos por Andrés P. Lugo, la Cooperativa
de Transporte Progresista, Inc., (Fredechot) y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., inculpado, parte civilmente responsable
y entidad aseguradora puesta en causa, respectivamente,
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y en
fecha 29 de julio de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de El Seibo, que condenó en defecto al
referido inculpado Andrés P. Lugo, a pagar una multa de
cincuenta pesos oro (RDS50.00) y las costas penales, por el
delito de violación a la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos
de Motor, en perjuicio de Néstor Monegro; rechazó las pre-
tensiones do la parte civilmente responsable y la compañia
aseguradora puestas en causa, por improcedentes y mal
fundadas; condenó al mismo inculpado Andrés P. Lugo, así
como a la Cooperativa de Transporte Progresista, Inc., (Fre-
dechot), a pagar una indemnización de tres mil pesos oro
(RW3,0300.00) en beneficio de Néstor Monegro, parte ci-
...ilmente responsable y Cia. de Seguros Pepín, S.A., al pago
de las costas civiles, con distracción en provecho del doctor
Manuel A. Nolasco G., pof afirmar haberlas avanzado en su.-
totalidad; e hizo oponible la sentencia intervenida a la Cía. de
Seguros Pepín, S.A.; SEGUNDO: Ratifica el defecto
pronunciado en la audiencia celebrada en fecha 19 de julio de
1977, contra el inculpado Andrés P. Lugo, por falta de
comparecer,. no obstante haber sido legalmente citado;
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requerimiento del abogado Dr. Plutarco Montes de Oca, cé-
dula No. 52259, serie 1ra., en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de El Seibo, dictó en sus atribuciones
correccionales, el 19 de julio de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se pronuncia el
defecto en contra del prevenido Andrés P. Lugo, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Segundo: Se declara culpable al nom-
brado Andrés P. Lugo, de Violación a la Ley No. 241 y en
consecuencia se condena a pagar una multa de RDS50.00
(Cincuenta Pesos Oro) y al pago de las costas penales;
Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil formulada por el Dr. Manuel
Antonio Nolasco G., a nombre y representación del nom-
brado Néstor Monegro, en contra de Andrés P Lugo, la
Cooperativa de Transporte Fredechot Progresista, Inc., y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., y en cuanto al fondo se
condena al conductor Andrés P. Lugo y a la Cooperativa de
Transporte Fredechot Progresista, Inc., al pago de una in-
demnización de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) en favor
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del señor Néstor Monegro, parte agraviada, por los daños
morales y materiales sufridos por éste a consecuencia del
accidente de que se trata; Cuarto: Se condena al prevenido
Andrés P. Lugo, la Cooperativa de Transporte Fredechot
Progresista, Inc., y a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., al
pago de las costas civiles, distrayendo las mismas en favor..
del Dr. Manuel Antonio Nolasco G., quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Se rechazan las conclu-
siones emitidas en audiencia por el Dr. Rafael Durán Oviedo,
a nombre y representación de, la Cooperativa de Trans-
porte Fredechot Progresista, Inc., y de la Compañia de
Seguros Pepín, S.A., por ser esta la entidad aseguradora del
carro marca Austin, placa No. 82430, el cual originó el ac-
cidente'; b) que sobre los recursos interpuestos contra ese
fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos por Andrés P. Lugo, la Cooperativa
de Transporte Progresista, Inc., (Fredechot) y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., inculpado, parte civilmente responsable
y entidad aseguradora puesta en causa, respectivamente,
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y en
fecha 29 de julio de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de El Seibo, que condenó en defecto al
referido inculpado Andrés P. Lugo, a pagar una multa de
cincuenta pesos oro (RDS50.00) y las costas penales, por el
delito de violación a la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos
de Motor, en perjuicio de Néstor Monegro; rechazó las pre-
tensiones de la parte civilmente responsable y la compañia
aseguradora puestas en causa, por improcedentes y mal
fundadas; condenó al mismo inculpado Andrés P. Lugo, así
como a la Cooperativa de Transporte Progresista, Inc., (Fre-
dechot), a pagar una indemnización de tres mil pesos oro
R1)53,600.00) en beneficio de Néstor Monegro, parte ci-
.'ilmente responsable y Cía. de Seguros Pepín, S.A., al pago
:le las costas civiles, con distracción en provecho del doctor
Manuel A. Nolasco G., pc afirmar haberlas avanzado en su-
totalidad; e hizo oponible la sentencia intervenida a la Cía. de
Seguros Pepín, S.A.; SEGUNDO: Ratifica el defecto
pronunciado en la audiencia celebrada en fecha 19 de julio de
1977, contra el inculpado Andrés P. Lugo, por falta de
comparecer,. no obstante haber sido legalmente citado;
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TERCERO: Modifica en cuanto al monto de la indemnización
acordada la mencionada sentencia recurrida y, en
consecuencia, condena al inculpado Andrés P. Lugo, y a la
Cooperativa de Transporte Progresista, Inc. (Fredechot), al
pago de una indemnización de dos mil pesos oro
1RD$2,000 00) en beneficio de Néstor Monegro, parte civi'
constituida. como justa reparación por los daños y perjuicios
morales y materiales sufridos con motivo del accidente
ocurrido; CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la
indicada sentencia apelada; QUINTO: Condena a dicho
inculpado al pago de las costas penales; SEXTO: Condena al
inculpado Andrés P. Lugo como a la Cooperativa de
Transpone Progresista, Inc. 'Fredechot) al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho del doctor
Manuel Antonio Nolasco G., por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presente sentencia
común y oponible a la Cia. de Seguros Pepín, S.A., en su
condición de compañía aseguradora del vehículo de la
Cooperativa de Transporte Progresista, Inc. (Fredechot) con
el cual Andrés P. Lugo ocasionó el hecho de que en la especie
se trata":

Considerando, que ni la Cooperativa ae Transporte
Progresista Inc., persona puesta en causa como civilmente
responsable, ni la Cía. de Seguros Pepín, S.A., entidad
aseguradora también puesta en causa, han expuesto los me-
dios en aue fundan sus recursos de casación como lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; que por tanto, procede declarar nulos dichos
recursos y examinar a seguidas el recurso del prevenido;

Conside rando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente culpable del accidente, dio por es-
tablecidos mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente adiministrados en la ins-
trucción de la causa, los siguientes hechos: a) que en horas
de la tarde del 30 de mayo de 1973, mientras el automóvil
Placa pública No. 82430, conducido por el prevenido transi-
tapa en dirección Oeste-Este por la carretera Seibo-Hato
Mayor al llegar al Km 8, atropelló al mecánico Néstor
Monegro. Quien en ese momento se encontraba debajo de
ot ro vehículo debidamente estacionado a su derecha. tratan-
ao ae repararlo, b) que las lesiones corporales recibidas por

Néstor Monegro curaron después de 10 y antes de 20 días; c)
que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido
recurrente quien conducía su vehículo a exceso de velocidad
no obstante las advertencias que se le hicieron para que re-
dujera la marcha, "dada la circunstancia de que en esos
instantes había riesgos especiales en la vía como lo era el
vehículo en desperfecto que reparaba el agraviado
Monegro";

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes por
imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, y sancionado por el mismo texto legal, en su letra b)
con prisión de 3 meses a 1 año y multa de RDS50 00 a
RDS300.00 pesos, si el lesionado resultare enfermo o im-
posibilitado de dedicarse a su trabajo por diez días o más,
pero menos de 20, como ocurrió en la especie; que la Corte a-
gua al condenar al prevenido recurrente al pago de una multa
de RDS50 00 acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido recurrente había causa-
do a Néstor Monegro, constituido en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales, cuyo monto evaluó en la
suma de dos mil pesos oro (RDS2,000.00); que al condenar al
prevenido al pago de esa suma, en provecho de la parte civil
constituida, a título de indemnización, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique

casación;
Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de

casación interpuestos por la Cooperativa de Transporte.
Progresista Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, S.A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
Por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el 22 de
julio de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso que contra
la indicada sentencia ha interpuesto el prevenido Andrés P
Lugo. y lo condena al pago de las costas penales

(FIRMADOS): Manuel D Urges Chupan, Danc Bel
cace' Fernando E Ravelo de la Fuente. Leonte Ratael
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TERCERO: Modifica en cuanto al monto de la indemnización
acordada la mencionada sentencia recurrida y, en
consecuencia, condena al inculpado Andrés P. Lugo, y a la
Cooperativa de Transporte Progresista, Inc. (Fredechot), al
pago de una indemnización de dos mil pesos oro
(RO$2,000.00) en beneficio de Néstor Monegro, parte civil
constituida, como justa reparación por los daños y perjuicios
morales y materiales sufridos con motivo del accidente
ocurrido; CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la
indicada sentencia apelada; QUINTO: Condena a dicho
inculpado al pago de las costas penales; SEXTO: Condena al
inculpado Andrés P. Lugo como a la Cooperativa de
Transporte Progresista, !nc. (Fredechot) al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho del doctor
Manuel Antonio Nolasco G., por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presente sentencia
común y oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., en su
condición de compañía aseguradora del vehículo de la
Cooperativa de Transporte Progresista, Inc. (Fredechot) con
el cual Andrés P. Lugo ocasionó el hecho de que en la especie
se trata";

Considerando, que ni la Cooperativa ce Transporte
Progresista Inc., persona puesta en causa como civilmente
responsable, ni la Cia. de Seguros Pepín, S.A., entidad
aseguradora también puesta en causa, han expuesto los me-
dios en cue fundan sus recursos de casación como lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; que por tanto, procede declarar nulos dichos
recursos y examinar a seguidas el recurso del prevenido;

Conside rando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente culpable del accidente, dio por es-
tablecidos mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente adiministrados en la ins-
trucción de la causa, los siguientes hechos: al que en horas
de la tarde del 30 de mayo de 1973, mientras el automóvil
Placa pública No. 82430, conducido por el prevenido transi-
tara en dirección Oeste-Este por la carretera Seibo- Hato
Mayor al llegar al Km 8, atropelló al mecánico Néstor
Monegro, quien en ese momento se encontraba debajo de
ot ro vehículo debidamente estacionado a su derecha, tratan-
no ce repararlo, 13) que las lesiones corporales recibidas por

Néstor Monegro curaron después de 10 y antes de 20 días; cl
que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido
recurrente quien conducía su vehículo a exceso de velocidad
no obstante las advertencias que se le hicieron para que re-
dujera la marcha, "dada la circunstancia de que en esos
instantes había riesgos especiales en la vía como lo era el
vehículo en desperfecto que reparaba el agraviado
Monegro";

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes por
imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, y sancionado por el mismo texto legal, en su letra b)
con prisión de 3 meses a 1 año y multa de RD$50.00 a
FiDS300.00 pesos, si el lesionado resultare enfermo o im-
posibilitado de dedicarse a su trabajo por diez días o más,
pero menos de 20, como ocurrió en la especie; que la Corte a-
gua al condenar al prevenido recurrente al pago de una multa
de RDS50 00 acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a -qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido recurrente había causa-
do a Néstor Monegro, constituido en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales, cuyo monto evaluó en la
suma de dos mil pesos oro (RD$2,000.00); que al condenar al
prevenido al pago de esa suma, en provecho de la parte civil
constituida, a título de indemnización, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
,,, casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por la Cooperativa de Transporte.
Progresista Inc., y la Compañía de Seguros Pepin, S.A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
Por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el 22 de
julio de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso que contra
'a indicada sentencia ha interpuesto el prevenido Andrés P.
Lugo. y lo condena al pago de las costas penales

(FIRMADOS): Manuel D Berges Chupan. Da rle Bai
..¿icer i-ernando E Ravelo de la Fuente. Leorne Ratael



2394	 BOLETIN JUDICIAL

Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

.certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 56

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fec ha 11 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Alejandro Luis FrancisCo Veras Martínez
Luciano Teiada v Cía. Unión de Seguros, C. por A
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustitutó de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo. Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Caere,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad do Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alejandrc
Luis Francisco Veras Martínez, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, domiciliado y residente en la casa No. 28 de la
calle 11, El Egido, de la ciudad de Santiago de los Caballeros,
cédula No. 78723, serie 31, Luciano Tejada Reyes,
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la
casa No. 18 de la calle 10, El Egido, de la ciudad de Santiago
de los caballeros; y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio en la casa No. 98 de la calle Beller, de la ciudad de
Santiago de los Caballeros, contra la sentencia dictada el 11
de abril de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de lE,

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

r
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Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo fi
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
.certifico. (FIDOW Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 56

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
tacha 11 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

- Recurrente (s): Alejandro Luis Francisco Veras Martínez
Luciano Teiada v Cía. Unión de Seguros, C. por 

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergós
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo. Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alejandrc
Luis Francisco Veras Martínez, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, domiciliado y residente en la casa No. 28 de la
calle 11, El Egido, de la ciudad de Santiago de los Caballeros,
cédula No. 78723, serie 31, Luciano Tejada Reyes,
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la
casa No. 18 de la calle 10, El Egido, de la ciudad de Santiago
de los caballeros; y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio en la casa No. 98 de la calle Beller, de la ciudad de
Santiago de los Caballeros, contra la sentencia dictada el 11
de abril de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de k.

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre

X •
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taría de ia Corte a-qua el 20 de junio de 1978, a requerimiento
del Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, en representación de Ale-
jandro Luis Francisco Veras Martínez, Luciano Tejada Reyes
y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y vehículos; 1383 del Cód igo Civil, 1, 37 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el cual una persona
resultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó el 24 de octubre de 1977, en sus atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:
FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de
apelación incoado en tiempo hábil por el Dr. Manuel de Js.
Disla Suárez, actuando a nombre y representación de Ale-
jandro Luis Veras Martínez, prevenido, Luciano Tejada Reyes
y Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
correccional No. 377, de fecha 24 del mes de octubre del
1977, dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distirto Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo es el siguiente: Falla: Primero: Que debe
declarar, como en efecto declara al nombrado Alejandro Luis
Francisco Veras Martínez, culpable de violar el artculo 49 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito Terrestre de Vehículos de Mo-
tor, en consecuencia y acogiendo falta común, lo debe

condenar y lo condena al pago de una multa de RDS10.00
(Diez Pesos Oro), por el hecho puesto a su cargo; Segundo:

h l Que debe declarar, como en efecto declara buena y válida la
constitución en parte civil, formulada por José Agustin
Castro Rivas, padre del menor Alberto Antonio Castro T., por
haberla hecho en tiem po hábil y de acuerdo a las normas del
procedimiento en cuanto a la forma: Tercero: En cuanto al
fondo, debe condenar a Alejandro Luis Veras Martínez
Luciano T. Reyes, al pago de los intereses legales de la suma
acordada como indemnización principal a partir de la fecha de
la demanda en justicia y a título de indemnización
suplementaria; Quinto: Que debe declarar, como en efecto
declara dicha sentencia común, oponible y ejecutable a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su condición de
aseguradora de la responsabilidad civil del segundo; Sexto:
Que debe condenar y condena al señor Alejandro Luis Fco.
Veras M., Luciano Tejada Reyes y la Cía. de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en favor del Dr. José Avelino Ma-
dera y el Dr. Berto Veloz, abogados que afirman estarías
avanzando en su totalidad; Séptimo: Que debe condenar y
condena a Alejandro Luis Fco. Veras Martínez, al pago de las
costas penales del procedimiento; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto en el aspecto penal, contra el prevenido Alejandro
Luis Veras Martínez, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante estar legalmente citado; TERCERO: Modifi-
ca el Ordinal Tercero de la sentencia recurrida, en el sentido
de reducir la indemnización acordada a favor de la parte civil
constituida a la suma de RD$800.00 (Ochocientos Pesos
Oro), por considerar esta Corte es esta la suma justa, adecua-
.a y suficiénte, para reparar los daños y perjuicios tanto

morales como materiales experimentados por la parte civil
constituida, a consecuencia del accidente de que se trata;
CUARTO: Revoca dicha sentencia en cuanto condena a la
compañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., al pago de
las costas civiles; QUINTO: Confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al prevenido al
pago de las costas penales; SEPTIMO: Condena a Alejandro
Luis Fco. Veras y Luciano Tejada Reyes, persona civilmente
responsable, al pago de las costas civiles de esta instancia;

Considerando, que ni Luciano Tejada Reyes, puesto en
causa como persona civilmente responsable, ni la entidad
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taría de la Corte a-qua el 20 de junio de 1978, a requerimiento
del Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, en representación de Ale-
jandro Luis Francisco Veras Martínez, Luciano Tejada Reyes
y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y vehículos; 1383 del Código Civil, 1, 37 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el cual una persona
resultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó el 24 de octubre de 1977, en sus atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:
FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de
apelación incoado en tiempo hábil por el Dr. Manuel de Js.
Disla Suárez, actuando a nombre y representación de Ale-
jandro Luis Veras Martínez, prevenido, Luciano Tejada Reyes
y Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
correccional No. 377, de fecha 24 del mes de octubre del
1977, dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distirto Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo es el siguiente: Falla: Primero: Que debe
declarar, como en efecto declara al nombrado Alejandro Luis
Francisco Veras Martínez, culpable de violar el artculo 49 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito Terrestre de Vehículos de Mo-
tor, en consecuencia y acogiendo falta común, lo debe

condenar y lo condena al pago de una multa de RDS10.00
(D iez Pesos Oro), por el hecho puesto a su cargo; Segundo:
Que debe declarar, como en efecto declara buena y válida la
constitución en parte civil, formulada por José Agustín
Castro Rivas, padre del menor Alberto Antonio Castro T.. por
haberla hecho en tiem po hábil y de acuerdo a las normas del
procedimiento en cuanto a la forma; Tercero: En cuanto al

• fondo, debe condenar a Alejandro Luis Veras Martínez v
Luciano T. Reyes, al pago de los intereses legales de la suma
acordada como indemnización principal a partir de la fecha de
la demanda en justicia y a título de indemnización
suplementaria; Quinto: Que debe declarar, como en efecto
declara dicha sentencia común, oponible y ejecutable a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su condición de
aseguradora de la responsabilidad civil del segundo; Sexto:
Que debe condenar y condena al señor Alejandro Luis Fco.
Veras M., Luciano Tejada Reyes y la Cía. de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en favor del Dr. José Avelino Ma-
dera y el Dr. Berto Veloz, abogados que afirman estarlas
avanzando en su totalidad; Séptimo: Que debe condenar y
condena a Alejandro Luis Fco. Veras Martínez, al pago de las
costas penales del procedimiento; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto en el aspecto penal, contra el prevenido Alejandro
Luis Veras Martínez, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante estar legalmente citado; TERCERO: Modifi-
ca el Ordinal Tercero de la sentencia recurrida, en el sentido
de reducir la indemnización acordada a favor de la parte civil
constituida a la suma de RDS800.00 (Ochocientos Pesos
O ro), por considerar esta Corte es esta la suma justa, adecua-
.a y suficiénte, para reparar los daños y perjuicios tanto

morales como materiales experimentados por la parte civil
constituida, a consecuencia del accidente de que se trata;
CUARTO: Revoca dicha sentencia en cuanto condena a la
compañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., al pago de
las costas civiles; QUINTO: Confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al prevenido al
pago de las costas penales; SEPTIMO: Condena a Alejandro
Luis Fco. Veras y Luciano Tejada Reyes, persona civilmente
responsable, al pago de las costas civiles de esta instancia;

Considerando, que ni Luciano Tejada Reyes, puesto en
causa como persona civilmente responsable, ni la entidad



suma, más los intereses legares sobre la misma, a partir de la
fecha de demanda, a favor de la parte civil constituida, a título
de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas ci-
viles, por no haber hecho pedimento alguno al respecto la
parte gananciosa;
, Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Luciano Tejada Reyes y la Cía.
linón de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
el día 11 de abril de 1978, por la Corte de Apelación de San-
tiago, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso interpuesto contra la misma
sentencia por el prevenido Alejandro Luis Francisco Veras
Martínez; Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
,certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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aseguradora Unión de Seguros, C. por A., han expuestos en
el acta de su recurso de casación ni posteriormente, los me-
dios en que fundan el mismo, como lo exige, a pena de nuli-
dad el artículo 37 de la Ley de Procedimiento de Casación,
para las partes que no han sido condenadas penalmente; que,
por lo tanto, procede declarar la nulidad de dichos recursos,
por lo cual sólo se examinará el recurso del prevenido Ale-
jandro Luis Francisco Veras Martínez;

Considerando, que la Corte a -qua para declarar al pre-
venido recurrente culpable del delito puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, los hechos siguientes: a) que en
horas de la mañana del 23 de mayo de 1977, mientras el pre-
venido transitaba de norte a sur por la calle Capotillo, de la
ciudad de Santiago de los Caballeros, conduciendo la
camioneta placa No. 515-970, propiedad de Luciano Tejada
Reyes, al llegar a la esquina de la calle 16 de agosto, atropelló
al menor Alberto Antonio Castro Taveras, quien cruzaba la
calle, causándoles lesiones que curaron después de veinte
días; b) que el accidente se debió, además de la falta de la
víctima, al hecho de que el prevenido fue negligente al no
tocar bocina ni detener su vehículo, al advertir que el menor
agraviado se proponía cruzar la calle;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Alejandro Luis Francisco Veras Mar-
tínez, el delito de golpes y heridas por imprudencia, causados
con la conducción de un vehículo de motor, previsto por el
artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por la letra Ic) del mismo texto legal,
con prisión de seis meses a dos años y multa de cien a
quinientos pesos, cuando los golpes y heridas hayan causado
una enfermedad o imposibilidad para el trabajo, que durare
veinte o más días, como ocurrió en la especie; que al con-
denarlo a una multa de diez pesos, después de acoger cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a -qua le impuso una pena
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a -qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido causó daños materiales
y morales a José Agustín Castro, constituidos en parte civil
en su condición de padre del menor agraviado, que evaluó en
la suma de RD$S00.00; que al condenarlo al pago de dicha
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aseguradora Unión de Seguros, C. por A., han expuestos en
el acta de su recurso de casación ni posteriormente, los me-
dios en que fundan el mismo, como lo exige, a pena de nuli-
dad el artículo 37 de la Ley de Procedimiento de Casación,
para las partes que no han &do condenadas penalmente; que,
por lo tanto, procede declarar la nulidad de dichos recursos,
por lo cual sólo se examinará el recurso del prevenido Ale-
jandro Luis Francisco Veras Martínez;

Considerando, que la Corte a -qua para declarar al pre-
venido recurrente culpable del delito puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa, los hechos siguientes: a) que en
horas de la mañana del 23 de mayo de 1977, mientras el pre-
venido transitaba de norte a sur por la calle Capotillo, de la
ciudad de Santiago de los Caballeros, conduciendo la
camioneta placa No. 515-970, propiedad de Luciano Tejada
Reyes, al llegar a la esquina de la calle 16 de agosto, atropelló
al menor Alberto Antonio Castro Taveras, quien cruzaba la
calle, causándoles lesiones que curaron después de veinte
días; b) que el accidente se debió, además de la falta de la
víctima, al hecho de que el prevenido fue negligente al no
tocar bocina ni detener su vehículo, al advenir que el menor
agraviado se proponía cruzar la calle;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Alejandro Luis Francisco Veras Mar-
tínez, el delito de golpes y heridas por imprudencia, causados
con la conducción de un vehículo de motor, previsto por el
artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por la letra (c) del mismo texto legal,
con prisión de seis meses a dos años y multa 'de cien a
quinientos pesos, cuando los golpes y heridas hayan causado
una enfermedad o imposibilidad para el trabajo, que durare
veinte o más días, como ocurrió en la especie; que al con-
denarlo a una multa de diez pesos, después de acoger cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a -qua le impuso una pena
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a -qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido causó daños materiales
y morales a José Agustín Castro, constituidos en parte civil
en su condición de padre del menor agraviado, que evaluó en
la suma de RD$800.00; que al condenarlo al pago de dicha

---

suma, más los intereses legales sobre la misma, a partir de la
fecha de demanda, a favor de la parte civil constituida, a título
de indemnización, la Corte a -qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas ci-
viles, por no haber hecho pedimento alguno al respecto la
parte gananciosa;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Luciano Tejada Reyes y la Cía.
Unón de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
el día 11 de abril de 1978, por la Corte de Apelación de San-
tiago, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso interpuesto contra la misma
sentencia por el prevenido Alejandro Luis Francisco Veras
Martínez; Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 57

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 16 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Mamerto Polanco. Ludovino Núñez y Cía. de
Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix A. Brito Mata.

Interviniente	 Ramón A. Ramos

Abogado (s): Dr. Rafael A. Sierra Ci

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mamerto
Polanco, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado en la casa No. 32 de la calle Juan Evangelista
Jiménez, de esta ciudad; Ludovino Núñez Valdez,
dominicano, mayor de edad, cédula No. 32392, serie 47,
domiciliado en la casa No. 208 de la calle José Martí, de esta
ciudad, y la Compañia de Seguros Pepín, S.A., domiciliada en
la casa No. 67 (altos) de la calle Palo Hincado de esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 16 dé enero
del 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael A.
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Sierra C., cédula No. 13047, serie 2, en representación del
recurrido, Ramón A. Ramos, dominicano, mayor de edad,
soltero, empleado privado, cédula No. 55586, serie ira.,
domiciliado en la casa No. 13 de la calle Reparto Teniente
Amado García, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de mayo del 1980, a re-
querimiento del Dr. Diógenes Amaro G., cédula No. 10655,
serie 55, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 5 de marzo del
1382, suscrito por el Dr. Félix Antonio 8rito Mata, cédula No.
29134, serie 47, abogado de los recurrentes, en el cual se
proponen los medios de casación contra la sentencia im-
pugnada que se indican más adelante;

Vistos los escritos del interviniente del 5 de marzo del 1382,
y del 8 de los mismos mes y año, firmados por su abogado,
Dr. Rafael A. Sierra C.;

Visto el auto dictado en fecha 24 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Caere,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el texto legal invocado por el recurrente, que
se indica más adelante y los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
del 1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el que una persona



2400	 BOLETIN JUDICIAL.

SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 57

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 16 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Mamerto Polanco. Ludovino Núñez y Cía. de
Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix A. Brito Mata.

Interviniente	 Ramón A. Ramos
n.

Abogado (s): Dr. Rafael A. Sierra C

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H.	 Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mamerto
Polanco, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado en la casa No. 32 de la calle Juan Evangelista
Jiménez, de esta ciudad; Ludovino Núñez Valdez,
dominicano, mayor de edad, cédula No. 32392, serie 47,
domiciliado en la casa No. 208 de la calle José Martí, de esta
ciudad, y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., domiciliada en
la casa No. 67 (altos) de la calle Palo Hincado de esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 16 dé enero
del 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Sierra C., cédula No. 13047, serie 2, en representación del
recurrido, Ramón A. Ramos, dominicano, mayor de edad,
soltero, empleado privado, cédula No. 55586, serie 1ra.,
domiciliado en la casa No. 13 de la calle Reparto Teniente
Amado García, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de mayo del 1380, a re-
querimiento del Dr. Diógenes Amaro G., cédula No. 10655,
serie 55, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 5 de marzo del
1982, suscrito por el Dr. Félix Antonio Brito Mata, cédula No.
29134, serie 47, abogado de los recurrentes, en el cual se
proponen los medios de casación contra la sentencia im-
pugnada que se indican más adelante;

Vistos los escritos del interviniente del 5 de marzo del 1982,
y del 8 de los mismos mes y año, firmados por su abogado,
Dr. Rafael A. Sierra C.;

Visto el auto dictado en fecha 24 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Caere,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el texto legal invocado por el recurrente, que
se indica más adelante y los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
del 1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de un accidente de tránsito en el que una persona
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resultó con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal dei
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó, en
sus atribuciones correccionales, una sentencia el 7 de abril de
1976, cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Diógenes Amaro, actuando a nombre y
representación del señor Mamerto Polanco, Ludovino Núñez
y de la Compañía de Seguros Pepin, S.A., de fecha 26 de abril
de 1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia
el defecto en contra del nombrado Mamerto Polanco.
dominicano, mayor de edad, cédula No. 55586, serie ira.,
residente en la calle Juan Evangelista Jiménez No. 32, de esta
ciudad, por no haber comparecido no obstante estar citado
legalmente; Segundo: Se declara culpable de violación al art.
49 letra (c) de la Ley No. 241 (golpes y heridas involuntarios
causados con el manejo o conducción de vehículos de motor)
curables después de ciento cincuenta días (150) y antes de
ciento ochenta (180) días, en perjuicio del coprevenido
Ramón Antonio Ramos, en consecuencia se condena al pago
de una multa de Cien Pesos Oro Dominicanos (RDS100.00):
Tercero: Se condena al pago de las costas penales; Cuarto:
Declara al nombrado Ramón Antonio Ramos, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 55586, serie ira., residente en la
avenida Tte. Amado García Guerrero No. 13 ciudad, no
culpable al haberse establecido en audiencia que no ha viola-
do ninguna de las disposiciones de la Ley No. 241; Quinto.
Se rechaza en todas sus partes el pedimento hecho por el Dr
Diógenes Amaro, abogado de la defensa del prevenido
Mamerto Polanco y del pedimento del Ministerio Público, por
improcedente y mal fundada; Sexto: Declara regular y válido
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por el
nombrado Ramón Antonio Ramos, contra el prevenido
Mamerto Polanco, por su hecho personal, contra el señor
Ludovino Núñez Valdez. como persona civilmente res-
ponsable, y en oponibilidad de la sentencia a intervenir a la
Cta. de Seguros Pepín, S.A., en cuanto al fondo, condena al
prevenido Mamerto Polanco, y al señor Ludovino Núñez
Valdez. en sus ya expresadas calidades; a) al pago de Dos Mil
Pesos oro Dominicanos (RDS2,000.00) como indemnización
en favoi del nombrado Ramón Antonio Ramos; b) al pago de

las intereses legales de dicha suma a titula de inaemnizacion
-omplementana; cl ai pago de las costas civiles con os-
qaccion de las mismas en provecho del Dr Rafael Sierra C..
quien afirma haberles avanzado en su totalidaa. Séptimo:
Declara la presente sentencia comon V 000nible a la Cía de

• Seguros Pepin. S.A., entidad aseguradora del vehiculo marca
Nissan. chasis No. CI0004497. asegurado bajo póliza No A-

' 222720. propiedad del señor Ludovmo Núñez Valdez.
conducido por el prevenido Mamerto Polanco, en el
momento del accidente, en virtud de lo dispuesto por el
articulo 10 de la Ley No. 4117. sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor"; por haber sido hecho dentro del plazo
nue inidca la Ley: SEGUNDO: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Mamerto Polanco, por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante haber sido legalmente ci-
tado: TERCERO: Se confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida: CUARTO. Se condena a los señores
Mamerto Polanco y Ludovino Núñez Valdez, prevenido
persona civilmente responsable, al pago de las costas penales
y civiles con distracción de las últimas en provecho del Dr.
Rafael Sierra C., quien afirma haberles avanzado en su to-
talidad: QUINTO: Se declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía de Seguros Patria, S.A., entidad
aseguradora del vehículo causante de dicho accidente":

Considerando. que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación • Primer Medio:
Falta de motivos y de base legal: Segundo Medio. Falta de
motivos que justifiquen el monto de la indemnización acorda-
da, por daños y periuicios. Violación del Art 141 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando, que el recurrente alega en síntesis, en los
dos medios de su memorial, reunidos, lo siguiente: que para
condenar al prevenido la Corte a-qua estimó que había in-
currido en el delito previsto en el artículo 72 de la Ley No. 241,
:In determinar en su sentencia en Qué condiciones el con
ductor hizo el retroceso: que es incuestionable que el pre-
venido hizo esta maniobra contorme lo permite el referido
texto legal, ya aue su desplazamiento lo etectuo en una vía
principal y en la sentencia impugnaoa no se da constancia de
cual fue la conducta observada oor el motociclista quien se
desplazaba por una via secunaana como io es ia calle Moises
Caro& para entrar a una via principal COMO io es ia Dr Deiga-
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resultó con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó, en
sus atribuciones correccionales, una sentencia el 7 de abril de
1976, cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Diógenes Amaro, actuando a nombre y
representación del señor Mamerto Polanco, Ludovino Núñez
y de la Compañía de Seguros Pepin, S.A., de fecha 26 de abril
de 1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia
el defecto en contra del nombrado Mamerto Polanco.
dominicano, mayor de edad, cédula No. 55586, serie 1ra.,
residente en la calle Juan Evangelista Jiménez No. 32, de esta
ciudad, por no haber comparecido no obstante estar citado
legalmente; Segundo: Se declara culpable de violación al art.
49 letra (c) de la Ley No. 241 (golpes y heridas involuntarios
causados con el manejo o conducción de vehículos de motor)
curables después de ciento cincuenta días 1150) y antes de
ciento ochenta 1180) días, en perjuicio del coprevenido
Ramón Antonio Ramos, en consecuencia se condena al pago
de una multa de Cien Pesos Oro Dominicanos (RDS100.001;
Tercero: Se condena al pago de las costas penales; Cuarto:
Declara al nombrado Ramón Antonio Ramos, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 55586, serie tra., residente en la
avenida Tte. Amado García Guerrero No. 13 ciudad, no
culpable al haberse establecido en audiencia que no ha viola-
do ninguna de las disposiciones de la Ley No. 241; Quinto.
Se rechaza en todas sus panes el pedimento hecho por el Dr
Diógenes Amaro. abogado de la defensa del prevenido
Mamerto Polanco y del pedimento del Ministerio Público, por
improcedente y mal fundada; Sexto: Declara regular y válido
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por el
nombrado Ramón Antonio Ramos, contra el prevenido
Mamerto Polanco, por su hecho personal, contra el señor
Ludovino Núñez Valdez. como persona civilmente res-
ponsable, y en oponibilidad de la sentencia a intervenir a la
Cía. de Seguros Pepín, S.A., en cuanto al fondo, condena al
prevenido Mamerto Polanco, y al señor Ludovino Núñez
Valdez. en sus ya expresadas calidades; a) al pago de Dos Mil
Pesos oro Dominicanos (RDS2,000.00) como indemnización
en favor del nombrado Ramón Antonio Ramos; b) al pago de
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ins intereses legales de dicha suma a titulo de inoemnizacion
omplementana; cl al pago de las costas civiles con os-

riaccion de las mismas en provecho del Dr Ratee; Sierra C.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. Séptimo:
Declara la presente sentencia común y Oponible a la Cía de
Seguros Pepin. S.A., entidad aseguradora del vehiculo marca
Nissan. chasis No. CI0004497, asegurado bajo póliza No A-
222720, propiedad del señor Ludovino Núñez Valdez y
conducido por el prevenido Mamerto Polanco. en el
momento del accidente, en virtud de lo dispuesto por el
articulo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor'; por haber sido hecho dentro del plazo
que inidca la Ley: SEGUNDO: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Mamerto Polanco, por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante haber sido legalmente ci-
tado: TERCERO: Se confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida; CUARTO . Se condena a los señores
Mamerto Polanco y Ludovino Núñez Valdez, prevenido y
persona civilmente responsable, al pago de las costas penales
y civ i les con distracción de las últimas en provecho del Dr.
Rafael S ierra C., quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad: QUINTO: Se declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía de Seguros Patria, S.A., entidad
aseguradora del vehículo causante de dicho accidente":

Considerando. que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación Primer Medio:
Falta de motivos y de base legal: Segundo Medio Falta de
motivos que justifiquen el monto de la indemnización acorda-
da, por daños y perjuicios. Violación del Art 141 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando, que el recurrente alega en sintesis. en los
dos medios de su memorial, reunidos, lo siguiente: que para
condenar al prevenido la Corte a-qua estimó que habla in-
currido en el delito previsto en el articulo 72 de la Ley No. 241.
sin determinar en su sentencia en Qué condiciones el con
ductor hizo el retroceso: que es incuestionable que el ore-
,,enido hizo esta maniobra conforme lo permite el referido
sexto legal. va que su desp lazamiento lo etectuo en una via
anncipal y en la sentencia . m pugnaoa no se da constancia de
:ual f ue la conducta obse rvada oor el motociclista. quien se
: esolazaba por una via secunaa na como 'o es 'a calle Moiseb
&recia. para entrar a una via principal como lo es la Or Deiga•
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do, sin tomar las medidas de prudencia corno la de detenerse
al llegar a la intersección de esas vlas: que los Jueces del
fondo para acordar una indemnización están obligados a
hacer una exposicion completa de los hechos y cir
cunstancias de ia causa para estaolecer el perjuicio sufrido
por la víctima y en ninguna parre ce la sentencia impugnada
se establecen las circunstancias en que se produjo el ac-
cidente ni se examina la Conducta ae la victima. pero,

Considerando, que en la Corte a-qua para condenar al pre-
venido por el delito puesto a su cargo y tallar como lo hizo,
mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa, dio
por establecido lo siguiente al que a las cuatro de la tarde del
12 de julio aei 1975. mientras el prevenido conducía el
automóvil, placa Publica No 92•962, propiedad de Ludovino
Núñez, con Póliza No A-327-20 de ia Cia de Seguros Pepín,
S.A., por la calle Di Delgado. de esta ciudad, condujo hacia
atrás su Jehiculo y al llegar a la intersección con la calle
Moisés García, choco con la motocicleta, placa No. 17281,
propiedad de la Dirección General de Rentas Internas, y
conducida por Ramón Antonio Ramos, quien sufrió trauma-
tismos que curaron aespués de 150 y antes de 180 días; b)
que el accidente se cebo a la imprudencia del prevenido,
quien, al hacer esa maniobra no se percató de que el con-
ductor de la motocicleta se habla introducido ya en la calle
Dr. Delgado; todo lo que muestra que los Jueces del fondo
edificaron, dentro de sus poderes soberanos de apreciación,
Que no pueden ser, por tanto, censurados en casación, en el
sentido de que el único culpable del accidente lo fue el pre-
venido Mamerto Polanco y, por consiguiente, quedaba
excluido de toda responsabilidad el motociclista Ramón
Antonio Ramos; que, por tanto, los medios del recurso
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por ¡ni-
prudencia causados con el manejo de un vehículo de motor,
previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra Id con las penas
de prisión de no menos de 6 meses a 2 años y multa de
RDS100 00 a RDS500.00. si ia entermeaaa o imposibilidad pa-
ra su trabajo durare 20 días o mas, que. por tanto, al condenar
al prevenido recurrente al pago de una multa de RDS100.00,
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acogiendo circunstancias atenuantes. 9 Corte a-qua le aúlle°
una sanción aiustada a la Lev

Considerando, que. asimismo, la Corte a-qua aio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causo a Ramon A,
Ramos, constituido en parte civil, daños y perjuicios ma-
teriales y morales. que evaluó en la suma de RDS2.000.00;
que al condenar al prevenido, solidariamente, con Ludoviro
Núñez Vaidez, puesto en causa como civilmente responsable,
al pago de esa suma más los intereses legales a partir de la
demanda, a titulo de indemnización, en favor de la men-
cionada persona constituida en parte civil, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117 dei 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al hacer oponible
dichas condenaciones a la Compañía de Seguros Peidín, S.A.;

Considerando. que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente no contiene vicio alguno que justifique su
casación.

Por taléis motivos. Primero: Admite como interviniente a
Ramón A Ramos en los recursos ce casación interpuestos
por Mamerto Polanco. Ludovino Núñez Validez y la Compañía
de Seguros Peoín. S.A.. contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales. el 16 de enero de 1980. cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior aei presente fallo: Segundo:
Rechaza dichos recursos: Tercero: Condena al prevenido
recurrente al pago de las costas penales y a este y a Ludovino
Núñez Valdez al pago de las costas civiles y ordena su dis-
tracción en provecho del Dr Rataei A Sierra, abogado dei
interviniente quien afirma haberlas avanzaao en su totalidad y
las hace oponibles a la Cla. de Seguros Pepin, S.A., dentro de
los términos de la Póliza.

General.
ña.- Gustavo Gómez Caere

cácer.. Fernando E Ravelo
burquerque C	 Luis Victo,
Goicochea S Máximo %ello

(ARMADOS!	 Manuel O
de la Puente. Leonte R. Al-

Renvoie • Abelardo Herrara Pi-

Bergés Chupan',. Darlo Bal-

Garcia ce Peña Hugo H.

Miguel Jacobo. Secretario

1
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do, sin tomar las medidas de prudencia corno la de detenerse
al llegar a la intersección de esas vías; que los Jueces del
fondo para acordar una indemnización están obligados a
hacer una exposición completa de los hechos y cir
cunstancias de ia causa para establecer e ! perjuicio sufrido
por la víctima y en ninguna narre oe la sentencia impugnada
se establecen las circunstancias en que se produjo el ac-
cidente ni se examina la conducta ae la victima. pero,

Considerando, que en la Corte a-qua para condenar al pre-
venido por el delito puesto a su cargo y fallar como lo hizo,
mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa, dio
por establecido lo siguiente al que a las cuatro de la tarde del
12 de julio ael 1975. mientras el prevenido conducía el
automóvil, placa Publica No 92 .962, propiedad de Ludovino
Núñez, con Póliza No A-327-20 de la Cia de Seguros Pepín,
S.A., por la calle Di Deigaao. de esta ciudad, condujo hacia
atrás su vehículo y a' llegar a la intersección con la calle
Moisés García, choco con la motocicleta, placa No. 17281,
propiedad de la Dirección General de Rentas Internas, y
conducida por Ramón Antonio Ramos, quien sufrió trauma-
tismos que curaron aespués de 150 y antes de 180 días; bl
que el accidente se debio a la imprudencia del prevenido,
quien, al hacer esa maniobra no se percató de que el con-
ductor de la motocicleta se habia introducido ya en la calle
Dr. Delgado; todo lo que muestra que los Jueces del fondo
edificaron, dentro de sus poderes soberanos de apreciación,
que no pueden ser, por tanto, censurados en casación, en e'
sentido de que el único culpable del accidente lo fue el pre-
venido Mamerto Polanco y, por consiguiente, quedaba
excluido de toda responsabilidad el motociclista Ramón
Antonio Ramos; que, por tanto, los medios del recurso
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-
prudencia causados con el manejo de un vehículo de motor,
previsto por el articulo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra id con las penas
de prisión de no menos de 6 meses a 2 años y multa de
RDS100.00 a RDS500.00. si la entermeaaa o imposibilidad pa-
ra su trabajo durare 20 días o mas. que. por tanto. al  condenar
al prevenido recurrente al pago de una multa de RDS100.00.
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acog iendo circunstancias atenuantes. 'a Corte a-qua le aPriC0
una sanción ajustada a la Ley

Considerando, que. asimismo, la Corte a-qua aro por esta-
blecido que el hecho del prevenido causo a Ramon A,
Ramos, constituido en parte civil, daños y perjuicios ma-
teriales y morales. que evaluó en la suma de RDS2.000.00;
que al condenar al prevenido, solidariamente, con Ludoviro
Núñez Valdez, puesto en causa como civilmente responsable,
a! pago de esa suma mas los intereses legales a partir de la
demanda, a título de indemnización, en favor de la men-
cionada persona constituida en parte civil, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. al hacer oponible
dichas condenaciones a la Com pañia de Seguros Pepín, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia im pugnada. en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente . no contiene vicio alguno que justifique su
casación.

Por tales motivos. Primero: Admite como interviniente a
Ramón A gamos en los recursos ae casación interpuestos
por Mamerto Polanco, Ludovino Núñez Valdez y la Compañía
de Seguros Pepín. S.A.. contra l a sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo. en sus atribuciones
correccionales. el 15 de enero ae 1 980. cu yo dispositivo se ha
copiado en parte anterior aei presente tallo: Segundo:
Rechaza dichos recursos: Tercero: Condena al prevenido
recurrente al pago de las costas Penales y a este y a Ludovino
Núñez Valdez al pago de las costas civiles y ordena su dis-
tracción en provecho del Dr. Rafael A. Sierra, abogado del
interviniente quien afirma haberles avanzaao en su totalidad y
las hace oponibles a la Cia. de Seguros Pepin, S.A., dentro de
los términos de la Póliza.

General.
ña - Gustavo Gómez Caere
Goicochea S Máximo Puelio

cácer.. Fernando E Ravelo
bu rquerque C	 Luis Victo.

(FIRMADOS)	 Manuel D
de la Puente. Leonte R. Al-

Renville • Abelardo Herrara Pi-

Bergés Chupan!.- Dallo Bal-

Garcia ae Peña Hugo H.

Miguel Jacobo. Secretario
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No, 58

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de abril de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José Ramón Oviedo, Manuel Aridio Mejía y
la Compañía de Seguros Pepa), S.A.

Abogado (s): Dr. Félix A. Brito Mata

Interviniente (s): Pedro Tavarez

Abogado (s): Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública. como Corte de Casación, la-siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel
Aridio Mejía Lara, dominicana, mayor de edad, chofer, resi-
dente én la calle lmbert No. 2 de esta ciudad, cédula No.
1489. serie 87. José Ramón Oviedo. dominicano, mayor de
edad, residente en la calle 3ra.. ese. E. No. 75, Urbanización
Miramar. kilómetro 8 1.2 carretera Sánchez, ciudad. y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle 'Mer-
cedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dicta-SI

74( ,P

La nresenre sentencia ha sido orada y firmada pOr los se

eS jueces :rue flguran en su encabezamiento. en la

mi(Iitmod publica oei dia. mes y año, en él expresados. y 1 rie

flinbrula lelos v publicada por mi. Secretario General, que

eiIitce iFDO Miguel Jacobo

tI.ETI \	 N. 1.
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La nresente sentencia ha sido nada y firmada por los se-
ño res Jueces ave figu ran en su encabezamiento. en la
audiencia puntica oei dia. mes y año, en él expresados. y fue
sumada leida y publicada por mi. Secretario General. que

tedi t ice IFDO 1 Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 58

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 29 de abril de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José Ramón Oviedo, Manuel Aridio Mejía y
la Compañía de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix A. Brito Mata

Interviniente (s): Pedro Tavarez

Abogado (s): Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

741"fri

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel
Aridio Mejía Lara, dominicana, mayor de edad, chofer, resi-
dente en la calle Imbert No. 2 de esta ciudad, cédula No.
1488 serie 87. José Ramón Oviedo. dominicano, mayor de
edad, residente en la calle 3ra.. esa E. No. 75, Urbanización
Miramar. kilómetro 81,2 carretera Sánchez, ciudad: y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle Mer-
cedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dicta-

;
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da el 29 de abril de 1382. cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretría de la Corte a-qua el 3 de junio de 1382, a re-
querimiento del Dr Diógenes Amaro G., cédula No. 10655,
serie 55, en representación de los recurrentes, en la que no se
Propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 6 de junio de 1983,
suscrito oor el Dr Félix Antonio Brito Mata, cédula No.
29194 serie 47 en el cual se propone el medio de casación
cue se inda más adelante;

Visto el escrito del interviniente Pedro Tavarez,
oominicano mayor de edad, residente en la calle 3ra. No. 18,
uroanizacion Altagracia, de esta ciudad, cédula No. 47265,
serie 1ra suscrito por su abogado Dr. Bienvenido Montero
oe los Santos cédula No. 63744, serie 1ra.;

Visto el auto dictado en fecha 23 de agosto del corriente
ario 1983 por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
s:dente oe la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama a los Magistrados Darío Balcácer y Gustavo Gómez
Ceara Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
ia deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
oe conformidad con las Leyes Nos 684 de 1934 y 926 de
'93'

o Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
Oeiact	 VIS/Os los textos legales invocados por los
• eeLvertes y los articulos 1 29, C2 y 65 de la Ley sobre
Procechnerto oe Casación

Consioeranoo aue en la sentencia impugnada y en los
GOCumernos a que eha se refiere consta: al que con motivo de

accioeme de transito ocurrido en esta ciudad en la que
irle persona resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara
Penal del Juzgado ce Primera Instancia del Distrito Nacional
dictó el 2 de febrero de 1981, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Manuel Aridio Mejía Lara, por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; Segundo: Se declara al nombrado Manuel
Aridio Mejía Lara, culpable de violar la Le y No. 241. en-

perjuicio de Pedro Tavarez y en consecuencia, se condena al
pego de una multa de cincuenta pesos oro IRDS50.00) y

acog iendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero:coa:1 declara buena y válida la constitución en parte
civil intentada por Pedro Tavarez, por órgano del Dr. Bien-
venido Montero de los Santos, contra Manuel Aridio Mejía
Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., por ha-
berle hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia, se condena solidariamente a Manuel Aridio
Mejía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., en
sus calidades respectivas de prevenido y persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de cuatro mil
pesos oro (RDS4,000.00), a favor de la parte civil constituida
como justa reparación por los daños morales y materiales
ocasionádole en dicho accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a partir de la fecha de la
demanda en justicia; Cuarto: Se condena solidariamente a
Manuel Aridio Mejía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón
Oviedo J., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Bdo. Montero de los Santos,
quien afirma haberles avanzado en su totalidad; Quinto: Se
declara que la presente sentencia le sea común y oponible de
conformidad al artículo 10 de la Ley No. 41 i7, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradr,ra del vehículo que
ocaisonó el accidente'; b) que sobre los • ecursos interpuestos
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Diógenes Amaro, en fecha 16 de fe-
brero de 1981, a nombre y representación de Manuel A. Mejía
Lara, José Ramón Oviedo y la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
contra sentencia de fecha 2 de febrero de 1981, dictada por la
Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel Aridio
Mejía Lara, por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara
al nombrado Manuel Aridio Mejía Lara, culpable de violar la
Ley No. 241, en perjuicio de Pedro Tavarez, y en consecuen-
cia, se condena al pago de una multa de cincuenta pesos y
costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
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da el 29 de abril de 1382. cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretría de la Corte a-qua el 3 de junio de 1382, a re-
querimiento del Dr Diógenes Amaro G., cédula No. 10655,
serie 55, en representación de los recurrentes, en la que no se
Propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 6 de junio de 1983,
suscrito oor el Dr Félix Antonio Brito Mata, cédula No.
29194 serie 47 en el cual se propone el medio de casación
rafe se india más adelante;

Visto el escrito del interviniente Pedro Tavarez,
oominicano mayor de edad, residente en la calle 3ra. No. 18,
uroanizacion Altagracia, de esta ciudad, cédula No. 47265,
serie 1ra suscrito por su abogado Dr. Bienvenido Montero
oe IOS Santos cédula No. 63744, serie 1ra.;

Visto el auto dictado en fecha 23 de agosto del corriente
año 1983 por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
siciente oe la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama a los Magistrados Dado Balcácer y Gustavo Gómez
Ceara Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
ra deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
oe conf ormidad con las Leyes Nos 684 de 1934 y 926 de
93'

a Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
Ue • 80	 . vicios los textos legales invocados por los
• ecur • ertes y los "culos 1 29, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento oe Casación

Ccnsioeranoo oue en la sentencia impugnada y en los
nocumentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de

accioente de transito ocurrido en esta ciudad en la que
me persona resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
dictó el 2 de febrero de 1981, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Manuel Aridio Mejía Lara, por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; Segundo: Se declara al nombrado Manuel
Aridio Mejía Lara, culpable de violar la Le y No. 241. en-

perjuic io de Pedro Tavarez y en consecuencia, se condena al
pago de una multa de cincuenta pesos oro CRDS50.00) y
costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil intentada por Pedro Tavarez, por órgano del Dr. Bien-
venido Montero de los Santos, contra Manuel Aridio Mejía
Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., por ha-
berle hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia, se condena solidariamente a Manuel Aridio
Mejía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., en
sus calidades respectivas de prevenido y persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de cuatro mil
pesos oro IRDS4,000.00), a favor de la parte civil constituida
como justa reparación por los daños morales y materiales
ocasionádole en dicho accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a partir de la fecha de la
demanda en justicia; Cuarto: Se condena solidariamente a
Manuel Aridio Mejía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón
Oviedo J., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Bdo. Montero de los Santos,
quien afirma haberles avanzado en su totalidad; Quinto: Se
declara que la presente sentencia le sea común y oponible de
conformidad al artículo 10 de la Ley No. 41 i 7, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradr,ra del vehículo que
ocaisonó el accidente'; 1;1 que sobre los . ecursos interpuestos

di	 intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Diógenes Amaro, en fecha 16 de fe-
brero de 1981, a nombre y representación de Manuel A. Mejía
Lara, José Ramón Oviedo y la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
contra sentencia de fecha 2 de febrero de 1981, dictada por la
Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel Aridio
Mejía Lara, por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara
al nombrado Manuel Aridio Mejía Lara, culpable de violar la
Ley No. 241, en perjuicio de Pedro Tavarez, y en consecuen-
cia, se condena al pago de una multa de cincuenta pesos y
costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;



Tercero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil intentada por Pedro Tavarez, por órgano del Dr,
Bienvenido Montero de los Santos. contra Manuel Aridio
Mejía Lara y Victor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., por
haberla hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia, se condena solidariamente a Manuel Aridio
Mejía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., en
sus calidades respectivas de prevenido y persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de cuatro mil
Pesos oro (RDS4,000.00) a favor de lp parte civil constituida,
como justa reparación por los daños morales y materiales
ocasionádole en dicho accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a partir de la fecha de la
demanda en justicia; Cuarto: Se condena solidariamente a
Manuel Aridio Mejía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón
Oviedo J., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Bdo. Montero de los Santos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se
declara que la presente sentencia le sea común y oponible de
conformidad con el art. 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, a la Compañia de Seguros
Pepin, S.A., por ser la entidad aseguradora del vehiculo que
ocasionó el accidente'. Por haber sido hecho conforme a las
formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra el prevenido Manuel Aridio Mejía
Lara, por no haber comparecido a la audiencia celebrada por
esta Corte, en fecha 20 de enero de 1982, no obstante haber
sido regularmente citado: TERCERO: Modifica el Ordinal 3ro.
de la sentencia apelada en cuanto al monto de la in-
demnización acordada por el Tribunal a - quo, y la Corte
obrando por autoridad propia y contrario imperio rebaja a la
suma de dos mil quinientos pesos oro IRDS2,500.00) la in-
demnización a pagar al señor Pedro Tavarez, en su calidad
indicada y por los conceptos especificados en la sentencia
apelada. por considerar esta cantidad más ajustada a la
magnitud de los daños causados; CUARTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena al
prevenido Manuel Aridio Mejía Lara al pago de las costas
penales, y conjuntamente con Víctor de la Cruz y/o José
Ramón OviedoJ., persona civilmente responsable, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado de la

parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la Compañia de Seguros Pepin, S.A.. en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente":

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Falta de
motivos y de base legal. Violación a las reglas de la prueba;

Considerando, que a su vez el interviniente Pedro Tavarez
propone contra la sentencia impugnada la inadmisibilidad de
los recursos de casación del prevenido Manuel Aridio Mejía
Lara y la persona civilmente responsable José Ramón
Oviedo, por haberlos interpuestos fuera del plazo establecido
por la ley, ya que la sentencia les fue notificada el 6 de mayo
de 1982 y la declaración del recurso de casación fue hecho el
día 3 de junio de 1982;

Considerando, que el artículo 29 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación establece lo siguiente: "El plazo para
interponer el recurso de casación es de diez días, contados
desde la fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el
acusado estuvo presente en la audiencia en que ésta fue
pronunciada o si fue debidamente citado para la misma. En
todo caso, el plazo correrá a partir de la notificación de la
sentencia. Durante estos diez días, y si se hubiere establecido
el recurso mientras dure éste, se suspenderá la ejecución de
la sentencia";

Considerando, que tal como lo alega el interviniente, la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo del 29
de abril de 1982, les fue notificada al prevenido y a la parte ci
vilmente responsable el día 6 de mayo de 1982, por el Alguacil
de Estrados de la Quinta Cámara Penal, Rosendo A. Prandy
G., que al interponer sus recursos de casación por ante el
Secretario de la Corte de Apelación de Santo Domingo el 3
de junio de 1983, es obvio que el plazo de diez (10) días que
establece el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación antes transcrito estaba vencido en esa fecha, por lo
que procede declarar inadmisibles dichos recursos por tar-
díos;

Considerando, que la recurrente Cía. de Seguros Pepin.
S.A.. expone, en síntesis, en su único medio de casación: que

la Corte a -qua pretende edificar su convicción, de las piezas
del expediente por las declaraciones : tte la policia por e l pre
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Tercero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil intentada por Pedro Tavarez, por órgano del Dr.
Bienvenido Montero de los Santos, contra Manuel Aridio
Mejía Lara y Victor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., por
haberle hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en
consecuencia, se condena solidariamente a Manuel Aridio
Mej ía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón Oviedo J., en
sus calidades respectivas de prevenido y persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de cuatro mil
Pesos oro (RD$4,000.00) a favor de 19 parte civil constituida.
como justa reparación por los daños morales y materiales
ocasionádole en dicho accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a partir de la fecha de la
demanda en justicia; Cuarto: Se condena solidariamente a
Manuel Aridio Mejía Lara y Víctor de la Cruz y/o José Ramón
Oviedo J., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Bdo. Montero de los Santos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se
declara que la presente sentencia le sea común y oponible de
conformidad con el art. 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, a la Compañia de Seguros
Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del vehiculo que
ocasionó el accidente'. Por haber sido hecho conforme a las
formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra el prevenido Manuel Aridio Mejía
Lara, por no haber comparecido a la audiencia celebrada por
esta Corte, en fecha 20 de enero de 1982, no obstante haber
sido regularmente citado: TERCERO: Modifica el Ordinal 3ro.
de la sentencia apelada en cuanto al monto de la in-
demnización acordada por el Tribunal a-quo, y la Corte
obrando por autoridad propia y contrario imperio rebaja a la
suma de dos mil quinientos pesos oro (RDS2,500.00) la in-
demnización a pagar al señor Pedro Tavarez, en su calidad
indicada y por los conceptos especificados en la sentencia
apelada. por considerar esta cantidad más ajustada a la
magnitud de los daños causados; CUARTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena al
prevenido Manuel Aridio Mejía Lara al pago de las costas
Penales, y conjuntamente con Víctor de la Cruz y/o José
Ramón OviedoJ., persona civilmente responsable, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado de la
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parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.. en su
condición de entidad aseguradora del vehiculo que ocasionó
el accidente'':

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Falta de
motivos y de base legal. Violación a las reglas de la prueba;

Considerando, que a su vez el interviniente Pedro Tavarez
propone contra la sentencia impugnada la inadmisibilidad de
los recursos de casación del prevenido Manuel Aridio Mejía
Lara y la persona civilmente responsable José Ramón
Oviedo, por haberlos interpuestos fuera del plazo establecido
por la ley, ya que la sentencia les fue notificada el 6 de mayo
de 1982 y la declaración del recurso de casación fue hecho el
día 3 de junio de 1982;

Considerando, que el artículo 29 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación establece lo siguiente: "El plazo para
interponer el recurso de casación es de diez días, contados
desde la fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el
acusado estuvo presente en la audiencia en que ésta fue
pronunciada o si fue debidamente citado para la misma. En
todo caso, el plazo correrá a partir de la notificación de la
sentencia. Durante estos diez días, y si se hubiere establecido
el recurso mientras dure éste, se suspenderá la ejecución de
la sentencia";

Considerando, que tal como lo alega el interviniente, la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo del 29
de abril de 1982, les fue notificada al prevenido y a la parte cii
vilmente responsable el día 6 de mayo de 1982, por el Alguacil
de Estrados de la Quinta Cámara Penal, Rosendo A. Prandy
G., que al interponer sus recursos de casación por ante el
Secretario de la Corte de Apelación de Santo Domingo el 3
de junio de 1983, es obvio que el plazo de diez (10) días que
establece el articulo 29 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación antes transcrito estaba vencido en esa fecha, por lo
que procede declarar inadmisibles dichos recursos por tar-
díos;

Considerando, que la recurrente Cía. de Seguros Pepín.
S.A.. expone, en síntesis, en su único medio de casación: que
la Corte a-qua pretende edificar su convicción, de las piezas
del expediente por las declaraciones : +te la policia por e l pre
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venido y por las declaraciones del agraviado y de lbs testigos
ante el Tribunal de Primer Grado, para asignar toda la res-
ponsabilidad penal y civil a los hoy recurrentes, no avalado
por ningún medio de prueba; que es evidente que ni en la
jurisdicción de Primer Grado ni en la Corte a-qua se han pro-
visto de las pruebas legales que rigen la materia; que se deben
enunciar esos hechos en relación con el texto de la ley penal
aplicada; que el Tribunal a -quo no precisó las circunstancias
en que se produjo el accidente para que la Suprema Corte de
Justicia pueda verificar si el accidente aconteció de esa,
manera y si la falta retenida a cargo de los recurrentes, está
incursa en las disposiciones legales aplicadas al caso, que en
la especie los Jueces del fondo se han limitado a la soberana
apreciación de que están investidos para asignar una in-
demnización no justificada ni en hecho ni en derecho, de-
jando la decisión impugnada carente de motivos, tanto en el
aspecto penal como en el aspecto civil, por lo que debe ser
casada con todas sus consecuencias legales; pero,

Considerando, que la recurrente tanto en Primer Grado
como ante la Corte a - qua se limitó a discutir el monto de la
indemnización concluyendo ante esta última jurisdicción en el
sentido de que se redujera la indemnización acordada a Pedro
Tavarez por la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional a la
suma de RDS1,000.00, que al concluir en esa forma admitió
que existía la culpabilidad del prevenido tal y como se había
establecido en ambas jurisdicciones, en consecuencia el
a l egato de que no se hizo la prueba del delito puesto a cargo
del prevenido Manuel Aridio Mejía Lara carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que los Jueces del fondo son soberanos
para evaluar el monto de los daños y perjuicios sufridos por la
víctima de un accidente de tránsito, que por la gravedad de
las lesiones corporales causadas a Pedro Tavarez, que
curaron en 4 meses, la Corte a -qua no tenía que dar motivos
especiales para justificar la indemnización de RDS2,500.00
acordada al demandante, suma que por otra parte no es
irrazonable; por lo que este alegato del medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Pedro Tavarez, en los recursos de casación interpuestos por
Manuel Aridio Mejía Lara, José Ramón Oviedo y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada en sus atri

nociones correccionales por la Corte de Apelación de
Tanto Domingo, el 29 de abril de 1982, cuyo Dispositivo se
_ G ula en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara

idmisibles por tardíos los recursos interpuestos por el ore-
, ..mido Manuel Aridio Mejía Lara y la parte civilmente res-
ponsable José Ramón Oviedo; Tercero: Rechaza el recurso
de la Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra la indicada sen-
tencia; y Cuarto: Condena a Manuel Aridio Mejía Lara, al
pago de las costas penales y a éste y José Ramón Oviedo, al
pago de las civiles y las distrae en favor del Dr. Bienvenido
Montero de los Santos, abogado del interviniente quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad y las declara oponi-
bles a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., dentro de los términos
de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFDO.): Miguel Jacobo.-
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venido y por las declaraciones del agraviado y de lbs testigos
ante el Tribunal de Primer Grado, para asignar toda la res-
ponsabilidad penal y civil a los hoy recurrentes, no avalado
por ningún medio de prueba; que es evidente que ni en la
jurisdicción de Primer Grado ni en la Corte a-qua se han pro-
visto de las pruebas legales que rigen la materia; que se deben
enunciar esos hechos en relación con el texto de la ley penal
aplicada; que el Tribunal a-quo no precisó las circunstancias
en que se produjo el accidente para que la Suprema Corte de
Justicia pueda verificar si el accidente aconteció de esa,
manera y si la falta retenida a cargo de los recurrentes, está
incursa en las disposiciones legales aplicadas al caso, que en
la especie los Jueces del fondo se han limitado a la soberana
apreciación de que están investidos para asignar una in-
demnización no justificada ni en hecho ni en derecho, de-
jando la decisión impugnada carente de motivos, tanto en el
aspecto penal como en el aspecto civil, por lo que debe ser
casada con todas sus consecuencias legales; pero,

Considerando, que la recurrente tanto en Primer Grado
como ante la Corte a-qua se limitó a discutir el monto de la
indemnización concluyendo ante esta última jurisdicción en el
sentido de que se redujera la indemnización acordada a Pedro
Tavarez por la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional a la
suma de RDS1,000.00, que al concluir en esa forma admitió
que existía la culpabilidad del prevenido tal y como se había
establecido en ambas jurisdicciones, en consecuencia el
a legato de que no se hizo la prueba del delito puesto a cargo
del prevenido Manuel Aridio Mejía Lara carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que los Jueces del fondo son soberanos
para evaluar el monto de los daños y perjuicios sufridos por la
víctima de un accidente de tránsito, que por la gravedad de
las lesiones corporales causadas a Pedro Tavarez, que
curaron en 4 meses, la Corte a-qua no tenía que dar motivos
especiales para justificar la indemnización de RDS2,500.00
acordada al demandante, suma que por otra parte no es
irrazonable; por lo que este alegato del medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Pedro Tavarez, en los recursos de casación interpuestos por
Manuel Aridio Mejía Lara, José Ramón Oviedo y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada en sus atrii

nociones correccionales por la Corte de Apelación de
c anto Domingo, el 29 de abril de 1982, cuyo Dispositivo se
noia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
nadmisibles por tardíos los recursos interpuestos por el pre-
venido Manuel Aridio Mejía Lara y la parte civilmente res-
ponsable José Ramón Oviedo; Tercero: Rechaza el recurso
de la Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra la indicada sen-
tencia; y Cuarto: Condena a Manuel Aridio Mejía Lara, al
pago de las costas penales y a éste y José Ramón Oviedo, al
pago de las civiles y las distrae en favor del Dr. Bienvenido
Montero de los Santos, abogado del interviniente quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad y las declara oponi-
bles a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., dentro de los términos
de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 59

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 30 de
octubre de 1979.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Raymundo Canela, Carlos Reyes y la Cía. de
Seguros Patria, S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República. la Suprema Corte ae Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupan', Presidente: Darío Balcácer. Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente: Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara.
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por
Raymundo Canela, dominicano, mayor de edad, chofer.
domiciliado en la Respaldo José Martí No. 166, ciudad; Carlos
Reyes y la Cía. de Seguros Patria. S.A., con su domicilio
social en esta ciudad, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales, el 30 de octubre de 1979, por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República:
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua el 5 de noviembre de 1979, a
requerimiento del Dr Néstor Díaz Fernández. cédula No.
4768, serie 20, en representación de los recurrentes, en la cual

no se propone contra la sentencia impugnada ningún medio
de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D Bergés
Chu pani , Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría, en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 984 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65 de la Ley No. 241 del 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; 1, 37 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual no hubo persona alguna
con lesiones corporales, el Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, dictó el 9 de julio del mismo año, la sen-
tencia cuyo dispositivo se trascribe más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia im-
pugnada en casación con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por los señores Reynaldo
Canela, la Cía. de Seguros Patria, S.A., y Giiberto Antonio
Vargas, contra la sentencia No. 3487, de fecha 9 de julio de
1979, del Tribunal Especial de Tránsito del Distrito Nacional,
Per haber sido hecha de acuerdo a la Ley; cuyo dispositivo es
el siguiente: 'Primero: Se condena a Reynaldo Canela a
RDS50.00 (Ciencuenta Pesos Oro); Segundo: Se descarga a
Gilberto Antonio Vargas Fabián, por no haber violado la Ley
No. 241; Tercero: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil interpuesta por Giloerto Antonio Vargas Fabián,
Por intermedio de su abogado Dr. Diógenes Amaro García, en
cuanto a la forma y al fondo; Cuarto: Se condena a Reynaldo
Canela al pago de la suma de RD$1,800.00 (Mil Ochocientos
Pesos Oro) en favor de Gilberto Vargas Fabián, como justa
re paración de los daños sufridos por su vehículo en el ea-
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 59

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 30 de
octubre de 1979.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Raymundo Canela, Carlos Reyes y la Cía. de
Seguros Patria, S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupan'. Presidente: Darío Balcácer. Primer Sustituto de
Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susp.
tuto de Presidente: Leonte Rafael Alburquerque Casulla, Luis
Victor García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara.
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por
Raymundo Canela, dominicano, mayor de edad, chofer.
domiciliado en la Respaldo José Martí No. 166, ciudad; Carlos
Reyes y la Cía. de Seguros Patria, S.A., con su domicilio
social en esta ciudad, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales, el 30 de octubre de 1979, por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictame n del Magistrado Procurador General de la

República:
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a - qua el 5 de noviembre de 1379, a
requerimiento del Dr Néstor Díaz Fernández. cédula No.
4768, serie 20, en representación de los recurrentes, en la cual

• no se propone contra la sentencia impugnada ningun medio
de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel O Bergés
Chu pa ni , Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
med io del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S..
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría, en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 984 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65 de la Ley No. 241 del 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; 1, 37 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación)

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual no hubo persona alguna
con lesiones corporales, el Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, dictó el 9 de julio del mismo año, la seri-
ten& cuyo dispositivo se trascribe más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia im-
pugnada en casación con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por los señores Reynaldo
Canela, la Cia. de Seguros Patria, S.A., y Gilberto Antonio
Vargas, contra la sentencia No. 3487, de fecha 9 de julio de
1979, del Tribunal Especial de Tránsito del Distrito Nacional,
por haber sido hecha de acuerdo a la Ley; cuyo dispositivo es
el siguiente: 'Primero: Se condena a Reynaldo Canela a
RDS50.00 (Ciencuenta Pesos Oro); Segundo: Se descarga a
Gilberto Antonio Vargas Fabián, por no haber violado la Ley
No. 241; Tercero: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil interpuesta por Giloerto Antonio Vargas Fabian,
Por intermedio de su abogado Dr. Diógenes Amaro García, en
cuanto a la forma y al fondo; Cuarto: Se condena a Reynaldo
Canela al pago de la suma de RDS1,800 00 (Mil Ochocientos
Pesos Oro) en favor de Gilberto Vargas Fabián, como justa
reparación de los daños sufridos por su vehículo en el ac-
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cidente más los intereses legales de dicha suma a partir de la
fecha de la demanda corro indemnización supletoria;
Quinto: Se condena a Reynaldo Canela, al pago de las
costas, con distracción de las mismas en favor del Dr.
Diógenes Amaro García, quien afirma estarlas avanzando en
su totalidad; Sexto: Esta sentencia es oponible a Carlos
Reyes y la Cía. de Seguros Patria, S.A., en su calidad de
aseguradora del vehículo que causó el daño'; SEGUNDO: En
cuanto al fondo, confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida, y TERCERO: Condena al Sr. Reynaldo Canela y la
Cía. de Seguros Patria, S.A., si pago de las costas civiles de la
a l zada, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Diógenes Amaro García, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que ni Carlos Reyes, puesto en causa como
persona civilmente responsable, ni la Cía. de Seguros Patria,
S.A., también puesta en causa como aseguradora, han
expuestos los medios en que los fundan, como exige, a pena
de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; que, en consecuencia, dichos recursos deben ser
declarados nulos; que, se procederá al examen del recurso del
prevenido Reynaldo Canela;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto, que la Cámara a-qua para declarar a
Reynaldo Canela, culpable del hecho puesto a su cargo, y
fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 17 de abril
de 1979, ocurrió un accidente de tránsito en la intersección
formada por las calles La Esperilla y San Francisco, de esta
ciudad, en el cual están involucrados el automóvil placa No.
215-420, conducido por su propietario Reynaldo Canela, que
transitada de Norte a Sur por la primera de dichas vías, y el
automóvil placa No. 200-899, propiedad de Miguel Angel
Aude Rodríguez, y conducido por Gilberto Antonio Vargas
Pagan, que circulaba de Oeste a Este, por la segunda de las
citadas calles, o sea, la San Francisco; cl que en dicho ac-
cidente no hubo persona alguna con lesiones corporales,
pero si resultaron con daños los vehículos envueltos en él; d)
que el accidente se debió a las faltas cometidas por el pre-
venido Reynaldo Canela, al no poder dominar el vehículo que
conducía, cuando tratando de doblar hacia la derecha, chocó

el automóvil conducido por Gilberto Antonio Vargas Fabian.
Que estaba estacionado:

Considerando, que los • ecnos asi establecidos constituyen
a Cargo del prevenido Reynaldo Canela, el delito de violación
al artículo 65 de la Ley No. 241 de 1967, sancionado por el
mismo texto legal con multa no menor de cincuenta pesos
(RD$50.00) ni mayor de doscientos pesos (RDS2C0.00), o
prisión por un término no menor de un (1) mes ni mayor de
tres (3I meses o ambas penas a la vez; que en consecuencia,
al sancionar al prevenido recurrente a RD$50.00 (Cincuenta
Pesos Oro) de multa, la Cámara a-qua, le aplicó una pena
-,..stada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua dio por
establecido, que el hecho del prevenido Reynaldo Canela,
ocasionó a Gilberto A. Vargas Fabian, parte civil constituida,
daños y perjuicios, cuyo monto evaluó en la suma de
RD$1,800.00 (Un Mil Ochocientos Pesos Oro) como justa
reparación de dichos daños recibidos por su vehículo en el
accidente, más los intereses legales de ese valor, a partir de la
demanda, todo a título de indemnización; que la Cámara a-
gua hizo una correcta aplicación del articulo 1383 del Código
Civil, en el presente caso;

Considerando, que examinada en lo que concierne al pre-
venido la sentencia impugnada ro presenta vicio alguno que
justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
interpuestos por Carlos Reyes y Cía. de Seguros Patria, S.A.,
contra la sentencia del 30 de octubre de 1379, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Séptima Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,

Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el prevenido
Reynaldo Canela, y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani. Darlo Bal
cocer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi.
Me.. Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo. Secretario
General
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cidente más los intereses legales de dicha suma a partir de la
fecha de la demanda corro indemnización supletoria;
Quinto: Se condena a Reynaldo Canela, al pago de las
costas, con distracción de las mismas en favor del Dr.
Diógenes Amaro García, quien afirma estarlas avanzando en
su totalidad; Sexto: Esta sentencia es oponible a Carlos
Reyes y la Cía. de Seguros Patria, S.A., en su calidad de
aseguradora del vehículo que causó el daño'; SECUNDO: En
cuanto al fondo, confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida, y TERCERO: Condena al Sr. Reynaldo Canela y la
Cía. de Seguros Patria, S.A., al pago de las costas civiles de la
alzada, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Diógenes Amaro García, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que ni Carlos Reyes, puesto en causa como
persona civilmente responsable, ni la Cía. de Seguros Patria,
S.A., también puesta en causa como aseguradora, han
expuestos los medios en que los fundan, como exige, a pena
de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; que, en consecuencia, dichos recursos deben ser
declarados nulos; que, se procederá al examen del recurso del
prevenido Reynaldo Canela;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto, que la Cámara a-qua para declarar a
Reynaldo Canela, culpable del hecho puesto a su cargo, y
fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 17 de abril
de 1979, ocurrió un accidente de tránsito en la intersección
formada por las calles La Esperilla y San Francisco, de esta
ciudad, en el cual están involucrados el automóvil placa No.
215-420, conducido por su propietario Reynaldo Canela, que
transitada de Norte a Sur por la primera de dichas vías, y el
automóvil placa No. 200-899, propiedad de Miguel Angel
Aude Rodríguez, y conducido por Gilberto Antonio Vargas
Pagán, que circulaba de Oeste a Este, por la segunda de las
citadas calles, o sea, la San Francisco; c) que en dicho ac-
cidente no hubo persona alguna con lesiones corporales,
pero si resultaron con daños los vehículos envueltos en él; d)
que el accidente se debió a las faltas cometidas por el pre-
venido Reynaldo Canela, al no poder dominar el vehículo que
conducía, cuando tratando de doblar hacia la derecha, chocó

el automóvil conducido por Gilberto Antonio Vargas Fabian.
que estaba estacionado:

Considerando, que ios necnos asi establecidos constituyen
a cargo del prevenido Reynaldo Canela, el delito de violación
al artículo 65 de la Ley No. 211 de 1367, sancionado por el
mismo texto legal con multa no menor de cincuenta pesos
(RDS50.00) ni mayor de doscientos pesos (RD$200.00), o
prisión por un término no menor de un (1) mes ni mayor de
tres (31 meses o ambas penas a la vez; que en consecuencia,
al sancionar al prevenido recurrente a RD$50.00 (Cincuenta
Pesos Oro) de multa, la Cámara a-qua, le aplicó una pena
ri.istada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua dio por
establecido, que el hecho del prevenido Reynaldo Canela,
ocasionó a Gilberto A. Vargas Fabián, parte civil constituida,
daños y perjuicios, cuyo monto evaluó en la suma de
RDS1,800.00 (Un Mil Ochocientos Pesos Oro) como justa
reparación de dichos daños recibidos por su vehículo en el
accidente, más los intereses legales de ese valor, a partir de la
demanda, todo a título de indemnización; que la Cámara a-
gua hizo una correcta aplicación del articulo 1383 del Código
Civil, en el presente caso;

Considerando, que examinada en lo que concierne al pre-
venido la sentencia impugnada no presenta vicio alguno que
justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
interpuestos por Carlos Reyes y Cía. de Seguros Patria, S.A.,
contra la sentencia del 30 de octubre de 1379, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Séptima Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,

Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el prevenido
Reynaldo Canela, y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani. Darlo Bal
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo. Secretario
General
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. que
certifico. (F DO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 60

11111

 Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de 1ra. Instancia del D. J. de La Vega, de
fecha 11 de enero de 1980.

1	 '
Materia. Trabajo.

Recurrente (s): Imprenta Enriquillo y comparte.
Abogado (s): Dr. Juan Pablo Ramos F.
Recurrido (s): Antonio Tapia Castaños.

Abogado (s), Lic Ramón García.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

It

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Borges
Chupar,i, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Coicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional. hoy día 24 de agosto de 1983, años 140' do
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Imprenta
Enriquillo, o Pablo J. Ramos, dominicano, mayor de edad,
casado, ingeniero civil. domiciliado v residente en la avenida
García Godoy No. 56 (altos). de la ciudad de La Vega, cédula
No 1913, serse lra.. contra la sentencia dictada el 11 de enero
de 1980, por la Cámara de lo Civil. Comercial y de Trabajo, del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Ramos F., cédula No. 13706, serie

47, abogados del recurrente, en la lectua de sus conclusiones;
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. Que
certifico. (F DO.): Miguel Jacobo.•

SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DEL 1983 No. 60

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de 1ra. Instancia del D. J. de La Vega, de
tacha 11 de enero de 1980.

Materia. Trabajo.

Recurrente (s): Imprenta Enriquillo y comparte.
Abogado (s): Dr. Juan Pablo Ramos F.
Recurrido (s): Antonio Tapia Castaños.

Aboyado (s). Lic Ramón García.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional. hoy día 24 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Imprenta
Enriquillo, o Pablo J. Ramos, dominicano, mayor de edad,
casado, ingeniero civil. domiciliado v residente en la avenida
García Godoy No 56 (altos). de la ciudad de La Vega, cédula
No 1913, serie 1ra.. contra ta sentencia dictada el 11 de enero
de 1980, por la Cámara de lo Civil. Comercial y de Trabajo, del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Ramos F., cédula No. 13706, serie

47, abogados del recurrente, en la lectua de sus conclusiones;

1
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Acoge la tacha de los testigos Enriquillo Ramos y Antonio
Manuel López, presentada por los abogados intimados en sus
conclusiones incidentales en virtud a lo estipulado por el
artículo 521 del Código de Trabajo en sus párrafos 1 al 7 ;
SECUNDO: Se ordena la audición de los mismos testigos
como simples informantes; TERCERO: Se da acta de que el
Lic. Juan Pablo Ramos Fernández, abogado constituido de la
parte intimante, renuncia a que sean oídos los testigos Enri-
quillo Ramos y Antonio Manuel López, como simples in-

i 	 CUARTO: Se reservan las costas para ser falla-
das conjuntamente con el fondo del asunto;

Considerando, que en su memorial de casación el
recurrente	 propone contra la sentencia impugnada los
siguientes medios: Primer Medio: Violación de la Ley, Có-
digo de Trabajo, en sus artículos Nos. 521 y 691, y Ley No.
637, sobre Contratos de Trabajo, en su artículo 7. Segundo
Medio: Violación del derecho de defensa. Tercer Medio:
Falsa motivación que equivale a falta de motivos y falta de
base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de
casación reunidos por su estrecha relación, el recurrente
alega, en síntesis, que la Cámara a-qua para aceptar la tacha

• contra los testigos propuestos para ser oídos en el con-
trainformativo reservado al recurrente, se basó en que el
testigo Enriquillo Ramos es copropietario de la imprenta Enri-
quillo y parte en este proceso, afirmación que no está corro-
horada por prueba alguna, y que el testigo Antonio Manuel
López es un empleado de la imprenta Enriquillo; que para
aceptar dichas tachas la Cámara a-qua aplicó el artículo 521
del Código de Trabajo, que es un texto cuyas disposiciones
no se encuentran todavía en vigor en virtud a lo que establece
el artículo 691 del Código de Trabajo;

Considerando, que la Cámara a-qua para admitir la tacha
de los testigos Enriquillo Ramos y Antonio Manuel López,
expuso que "el testigo Enriquillo Ramos es parte en el
proceso ya que es copropietario de la empresa Imprenta Enri-
quillo, además fue con el que tuvo el altercado el demandante
Antonio Tapia Castaños"; y que "el testigo Antonio Manuel
López está ligado a la empresa Imprenta Enriquillo, quien dijo

.tener cuatro meses que era empleado de dicha empresa";
pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y

Oido al Lic. Ramón Garcla en representación del Lic
Sócrates de Jesús Hernández, cédula No. 42535, serie 47, y
del Dr. José Rafael Abréu Castillo, cédula No. 45175, serie 47,
abogados del recurrido Antonio Tapia Castaños, dominicano,
mayor de edad, soltero, empleado privado, domiciliado y resi
dente en la sección de Arenoso del municipio de La Vega, cé-
dula No. 45549, serie 47, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
Repúlica;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito por
su abogado el 4 de marzo de 1980, en el cual se proponen los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito por sus
abogados el 11 de abril de 1980;

Visto el auto en fecha 30 do septiembre del corriente año
1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castilo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recurrente
que se señalan más adelante, y los artículos 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de una demanda laboral incoada por el recurrido
contra el recurrente, el Juzgado de Faz de la Primera Cir-
cunscripción del municipio de La Vega, dictó el 11 de mayo
de 1979 una sentencia por medio de la cual condenó al
demandado a pagar al demandante prestaciones laborales
por concepto de preaviso, auxilio de cesantía, vacaciones,
proporción de regalía pascual, salarios caídos y las costas del
procedimiento, distraídas éstas a favor de los abogados del
demandante; bl que sobre el recurso de apelación in-
terpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo disposit i vo dice así 'TALLA: PRIMERO:
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Oido al Lic. Ramón García en representación del Lic.
Sócrates de Jesus Hernández, cédula No. 42535, serie 47, y
del Dr. José Rafael Abréu Castillo, cédula No. 45175, serie 47,
abogados del recurrido Antonio Tapia Castaños, dominicano,
mayor de edad, soltero, empleado privado, domiciliado y resi-
dente en la sección de Arenoso del municipio de La Vega, cé-
dula No. 45549, serie 47, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
Repúlica;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito por
su abogado el 4 de marzo de 1980, en el cual se proponen los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito por sus
abogados el 11 de abril de 1980;

Visto el auto en fecha 30 de septiembre del corriente año
1982, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castilo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recurrente
que se señalan más adelante, y los artículos 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnaaa y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral incoada por el recurrido
contra el recurrente, el Juzgado de Faz de la Primera Cir-
cunscripción del municipio de La Vaga, dictó el 11 de mayo
de 1979 una sentencia por medio de la cual condenó al
demandado a pagar al demandante prestaciones laborales
por concepto de preaviso, auxilio de cesantía, vacaciones,
proporción de regalía pascual, salarios caídos y las costas del
procedimiento, distraídas éstas a favor de los abogados del
demandante: b) que sobre el recurso de apelación in-
terpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo  dice así: "FALLA: PRIMERO:
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Acoge la tacha de los testigos Enriquillo Ramos y Antonio
Manuel López, presentada por los abogados intimados en sus
conclusiones incidentales en virtud a lo estipulado por el
artículo 521 del Código de Trabajo en sus párrafos 1 al 7 ;
SEGUNDO: Se ordena la audición de los mismos testigos
como simples informantes; TERCERO: Se da acta de que el
Lic. Juan Pablo Ramos Fernández, abogado constituido de la
parte intimante, renuncia a que sean oídos los testigos Enri-
quillo Ramos y Antonio Manuel López, como simples in-
formantes; CUARTO: Se reservan las costas para ser falla-
das conjuntamente con el fondo del asunto;

Considerando, que en su memorial de casación el
recurrente propone contra la sentencia impugnada los
siguientes medios: Primer Medio: Violación de la Ley, Có-
digo de Trabajo, en sus artículos Nos. 521 y 691, y Ley No.
637, sobre Contratos de Trabajo, en su artículo 7. Segundo
Medio: Violación del derecho de defensa. Tercer Medio:
Falsa motivación que equivale a falta de motivos y falta de
base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de
casación reunidos por su estrecha relación, el recurrente
alega, en síntesis, que la Cámara a-qua para aceptar la tacha
contra los testigos propuestos para ser oídos en el con-
trainformativo reservado al recurrente, se basó en que el
testigo Enriquillo Ramos es copropietario de la imprenta Enri-
quillo y parte en este proceso, afirmación que no está corro-
borada por prueba alguna, y que el testigo Antonio Manuel
López es un empleado de la imprenta Enriquillo; que para
aceptar dichas tachas la Cámara a-qua aplicó el artículo 521
del Código de Trabajo, que es un texto cuyas disposiciones
no se encuentran todavía en vigor en virtud a lo que establece
el artículo 691 del Código de Trabajo;

Considerando, que la Cámara a-qua para admitir la tacha
de los testigos Enriquillo Ramos y Antonio Manuel López,
expuso que "el testigo Enriquillo Ramos es parte en el
proceso ya que es copropietario de la empresa Imprenta Enri-4	 guillo, además fue con el que tuvo el altercado el demandante
Antonio Tapia Castaños"; y que "el testigo Antonio Manuel
López está ligado a la empresa Imprenta Enriquillo, quien dijo

.tener cuatro meses que era empleado de dicha empresa";
pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y



•

IIULETIN JUDICIAL	 242324 22	 BOLETIN JUDICIAL

de los documentos a que ella se refieren, pone de manifiesto
que las partes en el presente oroceso son Antonio Tapia
Castaños, como demandante, e Imprenta Enriquillo o Pablo
J. Ramos, como demandado; que Enriquillo Ramos no ha
figurado en dicho proceso en calidad de parte, sea principal o
interviniente; que, en esas condiciones, él no puede ser
tachado como testigo en base al alegato de que es parte en la
litis, así como el hecho de que fuese con él que se suscitó el
alterado en que intervino el recurrido, no lo invalida para ser
oído como testigo;

Considerando, que en cuanto al testigo Antonio Manuel
López, aunque es cierto que es un trabajador del recurrente,
en nuestro derecho nada se opone a que en materia la
boral en que son admisibles todas las pruebas, los empleados
y obreros de un patrono cualquiera sean oídos válidamente
como testigos en los litigios entre el patrono y sus tra-
bajadores, quedando sólo al libre juicio del Tribunal la
apreciación y valorización de sus declaraciones;

Considerando, que como se evidencia por lo anteriormente
e»,)uesto, la sentencia impugnada adolece de los vicios que
se denuncian, por lo cual procede su casación;

Considerando, que cuando la casación S pronuncia por
violación de normas procesales cuyo cumplimiento está
cargo de los Jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada el 11
de enero de 1980, por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vaga, en atribuciones laborales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto
por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primerár Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

(FIRMADO:): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al.
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Fuello Renville.• Abelardo Herrera Pi-
ña. Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IFD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 29 DE AGOSTO DEL 1983 No. 61

Sentencia impugnada: Tribunal Suoerior de Tierras. de
fecha 22 de diciembre de 1978.
Materia: Tierras.
Recurrente (s): Ramón Reyes Valdez y Felipe Reyes Valdez.

Abogado (s): Dr. José Antonio Ruiz Oleaga.

Recurrido (s): Ramón Tactuk y compartas.

Abogado (s): Dr. Pericíes Andújar Pimentel.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, ia Suprema Corta ae Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto do
Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto
de 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corta de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Reyes Valdez y Felipe Reyes Valdez, dominicanos, mayores
de edad, casados, agricultores, domiciliados y residentes en
la calle Manuel de Jesús Troncoso No. 50, de esta ciudad, cé-
dulas Nos. 556, serie 27 y 616, serie 24, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 22 de diciembre
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pendes Andújar Pimentel, cédula No. 51517,

serie ira., en la lectura de sus conclusiones, como abogado
de los recurridos Juana Heredia, Ramón Mieses, Ramón
Censor°, Juan Bautista Gómez Moreno, Juan Aquino Torres
y compartes, Leonidas Hichez Bid() y compartes, Roberto A.
Polanco y compartes, Enrique Mejía, Félix Hernández, Al-
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1.1

de los documentos a que ella se refieren, pone de manifiesto
que las partes en el presente proceso son Antonio Tapia
Castaños, como demandante, e Imprenta Enriquillo o Pablo
J. Ramos, como demandado; que Enriquillo Ramos no ha
figurado en dicho proceso en calidad de parte, sea principal o
interviniente; que, en esas condiciones, él no puede ser
tachado como testigo en base al alegato de que es parte en la
litis, así como el hecho de que fuese con él que se suscitó el
alterado en que intervino el recurrido, no lo invalida para ser
oído como testigo;

Considerando, que en cuanto al testigo Antonio Manuel
López, aunque es cierto que es un trabajador del recurrente,
en nuestro derecho nada se opone a que en materia la
boral en que son admisibles todas las pruebas, los empleados
y obreros de un patrono cualquiera sean oídos válidamente
como testigos en los litigios entre el patrono y sus tra-
bajadores, quedando sólo al libre juicio del Tribunal la
apreciación y valorización de sus declaraciones;

Considerando, que como se evidencia por lo anteriormente
e),..)uesto, la sentencia impugnada adolece de los vicios que
se denuncian, por lo cual procede su casación;

Considerando, que cuando la casación se pronuncia por
violación de normas procesales cuyo cumplimiento está
cargo de los Jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada el 11
de enero de 138G, por 13 Cámara Civil, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en atribuciones laborales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto
por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primerár Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Fuello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico (FDO.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 61

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras. de
fecha 22 de diciembre de 1978.
Materia: Tierras.
Recurrente (s): Ramón Reyes Valdez y Felipe Reyes Valdez.

Abogado (s): Dr. José Antonio Ruiz Oleaga.

Recurrido (s): Ramón Tactuk y compartas.

Abogado (s): Dr. Pericles Andújar Pimentel.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, ia Suprema Corte oe Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto
de 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Ras-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Reyes Valdez y Felipe Reyes Valdez, dominicanos, mayores
de edad, casados, agricultores, domiciliados y residentes en
la calle Manuel de Jesús Troncoso No. 50, de esta ciudad, cé-
dulas Nos. 556, serie 27 y 616, serie 24, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 22 de diciembre
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pendes Andújar Pimentel, cédula No. 51517,

serie 1ra., en la lectura de sus conclusiones, como abogado
de los recurridos Juana Heredia, Ramón Mieses, Ramón
Consoro, Juan Bautista Gómez Moreno, Juan Aquino Torres
y compartes, Leonidas Hichez Bidó y compartes, Roberto A.
Polanco y compartes, Enrique Mejía, Félix Hernández, Al-
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fonso Sosa de Js Predesterio Heredia, Benero Alcalá y
compartes, Ramón Tactuk, Francisco Castillo Rosa y
compartes, Marina y Miguel Angel Castillo, Fructuoso Zapa-
ta, María Mejía, Salomón Martínez, Bartolo Reyes Benítez,
Antonio Mata, Marina Castillo, Rafael Wessin, Juan Domingo
Mella, Mejía Rosa, Amalio Abel Olmos y Dolores Rosa, todos
dominicanos, mayores de edad, cédulas Nos. 1934, serie 4;
280, serie 4; 2352, serie 4, 3999, serie 4; 4037, serie 4; 3266,
serie 4; 11, serie 4; 4586, serie 4; 3218. serie 4; 5405, serie 4;
2305, serie 4; 2294, serio 4; 504, serie 47, 985, serie 4: 2067 y
3054. serie 4; 1344, serie 24; 2294, serie 4; 8574, serie 4; 4656,
serie 4; 9863, serie 27: 3092, serie 4; 3824, serie 4; 2197, serie 6;
1959, serie 4; 2141, serie 4 y 2067, serie 4, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera l de la
República'

Visto el memorial ce casación del 21 de febrero de 1979
suscrito por el Dr. Jose Antonio Ruiz llena, cédula No
66267, serie 1ra., abogado de los recurrentes, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 23 de marzo de 1983,
suscrito por los Dres. José Altagracia Rosario y Juan
Francisco Guerrero, cédulas Nos. 6619, serie 3 y 3769, serie 4,
abogados de los recurridos Isidora Moreno y Juan Felipe
Moreno, dominicanos. mayores de edad, casados. de oficios
domésticos, la primera y agricultor el segundo, domiciliados y
residentes en la sección de Carabela, municipio de
Bayaguana,

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Pendes
Andájar Pimentel, abogado de los indicados recurridos que
representa;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Leonte R. Alburquerque
C., Luis V. García de Peña. Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
,eves Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
t*T a00 y vistos los artículos indicados por los recurrentes,

que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta. a) que con motivo
del saneamiento de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral No.
2 del municipio de Bayaguana, sitio Carabela, el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original dicto una sentencia, el 5 de
abril de 1974, cuyo dispositivo se copia más ade lante; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se rechaza, el recurso de apelación
interpuesto por los Sucesores de Valenciano Hichez per me-
dio de su abogado Dr. Pendes Andújar Pimentel, contra la
Decisión No. 2 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original en fecha 5 de abril de 1974, en relación con la
Porción "O" de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral No. 2
del municipio de Bayaguana, provincia de San Cristóbal;
SEGUNDO: Se acoge en parte y se rechaza en parte, por
improcedente y mal fundado, el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Ramón Reyes Valdez y Felipe
Reyes Valdez, contra la Decisión más arriba indicada;
TERCERO: Se acoge, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpeusto por los señores Isidora Moreno y Juan
Felipe Moreno, contra la Decisión p recedentemente indicada,
en cuanto se refiere a las Porciones marcadas en el plano de
localización de posesiones con las letras "g", " i ", "Q- , con ex-
tensiones superficiales de 34 Has., 50 As., 00 Cas.; 20 Has., 00
As., 00 Cas.; y 30 Has., 00 As., 00 Cas., respectivamente, me-
dida la primera a Juan Felipe Moreno en discusión con los
Sucesores de Julián Alcalá; la segunda, a Juan Felipe
Moreno en discusión con los Sucesores de Celestino
Polanco; y la tercera a la señora Isidora Moreno en discusión
con los Sucesores de Celestino Polanco; CUARTO: Se Re-
voca, la Decisión No. 2 dictada por el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original en fecha 5 de abril de 1374, en cuanto a
las Porciones marcadas en esta sentencia con las letras g)
con 34 Has., 50 As., 00 Cas., adjudicada a los Sucesores de
Celestino Polanco; y q) y r) con 15 Has., 00 As., 00 Cas., cada
una, adjudicadas a Isidora Moreno y a los Sucesores de
Celestino Polanco, respectivamente; de la Parcela No. 12 del
Distrito Catastral No. 2 del municipio de Bayaguana, pro-
vincia de San Cristóbal; y se ordena la celebración de un nue-
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fonso Sosa de Js Predesterio Heredia, Benero Alcalá y
compartes, Ramón Tactuk, Francisco Castillo Rosa y
compartes, Marina y Miguel Angel Castillo, Fructuoso Zapa-
ta, María Mejía, Salomón Martínez, Bartolo Reyes Benítez,
Antonio Mata, Marina Castillo, Rafael Wessin, Juan Domingo
Mella, Mejía Rosa, Amalio Abel Olmos y Dolores Rosa, todos
dominicanos, mayores de edad, cédulas Nos. 1934, serie 4;
281, serie 4; 2352, serie 4, 3999, serie 4; 4037, serie 4; 3266,
serie 4; 11, serie 4; 4586, serie 4; 3218. serie 4; 5405, serie 4;
2305, serie 4; 2294, serie 4; 504, serie 47, 985, serie 4: 2067 y
3054. serie 4; 1344, serie 24; 2294, serie 4; 8574, serie 4; 4656,
serie 4; 9863, serie 27: 3092, serie 4; 3824, serie 4; 2197, serie 6;
1959, serie 4; 2141, serie 4 y 2067, serie 4, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República.

Visto el memorial ae casación del 21 de febrero de 1979
suscrito por el Dr. Jose Antonio Ruiz (lene, cédula No
66267, serie 1ra., abogado de los recurrentes, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 23 de marzo de 1983,
suscrito por los Dres. José Altagracia Rosario y Juan
Francisco Guerrero, cédulas Nos. 6619, serie 3 y 3769, serie 4,
abogados de los recurridos Isidora Moreno y Juan Felipe
Moreno, dominicanos, mayores de edad, casados. de oficios
domésticos, la primera y agricultor el segundo, domiciliados y
residentes en la sección de Carabela, municipio de
Bayaguana,

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Pendes
Andújar Pimentel, abogado de los indicados recurridos que
representa;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Leonte R. Alburquerque
C., Luis V. García de Peña. Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
.eves Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deb-
e:atado v vistos los artículos indicados por los recurrentes,

que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta. a) que con motivo
del saneamiento de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral No.
2 del municipio de Bayaguana, sitio Carabela, el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original dicto una sentencia, el 5 de
abril de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se rechaza, el recurso de apelación
interpuesto por los Sucesores de Valenciano Hichez per me-
dio de su abogado Dr. Pendes Andújar Pimentel, contra la
Decisión No. 2 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original en fecha 5 de abril de 1974, en relación con la
Porción "0" de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral No. 2
del municipio de Bayaguana, provincia de San Cristóbal;
SEGUNDO: Se acoge en parte y se rechaza en parte, por
improcedente y mal fundado, el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Ramón Reyes Valdez y Felipe
Reyes Valdez, contra la Decisión más arriba indicada;
TERCERO: Se acoge, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpeusto por los señores Isidora Moreno y Juan
Felipe Moreno, contra la Decisión precedentemente indicada,
en cuanto se refiere a las Porciones marcadas en el plano de
localización de posesiones con las letras "g", "i", "r t ,conex-
tensiones superficiales de 34 Has., 50 As., 00 Cas.; 20 Has., 00
As., 00 Cas.; y 30 Has., 00 As., 00 Cas., respectivamente, me-
dida la primera a Juan Felipe Moreno en discusión con los
Sucesores de Julián Alcalá; la segunda, a Juan Felipe
Moreno en discusión con los Sucesores de Celestino
Polanco; y la tercera a la señora Isidora Moreno en discusión
con los Sucesores de Celestino Polanco; CUARTO: Se Re-
voca, la Decisión No. 2 dictada por el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original en fecha 5 de abril de 1374, en cuanto a
las Porciones marcadas en esta sentencia con las letras g)
con 34 Has., 50 As., 00 Cas., adjudicada a los Sucesores de
Celestino Polanco; y q) y r) con 15 Has., 00 As., 00 Cas., cada
una, adjudicadas a Isidora Moreno y a los Sucesores de
Celestino Polanco, respectivamente; de la Parcela No. 12 del
Distrito Catastral No. 2 del municipio de Bayaguana, pro-
vincia de San Cristóbal; y se ordena la celebración de un nue-
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vo juicio, para que proceda a una instrucción más amplia, en
beneficio de una mejor administración de justicia, designado
para llevarlo a efecto al Juez del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original con asiento en Santo Domingo, Lic.
Antonio Tallado hijo, a quien debe comunicársela esto
sentencia y enviársela el expediente para los fines indicados;
QUINTO: Se confirma, con las modificaciones resultantes de
los motivos de esta sentencia, la Decisión No. 2 dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 5 de abril
de 1374, en cuanto se refiere al resto de la Parcela No. 12 del
Distrito Catastral No. 2 del municipio de Bayaguana, sitio do
Carabela, provincia de San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo
adelante regirá del siguiente modo: Primero: Se declara, que
en el resto de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral
No. 2 del municipio de Bayaguana, han perdido
su carácter comunero, las porciones de terrenos que
se indican más adelante; Segundo: Se rechaza, por in-
fundada, la reclamación formulada sobre parte de esta
parcela por el señor Julio Mejía (a) Blanco, por no haber
aportado al Tribunal las pruebas que justifiquen sus pre-
tensiones, declarándose de buena fe, las mejoras fomen-
tadas, consistentes en una casa de tablas de palmas, techada
de yagua, y arroz, las cuales estarán regidas por la primera
parte del artículo 555 del Código Civil; Tercero: Se ordena, el
registro del derecho de propiedad sobra esta parcela y sus
mejoras, en la siguiente forma y proporción: Parcela Número
Doce (12).- Area: 1154 Has., 65 As., 63 C3S.- 48 Has., 23 As.,
38 Cas., y sus mejoras, en favor de los señores Ramón R3yes
Valdez y Felipe Reyes Valdez, dominicanos, mayores de
edad, cédulas Nos. 556, serie 27 y 617, serie 24, res-
pectivamente, domiciliados y residentas en la Arístides Fiallo
Cabral No. 4 y Santiago No. 61, de la ciudad de Santo
Domingo. Haciendo constar que esta porción debe quedar
ubicada de conformidad con los linderos indicados en el
plano de la mensura ordinaria de fecha 25 de abril de 1947, le-
vantada por el Agr. Juan Francisco Mejía, es decir, colin-
dando con el arroyo Hicaco, que la divide de la Parcela No. 1
del Distrito Catastral No. 7 del municipio de Bayaguana; 03
H as., 20 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Tamy
Wessin, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente
en Carabela, Bayaguana; 148 Has., 20 As., 00 Cas., y sus me-
joras, en favor de los Sucesores de Francisco del Castillo,

dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en
Carabela, Bayaguana; 208 Has., 50 As., 50 Cas., y sus me-
joras, en favor de los Sucesores de Vicente Alcalá,
dominicanos, mayores de edad, agricultores, domiciliados y
residentes en la sección de Carabela, Bayaguana. Haciendo
constar que los coherederos Víctor Alcálá y Benero Alcalá (a)
Lao, por sí y en representación de los demás Sucesores de
_Julián Alcalá, otorgaron en favor del Lic. Fernando E. Ravelo
de la Fuente, dominicano, mayor de edad, casado, abogado,
cédula No. 1737, serie ira., domiciliado y residente en Santo
Domingo, Distrito Nacional, en arrendamiento con promesa
formal de venta, sobre Quinientas (500) tareas de terreno, a
razón de RD12.50 por cada tarea, quedando entendido que
las sumas abonadas o pagadas por concepto de arren-
damiento constituyen el beneficio para mantener la vigencia
del derecho para adquirir dichas tierras, cuyo precio queda fi-
jado en RD$22.50 por cada tarea, y sujeto a las demás
condiciones y estipulaciones contenidas en el acto de fecha
30 de octubre de 1375; 04 Has., 50 As., 00 Cas., y sus mejoras,
en favor del señor Salomón Martínez, dominicano, mayor de
edad, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 15
Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Al-
fonso Rasa Jr. dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 21 Has., 00 As., 00 Cas., y
sus mejoras, en favor de los Sucesores Aquino, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados y residentes en Carabela,
Bayaguana; 93 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor
del señor Fructuoso Zapata, dominicano, mayor de edad,
agricultor, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana;
101 Has., 20 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor de los
Sucesores de Valenciano Michez, dominicanos, mayores de
edad, agricultores, domiciliados y residentes en Carabela,
Bayaguana; 25 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor
de los Sucesores de Celestino Polanco, dominicanos,
mayores de edad, agricultores, domiciliados y residentes en
Carabela, Bayaguana; 21 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras,
en favor de Mejía Rosa, dominicano, mayor de edad.
domiciliado y residente en Carabela. Bayaguana; 17 Has. 50
As., 03 Cas., y sus mejoras, en favor de los Sucesores nr
Celestino Polanco, de generales anotadas: 19 Has. 00 As Ot
Cas., y sus mejoras, en favor de los Sucesores oe Cerasme
Polanco de aenerales anotadas. 14 Has. 00 As 00 Cal •

4fr'



24 26	 BÓLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL	 2427

yo juicio, para que proceda a una instrucción más amplia, en
beneficio de una mejor administración de justicia, designado
para llevarlo a efecto al Juez del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original con asiento en Santo Domingo, Lic.
Antonio Tallado hijo, a quien debe comunicársele esta
sentencia y enviársele el expediente para los fines indicados;
QUINTO: Se confirma, con las modificaciones resultantes de
los motivos de esta sentencia, la Decisión No. 2 dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 5 de abril
de 1374, en cuanto se refiere al resto de la Parcela No. 12 del
Distrito Catastral No. 2 del municipio de Bayaguana, sitio de
Carabela, provincia de San Cristóbal, cuyo dispositivo en lo
adelante regirá del siguiente modo: Primero: Se declara, que
en el resto de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral
No. 2 del municipio de Bayaguana, han perdido
su carácter comunero, las porciones de terrenos que
se indican más adelante; Segundo: Se rechaza, por in-
fundada, la reclamación formulada sobre parte de esta
parcela por el señor Julio Mejía (a) Blanco, por no haber
aportado al Tribunal las pruebas que justifiquen sus pre-
tensiones, declarándose de buena f3, las mejoras fomen-
tadas, consistentes en una casa de tablas de palmas, techada
de yagua, y arroz, las cuales estarán regidas por la primera
parte del artículo 555 del Código Civil; Tercero: Se ordena, el
registro del derecho de propiedad sobre esta parcela y sus
mejoras, en la siguiente forma y proporción: Parcela Número
Doce (12).- Area: 1154 Has., 65 As., 63 Cas.- 48 Has., 23 As.,
38 Cas., y sus mejoras, en favor de los señores Ramón Rayes
Valdez y Felipe Reyes Valdez, dominicanos, mayores do
edad, cédulas Nos. 556, serie 27 y 617, serie 24, res-
pectivamente, domiciliados y residentes en la Aristides Fiallo
Cabral No. 4 y Santiago No. 61, de la ciudad de Santo
Domingo. Haciendo constar que esta porción debe quedar
ubicada de conformidad con los linderos indicados en el
plano de la mensura ordinaria de fecha 25 de abril de 1947, le-
vantada por el Agr. Juan Francisco Mejía, es decir, colin-
dando con el arroyo Hicaco, que la divide de la Parcela No. 1
del Distrito Catastral No. 7 del municipio de Bayaguana; 03
H 3S., 20 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Tamy
Wessin, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente
en Carabela, Bayaguana; 148 Has., 20 As., 00 Cas., y sus 'ta-
imas. en favor de los Sucesores de Francisco del Castillo,

dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en
Carabela, Bayaguana; 208 Has., 50 As., 50 Cas., y sus me-
joras, en favor de los Sucesores de Vicente Alcalá,
dominicanos, mayores de edad, agricultores, domiciliados y
residentes en la sección de Carabela, Bayaguana. Haciendo
constar que los coherederos Víctor Alcalá y Llenero Alcalá (a)
Lao, por si y en representación de los demás Sucesores de
Julián Alcalá, otorgaron en favor del Lic. Fernando E. Ravelo
de la Fuente, dominicano, mayor de edad, casado, abogado,
cédula No. 1737, serie tra., domiciliado y residente en Santo
Domingo, Distrito Nacional, en arrendamiento con promesa
formal de venta, sobre Quinientas (500) tareas de terreno, a
razón de RD$2.50 por cada tarea, quedando entendido que
las sumas abonadas o pagadas por concepto de arren-
damiento constituyen el beneficio para mantener la vigencia
del derecho para adquirir dichas tierras, cuyo precio queda fi- .
jado en RD$22.50 por cada tarea, y sujeto a las demás
condiciones y estipulaciones contenidas en el acto de fecha
30 de octubre de 1375; 04 Has., 50 As., 00 Cas., y sus mejoras,
en favor del señor Salomón Martínez, dominicano, mayor de
edad, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 15
Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del señor Al-
fonso Rasa Jr. dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 21 Has., 00 As., 00 Cas., y
sus mejoras, en favor de los Sucesores Aquino, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados y residentes en Carabela,
Bayaguana; 93 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor
del señor Fructuoso Zapata, dominicano, mayor de edad,
agricultor, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana;
1 01 Has., 20 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor de los
Sucesores de Valenciano Michcz, dominicanos, mayores de
edad, agricultores, domiciliados y residentes en Carabela,
Bayaguana; 25 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor
de los Sucesores de Celestino Polanco, dominicanos,
mayores de edad, agricultores, domiciliados y residentes en
Carabela, Bayaguana; 21 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras,
en favor de Mejía Rosa, dominicano, mayor de edad.
domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 17 Has. 50
As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor oe los Suceso res Cit.

Celestino Polanco, de generales anotadas: 13 Has 00 As 0(
Cas., y sus mejoras, en favor de los Sucesores ae Ce'est'nc
Palanca oe aenerales anotadas; 1 4 Has.. 00 As 00 Cas
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sus mejoras, en favor de la señora Dolores Rosa, dominicana,
mayor de edad, domiciliada y residente en Calabera,
Bayaguana; 16 Has., 00 As., 00 Cas., en favor de los señores
Ramón Reyes Valdez y Felipe Reyes Valdez, de generales
anotadas. Haciendo constar que las mejoras existentes han
sido fomentadas de buena fe por la señora Gabriela Ventura,
dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente en Cara-
bela, Bayaguana, quedando regidas por la segunda parte del
artículo 555 del Código Civil; 16 Has., 00 As., 00 Cas., y sus
mejoras, en favor del señor Félix Hernández, dominicano,
mayor de edad, agricultor, domiciliado y residente en Cara-
bela, Bayaguana; 15 Has., 50 As., CO Cas., y sus mejoras, en
favor del señor Emelindo Campagna, dominicano, mayor de
edad, agricultor, domiciliado y residente en Carabela,
Bayaguana; 05 Has., 50 As., 00 Cas., y sus mejoras, enf avor
de los Sucesores de Celestino Polanco, de generales ano-
tadas; 58 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del se-
ñor Juan Felipe Moreno, dominicano, mayor de edad,
agricultor, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana;
18 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Bertilio Campagna, dominicano, mayor de edad, agricultor,
domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 9 Has., 50
As., 00 Cas., en favor de Juan Julio Campagna, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor del señor Prebistero Heredia, dominicano, mayor de
edad, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 4
Has., 00 As., 00 Cas., en favor de la señora Juana Heredia,
dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente en Cara-
bela, Bayaguana; 3 Has., 00 As., 00 Cas., en favor del señor
Negro Sánchez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 1 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor de Gabriela Ventura, dominicana, mayor de edad,
domiciliada y residente en Carabela, Bayaguana; 6 Has., 00
As., 00 Cas., en favor del señor Ramln Consoro, dominicano,
mayor de edad, domiciliado y residente en Carabela,
Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en favor del señor Ramón
Tactuk, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente
en La Victoria, D.N.; 4 Has., 00 As., 00 Cas., en favor del se-
ñor Ramón Mieses, dominicano, mayor de edad, soltero,
domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 4 Has., 00
As., 00 Cas., en favor del señor Enrique Mejía, dominicano,
mayor de edad, domiciliado y residente en Carabela,
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Bayaguana; 2 Has., 50 As., 00 Cas., en favor de Enrique Me-
jía, de generales anotadas; 2 Has., 50 As., 00 Cas., en favor de
monges Castillo, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor de la señora María Mejía, dominicana, mayor de edad,
domiciliada y residente en Carabela, Bayaguana; 2 Has., 00
As., 00 Cas., en favor del señor Antonio Mata, dominicano,
mayor de edad, domiciliado y residente en Carabela,
Bayaguana; 28 Has., 00 As., 00 Cas., en favor del señor Abel
Olmos, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente
en Carabela, Bayaguana; 4 Has., 50 As., 00 Cas., en favor de
Pirnpín Moreno, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor de Bartolo Reyes, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 86 Has., 82
AS., 25 Cas., en favor de Marina Castillo M., dominicana,
mayor de edad, domiciliada y residente en Carabela,
Bayaguana; Cuarto: Se designa, al Juez del Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original con asiento en Santo
Domingo, Distrito Nacional, Lic. Antonio Tallado hijo, para
que conozca y decida sobre los pedimentos de transferencias
contenidos en las instancias de fecha 5 de junio de 1978,
dirigidas al Tribunal Superior de Tierras por el Dr. Julio E. Ro-
dríguez y el Rvdo. Angel Severino Cáceres; y 2 de mayo del
mismo año, dirigida por el Dr. Simón Omar Valenzuela J. a
nombre y en representación del señor Rolando Williams Gra-
teraux Tina°, relación con las porciones de terrenos ad-
judicados a los señores Vertilio Campagna y Emelindo
Campagna, dentro de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral
No. 2 del municipio de Bayaguana, sitio de Carabela, pro-
vincia de San Cristóbal";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación y falsa y errónea interpretación de
las disposiciones de la Ley No. 5773 de fecha 31 de diciembre
de 1961, que modifica el artículo 2262 del Código Civil; y
violación de los efectos de la cosa juzgada de una sentencia
ya irrevocable; Segundo Medio: Falta de base legal al dejar
de ponderar documentos y situaciones de hecho, cuyo
análisis hubiera podido conducir a una solución distinta del
caso Tercer Medio: Exceso de poder al atribuirle el derecho
de propiedad a quienes no habían solicitado que so declarara
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sus mejoras, en favor de la señora Dolores Rosa, dominicana,
mayor de edad, domiciliada y residente en Calabera,
Eayaguana; 16 Has., 00 As., 00 Cas., en favor de los señores
Ramón Reyes Valdez y Felipe Reyes Valdez, de generales
anotadas. Haciendo constar que las mejoras existentes han
sido fomentadas de buena fe por la señora Gabriela Ventura,
dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente en Cara-
bela, Bayaguana, quedando regidas por la segunda parte del
artículo 555 del Código Civil; 16 Has., 00 As., 00 Cas., y sus
mejoras, en favor del señor Félix Hernández, dominicano,
mayor de edad, agricultor, domiciliado y residente en Cara-
bela, Bayaguana; 15 Has., 50 As., CO Cas., y sus mejoras, en
favor del señor Emelindo Campagna, dominicano, mayor de
edad, agricultor, domiciliado y residente en Carabela,
Bayaguana; 05 Has., 50 As., 00 Cas., y sus mejoras, enf avor
de los Sucesores de Celestino Polanco, de generales ano-
tadas; 58 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del se-
ñor Juan Felipe Moreno, dominicano, mayor de edad,
agricultor, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana;
18 Has., 00 As., 00 Cas., y sus mejoras, en favor del señor
Bertilio Campagna, dominicano, mayor de edad, agricultor,
domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 9 Has., 50
As., 00 Cas., en favor de Juan Julio Campagna, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor del señor Prebistero Heredia, dominicano, mayor do
edad, domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 4
Has., 00 As., 00 Cas., en favor de la señora Juana Heredia,
dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente en Cara-
bela, Bayaguana; 3 Has., 00 As., 00 Cas., en favor del señor
Negro Sánchez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 1 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor de Gabriela Ventura, dominicana, mayor de edad,
domiciliada y residente en Carabela, Bayaguana; 6 Has., 00
As., 00 Cas., en favor del señor Ramín Consoro, dominicano,
mayor de edad, domiciliado y residente en Carabela,
Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en favor del señor Ramón
Tactuk, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente
en La Victoria, D.N.; 4 Has., CO As., 00 Cas., en favor del se-
ñor Ramón Mieses, dominicano, mayor de edad, soltero,
domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 4 Has., 00
As., 00 Cas., en favor del señor Enrique Mejía, dominicano,
mayor de edad, domiciliado y residente en Carabela,
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Bayaguana; 2 Has., 50 As., 00 Cas., en favor de Enrique Ma-
la, de generales anotadas; 2 Has., 50 As., 00 Cas., en favo r de
monges Castillo, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor de la señora María Mejía, dominicana, mayor de edad,
domiciliada y residente en Carabela, Bayaguana; 2 Has., 00
As., 00 Cas., en favor del señor Antonio Mata, dominicano,
mayor de edad, domiciliado y residente en Carabela,
Bayaguana; 28 Has., 00 As., 00 Cas., en favor del señor Abel
Olmos, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente
en Carabela, Bayaguana; 4 Has., 50 As., 00 Cas., en favor de
Pimpín Moreno, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en Carabela, Bayaguana; 8 Has., 00 As., 00 Cas., en
favor de Bartolo Reyes, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en Carabela, Bayaguana; 86 Has., 82
As., 25 Cas., en favor de Marina Castillo M., dominicana,
mayor de edad, domiciliada y residente en Carabela,
Bayaguana; Cuarto: Se designa, al Juez del Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original con asiento en Santo
Domingo, Distrito Nacional, Lic. Antonio Tallado hijo, para
que conozca y decida sobre los pedimentos de transferencias
contenidos en las instancias de fecha 5 de junio de 1978,
dirigidas al Tribunal Superior de Tierras por el Dr. Julio E. Ro-
dríguez y el Rvdo. Angel Severino Cáceres; y 2 de mayo del
mismo año, dirigida por el Dr. Simón Omar Valenzuela J. a
nombre y en representación del señor Rolando Williams Gra-
teraux Tinco, relación con las porciones de terrenos ad-
judicados a los señores Vertilio Campagna y Emelindo
Campagna, dentro de la Parcela No. 12 del Distrito Catastral
No. 2 del municipio de Bayaguana, sitio de Carabela, pro-
vincia de San Cristóbal";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación y falsa y errónea interpretación de
las disposiciones de la Ley No. 5773 de fecha 31 de diciembre
de 1961, que modifica el artículo 2262 del Código Civil; y
violación de los efectos de la cosa juzgada de una sentencia
ya irrevocable; Segundo Medio: Falta de base legal al dejar
de ponderar documentos y situaciones de hecho, cuyo
análisis hubiera podido conducir a una solución distinta del
caso Tercer Medio: Exceso de poder al atribuirle el derecho
de propiedad a quienes no habían solicitado que se declarara
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que la parcela número 12 había perdido su carácer de
comunera, ya que esa petición la habían hecho los Reyes
Valdez y el Tribunal estaba fallando el caso en virtud de ese
apoderamiento; Cuarto Medio: Insuficiencia de motivos y
vaguedad en los mismos, lo que configura nuevamente el
medio arriba propuesto de tata de base legal;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo del
primer, segundo y cuarto medios reunidos para su examen,
alegan, en síntesis, que la Ley No. 5773 del 31 de diciembre de
1961, al reducir la prescripción de los terrenos comuneros
tuvo el propósito de favorecer los accionistas de un sitio, so-
bre todo cuando como ellos tenían una posesión reconocida
por la sentencia del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original, del 30 de marzo de 1950, confirmada por la del Tri-
bunal a-quo del 10 de mayo del mismo año, la cual le ad-
judicó 48 Has., 23 As., 38 Cas., o sea 767 tareas, dentro de la
Parcela No. 12 del Distrito Catastral No. 2 del municipio de
Bayaguana, sitio de Carabela y las mejoras en el resto que
dicha sentencia declaró comunero; que habían sometido al
Tribunal de Tierras una instancia en 1963 solicitando deci-
diera si el resto de esta parcela había dejado de ser comunero,
pero que, no obstante, la indicada sentencia haber adquirido
la autoridad de la cosa definitivamente juzgada, la sentencia
impugnada adjudicó esos terrenos a otras personas, violando
la citada Ley No. 5773 y pasándole por encima al informe del
agrimensor Pedro Polanco de 1963, que daba constancia de
su posesión; que desde 1949 habían adquirido acciones del
sitio de Carabela y cultivado los terrenos de la Parcela No. 12
y el mismo año sometieron al Tribunal de Tierras un contrato
de mensura y una vez practicada ésta depositaron sus títulos,
de manera que, dicho Ti ibunal antes de dictar la decisión• impugnada debió determinar si ellos eran accionistas del sitio
y luego comprobar si habían mantenido su posesión, que ya
les había reconocido la indicada sentencia del 10 de mayo de
1950; que dos años después del informe del Agr. Polanco fue
cuando los adjudicatarios invadieron la Parcela, sembrando
los terrenos de caña, lo que explica que el agrimensor
Máximo Arzeno no pudo caminar la parcela, por lo que los
diseños del plano de la localización de posesiones, tuvo que
hacerlo en su escritorio y que además habían comprado a los
adjudicatarios sus derechos; que el Tribunal a-quo debió
analizar más detalladamente las posesiones de las personas a
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as cuales adjudicó la referida parcela No. 12 y no debió decir
lue correspondía a ellos haber interrumpido la prescripción

ce éstos, quienes eran los que debieron hacerlo respecto a su
prescripción, porque ellos tenían la posesión de los terrenos
y, por tanto, debió exigirles como prueba los actos de Al-
guacil que notificaron al efecto; que la mayoría de los ad-
judicatarios no eran accionistas del sitio y no siéndolos no
tenían derecho a la corta prescripción establecida por la re-
ferida Ley No. 5773, por lo que sus reclamaciones no de-
bieron ser acogidas, en perjuicio de ellos, que eran los ac-

onistas, con una posesión definida desde 1949; pero,
Considerando, que el fallo impugnado expresa lo siguiente.

ai que la sentencia del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original, del 30 de marzo de 1959, confirmada por la del Trí-
a unal Superior de Tierras, del 10 de mayo del mismo año,
rdenó el registro de 48 Has., 23 As., 38 Cas., o sea, 767

:aresas, dentro de la parcela No. 12 del Distrito Catastral No.
2 del municipio de Bayaguana, sitio de Carabela, a favor de
los reclamantes, declaró el resto comunero y las mejoras
existentes en el mismo de buena fe, en favor también de
dichos reclamantes; b) que la porción de terrenos adjudicada
a los recurrentes se encontraba localizada en el plano le-
vantado por el agrimensor Juan Francisco Mejía, del 25 de
abril de 1947; cl que los recurrentes por instancia del 4 y 25 de
abril de 1963 solicitaron al Tribunal de Tierras la suspensión
de los trabajos dentro de la Parcela No. 12 y que decidiera si
los terrenos comuneros habían perdido este carácter; d) que
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original apoderado de
estas instancias dictó sentencia el 2 de febrero de 1964, me-
diante la cual fue rechazada la reclamación de los recurrentes
como las de otras personas y mantuvo el carácter comunero
de los terrenos; e) que sobre apelación contra esta decisión el
Tribunal Superior de Tierras dictó sentencia el 4 de agosto de
1966, por la cual revocó la recurrida y ordenó un nuevo juicio;
fl que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original desig-
nado para conocer de este nuevo juicio dictó sentencia el 27
de junio de 1969, por la cual declaró que la parcela No. 12 ha-
bla dejado de ser comunera y adjudicó los terrenos a diversas
personas, entre ellas a los recurrentes, reconociendo las me-
joras de las demás porciones en favor de otras personas más;
g) que esta decisión fue apelada y el Tribunal Superior de
Tierras por sentencia del 27 de julio ordenó la localización de
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que la parcela número 12 había perdido su carácer de
comunera, ya que esa petición la habían hecho los Reyes
Valdez y el Tribunal estaba fallando el caso en virtud de ese
apoderamiento; Cuarto Medio: Insuficiencia de motivos y
vaguedad en los mismos, lo que configura nuevamente el
medio arriba propuesto de fata de base legal;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo del
primer, segundo y cuarto medios reunidos para su examen,
alegan, en síntesis, que la Ley No. 5773 del 31 de diciembre de
1961, al reducir la prescripción de los terrenos comuneros
tuvo el propósito de favorecer los accionistas de un sitio, so-
bre todo cuando como ellos tenían una posesión reconocida
por la sentencia del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original, del 30 de marzo de 1950, confirmada por la del Tri-
bunal a-quo del 10 de mayo del mismo año, la cual le ad-.

judicó 48 Has., 23 As., 38 Cas., o sea 767 tareas, dentro de la
Parcela No. 12 del Distrito Catastral No. 2 del municipio de
Bayaguana, sitio de Carabela y las mejoras en el resto que
dicha sentencia declaró comunero; que habían sometido al
Tribunal de Tierras una instancia en 1363 solicitando deci-
diera si el resto de esta parcela había dejado de ser comunero,
pero que, no obstante, la indicada sentencia haber adquirido
la autoridad de la cosa definitivamente juzgada, la sentencia
impugnada adjudicó esos terrenos a otras personas, violando
la citada Ley No. 5773 y pasándole por encima al informe del
agrimensor Pedro Polanco de 1963, que daba constancia de
su posesión; que desde 1349 habían adquirido acciones del
sitio de Carabela y cultivado los terrenos de la Parcela No. 12
y el mismo año sometieren al Tribunal de Tierras un contrato
de mensura y una vez practicada ésta depositaron sus títulos,
de manera que, dicho Tribunal antes de dictar la decisión
impugnada debió determinar si ellos eran accionistas del sitio
y luego comprobar si habían mantenido su posesión, que ya
les había reconocido la indicada sentencia del 10 de mayo de
1950; que dos años después del informe del Agr. Polanco fue
cuando los adjudicatarios invadieron la Parcela, sembrando
los terrenos de caña, lo que explica que el agrimensor
Máximo Arzeno no pudo caminar la parcela, por lo que los
diseños del plano de la localización de posesiones, tuvo que
hacerlo en su escritorio y que además habían comprado a los
adjudicatarios sus derechos; que el Tribunal a-quo debió
analizar más detalladamente las posesiones de las personas a

las cuales adjudicó la referida parcela No. 12 y no debió decir
que correspondía a ellos haber interrumpido la prescripción
de éstos, quienes eran los que debieron hacerlo respecto a su
prescripción, porque ellos tenían la posesión de los terrenos
y, por tanto, debió exigirles como prueba los actos de Al-
guacil que notificaron al efecto; que la mayoría de los ad-
judicatarios no eran accionistas del sitio y no siéndolos no
tenían derecho a la corta prescripción establecida por la re-
ferida Ley No. 5773, por lo que sus reclamaciones no de-

, bieron ser acogidas, en perjuicio de ellos, que eran los ac-
cionistas, con una posesión definida desde 1349; pero,

Considerando, que el fallo impugnado expresa lo siguiente.
a) que la sentencia del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original, del 30 de marzo de 1959, confirmada por la del Tri-
bunal Superior de Tierras, del 10 de mayo del mismo año,
ordenó el registro de 48 Has., 23 As., 38 Cas., o sea, 767
:mesas, dentro de la parcela No. 12 del Distrito Catastral No.
2 del municipio de Bayaguana, sitio de Carabela, a favor de
los reclamantes, declaró el resto comunero y las mejoras
existentes en el mismo de buena fe, en favor también de
dichos reclamantes; b) que la porción de terrenos adjudicada
a los recurrentes se encontraba localizada en el plano le-
vantado por el agrimensor Juan Francisco Mejía, del 25 de
abril de 1347; c) que los recurrentes por instancia del 4 y 25 de
abril de 1963 solicitaron al Tribunal de Tierras la suspensión
de los trabajos dentro de la Parcela No. 12 y que decidiera si
los terrenos comuneros habían perdido este carácter; d) que
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original apoderado de
estas instancias dictó sentencia el 2 de febrero de 1964, me-
diante la cual fue rechazada la reclamación de los recurrentes
como las de otras personas y mantuvo el carácter comunero
de los terrenos; e) que sobre apelación contra esta decisión el
Tribunal Superior de Tierras dictó sentencia el 4 de agosto de
1966, por la cual revocó la recurrida y ordenó un nuevo juicio;
fl que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original desig-
nado para conocer de este nuevo juicio dictó sentencia el 27
de junio de 1969, por la cual declaró que la parcela No. 12 ha-
bía dejado de ser comunera y adjudicó los terrenos a diversas
personas, entre ellas a los recurrentes, reconociendo las me-
joras de las demás porciones en favor de otras personas más;
9) que esta decisión fue apelada y el Tribunal Superior de
Tierras por sentencia del 27 de julio ordenó la localización de

IC



2432	 ROLETTN JTTDTCTAIJ S Oq ETIN JUDICIAL,	 2433

las 48 Has., 23 As., 38 Cas., adjudicadas a los recurrentes y las
demás posesiones existentes en la mencionada parcela No.
12, a cargo de la Dirección General de Mensuras Catastrales;
hl que en ejecución de esta decisión el agrimensor Máximo
Arzeno, Inspector General de dicha Dirección, rindió un
informe el 5 de octubre de 1372, acompañado de un plano,
según el cual fueron localizadas posesiones desde la letra "a"
hasta la "LI-1", observando que la posesión de los
recurrentes no cubría toda el área adjudicádales y hubo de ser
completada con terrenos de la posesión de la Suc. Alcalá; i)
que una vez sometido este informe el Tribunal Superior de
Tierras dictó su decisión del 22 de octubre de 1972, por la cual
revocó la sentencia apelada y ordenó un nuevo juicio, el cual
falló el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, por
decisión del 5 de abril de 1274 y apelada ésta, el Tribunal a-
guo dictó la sentencia ahora impugnada en casación;

Considerando, que en relación con los alegatos de los
recurrentes acerca de que hablan poseido la parcela No. 12 en
las condiciones de la prescripción establecida por la Ley No.
5773 de 1361, la sentencia impugnada expresa lo siguiente:
"Que, frente a alegatos de esta naturaleza es por lo que hay
que determinar los caracteres y condiciones de cada
posesión, porque precisamente, son los propios hermanos
Reyes Valdez quienes declaran que "físicamente no existe su
posesión", atribuyendo este hecho a que le fue arrebatada
violentamente en el año 1965 (como consecuencia de la Re-
volución de Abril de ese año), para deducir en su provecho las
implicaciones de tales hechos; que, en primer lugar, sobre
este particular es oportuno significar, que el expediente no
ofrece elementos de juicio que justifiquen estos alegatos, ya
que si pudo darse el caso que para esa fecha entraran algunas
personas y formaran posesiones, quizás aprovechando las
circunstancias imperantes, no puede afirmarse ca-
tegóricamene que entraran violentamente, sino que al en-
contrar terrenos baldíos formaran sus posesiones, las cuales
han seguido ocupando ánimo-dómine sin que la prescripción
que iniciaron fuera interrumpida por los hermanos Reyes
Valdez por los medios establecidos por la Ley para estos
casos; Que, si bien es verdad que mediante la Decisión dicta-
da por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 10 de mayo de
1950, se prueba la posesión de los hermanos Reyes Valdez,
en la parcela, no es menos cierto que ésta se circunscribe a lo

que ellos ocupaban entonces como propietarios, sobre lo cual
no hay dudas, proque realmente dicha sentencia, con-
trariamente a sus alegatos, demuestra que aún cuando la
parcela fuera medida a su nombre no la ocupaban en su to-
talidad sino solamente la parte que le fue adjudicada; Que,
estos hechos quedan demostrados por los motivos de la
sentencia de fecha 30 de marzo de 1950, dictada en Juris-
dicción Original, cuando expresa en su motivos que "los
hermanos Ramón y Felipe Reyes Valdez han limitado su
reclamación sobre dichas parcelas (refiriéndose a las Nos. 11
y 12) a las mejoras radicadas en las mismas y a una porción de
767 tareas dentro de la Parcela No. 12 y la cual porción de
terreno forma parte de la posesión "Que ellos adquirieron por
compra a los hermanos Alburquerque Contreras y está
localizada en el plano levantado por el agrimensor Juan
Francisco Mejía, de fehca 25 del mes de abril del año 1947,
que cursa en el expediente; Que, en cuanto a la reclamación
de los señores Reyes Valdez, tendente a que se le adjudique
en propiedad todas las mejoras existentes en las pre-
indicadas parcelas y que se declara que dichas mejoras han
sido fomentadas de buena fe, el Tribunal estima que por lo
expuestos por los condueños de los sitios de Cojobal y Cara-
bela Arriba, en la audiencia relativa a la instrucción de las
parcelas de referencia, se ha comprobado que todas las me-
joras existentes en las mencionadas Parcelas no han sido
fomentadas por los reclamantes Reyes Valdez, y que
consecuencialmente es procedente declarar que solamente
las mejoras norqueyan sido fomentadas por los señores Reyes
Valdez, en las predichas Parcelas, o aquellas que hayan ad-
quirido por compra, le pertenecen en propiedad y que han si-
do fomentadas de buena fe; "Que, no habiendo dichos se-
ñores, ni ningún otro condueño reclamado el resto del terreno
que constituye dicha parcela por considerar que sus
posesiones no tienen el tiempo suficiente para prescribir,
procede por tanto, declarar comunera toda la parcela No. 11 y
el resto de la parcela No. 12 del Distrito Catastral No. 2 de la
Común de Bayaguana";

Considerando, que además la sentencia impugnada ex-
presa sobre las mejoras, que los recurrentes han señalado
como signo determinante de la posesión de la referida par-
cela, que la sentencia del 10 de mayo de 1950, "no especifica
la clase ni la naturaleza de las mejoras, pudiendo establecer
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las 48 Has., 23 As., 38 Cas., adjudicarlas a los recurrentes y las
demás posesiones existentes en la mencionada parcela No.
12, a cargo de la Dirección General de Mensuras Catastrales;
h) que en ejecución de esta decisión el agrimensor Máximo
Arzeno, Inspector General de dicha Dirección, rindió un
informe el 5 de octubre de 1972, acompañado de un plano,
según el cual fueron localizadas posesiones desde la letra "a"
hasta la "LI-1", observando que la posesión de los
recurrentes no cubría toda el área adjudicádales y hubo de ser
completada con terrenos de la posesión de la Suc. Alcalá; i)
que una vez sometido este informe el Tribunal Superior de
Tierras dictó su decisión del 22 de octubre de 1972, por la cual
revocó la sentencia apelada y ordenó un nuevo juicio, el cual
falló el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, por
decisión del 5 de abril de 1274 y apelada ésta, el Tribunal a-
guo dictó la sentencia ahora impugnada en casación;

Considerando, que en relación con los alegatos de los
recurrentes acerca de que habían poseído la parcela No. 12 en
las condiciones de la prescripción establecida por la Ley No.
5773 de 1361, la sentencia impugnada expresa lo siguiente:
"Que, frente a alegatos de esta naturaleza es por lo que hay
que determinar los caracteres y condiciones de cada
posesión, porque precisamente, son los propios hermanos
Reyes Valdez quienes declaran que "físicamente no existe su
posesión", atribuyendo este hecho a que le fue arrebatada
violentamente en el año 1365 (como consecuencia de la Re-
volución de Abril de ese año), para deducir en su provecho las
implicaciones de tales hechos; que, en primer lugar, sobre
este particular es oportuno significar, que el expediente no
ofrece elementos de juicio que justifiquen estos alegatos, ya
que si pudo darse el caso que para esa fecha entraran algunas
personas y formaran posesiones, quizás aprovechando las
circunstancias imperantes, no puede afirmarse ca-
tegóricamene que entraran violentamente, sino que al en
contrar terrenos baldíos formaran sus posesiones, las cuales
han seguido ocupando ánimo-dómine sin que la prescripción
que iniciaron fuera interrumpida por los hermanos Reyes
Valdez por los medios establecidos por la Ley para estos
casos; Que, si bien es verdad que mediante la Decisión dicta-
da por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 10 de mayo de
1950, se prueba la posesión de los hermanos Rayes Valdez,
en la parcela, no es menos cierto que ésta se circunscribe a lo
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que ellos ocupaban entonces como propietarios. sobre lo cual
no hay dudas, proque realmente dicha sentencia, con-
trariamente a sus alegatos, demuestra que aún cuando la
parcela fuera medida a su nombre no la ocupaban en su to-
talidad sino solamente la parte que le fue adjudicada; Que,
estos hechos quedan demostrados por los motivos de la
sentencia de fecha 30 de marzo de 1950, dictada en Juris-
dicción Original, cuando expresa en su motivos que "los
hermanos Ramón y Felipe Reyes Valdez han limitado su
reclamación sobre dichas parcelas (refiriéndose a las Nos. 11
y 12) a las mejoras radicadas en las mismas y a una porción de
767 tareas dentro de la Parcela No. 12 y la cual porción de
terreno forma parte de la posesión "Que ellos adquirieron por
compra a los hermanos Alburquerque Contreras y está
localizada en el plano levantado por el agrimensor Juan
Francisco Mejía, de fehca 25 del mes de abril del año 1947,
que cursa en el expediente; Que, en cuanto a la reclamación
de los señores Reyes Valdez, tendente a que se le adjudique
en propiedad todas las mejoras existentes en las pre-
indicadas parcelas y que se declara que dichas mejoras han
sido fomentadas de buena fe, el Tribunal estima que por lo
:expuestos por los condueños de los sitios de Cojobal y Cara-
bela Arriba, en la audiencia relativa a la instrucción de las
parcelas de referencia, se ha comprobado que todas las me-
joras existentes en las mencionadas Parcelas no han sido
fomentadas por los reclamantes Reyes Valdez, y que
consecuencialmente es procedente declarar que solamente
las mejoras porqueyan sido fomentadas por los señores Reyes
Valdez, en las predichas Parcelas, o aquellas que hayan ad-
quirido por compra, le pertenecen en propiedad y que han si-
do fomentadas de buena fe; "Que, no habiendo dichos se-
ñores, ni ningún otro condueño reclamado el resto del terreno
que constituye dicha parcela por considerar que sus
posesiones no tienen el tiempo suficiente para prescribir,
procede por tanto, declarar comunera toda la parcela No. 11 y
el resto de la parcela No. 12 del Distrito Catastral No. 2 de la
Común de Bayaguana";

Considerando, que además la sentencia impugnada ex-
presa sobre las mejoras, que los recurrentes han señalado
como signo determinante de la posesión de la referida par-
cela, que la sentencia del 10 de mayo de 1950, "no especifica
la clase ni la naturaleza de las mejoras, pudiendo establecer
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por el formulario de reclamación y demás prubas que ofrece
el expediente, que se trata de mejoras consistentes en
siembra de arroz secano, las cuales se realizan en terrenos de
sabana en las épocas de lluvia, desapareciendo luego con las
cosechas, criterio que se corrobora por el hecho de que en los
referidos terrenos no habían ni se construyeron canales de
riego, ni otro sistema de regadío, que hubiera obligado a
registrar las mejoras permanentes", significando el Tribunal
a-quo que los contratos de préstamos con garantía sin apo-
deramiento, que los reclamantes depositaron a esos fines,
tres indicaban que los efectos dados en garantía se en-
contraban en los municipios de Guerra y Bayaguana y sólo
uno se retiró a bienes existentes en los sitios de Carabela Arri-
ba y Ladino del municipio de Bayaguana, pero que aún éste
no probaba que los efectos dados en garantía se encontraban
en la parcela No.12, pues los reclamantes tenían apreciables
extensiones de terrenos en las parcelas Nos. 11, 23, 24 y 25
del mismo Distrito Catastral, para deducir de ello que "si es
verdad que los hermanos Reyes Valdez ocuparon por algún
tiempo terfenos dentro de la Parcela No. 12, bien sea como
arrendamiento, como lo afirman en su escritorio de defensa,
de fecha 26 de octubre de 1978, Pag. 11, no es menos cierto
que actualmente no tienen la posesión material de los mis-
mos, ostentando solamente su posesión teórica mediante
documentos que han hecho valer en unos casos y en su d
mayoría lo que tenían, al -.arecer de posesión, era una simple
espectativa de derechos en el ámbito de la parcela del sitio de
Carabela fundamentada en acciones de peso que han ad-
quirido, pero sin que se pueda decir por ahora a cuántas
tareas tendrán derecho hasta tanto no se realice la partición
numérica del sitio, previa depuración de los títulos del sitio";

Considerando, que en cuanto a las ventas que los
recurrentes invocan en apoyo de su reclamación, según
consta en la sentencia impugnada, fueron las relativas a las
que les otorgaron Julio Cuello, Rafael Campos y Filomena
Campos Vda. Santana, Alfonso Sosa Alburquerque, Rosa
Moreno y Suc. de Pedro Moreno, Juan Marte, Francisco
Garrido Alfonso Sosa Alburquerque, Valenciano Michez•
Canión y Anastasia Bidó de Michez, pero que estas ventas
fueron desestimadas por el Tribunal a-quo, en razón de que
comprobó por el examen de los actos de venta que, en unas
las acciones correspondían al Sitio de Cojobal y las otras del

11`
Sitio de Carabela no se encontraban dentro de la Parcela No.
12, con excepción de la otorgada por los dos últimos, res-
pecto a la que por no encontrarse en el acto de venta el área
de la porción vendida, aunque los reclamantes indicaban ser
de 3,000 tareas, sólo fue admitida por 16 hectáreas, que era la
cantidad de terreno que, según la sentencia impugnada,
4.guraba en el plano de la localización de posesiones; que, en
.0 referente a las ventas que los recurrentes hacen mención
en el memorial de casación, éstos sólo se limitaron a hacer
una referencia, señalando además que dichos recurrentes no

• han hecho ninguna observación acerca de que en la sen-
tencia impugnada no se hiciera mención de las mismas;

Considerando, que respecto al informe del Agrimensor Pe-
dro Polanco M., la sentencia impugnada expone que no sa-
tisfizo el interés del saneamiento de la Parcela, pues, aunque
indicaba sus posesiones, no presentó el croquis de las
mismas, ni localizó la porción de terreno que había sido ad-
judicada a los recurrentes y que además el área resultante de
las posesiones sobrepasaba la superficie, por lo que fue
desestimado por el Tribunal a-quo, el cual ordenó -otra
localización de posesiones, que realizó el agrimensor Máximo
Arzeno, Inspector General de la Dirección General de
Mensuras Catastrales, quien sometió su informe el 5 de
octubre de 1972, con un plano, en el que observaba que los
recurrentes no ocupaban la totalidad de las 48 Has., 23 As.,
38 Cas., adjudicádales, las cuales fueron completadas con
terrenos de la Suc. Alcalá, todo lo cual demuestra que el Tri-
bunal a-quo no le "pasó por encima" al informe del Agr.
Polanco, sino que por lo contrario lo ponderó, aunque lo
desestimó por las razones indicadas, que como cuestión de
hecho es de su soberana apreciación, y por tanto, escapa al
control de esta Corte de Casación; igualmente en cuento a los
trabajos del agrimensor Máximo Arzeno, las críticas que
hacen los recurrentes versan sobre aspectos de hecho, que
caen también dentro de las facultades de apreciación de los
Jueces de fondo, por lo que tampoco están sujetas a la
censura de la casación;

Considerando, que la Ley No. 5773 de 1961, a que aluden
los recurrentes para justificar su derecho de propiedad de la
parcela No. 12, aduciendo que como accionistas eran los
únicos que tenían derecho a la prescripción, ciertamente esta
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por el formulario de reclamación y demás prubas que ofrece
el expediente, que se trata de mejoras consistentes en
siembra de arroz secano, las cuales se realizan en terrenos de
sabana en las épocas de lluvia, desapareciendo luego con las
cosechas, criterio que se corrobora por el hecho de que en los
referidos terrenos no habían ni se construyeron canales de
riego, ni otro sistema de regadío, que hubiera obligado a
registrar las mejoras permanentes", significando el Tribunal
a-quo que los contratos de préstamos con garantía sin apo-
deramiento, que los reclamantes depositaron a esos fines,
tres indicaban que los efectos dados en garantía se en-
contraban en los municipios de Guerra y Bayaguana y sólo
uno se retiró a bienes existentes en los sitios de Carabela Arri-
ba y Ladino del municipio de Bayaguana, pero que aún éste
no probaba que los efectos dados en garantía se encontraban
en la parcela No.12, pues los reclamantes tenían apreciables
extensiones de terrenos en las parcelas Nos. 11, 23, 24 y 25
del mismo Distrito Catastral, para deducir de ello que "si es
verdad que los hermanos Reyes Valdez ocuparon por algún
tiempo terrenos dentro de la Parcela No. 12, bien sea como
arrendamiento, como lo afirman en su escritorio de defensa,
de fecha 26 de octubre de 1978, Pag. 11, no es menos cierto
que actualmente no tienen la posesión material de los mis-
mos, ostentando solamente su posesión teórica mediante
documentos que han hecho valer en unos casos y en su
mayoría lo que tenían, al carecer de posesión, era una simple
espectativa de derechos en el ámbito de la parcela del sitio de
Carabela fundamentada en acciones de peso que han ad-
quirido, pero sin que se pueda decir por ahora a cuántas
tareas tendrán derecho hasta tanto no se realice la partición
numérica del sitio, previa depuración de los títulos del sitio";

Considerando, que en cuanto a las ventas que los
recurrentes invocan en apoyo de su reclamación, según
consta en la sentencia impugnada, fueron las relativas a las
que les otorgaron Julio Cuello, Rafael Campos y Filomena
Campos Vda. Santana, Alfonso Sosa Alburquerque, Rosa
Moreno y Suc. de Pedro Moreno, Juan Marte, Francisco
Garrido Alfonso Sosa Alburquerque, Valenciano Michez-
Cerrión y Anastasia Bidó de Michez, pero que estas ventas
fueron desestimadas por el Tribunal a-quo, en razón de que
comprobó por el examen de los actos de venta que, en unas
las acciones correspondían al Sitio de Cojobal y las otras del

Sitio de Carabela no se encontraban dentro de la Parcela No.
12, con excepción de la otorgada por los dos últimos, res-
pecto a la que por no encontrarse en el acto de venta el área
de la porción vendida, aunque los reclamantes indicaban ser
de 3,000 tareas, sólo fue admitida por 16 hectáreas, que era la
cantidad de terreno que, según la sentencia impugnada,
figuraba en el plano de la localización de posesiones; que, en
lo referente a las ventas que los recurrentes hacen mención
en el memorial de casación, éstos sólo se limitaron a hacer
una referencia, señalando además que dichos recurrentes no
han hecho ninguna observación acerca de que en la sen-
tencia impugnada no se hiciera mención de las mismas;

Considerando, que respecto al informe del Agrimensor Pe-
dro Polanco M., la sentencia impugnada expone que no sa-
tisfizo el interés del saneamiento de la Parcela, pues, aunque
indicaba sus posesiones, no presentó el croquis de las
mismas, ni localizó la porción de terreno que había sido ad-
judicada a los recurrentes y que además el área resultante de
las posesiones sobrepasaba la superficie, por lo que fue
desestimado por el Tribunal a-quo, el cual ordenó otra
localización de posesiones, que realizó el agrimensor Máximo
Arzeno, Inspector General de la Dirección General de
Mensuras Catastrales, quien sometió su informe el 5 de
octubre de 1972, con un plano, en el que observaba que los
recurrentes no ocupaban la totalidad de las 48 Has., 23 As.,
38 Cas., adjudicádales, las cuales fueron completadas con
terrenos de la Suc. Alcalá, todo lo cual demuestra que el Tri-
bunal a-quo no le "pasó por encima" al informe del Agr.
Polanco, sino que por lo contrario lo ponderó, aunque lo
desestimó por las razones indicadas, que como cuestión de
hecho es de su soberana apreciación, y por tanto, escapa al
control de esta Corte de Casación; igualmente en cuanto a los
trabajos del agrimensor Máximo Arzeno, las críticas que
hacen los recurrentes versan sobre aspectos de hecho, que
caen también dentro de las facultades de apreciación de los
Jueces de fondo, por lo que tampoco están sujetas a la
censura de la casación;

Considerando, que la Ley No. 5773 de 1961, a que aluden
los recurrentes para justificar su derecho de propiedad de la
parcela No. 12, aduciendo que como accionistas eran los
únicos que tenían derecho a la prescripción, ciertamente esta
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Ley redujo la prescripción en los terrenos comuneros a diez
años y aún a cinco, "si la persona que invoca la prescripción
establece la prueba de que inició y mantuvo la posesión en
calidad de accionista del sitio", por lo que se advierte que el
propósito de la Ley fue no sólo favorecer los accionistas de
un sitio, como expresan los recurrentes, sino a todo persona
que posea tales terrenos, en las condiciones que establece
para la prescripción, pues su finalidad fue facilitar el
saneamiento de los terrenos comuneros, en base a una corta
prescripción, para la cual no es suficiente a los accionistas
esta calidad, sino que les es indispensable tener además la
posesión real; que en este sentido, según resulta de los
hechos y circunstancias de la causa, examinados por el Tri-
bunal a-quo, los recurrentes no habían poseído los terrenos
de la parcela No. 12, a la fecha de la sentencia del 10 de mayo
de 1950, durante el tiempo requerido para la prescripción,
pues en la primera parte del saneamiento limitaron su
reclamación a 48 Has., 23 As., 38 Cas., y las mejoras, no les
fueron reconocidas sobre la totalidad de su superficie, como
pretendían, sino sólo las que habían fomentado, sin que a
este respecto hubieran establecido el área que abarcaban, ni
el tiempo que las mantuvieron fomentando; que igualmente
en cuanto a su reclamación posterior, no existe en el ex-
pediente evidencia de que los reclamantes hubieran es-
tablecido la prueba de la posesión, como lo requiere la citada
Ley No. 5773, ni ello resulta del examen de la sentencia
impugnada, que por el contrario, lo que se pone de manifiesto
es que el Tribunal a-quo dedujo de sus instancias solicitando
la suspensión de los trabajos y sus declaraciones de que
desde el 1965, los terrenos fueron invadidos, así como de las
numerosos reclamaciones formuladas por otras personas en
el saneamiento de la parcela, es que los recurrentes no
poseían la totalidad de los terrenos que pretendían en las
condiciones legales de la prescripción; que por otra parte, las
acciones del sitio de Carabela, conforme lo expone la sen-
tencia impugnada, no han sido depuradas y, por tanto,
tampoco ha podido ser hecha la partición numérica del sitio y,
en consecuencia, determinada la cantidad de terreno que de-
bía corresponder a cada acción, lo que era indispensable para
su reclamación, pues la corta prescripción se produce en la
proporción del kea que el título ampara:

Considerando, que en lo que se refiere a la interrupción de

la prescripción, al alegar los recurrentes que a los acfludi
cawrios era a quienes incumbía interrumpir su pres-
cripción y que el Tribunal a-quo debió exigirles a esos fines
los actos de Alguacil que les notificaron, indudablemente que
se estaban refriendo a la interrupción civil, por lo cual como
ésta se realiza por actos jurídicos que emanen de aquel contra
quien se prescribe, al decidir el Tribunal a-quo que los
recurrentes debieron haber interrumpido la prescripción de
los adjudicatarios, si se pretendían ser los antiguos propie-
tarios, interpretó correctamente la ley; finalmente, en cuanto
a que dicho Tribunal debió hPr:er una investigación más de-
tallada de los adjudicatarios, es cuestión de hecho que com-
pete a los Jueces del fondo determinar hasta dónde el exa-
men de una reglamentación es suficiente para establecer el
derecho de propiedad de una parcela, y que además, por otra
parte, esa circunstancia no afectaba sus pretensiones, por lo
cual también carece de interés, que, en consecuencia, los
medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los recurrentes alegan en el tercer me-
dio, en síntesis, que el Tribunal a-quo incurrió en exceso de
poder, pues habiendo sido apoderado por ellos para que deci-
diera que por ser accionistas tenían derecho a la corta
prescripción establecida por la Ley No. 5773 de 1961, lo que
dicho Tribunal a-quo decidió fue que sólo en aquellos sitios
en el que las acciones han sido depuradas, es que los ac-
cionistas pueden hacer una reclamación al amparo de la ci-
tada Ley; pero, que obviamente este hecho no constituye un
exceso de poder; que lo que en la especie se trataba era del
saneamiento del resto comunero de la parcela No. 12 y en
estos procedimientos no existen partes sino reclamaciones
respecto de las cuales los Jueces del Tribunal de Tierras
tienen la facultad de examinar y hasta indagar de oficio la
prueba, dentro de las limitaciones legales de ésta y el respeto
al derecho de defensa para adjudicar los terrenos aún a
personas, que aunque no hayan formulado reclamaciones,
resulten de la investigación que son sus titulares, como
consecuencia de que esos procedimientos se dirigen in rem y
frente a toda persona a quienes pueda interesar, y en los
alegatos relativos las acciones, son modalidades del
saneamiento, los cuales además han sido ponderados en los
medios examinados anteriormente, en los que los recurrentes
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establece la prueba de que inició y mantuvo la posesión en
calidad de accionista del sitio", por lo que se advierte que el
propósito de la Ley fue no sólo favorecer los accionistas de
un sitio, como expresan los recurrentes, sino a todo persona
que posea tales terrenos, en las condiciones que establece
para la prescripción, pues su finalidad fue facilitar el
saneamiento de los terrenos comuneros, en base a una corta
prescripción, para la cual no es suficiente a los accionistas
esta calidad, sino que les es indispensable tener además la
posesión real; que en este sentido, según resulta de los
hechos y circunstancias de la causa, examinados por el Tri-
bunal a-quo, los recurrentes no habían poseído los terrenos
de la parcela No. 12, a la fecha de la sentencia del 10 de mayo
de 1950, durante el tiempo requerido para la prescripción,
pues en la primera parte del saneamiento limitaron su
reclamación a 48 Has., 23 As., 38 Cas., y las mejoras, no les
fueron reconocidas sobre la totalidad de su superficie, como
pretendían, sino sólo las que habían fomentado, sin que a
este respecto hubieran establecido el área que abarcaban, ni
el tiempo que las mantuvieron fomentando; que igualmente
en cuanto a su reclamación posterior, no existe en el ex-
pediente evidencia de que los reclamantes hubieran es-
tablecido la prueba de la posesión, como lo requiere la citada
Ley No. 5773, ni ello resulta del examen de la sentencia
impugnada, que por el contrario, lo que se pone de manifiesto
es que el Tribunal a-quo dedujo de sus instancias solicitando
la suspensión de los trabajos y sus declaraciones de que
desde el 1965, los terrenos fueron invadidos, así como de las
numerosos reclamaciones formuladas por otras personas en
el saneamiento de la parcela, es que los recurrentes no
poseían la totalidad de los terrenos que pretendían en las
condiciones legales de la prescripción; que por otra parte, las
acciones del sitio de Carabela, conforme lo expone la sen-
tencia impugnada, no han sido depuradas y, por tanto,
tampoco ha podido ser hecha la partición numérica del sitio y,
en consecuencia, determinada la cantidad de terreno que de-
bía corresponder a cada acción, lo que era indispensable para
su reclamación, pues la corta prescripción se produce en la
proporción del brea que el título ampara:

Considerando, que en lo que se refiere a la interrupción de

la prescripción, al alegar los recurrentes que a tos adjudi
catarlos era a quienes incumbía interrumpir su pres-
cripción y que el Tribunal a-quo debió exigirles a esos fines
los actos de Alguacil que les notificaron, indudablemente que
se estaban refiriendo a la interrupción civil, por lo cual como
ésta se realiza por actos jurídicos que emanen de aquel contra
quien se prescribe, al decidir el Tribunal a-quo que los
recurrentes debieron haber interrumpido la prescripción de
los adjudicatarios, si se pretendían ser los antiguos propie-
tarios, interpretó correctamente la ley; finalmente, en cuanto
e que dicho Tribunal debió h pner una investigación más de-
tallada de los adjudicatarios, es cuestión de hecho que com-
pete a los Jueces del fondo determinar hasta dónde el exa-
men de una reglamentación es suficiente para establecer el
derecho de propiedad de una parcela, y que además, por otra
parte, esa circunstancia no afectaba sus pretensiones, por lo
cual también carece de interés, que, en consecuencia, los
medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los recurrentes alegan en el tercer me-
dio, en síntesis, que el Tribunal a-quo incurrió en exceso de
poder, pues habiendo sido apoderado por ellos para que deci-
diera que por ser accionistas tenían derecho a la corta
prescripción establecida por la Ley No. 5773 de 1961, lo que
dicho Tribunal a-quo decidió fue que sólo en aquellos sitios
en el que las acciones han sido depuradas, es que los ac-
cionistas pueden hacer una reclamación al amparo de la ci-
tada Ley; pero, que obviamente este hecho no constituye un
exceso de poder; que lo que en la especie se trataba era del
saneamiento del resto comunero de la parcela No. 12 y en
estos procedimientos no existen partes sino reclamaciones
respecto de las cuales los Jueces del Tribunal de Tierras
tienen la facultad de examinar y hasta indagar de oficio la
prueba, dentro de las limitaciones legales de ésta y el respeto
al derecho de defensa para adjudicar los terrenos aún a
personas, que aunque no hayan formulado reclamaciones,
resulten de la investigación que son sus titulares, como
consecuencia de que esos procedimientos se dirigen in rem y
frente a toda persona a quienes pueda interesar, y en los
alegatos relativos las acciones, son modalidades del
saneamiento, los cuales además han sido ponderados en los
medios examinados anteriormente, en los que los recurrentes
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hicieron referencias similares; que, por tanto, aí proceder el
Tribunal a-quo en la forma indicada actuó dentro de las
facultades que le confiere la ley, por lo que no ha podido
incurrir en el vicio denunciado;

Considerando, que por lo anteriormente expuesto se ad-
vierte que la sentencia impugnada contiene una exposición
completa de los hechos y motivos suficientes, pertinentes y
congruentes, que justifican su dispositivo, que han permitida
a la Corte de Casación, verificar que el Tribunal a-quo ha
hecho una correcta aplicación de la ley, por lo cual los medios
propuestos por los recurrentes contra dicha sentencia deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos cíe
casación interpuestos por Felipe Reyes Valdez y Ramón
Reyes Valdez, contra la sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, el 22 de diciembre de 1978, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas,
las cuales distrae en favor de los Dres. José Altagracia
Rosario y Juan Francisco Guerrero, abogados de los recurri-
dos Isidora Moreno y Juan Felipe Moreno y del Dr. Pendes
Andújar Pimentel, abogado de los demás recurridos, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel Di Bergés Chupani.- Darío Bal
cácer.- Leonte R. Alburquerque C.- Luis V. García de Peña.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 62

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 23 de enero de 1981.

Materia: Civiles.

Recurrente (s): Altredo Fontaneto.

Abogado (s): Dr. Freddy Zarzuela, el Dr. Ulises Cabrera
López.

Recurrido (s): Emilia Paredes.

Abogado (s): Dra. Yolanda Pereyra de Inoa, Dr. Osiris
D'Oleo.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: •

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo
Fontaneto, italiano, mayor de edad, casado, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula No. 2924, serie 71, contra la
sentencia dictada el 23 de enero de 1981, por la Corle de
Apelación de Santo Domingo, en atribuciones civiles, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, serie 54, por

s: y por el Dr. Ulises Cabrera, cédula No. 12215, serie 48. abo-
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hicieron referencias similares; que, por tanto, af proceder el
Tribunal a-quo en la forma indicada actuó dentro de las
facultades que le conf iere la ley, por lo que no ha podido
incurrir en el vicio denunciado;

Considerando, que por lo anteriormente expuesto se ad-
vierte que la sentencia impugnada contiene una exposición
completa de los hechos y motivos suficientes, pertinentes y
congruentes, que justifican su dispositivo, que han permitido
a la Corte de Casación, verif icar que el Tribunal a-quo ha
hecho una correcta aplicación de la ley, por lo cual los medios
propuestos por los recurrentes contra dicha sentencia deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de

casación interpuestos por Felipe Reyes Valdez y Ramón
Reyes Valdez, contra la sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, el 22 de diciembre de 1978, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas,
las cuales distrae en favor de los Dres. José Altagracia
Rosario y Juan Francisco Guerrero, abogados de los recurri-
dos Isidora Moreno y Juan Felipe Moreno y del Dr. Pericles
Andújar Pimentel, abogado de los demás recurridos, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Leonte R. Alburquerque C.- Luis V. García de Peña.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, lefda y publicada por mí, Secretario General, que
certif ico. FDO.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 62

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 23 de enero de 1981.

Materia: Civiles.

Recurrente (s): Áltredo Fontaneto.

Abogado (s): Dr. Freddy Zarzuela, el Dr. Ulises Cabrera-
López.

Recurrido (s): Emilia Paredes.

Abogado (s): Dra. Yolanda Pereyra de Inoa, Dr. Osiris
iNs	 D'Oleo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: -

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo
Fontaneto, italiano, mayor de edad, casado, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula No. 2924, serie 71, contra la
sentencia dictada el 23 de enero de 1981, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en atribuciones civiles, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, serie 54, por

si y por el Dr. Ulises Cabrera, cédula No. 12215, serie 48. abo-
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gados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oido en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Yolanda

Pereyra de Inoa, por si y por el Dr. Osiris D'Oleo, abogados de
Ia recurrida Emilia Paredes de Fontaneto, dominicana, mayor
de edad, modista, domiciliada y residente en esta ciudad, cé-
dula No. 9558, serie 1ra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito por
sus abogados el 1ro. de abril de 1981, en el cual se proponen
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial do defensa de la recurrida, suscrito por
sus abogados el 11 de noviembre de 1981;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Mapistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deb-
berado, y vistos los textos legales invocados por el
recurrente, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de una demanda civil en divorcio por la causa de-
terminada de incompatibilidad de caracteres, intentada por la
recurrente contra el recurrido, la Cámara de lo Civil y
Comercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 15 de mayo de
1980 una sentencia con el siguiente dispositivo: FALLA:
PRIMERO:Acoge con modificaciones las conclusiones de la
cényuge demandante Emilia Paredes García de Fontaneto y
del cónyuge demandado Alfredo Fontaneto Fioramonti, por
ser justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia ad-
mite el divorcio por Incompatibilidad de Caracteres:
SEGUNDO: Ordena la guarda y cuidado de los menores Ra-

quel, de 15 años de edad y Alfredo, de 9 años de edad, a
cargo del padre demandado, Alfredo Fontaneto Fioramonti;
TERCERO: Fija en la suma de Ciento Veinticinco Pesos Oro
(RDS 1 25 . 00) mensuales la pensión ad-litem que el cónyuge
demandado deberá	 pasarle a la cónyuge demandante
mientras dure el procedimiento del divorcio; CUARTO:
Cornpensa pura y simplemente las costas causadas en la
presente instancia;	 que sobre el recurso interpuesto in-
tervino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice
así: FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma el presente recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Alfredo Fontaneto, contra la sentencia
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 15 de mayo de 1980, por haber sido hecho
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Rechaza la solicitud de comunicación de documentos subsi-
diarias al fondo, por improcedentes y mal fundadas; TER-
CERO: Acoge en todas sus partes las conclusiones for-
muladas por la parte intimada, y en consecuencia Confirma
en todas sus partes la sentencia apelada a que se contrae el
presente expediente; CUARTO: Compensa pura y sim-
plemente las costas por tratarse de litis entre esposos;

Considerando, que en su memorial de casación el
recurrente propone contra la sentencia impugnada, el
siguiente medio: Unico Medio: Violación del derecho de de-
fensa.- Violación de los artículos 49 y 50 de la Ley No. 834 del
12 de julio de 1978.- Falta de base legal.- Vicio de fondo;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, el recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
rechazó su pedimento de comunicación de documentos, por
considerarlo inútil y frustratorio, sin tener en cuenta que al
decidir así lesionaba su derecho de defensa, ya que el recurso
de apelación en esta especie tenía un alcance general y los
elementos de prueba que sirvieron de fundamento al fallo
impugnado, unos por no haberse depositados y otros por
depositarse tardíamente, no fueron discutidos libremente por
las partes; que tal forma de proceder caracteriza, además,
una violación a los artículos 49 y 50 de la Ley No. 834 de 1978
que, por otra parte, la sentencia impugnada carece de base
legal porque su motivación en cuanto a los hechos de la
causa no oermiten a la Suorema Corte de Justicia e¡ercer su
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gados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Yolanda

Pereyra de Inoa, por sí y por el Dr. Osiris D'Oleo, abogados de
la recurrida Emilia Paredes de Fontaneto, dominicana, mayor
de edad, modista, domiciliada y residente en esta ciudad, cé-
dula No. 9558, serie 1ra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito por
sus abogados el 1ro. de abril de 1981, en el cual se proponen
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito por
sus abogados el 11 de noviembre de 1981;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el
recurrente, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda civil en divorcio por la causa de-
terminada de incompatibilidad de caracteres, intentada por la
recurrente contra el recurrido, la Cámara de lo Civil y
Comercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 15 de mayo de
1980 una sentencia con el siguiente dispositivo: FALLA:
PRIMERO: Acoge con modificaciones las conclusiones de la
cónyuge demandante Emilia Paredes Garcfa de Fontaneto y
del cényuge demandado Alf redo Fontaneto Fioramonti, por
ser justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia ad
mite el divorcio por Incompatibilidad de Caracteres;
SEGUNDO: Ordena la guarda y cuidado de los menores Ra-

quel, de 15 años de edad y Alfredo, de 9 años de edad, a
cargo del padre demandado, Alfredo Fontaneto Fioramonti;
TERCERO: Fija en la suma de Ciento Veinticinco Pesos Oro
(RDS 1 25 . 00) mensuales la pensión ad-litem que el cónyuge
demandado deberá pasarle a la cényuge demandante
mientras dure el procedimiento del divorcio; CUARTO:
Compensa pura y simplemente las costas causadas en la
presente instancia; b) que sobre el recurso interpuesto in-
tervino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice
así: FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forrna el presente recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Alfredo Fontaneto, contra la sentencia
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 15 de mayo de 1980, por haber sido hecho
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEG U NDO:
Rechaza la solicitud de comunicación de documentos subsi-
diarias al fondo, por improcedentes y mal fundadas; TER-
CERO: Acoge en todas sus partes las conclusiones for-
muladas por la parte intimada, y en consecuencia Confirma
en todas sus partes la sentencia apelada a que se contrae el
presente expediente; CUARTO: Compensa pura y sim-
plemente las costas por tratarse de litis entre esposos;

Considerando, que en su memorial de casación el
recurrente propone contra la sentencia impugnada, el
siguiente medio: Unico Medio: Violación del derecho de de-
fensa.- Violación de los artículos 49 y 50 de la Ley No. 834 del
12 de julio de 1978.- Falta de base legal.- Vicio de fondo;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, el recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
rechazó su pedimento de comunicación de documentos, por
considerarlo inútil y frustratorio, sin tener en cuenta que al
decidir así lesionaba su derecho de defensa, ya que el recurso
de apelación en esta especie tenía un alcance general y los
elementos de prueba que sirvieron de fundamento al fallo
impugnado, unos por no haberse depositados y otros por
depositarse tardíamente, no fueron discutidos libremente por
las partes; que tal forma de proceder caracteriza, además,
una violación a los artículos 49 y 50 de la Ley No. 834 de 1978
que, por otra parte, la sentencia impugnada carece de base
legal porque su motivación en cuanto a los hechos de la
causa no oermiten a la Suorema Corte de Justicia ejercer su
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poder de control para determinar sí la Ley ha sido bien o mal
aplicada;

Considerando, que ia Corte a-qua para admitir la existencia
de una incompatibilidad de caracteres entre los esposo;
justificativa de la disolución del matrimonio por el
expresó en la sentencia impugnada lo siguiente: "que según
las declaraciones ante el Tribunal a-quo del testigo señor
Teófilo Paredes García, es constante que entre los esposos en
causa se ha suscitado un estado de cosas absolutamente
insoportable para ambos, dada la incompatibiliclad de
caracteres entre ellos, que tal estado ha trascendido al
público siendo causa de infelicidad de los cónyuges"; que,
asimismo, la Corte a-qua adoptó los motivos del Tribunal del
Primer Grado sin reproducirlos, pero esta sentencia no fue
depositada ante la Suprema Corte de Justicia, lo que hace
imposible su examen;

Consideranao, que como se adviene por lo prece-
oentemente expuesto, la Corte a-qua no precisó en su
sentencia como era su deber, los hechos comprobados por
ella, de los cuales dedujo la existencia de la incompatibilidad
de caracteres como causa del divorcio; que esa imprecisión
de la Corte a-qua en exponer los hechos de la causa, impide a
la Suprema Corte de Justicia, verificar si en la especie se ha
hecho una aplicación correcta de la Ley; por lo cual procede
la casación de la sentencia impugnada por falta de base legal,
sin necesidad de examinar los demás aspectos del medio
propuesto por el recurrente;

Considerando, que cuando se trata de litis entre cónyuges,
las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa, en todas sus partes, la
sentencia dictada el 23 de enero de 1981, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelaci n de San Pedro de Macorís, en las mismas atd-
buciones; Segundo: Compensa las costas.

IFIRMADOSI: Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
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fía.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretano
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del dia, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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poder de control para determinar sí la Ley ha sido bien o mal
aplicada;

ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretano
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.1: Miguel Jacobo.-

Considerando, que la Corte a-qua para admitir la existencia
de una incompatibilidad de caracteres entre los esposos,
justificativa de la disolución del matrimonio por el divorcio,
expresó en la sentencia impugnada lo siguiente: "que según
las declaraciones ante el Tribunal a-quo del testigo señor
Teófilo Paredes García, es constante que entre los esposos en
causa se ha suscitado un estado de COS3S absolutamente
insoportable para ambos, dada la incompatibilidad de
caracteres entre ellos, que tal estado ha trascendido al
público siendo causa de infelicidad de los cónyuges"; que,
asimismo, la Corte a-qua adoptó los motivos del Tribunal del
Primer Grado sin reproducirlos, pero esta sentencia no fue
depositada ante la Suprema Corte de Justicia, lo que hace
imposible su examen;

Consideranao, que como se advierte por io prece-
oentemente expuesto, la Corte a-qua no precisó en su
sentencia como era su deber, los hechos comprobados por
ella, de los cuales dedujo la existencia de la incompatibihdad
de caracteres como causa del divorcio; que esa imprecisión
de la Corte a-qua en exponer los hechos de la causa, impide a
la Suprema Cor-te de Justicia, verificar si en la especie se ha
hecho una aphcación correcta de la Ley; por lo cual procede
la casaci6n de la sentencia impugnada por falta de base legal,
sin necesidad de examinar los demás aspectos del medio
propuesto por el recurrente;

Considerando, que cuando se trata de litis entre cányuges,
las costas pueden ser cornpensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa, en todas sus partes, la
sentencia dictada el 23 de enero de 1981, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelaci n de San Pedro de Macorís, en las mismas atri-
buciones; Sequndo: Compensa las costas.

IFIRMADOSI: Manuel D. Bergés Chupani.- Dado Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No, 63

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de
fecha 12 de enero de 1977.

Materia: Correccionai.

Recurrente (s): Marcelino Cedano Guerrero, Flora Jiméner
Vda. Imbert y Comparte.

Interviniente (s): Arco Caribbean Inc.

Abogado (81: Dr. Julio Escotto Santana y el Dr. Luis Silver c
Nina Mota.	 •

Dios, Patria y Libertaa.
República Dominicana.

En Nombre do la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marcelino
Cedano Guerrero, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, residente en la calle José Martí No. 291, de esta ciudad,
cédula No. 12580, serie 28; Flora Jiménez viuda Imbert,
dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres del
hogar, residente en la casa No. 15 de la calle Padre Brea, de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula No. 7138, serie
56; José Aquiles Imbert, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, residente en la casa No. 13 de la calle Pa-
dre Brea de San Francisco de Macorís, cédula No. 24736,

serie 56; Dorninga Imbert Jiménez, dominicana, mayor de
edad, casada, de quehaceres del hogar, residente en el No. 20
de la calle Padre Brea, de San Francisco de Macorís, cédula
No. 18993, serie 56; Antonio Olivier Pichardo, dominicana,
mayor de edad, casadá, de quehaceres del hogar, residente
en la calle "0" No. 54, del ensanche Ferrúa, de esta ciudad,
cédula No. 11458, serie 56; Juana Francisca Oriach viuda Oli-
vier, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres
domésticos, residente en Licey al Medio, provincia de
Santiago, cédula No. 78, serie 95; Dania Altagracia Olivier de
León, dominicana, mayor de edad, soltera, estudiante, cédula
No. 30764, serie 56; Mélida de León Vda. Olivier, dominicana,
mayor de edad, soltera, por sf y por su hija menor de edad,
Kenia Elizabeth Olivier de León, residentes todas en la casa
No. 27 de la calle La Cruz, de San Francisco de Macorís;
Angel Francisco Agustín Fermfn Rodríguez, dominicano,
mayor de edad, soltero, estudiante, residente en la calle La
Cruz, de San Francisco de Macorís, cédula No. 33459, serie
56; Paulina A. Fermin Fermín, dominicana, mayor de edad,
soltera, residente en la calle 27 de Febrero No. 76, de San
Francisco de Macorís, cédula No. 597, serie 56, contra la
sentencia dictada el 12 de enero de 1977, por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,•
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Escotto Santana, por sí y por el Dr. Luis

Silvestre Nina Mota, en la lectwa de sus conclusiones, en
representación de la interviniente Arco Caribbean Inc., en-
tidad comercial, con su domicilio social en la casa No. 55,
altos, de la avenida Lope de Vega, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación del 20 de enero de
1977, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del Dr. E. Ariza Mendoza, abogado, en
representación del prevenido Marcelino Cedano G., en la cual
no se propone ningún medio de casación;

Vistas las actas de los recursos de casación del 19 de enero
de 1977, levantada en la Secretaría de la Corte a-que, a re•
querimiento del Dr. Daniel Estrada Santamaría, cédula No.
27557, serie 56, en representación de los recurrentes Flora
Jiménez Vda. Imbert, José Aquiles Imbert, y Dominga Imbert
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo Fi. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marcelino
Cedano Guerrero, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, residente en la calle José Martí No. 291, de esta ciudad,
cédula No. 12580, serie 28; Flora Jiménez viuda Imbert,
dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres del
hogar, residente en la casa No. 15 de la calle Padre Brea, de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula No. 7138, serie
56; José Aquiles Imbert, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado privado, residente en la casa No. 13 de la calle Pa-
dre Brea de San Francisco de Macorís, cédula No. 24736,

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega,
fecha 12 de enero de 1977.

Recurrente (5): Marcelino Cedano Guerrero, Flora Jiménez
Vda. Imbert y Comparte.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No, 63

Abogado	 Dr. Julio Escotto Santana y el Dr. Luis Silveria
Nina Mota.

Materia: Correccionai.

Interviniente (s): Arco Caribbean Inc.

Dios, Patria y Libertaa.
República Dominicana.

serie 56; Dominga Imbert Jiménez, dominicana, mayor de
edad, casada, de quehaceres del hogar, residente en el No. 20
de la calle Padre Brea, de San Francisco de Macorís, cédula
No. 18993, serie 56; Antonio Olivier Pichardo, dominicana,
mayor de edad, casadá, de quehaceres del hogar, residente
en la calle "0" No. 54, del ensanche Ferrúa, de esta ciudad,
cédula No. 11458, serie 56; Juana Francisca Oriach viuda Oli-
vier, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres
domésticos, residente en Licey al Medio, provincia de
Santiago, cédula No. 78, serie 95; Dania Altagracia Olivier de
León, dominicana, mayor de edad, soltera, estudiante, cédula
No. 30764, serie 56; Mélida de León Vda. Olivier, dominicana,
mayor de edad, soltera, por sí y por su hija menor de edad,
Kenia Elizabeth Olivier de León, residentes todas en la casa
No. 27 de la calle La Cruz, de San Francisco de Macorfs;
Angel Francisco Agustín Fermín Rodríguez, dominicano,
mayor de edad, soltero, estudiante, residente en la calle La
Cruz, de San Francisco de Macorís, cédula No. 33459, serie
56; Paulina A. Fermín Fermín, dominicana, mayor de edad,
soltera, residente en la calle 27 de Febrero No. 76, de San
Francisco de Macorís, cédula No. 597, serie 56, contra la
sentencia dictada el 12 de enero de 1977, por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,•
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Escotto Santana, por sí y por el Dr. Luis

Silvestre Nina Mota, en la lectu-a de sus conclusiones, en
representación de la interviniente Arco Caribbean Inc., en.
tidad comercial, con su domicilio social en la casa No. 55,
altos, de la avenida Lope de Vega, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación del 20 de enero de
1977, levantada en la Secretaría de la Corte a-que, a re-
querimiento del Dr. E. Ariza Mendoza, abogado, en
representación del prevenido Marcelino Cedano G., en la cual
no se propone ningún medio de casación;

Vistas las actas de los recursos de casación del 19 de enero
de 1977, levantada en la Secretaría de la Corte a-que, a re-
querimiento del Dr. Daniel Estrada Santamaría, cédula No.
27557, serie 56, en representación de los recurrentes Floraiiiik
Jiménez Vda. Imbert, José Aquiles Imtert, y Dominga Imbert

'	 ...
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Jiménez, en la cuales no se propone ningún medio de
casación;

Vista las actas de los recursos de cesación del 19 de enero
de 1977, levantada en la Secretarfa ce la Corte a-qua a re-
querimiento del Dr. Daniel Est .ada Santamarfa, en
representación de los Dres. Manuel de Jesús Núñez y Mi-
tridades de León Paredes, quienes a su vez representan a los
recurrentes Antonio Olivier, Mélida de León Vda. Pichardo,
Juana Francisco Ovioch, Dania Olivier de León Vda. Olivier,
por sí y en representación de su hija menor Elizabeth Olivier
de León, en las cuales no se propone ningún medio de
casación;

Vistas las catas de los recursus de casación levantadas el
14 de enero de 1977, en la Secmtaría de la Corte a-qua a re-
querimiento Dr. Roberto Antrinio Rosario P., cédula No.
148971, serie 48 en representeción de los doctores José A.
Rodríguez Conde, Abel Rodríguez del Orbe, Marino Vinicio
Catillo y Lic. Tomás Rodríguez, quienes a su vez representan
a los recurrentes José Agustín Fermín Rodríguez, y Paulina
A. Fermín, en las cuales no se propone ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 25 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual Ilama a los Magistrados Máximo Puello
Renville y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que con motivo de tres accidente de tránsi-
to, ocurridos el 3 de octubre de 1970 en jurisdicción de La
Vega, los cuales serán descritos más adelante, entre el
camión Gasolinero placa No. 78376 y otros tres vehículos, en
los cuales resultaron muertos cuatro personas y con lesiones
corporales otras tres, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el
13 de diciembre de 1972, en sus atribuciones correccionales,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; bl que

BOLETIN JUDICIAL	 2447
•••

sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora im-
nugnado en casación, cuyo dispositivo dice asf: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos, en la forma, los
recu rsos de apelación interpuestos por el prevenido Mar-

Cedano Guerrero, la Arco Caribbean Inc., y la Cfa. decelino
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia correccional No. 1637,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 13 <le
diciemb re de 1972, la cual tiene el dispositivo siguiente:
'Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado Marcelino
Cedano Guerrero, de violar las disposiciones de la Ley No.
241 en perjuicio de Ramón Grullón, Martín Grullón, Ale-
jandrina Fermín; y de los que en vida se Ilamaron Violeta Ro-
dríguez de Fermín, Aquiles Imbert, Rafael Olivier y Ramón
Emilio Olivier y Ramón Emilio Olivier y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de RDS50.00 (Cincuenta Pesos
Orol acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Se condena a Marcelino Cedano Guerrero al pago
de las cuotas penales; Tercero: Se descarga al nombrado
Ramón Antonio Grullón de hecho que se le imputa por
insuficiencia de pruebas y se le declaran las costas de oficio;
Cuarto: Se acoge como buena y válida la constitución en
parte civil intentada por los señores Angel Francisco, Agustín
Fermín Bodríguez, Alejandrina Paulino Fermín y Fermfn, Flora
Jiménez Vda. Imbert, Mélida de León Vda. Olivier, José Aqui-
les Imbert, Dominga Imbert Jiménez, y los hijos legítimos
de Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia Olivier de
León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonio Olivier de
Pichardo y Juana Francisco Oriach Vda. Olivier en contra de
Marcelino Cedano Guerrero, Servicio Petrolero, C. por A., y
Compañía Arcos Caribbeans Inc., al través de los Dres. Abel
Rodríguez del Orbe, José A. Rodríguez Conde, Lic. Tomás
Rodríguez Núñez, Daniel Francisco Estrada Santamaría,
Manuel de Jesús Núñez Féliz y Mitridades Manuel de León
Paredes, por ser regular en la forma; Quinto: Se condena a
Marcelino Cedano Guerrero y a la Compañía Arcos Caribbean
Inc., al pago de una indemnización solidaria de RDS12,000.00
(Doce Mil Pesos Oro) en favor del señor Francisco Agustín
Fermín Rodríguez; a una indemnización solidaria de
(RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) en favor de Alejandrina
Paulina Fermín y Fermín; a una indemnización de
RDS12.000.00 IDoce Mil Pesos Oro) en favor de los señores

-114"Iswile
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Jiménez, en la cuales no se propcne ningún medio de
casación;

Vista las actas de los recursos de cesación del 19 de enero
de 1977, levantada en la Secretaría ce la Corte a-qua a re-
querimiento del Dr. Daniel Estada Santamaría, en
representación de los Dres. Manuel de Jesús Núñez y
tridades de León Paredes, quienes a su vez representan a los
recurrentes Antonio Olivier, Mélida de León Vda. Pichardo,
Juana Francisco Ovioch, Dania Olivier de León Vda.
por sí y en representación de su hija menor Elizabeth Olivier
de León, en las cuales no se propone ningún medio de
casación;

Vistas las catas de los recursos de casación levantadas el
14 de enero de 1977, en la Secrmaría de la Corte a-qua a re-
querimiento Dr. Roberto Antonio Rosario P., cédula No.
148971, serie 48 en representeción de los doctores José A.
Rodríguez Conde, Abel Rodríguez del Orbe, Marino Vinicio
Catillo y Lic. Tomás Rodríguez, quienes a su vez representan
a los recurrentes José Agustín Fermín Rodríguez, y Paulina
A. Fermín, en las cuales no se propone ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 25 del mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama a los Magistrados Máximo Puello
Renville y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que con motivo de tres accidente de tránsi-
to, ocurridos el 3 de octubre de 1970 en jurisdicción de La
Vega, los cuales serán descritos más adelante, entre el
camión Gasolinero placa No. 78376 y otros tres vehículos, en
los cuales resultaron muertos cuatro personas y con lesiones
corporales otras tres, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el
13 de diciembre de 1972, en sus atribuciones correccionales,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; bl que

sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
pRIMERO: Declara regulares y válidos, en la forma, los
recursos de apelación interpuestos por el prevenido Mar-
celino Cedano Guerrero, la Arco Caribbean Inc., y la Cía. de
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia correccional No. 1637,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 13 de
diciembre de 1972, la cual tiene el dispositivo siguiente:
Talla: Primero: Se declara culpable al nombrado Marcelino
Cedano Guerrero, de violar las disposiciones de la Ley No.
241 en perjuicio de Ramón Grullón, Martín Grullón, Ale-
jandrina Fermín; y de los que en vida se llamaron Violeta Ro-
dríguez de Fermín, Aquiles Imbert, Rafael Olivier y Ramón
Emilio Olivier y Ramón Emilio Olivier y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de RDS50.00 (Cincuenta Pesos
Oro) acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Se condena a Marcelino Cedano Guerrero al pago
de las cuotas penales; Tercero: Se descarga al nombrado
Ramón Antonio Grullón de hecho que se le imputa por
insuficiencia de pruebas y se le declaran las costas de oficio;
Cuarto: Se acoge como buena y válida la constitución en
parte civil intentada por los señores Angel Francisco, Agustín
Fermín Rodríguez, Alejandrina Paulino Fermín y Fermín, Flora
Jiménez Vda. Irnbert, Mélida de León Vda. Olivier, José Aqui-
les Imbert, Dominga Imbert Jiménez, y los hijos legítimos
de Mélide de León Vda. Olivier, Dania Altagracia Olivier de
León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonio Olivier de
Pichardo y Juana Francisco Oriach Vda. Olivier en contra de
Marcelino Cedano Guerrero, Servicio Petrolero, C. por A., y
Compañía Arcos Caribbeans Inc., al través de los Dres. Abel
Rodríguez del Orbe, José A. Rodríguez Conde, Lic. Tomás
Rodríguez Núñez, Daniel Francisco Estrada Santamaría,
Manuel de Jesús Núñez Féliz y Mitridades Manuel de León
Paredes, por ser regular en la forma; Quinto: Se condena a
Marcelino Cedano Guerrero y a la Compañía Arcos Caribbean
Inc., al pago de una indemnización solidaria de RDS12,000.00
(Doce Mil Pesos Oro) en favor del señor Francisco Agustín
Fermín Rodríguez; a una indemnización solidaria de
(RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) en favor de Alejandrina
Paulina Fermín y Fermín; a una indemnización deSphiRDS12,000.00 (Doce Mil Pesos Oro) en favor de los señores
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Flora Jiménez Vda. urnoen, José Aquiles Imbert, y Dominga
Imbert Jiménez; a una indemnización de RDS12,000.013 (Doce
Mil Pesos Oro) en favor de Mélida de León Vda. Olivier y sus
hijos Dania Altagracia Olivier de León y Kenia Elizabeth de
León; a una indemnización de RDS12,000.00 (Doce Mit Pesos
Oro) en favor de Antonia Oiivier de Pichardo y Juana
Francisca Oriach Vda. Oliver como justa reparación de los da-
ños materiales y morales que le causaron; Sexto: Se condena
a Marcelino Cedano Guerrero y a la Compañía Arcos Carib-
bean Inc., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Abel Rodríguez del Orbe,
José A. Rodríquez Conde, Lic. Tomás Rodríguez Núñez,
Daniel Francisco Estrada Santamaría, Manuel de Jesús
Núñez Féliz y Mitridate de León Paredes, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se rechaza la
parte civil intentada por los señores Angel Francisco Agustín
Fermín Rodríguez, Alejandrina Fermín Fermín, Flora Jiménez
Vda. Imbert, José Aquiles Imbert, Dominga Imbert Jiménez,
Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia Olivier de León,
Antonia Olivier de Pichardo, Juana Francisca Oriach Vda. Oli-
ver y Kenia Elizabeth Oliver de León, en contra de Servicio
Petrolero, C. por A., por improcedente y mal fundada; Oc-
tavo: Se condena a los señores Angel Francisco Agustín
Fermín Rodríguez, Alejandrina Paulina Ferm(n y Fermín, Flora
Jiménez Vda. Imbert, José Aquiles Imbert, Dominga Imbert
Jiménez, Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia Oli-
vier de León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonia Olivier
de Pichardo y Juana Francisca Oriach, al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Juan Ariza Mendoza, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; Noveno: La presente sentencia es común y
oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.; y asimismo
el recurso de apelación por la Arco Caribbean Inc., contra
sentencia correccional Núm. 1319, dictada por el mismo Tri-
bunal en fecha 4 de octubre de 1972, la cual tiene el dis-
positivo siguiente: El Juez Falla: Primero: Se rechaza el
incidente presentado por el abogado de la Arco Caribbean
Inc., por improcedente y se reservan las,costas; Segundo: Se
ordena que se continúe la causa; Tercero: Se reenvía el
conocimiento de la presente causa seguida al nombrado
Marcelino Cedano Guerrero y Ramón Antonio Grullón, in-
culpado de Viol. a la Ley No. 241, en 	 de los norp-

brados Antonio Grullón, Martín Crullón, ViOlEt3 Rodríguez,
Alejandrina Fermín para el día 23 de noviembre a las 9.00 de la
mañana del 1972, a fin de citar al superintendente de la Arco
C, por A., en punta Torrecilla, señor Miguel Soto y al señor
Manuel Leonor Troncoso; Cuarto: Quedan citados por esta
sentencia los prevenidos y las partes puestas en causa;
Quinto: Se reservan las costas. Por haber sido hechos,
dichos recursos, de conformidad a la Ley; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Marcelino Cedano
Guer r er o , por no haber comparecido, no obstante haber sido
citado legalmente; TERCERO: Da acta del desistimiento
hecho por las partes civiles constituidas Angel Francisco
Agustin Ferrnín Rodríguez, Paulina Fermín, Flora Jiménez
Vda. Imbert, Dominga Imbert Jiménez, José Aquiles Imben
Jiménez, Mélida de León Vda. Olivier, Gania Altagracia Oli-
vier de León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonia Olivier
de Pichardo y Juana Francisca Oriach Vda. Olivier, de su
constitución en parte civil hecha contra la Compañía Ser-
vicios Petroleros, C. por A., desistimiento aceptado por esta
Compañía y condena a las dichas partes civiles al pago de las
costas hasta el momento de su desistimiento; CUARTO: a
excepción en éste de la constitución hecha contra la Com-
pañia Servicios Petroleros, C. por A., por haber desestimados
como se ha expresado; QUINTO: a excepción en éste de las
condenaciones civiles ordenadas contra la la Cía. Arco Carib-
bean Inc., al no establecerse tuviera vínculo de comitencia
entre ella y el prevenido Marcelino Cedano Guerrero, al
ocurrir el accidente para que la haga civilmenta responsable,
así como a excepción también de las condenaciones civiles
impuestas al prevenido Marcelino Cedano Guerrero, que las
modifica de la siguiente manera: a) en favor de Angel
Francisco Agustín Fermín Rodríguez, RDS3,000.00 (Tres Mil
Pesos Oro); b) en favor de Paulina Alejandrina Ferrnin Fermín,
RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro); c) en favor de Flora
Jiménez Vda. Imbert, RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro); d)
en favor de José Aquiles Imbert Jiménez y Dominga Imbert
Jiménez, RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Cro) para cada una; e)
en favor de Mélida de León Vda. Olivier y sus hijos Dania
Altagracia Olivier de León y Kenia Altagracia Oliver de León,
RDS6,000.00 (Seis Mil Pesos Oro) y f) en favor de Antonia
Olivier de Pichardo y Juana Francisca Oriach Vda. Oliver,
RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) para cada una, sumas aue
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Flora Jiménez Vda. impert, José Aquiles Imbert, y Dominga
Imbert Jiménez; a una indemnización de RDS12,000.00 (Doce
Mil Pesos Oro) en favor de Mélida de León Vda. Olivier y sus
hijos Dania Altagracia Olivier de León y Kenia Elizabeth de
León; a una indemnización de RDS12,000.00 (Doce Mil Pesos
Oro) en favor de Antonia Oiivier de Pichardo y Juana
Francisca Oriach Vda. Oliver como justa reparación de los da-
ños materiales y morales que le causaron; Sexto: Se condena
a Marcelino Cedano Guerrero y a la Compañía Arcos Carib-
bean Inc., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Abel Rodríguez del Orbe,
José A. Rodríguez Conde, Lic. Tomás Rodríguez Núñez,
Daniel Francisco Estrada Santamaría, Manuel de Jesús
Núñez Féliz y Mitridate de León Paredes, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se rechaza la
parte civil intentada por los señores Angel Francisco Agustín
Fermín Rodríguez, Alejandrina Fermín Fermín, Flora Jiménez
Vda. Imbert, José Aquiles Imbert, Dominga Imben Jiménez,
Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia Olivier de León,
Antonia Olivier de Pichardo, Juana Francisca Oriach Vda.
ver y Kenia Elizabeth Oliver de León, en contra de Servicio
Petrolero, C. por A., por improcedente y mal fundada; Oc-
tavo: Se condena a los señores Angel Francisco Agustín
Fermín Rodríguez, Alejandrina Paulina Fermín y Fermín, Flora
Jiménez Vda. Imbert, José Aquiles Imben, Dominga Imbert
Jiménez, Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia Oli-
vier de León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonia Olivier
de Pichardo y Juana Francisca Oriach, al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Juan Ariza Mendoza, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; Noveno: La presente sentencia es común y
oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.; y asimismo
el recurso de apelación por la Arco Caribbean Inc., contra
sentencia correccional Núm. 1319, dictada por el mismo Tri-
bunal en fecha 4 de octubre de 1972, la cual tiene el dis-
positivo siguiente: El Juez Falla: Primero: Se rechaza el
incidente presentado por el abogado de la Arco Caribbean
Inc., por improcedente y se reservan las,costas; Segundo: Se
ordena que se continúe la causa; Tercero: Se reenvía el
conocimiento de la presente causa seguida al nombrado
Marcelino Cedano Guerrero y Ramón Antonio Grullón, in-
culpado de Viol. a la Ley No. 241, en ptriuiCig de los norq-

brados Antonio Crullón, Martín Crullón, Violeta Rodríguez,
Alejandrina Fermín para el día 23 de noviembre a las 9.00 de la
mañana del 1972, a fin de citar al superintendente de a Arco
C. por A., en punta Torrecilla, señor Miguel Coto y al señor
Manuel Leonor Troncoso; Cuarto: Quedan citados por esta
.-prtencia los prevenidos y las partes puestas en causa;
Quinto: Se reservan las costas. Por haber sido hechos,

hos recursos, de conformidad a la Ley; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Marcelino Cedano
Guerrero, por no haber comparecido, no obstante haber sido
citado legalmente; TERCERO: D3 acta del desistimiento
hecho por las partes civiles constituidas Angel Francisco
Agustín Fermín Rodríguez, Paulina Fermín, Flora Jiménez
Vda. Imbert, Dominga Imbert Jiménez, José Aquiles Imbert
Jiménez, Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia Oli-
vier de León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonia Olivier
de Pichardo y Juana Francisca Oriach Vda. Olivier, de su
constitución en parte civil hecha contra la Compañía Ser-
vicios Petroleros, C. por A., desistimiento aceptado por esta
Compañía y condena a las dichas partes civiles al pago de las
costas hasta el momento de su desistimiento; CUARTO: a
excepción en éste de la constitución hecha contra la Com-
pañía Servicios Petroleros, C. por A., por haber desestimados
como se ha expresado; QUINTO: a excepción en éste de las
condenaciones civiles ordenadas contra la la Cía. Arco Carib-
bean Inc., al no establecerse tuviera vínculo de comitencia
entre ella y el prevenido Marcelino Cedano Guerrero, al
ocurrir el accidente para que la haga civilmente responsable,
así como a excepción también de las condenaciones civiles
impuestas al prevenido Marcelino Cedano Guerrero, que las
modifica de la siguiente manera: a) en favor de Angel
Francisco Agustín Fermín Rodríguez, RDS3,000.00 (Tres Mil
Pesos Oro); b) en favor de Paulina Alejandrina Fermín Fermín,
RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro); c) en favor de Flora
Jiménez Vda. Irnbert, RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro); d)
en favor de José Aquiles Imbert Jiménez y Dominga Imbert
Jiménez, RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) para cada una; e)
en favor de Mélida de León Vda. Olivier y sus hijos Dania
Altagracia Olivier de León y Kenia Altagracia Oliver de León,
RDS6,000.00 (Seis Mil Pesos Oro) y fi en favor de Antonia
Olivier de Pichardo y Juana Francisca Oriach Vda. Oliver,
RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) para cada una, sumas que
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esta Corte estima las ajustadas para reparar los daños sufri-
dos por las dichas partes civiles, acogiendo así las con-
clusiones de la Compañía Arco Caribbean Inc., y rechazando
en este sentido las de las partes civiles por improcedentes y
mal fundadas, estatuyendo además en cuanto a lo relativo a
la apelación de la sentencia incidental Núm. 1319 de fecha 4
de octubre de 1972, del Tribunal a-quo al declararla
inoperante por haber sido cumplida dicha medida de ins-
trucción por este Tribunal; Quinto: Condena al prevenido
Marcelino Cedano Guerrero, al pago de las costas penales de
esta alzada y a las civiles, con distracción de las mismas en
favor de los abogados Dres. Manual de Js. Núñez y Mi-
tridetes de León Paredes, José A. Rodríguez Conde y Abel
Rodríguez del Orbe, Marino Vinicio Castillo Rodríguez y Lic.
Tomás F.odrIguez Núíiez y Dra. Daniel Estrada Santamaría,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad y el último
en su mayor parte, respectivamente; SEXTO: Condena a las
partes civiles constituidas Angel Francisco Agustín Fermín
Rodtíquez, Faulina Alejandrina Fermín Fermín, Flora Jiménez
Vda. Imbert, Dominga Imbert Jimenez, José Aquiles Imbert
Jiménez, Málicia de León Vda. Olivier, Dania Altagracia y
Kenia Elizabeth Oliver de León, Antonia Olivier de Pichardo y
Juana Francisca Oriach Vda. Olivier, al pago de las costas ci-
viles en lo relativo a la Arco Caribbean Inc., con distracción de
las mismas en favor de los Dres. Julio Escotto Santana y Luis
Silvestre Nina Mcta, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; SEPTIMO: Ordena que no ha lugar a estatuir en
relación a la compañía Servicios Petroleros, C. por A., en
razón de que la constitución en este punto ha adquirido la

autoridad de la cosa juzgada, en consecuencia el Ordinal
Noveno de la decisión recurrida es inoperante por lo que se
revoca en todas sus partes";

Considerando, que las partes civiles constituidas, José
Agustin Fermín Rodríguez, Paulina A. Fermín Fermín, An-
tonia Olivier de Fichardo, Juana Francisca Oriach Vda. G livier
de Letn, Mélida de León Vda. Olivier, por si y en
representación de su hija menor de edad, Kenia Elizabeth Oli-
vier de León, ni en el momento de interponer sus recursos ni
posteriormente han expuesto los medios en que lo funda,
como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento da Casación, razón por la cual dichos
recursos deben ser declarados nulos;

Consideranao, en cuanto concierne al recurso de casac:én
l prevenido Marcelino Cedano Cuerrero, que la Corte a-

qua para conenarlo y fallar como lo hizo, dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio,
regularmente adrninistrados en 13 instrucción de 13 causa, lo
siguiente: alqueen las primeras horas da la noche del tres de
octubre de 1.710, en 13 sección El Ranchito, jurisd:cción de La
Vega, en el kilómetro cuatro del tramo carretero denominada
"Controbás", que comunica a San Francisco da M3C0d3, con
13 autopista Duarte, mientras se encontraba estacionado en
dirección Sur Norte, el cam:ón placa N3. 733713, conducido
por Marcelino Cedano Cuerrero, ocurrieron tres accidentes
de tránsita, en razón de que contra el aludido camión, en
momentos distintos, se estrellaron tres vehículos de motor;
que el primero de dichos accidentss ocurrió alrededor de las
seis de la tarde, pero est3ndo ya a oscura la carretera, el jeep
placa No. 61310, propiedad de Violata Rodríguez de Fermín,
conducido por Ramón Antonio Crullón, al estrellarse contra
la parte trasera del aludido camión, muriendo a consecuencia
de los golpes recibidos ViOlet3 Rodríguaz de Fermín y
resultando, el conductor del jeep y Rafael Oliver, con lesiones
corporales curables antes de diez días y Alejandrina Fermín,
con lesiones corporales, da caráctar permanente, personas
éstas que ocupaban el jeep; b) que un poco más tarde ocurrió
otra colisión entre el automóvil placa No. 41148, al estrellarse
dicho vehículo con el mencionado camión, accidento del que
se ignora si hubo o no personas con lesiones corporales, en
razón de que se marchó el conductor abandonando su
vehículo; c) que por último, también ocurrió otra colisión con
el mismo camión antes indicado y el automóvil placa No.
30134, conducido por su propietario Ramón E. Olivier y a
quien acompañaban Aquiles Imbert y Rafael Olivier, quienes
recibieron golpes y heridas que les causaron la muerte a los
tres; d) que los vehículos involucrados en dichos accidentes
resultaron con desperfectos; e) que el responsable único de
tales accidentes lo fue el prevenido Marcelino Cedano
Guerrero, por la imprudencia da dejar el camión antes se-
ñalado irregu!armente estacionado, ocupando toda la vía
derecha del tramo de carretera mencionado, que obs-
taculinba el tránsito normal de los demás vehículos que iban
en tal dirección, camión que estaba detenido sin las luces
de estacionamiento encendidas y sin los triángulos luminicos
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esta Corte estima las ajustadas para reparar los daños sufri-
dos por las dichas partes civiles, acogiendo así las con-
clusiones de la Compañía Arco Caribbean Inc., y rechazando
en este sentido las de las partes civiles por improcedentes y
mal fundadas, estatuyendo además en cuanto a lo relativo a
la apelación de 13 sentencia incidental Núm. 1313 de fecha 4
de octubre de 1372, del Tribunal a-quo al declararla
inoperante por haber sido cumplida dicha medida de ins-
trucciGn por este Tribunal; Quinto: Condena al prevenido
Marcelino Cedano Guerrero, al pago de las costas penales de
esta alzada y a las civiles, con distracción de las mismas en
favor de los abogados Dres. Manual de Js. Núñez y Mi-
tridates de León Paredes, José A. Rodríguez Conde y Abel
Rodríguez del Orbe, Marino Vinicio Castillo Rodríguez y Lic.
Tomás F.odríousz Núñez y Dra. Daniel Estrada Santamaría,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad y el último
en su mayor parte, respectivamente; SEXTO: Condena a las

partes civiles constituidas Angel Francisco Agustín Fermín
Bodtíguez, Paulina Alejandrina Fermín Fermín, Flora Jimene,
Vda. Imbert, Dorninga Imbert Jiménez, José Aquiles Imbert
Jiménez, Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia y
Kenia Elizabeth Oliver de León, Antonia Olivier de Pichardo y
Juana Francisca Oriach Vda. Olivier, al pago de las costas ci-
viles en lo relativo a la Arco Caribbean Inc., con distracción de
las mismas en favor de los Dres. Julio Escotto Santana y Luis
Silvestre Nina Meta, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; SE PTIMO: Ordena que no ha lugar a estatuir en
relación a la compañía Servicios Petroleros, C. por A., en
razón de que la constitución en este punto ha adquirido la
autoridad de la cosa juzgada, en consecuencia el Ordinal
Noveno de la decisión recurrida es inoperante por lo que se
revoca en todas sus partes";

Considerando, que las partes civiles constituidas, José
Agustín Fermín Rodríguez, Paulina A. Fermín Fermín, An-
tonia Olivier de Fichardo, Juana Francisca Oriach Vda. Olivier
de León, Mélida de León Vda. Clivier, por sí y en
representación de su hija menor de edad, Kenia Elizabeth Oli-
vier de León, ni en el momento de interponer sus recursos ni
posteriormente han expuesto los medios en que lo funda,
como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento da Casación, razón por la cual dichos
recursos deben ser declarados nulos;

Consideranao, en cuanta concierne al recurso de casación
del prevenido Marcelino Cedano Guerrero, que la Corte a-
qua para conenarlo y fallar como lo hizo, dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio,
regularmente administrados en la instrucción de 13 causa, lo
siguiente: a) quaen las primeras horas de la noche del tres de
octubre de 1570, en la sección El Ranchao, juriscileción de La
Vega, en el kilómetro cuatro del tramo carretero denominada
"Controbás", que comunica a San Francisco de Macorís, con
13 autopista Duarte, mientras so encontraba estacionado en
dirección Sur-Norte, el camón placa No. 733716, conducido
por Marcelino Cedano Guerrero, ocurrieron tres accidentes
de tránsito, cn razón de que contra el aludido camión, en
momentos distintos, se estrellaron tres vehículos de motor;
que el primero de dlchos accidentes ocurrió alrededor de las
seis de la tarde, pero estando ya a oscura la carretera, el jeep
placa No. 61313, propiedad da Violeta Rodríguez de Fermín,
conducido por Ramón Antonio Crullón, al estrellarse contra
la parte trasera del aludido camión, muriendo a consecuencia
de los golpes recibidos VOICt3 Rodríguez de Fermín y
resultando, el conductor del jeep y Rafael Oliver, con lesiones
corporales curables antes de diez días y Alejandrina Fermín,
con lesiones corporales, de carácter permanente, personas
éstas que ocupaban el jeep; b) que un poco más tarde ocurrió
otra colisión entre el automóvll placa Na. 41146, al estrellarse
dicho vehículo con el mencionado camión, accidente del que
se ignora si hubo o no personas con lesiones corporales, en
razón da que se marchó el conductor abandonando su
vehlculo; c) que por último, también ocurrió otra colisión con
el mismo camión antes indicado y el automóvil placa No.
30134, conducido por su propietario Ramón E. Olivier y a
quien acompañaban Aquiles Imbert y Rafael Olivier, quienes
recibieron golpes y heridas que les causaron la muerte a los
tres; d) que los vehículos involucrados en dichos accidentes
resultaron con desperfectos; e) que el responsable único de
tales accidentes lo fue el prevenido Marcelino Cedano
Guerrero, por la imprudencia da dejar el camión antes se-
ñalado irregularmente estacionado, ocupando toda la vía
derecha del tramo de carretera mencionado, que obs-
taculizaba el tránsito normal de los demás vehículos que iban
en tal dirección, camión que estaba detenido sin las luces
de estacionamiento encendidas y sin los triángulos lurnínicos
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debidamente colocados, como lo establece la Ley,
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido Marcelino Cedano Guerrero, el delito
de homicidio y golpes y heridas por imprudencia, previsto por
el articulo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehiculos, sancionado en su máxima expresión por el inciso
1ro de dicho texto legal, con prisión de dos a cinco años y
multa de quinientos a dos mil pesos; que al condenar al pre-
venido a cincuenta pesos de multa, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley,

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Marcelino Cedano
Guerrero, había causado daños y perjuicios materiales y
morales a las personas constituidas en parte civil, que evaluó
en las sumas que se indican en el dispositivo de la sentencia
impugnada; que al condenar la indicada Corte al prevenido al
pago de dichas sumas a título de indemnización, hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a la
Arco Caribbean, Inc., en los recursos de casación in-
terpuestos por Marcelino Cedano Guerrero y por las
siguientes personas constituidas en parte civil: Flora Jiménez
Vda. Imbert, Dominga Imbert Jimónez, José Aquiles Imben
Jiménez, Angel Francisco Fermín Rodríguez, Paulina A.
Fermín Fermín, Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia
Olivier de León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonia Oli-
vier de Pichardo y Juana Francisca Oriach Vda. Olivier, contra
la sentencia dictada el 12 de enero de 1977, por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de casación in-
terpuestos por las personas constituidas en parte civil, antes
Indicadas; Tercero: Rechaza el recurso del prevenido y lo
condena al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a
las personas constituidas en parte civil, recurrentes que han
sucumbido, al pago de las costas civiles y las distrae en pro-
vecho de los Dres. Julio Escotto Santana y Luis Silvestre

Nina Mota, a pogados de la intery tmente, quienes atirman ha-
berlaS avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cáCer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha stdo dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. oue
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-

2.45 :c
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debidamente colocados, como lo establece la Ley,
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido Marcelino Cedano Guerrero, el delito
de homicidio y golpes y heridas por imprudencia, previsto por
el articulo 49 de la ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, sancionado en su máxima expresión por el inciso
1ro de dicho texto legal, con prisión de dos a cinco años y
multa de quinientos a dos mil pesos; que al condenar al pre-
venido a cincuenta pesos de multa, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley,

Considerando, que asimismo, la Corte a-que dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Marcelino Cedano
Guerrero, había causado daños y perjuicios materiales y
morales a las personas constituidas en parte civil, que evaluó
en las sumas que se indican en el dispositivo de la sentencia
impugnada; que al condenar la indicada Corte al prevenido al
pago de dichas sumas a título de indemnización, hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a la
Arco Caribbean, Inc., en los recursos de casación in-
terpuestos por Marcelino Cedano Guerrero y por las
siguientes personas constituidas en parte civil: Flora Jiménez
Vda. Imbert, Dominga Imbert Jiménez, José Aquiles Imbert
Jiménez, Angel Francisco Fermín Rodríguez, Paulina A.
Fermín Fermín, Mélida de León Vda. Olivier, Dania Altagracia
Olivier de León, Kenia Elizabeth Olivier de León, Antonia Oli-
vier de Pichardo y Juana Francisca Oriach Vda. Olivier, contra
la sentencia dictada el 12 de enero de 1977, por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de casación in-
terpuestos por las personas constituidas en parte civil, antes
indicadas; Tercero: Rechaza el recurso del prevenido y lo
condena al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a
las personas constituidas en parte civil, recurrentes que han
sucumbido, al pago de las costas civiles y las distrae en pro-
vecho de los Dres. Julio Escotto Santana y Luis Silvestre

Nina Mota, apogados de la interviniente, quienes atirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte.

(ARMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Le,onte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. aue
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 64

Sentencia impugnada: ira. Cámara Penal del J. de ira.
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 2 de diciembre de
1981

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Alejandro de la Cruz, Miguel E. Almonte y
Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix A. Brito Mata.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Victor
García de Peña, Hugo H. Coicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto del año 1383, años
140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alejandro
de la Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-
dula No. 56117, serie i ra., domiciliado en la calle Respaldo
Tetelo Vargas No. 5, Las Palmas, de esta ciudad; Miguel E.
Almonte, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la casa
No. 72 de la calle El Vergel, de esta ciudad, y la Compañia de
Seguros Pepin, S.A., domiciliada en la calle Mercedes, es-
quina Palo Hincado, de esta ciudad, contra a sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales y como Tribunal de
Segundo Grado, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 2 de diciembre de
1981. cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
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Declara reguer y vaiiao en e torma LI recurso ao apeocion
interpuesto por el Dr. Francisco Cadena Moqueta a nombra y
representación de Alejandro de la Cruz, Migusl Emilio Al-
monta y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra 13
sentencia de fecha 213 de agosto de 1376, dictada por el
Juzgado da Paz da 13 Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; Segundo:
En cuanto al fondo Rechaza las conclusiones presentadas en
audiencia por el Dr. Carlos Duluc en representación del Dr
Norberto Rodríguez, abogado constituido de los apelantes

r Alejandro de la Cruz, Miguel Emilio Almonta y la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., por las razones y motivos prece-
dentemente expuestos; Tercero: Acoge las conclusiones

ji presentadas en audiencia por el Dr. Carlos Rafael Rocidjusz
Núñez, abogado constituido por el intimado Tomás de Jesús
Rojas Céspedes, por ser justas y reposar en prueba legal, y en
consecuencia, Confirma en todas sus partas la precitada
sentencia da fecha 25 da agosto da 1976 dictada por el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, que ha sido recurrida en Apelación y cuyo dis-
positivo d:ca así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Alejandro de 13 Cruz por no comparecer a
audiencia, no obstante haber sido citado legalmente
Segundo: Se condena al nombrado Alejandro da la Cruz, por
violar el art. 65 da la Ley No. 241, en consecuencia se con
dena a un mes de prisión y costas penales; Tercero: Se
declara no culpable al nombrado Tomás de Jesús Rojas
Céspedes por no haber violado la Ley No. 241, en
consecuencia se Descarga; Cuarto: So declara buena y váli-
da la constitución en parte civil hecha por Tomás de Jesús
Rojas Céspedes contra Alejandro da la Cruz, Migual Emilio
Almonte y Cía. de Seguros Papin, S.A., por ser regular en la
forma y justa en el fondo; Quinto: Se condena a Alejandro
de la Cruz por su hecho personal y a Miguel Emilio Almonte,
persona civilmente responsable, a pagar una indemnización
de RD$1,900.00, moneda de curso legal, en favor del señor
Tornás dé J,ESÚS ROJ3S Céspedes, C01,10 justa reparación de
ros daños materiales y morales sufridos por él con la des-
trucción de su carro; Sexto: Se condena a Alejandro de la
Cruz y Miguel Emilio Almonte, prevenido y persona. ci-
eirriente resoonsable al oago de los intereses legales ae mcne
turna a titulo oe inoemnizacton suoletona Séptimo Se



2454	 BOLETTN JUDICIAL

SENTENCIA DE	 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 64

Sentencia impugnada: tra. Cámara Penal del J. de Ira.
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 2 de diciembre de
1981

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Alejandro de la Cruz, Miguel E. Almonte y
Seguros Pepín, S.A.

Abogado (5): Dr. Félix A. Brito Mata.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Fiña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto del año 1983, años
140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alejandro
de la Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-
dula No. 56117, serie 1ra., domiciliado en la calle Respaldo
Tetelo Vargas No. 5, Las Falmas, de esta ciudad; Miguel E.
Almonte, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la casa
No. 72 de la calle El Vergel, de esta ciudad, y la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., domiciliada en la calle Mercedes, es-
quina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales y como Tribunal de
Segundo Grado, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 2 de diciembre de
1981. cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
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Declara regtrar y vaiiaO en la torma el recurso ae apeiacion
interpuesto por el Dr. Francisco Cadena Moqueta a nombra y
representación de Alejandro de la Cruz, Miguel Emilio Al-
monte y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la
sentencia de fecha 25 de agosto de 1376, dictada por el
Juzgado da Paz da la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; Segundo:
En cuanto al fondo Rechaza las conclusiones presentadas en
audiencia por el Dr. Carlos Duluc en representación del Dr
Norberto Rodríguez, abogado constituido da los apelantes
Alejandro de la Cruz, Miguel Emilio Almonte y la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., por las razones y motivos prece-
dentemente expuestos; Tercero: Acoge las conclusiones

:r presentadas en audiencia por el Dr. Carlos Rafael Rodríguez
Núñez, abogado constituido por el intimado Tomás da Jesús
Rojas Céspedes, por ser justas y reposar en prueba legal, y en
consecuencia, Confirma en todas sus partas la precitada
sentencia de fecha 25 de agosto de 1976 dictada por el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, que ha sido recurrida en Apelación y cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Alejandro de 13 Cruz por no comparecer a
audiencia, no obstante haber sido citado legalmente
Segundo: Se condena al nombrado Alejandro da la Cruz, por
violar el art. 65 de la Ley No. 241, en consecuencia se con
dena a un mes de prisión y costas penales; Tercero: Se
declara no culpable al nombrado Tomás de Jesús Rojas
Céspedes por no haber violado la Ley No. 241, en
consecuencia se Descarga; Cuarto: Se declara buena y váli-
da la constitución en parta civil hecha por Tomás da Jesús
Rojas Céspedes contra Alejandro da la Cruz, Miguel Emilio
Almonte y Cía. de Seguros Papín, S.A., por ser regular en la
forma y justa en el fondo; Quinto: Se condena a Alejandro
de la Cruz por su hecho personal y a Miguel Emilio Almonta,
persona civilmente responsable, a pagar una indemnización
de RD$1,900.00, moneda de curso legal, en favor del señor
Tomás dé Jesús Rolas Céspedes, como justa reparación de
ros daños mat zriales y morales sufridos por él con la des-
trucción de su carro; Sexto: Se condena a Alejandro de la
Cruz y Miguel Emilio Almonte, prevenido y persona. ci-
n-nente responsable al Pago de los intereses legales ae aicne
uma a titulo oe inoamnizacion su pletoria Séptimo r‘t
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declara la presente sentencia en ei aspecto civil, común y
oponible con todas sus consecuencias legales a la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., en su calidad de compañía asegura-
dora del camión que ocasionó los daños; Octavo: Se con -
dena solidariamente a Alejandro da la Cruz y Miguel Emilio
Almonte y Seguros Pepín, S.A., en sus respectivas calidades,
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Carlos Rafael Rodríguez Núñez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad'; CUARTO:
Condena a los apelantes Alejandro de la Cruz, Miguel Emilio
Almonte y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., parte
sucumbiente, al pago, en sus respectivas calidades, de las
costas penales y civiles relativas al Recurso de Apelación";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada el 10 cío

febrero de 1982, en la Secretaría de la Cámara a -qua, a re -
querimiento del abogado Dr. L. E. Norberto, en represen-
tación de los recurrentes, en la cual no se propone contra
sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación del 3 de diciembre de 1382,
de los recurrentes, suscrito por su abogado Dr. Félix Antonic
Brito Mata, cédula No. 29194, serie 47, en el queso proponer
contra la sentencia impugnada los siguientes medios:
de motivos y de base legal. Desnaturalización de las fun -
ciones jurisdiccionales, como Tribunal de envío";

Visto el auto dictado en fecha 26 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que de c&n!armidad con el artículo 29 de
Ley sobre Procedimiento de Casación; el plazo para interpo-
ner el recurso de casación es de diez días, contados desde la

fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado
estuvo presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada

fue debidamente citado para la misma. En todo otro caso,
plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia.

Durante estos diez días, y si se hubiera establecido el recurso
mientras dure éste, se suspenderá la ejecución de la sen-
tencia;

Considerando, que en el expediente figura el acto No. 03 de
fecha 18 de enero de 1982, del Alguacil Tiburcio Namis
Montero, Ordinario de la Octava Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, mediante el cual
Tomás de Jesús Roias Céspedes notificó al prevenido Ale-
landro de la Cruz y a Miguel E. Almonte y a la Cía. de Seguros
pepín, S.A., la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 2 de
.i..:embre de 1981, copia de la cual le fue entregada; que los

recursos de casación del prevenido y de Miguel E. Almonte y
de la Cía. de Seguros Pepín, S.A., fueron interpuestos el 10
de febrero de 1982, mediante declaración en la Secretaría de
la Cámara a -que, cuando ya había transcurrido el plazo de 10
días establecido por la ley; que, en tales condiciones los
indicados recursos son inadmisibles por tardíos, por lo que no
ha lugar a ponderar los medios de casación antes señalados;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles por
tardíos los recursos de casación interpuestos por Alejandro
de la Cruz, Miguel E. Almonte y la Cía. de Seguros Pepín,
S.A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales y como Tribunal de Segundo Grado por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 2 de diciembre de 1981, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido recurrente Alejandro de la Cruz al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrara Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
Mores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miquel Jacobo.
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declara la presente sentencia en el aspecto civil, común y
oponible con todas sus consecuencias legales a la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., en su calidad de compañía asegura-
dora del camión que ocasionó los daños; Octavo: Se con
dena solidariamente a Alejandro da la Cruz y Miguel Emilio
Almonte y Seguros Pepín, S.A., en sus respectivas calidades,
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Carlos Rafael Rodríguez Núñez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad'; CUARTO:
Condena a los apelantes Alejandro de la Cruz, Miguel Emilio
Almonte y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., parte
sucumbiente, al pago, en sus respectivas calidades, de las
costas penales y civiles relativas al Recurso de Apelación";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada el 10 de

febrero de 1982, en la Secretaría de la Cámara a-qua, a re-
querimiento del abogado Dr. L. E. Norberto, en represen-
tación de los recurrentes, en la cual no se propone contra 1.3

sentencia impugnada, ningún medio de casación;
Visto el memorial de casación del 3 de diciembre de 1382,

de los recurrentes, suscrito por su abogado Dr. Félix Antonio
Brito Mata, cédula No. 29194, serie 47, en el que se proponen
contra la sentencia impugnada los siguientes medios: "Falta
de motivos y de base legal. Desnaturslización de las fun -

ciones jurisdiccionales, como Tribunal de envío";
Visto el auto dictado en fecha 26 de agosto del corriente

año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que de conformidad con el artículo 29 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; el plazo para interpo-
ner el recurso de casación es de diez días, contados desde la

fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado
estuvo presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada

o si fue debidamente citado para la misma. En todo otro caso,
el plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia.
Durante estos diez días, y si se hubiera establecido el recurso
mientras dure éste, se suspenderá la ejecución de la sen-
tencia;

Considerando, que en el expediente figura el acto No. 03 de
fecha 18 de enero de 1982, del Alguacil Tiburcio Namis
Montero, Ordinario de la Octava Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, mediante el cual
Tomás de Jesús Rojas Céspedes notificó al prevenido Ale-
jandro de la Cruz y a Miguel E. Almonte y a la Cía. de Seguros
Pepín, S.A., la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 2 de
diciembre de 1981, copia de la cual le fue entregada; que los
recursos de casación del prevenido y de Miguel E. Almonte y
de la Cia. de Seguros Pepín, S.A., fueron interpuestos el 10
de febrero de 1382, mediante declaración en la Secretaría de
la Cámara a-que, cuando ya había transcurrido el plazo de 10
días establecido por la ley; que, en tales condiciones los
indicados recursos son inadmisibles por tardíos, por lo que no
ha lugar a ponderar los medios de casación antes señalados;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles por
tardíos los recursos de casación interpuestos por Alejandro
de la Cruz, Miguel E. Almonte y la Cía. de Seguros Pepín,
S.A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales y como Tribunal de Segundo Grado por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 2 de diciembre de 1981, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido recurrente Alejandro de la Cruz al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
. L ik	 ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1383 No. 65

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sto. Dgo.,
Distrito Judicial da Santiago, de facha 20 de junio da 1373.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ramón G. Cruz Collado y Cía. Unión de
Seguros, C. por A.

Imerviniente (s): Rafael Silverio T.

Abogado (s): Dr. Lorenzo E. Raposo J.menez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombra de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de 13 Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Fiña, Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto de 1383, años 140' de
la Independencia y 121' de 13 Restauración, dicte en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón G.
Cruz Collado, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 45877, serie 31, domiciliado y residente en el
kilómetro 6, carretera Curabo de Santiago, y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., con su asiento social en esta ciudad, en la
avenida 27 de Febrero Na. 263, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago, el 20 de junio de 1978, cuvo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República
Vista el acta ae ios recursos ae casacion levantada en 13

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 22 de julio de 1978, a
requerimiento del abogado Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
en representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 14 de julio de
1980, suscrito por su abogado, Dr. Lorenzo Jiménez, cédula
No. 7763, serie 39, interviniente que es Rafael Silve¿o Ta-
varez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 9613,
serie 31, domiciliado y residente en la sección de Cur:bo,
Santiago;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto de 1383, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidenta de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su
indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo do la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Fiña, Gustavo Cómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 926 de 1335;

La Suprema Corta de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 43 de la Ley No. 241 de 1367 so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37, 62 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dict5 en
fecha 27 de octubre de 1377, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; y t.) que sobra el recurso interpuesta contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo chspositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en la forma el recurso de apelación interplíesto por el Dr.
Manuel de Js. Disla Suárez. quien actúe a nombre y
representación de Ramón Cruz Collado, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente demandada, y la Com-
pañía de Seguros, Unión de Seguros, C. por A., contra
sentencia No. 494 bis, de fecha veintisiete (27) del mes de
Octubre del año mil novecientos setenta y siete (1977). dicto
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1383 No. 85

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sto. Dgo,,
Distrito Judicial de Santiago, de facha 20 de junio de 1378.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ramón G. Cruz Collado y Cía. Unión de
Seguros, C. por A.

1nterviniente (s): Rafael Silverio T.

Abogado (s): Dr. Lorenzo E. Raposo J.menez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de 13 República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Coicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto de 1383, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón G.
Cruz Collado, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
cédula No. 45877, serie 31, domiciliado y residente en el
kilómetro 6, carretera Curabo de Santiago, y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., con su asiento social en esta ciudad, en la
avenida 27 de Febrero No. 263, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago, el 20 de junio de 1378, cuvo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República
Vista el acta de IOS recursos ae casacion levantada en
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Secretaría de la Corte a-que, de fecha 22 de julio de 1378, a
requerimiento del abogado Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
en representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente de fecha 14 de julio de
1980, suscrito por su abogado, Dr. Lorenzo Jiménez, cédula
No. 7763, serie 33, interviniente que es Rafael Silver:o Ta-
varez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 9613,
serie 31, domiciliado y residente en la sección da Curebo,

S3VnitSatog°e;1 auto dictado en feche 25 de agosto de 1383, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidenta de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integre, en su
indicada calidad, dicha Corta, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo do la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Coicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Fiña, Gustavo Cómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 926 de 1335;

La Suprema Corta de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 43 de la Ley No. 241 de 1367 so-
bre Tránsito y Vehículos, 1363 del Código Civil y 1, 37, 62 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del 14strito Judicial de Santiago, dict5 en
fecha 27 de octubre de 1377, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; y t.) que sobra el recurso interpuesto contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en la forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Manuel de Js. Disla Suárez. quien actúa a nombre y
representación de Ramón Cruz Collado, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente demandada, y la Com-
pañía de Seguros, Unión de Seguros, C. por A., contra
sentencia No. 494 bis, de fecha veintisiete (27) del mes de
octubre del año mil novecientos setenta y siete (1977). dicta
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da por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es
el siguiente: 'Primero: Que debe declarar, como en efecto
declara al nombrado Ramón G. Cruz Collado, culpable
violar el artículo 49 de la Ley No. 241, sobre Tránsito y
Vehículos de Motor, y en consecuencia, lo debe condenar y
lo condena al pago de una multa de RDS10.00 (D;ez Pesos
Orol, por el hecho puesto a su cargo; Segundo: Que debe
declarar como en efecto declara buena y válida la cons-
titución en parte civil, formulada por Rafael Silverio Tavarez,
por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas
del procedimiento, en cuanto a la forma; Tercero: En cuanto
al fondo, debe condenar y condena a Ramón G. Cruz Collado,
al pago de una indemnización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos
Oro) en favor de Rafael Silverio Tavarez, como justa
reparación de los daños morales y materiales experimentados.
por él a consecuencia de las lesiones corporales recibidas por
su hijo menor José de Jesús Silverio Peralta, en el indicado
accidente; más al pago de los intereses legales de la suma que
le sea acordada, a partir de la fecha de la demanda en justic:a
y a título de indemnización suplementaria; Cuarto: Que debe
condenar, como en efecto condena, al Sr. Ramón G. Crin
Collado, al pago de las costas civiles del procedimiento,
ordenando su distracción en favor del Dr. Lorenzo E. Raposa
Jiménez, abogado que afirma estarlas avanzando en su to-
talidad; Quinto: Que debe declarar como en efecto declara
las anteriores condenaciones que sean impuestas al Señor
Ramón G. Cruz Collado, comunes, oponibles con todas sus
consecuencias legales a su entidad aseguradora Compañía
Unión de Seguros, C. por A., teniendo contra ésta autoridad
de cosas juzgada dentro de los límites de la pól iza; Sexto:
Que debe condenar, como en efecto condena al prevenido, al
pago de las costas penales del procedimiento; SEGUNDO:
Declara regular en audiencia la intervención de la parte civil
constituida; TERCERO: Modifica el Ordinal Tercero de la
sentencia recurrida en el sentido de reducir la indemnización
acordada a favor de Rafael Silverio Tavarez, parte civil
constituida, a la suma de OCHOCIENTOS PESOS ORO
(RDS800,00), por considerar esta Corte que es esta la suma
justa, adecuada y suficiente para reparar los daños y per-
juicios tanto morales como materiales, experimentados por la
parte civil constituida a consecuencia del accidente de que se

trata; CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus
demás aspectos; QUINTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales; SEXTO: Condena a Ramón G. Cruz Colla-
do, persona civilmente responsable al pago de las costas ci-
viles de esta instancia, ordenando la distracción de las
mismas en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez,
Quien afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
en causa como aseguradora, no ha expuesto ni en el
momento de interponer su recurso ni posteriormente los me-
dios en que lo funda, como lo exige, a pena de nulidad, el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, razón
por la cual se declara la nulidad del mismo y se examina el
recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar único
culpable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo
hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 9 de junio,
de 1377, mientras el vehículo placa No. 515-355, conducido
por su propietario Ramón G. Cruz Collado, asegurado con
póliza No. 390-98, de la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
transitaba por el callejón San Bartolo, de la ciudad de San-
tiago, al llegar frente a la casa No. 520 atropelló al menor José
de Jesús Silverio Tavarez, quien salía en ese momento a la vía
antes mencionada, ocasionándole lesiones curables, después
de 20 y antes de 30 días; b) que el accidente se debió a la
imprudencia y falta de precaución del prevenido, ya que no
obstante haber visto al menor antes del accidente, a una
velocidad, que no le permitió detener su vehículo para evitar
el mismo;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Ramón G. Cruz Collado el delito de golpes y heri-
das por imprudencia, ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por ese
mismo texto legal en su letra (c) con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de RDS100.00 a RD$500.00
peses, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
Para dedicarse a su trabajo durare más de 20 días, como
sucedió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de RD$10.00 pesos, sanción inferior al
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da por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es
el siguiente: 'Primero: Que debe declarar, como en efectp
declara al nombrado Ramón G. Cruz Collado, culpable de
violar el artículo 49 de la Ley No. 241, sobre Tránsito y
Vehículos de Motor, y en consecuencia, lo debe condenar y
lo condena al pago de una multa de RDS10.00 (Diez Pesos
Orol, por el hecho puesto a su cargo; Segundo: Que debe
declarar como en efecto declara buena y válida la cons- •
titución en parte civil, formulada por Rafael Silverio Tavarez,
por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas
del procedimiento, en cuanto a la forma; Tercero: En cuanto
al fondo, debe condenar y condena a Ramón G. Cruz Collado,
al pago de una indemnización de RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos
Oro) en favor de Rafael Silverio Tavarez, como justa
reparación de los daños morales y materiales experimentados.
por él a consecuencia de las lesiones corporales recibidas por
su hijo menor José de Jesús Silverio Peralta, en el indicado
accidente; más al pago de los intereses legales de la suma que
le sea acordada, a partir de la fecha de la demanda en justicia
y a título de indemnización suplementaria; Cuarto: Que debe
condenar, como en efecto condena, al Sr. Ramón G. Cruz
Collado, al pago de las costas civiles del procedimiento,
ordenando su distracción en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo
Jiménez, abogado que afirma estarlas avanzando en su to-
talidad; Quinto: Que debe declarar como en efecto declara
las anteriores condenaciones que sean impuestas al Señor
Ramón G. Cruz Collado, comunes, oponibles con todas sus
consecuencias legales a su entidad aseguradora Compañía
Unión de Seguros, C. por A., teniendo contra ésta autoridad
de cosas juzgada dentro de los límites de la póliza; Sexto:
Que debe condenar, como en efecto condena al prevenido, al
pago de las costas penales del procedimiento; SEGUNDO:
Declara regular en audiencia la intervención de la parte civil
constituida; TERCERO: Modifica el Ordinal Tercero de la
sentencia recurrida en el sentido de reducir la indemnización
acordada a favor de Rafael Silverio Tavarez, parte civil
constituida, a la suma de OCHOCIENTOS PESOS ORO
(RDS800.00), por considerar esta Corte que es esta la suma
justa, adecuada y suficiente para reparar los daños y per-
juicios tanto morales como materiales, experimentados por la
parte civil constituida a consecuencia del accidente de que se
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trata; CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus
demás aspectos; QU INTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales; SEXTO: Condena a Ramón G. Cruz Colla-
do, persona civilmente responsable al pago de las costas ci-
viles de esta instancia, ordenando la distracción de las
mismas en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
en causa como aseguradora, no ha expuesto ni en el
momento de interponer su recurso ni posteriormente los me-
dios en que lo funda, como lo exige, a pena de nulidad, el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, razón
por la cual se declara la nulidad del mismo y se examina el
recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-que, para declarar único
culpable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo
hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 9 de junio-
de 1377, mientras el vehículo placa No. 515-355, conducido
por su propietario Ramón G. Cruz Collado, asegurado con
póliza No. 390-98, de la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
transitaba por el callejón San Bartolo, de la ciudad de San-
tiago, al llegar frente a la casa No. 520 atropelló al menor Josó
de Jesús Silverio Tavarez, quien salía en ese momento a la vía
antes mencionada, ocasionándole lesiones curables, después
de 20 y antes de 30 días; b) que el accidente se debió a la
imprudencia y falta de precaución del prevenido, ya que no
obstante haber visto al menor antes del accidente, a una
velocidad, que no le permitió detener su vehículo para evitar
el mismo;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Ramón G. Cruz Collado el delito de golpes y heri-
das por imprudencia, ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por ese
mismo texto legal en su letra (c) con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de RDS100.00 a RD$500.00
peses, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
Para dedicarse a su trabajo durare más de 20 días, como
sucedió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de RDS10.00 pesos, sanción inferior al                    

'e                                                       
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mínimum establecido por la Ley, la Corte a-qua procedió
correctamente ya que no podía agravar la situación del pre.
venido frente a su sólo recurso;

Considerando, que asimismo, la Corta a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a Rafael
Silverio Tavarez, constituido en parte civil, en su calidad de
padre del menor agraviado, daños materiales y morales que
evaluó en la suma de RD$300.00 pesos; que al condenar a
Ramón G. Cruz Collado, en su doble condición de prevenido
y propietario del vehículo, al pago de esa suma más al de los
intereses legales de la misma, a título de indemnización, en
favor de la persona constituida en parte civil; la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Rafael Silverio Tavarez, en los recursos de casación in-
terpuestos por Ramón G. Cruz Collado y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales, el 20 de junio de 1973 por la Corte
de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo el
recurso de la Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra la
indicada sentencia; Tercero: Rechaza el recurso de Ramón
G. Cruz Collado contra la mencionada sentencia y lo condena
al pago de las costas penales y civiles, ordenando la dis-
tracción de estas últimas en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo
Jiménez, abogado del interviniente, que afirmó 	 haberlas
avanzado en su totalidad y las hace oponible a la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R.
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera	 Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los sa
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que'
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 66

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de
fecha 23 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s) Rafael D Núñez Sosa y la Cía. Unión de
Siluros, C por A

Interviniente (s): Casimiro Cruceta.

Abogado (s): Lic. Dulce María Díaz de Belliard.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de 13 República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochca S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto del 1383, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicte en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael D.
Núñez Sosa, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé
dula No. 894G4, serie 31, domiciliado y residente en Santiago
de los Caballeros, callo Enriquillo No. 60, la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., con asiento social en esta ciudad, en la
avenida 27 de Febrero No. 2G3, y Casimiro Cruceta,
dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, cédula No.
10723, serie 47, domiciliado y residente en Santiago de los
Caballeros, en la calle I No. 154, ensanche Libertad, contra
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el 28 de
marzo de 1977 por la Primera Cámara Penal del Juzgado de

Si
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mínimum establecido por la Ley, la Corte a-qua procedió
correctamente ya que no podía agravarla situación del pre.
venido frente a su sólo recurso;

Considerando, que asimismo, la Corta a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a Rafael
Silverio Tavarez, constituido en parte civil, en su calidad de
padre del menor agraviado, daños materiales y morales que
evaluó en la suma de RD$800.00 pesos; que al condenar e
Ramón G. Cruz Collado, en su doble condición de prevenida
y propietario del vehículo, al pago de esa suma más al de los
intereses legelas de la misma, a título de indemnización, en
favor de la persona constituida en parte civil; la Corte a-qua ,
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, 13
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Rafael Silverio Tavarez, en los recursos de casación in-
terpuestos por Ramón G. Cruz Collado y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales, el 20 de junio de 1378 por la Corte
de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo el
recurso de la Cía. Unión de Seguros, C. por A., contra la
indicada sentencia; Tercero: Rechaza el recurso de Ramón
G. Cruz Collado contra la mencionada sentencia y lo condena
al pago de las costas penales y civiles, ordenando la dis-
tracción de estas últimas en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo
Jiménez, abogado del interviniente, que afirmó haberlas
avanzado en su totalidad y las hace oponible a la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Coicochea
S.- Máximo Puallo Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel J3cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, cn la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo -

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 66

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primcra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de
fecha 29 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s) Rafaol D Núñez Sosa y la Cía. Unión de
Seguros, C por A

Interviniente (s): Casimiro Cruceta.

Abogado (s): Lic. Dulce María Díaz de Belliard.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor Carcía de Peña, Hugo H. Coicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, cn la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 26 de agosto del 1383, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael D.
Núñez Sosa, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé
dula No. 89464, serie 31, domiciliado y residente en Santiago
de los Caballeros, calle Enriquillo No. 50, la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., con asiento social en esta ciudad, en la
avenida 27 de Febrero No. 263, y Casimiro Cruceta,
dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, cédula No.
10723, serie 47, domiciliado y residente en Santiago de los
Caballeros, en la calle 1 Na 154, ensanche Libertad, contra
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el 28 de
marzo de 1977 por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
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Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua el 7 de julio de 1977, a re-
querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, en
representación de Rafael D. Núñez Sosa y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., en la cual no se propone, contra la
sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 19 de octubre de 1977, a re-
querimiento de la Licda. María Díaz Belliard, en represen-
tación de Casimiro Cruceta, en la cual no se propone, contra
la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente Casimiro
Cruceta, del 14 de julio de 1980, suscrito por la licenciada
Dulce María Díaz de Belliard, en el cual se propone, contra la
sentencia impugnada. el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abeiardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leves Nos. 684 de 1934 v 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dc
berado y vistos los artículos 1383 del Código Civil y 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultaron los vehículos
con desperfectos, el Juzgada de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 20 de
mayo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo se copia más

adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino el
fallo ahora impugnado en casación; con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto, en
contra del nombrado Rafael D. Núñez Sosa, de generales
ignoradas, por no haber comparecido a la audiencia, no
obstante estar legalmente citado; SEGUNDO: Declara
regular y válido, el recurso de apelación interpuesto por el Lic.
Luis Armando Coss, a nombre y representación del prevenido

1
 Rafael D. Núñez Sosa y la Compañía Nacional de Seguros

'Unión de Seguros', C. por A., en contra de la sentencia
, Correccional No. 477 rendida en fecha 20 de mayo del año

1976, por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del
municipio de Santiago, cuya parte dispositiva copiada a la le-
tra dice así: 'Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el
defecto, contra Rafael Núñez Sosa, por no haber com-

., parecido a pesar de haber sido legalmente citado y en
consecuencia se condena a 30 Itreintal días de prisión
correccional por haber violado los artículos 74 y 97 de la Ley
No. 241, y la Ordenanza Municipal No. 1346 de 1963, en lo
que respecta a la preferencia. Segundo: Se condena además
al pago de las costas.- Tercero: En cuanto al nombrado
Casimiro Cruceta, se descarga de toda responsabilidad penal,
por no haber cometido falta a la Ley de Tránsito y se declaran
las costas de oficio; Cuarto: En cuanto a la parte civil, se
_onsidera buena y válida, la presente constitución, hecha en
,,udiencia por la Lic. Dulce María Díaz de Belliard, en
:presentación del nombrado Casimiro Cruceta, en cuanto a
.1 forma, por haber sido hecha dentro de las normas

::, rocesales vigentes y en cuanto al fondo: 1ro.: Se condena la
,eñor Rafael D. Núñez Sosa, al pago de RDS400.00 por los
:años materiales sufridos por su vehículo en el accidente;

.)do.: Se Condena al señor Rafael D. Núñez Sosa, al pago de

.ds costas, con distracción de las mismas en favor de la Lic.
Julce María Díaz de Belliard, quien afirma estarlas avanzando
en su totalidad; 3ro.: Se declara esta sentencia común,
oponible y ejecutable, contra la 'Unión de Seguros, C. por A.,
en su calidad de aseguradora de la responsabilidad civil del
señor Rafael D. Núñez Sosa'.- TERCERO: En cuanto al
fondo modifica, la sentencia recurrida, en cuanto al aspecto
civil, para que la indemnización que le puso el Tribunal a-quo,
al nombrado Rafael D. Núñez Sosa, consistente en la suma
de RDS400.00 (cuatrocientos pesos oro) en favor del nom-
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Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuya
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua el 7 de julio de 1977, a re-
querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, en
representación de Rafael D. Núñez Sosa y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., en la cual no se propone, contra la
sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 19 de octubre de 1977, a re-
querimiento de la Licda. María Díaz Belliard, en represen-
tación de Casimiro Cruceta, en la cual no se propone, contra
la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente Casimiro
Cruceta, del 14 de julio de 1980, suscrito por la licenciada
Dulce María Díaz de Belliard, en el cual se propone, contra la
sentencia impugnada. el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1383 del Código Civil y 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultaron los vehículos
con desperfectos, el Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción dal Distrito Judicial de Santiago, dictó el 20 de
mayo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo se copia más

adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino el
fallo ahora impugnado en casación; con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto, en
contra del nombrado Rafael D. Núñez Sosa, de generales
ignoradas, por no haber comparecido a la audiencia, no
obstante estar legalmente citado; SEGUNDO: Declara
regular y válido, el recurso de apelación interpuesto por el Lic.
Luis Armando Coss, a nombre y representación del prevenido
Rafael D. Núñez Sosa y la Compañía Nacional de Seguros
'Unión de Seguros', C. por A., en contra de la sentencia
Correccional No. 477 rendida en fecha 20 de mayo del año
1976, por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del
municipio de Santiago, cuya parte dispositiva copiada a la le-
tra dice así: 'Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el
defecto, contra Rafael Núñez Sosa, por no haber com-
parecido a pesar de haber sido legalmente citado y en
consecuencia se condena a 30 (treinta) días de prisión
correccional por haber violado los artículos 74 y 97 de la Ley
No. 241, y la Ordenanza Municipal No. 1346 de 1963, en lo
que respecta a la preferencia. Segundo: Se condena además
al pago de las costas.- Tercero: En cuanto al nombrado
Casimiro Cruceta, se descarga de toda responsabilidad penal,
por no haber cometido falta a la Ley de Tránsito y se declaran
las costas de oficio; Cuarto: En cuanto a la parte civil, se
considera buena y válida, la presente constitución, hecha en
audiencia por la Lic. Dulce María Díaz de Belliard, en
representación del nombrado Casimiro Cruceta, en cuanto a
la forma, por haber sido hecha dentro de las normas
procesales vigentes y en cuanto al fondo: lro.: Se condena la
señor Rafael D. Núñez Sosa, al pago de RDS400.00 por los
daños materiales sufridos por su vehículo en el accidente;
2do.: Se Condena al señor Rafael D. Núñez Sosa, al pago de
las costas, con distracción de las mismas en favor de la Lic.
Dulce María Díaz de Belliard, quien afirma estarlas avanzando
en su totalidad; 3ro.: Se declara esta sentencia común,
oponible y ejecutable, contra la 'Unión de Seguros, C. por A.,
en su calidad de aseguradora de la responsabilidad civil del
señor Rafael D. Núñez Sosa'.- TERCERO: En cuanto al
fondo modifica, la sentencia recurrida, en cuanto al aspecto
civil, para que la indemnización que le puso el Tribunal a-quo,
al nombrado Rafael D. Núñez Sosa, consistente en la suma
de RD$400.00 (cuatrocientos pesos oro) en favor del nom-
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brado Casimiro Cruceta, sea rebajada a la suma de RD$300.00
(trescientos pesos orc); CUARTO: Confirma la sentencia
recurrida en los demás aspectos: QUINTO: Condena ál
nombrado Rafael D. Núñez Sosa y a la Compañía Nacional de
Seguros 'Unión de Seguros', C. por A., al pago de las costas
de su recurso de alzada",

En cuanto a los recursos de casación de Rafael Nuñez
Sosa y la Cía. Unión de Seguros. C. por A.

Considerando oue la Cía. Unión de Seguros, C. por A..
puesta en causa como aseguradora, no ha expuesto ni en
el momento de interponer su recurso ni posteriormente, los
medios en oue los tunda, como lo exige, a pena de nulidad, el
artículo 37 de la le y sobre Procedimiento de Casación, razón
por la cual procede declarar la nulidad del mismo y examinar
el recurso del prevenido:

Conside rando. que la Cámara a-qua, para declarar único
culpable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo
hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) oue el 24 de julio
de 1975, mientras el vehículo placa No. 132-739, propiedad de
Arturo T. Flosterson, conducido por Casimiro Cruceta, transi-
taba de Oeste a Este por la calle El Sol de Santiago de los Ca-
balleros, se produjo una colisión con el vehículo placa No.
210-450 conducido por su propietario Rafael D. Núñez Sosa,
asegurado con Póliza No. 411-92de la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., el cual transitaba por la calle Capotillo, de la misma
ciudad, de Norte a Sur, resultando los vehículos con des-
perfectos; b) que el accidente se debió a la imprudencia de
Rafael D. Núñez Sosa, por no respetar un letrero de Pare que
existe en la conjunción de las calles mencionadas, transitando
él por una vía secundaria;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Rafael D. Núñez Sosa, el delito de violación al
artículo 74 letra (d) de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos, sancionado en el artículo 75 de la mencionada
ley con multa no menor de cinco ni mayor de 25 pesos; que al
condenar al prevenido recurrente a un mes de prisión
correccional, sanción de mayor gravedad a la establecida por
la ley, la Cámara a-qua inctarió en la violación a le misma y la

sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a la pena
Impuesta al prevenido recurrente;

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua, dio por
establecido, que el hecho del prevenido ocasionó al vehículo
propiedad de Casimiro Cruceta, constituido en parte civil, da-
ños materiales que evaluó en la suma de RD$300.00 pesos;
que al condenar al prevenido recurrente en su doble con-
dición de prevenido y propietario del vehículo que ocasionó el
accidente, al pago de esa suma a título de indemnización en
favor de la parte civil constituida, la Cámara a-qua hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

En cuanto al recurso de Casimiro Cruceta, parte civil
constituida:

Considerando. que Casimiro Cruceta, propone contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Unico
Medio: Violación a los artículos 1382 y siguientes del Código
Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, el recurrente alega en síntesis "que siendo Casimiro
Cruceta un comerciante y habiendo sufrido el carro de su
propiedad daños materiales cuantiosos que lo mantuvieron
paralizado durante 15 días, es por lo que consideramos
irrisoria la indemnización acordada en su sentencia, no
obstante el recibo de gastos que existe en el expediente,
razón por la cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que los Jueces del fondo son soberanos
para evaluar en esta materia, los daños, y fijar el monto de las
indemnizaciones que procedan en algunas partes de sus
conclusiones a menos que las mismas sean irrazonables, lo
que no ha sucedido en la especie, que por tanto el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que cuando las partes sucumben res-
pectivamente, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada, en atribuciones correccionales el
28 de marzo de 1977, por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Casa solamente en lo relativo a la pena impuesta al
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brado Casimiro Cruceta, sea rebajada a la suma de RDS300.03
(trescientos pesos oro); CUARTO: Confirma la sentencia
recurrida en los demás aspectos: QUINTO: Condena ál
nombrado Rafael D. Núñez Sosa y a la Compañía Nacional de
Seguros 'Unión de Seguros', C. por A., al pago de las costas
de su recurso de alzada",

En cuanto a los recursos de casación de Rafael Nuñez
Sosa y la Cía. Unión de Seguros. C. por A.

Considerando nue la Cía. Unión de Seguros, C. por A..
puesta en causa como aseguradora, no ha expuesto ni en
el momento de interponer su recurso ni posteriormente. los
medios en oue los tunda, como lo exige, a pena de nulidad, el
artículo 37 de la lev sobre Procedimiento de Casación, razón
por la cual procede declarar la nulidad del mismo y examinar
el recurso del prevenido:

Considerando. que la Cámara a-que, para declarar único
culpable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo
hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) oue el 24 de julio
de 1975, mientras el vehículo placa No. 132-739, propiedad de
Arturo T. Flosterson, conducido por Casimiro Cruceta, transi-
taba de Oeste a Este por la calle El Sol de Santiago de los Ca-
balleros, se produjo una colisión con el vehículo placa No.
210-450 conducido por su propietario Rafael D. Núñez Sosa,
asegurado con Póliza No. 411-92 de la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., el cual transitaba por la calle Capotillo, de la misma
ciudad, de Norte a Sur, resultando los vehículos con des-
perfectos; b) que el accidente se debió a la imprudencia de
Rafael D. Núñez Sosa, por no respetar un letrero de Pare que
existe en la conjunción de las calles mencionadas, transitando
él por una vía secundaria;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Rafael D. Núñez Sosa, el delito de violación al
artículo 74 letra (d) de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos, sancionado en el artículo 75 de la mencionada
ley con multa no menor de cinco ni mayor de 25 pesos; que al
condenar al prevenido recurrente a un mes de prisión
correccional, sanción de mayor gravedad a la establecida por
la ley, la Cámara a-qua incurrió en la violación a la misma y la

sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a la pena
Impuesta al prevenido recurrente;

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua, dio por
establecido, que el hecho del prevenido ocasionó al vehículo
propiedad de Casimiro Cruceta, constituido en parte civil, da-
ños materiales que evaluó en la suma de RD$300.00 pesos;
que al condenar al prevenido recurrente en su doble con-
dición de prevenido y propietario del vehículo que ocasionó el
accidente, al pago de esa suma a título de indemnización en
favor de la parte civil constituida, la Cámara a-qua hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

En cuanto al recurso de Casimiro Cruceta, parte civil
constituida:

Considerando, que Casimiro Cruceta, propone contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Único
Medio: Violación a los artículos 1382 y siguientes del Código
Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, el recurrente alega en síntesis "que siendo Casimiro
Cruceta un comerciante y habiendo sufrido el carro de su
propiedad daños materiales cuantiosos que lo mantuvieron
paralizado durante 15 días, es por lo que consideramos
irrisoria la indemnización acordada en su sentencia, no
obstante el recibo de gastos que existe en el expediente,
razón por la cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que los Jueces del fondo son soberanos
para evaluar en esta materia, los daños, y fijar el monto de las
indemnizaciones que procedan en algunas partes de sus
conclusiones a menos que las mismas sean irrazonables, lo
que no ha sucedido en la especie, que por tanto el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que cuando las partes sucumben res-
pectivamente, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada, en atribuciones correccionales el
28 de marzo de 1977, por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Casa solamente en lo relativo a la pena impuesta
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prevenio, la indicada sentencia, y envía el asunto así delimi-
tado por ante la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en las
mismas atribuciones; Tercero: Rechaza en sus demás as

pectos el recurso interpuesto por el prevenido Rafael D.
Núñez Sosa, contra la indicada sentencia; Cuarto: Rechaza
el recurso interpuesto por Casimiro Cruceta contra la
mencionada sentencia; Quinto: Compensa las costas civiles
entre las partes ; y Sexto: Declara las costas penales de
oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bai-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-

ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sino oada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo

4:
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1983 No. 67

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de
fecha 1 ro. de diciembre de 1977.

Materia. Correccional.

Recurrente 1s): Geronimo González y la Cía. 'Unión de
Seguros; C. por A.

Interviniente (s): Anton io Basora y Luisa Méndez.

Abogado (s): Dr. Gregorio de Js. Batista Gil.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de República, la Suprema Corte de Justicia,
tregularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo	 de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de agosto de 1983, años 140' de la 1n-

, dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
Pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gerónimo
González, dominicano, mayor de edad, cédula No. 29365,
serie 54, y la Cia. Unión de Seguros, C. por A., con asiento
social en esta ciudad, en la Av. 27 de Febrero No. 263, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de La Vega el lro. de diciembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguac'l de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República,
Vista el acta de los recursos de casación levantaaa en la

Secretaría de la Corte a-qua, de	 1 ro de diciembre de
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SENTENCIA DE FECHA 26 DF AGOSTO DEL 1983 No. 67

Sentencia impugnada. Corte de Apelación de La Vega, de
techa 1ro. de diciembre de 1977.

Materia. Correccional.

Recurrente (s): Gerommo González y la Cía. 'Unión de
Seguros; C. por A.

Interviniente (s): Anton i o Basora y Luisa Méndez.

Abogado (s): Dr. Gregorio de Js. Batista Gil.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de ia República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcác,er, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de agosto de 1983, años 140' de la In-
dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gerónimo
González, dominicano, mayor de edad, cédula No. 29365,
serie 54, y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., con asiento
social en esta ciudad, en la Av. 27 de Febrero No. 263, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de La Vega el 1ro. de diciembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguac*I de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República,
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de	 nu 1ro de diciembre de
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prevenio, la indicada sentencia, y envía el asunto así delimi-
tado por ante la Segunda Cámara Penal del Juzgado do
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en las
mismas atribuciones; Tercero: Rechaza en sus demás as
pectos el recurso interpuesto por el prevenido Rafael D.
Núñez Sosa, contra la indicada sentencia; Cuarto: Rechaza
el recurso interpuesto por Casimiro Cruceta contra la
mencionada sentencia; Quinto: Compensa las costas civiles
entre las partes ; y Sexto: Declara las costas penales de
oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bai-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea 9.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sino cada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo
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1977, a , requerimiento del abogado Dr. Ramón González
Hardy, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone, contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 7 de julio de
1980, suscrito por su abogado Dr. Gregorio de Jesús Batista
Gil, cédula No. 29612, serie 47, intervinientes que son Antonio
Basora, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, cédula
No. 32087, serie 47, domiciliado y residente en Río Verde,
sección del municipio de La Vega, y LuiSa Méndez,
dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos,
cédula No. 45221, serie 47, domiciliada y residente en Río
Verde, sección del municipio de La Vega;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto de 1383, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra dicha
Corte, conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando Ravelo de la Fuente, Leonte Alburquerque C., Luis
V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli•
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 664 de 1334 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1,
37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona result5 con
lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vaga, dictó en
fecha 3 de diciembre de 1376, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; y t) que sobre el recurso interpuesto contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente. "FALLN PRIMERO:
Declara regulares y válidos, en la Corma, los recursos de
apelación interpuestos por el prevenido y civilmente res-
ponsable Gerónimo González y la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia correccional No. 1422, de fecha
3 de diciembre de 1976. dictada por la Primera Cámara Penal
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, la cual tiene el dispositivo siguiente: FALLA:
PRIMERO: So descarga de toda responsabilidad penal a
Antonio Basora, prevenido da violar la Ley No. 241 por no
haber violado dicha Ley ni sus reglamentos, SEGUNDO: Se
declaran las costas de oficio; TERCERO: Se declara a
Gerónimo González, culpable de violar la Ley No. 241, en
perjuicio de Luisa Méndez y Antonio Basora y	 en
consecuencia se la condena al pago de una multa da
RD$10.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
se le condena al pago de las costas, CUARTO: Se acoge
como buena y válida, en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil formulada por los Sres. Luisa Méndez y Antonio
Basora, por mediación del Dr. Gregorio de Js. Batista G., en
contra de Gerónimo González y su aseguradora la Cía. de
seguros Unión de Seguros, C. por A.; QUINTO: En cuanto al
fondo se condena a Garónimo González al pago da las
siguientes indemnizaciones: RD$500.00 (Quinientos Pesos
Oro) en favor de Luisa Méndez, R0$300.00 (Trescientos
Pesos Oro) en favor de Antonio Basora, por los daños
morales, materiales y corporales; y RO$1,500.00 (Mil
Quinientos Pesos Oro) en favor de este último por los daños
ocasionados a su vehículo, al pago de los intereses legales da
esas sumas a partir de la demanda como indemnización
suplementaria; SEXTO: Se condena a Gerónimo González, al
pago de las costas civiles distrayendo las mismas en pro-
vecho del Dr. Gregorio de Js. Batista G., quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte; SEPTIM 0: Se pronuncia
el defecto en contra de la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
por no haber comparecido estando legalmente empiazada;
OCTAVO: Se declara la presente sentencia común y oponi-
ble a la Cía. Unión de Seguros, C por A., por haber sido
hechos de conformidad con la ley'; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto contra el prevenido y persona civilmente responsable
Gerónimo González y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por
no haber comparecido, no obstante haber sido citados
legalmente; TERCERO: La Corte modifica la decisión recurri-
da da la siguiente manera: a) declara culpable al prevenido
Gerónimo González de violar la Ley No. 241, en perjuicio de
Luisa Méndez y Antonio Basora y en consecuencia lo con-
dena al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro)
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; b) Declara
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1977, a requerimiento del abogado Dr. Ramón González
Hardy, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone, contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 7 de julio de
1983, suscrito por su abogado Dr. Gregorio de Jesús Batista
Gil, cédula No. 29612, serie 47, intervinientes que son Antonio
Basora, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, cédula
No. 32087, serie 47, domiciliado y residente en Río Verde,
sección del municipio de La Vega, y Luisa Méndez,
dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos,
cédula No. 45221, serie 47, domiciliada y residente en Río
Verde, sección del municipio de La Vega;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto de 1983, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Coste de Justicia, por medio del cual integra dicha
Corte, conjuntamente con los Magistrados Darío Ealcácer,
Fernando Ravelo de la Fuente, Leonte Alburquerque C., Luis
V. García de Peña, Hugo H. Coicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli.
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y t2 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1,
37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona result5 con
lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vaga, dictó en
fecha 3 de diciembre de 1376, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; y Ll que sobre el recurso interpuesto contra dicho
fallo intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente. "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos, en la forma, los recursos de
apelación interpuestos por el prevenido y civilmente res-
ponsable Gerónimo González y la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia correccional No. 1482, de fecha
3 de diciembre de 1976. dictada por la Primera Cámara Penal

del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, la cual tiene el dispositivo siguiente: FALLA:
PRIMERO: Se descarga de toda responsabilidad penal a
Antonio Basora, prevenido de violar la Ley No. 241 por no
haber violado dicha Ley ni sus reglamentos, SEGUNDO: Se
declaran las costas de oficio; TERCERO: Se declara a
Gerónimo González, culpable de violar la Ley No. 241, en
perjuicio de Luisa Mández y Antonio Basora y en
consecuencia se la condena al pago de una multa de
RD$10.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
se le condena al pago de las costas, CUARTO: Se acoge
como buena y válida, en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil formulada por los Sres. Luisa Mández y Antonio
Basora, por mediación del Dr. Gregorio de Js. Batista G., en
contra de Gerónimo González y su aseguradora 13 Cía. de
seguros Unión de Seguros, C. por A.; QUINTO: En cuanto al
fondo se condena a Gerónimo González al pago de las
siguientes indemnizaciones: RO$500.00 (Quinientos Pesos
Oro) en favor de Luisa Mández, R03300.00 (Trescientos
Pesos Orc) en favor de Antonio Basora, por los daños
morales, materiales y corporales; y 8031,500.00 (Mil
Quinientos Pesos Oro) en favor de esta último por los daños
ocasionados a su vehículo, al pago de los intereses legales de
esas sumas a partir de la demanda como indemnización
suplementaria; SEXTO: Se condena a Gerónimo González, al
pago de las costas civiles distrayendo las mismas en pro-
vecho del Dr. Gregorio de Ja. Batista G., quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte; SEPTIM 0: Sa pronuncia
el defecto en contra de la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
por no haber comparecido estando legalmente ernaiazada;
OCTAVO: Se declara la presente sentencia común y oponi-
ble a 13 Cía. Unión de Seguros, C por A., por haber sido
hechos de conformidad con la ley'; SEC UNOO: Pronuncia el
defecto contra el prevenido y persona civilmente responsable
Gerónimo González y 13 Cía. Unión de Seguros, C. por A., por
no haber comparecido, no obstante haber sido citados
legalmente; TERCERO: La Corta modifica la decisión recurri-
da de la siguiente manera: a) declara culpable al prevenido
Gerónimo González de violar la Ley No. 241, en perjuicio da
Luisa Mández y Antonio Basor3 y en consecuencia lo con-
dena al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pasos Oro)
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; b) Declara
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regular y válida en la forma la constitución en parte civil
hecha por Luisa Méndez y Antonio Basora, a través del Dr.
Gregorio de Js. Batista Gil, contra Gerónimo González en su
doble condición de prevenido y civilmente responsable y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A.; c) En cuanto al fondo,
condena a Gerónimo González, en su ya indicada calidad, al
pago de las indemnizaciones siguientes: 1) En favor de Luisa
Méndez, RDS500.00 (Quinientos Pesos Oro); 2) Para Antonio
Basora por las lesiones recibidas en el accidente RDS150 00
(Ciento Cincuenta Pesos Orol, y por los daños ocasionados a
su vehículo, en el accidente, una suma a justificar por estado,
al no tener esta Corte prueba fehaciente, de ninguna especie,
para fijar una suma concreta en este caso, y en cuanto a las
indemnizaciones fijadas, esta Corte estima que son las ajusta-
das para reparar los daños recibidos por dichas partes civiles;
y 3) Condena al pago de los intereses legales de las sumas
acordadas, como reparación a partir de la demanda, como
indemnización supletoria; d) Declara la presente sentencia
común y oponible a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.;
CUARTO: Condena a Gerónimo González en su condición
de prevenido al pago de las costas penales de esta alzada y
conjuntamente como civilmente responsable al pago de las
civiles, distrayéndolas en favor del Dr. Gregorio de Js. Batista
Gil, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso de la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., procede declarar la nulidad del mismo ya
que ni en el momento de declarar sus recursos ni pos-
teriormente ha expuesto los medios en que lo fundamenta
como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, por lo que se procede a examinar
el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a•qua, para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente y fallar como
lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo sliguiente: a) que el 26 de julio
de 1976, mientras Antonio Basora conducía el carro placa No.
208-137, transitando de Sur a Norte, por la carretera La Vega-
Moca, se produjo una colisión con el vehículo placa No. 519-
836, conducido por su propietario Gerónimo González,
asegurado con póliza No. 43495 de la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., auien transitaba en dirección contraria; t) con mo-

tivo del accidente resultaron	 lesionados Luisa Méndez y
Antonio Basora, la primera con golpes curables después de
10 días y antes de 20 días y el segundo curables antes de 10
días; c) que el accidente se debió a la imprudencia del pre-
venido Gerónimo González, por conducir su vehículo sin
tomar precauciones, ya que a la derecha del prevenido había
barricas llenas de agua, las cuales al evadirlas y por transitar a
una velocidad no moderada, dio un viraje violento y chocó
con el vehículo que transitaba en dirección contraria;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Gerónimo González el delito de golpes y heridas
por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por ese mismo
texto legal en la letra (b) con las penas de tres meses a un año
de prisión y multa de RDS150.00 a RDS300.00 cuando la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima para dedicarse a
su trabajo durare 10 días pero menos de veinte, como sucedió
en la especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS10.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Luisa
Méndez y Antonio Basora, constituidos en parte civil, daños
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intereses legales de las mismas, a
tulo de indemnización en favor de las personas constituidas
en parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Antonio Basora y Luisa Méndez, en los recursos de casación
interpuestos por Gerónimo González y la Unión de Seguros,•

C. por A., contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, el 1ro. de diciembre de 1977, por la Corte de
Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en

•	 '
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regular y válida en la forma la constitución en parte civil
hecha por Luisa Méndez y Antonio Basora, a través del Dr.
Gregorio de Js. Batista Gil, contra Gerónimo González en su
doble condición de prevenido y civilmente responsable y la
Cía. Unión de Seguros, C. por A.; c) En cuanto al fondo,
condena a Gerónimo González, en su ya indicada calidad, al
pago de las indemnizaciones siguientes: 1) En favor de Luisa
Méndez, RDS500.00 (Quinientos Pesos Oro); 2) Para Antonio
Basora por las lesiones recibidas en el accidente RDS150.00
(Ciento Cincuenta Pesos Oro), y por los daños ocasionados a
su vehículo, en el accidente, una suma a justificar por estado,
al no tener esta Corte prueba fehaciente, de ninguna especie,
para fijar una suma concreta en este caso, y en cuanto a las
indemnizaciones fijadas, esta Corte estima que son las ajusta-
das para reparar los daños recibidos por dichas panes civiles;
y 3) Condena al pago de los intereses legales de las sumas
acordadas, como reparación a partir de la demanda, como
indemnización supletoria; d) Declara la presente sentencia
común y oponible a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.;
CUARTO: Condena a Gerónimo González en su condición
de prevenido al pago de las costas penales de esta alzada y
conjuntamente como civilmente responsable al pago de las
civiles, distrayéndolas en favor del Dr. Gregorio de Js. Batista
Gil, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso de la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., procede declarar la nulidad del mismo ya
que ni en el momento de declarar sus recursos ni pos-
teriormente ha expuesto los medios en que lo fundamenta
como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, por lo que se procede a examinar
el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accederte y fallar como
lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 26 de julio
de 1976, mientras Antonio Basora conducía el carro placa No.
208-137, transitando de Sur a Norte, por la carretera La Vega-
Moca, se produjo una colisión con el vehículo placa No. 519-
836, conducido por su propietario Cerónimo González,
asegurado con póliza No. 43495 de la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., auien transitaba en dirección contraria; t con mo-

tivo del accidente resultaron lesionados Luisa Méndez y
Antonio Basora, la primera con golpes curables después de
10 días y antes de 20 días y el segundo curables antes de 10
días; c) que el accidente se debió a la imprudencia del pre-
venido Gerónimo González, por conducir su vehículo sin
tomar precauciones, ya que a la derecha del prevenido había
barricas llenas de agua, las cuales al evadirlas y por transitar a
una velocidad no moderada, dio un viraje violento y chocó
con el vehículo que transitaba en dirección contraria;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Gerónimo González el delito de golpes y heridas
por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por ese mismo
texto legal en la letra (b) con las penas de tres meses a un año
de prisión y multa de RD$150.00 a RDS300.00 cuando la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima para dedicarse a
su trabajo durare 10 días pero menos de veinte, como sucedió
en la especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS10.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Luisa
Méndez y Antonio Basora, constituidos en parte civil, daños
materiales y morales que evaluó en las sumas que constan en
el dispositivo de la sentencia impugnada; que al condenar a
Gerónimo González en su doble calidad de prevenido y
propietario del vehículo al pago de esas sumas más el de los
intereses legales de las mismas, a partir de la demanda, a tí-
tulo de indemnización en favor de las personas constituidas
en parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Antonio Basora y Luisa Méndez, en los recursos de casación
i nterpuestos por Gerónimo González y la Unión de Seguros,
C. por A., contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, el 1ro. de diciembre de 1977, por la Corte de
Apeiación de La Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en
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parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo el
recurso de la Cía. Unión de Seguros, C. por A.; Tercero:
Rechaza el recurso del prevenido y lo condena al pago de las
costas penales y civiles, ordenando la distracción de estas
últimas en favor del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, abogado
de los intervinientes, Quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad y las hace oponibles a la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., dentro de los términos de la póliza.

((FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1383 No. 68

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 5 de abril de 1373.

Materia: Correccional.

Recurrente	 Luis Ramón Estrella, Enrique Caraballo y/o
Rafael Caraballo y la Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña , y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de agosto de 1383, años 140' de la In-
dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, corlo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobro los recursos de casación interpuestos por Luis
Ramón Estrella, dominicano . mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado en la casa No. 58 de la calle España, de la ciudad
de Santiago, Enrique Caraballo yro Rafael Caraballo,
dommicanOS, mayores de edad, domiciliados en la seción
Canta la Piedra, municipio de Tamboril, provincia e San-
tiago, el primero con cédula No. 2171, serie 54. y Cía. de
Seguros Pepin, S.A., con su asiento social en la calle Res-

*	 tauración No. 122 de la ciudad de Sanuago; contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, el 5 de abril de
1979, por la Corte de Apelación del Departamento Judicial de
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno, en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
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parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo el
recurso de la Cía. Unión de Seguros, C. por A.; Tercero:
Rechaza el recurso del prevenido y lo condena al pago de las
costas penales y civiles, ordenando 13 distracción de estas
últimas en favor del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, abogado
de los intervinientes, Quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad y las hace oponibles a la Cía. Unión de Seguros,
C. por A., dentro de los términos de la póliza.

((FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pila.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1383 No. 68

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 5 de abril de 1379.

Materia: Correccional.

Recurrente (si: Luis Ramón Estrella, Enrique Caraballo y/o
Rafael Caraballo y la Cía. de Seguros Fepín, S.A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García
de Peña, Huso H. Coicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña.y Gustavo Gómez Ceara asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de 	 Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de agosto de 1983, años 140' de la In-
dependencia y 121' de la Restauración, dicte en audiencia
pública, corño Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis
Ramón Estrella, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado en la casa No. 58 de la calle España, de la ciudad
de Santiago, Enrique Caraballo	 Rafael Caraballo,
dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la seción
Canta la Piedra, municipio de Tamboril, provincia e San.
tiago, el primero con cédula No. 2171, serie 54, y Cía. de
Seguros Pepin, S.A., con su asiento social en la calle Res-
tauración No. 122 de la ciudad de Santiago; contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, el 5 de abril de
1979, por la Corte de Apelación del Departamento Judicial de
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno, en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
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Secretaria de la Corte a-qua el 18 de junio de 1979, a re-
querimiento del Dr. Berto Veloz, en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
siclente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría, en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii
berado y vistos los artículos 1383 del Código Civil, 1, 37 y
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en Ics
documentos a que ella se refiere, consta: al que con motive
de un accidente de tránsito, ocurrido en la ciudad de San
Hago, el 21 de julio de 1376, en el cual resultó una persona
con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó
9 de mayo de 1378, la sentencia en atribuciones correc
cionalese, cuyo dispositivo se inserta en el de la ahora im
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el
fallo ahora impugnado, con el siguiente dispositivo: "FALLA
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación in
terpuesto por el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, quien actúa a
nombre y representación de Luis Ramón Estrella, prevenido,
Enrique Caraballo, persona civilmente demandada y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia No. 23 Bis, de fecha 9
de mayo de 1978, dictada por la tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo es el siguiente: 'PRIMERO: Que debe
pronunciar, como al efecto pronuncia el Defecto contra el
nombrado Luis Ramón Estrella, de generales ignoradas, por
no haber comparecido estando legalmente citado; SEGUN-
DO: Que debe condenar, como al efecto condena, al
nombrado Luis Ramón Estrella, culpable de violar el art. 49 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito Terrestre de Vehículos de Mo-

tor, en consecuencia lo debe condenar y lo condena al pago
de una multa de RDS10.00 (Diez Pesos Orol, por el hecho
puesto a su cargo; TERCERO: Que debe declarar, como al
efecto declara buena y válida la Constitución en parte Civil
formulada por Rafael Antonio Moronta Almonte, por haberla
hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias
del procedimiento, en cuanto a la forma; CUARTO: En
cuanto al fondo debe condenar y condena a Luis Ramón
Estrella, como inculpado y Enrique Caraballo, en calidad de
persona civilmente responsable como comitente, al pago de
una indemnización de RDS600.00 (Seiscientos Pesos Oro),
en favor de Rafael Ant. Moronta como reparación de los da-
ños y perjuicios morales y corporales, experimentados por él,
como consecuencia de dicho accidente; QUINTO: Que debe
condenar como al efecto condena a Luis Ramón Estrella y
Enrique Caraballo, al pago de los intereses legales de la suma
acordada a partir de la demanda en Justicia y hasta la total
ejecución de la sentencia a título de indemnización
suplementaria; SEXTO: Que debe condenar, como al afecto
condena a Luis Ramón Estrella y Enrique Caraballo, al pago
de las costas con distracción de las mismas en provechio del
Dr. Clyde E. Rosario quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad; SEPTIMO: Que debe declarar como al efecto
declara, la presente sentencia, común, oponible y ejecutable

la Cia. de Seguros Pepín, S.A.; OCTAVO: Que debe
condenar, como al efecto condena a Luis Ramón Estrella, al
pago de las costas penales del procedimiento'; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Luis Ramón Estrella,
por no haber comparecido, no obstante estar legalmente ci-
tado; TERCERO: Modifica el Ordinal Segundo de la sen-
tencia recurrida, en el sentido de consignar que el prevenido
ha violado la letra (c) del art. 49 de la Ley No. 241, y no la letra
(a) del mismo artítulo, como indica el Ordinal de la sentencia
recurrida; CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus
demás aspectos; QUINTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales; SEXTO: Condena las personas civilmente
responsables, al pago de las costas civiles de esta instancia,
art provecho del Dr. Clyde E. Rosario, quien afirma estarlas
avanzadno en su totalidad;

Considerando, que Enrique Caraballo y/o Rafael Caraballo,
persona civilmente responsable, puesta en causa, y la Cía. de
Seguros Peráln, S.A., aseguradora también puesta en causa,
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Secretaría de la Corte a-qua el 18 de junio de 1979, a re-
querimiento del Dr. Berta Veloz, en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 25 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de 1,1

Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Pira y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri•
bunal, para completar la mayoría, en la deliberación y fallo diii
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1383 del Código Civil, 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, ocurrido en la ciudad de San-
tiago, el 21 de julio de 1376, en el cual resultó una persona
con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgad.:
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó
9 de mayo de 1378, la sentencia en atribuciones correc
cionalese, cuyo dispositivo se inserta en el de la ahora
pugr.ada; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino o
fallo ahora impugnado, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, quien actúa a
nombre y representación de Luis Ramón Estrella, prevenido,
Enrique Caraballo, persona civilmente demandada y Cia. de
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia No. 23 Bis, de fecha 9
de mayo de 1378, dictada por la tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo es el siguiente: 'PRIMERO: Que debe
pronunciar, como al efecto pronuncia el Defecto contra el
nombrado Luis Ramón Estrella, de generales ignoradas, por
no haber comparecido estando legalmente citado; SEG U N-
DO: Que debe condenar, como al efecto condena, al
nombrado Luis Ramón Estrella, culpable de violare! art. 49 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito Terrestre de Vehículos de Mo-
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tor, en consecuencia lo debe condenar y lo condena al pago
de una multa de RDS10.00 (Diez Pesos Oro), Dor el hecho
puesto a su cargo; TERCERO: Que debe declarar, como al
efecto declara buena .y válida la Constitución en parte Civil
formulada por Rafael Antonio Moronta Almonte, por haberla
hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias
del procedimiento, en cuanto a la forma; CUARTO: En
cuanto al fondo debe condenar y condena a Luis Ramón
Estrella, como inculpado y Enrique Caraballo, en calidad de
persona civilmente responsable como comitente, al pago de
una indemnización de RDS600.00 (Seiscientos Pesos Oro),
en favor de Rafael Ant. Moronta como reparación de los da-
ños y perjuicios morales y corporales, experimentados por él,
como consecuencia de dicho accidente; QUINTO: Que debe
condenar como al efecto condena a Luis Ramón Estrella y
Enrique Caraballo, al pago de los intereses legales de la suma

a partir de la demanda en Justicia y hasta la total
cieetición de la sentencia a título de indemnización
suplementaria; SEXTO: Que debe condenar, como al afecto
condena a Luis Ramón Estrella y Enrique Caraballo, al pago
de las costas con distracción de las mismas en provechio del
Dr. Clyde E. Rosario quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad; SEPTIMO: Que debe declarar como al efecto
declara, la presente sentencia, común, oponible y ejecutable
a la Cía. de Seguros Pepín, S.A.; OCTAVO: Que debe
condenar, como al efecto condena a Luis Ramón Estrella, al
pago de las costas penales del procedimiento'; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Luis Ramón Estrella,
por no haber comparecido, no obstante estar legalmente ci-
tado; TERCERO: Modifica el Ordinal Segundo de la sen-
tencia recurrida, en el sentido de consignar que el prevenido
ha violado la letra (c) del art. 49 de la Ley No. 241, y no la letra
(a) del mismo artítulo, como indica el Ordinal de la sentencia
recurrida; CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus
demás aspectos; QUINTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales; SEXTO: Condena las personas civilmente
responsables, al pago de las costas civiles de esta instancia,

provecho del Dr. Clvde E. Rosario, quien afirma estarlas
avanzadno en su totalidad;

Considerando, que Enrique Caraballo y/o Rafael Caraballo,
persona civilmente responsable, puesta en causa, y la Cía. de
Seguros Pepín, S.A., aseguradora también puesta en causa,
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no han expuestos ni en el momento de interponer sus
recursos, ni posteriormente, los medios en que los funda,
como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; que se procederá al examen del
recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua oara declarar culpable al
prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por establecido
mediante la ponderación de todos los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 2 de julio de 1976, mientras Luis
Ramón Estrella tenía el automóvil que conducía, placa No.
209-349, propiedad de Enrique Caraballo, estacionado en la
parada de vehículos de la Av. Imbert, denominada Los
Laureles, de la ciudad de Santiago, al ir a retirar la llave del
encendido del motor de dicho automóvil, se equivocó y lo
que hizo fue poner en funcionamiento la citada máquina, la
cual teniendo colocada un cambio para la marcha se precipitó
hacia adelante arrollando a Rafael Ant. Moronta Almonte,
cluicn se encontraba en frente, de piés, detrás del automóvil
que como chofer conducía, produciéndole lesiones que
curaron después de 10 y antes de 20 días; b) que el accidente
se debió a "que el prevenido fue torpe en la conducción del
vehículo, ya que al él encender su vehículo debió actuar en
forma adecuada a la capacidad que denota todo conductor";

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia, previstos y sancionados por el artículo 49 de
la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, en su letra
(c) con las penas de seis (6) meses a dos (2) años de prisión y
mu!ta de Cien Pesos Oro (RDS100.00) a Quinientos Pesos Oro
(RDS500.00), si el lesionado resultares enfermo o im
posibinado de dedicarse a su trabajo por 20 días o más, como
sucedió en la especie; que la Corte a-qua al confirmar la pena
de Dicz Pesos (RDS10.00) impuesta al prevenido recurrente
sin acoger circunstancias atenuantes, no obstante disponer el
texto legal aplicado en el caso, como mínimo, una sanción de
Cien Pesos IRD$100.00) faltó correctamente, ya que, al no
haber recurrido en apelación el representante del Ministerio
Público, no podía ella agravar la suerte de dicho procesado;
que en consecuencia, procede rechazar el recurso del pre-
venido;

Considerando. que. asimismo. la Corte a-qua dio por esta.

BOLETIN JUDICIAL	 2479

Mecido que el hecho del prevenido ocasionó a Rafael Ant.
Moronta Almonte, constituido en parte civil, daños y per-
juicios materiales y morales que evaluó en Seiscientos Pesos
pro (ROS600.00) más los intereses legales de la misma, todo a
título de indemnización; que al condenarlo en el aspecto civil
en la forma que lo hizo, aplicó correctamente el artículo 1383
del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

For tales motivos. Primero: Declara nulos los recursos de
Enrique Caraballo y/o Rafael Caraballo y Cía. de Seguros
pepín, S.A., contra la sentencia del 5 de abril de 1979, dictada
por la Corte do Apelación del Departamento Judicial de
Santiago. cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por
Luis Ramón Estrella, contra la misma sentencia y lo condena
el pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Coicochea
S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Cómez Ceara.- Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presenta sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ceneral, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo E
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no han expuestos ni en el momento de interponer sus
recursos, ni posteriormente, los medios en que los funda,
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mediante la ponderac:ón de todos los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 2 de julio de 1976, mientras Luis
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE AGOSTO DEL 1983 No. 69

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 17 de enero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ambiorix Estévez, Joaquín Sánchez y Cía.
Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Rosa Emilia Polanco.

Abogado (s): Dr. Clyde Eugenio Rosario.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ambiorix
Estévez, dominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, resi-
dente en la calle 2, sin número, Reparto Perelló, de Santiago,
cédula No. 63743, serie 31; Joaquín Sánchez, dominicano,
mayor de edad, residente en el kilómetro 1 y medio de la
carretera Duarte La Vega-Moca y por Cía. Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio social en la avenida 27 de Febrero
No. 263 de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 17 de
enero de 1979, por la Corte de Apelación de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dis positivo se co pia más

adelante;
O IH ^ al Alguacil de turno en la lectura del rol,
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Oída a la Dra. Luisa T. Jorge, en representación del Dr.
Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, abogado,
en la lectura de sus conclusiones, en representación de la
interviniente Rosa Emilia Polanco, dominicana, mayor de
edad, soltera, residente en la ciudad de Santiago, cédula No.
57080, serie 31;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del primero de
marzo de 1979, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
a requerimiento del Lic. José T. Gutiérrez, abogado, ac-
tuando en representación de los recurrentes; en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el escrito de la interviniente suscrito por su abogado
el 13 de junio de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 26 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en ta deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de San-
tiago, en el cual resultó muerta una persona, la Primera
Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, el 14 de
septiembre de 1977, en sus atribuciones correccionales, dictó
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice: "'FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación in-
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terpuesto por el Lic. José Tomás Gutiérrez, quien actúa a
nombre y representación del prevenido Ambiorix Estévez
prevenido y Joaquín Sánchez, persona civilmente res-
ponsable y la Cía. Nacional de Seguros, Unión de Seguros,
C. por A., contra sentencia correccional No. 599, de fecha ca-
torce (14) de septiembre del año mil novecientos setenta y
siete (1977), dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo es el siguiente: 'Primero: Declara al nombrado
Fabio Alberto Lazala, de generales anotadas, no culpable de
haber violado ninguna de las disposiciones de la Ley No. 241,
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, hecho puesto a s,,

cargo y en consecuencia se le descarga de toda res
ponsabilidad penal, por no haberse podido demostrar falta
alguna de su parte; Segundo: Declara al nombrado Ambiorix
Estévez, de generales anotadas, culpable de haber violado la
Ordenanza Municipal No. 346 del año 1963, que regula las
calles de preferencias en esta ciudad de Santiago; y los ar-
tículos 49 párrafo 1, 74 letra DI y 97 letra C) de la Ley No. 241,
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, hecho puesto a
cargo, en perjuicio del que en vida respondía al nombre do
Ne1 talí Almonte, y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de RDS100.00 (Cien Pesos oro) y a sufrir la pena
de un (1) mes de prisión correccional; Tercero: Se declaran
buenas y válidas, en cuanto a la forma, las constituciones en
panes civiles, hechas en audiencia por los señores: a) José
Almonte Peña, Mercedes Almonte Peña y Fernando G.
Almonte Peña, en sus calidades de hijos de la víctima, por
conducto de su abogado constituido y apoderado especial,
Dr. Nicolás Gómez, representado en audiencia por el Dr. José
Ramia Yapur; b) la constitución hecha por la señora Rosa
Emilia Polanco, quien actúa en su calidad de madre y tutora
legal de sus hijos menores Leonidas del Rosario, Ingrid
Eufemia, Arelis Mercedes y Manuela Altagracia, en contra de
los señores José Ambiorix Estévez (prevenido), Joaquín
Sánchez (persona civilemente responsable) y la Compañía
Nacional de Seguros Unión de Seguros, C. por A., asegura-
dora del vehículo que produjo el accidente, por órgano de su
abogado constituido y apoderado especial, Dr. Clyde Eugenio
Rosario, en cuanto al fondo, se condena a los señores
Ambiorix Estévez y Joaquín Sánchez, el primero por su falta
personal en el accidente y el segundo, como persona ci-

vilmente responsable al pago conjunto y solidario de una
indemnización de RDS8,000.00 (Ocho Mil Pesos Oro) en favor
de los señores José Manuel, Rafael Antonio Mercedes y
Fernando G. Almonte Peña, como reparación por los daños
morales y materiales experimentados por ellos a
consecuencia de la muerte de su padre, el señor Neftali
Almonte, en el indicado accidente; Quinto: Se condenan a
los señores Ambiorix Estévez y Joaquín Sánchez, al pago de
los intereses legales de la suma acordada a los indicados se-
iores José Manuel, Rafael Antonio, Mercedes y Fernando G.

Almonte Peña, a partir de Ii fecha de la demanda en justicia,
3 título de indemnización supletoria; Sexto: Se condenan a
os señores Ambiorix Estévez y Joaquín Sánchez, al pago de
una indemnización de RDS8,000.00 (Ocho Mil Pesos Oro), en
favor de la señora Rosa Emilia Polanco, en su calidad de ma-
dre y tutora legal de sus hijos menores Leonidas del Rosario,
Ingrid Eufemia, Arelis Mercedes y Marisela Altagracia, por los
daños y perjuicios sufridos por ellos, por la muerte de su

Neftali Almonte; Séptimo: Se condenan a los señores
:1/4mbiorix Estévez y Joaquín Sánchez, al pago de los intereses

, egales de la suma acordada a la señora Rosa E. Polanco, en
su expresada calidad, a panir de la fecha de la demanda en
justicia, y hasta la total ejecución de esta sentencia; Octavo:
Se declara la presente sentencia, común, oponible y eje-
cutable a la Compañía Nacional de Seguros, Unión de
Seguros, C. por A., teniendo contra ésta autoridad de cosa
luzgada; Noveno: Se condenan a los señores José Ambiorix
Estévez y Joaquín Sánchez, al pago de las costas civiles del
procedimiento con distracción de las mismas en favor de los
doctores José Ramia Yapur, Rafael Nicolás Gómez y Clyde
Eugenio Rosario, abogados constituidos ya referidos, quienes
afirman estarlas avanzando en su totalidad y Décimo: Se
condena al nombrado José Ambiorix Estévez, al pago de las
costas penales y las declara de oficio, en cuanto a Fabio A.
Lazala'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Ambiorix Estévez, por no haber comparecido a la
audiencia no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Modifica el Ordinal Segundo de la sentencia recurrida en el
sentido de reducir la pena impuesta al prevenido Ambiorix
Estévez, al pago de una multa de RDS60.00 (Sesenta Pesos
Orol, acogiendo en su favor amplias circunstancias ate-
nuantes; CUARTO: Confirma la sentencia recurrirla en sus
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dre Nef tali Almonte; Séptimo: Se condenan a los señores
Ambiorix Estévez y Joaquín Sánchez, al pago de los intereses
egales de la suma acordada a la señora Rosa E. Polanco, en

expresada calidad, a partir de la fecha de la demanda en
,Jsticia, y hasta la total ejecución de esta sentencia; Octavo:

declara la presente sentencia, común, oponible y eje-
( mable a la Compañía Nacional de Seguros, Unión de
Seguros, C. por A., teniendo contra ésta autoridad de cosa
luzgada; Noveno: Se condenan a los señores José Ambiorix
Estévez y Joaquín Sánchez, al pago de las costas civiles del
procedimiento con distracción de las mismas en favor de los
doctores José Ramia Yapur, Rafael Nicolás Gómez y Clyde
Eugenio Rosario, abogados constituidos ya referidos, quienes
afirman estarlas avanzando en su totalidad y Décimo: Se
condena al nombrado José Ambiorix Estévez, al pago de las
costas penales y las declara de oficio, en cuanto a Fabio A.
Lazala'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Ambiorix Estévez, por no haber comparecido a la
audiencia no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Modifica el Ordinal Segundo de la sentencia recurrida en el
sentido de reducir la pena impuesta al prevenido Ambiorix
Estévez, al pago de una multa de RDS60.00 (Sesenta Pesos
Oro), acogiendo en su favor amplias circunstancias ate-
nuantes; CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus
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demás aspectos; QUINTO: Condena al prevenido Ambiorix
Estévez, al pago de las costas penales; SEXTO : Condena a
las personas civilmente responsables, al pago de las costas
civiles de esta instancia, ordenando la distracción de las
mismas en favor de los Dres. Clydo Eugenio Rosario, Rafael
Nicolás Gómez y José Ramia Yapur, quienes afirman estarlas
avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes Joaquín Sánchez y la
Cía. Nacional de Seguros, Unión de Seguros, C. por A., ni al
momento oe interponer sus recursos, ni posteriormente, se-
ñalan los medios en que los fundamentan, como lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, y deben ser declarados nulos, por lo que se
examinará el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para condenar al pre-
venido Ambiorix Estévez y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio, regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 15 de junio de 1977, aproxima-
damente a las 8 de la noche el carro placa No. 122-981, transi-
taba por la calle General López de Santiago, conducido por
Fabio Alberto Lazala en dirección Norte-Sur, al cruzar la
intersección con la avenida Hermanas Mirabal, se produjo un
accidente con la camioneta placa No. 514-221 que transitaba
de Este a Oeste por esta última vía, conducida por el pre
venido Ambiorix Estévez; b) que a consecuencia del ac-
cidente Neftalí Almonte recibió golpes que le ocasionaron la
muerte; c) que la causa del accidente se debió a la im-
prudencia de Ambiorix Estévez, por no detenerse al llegar a la
intersección, no obstante existir un letrero aue dice- "ceda el
paso";

Considerando, que los hechos así establecidos constituyer
a cargo del prevenido el delito de homicidio por imprudencia
cometido con la conducción de un vehículo de motor, pre-
visto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos; sancionado en el inciso 1ro. de dicho texto
legal con prisión de dos a cinco años y multa de quinientos a
dos mil pesos; que al condenar la Corte a-qua al prevenido a
pagar sesenta pesos de multa, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, le apbcó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a las
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personas constituidas en parte civil daños y perjuicios ma-
teriales y morales que evaluó en la suma que se indica en el
dispositivo de la sentencia impugnada; que al condenar al
prevenido al pago de esa suma y pago de los i ntereses legales
sobre la mismas a partir de la demanda a título de in-
demnización en provecho de la parte civil constituida, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del articulo 1383 del
Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Rosa Emilia Polanco, en los recursos de casación in-
terpuestos por Ambiorix Estévez, Joaquín Sánchez y Compa-
ñía Nacional de Seguros, Union de Seguros, C. oor A., contra
la sentencia del 17 de enero de 1979, dictada, en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de.
casación interpuestos por Joaquín Sánchez y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación
del prevenido Ambiorix Estévez; Cuarto: Condena a Am-
biorix Estévez, al pago de las costas penales y a éste y a Joa-
quín Sánchez, al pago de las civiles, ordenando su distracción
en favor del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado de la in-
terviniente, por afirmar estarlas avanzando en su totalidad y
las declara oponibles a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerquo Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia na sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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demás aspectos; QUINTO: Condena al prevenido Ambiorix
Estévez, al pago de las costas penales; SEXTO: Condena a
las personas civilmente responsables, al pago de las costas
civiles de esta instancia, ordenando la distracción de las
mismas en favor de los Dres. 	 Eugenio Rosario, Rafael
Nicolás Gómez y José Ramia Yapur, quienes afirman estarlas
avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes Joaquín Sánchez y la
Cia. Nacional de Seguros, Unión de Seguros, C. por A., ni al
momento de interponer sus recursos, ni posteriormente, se-
ñalan los medios en que los fundamentan, como lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, y deben ser declarados nulos, por lo que se
examinará el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para condenar al pre-
venido Ambiorix Estévez y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio, regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 15 de junio de 1977, aproxima-
damente a las 8 de la noche el carro placa No. 122-981, transi-
taba por la calle General López de Santiago, conducido por
Fabio Alberto Lazala en dirección Norte-Sur, al cruzar la
Intersección con la avenida Hermanas Mirabal, se produjo un
accidente con la camioneta placa No. 514-221 que transitaba
do Este a Oeste por esta última vía, conducida por el pre
venido Ambiorix Estévez; b) que a consecuencia del ac-
cidente Neftalí Almonte recibió golpes que le ocasionaron I J

muerte; c) que la causa del accidente se debió a la im-
prudencia de Ambiorix Estévez, por no detenerse al llegar a la
intersección, no obstante existir un letrero oue dice- "ceda el
paso";

Considerando, que los hechos así establecidos constituyer
a cargo del prevenido el delito de homicidio por imprudencia
cometido con 13 conducción de un vehículo de motor, pre-
visto en el articulo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobro Tránsi-
to y Vehículos; sancionado en el inciso 1ro. de dicho texto
legal con prisión de dos a cinco años y multa de quinientos a
dos mil pesos; que al condenar la Corte a-qua al prevenido a
papar sesenta pesos de multa, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a las

personas constituidas en parte civil daños y perjuicios ma-
teriales y morales que evaluó en la suma que se indica en el
dispositivo de la sentencia impugnada; que al condenar al
prevenido al pago de esa suma y pago de los i ntereses legales
sobre la mismas a partir de la demanda a título de in-
demnización en provecho de la parte civil constituida, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Rosa Emilia Polanco, en los recursos de casación in-
terpuestos por Ambiorix Estévez, Joaquín Sánchez y Compa-
ñía Nacional de Seguros, Union de Seguros, C. oor A., contra
la sentencia del 17 de enero de 1979, dictada, en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de.
casación interpuestos por Joaquín Sánchez y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación
del prevenido Ambiorix Estévez; Cuarto: Condena a Am-
biorix Estévez, al pago de las costas penales y a éste y a Joa-
quín Sánchez, al pago de las civiles, ordenando su distracción
en favor del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado de la in-
terviniente, por afirmar estarlas avanzando en su totalidad y
las declara oponibles a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
dentro do los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia na sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE AGOSTO DEL 1983 No. 70

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 26 de octubre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente 1s): Ramón A. Vega Bernabel, Colón García y la
Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

Interviniente IshUres. Elpidio Jiménez y Rosa M. 'Chaín T.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Juccas Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón A.
Vega, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No. 37718, serie 2, residente en la sección El Tablado, San
Cristóbal, Bernabel Colón García, dominicano, mayor de
edad, casado, chofer, cédula No. 364, serie 98, residente en la
calle "4" s/n, barrio Enriquillo, Km. 9 1/2, autopista Duarte, y
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; José Vega,
dominicano, mayor de edad, con domicilio y residente en la
sección El Tablado, San Cristóbal, y la Unión de Seguros,
C. por A., con domicilio en la avenida 27 de Febrero No. 263,
ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales el 26 de octubre de 1976, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oídas las conclusiones del Dr. Porfirio chahín Tuma, abo-
i .do de los intervinientes Dres. Elpidio Jiménez y Rosa

laría Chain Tuma, dominicanos, mayores de edad, médicos,
asado y soltera, con cédulas Nos. 3227, serie 1ra., y 8188,
-rie 25, respectivamente, domiciliados en esta ciudad;

Oído el dictamen del Mag istrado Procurador General de la
;_pública;

Visto el escrito de defensa de los intervinientes, suscrito
por su abogado el 29 de mayo de 1980;

Vistas las actas de casación levantadas en la Secretaría de
la Corte a-qua del 29 de noviembre y 22 de diciembre de
1976, en las cuales no se proponen ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 29 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 1ro. de
junio de 1975, en el cual resultaron varias personas con
lesiones corporales y los vehículos envueltos en el mismo,
con desperfectos, la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 8 de enero de
1976, en sus atribuciones correccionales, la sentencia cuyo
dispositivo se inserta en el fallo de la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos, intervino la sentencia ahora
impugnada, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos en la forma los
recursos de apelación interpuestos; a) por la Dra. Honorinx
González Tirado, en representación de Ramón A. Vega,
Compañía Unión de Seguros, C. por A.; b) por el Dr. Luis E.
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gado de los intervinientes Dres. Elpidio Jiménez y Rosa
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ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
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dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 1ro. de
junio de 1975, en el cual resultaron varias personas con
lesiones corporales y los vehículos envueltos en el mismo,
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•	 Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 8 de enero de
1976, en sus atribuciones correccionales, la sentencia cuyo
dispositivo se inserta en el fallo de la ahora impugnada; b) que
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Compañía Unión de Seguros, C. por A.; b) por el Dr. Luis E.



2488 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 2489

Castillo Mejía, a nombre y representación de Bernabel Colón
García, dominicana, Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A. (Sedomca) en cuanto al aspecto civil y penal; c) por
el Dr. Porfirio Chahín Turna, a nombre y representación de los
Dres. Elpidio Jiménez y Rosa María Chaín Tuma, en el as-
pecto civil, contra sentencia correccional dictada por la
Séptima Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 8 de enero de 1976,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe
pronunciar y pronuncia el defecto contra los prevenidos
Ramón A. Vega y Bernabel Colón García, de generales ig-
noradas, por no haber comparecidos, no obstante haber sido
citados legalmente, y en consecuencia se declaran culpables
de haber violado los Arts. 49, Inciso (b) y 65 de la Ley No.
241, y en consecuencia se condenan a Quince Pesos Oro
(RD$15.00) de multa c/u y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; Segundo: Se des-
carga al coprevenido Rafael Elpidio Jiménez, por no haber
violado ninguna disposición de la Ley No. 241, y en cuanto a
la forma a éste se declaran las costas de oficio; Tercero:
Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil incoada por los señores Dres. Elpidio Jiménez
González y Rosa María Chaín Tuma, a través de su abogadc
Dr. Porfirio Chahín Tuma, por haber sido hecha de acuerdo a
la Ley, y en cuanto al fondo admite en parte dicha cons-
titución y condena a los señores Ramón A. Vega, Bernabel
Colón García y José Vega, al pago de las indemnizaciones
siguientes: a) a favor del Dr. Elpidio Jiménez González,
suma de Trescientos Pesos Oro (RD5300 00) más Cua-
trocientos Setenta y Seis Pesos con Veintiun Centavos
IRD$476.21) por los daños ocasionados a su vehículo, y a fa-
vor de la Dr. Rosa María Chaín Tuma la suma de Trescientos
Pesos Oro (RDS300.00) más los intereses legales de la primera
y última suma, a partir do la demanda hasta la ejecución de la
sentencia a título de indemnización complementaria, como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
por los demandantes; Cuarto: Condena a los señores Ramón
A. Vega, José Vega y Bernabel Colón García, persona
persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles,
con distracción y provecho del Dr. Porfirio Chahín Tuma,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Ordena que esta sentencia

le sea común, oponible y ejecutable a la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora de los
vehículos que ocasionaron el accidente; Por haber sido hecho
dentro de las prerrogativas legales; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto contra los prevenidos Ramón A. Vega y Bernabel
Colón García, por no haber comparecidos no obstante haber
sido legalmente citados y emplazados; TERCERO: Declara
regular y válida la constitución en parte civil incoada por los
Dres, Rafael Elpidio Jiménez y Rosa Maria Chaín Tuma; a)
contra José Véga y Ramón A. Vega; b) contra Bernabel
Colón García, por haber sido hecho de acuerdo con la Ley;
CUARTO: Revoca la sentencia recurrida el 18 de enero de
1976, do la Séptima Cámara Penal) en su Ordinal aro. y la
Corte por propia autoridad y contrario imperio. En cuanto al
fondo declara buena y válida la constitución en parte civil
incoada por los Dres. Rafael Elpidio Jiménez y Rosa María
Chaín Tuma; al contra Ramón A. Vega y José Vega; b)
contra Bernabel Colón García, por haber sido hechos dentro
de los preceptivo legales y en consecuencia: I.- Condena a
Ramón A. Vega y José Vega, al pago de las indemnizaciones
siguientes: a) la suma de RDS438.15, a favor del Dr. Rafael
Elpidio Jiménez, por los daños materiales sufridos por su
vehículo en el accidente; b) la suma de RDS300.00, a favor de
la Dra. Rosa María Chaín Tuma; c) la suma de RDS300.00, a
favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez G., por los daños morales
y materiale ssufridos por ellos, como parte civil constituida,
en el accidente; II.- Condena a Bernabel Colón García al pago
de las indemnizaciones siguientes: a) la suma de RDS438.15 a
favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez por los daños materiales
sufridos por su carro en el accidente; b) la suma de
RDS300 00 a favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez G.,
suma de RDS300.00 a favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez G.,
por los daños morales sufridos por c/u de ellos en el ac-
cidente, todo por considerar esta Corte, que están más en
armonía con los daños sufridos por las partes civiles;
QUINTO: Confirma la sentencia recurrida en sus demás
aspectos; OCTAVO: Declara esta sentencia común y oponi-
ble a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
por ser esta la Cía. aseguradora del vehículo, propiedad de
José Vega, uno de los vehículos que ocasionó el accidente,
en virtud de lo dispuesto por la Ley No. 4117, Art. 10 y fue
emplazada para esta audiencia; NOVENO: Declara esta
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le sea común, oponible y ejecutable a la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora de los
vehículos que ocasionaron el accidente; Por haber sido hecho
dentro de las prerrogativas legales; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto contra los prevenidos Ramón A. Vega y Bernabel
Colón García, por no haber comparecidos no obstante haber
sido legalmente citados y emplazados; TERCERO: Declara
regular y válida la constitución en parte civil incoada por los
Dres, Rafael Elpidio Jiménez y Rosa María Chaín Tuma; a)
contra José Vega y Ramón A. Vega; b) contra Bernabel
Colón García, por haber sido hecho de acuerdo con la Ley;
CUARTO: Revoca la sentencia recurrida el (8 de enero de
1976, de la Séptima Cámara Penal) en su Ordinal 3ro. y la
Corte por propia autoridad y contrario imperio. En cuanto al
fondo declara buena y válida la constitución en parte civil
incoada por los Dres. Rafael Elpidio Jiménez y Rosa María
Chaín Tuma; al contra Ramón A. Vega y José Vega; b)
contra Bernabel Colón García, por haber sido hechos dentro
de los preceptivo legales y en consecuencia: I.- Condena a
Ramón A. Vega y José Vega, al pago de las indemnizaciones
siguientes: a) la suma de RD$438.15, a favor del Dr. Rafael
Elpidio Jiménez, por los daños materiales sufridos por su
vehículo en el accidente; b) la suma de RIDS300.00, a favor de
la Dra. Rosa María Chaín Tuma; c) la suma de RDS300 00, a
favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez G., por los daños morales
y materiale ssufridos por ellos, como parte civil constituida,
en el accidente; II.- Condena a Bernabel Colón García al pago
de las indemnizaciones siguientes: a) la suma de RDS438.15 a
favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez por los daños materiales
sufridos por su carro en el accidente; b) la suma 	 de
RDS300 00 a favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez G.,

• suma de RDS300 00 a favor del Dr. Rafael Elpidio Jiménez G.,
por los daños morales sufridos por c/u de ellos en el ac-
cidente, todo por considerar esta Corte, que están más en
armonía con los daños sufridos por las partes civiles;
QUINTO: Confirma la sentencia recurrida en sus demás
aspectos; OCTAVO: Declara esta sentencia común y oponi-
ble a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
por ser esta la Cfa. aseguradora del vehículo, propiedad de
José Vega, uno de los vehículos que ocasionó el accidente,
en virtud de lo dispuesto por la Ley No. 4117, Art. 10 y fue
emplazada para esta audiencia; NOVENO: Declara esta
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Castillo Mejía, a nombre y representación de Bernabel Colón
García, dominicana, Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A. I Sedomca) en cuanto al aspecto civil y penal; c) por
el Dr. Porfirio Chahín Tuma, a nombre y representación de los
Dres. Elpidio Jiménez y Rosa María Chaín Tuma, en el as-
pecto civil, contra sentencia correccional dictada por la
Séptima Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 8 de enero de 1976,
cuyo dispositivo	 dice así: 'Falla: Primero: Que debe
pronunciar y pronuncia el defecto contra los prevenidos
Ramón A. Vega y Bernabel Colón García, de generales ig-
noradas, por no haber comparecidos, no obstante haber sido
citados legalmente, y en consecuencia se declaran culpables
de haber violado los Arts. 49, Inciso (b) y 65 de la Ley No.
241, y en consecuencia se condenan a Quince Pesos Oro
(RDS15.00) de multa c/u y al pago de las costas penales,
acogiendo circunstancias atenuantes; Segundo: Se des-
carga al coprevenido Rafael Elpidio Jiménez, por no haber
violado ninguna disposición de la Ley No. 241, y en cuanto a
la forma a éste se declaran las costas de oficio; Tercero:
Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil incoada por los señores Dres. Elpidio Jiménez
González y Rosa María Chaín Tuma, a través de su abogadc
Dr. Porfirio Chahín Tuma, por haber sido hecha de acuerdo a
la Ley, y en cuanto al fondo admite en parte dicha cons-
titución y condena a los señores Ramón A. Vega, Bernabel
Colón García y José Vega, al pago de las indemnizaciones
siguientes: a) a favor del Dr. Elpidio Jiménez González, le
suma de Trescientos Pesos Oro (RDS300.00) más Cua-
trocientos Setenta y Seis Pesos con Veintiun Centavos
(RDS476.21) por los daños ocasionados a su vehículo, y a fa-
vor de la Dr. Rosa María Chaín Tuma la suma de Trescientos
Pesos Oro IRDS300.00) más los intereses legales de la primera
y última suma, a partir de la demanda hasta la ejecución de la
sentencia a título de indemnización complementaria, como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
por los demandantes; Cuarto: Condena a los señores Ramón
A. Vega, José Vega y Bernabel Colón García, persona
persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles,
con distracción y provecho del Dr. Porfirio Chahin Tuma,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Ordena Que esta sentencia
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sentencia común y oponible a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A. (Sedomca), por ser esta la entidad
aseguradora del vehículo propiedad de Bernabel Colón
García, uno de los que causó el accidente que nos ocupa, y
en virtud al artículo 10 de la Ley No. 4117; y que esta com-
pañía fue emplazada para esta audiencia; SEXTO: Condena a
Bernabel Colón García al pago de las costas penales y civiles
de la alzada, con distracción de las civiles en provecho del Dr.
Porfirio Chahín Turna, abogado de las partes civiles, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SÉPTIMO: Con-
dena a Ramón A. Vega y José Vega al pago de las costas
penales y civiles con distracción de las civiles en provecho del
Dr. Porfirio Chahín Tuma, abogado que afirma haberlas avan-
zado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes José Vega, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa y las Compañías de
Seguros también puestas en causa, Dominicana de Seguros,
C. por A., y Unión de Seguros, C. por A., no han expuestos ni
en el momento de interponer sus recursos, ni posteriormente,
los medios en que los fundan, como lo exige, a pena de nuli-
dad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
por lo que se procederá al examen de los recursos de los pre-
venidos; -

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpables
a los prevenidos Ramón A. Vega y Bernabel Colón García, y
tallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a)
que el 1ro. de junio de 1975, mientras Ramón A. Vega
conducía por la avenida Luperón de esta ciudad, de Norte a
Sur, la camioneta placa No. 525-184, propiedad de José
Vega, asegurada con la Cía. Unión de Seguros, C. por A., y
Bernabel Colón García, transitaba en el carro placa No. 204-
635, de su propiedad, asegurado con la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., por la antigua carretera
Duarte, de Oeste a Este, en la intersección de las men-
cionadas vías se produjo entre ambos vehículos una colisión,
a consecuencia de la cual la camioneta conducida por Ramón
A. Vega, chocó también con el carro placa No. 115-997,
propiedad del Dr. Rafael Elpidio Jiménez González que se
encontraba estacionado en dirección Norte-Sur, sobre la Av.
Luperón, resultando éste y la Dra. Rosa Chaín Tuma con

lesiones corporales que curaron despues de diez y antes de 20
días; b) que el accidente se debió a faltas cometidas por los
conductores Ramón A. Vega y Bernabel Colón Carcía,
consistentes en conducir sus vehículos de manera des-
cuidada y atolondrada, despreciando desconsiderablemente
los derechos y la seguridad de otras personas;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia, previstos en el artículo 49 y san-
cionado por el mismo en su letra (b), de la Ley No. 241 sobre
Tránsito y Vehículos de 1967, los que conllevan la pena de
tres (3) meses a un año 11) de prisión y multa de RDS50.00 a
RD$300.00, si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado
de dedicarse a su trabajo por diez 110) días o más, pero menos
de veinte 120), como ocurrió en la especie; que al condenar a
los prevenidos al pago de una multa de Quince Pesos
(RDS15.00), acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua les aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que,	 Corte a-qua dio por esta-
blecido, que los hechos de los prevenidos recurrentes
ocasionaron a los Dres. Rafael Elpidio Jiménez González y
Rosa María Chain Tuma, constituidos en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales que evaluó en las sumas fi-
jadas en el dispositivo del fallo impugnada; que, en la especie,
al condenarlos al pago de dichas sumas la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés de los prevenidos, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
los Dres. Rafael Elpidio Jiménez González y Rosa María Chaín
Tuma, en los recursos de casación interpuestos por Ramón
A. Vega, Bernabel Colón García, José Vega, Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada el 26 de octubre de 1976
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
Positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulos los recursos de José Vega, la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra la indicada sentencia; Tercero:
Rechaza los recursos de casación interpuestos por Ramón A.
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sentencia común y oponible a la Compañía Dominicana
Seguros, C. por A. (Sedomca), por ser esta la entid„
aseguradora del vehículo propiedad de Bernabel Cola
García, uno de los que causó el accidente que nos ocupa, y
en virtud al artículo 10 de la Ley No. 4117; y que esta com-
pañía fue emplazada para esta audiencia; SEXTO: Condena a
Bernabel Colón García al pago de las costas penales y civiles
de la alzada, con distracción de las civiles en provecho del Dr.
Porfirio Chahín Tuma, abogado de las partes civiles, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SÉPTIMO: Con-
dena a Ramón A. Vega y José Vega al pago de las costas
penales y civiles con distracción de las civiles en provecho del
Dr. Porfirio Chahín Tuma, abogado que afirma haberlas avan-
zado en su totalidad-;

Considerando, que los recurrentes José Vega, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa y las Compañías de
Seguros también puestas en causa, Dominicana de Seguros,
C. por A., y Unión de Seguros, C. por A., no han expuestos ni
en el momento de interponer sus recursos, ni posteriormente,
los medios en que los fundan, como lo exige, a pena de nuli-
dad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
por lo que se procederá al examen de los recursos de los pre-
venidos;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpables
a los prevenidos Ramón A. Vega y Bernabel Colón García, y
fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pon-
deración do los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a)
que el 1ro. de junio de 1975, mientras Ramón A. Vega
conducía por la avenida Luperón de esta ciudad, de Norte a
Sur, la camioneta placa No. 525984, propiedad de José
Vega, asegurada con la Cía. Unión de Seguros, C. por A., y
Bernabel Colón García, transitaba en el carro placa No. 204-
635, de su propiedad, asegurado con la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., por la antigua carretera
Duarte, de Oeste a Este, en la intersección de las men-
cionadas vías se produjo entre ambos vehículos una colisión,
a consecuencia de la cual la camioneta conducida por Ramón
A. Vega, chocó también con el carro placa No. 115-997,
propiedad del Dr. Rafael Elpidio Jiménez González que se
encontraba estacionado en dirección Norte-Sur, sobre la Av.
Luperón, resultando éste y la Dra. Rosa Chaín Tuma con

lesiones corporales que curaron despues de diez y antes de 20
días; b) que el accidente se debió a faltas cometidas por los
conductores Ramón A. Vega y Bernabel Colón García,
consistentes en conducir sus vehículos de manera des-
cuidada y atolondrada, despreciando desconsiderablemente
los derechos y la seguridad de otras personas;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia, previstos en el artículo 49 y san-
cionado  por el mismo en su letra (b), de la Ley No. 241 sobre
Tránsito y Vehículos de 1967, los que conllevan la pena de
tres (3) meses a un año 11) de prisión y multa de RDS50.00 a
RDS300.00, si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado
de dedicarse a su trabajo por diez 110) días o más, pero menos
de veinte 120), como ocurrió en la especie; que al condenar a
los prevenidos al pago de una multa de Quince Pesos
(RDS15.00), acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-gua les aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido, que los hechos de los prevenidos recurrentes
ocasionaron a los Dres. Rafael Elpidio Jiménez González y
Rosa María Chaín Tuma, constituidos en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales que evaluó en las sumas fi-
jadas en el dispositivo del fallo impugnada; que, en la especie,
al condenarlos al pago de dichas sumas la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés de los prevenidos, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
los Dres. Rafael Elpidio Jiménez González y Rosa María Chain
Tuma, en los recursos de casación interpuestos por Ramón
A. Vega, Bernabel Colón García, José Vega, Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada el 26 de octubre de 1976
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulos los recursos de José Vega, la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra la indicada sentencia; Tercero:
R echaza los recursos de casación interpuestos por Ramón A.
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Vega y Bernabel Colón Garcia, y los condena al pago de las
costas penales, y a éstos y a José Vega, al pago de las costas
civiles, las que se distraen en favor del Dr. Porfirio Chahín
Turna, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las
hace oponibles a las mencionadas compañías aseguradoras,
dentro de los términos de las pólizas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
iurquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo 1-1.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia na Si(10 aada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General; que
Certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.

I'
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE AGOSTO DEL 1983 No. 71 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 3 de agosto de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Miguel Ramón Lora y Cía. de Seguros Pepín,
S.A.

Abogado (s): Dr. Servio Tulio Almánzar F.

Interviniente (s): Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina
Maduro.

Abogado (s): Dr. Jesús Pérez de la Cruz.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, de Guzmán,

,	 Distrito Nacional, hoy día 29 de agosto de 1983, años 140' ders'	 la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel
Ramón Lora Reyes, dominicano, mayor de edad, empleado
privado, domiciliado y residente en esta ciudad, en la calle
Albert Thomas No. 81, cédula No. 136104, serie 1ra., y la Cía.
de Seguros Peptn, S.A., con asiento social en la calle Mer-
cedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la

• i u:::	 sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 3 de
agosto de 1981, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Vega y Bernabef Colón Garcia, y los condena al pago de las
costas penales, y a éstos y a José Vega, al pago de las costas
civiles, las que se distraen en favor del Dr. Porfirio Chahín
Tuma, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las
hace oponibles a las mencionadas compañías aseguradoras,
dentro de los términos de las pólizas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
Jurquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia na stao aada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General; que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE AGOSTO DEL 1983 No. 71

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 3 de agosto de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Miguel Ramón Lora y Cía. de Seguros Pepín,
S.A.

Abogado (s): Dr. Servio Tulio Almánzar F.

Interviniente (s): Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina
Maduro.

Abogado (s): Dr. Jesús Pérez de la Cruz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis

1411 Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel
Ramón Lora Reyes, dominicano, mayor de edad, empleado
privado, domiciliado y residente en esta ciudad, en la calle
Albert Thomas No. 81, cédula No. 136104, serie 1ra., y la Cía.
de Seguros Pepín, S.A., con asiento social en la calle Mer-
cedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 3 de
agosto de 1981, por la Corte de Apelación de Sante
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 7 de septiembre de 1981, a re-
querimiento del Dr. Servio Tulio Almánzar, en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 4 de
mayo de 1983, suscrito por el Dr. Servio Tulio Almánzar, cé-
dula No. 55678, serie 1ra., en el cual se proponen contra la
sentencia impugnada los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes Víctor Ignacio Espinal
Cerda y Ana Vitalina Maduro, casado, empleado privado, el
primero, empleada privada, la segunda, cédulas Nos. 178141
y 140742, serie 1ra., respectivamente, del 9 de mayo de 1983,
suscrito por su abogado Dr. Jesús Pérez de la Cruz, cédula
No. 7848, serie 5;

Visto el auto dictado en techa 26 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la mayoría, en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultó muerta una
persona, la Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 18 de septiembre de
1979, una sentencia, cuyo dispositivo se copa más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regulares- y válidos en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos: al

por el Dr. Servio Tulio Almánzar, en fecha 30 de noviembre
de 1979, a nombre y representación del prevenido Miguel R.
Lora Reyes, y Compañía de Seguros Pepín, S.A.; y b) por el
Dr. Jesús Pérez Cruz, en fecha 18 de diciembre de 1979, a
nombre y representación del Víctor L. Espinal y Ana V. Ma-
duro, parte civil constituida, contra sentencia de fecha 18 de
septiembre de 1979, dictada por la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al prevenido
Miguel Ramón Lora Reyes, dominicano, mayor de edad,
portador de la cédula de identidad personal No. 136104, serie
1ra., domiciliado y residente en la calle Albert Thomas No. 81,
ciudad, culpable de violación al art. 49 parte infine, de la Ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículos (causarle la muerte en
forma involuntaria, a quien en vida respondió al nombre de
Cinthia Victoria Maduro), y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de RD$300.00 (Trescientos Pesos Oro),
acogiendo circunstancias atenuantes y al pago de las costas;
Segundo: Se declara buena y válida, en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha en audiencia por los señores
Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, en su
condición de padres y tutores legales de la menor fallecida,
Cinthia Victoria Espinal Maduro, por mediación de sus abo
gados constituidos Dres. Jesús Pérez de la Cruz y
Herasmo Dagoberto Vargas Alonzo, contra Miguel Ramón
Lora Reyes, prevenido y persona civilmente responsable, por
haber sido hecha de conformidad con la Ley, y en cuanto al
fondo, se condena a Miguel Ramón Lora Reyes, en su ya
expresada calidad, al pago de una indemnización de
RDS8,000.00 (Ocho Mil Pesos Oro) en favor de los señores
Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por ellos con motivo de la muerte de su hija
menor de edad, Cinthia Victoria Espinal Maduro, en el ac-
cidente; al pago de los intereses legales de dicha suma, a
contar de la fecha de la demanda, a título de indemnización
supletoria, y, al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho de los Dres. Jesús Pérez de la Cruz y
Herasmo Dagoberto Vargas Alonzo, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte; y Tercero: Se declara la
presente sentencia común y oponible en su aspecto civil a la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del

li
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 7 de septiembre de 1981, a re-
querimiento del Dr. Servio Tulio Almánzar, en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 4 de
mayo de 1983, suscrito por el Dr. Servio Tulio Almánzar, cé-
dula No. 55678, serie 1ra., en el cual se proponen contra la
sentencia impugnada los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes Víctor Ignacio Espinal
Cerda y Ana Vitalina Maduro, casado, empleado privado, el
primero, empleada privada, la segunda, cédulas Nos. 178141
y 140742, serie ira., respectivamente, del 9 de mayo de 1983,
suscrito por su abogado Dr. Jesús Pérez de la Cruz, cédula
No. 7848, serie 5;

Visto el auto dictado en techa 26 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la mayoría, en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultó muerta una
persona, la Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 18 de septiembre de
1979, una sentencia, cuyo dispositivo se copa más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos: al

por el Dr. Servio Tulio Almánzar, en fecha 30 de noviembre
de 1979, a nombre y representación del prevenido Miguel R.
Lora Reyes, y Compañía de Seguros Pepín, S.A.; y b) por el
Dr. Jesús Pérez Cruz, en fecha 18 de diciembre de 1979, a
nombre y representación del Víctor L. Espinal y Ana V. Ma-
duro, parte civil constituida, contra sentencia de fecha 18 de
septiembre de 1979, dictada por la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al prevenido
Miguel Ramón Lora Reyes, dominicano, mayor de edad,
portador de la cédula de identidad personal No. 136104, serie
tra., domiciliado y residente en la calle Albert Thomas No. 81,
ciudad, culpable de violación al art. 49 parte infine, de la Ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículos (causarle la muerte en
forma involuntaria, a quien en vida respondió a! nombre de
Cinthia Victoria Madurol, y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de RDS300.00 (Trescientos Pesos Oro),
acogiendo circunstancias atenuantes y al pago de las costas;
Segundo: Se declara buena y válida, en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha en audiencia por los señores
Victor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, en su
condición de padres y tutores legales de la menor fallecida,
Cinthia Victoria Espinal Maduro, por mediación de sus abo
gados constituidos Dres. Jesús Pérez de la Cruz y
Herasmo Dagoberto Vargas Alonzo, contra Miguel Ramón
Lora Reyes, prevenido y persona civilmente responsable, por
haber sido hecha de conformidad con la Ley, y en cuanto al
fondo, se condena a Miguel Ramón Lora Reyes, en su ya
expresada calidad, al pago de una indemnización de
RDS8,000.00 (Ocho Mil Pesos Oro) en favor de los señores
Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por ellos con motivo de la muerte de su hija
menor de edad, Cinthia Victoria Espinal Maduro, en el ac-
cidente; al pago de los intereses legales de dicha suma, a
contar de la fecha de la demanda, a título de indemnización

presente sentencia común y oponible en su aspecto civil a la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del

supletoria, y, al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho de los Dres. Jesús Pérez de la Cruz y
Herasmo Dagoberto Vargas Alonzo, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte; y Tercero: Se declara la
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vehículo causante del accidente, de conformidad con el art.
10 Mod. de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor.- Por haber sido hechos de acuerdo con
las formalidades legales";; SEGUNDO: En cuanto al fondo,
se confirma en todas sus panes la sentencia apelada, por ser
justa en el fondo y reposar sobre base legal; TERCERO:
Condena a Miguel R. Lora Reyes, en su doble calidad de pre-
venido y persona civilmente responsable, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Jesús Pérez de la Cruz, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara
la presente sentencia común, oponible y ejecutable a la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., en su condición de en-
tidad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta o insuficiencia de motivos. Violación
del artículo 163 del Código de Procedimiento Criminal.- Falta
de base legal; Segundo Medio: Violación al articulo 141 del
Código de Procedimiento Civil. Violación del artículo 1315 del
Código Civil. Falta de motivos. Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación, que se reúnen para su examen, los recurrentes
alegan en síntesis: a) que la Corte a-qua no da en su senten-
cia los motivos que justifiquen la condenación del prevenido
ni la misma contiene una relación de los hechos que permita a
esta Suprema Corte verificar si la ley ha sido bien aplicada;
que los Jueces no ponderaron debidamente la conducta del
prevenido y de la víctima en el momento del accidente, que
de haberlo hecho, sobre todo con la conducta de la víctima,
pudo eventualmente haber conducido a una solución distinta;
b) que la Corte a-qua al no ponderar la conducta de la víctima
concedió una indemnización a la parte civil constituida que
carece de motivación lo que no permite verificar si el monto
de la misma se ajusta a la ley, que además de la sentencia
impugnada se han desnaturalizado los hechos y la misma de-
be ser casada por los vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra a)
que la Corte a-qua, para declarar único culpable al prevenido
recurrente y fallar como lo hizo, dio por establecido mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente administrados en la instrucción de la cause, lo

siguiente: a) que el 24 de diciembre de 1978, mientras Miguel
Ramón Lora Reyes conducía el carro placa No. 118-889 de su
propiedad, asegurado con Póliza No. A-1725-CS de la
Compañía de Seguros Pepfn, S.A., transitando de Sur a Nor-
te por. la calle Enriquillo de esta ciudad, atropelló a.la menor
Cinthia Victoria Espinal Maduro, produciéndole lesiones que
le ocasionaron la muerte; b) que el accidente se debió a la
imprudencia del prevenido Lora Reyes, ya que no obstante
haber visto varios niños jugando frente al.lugar del hecho, no
redujo la velocidad ni tomó las precauciones de lugar para
evitar el mismo;

Considerando, que como se advierte por lo antes expuesto,
contrariamene a lo sostenido por los recurrentes, la Corte a-
gua sf ponderó la conducta de la víctia, al declarar único
culpale del accidente al prevenido recurrente; que además,
.la sentencia impugnada contiene una relación completa de
-los hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentes que
iustifican su dispositivo, que han permitido a esta Suprema
Corte verificar, que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la ley; razón por la cual el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegado contenido en la letra b)
que como se ha expresado anteriormente la Corte a-qua
ponderó la conducta de la víctima y para fijar el monto de la
indemnización dio el motivo siguiente: "Que el hecho an-
tijurídico cometido por el prevenido Miguel Ramón Lora
Reyes le ha producido a Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana
Vitalina Maduro, parte civil constituida, daños y perjuicios
morales y materiales, por la muerte de su hija menor de edad
Cinthia Victoria Espinal Maduro, cuyo monto aprecia esta
Corte en la suma de Ocho Mil Pesos Oro IRDS8,000.00), por
ser justa y razonable, tal y como fue fijada por el Tribunal a-
quo"; que al finar esa indemnización de acuerdo a su poder
soberano de apreciación cuyo monto no es irrazonable a
juicio de esta Suprema Corte, procede también desestimar el
medio que se examina por carecer de fundamento;

Considerando, que los hechos dados por establecidos
constituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito de
homicidio por imprudencia, ocasionado con la conducción de
un vehículo de motor, previsto y sancionado en el inciso 1°
del artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, con las penas de dos a cinco años de prisión y
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vehículo causante del accidente, de conformidad con el art.
10 Mod. de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor.- Por haber sido hechos de acuerdo con
las formalidades legales";; SEGUNDO: En cuanto al fondo,
se confirma en todas sus partes la sentencia apelada, por ser
justa en el fondo y reposar sobre base legal; TERCERO:
Condena a Miguel R. Lora Reyes, en su doble calidad de pre-
venido y persona civilmente responsable, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Jesús Pérez de la Cruz, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara
la presente sentencia común, oponible y ejecutable a la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., en su condición de en-
tidad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia irnpugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta o insuficiencia de motivos. Violación
del articulo 163 del Código de Procedimiento Criminal.- Falta
de base legal; Segundo Medio: Violación al artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil. Violación del artículo 1315 del
Código Civil. Falta de motivos. Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación, que se reúnen para su examen, los recurrentes
alegan en síntesis: a) que la Corte a-qua no da en su senten-
cia los motivos que justifiquen la condenación del prevenido
ni la misma contiene una relación de los hechos que permita a
esta Suprema Corte verificar si la ley ha sido bien aplicada;
que los Jueces no ponderaron debidamente la conducta del
prevenido y de la víctima en el momento del accidente, que
de haberlo hecho, sobre todo con la conducta de la víctima,
pudo eventualmente haber conducido a una solución distinta;
b) que la Corte a-qua al no ponderar la conducta de la víctima
concedió una indemnización a la parte civil constituida que
carece de motivación lo que no permite verificar si el monto
de la misma se ajusta a la ley, que además de la sentencia
impugnada se han desnaturalizado los hechos y la misma de-
be ser casada por los vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra a)
que la Corte a-qua, para declarar único culpable al prevenido
recurrente y fallar como lo hizo, dio por establecido mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo

siguiente: a) que el 24 de diciembre de 1978, mientras Miguel
Ramón Lora Reyes conducía el carro placa No. 118-889 de su
propiedad, asegurado con Póliza No. A-1725-CS de la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., transitando de Sur a Nor-
te por la calle Enriquillo de esta ciudad, atropelló a.la menor
Cinthia Victoria Espinal Maduro, produciéndole lesiones que
le ocasionaron la muerte; b) que el accidente se debió a la
imprudencia del prevenido Lora Reyes, ya que no obstante
haber visto varios niños jugando frente al.lugar del hecho, no
redujo la velocidad ni tomó las precauciones de lugar para
evitar el mismo;

Considerando, que como se advierte por lo antes expuesto,
contrariamene a lo sostenido por los recurrentes, la Corte a-
qua sí ponderó la conducta de la víctia, al declarar único
culpa l e del accidente al prevenido recurrente; que además,

: la sentencia impugnada contiene una relación completa de
• los hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentes que
¡ustifican su dispositivo, que han permitido a esta Suprema
Corte verificar, que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la ley; razón por la cual el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegado contenido en la letra b)
que como se ha expresado anteriormente la Corte a-qua
ponderó la conducta de la víctima y para fijar el monto de la
indemnización dio el motivo siguiente: "Que el hecho an-
tijurídico cometido por el prevenido Miguel Ramón Lora
Reyes le ha producido a Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana
Vitalina Maduro, parte civil constituida, daños y perjuicios
morales y materiales, por la muerte de su hija menor de edad
Cinthia Victoria Espinal Maduro, cuyo monto aprecia esta
Corte en la suma de Ocho Mil Pesos Oro IRDS8,000.00), por
ser justa y razonable, tal y como fue fijada por el Tribunal a-
quo"; que al finar esa indemnización de acuerdo a su poder
soberano de apreciación cuyo monto no es irrazonable a
juicio de esta Suprema Corte, procede también desestimar el
medio que se examina por carecer de fundamento;

Considerando, que los hechos dados por establecidos
constituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito de
homicidio por imprudencia, ocasionado con la conducción de
un vehículo de motor, previsto y sancionado en el inciso 1°
del articulo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, con las penas de dos a cinco años de prisión y
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multa de RDS500.00 a RDS2,000.00, cuando el accidente
ocasionare la muerte a una persona, como sucedió en la
especie; que al condenar al prevenido a una multa de
RDS300.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-gua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido, ocasionó a Víctor
Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, constituidos en
parte civil, en su calidad de padres de la menor fallecida, da-
ños y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma
de RDS800.00; que al condenar a Miguel Ramón Lora Reyes,
en su doble condición de prevenido y propietario del vehículo
que ocasionó el accidente al pago de esa suma más al de los
intereses legales de la misma a partir de la demanda, a título
de indemnización en favor de las personas constituidas en
parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles dichas condenaciones a la Cia. de Seguros
Pepín, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, en los
recursos de casación interpuestos por Miguel Ramón Lora
Reyes y la Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, el 3 de agosto de
1981, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
Segundo: Rechaza los mencionados recursos; Tercero:
Condena a Miguel Ramón Lora Reyes al pago de las costas
penales y civiles, ordenando la distracción de estas últimas en
favor del Dr. Jesús Pérez de la Cruz, abogado de los in-
tervinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las declara oponibles a la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Luis V. García de Peña.-
Hugo H. Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo
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Herrera	 Gustavo Gómez Ceara.- M:guel Jacobo
Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genere!, que
certifico.	 Miguel Jac000.
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multa de RDS500.00 a RDS2,000.00, cuando el accidente
ocasionare la muerte a una persona, como sucedió en la
especie: que al condenar al prevenido a una multa de
RDS300.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido, ocasionó a Víctor
Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, constituidos en
parte civil, en su calidad de padres de la menor fallecida, da-
ños y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma
de RDS800.00; que al condenar a Miguel Ramón Lora Reyes,
en su doble condición de prevenido y propietario del vehículo
que ocasionó el accidente al pago de esa suma más al de los
intereses legales de la misma a partir de la demanda, a título
de indemnización en favor de las personas constituidas en
parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles dichas condenaciones a la Cía. de Seguros
Pepín, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Víctor Ignacio Espinal Cerda y Ana Vitalina Maduro, en los
recursos de casación interpuestos por Miguel Ramón Lora
Reyes y la Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, el 3 de agosto de
1981, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
Segundo: Rechaza los mencionados recursos; Tercero:
Condena a Miguel Ramón Lora Reyes al pago de las costas
penales y civiles, ordenando la distracción de estas últimas en
favor del Dr. Jesús Pérez de la Cruz, abogado de los in-
tervinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las declara oponibles a la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bah
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Luis V. García de Peña.-
Hugo H. Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo

H:HZ;r3 Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo
Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuo
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generif, que
certifico. (F00.): Miguel Jac000.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 72

Sentencia impugnada: 2da. Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de Santiago, de fecha 27 de octubre de 1981.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Bernardo Abréu F., y la Compañía Bernardo
Abréu, C. por A.

Abogado (s): Lic. Dulce María Díaz de Belliard.

Recurrido (s): Crucito de Luna y compartes.

Abogado (s): Dr. Pablo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bernardo
Abréu F., dominicano, mayor de edad, casado, industrial, re-
sidente en la avenida Central esquina Estero Hondo, de la
ciudad de Santiago, cédula No. 54357, serie 31, y la Com-
pañía Bernardo Abréu y Co., C. por A., sociedad comercial
con asiento social en Hatos del Yaque, kilómetro 9 1/2,
Santiago, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil,
Comerical y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-

tiago, ccl 27 de octubre de 1981, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura cies roi;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Oída la Lic. Dulce María Díaz de Belliard, cédula No. 25830,

serie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Pablo Rodríguez, en representación del Dr.
Ramón A. Veras, cédula No. 52546, serie 31, abogado de los
recurridos Crusito de Luna, cédula, cédula No. 106463, serie
31; Ramón de Luna, cédula No. 102717, serie 31; Juan de
Dios de Luna, cédula No. 93440, serie 31; Carmen de Luna,
cédula No. 66462, serie 31, y Ernesto de Luna, Zeneida de
Luna y Pablo de Luna, dominicanos, mayores de edad resi-
oentes en Santiago, en su calidad de hijos del finado Antonio
de Luna;

Visto el memorial de casación ae tos recurrentes del 11 co
marzo de 1982, suscrito por su abogado en los cuales se
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos del 13 de abril
de 1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 30 def mes de agosto del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés '
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama en su indicada calidad, al Magistrado
Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribunal, para completar
la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 da 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-

miento de Casación;
Considerando, que con motivo de una demanda laboral, el

Juzgado de Paz de Trabajo del municipio de Santiago dictó el
de agosto de 1980, una sentencia cuyo dispositivo es el

,1„ruiente: 'Falla: Primero: Se rechaza la demanda laboral
t coada por el señor Rafael Antonio de Luna Cruz, contra
2ernardo Abréu, C. por A., por improcedente e infundada";

que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 72

Sentencia impugnada: 2da. Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de Santiago, de fecha 27 de octubre de 1981.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Bernardo Abréu F., y la Compañía Bernardo
Abréu, C. por A.

Abogado (s): Lic. Dulce María Díaz de Belliard.

Recurrido (s): Crucito de Luna y compartes.

Abogado (s): Dr. Pablo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello-
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 del mes de agosto del año 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiento
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bernardo
Abréu F., dominicano, mayor de edad, casado, industrial, re-
sidente en la avenida Central esquina Estero Hondo, de la
ciudad de Santiago, cédula No. 54357, serio 31, y la Com-
pañía Bernardo Abréu y Co., C. por A., sociedad comercial
con asiento social en Hatos del Yaque, kilómetro 9 1/2,
Santiago, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil,
Comerical y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-

dago, del 27 de octubre de 1981, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del roi;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Oída la Lic. Dulce María Díaz de Belliard, cédula No. 25830,

serie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Pablo Rodríguez, en representación del Dr.
Ramón A. Veras, cédula No. 52546, serie 31, abogado de los
recurridos Crusito de Luna, cédula, cédula No. 106463, serie
31; Ramón de Luna, cédula No. 102717, serie 31; Juan de
Dios de Luna, cédula No. 93440, serie 31; Carmen de Luna,
cédula No. 66462, serie 31, y Ernesto de Luna, Zeneida de
Luna y Pablo de Luna, dominicanos, mayores de edad resi-
dentes en Santiago, en su calidad de hijos del finado Antonio
de Luna;

Visto el memorial de casación ae los recurrentes del 11 de
marzo de 1982, suscrito por su abogado en los cuales se
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos del 13 de abril
de 1982, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 30 del mes de agosto del
:orriente año 1983, por el Magistrado Manuel 0. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual (lama en su indicada calidad, al Magistrado
Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribunal, para completar
la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
rmiento de Cesación;

Considerando, que con motivo de una demanda laboral, el
Juzgado de Paz de Trabajo del municipio de Santiago dictó el
20 de agosto de 1980, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: 'Falla: Primero: Se rechaza la demanda laboral
incoada por el señor Rafael Antonio de Luna Cruz, contra
Bernardo Abréu, C. por A., por improcedente e infundada";

que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia
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ahora impugnada en casación cuyo dispositivo dice así:
"FAI I A: PRIMERO: Declara admitir como regular en la
ferrna y bien fundada en cuanto al fondo: y, por tanto;
SEGUNDO: Pevoca en todas sus partes la sentencia apela-
da; TERCERO: Condena a la Bernardo Abréu, C. por A., y/o
Bernardo Abréu, al pago de los siguientes valores a favor del
trabajador despedido injustificadamente, señor Rafael An-
tonio de Luna Cruz, las siguientes sumas: por 195 días por
concepto de cesantía RD$1,204.20; por 24 días por concepto
de preaviso ROS152.64; por 14 días por concepto de
vacaciones RD$89.04; por 90 días por concepto de indemni-
zación legal RD$572.40; por concepto de regalía pascual
correspondiente a siete (7) meses (diciembre-julio) RDS88.47,
más la suma correspondiente por concepto de bonificaciones
RDS88.47; total RD$2,231.22; CUARTO: Ordena la distrac-
ción de las costas en provecho del Dr. Ramón Antonio Veras
y las Licdas. Rosa Batilde Jorge y María Sosa Contreras,
abogados que afirman estarlas avanzando en su mayor
parte";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Nulidad de la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo;
Segundo Medio: Bernardo Abréu E no es parte del procedo
y por tanto no puede ser condenado y Tercer Medio: Exceso
del Juez de fallar cosas no pedidas;

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis, en
su primer medio de casación: que la sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del municipio de Santiago del 20 de agosto de
1980 es nula porque fue faliada por un Juez que se había inhi-
bido para conocer de la demanda laboral incoada por Rafael
Antonio Luna Cruz, que al ser nula dicha sentencia es nula
también la sentencia de la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, del 27 de octubre
de 1981 y la misma no puede producir efectos jurídicos y por
tanto debe ser casada; pero,

Considerando, que la nulidad invocada en el medio que se
examina, no fue propuesta por los recurrentes ante los
Jueces del fondo, por lo cual al proponerla por primera vez en
casación, constituye un medio nuevo que debe ser declarado
inadmisible; en consecuencia el medio carece de fundamento
v debe ser desestimado;
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Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis, en su
segundo v tercer medios que se reúnen para su examen por
su estrecha relación, lo siguiente: que ni en la querella, ni en la
demanda introductiva de instancia, ni en sus conclusiones el
demandante solicitó condenaciones contra Bernardo Abréu,
C. por A., así como tampoco el Juez de Primer Grado,
pronunció condenaciones contra éste, sin embargo el Juez
de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, impuso
condenaciones contra Bernardo Abréu F., incurriendo en una
violación de la Ley que debe ser reposada;

Considerando, que tal como alegan los recurrentes el
examen del fallo impugnado pone de manifiemo, que el
demandante Rafael Antonio de Luna Cruz, ni en la querella ni
en la demanda laboral ha solicitado prestaciones laborales
contra Bernardo Abréu F. que éste no 'fue parte ante la
jurisdicción del fondo, por tanto, la Cámara a-gua no podía
sin incurrir en violación de la Ley condenarlo conjuntamente
con la Bernardo Abréu, C. por A., al pago de prestaciones la-
borales en favor del reclamante, por lo que procede la
casación de la sentencia en este aspecto, por vía de suoresión
y sin envío;

Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión y sin
envío la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en atri-
buciones laborales el 27 de octubre de 1981, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, en
cuanto condenó a Bernardo Abréu F. al pago de prestaciones
laborales conjuntamente con la Bernardo Abréu, C. por A.;
Segundo: Condena a Bernardo Abréu, C. por A., al pago de
las costas ordenando su distracción en favor del Dr. Ramón
Antonio Veras, abogado de los recurridos, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupeni.- Darlo Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Hugo H Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.



ahora impugnada en casación cuyo dispositivo dice así:
-FAI A: PRIMERO: Declara admitir como regular en la
forma y bien fundada en cuanto al fondo: y, por tanto;
SEGUNDO: Pevoca en todas sus panes la sentencia apela-
da; TERCERO: Condena a la Bernardo Abréu, C. por A., y/o
Bernardo Abréu, al pago de los siguientes valores a favor del
trabajador despedido injustificadamente, señor Rafael An-
tonio de Luna Cruz, las siguientes sumas: por 195 días por
concepto de cesantía RDS1,204.20; por 24 días por concepto
de preaviso RD$152.64; por 14 días por concepto de
vacaciones ROS89.134; por 90 días por concepto de indemni-
zación legal RD$572.40; por concepto de regalía pascual
correspondiente a siete 17) meses (diciembre-julio) RDS88.47,
más la suma correspondiente por concepto de bonificaciones
RDS88.47; total RD$2,231.22; CUARTO: Ordena la distrac-
ción de las costas en provecho del Dr. Ramón Antonio Veras
y las Licdas. Rosa Batilde Jorge y María Sosa Contreras,
abogados que afirman estarlas avanzando en su mayor
parte";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Nulidad de la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo;
Segundo Medio: Bernardo Abréu F. no es parte del procedo
y por tanto no puede ser condenado y Tercer Medio: Exceso
del Juez de tallar cosas no pedidas;

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis, en
su primer medio de casación: que la sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del municipio de Santiago del 20 de agosto de
1980 es nula porque fue fallada por un Juez que se había inhi-
bido para conocer de la demanda laboral incoada por Rafael
Antonio Luna Cruz, que al ser nula dicha sentencia es nula
también la sentencia de la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, del 27 de octubre
de 1981 y la misma no puede producir efectos jurídicos y por
tanto debe ser casada; pero,

Considerando, que la nulidad invocada en el medio que se
examina, no fue propuesta por los recurrentes ante los
Jueces del fondo, por lo cual al proponerla por primera vez en
casación, constituye un medio nuevo que debe ser declarado
inadmisible; en consecuencia el medio carece de fundamento
v debe ser desestimado;

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis, en su
segundo v tercer medios que se reúnen para su examen por
su estrecha relación, lo siguiente: que ni en la querella, ni en la
demanda introductiva de instancia, ni en sus conclusiones el
demandante solicitó condenaciones contra Bernardo Abréu,
C. por A., así como tampoco el Juez de Primer Grado,
pronunció condenaciones contra éste, sin embargo el Juez
de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, impuso
condenaciones contra Bernardo Abréu F., incurriendo en una
violación de la Ley que debe ser reposada;

Considerando, que tal como alegan los recurrentes el
examen del fallo impugnado pone de manifiesto, que el
demandante Rafael Antonio de Luna Cruz, ni en la querella ni
en la demanda laboral ha solicitado prestaciones laborales
contra Bernardo Abréu F. que éste no ' fue parte ante la
jurisdicción del fondo, por tanto, la Cámara a-qua no podía
sin incurrir en violación de la Ley condenarlo conjuntamente
con la Bernardo Abréu, C. por A., al pago de prestaciones la-
borales en favor del reclamante, por lo que procede la
casación de la sentencia en este aspecto, por vía de suoresión
y sin envío;

Por tales motivos, Primero: Casa por via de supresión y sin
envío la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en atri-
buciones laborales el 27 de octubre de 1981, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, en
cuanto condenó a Bernardo Abréu F. al pago de prestaciones
laborales conjuntamente con la Bernardo Abréu, C. por A.;
Segundo: Condena a Bernardo Abréu, C. por A., al pago de
las costas ordenando su distracción en favor del Dr. Ramón
Antonio Veras, abogado de los recurridos, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupeni - Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Hugo H Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.  
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 73

Setencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 17 de junio de 1981.

Materia: Civi!

Recurrente Is): H. Thomasset.

Abogado (s): Dres. Luis G. Pérez U!loa y Jottin Cury.

Recurrido (s): Gebr. Claas Maschinenfabrik GMBH.

Abogado (s): Licda. Luz María Duquela Cano.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafale Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 do agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por H. Thomasst,
francés, mayor de edad, domiciliado y residente en esta
ciudad, carnet de residencia No. 65521, contra la sentencia
dictada el 17 de junio de 1981, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oldo al Dr. Luis G. Pérez Ulloa, cédula No. 121974, serie

1ra., por sí y por el Dr. Jottin Cury, cédula No. 15795, serie 18,
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído a la Licda. Luz María Duquela Canó, en represen-
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 73

Setencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 17 de junio de 1981.

Materia: Civil

Recurrente	 H. Thomasset.

Abogado (s): Dres. Luis G. Pérez U!loa y Jottin Cury.

Recurrido (s): Gebr. Claas Maschinenfabrik GMEH.

Abogado (s): Licda. Luz María Duquesa Cano.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafale Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por H. Thomasst,
francés, mayor de edad, domiciliado y residente en esta
ciudad, carnet de residencia No. 65521, contra la sentencia
dictada el 17 de junio de 1981, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis G. Pérez Ulloa, cédula No. 121974, serie

1ra., por sí y por el Dr. Jottin Cury, cédula No. 15795, serie 18,
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído a la Licda. Luz María Duquela Canó, en represen-
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tación del Dr. Julio E. Duquela Morales, zédula No. 22819,
serie ira., abogado de la recurrida Class Maschinenfabrik
GMBH, con su domicilio social en la República Federal de
Alemania, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente, firmado por
sustogados el 28 de agosto de 1981, en el cual se propone
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito por Su

abogado el 9 de marzo de 1982;
Visto el auto dictado en fecha 30 de agosto del corriente

3-(10 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama, en su indicada calidad. al Magistrado Gustavo
Gómez Ceara, Juez de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberacion y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
bera& y vistos los textos legales invocados por el recurrente,
que se indican más adelante; y los artículos 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda por la vía del referimiento, en le-
vantamiento de embargo retentivo, incoada por la recurrida
contra el recurrente, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 22 de diciembre de 1980, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara admisible la presente demanda en referimiento in-
tentada por Gebr. Class Maschinenfabrik GMBH, parte
demandante; SEGUNDO: Revoca, por los motivos prece-
dentemente expuestos la Ordenanza dictada por el Juez
Presidente d eeste Tribunal en fecha 17 de octubre del 1980,
con todas sus consecuencias legales; TERCERO: En
consecuencia ordena el descargo retentivo trabajo por el se-
ñor H. Thomasset en contra de Gebr. Maschinenfabrik
GMBH, en manos de la Federación Dominicana de Colonos
Azucareros y el Consejo Estatal del Azúcar (CEA); CUARTO:
Ordena la ejecución orovisional de esta decisión no obstante

cualquier recurso que se interponga contra la misma;
QUINTO: Comisiona al Ministerial Rafael Angel Peña Ro-
dríguez, Alguacil de Estrados de este Tribunal, para que
proceda a la notificación de esta sentencia"; b) que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido, el recurso de apelación in-
terpuesto por H. Thomasset, contra sentencia de fecha 22 de
diciembre de 1980, dictada por la Cámara Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, por haber sido hecho en tiempo hábil y
de acuerdo con las demás formalidades legales; SEGUNDO:
Acoge las conclusiones emitidas por la parte intimada, y en
consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia
apelada, por haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Condena a la parte recurrente H. Thomasset, al
pago de las costas, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Julio E. Duquela Rodríguez, abogado que
afirma estarlas avanzando en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial de casación el
recurrente propone contra la sentencia impugnada, los
siguientes medios de casación; Primer Medio: Violación a
los artículos 806 y siguientes del Código de Procedimiento Ci-
vil, modificados por los artículos 101 y siguientes de la Ley
No. 834 de julio de 1978, y falsa aplicación de la máxima: no
hay nulidad sin agravios; Segundo Medio: Violación al
artículo 16 del Código Civil, modificado por la Ley No. 845 de
julio de 1978; Tercer Medio: Falsa aplicación de la Ley No.
5119 del 4 de mayo de 1959, modificado por la Ley No. 834 del
15 de julio de 1978;

Considerando, que a su vez la recurrida propone la inad-
misibilidad del recurso de casación, arguyendo que en ma-
teria de la Ley No. 173 de 1966, sobre Protección a los
Agentes Importadores de Mercaderías y Productos, el plazo
para interponer dicho recurso ha sido reducido a un mes a
partir de la notificación de la sentencia; que habiendo sido
notificada la sentencia impugnada el 30 de junio de 1981, el
recurrente disponía de un plazo que vencía el 1° de agosto del
mismo año para interponer su recurso; que habiendo in-
terpuesto su recurso el 28 de agosto de 1981, es claro que lo
hizo fuera del plazo legal; pero.

Considerando, aue la reducción a un mes del plazo para
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tación del Dr. Julio E. Duquela Morales, :édula No. 22819,
serie 1ra., abogado de la recurrida Class Maschinenfabrik
GMBH, con su domicilio social en la República Federal de
Alemania, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República:
Visto el memorial de casación del recurrente, firmado por

sus bogados el 28 de agosto de 1981, en el cual se propone
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito por su
abogado el 9 de marzo de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 30 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama, en su indicada calidad . al Magistrado Gustavo
Gómez Ceara, Juez de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberacion y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berada, y vistos los textos legales invocados por el recurrente,
que se indican más adelante; y los artículos 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda por la vía del referimiento, en le-
vantamiento de embargo retentivo, incoada por la recurrida
contra el recurrente, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 22 de diciembre de 1980, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara admisible la presente demanda en referimiento in-
tentada por Gebr. Class Maschinenfabrik GMBH, parte
demandante; SEGUNDO: Revoca, por los motivos prece-
dentemente expuestos la Ordenanza dictada por el Juez
Presidente d eeste Tribunal en fecha 17 de octubre del 1980,
con todas sus consecuencias legales; TERCERO: En
consecuencia ordena el descargo retentivo trabajo por el se-
ñor H. Thomasset en contra de Gebr. Maschinenfabrik
GMBH, en manos de la Federación Dominicana de Colonos
Azucareros y el Consejo Estatal del Azúcar (CEA); CUARTO:
Ordena la eiecución provisional de esta decisión no obstante
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cualquier recurso que se interponga contra la misma;
QUINTO: Comisiona al Ministerial Rafael Angel Peña Ro-
driguez, Alguacil de Estrados de este Tribunal, para que
proceda a la notificación de esta sentencia"; b) que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnoda
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido, el recurso de apelación in-
terpuesto por H. Thomasset, contra sentencia de fecha 22 de
diciembre de 1980, dictada por la Cámara Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, por haber sido hecho en tiempo hábil y
de acuerdo con las demás formalidades legales; SEGUNDO:
Acoge las conclusiones emitidas por la parte intimada, y en
consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia
apelada, por haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Condena a la parte recurrente H. Thomasset, al
pago de las costas, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Julio E. Duquela Rodríguez, abogado que
afirma estarlas avanzando en su mayor parte";

	

Considerando, que en su	 memorial de casación el

	

recurrente propone contra la	 sentencia impugnada, los
siguientes medios de casación; Primer Medio: Violación a
los artículos 806 y siguientes del Código de Procedimiento Ci-
vil, modificados por los artículos 101 y siguientes de la Ley
No. 834 de julio de 1978, y falsa aplicación de la máxima: no
hay nulidad sin agravios; Segundo Medio: Violación al
artículo 16 del Código Civil, modificado por la Ley No. 845 de
julio de 1978; Tercer Medio: Falsa aplicación de la Ley No.

Pir 5119 del 4 de mayo de 1959, modificado por la Ley No. 834 del
15 de julio de 1978;

Considerando, que a su vez la recurrida propone la inad-
, isk misibilidad del recurso de casación, arguyendo que en ma-
'911F tenia de la Ley No. 173 de 1966, sobre Protección a los

Agentes Importadores de Mercaderías y Productos, el plazo
para interponer dicho recurso ha sido reducido a un mes a
Partir de la notificación de la sentencia; que habiendo sido
notificada la sentencia impugnada el 30 de junio de 1981, el
recurrente disponía de un plazo que vencía el 1° de agosto del
mismo año para interponer su recurso; que habiendo in-
terpuesto su recurso el 28 de agosto de 1981, es claro que lo
hizo fuera del plazo legal; pero.

Considerando. aue la reducción a un mes del plazo para
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interponer el recurso de casación en materia de la Ley No. 173
de 1966, se limita exclusivamente a la ktis originada de
conformidad con el artículo 3 de la citada Ley, por el con-
cesionario contra el concedente en reclamación de los daños
y perjuicios recibidos con motivo de su destitución o sus-
titución, o por la terminación del contrato; que fuera de esa
especie el derecho común recobra su imperio, aún cuando el
asunto considerado tenga relación indirecta con aquella
que en el presente caso se trata de una demanda por la V73 dcl

referimiento, en levantamiento de un embargo retenti
intentada por el concedente contra el concesionar;o, la
demanda está sometida al procedimiento que le es pecufiar,
no obstante que la deuda que le sirve de fundamento al
embargo, tenga su fuerte en un procedo de la naturaleza del
previsto por el artículo 3 de la repetida Ley No. 173; que, por
consiguiente, en el presente caso no tiene aplicación la re-
ducción a un mes del plazo para interponer el recurso de
casación, establecida por el párrafo VIII agregado al artículo 7
de 13 Ley No. 173 de 1966, por la Ley No. 622 de 1373; que,
por lo tanto, el medio de inadrr.isión propuesto por la refe(Ja
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos primeros
medios de casación reunidos el recurrente alega, en síntesis,
io siguiente: a) que a él no se le concedió para comparecer
ante la jurisdicción de Primer Grado, un plazo suficiente que
le permitiera preparar sus defensas, ya que la citación le fue
notificada el día 8 de diciembre de 1980, para comparecer el
día 9 de los mismos mes y año; que en tales condiciones el
acto de citación está viciado de nulidad por no haberse ob-
servado las formalidades de los artículos 102 y 103 de la Ley
No. 834 de 1978; que el solo hecho de no habérselc otorgado
un plazo suficiente para comparecer, implica un agravio a su
derecho de defensa, que justifica el pronunciamiento de la
nulidad; b) que el extranjero transeunte que sea demandante
o interviniente voluntario debe prestar obligatoriamente la
fianza judicatem solvi, de acuerdo con el artículo 16 del Có-
digo Civil, rtudificado por la Ley No. 845 del 1978; que 13

recurida es una empresa extranjera que no tiene domicilio en
la República, que actuó como demandante principal en el
juicio de Primer Grado; que, sin embargo, la Corte a-que
rechaza la excepción de fianza fundándose en que la recurri-
da fue "un interviniente forzoso constreñido a defenderse";
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09que al cambiarle la calidad de demandante por la de 2in5-
terviniente, la Corte a-gua, de una parte, desnaturalizó los
hechos de la causa, y por otra parte, al considerar que la
excepción de la fianza judicatum solvi es "irrelevante" .
desconoció que dicha excepción es de orden público cuando
es regularmente propuesta; pero,

Considerando, que la Corte a - que para rechazar la ex-
cepción de nulidad del acto de citación, se basó esen-
cialmente en que la duración del plazo de la comparecencia
no causó ningún perjuicio al actual recurrente, puesto que
éste no sólo compareció, sino que se defendió al fondo y
opuso todos los medios de forma y de fondo que estimó
pertinentes al interés de su defensa; y para rechazar la ex-
cepción de fianza expresó sustancialmente, que resulta irrele-
vante ponderarla, en razón de que la ahora recurrida no fue
en primera instancia un demandante principal, sino "un
interviniente forzoso constreñido a defenderse";

i:onsiderando, que como se advierte por lo anteriormente
...esto, los motivos dados por la Corte e-que para rechazar

la excepción de nulidad, son correctos y ajustados a las
prescripciones legales, ya que en una materia como el re-
ferirniento, donde la Ley no ha fijado el plazo de la com-
parecencia, sino que se ha limitado a exigir que éste sea
suficiente para que el demandado pueda preparar sty, de-
fensas, circunstancia que abandona a la apreciación sobérana
de los Jueces del fondo, éstos pueden determinar la
suficiencia del mismo por la actividad desplegada por el
demandado frente al término que se la ha concedido para
comparecer; que, como en la especie, no obstante la bre-
vedad del plazo, el demandado compareció y formuló
conclusiones sobre el fondo, así como opuso las excepciones
que consideró procedentes, es obvio que se defendió tanto
en la forma como, en el fondo, por lo cual el plazo que se le
otorgó resultó suficiente para preparar sus medios de defensa
Y, por lo tanto, no se le infringió ningún agravio a su derecho
de defensa, requisito indispensable para que se pueda
Pronunciar la nulidad de un acto del procedimiento;

Considerando, que no obstante la excepción de fianza, se
revela por el examen del fallo impugnado que lo que dicha
Corte ha expresado en definitiva es que la recurrida no estaba
Obligada a prestar fianka en razón de que ella perseguía el le-
vantamiento de un embargo que se había trabado en su
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interponer el recurso de casación en materia de la Ley No. 173
de 1966, se limita exclusivamente a la litis originada de
conformidad con el artículo 3 de la citada Ley, por el con-
cesionario contra el concedente en reclamación de los daños
y perjuicios recibidos con motivo de su destitución o sus-
titución, o por la terminación del contrate; que fuera de esa
especie el derecho común recobra su imperio, aún cuando el
asunto considerado tenga relación indirecta con aqueno
que en el presente caso se trata de una demanda por
referimiento, en levantamiento de un embargo
intentada por el concedente contra el concesionar:e,
demanda está sometida al procedimiento que le es
no obstante que la deuda que le sirve de fundamento
embargo, tenga su fuerte en un procedo de la naturaleza del
previsto por el artículo 3 de la repetida Ley No. 173; que, por
consiguiente, en el presente caso no tiene aplicáción la re-
ducción a un mes del plazo para interponer el recurso de
casación, establecida por el párrafo VIII agregado al artículo 7
de la Ley No. 173 de 1966, por la Ley No. 622 de 1373; que,
por lo tanto, el medio de inadmisión propuesto por la refer',33
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos primeros
medios de casación reunidos el recurrente alega, en síntesis,
o siguiente: a) que a él no se le concedió para comparecer
ante la jurisdicción de Primer Grado, un plazo suficiente que
le permitiera preparar sus defensas, ya que la citación le fue
notificada el día 8 de diciembre de 1980, para comparecer el
día 9 de los mismos mes y año; que en tales condiciones el
acto de citación está viciado de nulidad por no haberse ob-
servado las formalidades de los artículos 102 y 103 de la Ley
No. 834 de 1978; que el solo hecho de no habérsele otorgado
un plazo suficiente para comparecer, implica un agravio a su
derecho de defensa, que justifica el pronunciamiento de la
nulidad; b) que el extranjero transeunte que sea demandante
o interviniente voluntario debe prestar obligatoriamente la
fianza judicatura solvi, de acuerdo con el artículo 16 del Có-
digo Civil, n.udificado por la Ley No. 845 del 1978; que la
recurida es una empresa extranjera que no tiene domicilio en
la República, que actuó como demandante principal en el
juicio de Primer Grado; que, sin embargo, la Corte a-qua
rechaza la excepción de fianza fundándose en que la recurri-
da fue "un interviniente forzoso constreñido a defenderse".
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que al cambiarle la calidad de demandante por la de in-
terviniente, la Corte a-qua, de una parte, desnaturalizó los
hechos de la causa, y por otra parte, al considerar que la
excepción de la fianza judicatum solvi es "irrelevante" ,
desconoció que dicha excepción es de orden público cuando
es regularmente propuesta; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para rechazar la ex-
cepción de nulidad del acto de citación, se basó esen-
cialmente en que la duración del plazo de la comparecencia
no causó ningún perjuicio al actual recurrente, puesto que
éste no sólo compareció, sino que se defendió al fondo y
opuso todos los medios de forma y de fondo que estimó
pertinentes al interés de su defensa; y para rechazar la ex-
cepción de fianza expresó sustancialmente, que resulta irrele-
vante ponderarla, en razón de que la ahora recurrida no fue
en primera instancia un demandante principal, sino "un
interviniente forzoso constreñido a defenderse";

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, los motivos dados por la Corte a-qua para rechazar

• la excepción de nulidad, son correctos y ajustados a las
prescripciones legales, ya que en una materia como el re-
ferimiento, donde la Ley no ha fijado el plazo de la com-
parecencia, sino que se ha limitado a exigir que éste sea
suficiente para que el demandado pueda preparar sua de-
fensas, circunstancia que abandona a la apreciación soblrana
de los Jueces del fondo, éstos pueden determinar la
suficiencia del mismo por la actividad desplegada por el
demandado frente al término que se la ha concedido para
comparecer; que, como en la especie, no obstante la bre-
vedad del plazo, el demandado compareció y formuló
conclusiones sobre el fondo, así como opuso las excepciones
que consideró procedentes, es obvio que se defendió tanto
en la forma como en el fondo, por lo cual el plazo que se le
otorgó resultó suficiente para preparar sus medios de defensa
y, por lo tanto, no se le infringió ningún agravio a su derecho
de defensa, requisito indispensable para que se pueda
Pronunciar la nulidad de un acto del procedimiento;

Considerando, que no obstante la excepción de fianza, se
revela por el examen del fallo impugnado que lo que dicha
Corte ha expresado en definitiva es que la recurrida no estaba
obligada a prestar fianza en razón de que ella perseguía el le-
vantamiento de un embargo aue se había trabado en su



contra, lo que implica que ejercía su derecho de dcfenderse
como demandada; que esa aseveración es correcta y justifica
la solución adoptada en relación con la referida excepción, ya
que el extranjero demandado se le debe continuar consi-
derando como tal, cuando introduce una acción que tienda a
la defensa contra una turbación causado a sus derechos,
como por ejemplo, cuando demanda el levantamiento o la
nulidad de un embargo;

Considerando, que todo lo precedéntemente expuesto evi-
dencia que los medios que se examinan carecen defun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su tercer y último medio el
recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua des-
naturalizó los hechos de la causa, al poner en dudas la
existencIa del contrato de representación exclusiva in-
tervenido entre las partes, y cuando señala que no hay ur-
gencia en la medida solicitada, sin indicar la razón de seme-
jante afirmación; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para revocar el auto del
Juez del Primer Grado que autorizó al recurrente a practicar
embargo conservatorio sobre los bienes muebles propiedad
de la recurrida, se basó esencialmente, en primer lugar, en
que el actual recurrente no había probado la existencia de un
crédito justificado en principio, y, en segundo lugar, en la
falta de urgencia para proveer la autorización de embargo,
que, como se advierte, los motivos en que fundó su decisión
la Corte a-qua, en el punto examinado, se refieren a cues-
tiones de puro hecho que entran en los poderes de
apreciación de los Jueces del fondo y escapan, por tanto, al
control de la casación; que, en consecuencia, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por H. Thomasset, contra la sentencia
dictada el 17 de junio de 1981, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas y ordena su
distracción a favor del Dr. Julio E. Duquela Morales, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Dado Bal-
cacer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
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•Jello Renville.- Aberarao Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ares Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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contra, lo que implica que ejercía su derecho de defenderse
como demandada; que esa aseveración es correcta y justifica
la solución adoptada en relación con la referida excepción, ya
que el extranjero demandado se le debe continuar consi-
derando como tal, cuando introduce una acción que tienda a
la defensa contra una turbación causado a sus derechos,
como por ejemplo, cuando demanda el levantamiento o la
nulidad de un embargo;

Considerando, que todo lo precedéntemente expuesto evi-
dencia que los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su tercer y último medio el
recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua des-
naturalizó los hechos de la causa, al poner en dudas la
existenc ia del contrato de representación exclusiva in-
tervenido entre las partes, y cuando señala que no hay ur-
gencia en la medida solicitada, sin indicar la razón de seme-
jante afirmación; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para revocar el auto del
Juez del Primer Grado que autorizó al recurrente a practicar
embargo conservatorio sobre los bienes muebles propiedad
de la recurrida, se basó esencialmente, en primer lugar, en
que el actual recurrente no habla probado la existencia de un
crédito justificado en principio, y, en segundo lugar, en la
falta de urgencia para proveer la autorización de embargo,
que, como se advierte, los motivos en que fundó su decisión
la Corte a-qua, en el punto examinado, se refieren a cues-
tiones de puro hecho que entran en los poderes de
apreciación de los Jueces del fondo y escapan, por tanto, al
control de la casación; que, en consecuencia, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por H. Thomasset, contra la sentencia
dictada el 17 de junio de 1981, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas y ordena su
distracción a favor del Dr. Julio E. Duquela Morales, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
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Renville.- Abeiaroo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
ueara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. ( F D0.): Miguel Jacobo.
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recorrida Interamerican Transport Eq u iptment Co	 ordomicilio social en 3690, N. W., 62 NO ST., Miami 
c104103Estados Unidos de América;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador CaneraRepública;

Visto el memorial de casación del recurrente Gel 28 ae
agosto de 1381, suscrito por sus abogados; en el cual seproponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida del 8 de marzode 1381, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 30 de agosto de 1383, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de 

laSuprema Corte de Justicia, por medio del cual (lama al
Magistrado Gustavo Cómez Ceara, Juez de esta 

Tribunal,para completar la mayoría en la de liberación y fallo de que setrata, de c
onformidad con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 926de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por elrecurrente, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia impugnada y en losd
ocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que

con motivo de una demanda por la vía del referimiento, en le-vantamiento de embargo retentivo, invocada por el actualrecurrido contra el recurrente, la Cámara de lo Civil y
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgada de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 23 dediciembre de 1980, una sentencia con el dispositivo siguiente:Primero: Declara admisible la presente demanda enretenimiento intentada por la Interamerican Transport Equipt-
ment Co., parte demandante; Segundo: Revoca, por losmotivos precedentemente expuestos, la O rdenanza dictadaPor el Jue

z-Presidente de este Tribunal en fecha 17 de oc-
tubre de 1980, con todas sus consecuencias legales; Tercero:En consecuencia, ordena el desembargo retentivo trabadopor el señor H. Thomasset en manos de la Federación

AzDo ticarminicana de Colonos Azucareros y el Consejo statal del
contra INTERAMERICAN TRANSPORTE EOUIPT-

MENT CO.; Cuarto: Ordena la ejecución provisional de
esta decisión no obstante cualquier recurso que se in-terp

onga contra la misma; Quinto: Comisiona al 
Ministerial

4

Recurrente (s): H. Thomasset

Abogado (s): Dr. Luis G. Pérez Ulloa y el Dr. Jottin Cury.

Recurrido (s): Interamerican Transport Equiptment Co. •

Abogado (s): Licda. Luz María Duquela cavó.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
:egularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por H.
Thomasset, francés, mayor de edad, domiciliado y residente
en esta ciudad, carnet de residencia No. 65521, contra la
sentencia dictada el 9 de junio de 1981, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis G. Pérez

Ulloa, cédula No. 121974, serie 1ra., por sí y por el Dr. Jottin
Cury, cédula No. 15795, serie 18, abogados del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Lic. Luz María
Duquela Canó, cédula No. 133217, serie 1ra., abogada de la

SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 74

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 9 de junio de 1981.

Materia: Civil.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 74

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 9 de junio de 1981.

Materia: Civil.

Recurrente (s): H. Thomasset

Abogado (s): Dr. Luis G. Pérez Ulloa y el Dr. Jottin Cury.

Recurrido (s): Interamerican Transport Equiptment Co.

Abogado (s): Licda. Luz María Duquela cavó.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
:egularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por H.
Thomasset, francés, mayor de edad, domiciliado y residente
en esta ciudad, carnet de residencia No. 65521, contra la
sentencia dictada el 9 de junio de 1981, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis G. Pérez

Ulloa, cédula No. 121974, serie 1ra., por sí y por el Dr. Jottin
Cury, cédula No. 15795, serie 18, abogados del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Lic. Luz María
Duquela Canó, cédula No. 138217, serie 1ra., abogada de la
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recurrida Interamerican Transport E qu iptment	 Co	 o rdomicilio social en 3690, N. W., 62 ND ST., Miami
	 tionciaEstados Unidos de América;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genere
República;

Vista el m
emorial de casación del recurrente ael 23 ae

agosto de 1381, suscrito por sus abogados; en el cual se
Proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el m
emorial de defensa de la recurrida del 8 de marzo

de 1381, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 30 de agosto de 1383, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual (lama al
Magistrado Gustavo Cómez Ceara, Juez de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo da que setrata, de co

nformidad con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 925de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados	 por elrecurrente, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo s iguiente:	 quecon motivo de una demanda por la 

vía del referimiento, en le-» v
antamiento de embargo retentivo, invocada por el actualrecurrido contra el recurrente, la Cámara de lo Civil yComercial de la Primera Circunscripción del Juzgado dePrimera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 23 dediciembre de 1980, una sentencia con el dispositivo siguiente:'Falle: Primero: Declara admisible la presente demanda enreferimiento intentada por la Interamerican Transport Equipt-ment Co., parte demandante; Segundo: Revoca, por losmotivos precedentemente expuestos, la Ordenanza dictadaPor el Juez- P

residente de este Tribunal en facha 17 de oc-tubre de 1980, con todas sus consecuencias legales; Tercero:En con
secuencia, ordena el desembargo retentivo trabadoPor el señor H. Thomasset en manos de la FederaciónDo

minicana de Colonos Azucareros y el Consejo Estatal delA
zúcar contra INTERAMERICAN TRANSPORT EQUIPT-M
ENT CO.; Cuarto: Ordena la ejecución provisional deesta decisión no obstante cualquier recurso que se 

in-terponga contra la misma; Quinto: Comisiona al Ministerial

1
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Rafael Angel Peña Rodriguez, Aiguacil de Estrados de este
Tribunal, para que proceda a la notificación de esta sen-
tencia'; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
sentencia ahora	 impugnada, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de
apelación interpuesto por el señor 14. Thomasset, en fecha 6
de enero de 1981, contra sentencia dictada en fecha 22 de
diciembre de 1980, por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, por haber sido interpuesto en franca
violación a las prescripciones de los artículos 121 de la Ley
No. 834 del 15 de julio de 1978, y 157 de la Ley de Or-
ganización Judicial del 21 de noviembre de 1927;
SEGUNDO: Condena a 1-1. Thomasset, al pago de las costas,
con distracción de las mismas en provecho de la Licda. Luz

i	 María Duquela Canó, abogada que afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando, que en su memorial de casación el
recurrente propone contra la sentencia impugnada el
siguiente medio Unióco; Unico Medio: Falsa aplicación de
los artículos 121 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978, 15 y
157 de la Ley de Organización Judicial, y 63 y 1030 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando, que a su vez la recurrida propone la inad-
misibilidad del presente recurso, en razón de que en materia
de la Ley No. 173 de 1966, sobre Protección a los Agentes
Importadores de Mercaderías y Productos, el plazo para
interponer el recurso de casación ha sido reducido a un mes,
3 partir de la fecha de la notificación de la sentencia im-
pugnada; que, en la especie, el fallo impugnada fue notificado
al recurrente el 30 de junio de 1981 y éste interpuso su recurso
de casación el1ro. de septiembre de 1981, esto es, después de
haber transcurrido el plazo de un mes establecido por la Ley;
pero,

Considerando, que la redución a un mes del plazo para
interponer el recurso de casación en materia de la Ley No. 173
de 1966, se limita exclusivamente a la litis originada de
conformidad con el artículo 3 de la citada ley, por el con-
cesionario contra el concedente en reclamación de los daños
y perjuicios recibidos con motivo de su destribución o sus-
pensión, o por la terminación del contrato; que fuera de esa
especie el derecho común recobra su imperio aunque cuando
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el asunto considerado tenga relación indirecta con aquella .1
lis; que en el presente caso se trata de una demanda por la vía
del referimiento, en levantamiento de un embargo retentivo,
intentado por el concedente contra el concesionario la cual
demanda está sometida al procedimiento que le es peculiar,
no obstante que la deuda que sirve de fundamento al em-
bargo, tenga su tuente en un proceso de la naturaleza del
previsto por el artículo 3 de la repetida Ley No. 173; que, por
consiguiente en el presente caso no tiene aplicación la re-
dución a un mes del plazo para interponer el recurso de
casación, establecido por el párrafo VII agregado al artículo 7
de la Ley No. 173 de 1966, por la Ley No. 622 de 1973, que,
por lo tanto, el medio de inadmisión propuesto por la recurri-
da carece de fundamento y debe ser desestimado,

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación el recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
declaró inadmisible su recurso de a pelación, basándose en
que el acto de apelación fue notificado durante un período de
vacaciones judiciales, en el cual no puede hacerse váli-
damente ninguna notificación sin permiso del Juez; que, sin
embargo, esa situación no está sancionada con la nulidad del
acto notificado, sino con una simple pena pecuniaria a cargo
del Alguacil actuante; que, por otra parte, la nulidad de un
acto procesal sólo puede ser pronunciada cuando la inob-
servancia de la formalidad omitida haya causado un per.
juicio al destinatario del acto; que, en la especie, el hecho de
que el acto de apelación fuese notificado durante un período
de vacaciones, no causó ningún agravio al intimado en
apelación;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar inad-
misible el recurso de apelación del actual recurrente, se basó

esencialmente en que el acto de apelación, sin previamente
obtener permiso del Juez, fue notificado por el apelante el 6
de enero de 1981, "que es un día incluido dentro del período
de vacaciones legales de la temporada navideña para todos
los Tribunales de la República, y por tanto un día declarado
no laborable, en el cual no pueden realizarse válidamente
ninguna notificación judicial sin permiso del Juez, por lo que
el recurso de apelación así interpuesto resulta inadmisible";
pero,

Considerando, que si es cierto que de conformidad con lo

I'
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Rafael Angel Peña Rodríguez, Aguacil de Estrados de este
Tribunal, para que proceda a la notificación de esta sen-
tencia'; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
sentencia ahora	 impugnada, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de
apelación interpuesto por el señor H. Thomasset, en fecha 6
de enero de 1981, contra sentencia dictada en fecha 22 de
diciembre de 1980, por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripció n del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, por haber sido interpuesto en franca
violación a las prescripciones de los artículos 121 de la Ley
No. 834 del 15 de julio de 1978, y 157 de la Ley de Or-
ganización Judicial del 21 de noviembre de 1927;
SEGUNDO: Condena a H. Thomasset, al pago de las costas,
con distracción de las mismas en provecho de la Licda. Luz
María Duquela Canó, abogada que afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando, que en su memorial de casación el
recurrente propone contra la sentencia impugnada el
siguiente medio Unióco; Unico Medio: Falsa aplicación de
los artículos 121 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978, 15 y
157 de la Ley de Organización Judicial, y 63 y 1030 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando, que a su vez la recurrida propone la inad-
misibilidad del presente recurso, en razón de que en materia
de la Ley No. 173 de 1966, sobre Protección a los Agentes
Importadores de Mercaderías y Productos, el plazo para
interponer el recurso de casación ha sido reducido a un mes,
3411 rfi-par de la fecha de la notificación de la sentencia im-
pugnada; que, en la especie, el fallo impugnada fue notificado
al recurrente el 30 de junio de 1981 y éste interpuso su recurso
de casación elt ro. de septiembre de 1981, esto es, después de
haber transcurrido el plazo de un mes establecido por la Ley;
pero,

Considerando, que la redución a un mes del plazo para
interponer el recurso de casación en materia de la Ley No. 173
de 1966, se limita exclusivamente a la litis originada de
conformidad con el artículo 3 de la citada ley, por el con-
cesionario contra el concedente en reclamación de los daños
y perjuicios recibidos con motivo de su destribución o sus-
pensión, o por la terminación del contrato; que fuera de esa
especie el derecho común recobra su imperio aunque cuando
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el asunto considerado tenga relación indirecta con aquella
lis; que en el presente caso se trata de una demanda por la vía
del referimiento, en levantamiento de un embargo retentivo,
intentado por el concedente contra el concesionario la cual
demanda está sometida al procedimiento que le es peculiar,
no obstante que la deuda que sirve de fundamento al em
bargo, tenga su Cuente en un proceso de la naturaleza del
previsto por el artículo 3 de la repetida Ley No. 173; que, por
consiguiente en el p resente caso no tiene aplicación la re-
dución a un mes del plazo para interponer el recurso de
casación, establecido por el párrafo VII agregado al artículo 7
de la Ley No. 173 de 1966, por la Ley No. 622 de 1973, que,
por lo tanto, el medio de inadmisión propuesto por la recurri-
da carece de fundamento y debe ser desestimado,

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación el recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
declaró inadmisible su recurso de apelación, basándose en
que el acto de apelación fue notificado durante un período de
vacaciones judiciales, en el cual no puede hacerse váli-
damente ninguna notificación sin permiso del Juez; que, sin
embargo, esa situación no está sancionada con la nulidad del
acto notificado, sino con una simple pena pecuniaria a cargo
del Alguacil actuante; que, por otra parte, la nulidad de un
acto procesal sólo puede ser pronunciada cuando la inob-
servancia de la formalidad omitida haya causado un per.
juicio al destinatario del acto; que, en la especie, el hecho de
que el acto de apelación fuese notificado durante un período
de vacaciones, no causó ningún agravio al intimado en
apelación;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
Pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar inad-
misible el recurso de apelación del actual recurrente, se basó
esencialmente en que el acto de apelación, sin previamente
obtener permiso del Juez, fue notificado por el apelante el 6
de enero de 1981, "que es un día incluido dentro del período
de vacaciones legales de la temporada navideña para todos
los Tribunales de la República, y por tanto un día declarado
no laborable, en el cual no pueden realizarse válidamente
ninguna notificación judicial sin permiso del Juez, por lo que
el recurso de a pelación así interpuesto resulta inadmisible";
Pero,

Considerando, que si es cierto que de conformidad con lo
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que dispone el artículo 15 de la Ley de Organización Judicial
"en los días de fiestas legales y en los de vacaciones no se
hará ningún acto judicial ni ninguna notificación, excepto con
autorización competente, si hubiere peligro en la demora o en
asuntos criminales", no es menos cierto que la ley no ha
pronunciado la nulidad del acto notificado en contravención
de dicha disposición, sino que ha limitado la sanción, por
aplicación del artículo 1030 del Código de Procedimiento Ci-
vil, a imponer una multa al ministerial que haya actuado inde-
bidamente durante esos días de fiestas legales; que al no ser
nulo el acto de apelación, no puede ser declarado inadmisible
su consecuencia, o sea el recurso de apelación; que al decidir
lo contrario la Corte a-qua violó los artículos 15 de la Ley de
Organización Judicial y 1030 del Código de Procedimiento
Civil, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada el 9
de junio de 1981, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido
copiaao en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, en las
mismas atribuciones; Segundo: Condena a la recurrida al
pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo 1-1.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 75

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 20 de enero de 1978.

Materia: Civil.

Recurrente (s): Rafael Tobías Durán Rodríguez.

Abogado (s): Dres. Luis A. González V., y Ramón Tapia
Espinal.

Recurrido (s): José D. Guzmán y compartes.

Abogado (s): Dres. Ramón Carcía G., y Luz María Adames.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, al Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 de agosto de 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Tobías
Durán Rodríguez, dominicano, mayor de edad, comerciante,
domiciliado y residente en la casa No. 26 de la calle Dr. Delga-
do, de esta ciudad, cédula No. 15506, serie 47; y Ana Durán
Rodríguez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, sello No.
131809, serie 1ra., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, el 20 de enero de 1978, en atribuciones ci-
viles, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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que dispone el artículo 15 de la Ley de Organización -Judicial
"en los días de fiestas legales y en los de vacaciones no se
hará ningún act9judicial ni ninguna notificación, excepto con
autorización competente, si hubiere peligro en la demora o en
asuntos criminales", no es menos cierto que la ley no ha
pronunciado la nulidad del acto notificado en contravención
de dicha disposición, sino que ha limitado la sanción, por
aplicación del artículo 1030 del Código de Procedimiento Ci-
vil, a imponer una multa al ministerial que haya actuado inde-
bidamente durante esos días de fiestas legales; que al no ser
nulo el acto de apelación, no puede ser declarado inadmisible
su consecuencia, o sea el recurso de apelación; que al decidir
lo contrario la Corte a-que violó los artículos 15 de la Ley de
Organización Judicial y 1030 del Código de Procedimiento
Civil, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada el 9
de junio de 1981, por la Corte de Apelación do Santo
Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, en las
mismas atribuciones; Segundo: Condena a la recurrida al
pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuc
firmada, leída y publicada por mf, Secretario General, que
certifico. (FOO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 75

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 20 de enero de 1978.

Materia: Civil.

Recurrente (s): Rafael Tobías Durán Rodríguez.

Abogado (s): Dres. Luis A. González V., y Ramón Tapia
Espinal.

Recurrido (s): José D. Guzmán y compartes.

Abogado (s): Dres. Ramón García G., y Luz María Adames.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, al Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy dia 31 de agosto de 1983, años 143' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Tobías
Durán Rodríguez, dominicano, mayor de edad, comerciante,
domiciliado y residente en la casa No. 26 de la calle Dr. Delga-
do, de esta ciudad, cédula No. 15506, serie 47; y Ana Durán
R oxf*tuez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, sello No.
131809, serie 1ra., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, el 20 de enero de 1978, en atribuciones ci-
viles, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído a la Lic. Clara Read, en representación de los Dres.
Luis A. González V., cédula No. 20220, serie 18, y Ramón
Tapia Espinal, cédula No. 23550, serie 47, abogados de los
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Ramón García hijo, en representación de los
Dres. Ramón B. García, cédula No. 976, serie 47, y Luz María
An.fmels, cédula No. 116636, serie 1ra., abogados de los
recurridos Ing. José Delio Guzmán Domínguez y el Estado
Dominicano, respectivamente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, firmado
por sus abogados el 9 de mayo de 1978;

Visto el memorial de defensa del recurrido Ing. José Delio
susci tto por su abogado el 7 de septiembre de 1978;

Visto el memorial de defensa del Estado Dominicano,
firmado por su abogado el 12 de enero de 1982;

ti , Jo el attio (fletado en fecha 30 de agosto del corriente
afu 1383 por cl Mdpts-lario Manuel 0. Bergés Chupani, Pre
stdente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
-onformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935,

a Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berajo, y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a oue ella se refiere consta lo siguiente: al que
con motivo de una demanda en nulidad de la venta de la
parcela No. 74 del Distrito Catastral No. 2 del municipio de
Constanza, intentado por Rafael Tobías Durán Rodríguez y
compartes, contra los hoy recurridos, el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción Original, dictó una sentencia rechazando
dicha demanda;	 que sobre el recurso de Apelación in-
terpuesto por los demandantes, el Tribunal Superior do
Tierras d fó el 7 de junio de 1967, una sentencia que con-
firmó la sentencia apelada; c) que sobre el recurso de
casación interpuesto, intervino el 8 de marzo de 1974 una
sentencia de la Suprema Corte de Justicia, cuyo dispositivo

dice así: "Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia
dictada el 7 de junio de 1967, por el Tribunal Superior de
Tierras, en relación con la Parcela No. 74 del Distrito Catastral
No. 2 del municipio de Constanza, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara que la Corte de Apelación de Santo Domingo,tra
conforme a la Ley No. 285 de 1964, es la Jurisdicción com-
petente para conocer de la demanda a que se refiere este
caso; y Tercero: Compensa las costas entre las partes"; d)
que así apoderada la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, dictó el 20 de
enero de 1978, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo
dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Rechaza por im-
procedentes y mal fundadas las conclusiones formuladas por
Rafael Tobías, José Octavio Ludovino y Ana Durán Ro-
dríguez; SEGUNDO: Acoge por las razones expuestas, las
conclusiones vertidas por el Ing. José Delio Guzmán
Domínguez y en consecuencia: a) Rechaza la demanda inicia-
da por los nombrados Rafael Tobías Durán Rodríguez y
compartes, por improcedente y mal fundada; b) Mantiene
con todas sus consecuencias legales la venta otorgada por
los demandantes al Estado Dominicano, relativas a la Parcela
No. 74 del Distrito Catastral No. 2, del municipio de Cons-
tanza, provincia de La Vega, en fecha 3 de octubre de 1956; c)
Mantiene con todas sus consecuencias legales, los cer-
tificados de títulos expedidos, como derivación de la referida
venta, incluyendo aquellos que se hayan expedidos a ter-
ceros; TERCERO: Condena a los demandantes al pago de las
costas con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Ramón B. García G., F.A., García Tineo y M.A. Báez
Brito;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada los
siguientes medios: primer Medio: Falta o insuficiencia de
motivos. Falta de base legal. Segundo Medio: Violación de
los artículos 1109, 1111 y 1112 del Código Civil. Tercero Me-
dio: Omisión de estatuir. Haber estatuido extra petita;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de
casación reunidos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo
siguiente: a) que el fallo impugnado no ofrece evidencias ni
motivos para justificar la a preciación de los Jueces que la
dictaron, en el sentido de que la receoción por los recurrentes
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Oído a la Lic. Clara Read, en representación de los Dres.
Luis A. González V., cédula No. 20220, serie 18, y Ramón
Tapia Espinal, cédula No. 23550, serie 47, abogados de los
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Ramón García hijo, en representación de los
Dres. Ramón B. García, cédula No. 976, serie 47, y Luz María

cédula No. 116636, serie 1ra., abogados de los
recurridos Ing. José Delio Guzmán Domínguez y el Estado
Dominicano, respectivamente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, firmado
por sus abogados el 9 de mayo de 1978;

Visto el memorial de defensa del recurrido Ing. José Delio
C-... 3rnan susci ito por su aoo,qado el 7 de septiembre de 1978;

Visto el memorial de defensa del Estado Dominicano,
firmado por su abogado el 12 de enero de 1982;

r to al auto dictado en fecha 30 de a gosto de l corriente
dh.,,> 1583 por el MdpiTia qo Manuel D. Bergés Chupani, Pre
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
ronformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935,

a Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
heredo, y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en nulidad de la venta de la
parcela No. 74 del Distrito Catastral No. 2 del municipio de
Constanza, intentado por Rafael Tobías Durán Rodríguez y
compartes, contra los hoy recurridos, el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción Original, dictó una sentencia rechazando
dicha demanda; b) que sobre el recurso de Apelación in-
terpuesto por los demandantes, el Tribunal Superior do
Tierras di, tú el 7 de junio de 1967, una sentencia que con-
firmó la sentencia apelada; c) que sobre el recurso de
casación interpuesto, intervino el 8 de marzo de 1974 una
sentencia de la Suprema Corte de Justicia, cuyo dispositivo

iy
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dice así: "Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia
dictada el 7 de junio de 1967, por el Tribunal Superior de
Tierras, en relación con la Parcela No. 74 del Distrito Catastral
No. 2 del municipio de Constanza, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara que la Corte de Apelación de Santo Domingo,

t ' ir conforme a la Ley No. 285 de 1964, es la Jurisdicción com-
petente para conocer de la demanda a que se refiere este
caso; y Tercero: Compensa las costas entre las partes"; d)
que así apoderada la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, dictó el 20 de
enero de 1978, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo
dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Rechaza por im-
procedentes y mal fundadas las conclusiones formuladas por
Rafael Tobías, José Octavio Ludovino y Ana Durán Ro-
dríguez; SEGUNDO: Acoge por las razones expuestas, las
conclusiones vertidas por el Ing. José Delio Guzmán
Domínguez y en consecuencia: a) Rechaza la demanda inicia-
da por los nombrados Rafael Tobías Durán Rodríguez y
compartes, por improcedente y mal fundada; b) Mantiene
con todas sus consecuencias legales la venta otorgada por
los demandantes al Estado Dominicano, relativas a la Parcela
No. 74 del Distrito Catastral No. 2, del municipio de Cons-
tanza, provincia de La Vega, en fecha 3 de octubre de 1956; c)
Mantiene con todas sus consecuencias legales, los cer-
tificados de títulos expedidos, como derivación de la referida
venta, incluyendo aquellos que se hayan expedidos a ter-
ceros; TERCERO: Condena a los demandantes al pago de las
costas con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Ramón B. García G., F.A., García Tineo y M.A. Báez
Brito;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada los
siguientes medios: primer Medio: Falta o insuficiencia de
motivos. Falta de base legal. Segundo Medio: Violación de
los artículos 1109, 1111 y 1112 del Código Civil. Tercero Me-
dio: Omisión de estatuir. Haber estatuido extra petita;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de
casación reunidos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo
siguiente: a) que el fallo impugnado no ofrece evidencias ni
motivos para justificar la a preciación de los Jueces que la
dictaron, en el sentido de aue la recepción por los recurrentes
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del precio despoja a la operación de su carácter vicioso; que
en ninguna parte de la sentencia impugnada se hace un
análisis detallado de la contenencia real y total de la parcela,
ni se especifica tampoco, en que circunstancia fue realizada
la operación de venta, ni si se vendió parte o la totalidad de la
parcela, ni qué precio tenía el metro o la tarea de terreno en el
sitio donde la misma está ubicada, ni si los recurrentes se la
ofrecieron en venta a Trujillo, si le escribieron o hablaron con
él en tal sentido, o si se valieron de alguna persona para ello;
b) que, por otra parte, los recurrentes probaron ante la Corte
a-qua, mediante los testimonios que fueron vertidos en la
jurisdicción catastral, la existencia de las violaciones que le
obligaron a vender la parcela en cuestión; que, sin embargo,
la Corte a-qua, rechaza la demanda de nulidad desconocien-
do la existencia del vicio de violencia que afectaba la venta,
con lo cual violó los artículos 1109, 1111, y 1112 del Código
Civil; c) que, finalmente, los recurrentes alegan que el fallo im-
pugnado incurre en el vicio de omisión de estatuir, ya que la
Corte a-qua también falló extra petita, al decidir en relación
con personas que no fueron panes en la litis; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para rechazar la
demanda de los recurrentes y fallar como lo hizo, expresó lo
siguiente: que "después de ponderar todos los documentos
que constan en el expediente, así como los hechos y cir-
cunstancias del proceso, ha establecido que en la venta
intervenida entre el Estado Dominicano y los señores Rafael
Tobías Rodríguez, actuando en representación de los demás
hermanos, no existió al momento de concertarse dicha venta
ninguna circunstancia de violencia que viciara el consen-
timiento de los vendedores, ya que éstos recibieron a entera
satisfacción los emolumentos o valores que envolvieron la
aludida venta"; que al expresarse así lo que la Corte a-qua
quiso exponer fue que los demandantes no hablan probado,
como era su deber, los hechos alegados como constitutivos
de la violencia, lo que tampoco resulta del examen de los
documentos del expediente; que la apreciación de la prueba
es una cuestión de hecho que cae dentro del poder soberano
de los Jueces del fondo y escapa al control de la casación,
salvo desnaturalización, que no ha ocurrido en la especie; que
habiendo comprobado la Corte a-qua que no habla sido esta-
blecido el hecho de la violencia, no tenía que aplicar los ar-
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títulos 1109, 1111 y 1112 del Código Civil, por lo cual no ha
podido violarlos; que, por último, de la sentencia impugnada
ni de ningún otro documento del expediente, resulta que en la
litis hayan figurado ctras personas que las que se señalan en
la misma sentencia ni que tampoco se hayan omitidos
personas que intervinieron en el proceso;

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, el fallo impugnado contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, y una relación
completa de los hechos de la causa, que ha permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie se ha
hecho una correcta aplicación de la Ley, por lo cual los me-
dios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

For tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Rafael Tobías Durán Rodríguez y
Ana Dur.án Rodríguez contra la sentencia dictada el 20 de
enero de 1978, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas y
ordena su distracción a favor del Lic. Ramón B. García G.,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Feña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Fuello Renville.- Abelardo Herrera

Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que
cendico. (FD0.): Miguel Jacobo.-
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del precio despoja a la operación de su carácter vicioso; que
en ninguna parte de la sentencia impugnada se hace un
análisis detallado de la contenencia real y total de la parcela,
ni se especifica tampoco, en que circunstancia fue realizada
la operación de venta, ni si se vendió parte o la totalidad de la
parcela, ni qué precio tenía el metro o la tarea de terreno en el
sitio donde la misma está ubicada, ni si los recurrentes se la
ofrecieron en venta a Trujillo, si le escribieron o hablaron con
él en tal sentido, o si se valieron de alguna persona para ello;
b) que, por otra parte, los recurrentes probaron ante la Corte
a-qua, mediante los testimonios que fueron vertidos en la
jurisdicción catastral, la existencia de las violaciones que le
obligaron a vender la parcela en cuestión; que, sin embargo,
la Corte a-qua, rechaza la demanda de nulidad desconocien-
do la existencia del vicio de violencia que afectaba la venta,
con lo cual violó los artículos 1109, 1111, y 1112 del Código
Civil; c) que, finalmente, los recurrentes alegan que el fallo im-
pugnado incurre en el vicio de omisión de estatuir, ya que la
Corte a-qua también falló extra petita, al decidir en relación
con personas que no fueron partes en la litis; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para rechazar la
demanda de los recurrentes y fallar como lo hizo, expresó lo
siguiente: que "después de ponderar todos los documentos
que constan en el expediente, así como los hechos y cir-
cunstancias del proceso, ha establecido que en la venta
intervenida entre el Estado Dominicano y los señores Rafael
Tobías Rodríguez, actuando en representación de los demás
hermanos, no existió al momento de concertarse dicha venta
ninguna circunstancia de violencia que viciara el consen-
timiento de los vendedores, ya que éstos recibieron a entera
satisfacción los emolumentos o valores que envolvieron la
aludida venta''; que al expresarse así lo que la Corte a-qua
quiso exponer fue que los demandantes no habían probado,
como era su deber, los hechos alegados como constitutivos
de la violencia, lo que tampoco resulta del examen de los
documentos del expediente; que la apreciación de la prueba
es una cuestión de hecho que cae dentro del poder soberano
de los Jueces del fondo y escapa al control de la casación,
salvo desnaturalización, que no ha ocurrido en la especie; que
habiendo comprobado la Corte a-qua que no había sido esta-
blecido el hecho de la violencia, no tenía que aplicar los ar-
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títulos 1109, 1111 y 1112 del Código Civil, por lo cual no ha
podido violarlos; que, por último, de la sentencia impugnada
ni de ningún otro documento del expediente, resulta que en la
litis hayan figurado otras personas que 13s que se señalan en
la misma sentencia ni que tampoco se hayan omitidos
personas que intervinieron en el proceso;

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, el fallo impugnado contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, y una relación
completa de los hechos de la causa, que ha permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie se ha
hecho una correcta aplicación de la Ley, por lo cual los me-
dios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Rafael Tobías Durán Rodríguez y
Ana Durán Rodríguez contra la sentencia dictada el 20 de
enero de 1379, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas y
ordena su distracción a favor del Lic. Ramón B. Cerda G.,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
cerbko. (FDO.): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 76

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 12 de marzo de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Jorge A. Reyes, Termopac Industrial,
C. por A., y la Intercontinental de Seguros, S.A.

Abogado (s): Dr. Jorge A. Subero Isa.

Interviniente (s): Gaspar Jiménez.

Abogado (s): Dr. Julio E. Rodríguez y Dr. Pedro A. Rc
dríguez Acosta.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre ae la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Jorge A.
Reyes, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado en la
calle Respaldo Dr. Betances No. 33 de esta ciudad, cédula
No. 3606, serie 52, Termopac Industrial, C. por A., con
domicilio social en la avenida Nicolás de Ovando No. 340, de
esta ciudad, y la Intercontinental de Seguros, S.A., entidad
con asiento social en el Centro Comercial Naco, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,

BOLETIN JUDICIAL	 2523

el 12 de marzo de 1982, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio E. Ro-

:; dríquez, cédula No. 19665, serie 18, por sí y por el Dr. Pedro
Antonio Rodríguez Acosta, cédula No. 22427, serie 18, abo-
gados del interviniente, Gaspar Jiménez, dominicano,
mayor de edad, soltero, empleado privado, cédula No. 15379,
serie 30, domiciliado en la casa No. 9 de la calle "G", Villa
España, La Romana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-gua el 24 de marzo de 1982, a re-
querimiento de su abogado Dr. Subero Isa, en representación
de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio de
casación;

Visto el memorial de las recurrentes Termopac Industrial,
C. por A., y la Intercontinental de Seguros, S.A., de fehca 29
de juriio de 1983, suscrito por su abogado, Dr. Jorge A.
Subero Isa, cédula No. 15398, serie 13, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada, los medios de casación que
luego se indican;

Visto el escrito del 8 de julio de 1982, del interviniente,
firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 17 de marzo de
1981, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el Dr.
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Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 31 de agosto del 1983, años 140' de
la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Jorge A.
Reyes, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado en la
calle Respaldo Dr. Betances No. 33 de esta ciudad, cédula
No. 3606, serie 52, Termopac Industrial, C. por A., con
domicilio social en la avenida Nicolás de Ovando No. 340, de
esta ciudad, y la Intercontinental de Seguros, S.A., entidad
con asiento social en el Centro Comercial Naco, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
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driquez, cédula No. 19665, serie 18, por sí y por el Dr. Pedro
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gados del interviniente, Gaspar Jiménez, dominicano,
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-gua el 24 de marzo de 1982, a re-
querimiento de su abogado Dr. Subero Isa, en representación
de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio de
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Visto el memorial de las recurrentes Termopac Industrial,
C. por A., y la Intercontinental de Seguros, S.A., de fehca 29
de juriio de 1983, suscrito por su abogado, Dr. Jorge A.
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luego se indican;

Visto el escrito del 8 de julio de 1982, del interviniente,
firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 17 de marzo de
1981, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el Dr.      

1     
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Jorge Antonio Subero Isa, en fecha ocho (8) de abril de 1981,
a nombre y representación de Jorge A. Reyes, Termopac•
Industrial, S.A., y la Intercontinental de Seguros, C. por A., y
b) por el Dr. Pedro Ant. Rodríguez, por sí y por el Dr. Julio E
Rodríguez, en fecha 23 de abril de 1981, a nombre y
representación de Gaspar Jiménez, contra sentencia de fecha
17 de marzo de 1381, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
'Falle: Primero: Se declara al co-prevenido Jorge Ant. Reyes
culpable del delito de viol. del art. 49 letra 1 7. ' de la Ley No.
241, accidente de vehícu;os de motor que ocasionó lesión
permanente al agraviado Gaspar Jiménez, y en consecuencia
se condena a doscientos pesos (RDS200.90) de multa, y al
pago de las costas penales, se ordena además la suspensión
de su licencia para conducir No. 128511, por un término de
seis (6) meses a partir de la fecha de la presente sentencia;
Segundo: Se declara al co-prevenido Damián Suero de la

no culpable dal delito de viol. a la Ley No. 241, por no
haber cometido ninguna falta, se declaran en cuanto a la
forma y justa y procedente en cuanto al fondo, la cons-
titución en parte civil formulada por el nombrado Gaspar
Jiménez, por órgano de su abogado constituido, en contra de
la Compañía Termopac Industrial, C. por A., y Jorge Ant.
Reyes, en sus calidades respectivas de comitente, persona ci-
vilmente responsable y del prevenido prepose, por ser el
propietario y el conductor, respectivamente, del vehículo que
causó el accidente; Cuarto: Se condenan a los nombrados
Jorge Ant. Rayes y la Cía. Termopac Industrial, C. por A.,
en sus calidades expresadas, al pago, en favor de la parte
civil constituida, de una indemnización de Tres Mil Quinientos
Pesos Cro (RDS3,500.00) como justa reparación de los daños
personales, materiales y morales sufridos a consecuencia del
accidente; lesión permanente por pérdida total del brazo
izquierdo desde el nivel del hombre izquierdo, según cer-
tificado médico legal expedido al efecto, se condena además,
al pago de los intereses legales sobre esta suma, a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización com-
plementaria; Quinto: Se condena a las panes sucumbientes
Jorge Ant. Reyes y la Cia Termo pac industrial, C. oor A.
.en sus calidades expresadas al pago oe las costas civiles,
del procedimiento, ordenándose la distracción de las mismas

en favor de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio
Eligio Rodríguez Acosta, abogados quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara la presente
sentencia común y oponible en su aspecto civil a la Compañía
Intercontinental de Seguros, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo, camión placa No. 513-909, que
ocasionó el accidente, mediante póliza No. AU1-3265,
vigente al momento y facha exacta del accidente, puesta en
causa, en virtud de los arts. 1 y 10 de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor'. Por haber sido
hecho conforme a las formalidades legales; SEGUNDO: En
cuanto al fondo se modifica la sentencia apelada en el sentido
de aumentar la indemnización acordada por el Tribunal a.
quo, y la Corte obrando por autoridad propia y contrario
imperio fija en Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) la in-
demnización a pagar al señor Gaspar Jiménez, en su calidad
indicada y por los conceptos especificados en la sentencia
recurrida, por considerarse que esta suma está más en ar-
monía y equidad con los daños causados; TERCERO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia apelada;
CUARTO: Condena al prevenido Jorge Antonio Reyes, al
pago de las costas penales y conjuntamente con la Compañía
Termopac Industrial, C. por A., al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres. Pedro
Ant. Rodríguez A. y Julio Eligio Rodríguez A., abogados de la
parte civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la compañía de seguros La Intercontinental de
Seguros, S.A., en su condición de entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes Termopac Industrial,
C por A., y la Intecontinental de Seguros, S.A., proponen
contra el fallo impugnado los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos. Segundo Medio: Falta de
base legal;

Considerando, que en sus dos medios de casación, reuni-
dos las recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: a) que en
a sentencia impugnada no se hace una relación de los
necrlus de la causa, lo que impide a la Suprema Corte de
Justiesa oeterr .inar si en la especie se hizo o no una correcta
uplirdr:ror de la Ley, ya que no se explica cómo y bajo qué
..ig,unsrankaas Gaspar Jiménez, que era un pasajero del auto-
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Jorge Antonio Subero Isa, en fecha ocho (9) de abril de 1381,
a nombre y representación do Jorge A. Reyes, Termopac
Industr al, S.A., y la Intercontinental de Seguros, C. por A., y
b) por el Dr. Pedro Ant. Rodríguez, por sí y por el Dr. Julio E,
Rodríguez, en fecha 23 de abril de 1981, a nombre y
representación de Caspar Jiménez, contra sentencia de fecha
17 de marzo de 1381, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara al co-prevenido Jorge Ant. Reyes
culpable del delito de viol. del art. 49 letra 	 de la Ley No.
241, accidente de vehículos de motor que ocasionó lesión
permanente al agraviado Gaspar Jiménez, y en consecuencia
se condena a doscientos pesos (RD$200.00) de multa, y al
pago de las costas penales, se ordena además la suspensión
de su licencia para conducir No. 1a11, por un término de
seis (5) meses a partir de la fecha de la presente sentencia;
Segundo: Se declara al co-prevenido Damián Suero de la
Rosa, no culpable del cielito de viol. a la Ley No. 241, por no
haber cometido ninguna falta, se declaran en cuanto a la
forma y justa y procedente en cuanto al fondo, la cons-
titución en parte civil formulada por el nombrado Gaspar
Jiménez, por órgano de su abogado constituido, en contra de
la Compañía Termopac Industrial, C. por A., y Jorge Ant.
Reyes, en sus calidades respectivas de comitente, persona ci-
vilmente responsable y del prevenido prepose, por ser el
propietario y el conductor, respectivamente, del vehículo que
causó el accidente; Cuarto: Se condenan a los nombrados
Jorge Ant. Reyes y la Cía. Termopac Industrial, C. por A..
en sus calidades expresadas, al pago, en favor de la parte
civil constituida, de una indemnización de Tres Mil Quinientos
Pesos Oro (RDS3.500.00) como justa reparación de los daños
personales, materiales y morales sufridos a consecuencia del
accidente; lesión permanente por pérdida total del brazo
izquierdo desde el nivel del hombre izquierdo, se gún cer-
tificado médico legal expedido al efecto, se condena además,
al pago de los intereses legales sobre esta suma, a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización com-
plementaria; Quinto: Se condena a las partes sucumbientes
Jorge Ant. Reyes y la Cia Termo pac industrial. C. oor A.

.en sus calidades expresadas al pago ae las costas
del procedimiento, ordenándose la distracción de las mismas
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en favor de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio
Eligio Rodríguez Acosta, abogados quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara la presente
sentencia común y oponible en su aspecto civil a la Compañía
Intercontinental de Seguros, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo, camión placa No. 513-909, que
ocasionó el accidente, mediante póliza No. AU1-3265,
vigente al momento y facha exacta del accidente, puesta en
causa, en virtud de los arts. 1 y 10 de la Ley No. 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor'. Por haber sido
hecho conforme a las formalidades legales; SEGUNDO: En
cuanto al fondo se modifica la sentencia apelada en el sentido
de aumentar la indemnización acordada por el Tribunal a
quo, y la Corte obrando por autoridad propia y contrario
imperio fija en Diez Mil Pesos Oro (RDS10,000.00) la in-
demnización a pagar al señor Gaspar Jiménez, en su calidad
indicada y por los conceptos especificados en la sentencia
recurrida, por considerarse que esta suma está más en ar-
monía y equidad con los daños causados; TERCERO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia apelada;
CUARTO: Condena al prevenido Jorge Antonio Reyes, al
pago do las costas penales y conjuntamente con la Compañía
Termopac Industrial, C. por A., al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres. Pedro
Ant. Rodríguez A. y Julio Eligio Rodríguez A., abogados de la
parte civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la compañía de seguros La Intercontinental de
Seguros, S.A., en su condición de entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes Termopac Industrial,
C por A., v la Intecontmental de Seguros, S.A., proponen
contra el fallo impugnado los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos. Segundo Medio: Falta de
base legal;

Considerando, que en sus dos medios de casación, reuni-
dos las recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: a) que en
ta sentencia impugnada no se hace una relación de los
itechos de la causa, lo que impide a la Suprema Corte de

oe r em;inar si en la especie se hizo o no una correcta
anbraulo, dir! ta Ley, ya que no se explica cómo y bajo qué
.n.unstanulas Gaspar Jiménez, que era un pasajero del auto-
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bús, pudo haber sufrido el desprendimiento del brazo
izquierdo, hecho que "sólo pudo haber ocurrido porque la
víctima llevaba dicho brazo fuera del vehículo que lo tras-
portaba"; que la sentencia impugnada no determina si el
accidente tuvo su causa eficiente en una falta imputable.a la
víctima ya que el único que resulté con lesiones corporales de
los 15 pasajeros que ocupaban el autobús, fue él, y esto,
porque llevaba, como se ha dicho, su brazo izquierdo fuera
del vehículo; b) que la Corte a-qua al aumentar la in-
demnización de RD53,500.00 a RDS10,000.00 concedida a la
víctima, se limitó a señalar que esta última suma está más en
armonía y equidad con los daños causados, motivación ésta
que no justifica el aumento tan desproporcionado con la
apreciación del Juez de Primer Grado. máxime cuando a esa
suma se le agregan los intereses legales a partir de la fecha de
la demanda, lo que haría subir el monto de la indemnización a
la suma de RDS13,600.00, lo que significa un aumento de un
300%, aumento que no ha justificado la Corte a-qua; c) que
la Corte a-qua no podía, en buen derecho, otorgar una in-
demnización complementaria en base a los intereses legales a
partir de la fecha de la demanda porque la suma de
RDS10,000.00 que ya le había fiajdo el Juez del Primer Grado
resultaba desproporcionada en relación con la apreciación
que de los mismos daños hizo el indicado Juez; Pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada,
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido Jorge A. Reyes, culpable del accidente y fallar como
lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente adminitrados en
la instrucción de la causa, los siguientes hechos: a) que
siendo aproximadamente las dos de la tarde del 13 de
septiembre de 1980, mientras el camión placa No. 513-909,
conducido por el prevenido Jorge Antonio Reyes, transitaba
de Norte a Sur por la autopista Duarte, al llegar a la altura del
kilómetro 14 y medio y tratar de rebasar a un automóvil que
corría en esa misma dirección, chocó al autobús placa No.
303-996 que corría por la misma autopista pero en dirección
Sur-Norte; b) que a consecuencia de esa colisión resultó
con lesiones corporales Gaspar Jiménez, pasajero del auto-
bús, quien sufrió desprendimiento del brazo izquierdo a nivel
del hombro de ese mismo lado; que, además, los vehículos
resultaron con abolladuras y otros desperfectos; c) que el

accidente se debió ala impruaencia del preveniCto Jorge
Antonio Reyes, pues éste al lanzarse a rebasar a un vehículo
ocu pó el carril que le correspondía al autobús, chocándolo
por la parte trasera lateral izquierda, provocando que el es-
pejo retrovisor lateral izquierdo del camión se introdujera en el
microbús y le desprendiera el brazo izquierdo a Gaspar
Jiménez, a nivel del hombro, como ya se ha dicho;

Coniiderando, en cuanto al alegato señalado con la letra
(a) que como se advierte la Corte a-qua expuso en la sen-
tencia impugnada los motivos suficientes y pertinentes que
llevaron a los Jueces del fondo a la convicción de que el acci-
dente en que perdió su brazo izquierdo Gaspar Jiménez se
debió a la imprudencia del prevenido y no a la circunstancia
de que la víctima llevaba el brazo fuera del vehículo; que, por
tanto, el alegato que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letras (b) y (c), que los Jueces del fondo son soberanos para
apreciar la magnitud de los daños y perjuicios sufridos por la
víctima y fijar en consecuencia, las indemnizaciones
correspondientes, siempre que no desnaturalicen los
documentos aportados o que tales indemnizaciones, por su
monto, resulten irrazonables;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para aumentar la
indemnización otorgada y fijarla en RDS10,000.00 más los
intereses legales de esa suma a partir de la fecha de la
demanda, se basó, como podía hacerlo, dentro de sus
facultades soberanas de apreciación, en que esa suma está
más en armonía y equidad con los daños causados, ya que,
como ha quedado establecido, la víctima perdió todo el brazo
izquierdo a nivel del hombro, lo que constituye una lesión
permanente cuya gravedad fue apreciada soberanamente por
los Jueces del Segundo Grado, y al evaluar el daño causado
en la suma antes indicada, que no es irrazonable, los Jueces
del fondo no incurrieron en ninguno de los vicios y
violaciones denunciados, por lo que los medios de casación
que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
Por im prudencia causados con el manejo o conducción de un
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bús, pudo haber sufrido el desprendimiento del brazo
izquierdo, hecho que "sólo pudo haber ocurrido porque la
víctima llevaba dicho brazo fuera del vehículo que lo tras-
portaba"; que la sentencia impugnada no determina si el
accidente tuvo su causa eficiente en una falta imputable.a la
victima ya que el único que resultó con lesiones corporales de
los 15 pasajeros que ocupaban el autobús, fue él, y esto,
porque llevaba, como se ha dicho, su brazo izquierdo fuera
del vehículo; b) que la Corte a-qua al aumentar la in-
demnización de RD$3,500.00 a RDS10,000.00 concedida a la
víctima, se limitó a señalar que esta última suma está más en
armonía y equidad con los daños causados, motivación ésta
que no justifica el aumento tan desproporcionado con la
apreciación del Juez de Primer Grado. máxime cuando a esa
suma se le agregan los intereses legales a partir de la fecha de
la demanda, lo que haría subir el monto de la indemnización a
la suma de RDS13,603.00, lo que significa un aumento de un
300%, aumento que no ha justificado la Corte a-qua; c) que
la Corte a-qua no podía, en buen derecho, otorgar una in-
demnización complementaria en base a lcs intereses legales a
partir de la fecha de la demanda porque la suma de
RDS10,000.00 que ya le había fiajdo el Juez del Primer Grado
resultaba desproporcionada en relación con la apreciación
que de los mismos daños hizo el indicado Juez; Pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada,
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido Jorge A. Reyes, culpable del accidente y fallar como
lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente adminitrados en
la instrucción de la causa, los siguientes hechos: a) que
siendo aproximadamente las dos de la tarde del 13 de
septiembre de 1980, mientras el camión placa No. 513.909,
conducido por el prevenido Jorge Antonio Reyes, transitaba
de Norte a Sur por la autopista Duarte, al llegar a la altura del
kilómetro 14 y medio y tratar de rebasar a un automóvil que
corría en esa misma dirección, chocó al autobús placa No.
303-996 que corría por la misma autopista pero en dirección
Sur-Norte; b) que a consecuencia de esa colisión resultó
con lesiones corporales Gaspar Jiménez, pasajero del auto-
bús, quien sufrió desprendimiento del brazo izquierdo a nivel
del hombro de ese mismo lado; que, además, los vehículos
resultaron con abolladuras y otros desperfectos; cl que el
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accidente se debió ala imprudencia dei preveniao Jorge
Antonio Reyes, pues éste al lanzarse a rebasar a un vehículo
ocu pó ei carril que le correspondía al autobús, chocándolo
por la parte trasera lateral izquierda, provocando que el es-
pejo retrovisor lateral izquierdo del camión se introdujera en el
microbús y le desprendiera el brazo izquierdo a Gaspar
Jiménez, a nivel del hombro, como ya se ha dicho;

Cons'iderando, en cuanto al alegato señalado con la letra
(a) que como se advierte la Corte a-qua expuso en la sen-
tencia impugnada los motivos suficientes y pertinentes que
llevaron a los Jueces del fondo a la convicción de que el acci-
dente en que perdió su brazo izquierdo Gaspar Jiménez se
debió a la imprudencia del prevenido y no a la circunstancia
de que la víctima llevaba el brazo fuera del vehículo; que, por
tanto, el alegato que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letras (b) y (c), que los Jueces del fondo son soberanos para
apreciar la magnitud de los daños y perjuicios sufridos por la
víctima y fijar en consecuencia, 	 las indemnizaciones
correspondientes, siempre que no desnaturalicen los
documentos aportados o que tales indemnizaciones, por su
monto, resulten irrazonables;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para aumentar la
indemnización otorgada y fijarla en RDS10,000.00 más los
intereses legales de esa suma a partir de la fecha de la
demanda, se basó, como podía hacerlo, dentro de sus
facultades soberanas de apreciación, en que esa suma está
más en armonía y equidad con los daños causados, ya que,
como ha quedado establecido, la víctima perdió todo el brazo
.izquierdo a nivel del hombro, lo que constituye una lesión
permanente cuya gravedad fue apreciada soberanamente por
los Jueces del Segundo Grado, y al evaluar el daño causado
en la suma antes indicada, que no es irrazonable, los Jueces
del fondo no incurrieron en ninguno de los vicios y
violaciones denunciados, por lo que los medios de casación
que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
Por imorudencia causados con el manejo o conducción de un
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vehículo de motor previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241
de 1967, y sancionado por la letra (0) de dicho texto legal con
misión de 9 meses a 3 años y multa de R0$200.00 a
ROS700.00 pesos si los golpes y heridas han ocasionado le-
sión permanente como ocurrió en la especie; que al condenar
111 prevenido a ROS200.00 pesos de multo, acogiendo e7
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanció2,
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a Gaspar
Jiménez, personas constituida en parte civil, daños y per-
juicios materia l es y morales cuyo monto evaluó en diez mil
pesos:; que al condenar al prevenido Jorge Antonio Reyes, y
a la Termopac Industrial, C. por A., persona puesta en causa
como civilmente responsable en su calidad de comitente del
prevenido, al pago de esa suma, más los intereses legales de
la misma a titulo de indemnización en provecho de la parte ci-
vil constituida, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y al declarar oponi-
bles tales condenaciones a la Intercontinental de Seguros,
S.A., entidad aseguradora puesta en causa,h;zo una correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, la misma no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
Gaspar Jiménez en los recursos de casación interpuestos por
Jorge Antonio Reyes, Terrnotrac Industrial, S.A., y la In-
tercontinental de Seguros, S.A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 12 de marzo de 1982, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; Tercero: Condena al pre-
venido Jorge Antonio Reyes al pago do las costas penales,
a éste y Terrnopac Industrial, C. por A., al pago de las costas
civiles, y distrae estas últimas en provecho de los doctores
Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodrígue7,
abogados del interviniente, quienes afirman estarlas avan
zando en su totalidad y las declara oponibles a la In

tercontinental de Seguros, S.A.. dentro de los términos de
Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H
Goicochea S.- Maximo Puello Renville.- Abelardo Herrera

Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. aue
certifico.	 Miguel Jacobo.
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vehículo de motor previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241
de 1967, y sancionado por la letra (D) de dicho texto legal con
prisión do 9 meses a 3 años y multa de RO$200.00 a
ROS700.00 pesos si los golpes y heridas han ocasionado
sión permanente como ocurrió en la especie; que al condenar
al prevenido a RD$200.00 pesos da multo, acogiendo cir
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a Gaspar
Jiménez, personas constituida en parte civil, daños y per-
juicios materia l es y morales cuyo monto evaluó en diez
pesos:; que al condenar al prevenido Jorge Antonio Reyes, y
a la Termopac Industrial, C. por A., persona puesta en causa
como civilmente responsable en su calidad de comitente del
prevenido, al pago de esa suma, más los intereses legales de
la misma a título de indemnización en provecho de la parte ci-
vil constituida, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y al declarar oponi-
bles tales condenaciones a la Intercontinental de Seguros,
S.A., entidad aseguradora puesta en causa, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, la misma no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

Por taks motivos, Primero: Admite como intsrviniente
Caspar,firnénez en los recursos de casación interpuestos por
Jorge Antonio Reyes, Termopac Industrial, S.A., y la In-
tercontinental de Seguros, S.A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 12 de marzo de 1982, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; Tercero: Condena al pre-
venido Jorge Antonio Reyes al pago de las costas penales, Y
a éste y TP.I mopac Industrial, C. por A., al pago de las costas
civiles, y distrae estas últimas en provecho de los doctores
Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez,
abogados del interviniente, quienes afirman estarlas avan-
zando en su totalidad y las declara oponibles a la In

tercontinental de Seguros, S.A., dentro de los términos de la
Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo 1-1
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General. aue
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.

1
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 77

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 13 de noviembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luis Trejo Alvarez, Estado Dominicano y/o
Marina de Guerra y Cfa. de Seguros San Rafael, C. por A.

Interviniente (s): José Ellas Pérez Ramírez.

Abogado (s): Dr.Ramón Subervf Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de
Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 31 del mes de agosto del año 1983, años
140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido Luis Trejo Alvarez, El Estado Dominicano y/o Marina
de Guerra y Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia del 13 de noviembre de 1980. dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada el 28 de

noviembre de 1980, en la Secretaría de la Corte a-qua a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Anael Cedeño Jiménez,

cédula No. 17706, serie 28, en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Vista el acta del recurso de casación del 5 de diciembre de
1980, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del abogado, Dr. Ceberino Díaz Bonilla, en
representación del Estado Dominicano, en la cua l no se
propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente José Elías Pérez Ramírez,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 225116, serie
1ra., residente en esta ciudad, soltero, empleado privado,
suscrito por su abogado Dr. Ramón Subervf Pérez, el 11 de
octubre de 1982;

Visto el escrito del interviniente, de generales indicadas, del
28 de mayo de 1982, suscrito por su abogado Dr. Nelson
Omar Medina, cédula No. 11935, serie 22;

Visto el auto dictado en fecha 31 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, el cual integra y lla-
ma al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Corte, en la deliberación y fallo del recur-
so de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 37, 62 y-
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 25 de
octubre de 1977, en el cual dos personas resultaron con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado do
Primera instancia del Distrito Nacional, dictó el 18 de junio de
1979, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos: a) por el Dr. Alberto Herasme Brito,
en fecha 28 de junio de 1979, a nombre y representación de

higumnar -"Nrimai



2530	 BOELTIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 2531

SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DEL 1983 No. 77

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 13 de noviembre de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Luis Trejo Alvarez, Estado Dominicano y/o
Marina de Guerra y Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.

Interviniente Is): José Elías Pérez Ramírez.

Abogado (sI: Dr.Ramón Suberví Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 31 del mes de agosto del año 1983, años
140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido Luis Trejo Alvarez, El Estado Dominicano y/o Marina
de Guerra y Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia del 13 de noviembre de 1980, dictada en sus atri.
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada el 28 de

noviembre de 1980, en la Secretaría de la Corte a - qua a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Anael Cedeño Jiménez,

cédula No. 17700, serie 28, en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Vista el acta del recurso de casación del 5 de diciembre de
1980, levantada en la Secretarla de la Corte a -que, a re-
querimiento del abogado, Dr. Ceberino Díaz Bonilla, en
representación del Estado Dominicano, en I.a cua! no se
propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente José Elías Pérez Ramírez,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 225116, serie
1ra., residente en esta ciudad, soltero, empleado privado,
suscrito por su abogado Dr. Ramón Suberví Pérez, el 11 de
octubre de 1982;

Visto el escrito del interviniente, de generales indicadas, del
28 de mayo de 1982, suscrito por su abogado Dr. Nelson
Omar Medina, cédula No. 11935, serie 22;

Visto el auto dictado en fecha 31 de agosto del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, el cual integra y lla-
ma al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Corte, en la deliberación y fallo del recur-
so de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 37, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 25 de
octubre de 1977, en el cual dos personas resultaron con
lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera instancia del Distrito Nacional, dictó el 18 de junio de
1979, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regulares y válidos, en cuanto ala forma, los recursos de
apelación interpuestos: a) por el Dr. Alberto Herasme Brito,
en fecha 28 de junio de 1979, a nombre y representación de
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José Elías Pérez Ramírez; y b) por el Dr. Manuel W. Medrano
Vásquez, en fecha 19 de junio de 1979, a nombre
representación de Luis Trejo Alvarez, Estado Dominicano y la
Cfa. de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia de
fecha 18 de junio de 1979, dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así:	 Primero: Declara culpables
los nombrados José Elías Pérez Ramírez y Luis Trejo Alvarez,
inculpados del delito de golpes y heridas involuntarios
recíprocos, en viol. a los arts. 49 letra (C) y 65 de la Ley No.
241, en consecuencia se condenan al pago de una multa de
Veinticinco Pesos Oro (RDS25.00) y costas a cada uno, por
estimarse que hubo concurrencias de faltas de ambos pre-
ienidos; Segundo: Declara buena y válida la constitución en
parte civil formulada por el Sr. José Elías Pérez Ramírez,
contra Luis Trejo alvarez, y el Estado Dominicano, en la forma

en cuanto al fondo, se condenan al pago solidario de Dos
Mil Pesos Oro (RDS2,000.00) moneda de curso legal, en
beneficio de dicha parte civil, como justa indemnización por
los daños y perjuicios sufridos a causa del accidente de que
se trata, y además al pago de los intereses legales de esa
suma a partir de la fecha de la demanda, tomando en consi-
deración la concurrencia de faltas de ambos prevenidos;
Tercero: Declara, oponible la presente sentencia a la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A., por ser la entidad aseguradora
de uno de los vehículo accidentados, en el referido accidente;
Cuarto: Condena a Luis Trejo Alvarez, y al Estado
Dominicano, al pago solidario de las costas civiles distraídas
en provecho del Dr. Nelson Omar Medina, quien afirma ha-
berlas avarzado en su totalidad'. Por haber sido hechos de
acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto
al fondo se confirma la sentencia recurrida, en todas sus
partes, por ser justa y reposar sobre prueba legal; TERCERO:
Condena a Luis Trejo Alvarez y José Elías Pérez Ramírez, al
pago de las costas penales de la alzada y a Luis Trejo Alvarez
y Estado Dominicano, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Nelson Omar Me-
dina, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
CUARTO: Declara la presente sentencia común y oponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su con-
dición de entidad aseguradora de uno de los vehículos que
ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes Estado Dominicano yro
Marina de Guerra y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
ni el momento de interponer sus recursos ni posteriormente:
han expuesto los medios en que los fundamentan, lo que
exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimie nto de Casación, razón por la cual los recursos de
casación mencionados deben ser declarados nulos; por lo
que se procederá a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifesto que la Corte a-qua, para declarar al pre-
venido Luis Trejo Alvarez, culpable del accidente, y fallar
como lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueror regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, los siguientes
hechos: a) que el 28 de junio de 1379, en horas de la tarde,
mientras el prevenido Luis Trejo Alvarez transitaba en
dirección Este-Oeste en el jeep placa No. 0-3934 por la calle
2da., de Los Mameyes, de esta ciudad, al llegar a la terminal
de la Cía. Esso, se produjo una colisión con la motocicleta
placa No. 31611, conducida por José Elías Pérez que transi-
taba por la misma calle, en sentido contrario; b) que a
consecuencia de dicha colisión resultaron con lesiones
corporales ambos conductores, Luis Trejo Alvarez, y José
Elías Pérez Ramírez, que curaron antes de 10 días las del
segundo y el primero después de 180 y antes de 210 días; c)
que el accidente se debió a la imprudencia de ambos con-
ductores; que la imprudencia del prevenido recurrente
consistió en rebasar un vehículo que se encontraba es-
tacionado, sin advertir que en sentido contrario transitaba el
motorista, cuya derecha ocupó;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen el delito de golpes y heridas por imprudencia, previsto
por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1367, sobre Tránsito y
Vehículos, sancionado en la letra (c) de dicho texto legal, con
prisión de seis meses a dos años y multa de cien a quinientos
Pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo,
durare veinte o más días, como ocurrió en la especie; que al
condenar la Corte a-qua, al prevenido recurrente Luis Trejo
Alvarez, al pago de una multa de Veinticinco Pesos dicha
Corte procedió correctamente en razón de que a falta de
apelación del Ministerio Público, la suerte del prevenido
recurrente, no podía ser agravada por su solo recurso:
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José Elías Pérez Ramírez; y b) por el Dr. Manuel W. Medrano
Vásquez, en fecha 19 de junio de 1979, a nombre v
representación de Luis Trejo Alvarez, Estado Dominicano y la
Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia de
fecha 18 de junio de 1979, dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Declara culpables
los nombrados José Elías Pérez Ramírez y Luis Trejo Alvarez,
inculpados del delito de golpes y heridas involuntarios
recíprocos, en viol. a los arts. 49 letra (C) y 65 de la Ley No.
241, en consecuencia se condenan al pago de una multa de
Veinticinco Pesos Oro (RDS25.00) y costas a cada uno, por
estimarse que hubo concurrencias de faltas de ambos pre-
denidos; Segundo: Declara buena y válida la constitución en
parte civil formulada por el Sr. José Elías Pérez Ramírez,
contra Luis Trejo alvarez, y el Estado Dominicano, en la forma

en cuanto al fondo, se condenan al pago solidario de Dos
Mil Pesos Oro (RDS2,000.00) moneda de curso legal, en
beneficio de dicha parte civil, como justa indemnización por
los daños y perjuicios sufridos a causa del accidente de que
se trata, y además al pago de los intereses legales de esa
suma a partir de la fecha de la demanda, tomando en consi-
deración la concurrencia de faltas de ambos prevenidos;
Tercero: Declara, oponible la presente sentencia a la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A., por ser la entidad aseguradora
de uno de los vehículo accidentados, en el referido accidente;
Cuarto: Condena a Luis Trejo Alvarez, y al Estado
Dominicano, al pago solidario de las costas civiles distraídas
en provecho del Dr. Nelson Omar Medina, quien afirma ha-
berlas avarzado en su totalidad'. Por haber sido hechos de
acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO:En cuanto
al fondo sé confirma la sentencia recurrida, en todas sus
partes, por ser justa y reposar sobre prueba legal; TERCERO:
Condena a Luis Trejo Alvarez y José Elías Pérez Ramírez, al
pago de las costas penales de la alzada y a Luis Trejo Alvarez
y Estado Dominicano, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Nelson Omar Me-
dina, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
CUARTO: Declara la presente sentencia común y oponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su con-
dición de entidad aseguradora de uno de los vehículos que
ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes Estado Dominicano y,o
Marina de Guerra y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
ni el momento de interponer sus recursos ni posteriormente,
han expuesto los medios en que los fundamentan, lo que
exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, razón por la cual los recursos de
casac ión mencionados deben ser declarados nulos; por lo
que se procederá a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifesto que la Corte a-qua, para declarar al pre-
venido Luis Trejo Alvarez, culpable del accidente, y fallar
como lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueror regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, los siguientes
hechos: a) que el 28 de junio de 1379, en horas de la tarde,
mientras el prevenido Luis Trejo Alvarez transitaba en
dirección Este-Oeste en el jeep placa No. 0-3934 por la calle
2da., de Los Mameyes, de esta ciudad, al llegar a la terminal
de la Cía. Esso, se produjo una colisión con la motocicleta
placa No. 31611, conducida por José Elías Pérez que transi-
taba por la misma calle, en sentido contrario; b) que a
consecuencia de dicha colisión resultaron con lesiones
corporales ambos conductores, Luis Trejo Alvarez, y José
Elías Pérez Ramírez, que curaron antes de 10 días las del
segundo y el primero después de 1130 y antes de 210 días; c)
que el accidente se debió a la imprudencia de ambos con-
ductores; que la imprudencia del prevenido recurrente
consistió en rebasar un vehículo que se encontraba es-
tacionado, sin advenir que en sentido contrario transitaba el
motorista, cuya derecha ocupó;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen el delito de golpes y heridas por imprudencia, previsto
por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, sancionado en la letra (c) de dicho texto legal, con
prisión de seis meses a dos años y multa de cien a quinientos
pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo,
durare veinte o más días, como ocurrió en la especie; que al
condenar la Corte a-qua, al prevenido recurrente Luis Trejo
Alvarez, al pago de una multa de Veinticinco Pesos dicha
Corte procedió correctamente en razón de que a falta de
apelación del Ministerio Público, la suerte del prevenido
recurrente, no podía ser agravada por su solo recurso;
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Considerando, que asimismo la Corto a-qua, dio por es.
tablecido que el hecho del prevenido recurrente, había causa.
do daños y perjuicios morales a José Elías Pérez Ramírez,
parte civil constituida, que evaluó en la suma de dos mil
pesos; que al condenar dicha Corte a Luis Trejo Alvarez a
pagar a la parte civil constituida la señalada 	 y al de los
intereses legales sobre la misma, a título de indemnización
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo concerniente al interés del prevenido recurrente, la sen-
tencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admitre como interviniente a
José Elías Pérez Ramírez en los recursos de casación in-
terpuestos por Luis Trejo Alvarez, el Estado Dominicano y la
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada el 13 de no-
viembre de 1980, en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por el
Estado Dominicano y/o Marina de Guerra Dominicana y la
Cia. San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso del
prevenido y lo condena al pago de las costas penales y a éste
y al Estado Dominicano yio Marina de Guerra al pago de las
costas civiles, ordenando su distracción en favor de los Dres.
Rubén Suu6Ri Pérez y Nelson Omar Medina, abogados del
interviniente, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte y las declara oponibles a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo,	 Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en le
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IFD0.): Miguel Jacobo.-

LABO R DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, DURANTE
EL MES DE AGOSTO DEL ANO 1983
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Considerando, que asimismo la Corte a-qua, dio por
tablecido que el hecho del prevenido recurrente, había causa-
do daños y perjuicios morales a José Elías Pérez Ramírez
parte civil constituida, que evaluó en la suma de dos mil
pesos; que al condenar dicha Corte a Luis Trejo Alvarez a
pagar a la parte civil constituida la señalada	 y al de los
intereses legales sobre la misma, a título de indemnización
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo concerniente al interés del prevenido recurrente, la sen-
tencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admitre como interviniente a
José Elías Pérez Ramírez en los recursos de casación in-
terpuestos por Luis Trejo Alvarez, el Estado Dominicano y
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada el 13 de no-
viembre de 1980, en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por el
Estado Dominicano y/o Marina de Guerra Dominicana y la
Cía. San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso
prevenido y lo condena al pago de las costas penales y a éste
y al Estado Dominicano y/o Marina de Guerra al pago de las
costas civiles, ordenando su distracción en favor de los Dres.
Rubén SUI/érlet Pérez y Nelson Omar Medina, abogados del
interviniente, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte y las declara oponibles a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo 14.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera p i-
ña.• Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo,	 Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico (FD0.): Miguel Jacobo.-

LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, DURANTE
EL MES DE AGOSTO DEL AÑO 1983
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